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    CAPÍTULO XXXII


    LAS CIUDADES CANARIAS EN LOS SIGLOS XVII Y XVIII


    I. Las Palmas de Gran Canaria en los siglos XVII y XVIII: Población. —Reconstrucción de la ciudad. —La catedral. —Monasterios, hospitales y ermitas. —Crecimiento de la población. —Nuevos edificios. —Los corregidores Eguiluz y Cano. —II.Las obras de la catedral de Santa Ana, de Las Palmas. El arquitecto Diego Nicolás Eduardo: Intentos frustrados. —El obispo Herrera. —El ingeniero Hermosilla. —Desavenencias. —El proyecto de Diego Nicolás Eduardo. —¿Quién era Eduardo? — Los cimientos. —Las obras. —La fachada de la catedral. —III.Otros edificios de Las Palmas (siglo XVIII): El hospital de San Martín. —El Hospicio. —Diversas obras proyectadas por Eduardo. —Los pueblos de Gran Canaria.


    I. Las Palmas de Gran Canaria en los siglos XVII y XVIII.


    Nos proponemos en este capítulo y en el inmediato abordar conjuntamente el estudio de las ciudades canarias, en las centurias arriba señaladas, como prólogo al examen minucioso de las principales fortificaciones del Archipiélago en el período de tiempo indicado.


    Con ello completamos el plan de nuestra obra en ambos aspectos de la historia canaria. El estudio del desarrollo y evolución de los principales núcleos urbanos servirá de complemento al capítulo XVII de esta obra, donde se estudió la fundación, asiento y desarrollo de las más importantes ciudades canarias en la centuria décimo sexta 1, y al mismo tiempo hará comprender —ese es nuestro principal propósito— los nuevos problemas que este desarrollo urbano plantea a los ingenieros para su fortificación y las medidas que se arbitran para asegurar los puntos más vitales del Archipiélago, objeto este último que ha ocupado nuestra atención diversas y reiteradas veces.


    Sobre la evolución de la ciudad Real de Las Palmas en los siglos XVII y XVIII, ya expusimos nuestra opinión con respecto a la aparente estabilidad de sus casco urbano. Conviene reiterar ahora las apreciaciones entonces expuestas.


    La ciudad de Las Palmas —decíamos— adquirió “una marcada estabilidad hacia 1550, que perduraría por trescientos años, pues hasta 1850 no rompe el que pudiéramos llamar su perímetro histórico para invadir en loca y desenfrenada carrera hacia el norte los Arenales, Santa Catalina, el Puerto de la Luz y hasta las Isletas (Isleta en el lenguaje moderno), y convertirse en la gran ciudad que es hoy admiración del viajero y legítimo orgullo de sus moradores” 2. “Durante los siglos XVII y XVIII la transformación y crecimiento de la ciudad de Las Palmas se opera dentro de su propio perímetro. La ciudad crece, pero no a “ojos vista”, en el impreciso exponente de un mapa o plano. Su caserío se adecenta, los edificios de la conquista se remozan, a viviendas humildes reemplazan casonas con ribetes de palacios, los jardines y huertas desaparecen para dar paso a nuevas construcciones, y así la ciudad progresa, crece y se aprieta dentro de su aparente estabilidad”3.


    Durante las dos centurias que historiamos, la ciudad de Las Palmas triplicó su población, prueba la más patente de su vitalidad y crecimiento. El historiador Castillo Ruiz de Vergara asegura que en 1739 contaba la ciudad con unos 2.000 vecinos, lo que da una población aproximada entre 8.000 y 10.000 habitantes 4, y por su parte, el también historiador don José de Viera y Clavijo, con la precisión que le confiere la consulta de una matrícula de 1768, existente en el Consejo de Castilla, da como cifra exacta de la población de Las Palmas en el año de referencia, 9.435 habitantes 5.


    Si La Laguna de Tenerife era la ciudad más populosa de las Canarias en el siglo XVI, Las Palmas le supera ligeramente en el siglo XVIII. Bien es verdad que se trata de una superioridad aparente de población, puesto que en estas mismas centurias el lugar de Santa Cruz de Tenerife —puerto en realidad de La Laguna, pues no alcanzará la categoría de villazgo hasta 1797— crecía en forma tan desmesurada, que a finales del siglo XVIII igualaba y aun superaba en población a las dos capitales históricas del Archipiélago.


    En conclusión, el crecimiento de Las Palmas, aun siendo muy apreciable, vióse indudablemente perturbado por causas extrañas, algunas de las cuales pueden ser puntualizadas.


    El saqueo e incendio de la ciudad por Van der Does, en 1599, al destruir los mejores edificios de la ciudad, supuso un verdadero colapso para la misma en su desarrollo, ya que todos los esfuerzos se consagraron a restañar las heridas humeantes de su caserío, devolviendo a conventos, iglesias y ermitas, principalmente, la prestancia y boato de sus mejores épocas. Gran parte del siglo XVIII fue empleado por sus habitantes en esta empresa noble y altruista.


    Por otra parte, Las Palmas ve reducida su importancia en estas centurias porque la isla de que es capital no puede competir en riqueza y población con su vecina y rival la isla de Tenerife, enriquecida y superpoblada a la sombra de su producción agrícola, en particular sus afamados vinos, base de un activo comercio con el extranjero y con América, cada día más próspero. Esta superior riqueza, y sobre todo el cebo del comercio y las granjerías a que éste podía dar lugar, atrajeron a Tenerife, primero a La Laguna y más tarde a Santa Cruz, a los capitanes generales, y Las Palmas perdió poco a poco su categoría de centro político y administrativo del Archipiélago, lo que le restó importancia, población y cuantiosos ingresos.


    Todas estas causas y motivos perturbaron el crecimiento y desarrollo de la ciudad de acuerdo con el ritmo previsto en el siglo XVI.


    * * *


    El lector conoce ya los daños que en los principales edificios de la ciudad ocasionaron los holandeses en su éxodo, y cuán presto rivalizaron organismos, corporaciones y particulares por devolver a la misma su prestancia y esplendor pasados.


    Los edificios que más habían sufrido daños para satisfacer el furor iconoclasta de los herejes luteranos habían sido los religiosos: la catedral, los conventos, hospitales y ermitas, y, por tanto, fueron ellos los que a expensas del Cabildo o merced a la devoción y limosnas de los particulares, recobraron poco a poco su fisonomía primitiva, aunque algunos de ellos, buscando su propia seguridad en el futuro, hubieron de cambiar de emplazamiento.


    Esta es una nota singular y característica de la disposición urbana de Las Palmas en el siglo XVII. Todos los edificios de la periferia, a excepción de las ermitas de Santa Catalina y Nuestra Señora de la Luz, reedificadas extra muros, se construyen de nueva planta dentro del perímetro de la ciudad, intra muros, para ponerlos a resguardo de cualquiera acción pirática o desembarco guerrero que pudiese de nuevo amenazarlos de ruina. De esta manera, cambian de emplazamiento el hospital de San Lázaro y las ermitas del Espíritu Santo y San Sebastián, que se dispersan por los barrios de Vegueta y Triana, conforme veremos en su momento.


    En la catedral de Las Palmas, el obispo, Cabildo eclesiástico y particulares, rivalizaron en la restauración de la misma. No hubo necesidad de tocar su imponente fábrica, indemne, como recordará el lector, por impotencia de los holandeses para destruir o arruinar la misma; en cambio, en su interior puede decirse que no quedó nada después del éxodo. Años y años se emplearon en esta costosa labor de restauración, que devolvió a la basílica: tabernáculo, altares, coro, púlpito, órganos, ornamentos, alhajas, biblioteca, campanas, reloj, etc. En esta labor intervinieron escultores y artífices tales como Pedro Bayón, Jerónimo de Medina, Pedro Brunel, el maestro Jacobo, Lorenzo de Campos, Alonso de Ortega, Alejandro Hernández, etc. Durante el siglo XVII se acometieron, además, algunas importantes obras en la catedral de Santa Ana, tales como la transformación de la “huerta” en el claustro y patio de los Naranjos y la construcción de una capilla y puerta de comunicación con el claustro mencionado.


    Un acuerdo del Cabildo eclesiástico, de 6 de febrero de 1612, nos da a conocer cómo se mandó por aquella fecha al mayordomo de fábrica que “haga un jardín en el claustro principal de esta Santa Iglesia y lo adorne y componga a su parecer..., y que por la puerta que sale a la calle del dicho claustro no se entren cosas que dañen ni descompongan el dicho jardín...” Para comunicar la basílica con el claustro fue preciso abrir una puerta en los pies de la iglesia, en el costado sur, al mismo tiempo que era reconstruida la capilla inmediata de San Francisco de Paula. De ambas obras se encargó, en 1635, el maestro de cantería Juan Luzero, de seguro hijo del antiguo cantero de la catedral, Andrés Luzero. La bella portada clásica que labró Juan Luzero se conserva intacta en la actualidad. Sobre columnas corintias, apoya un arco de medio punto, y se descubren diversas figuras labradas en los recuadros del ancho marco de sillería 6.


    También se acometió en este siglo la construcción de la Sala Capitular, Contaduría, Sala de Arcas y demás dependencias que encuadraban el claustro.


    Después de estas reformas, la catedral de Santa Ana suspendió por más de un siglo sus obras, lo mismo en el aspecto de mejoras en la mitad de la basílica construida que en el proyecto, más grandioso, de dar remate a la inacabada construcción. Fueron precisos los desvelos y arrestos de un obispo como fray Joaquín de Herrera, y la casual presencia en Las Palmas de un arquitecto de la talla y capacidad de Diego Nicolás Eduardo, para que en 1781 se acometiese, con inusitados bríos, el planteamiento total de las obras para la conclusión de la catedral.


    Al mismo tiempo que la catedral recuperaba su esplendor pasado después del saqueo de la misma por el holandés Van der Does, los conventos de la ciudad fueron también lentamente recuperando su fisonomía de antaño, merced a los desvelos de las Órdenes religiosas que los moraban y al rumbo de los particulares, pues hubo familias que se convirtieron en protectoras de la restauración y gastaron buena parte de su peculio en las obras.


    Tal fue el caso del monasterio de Santo Domingo, por verdadero nombre San Pedro Mártir, totalmente arruinado en el incendio que en el mismo provocaron los holandeses cuando el éxodo. Comenzaron la reedificación de este convento de Las Palmas fray Juan de Saavedra y fray Juan Martín, sin otra ayuda que las limosnas que recaudaban entre los particulares, exiguas de momento para tan vasta edificación, hasta que en 1610 recibieron los frailes la valiosa ayuda del capitán Rodrigo de León y de su esposa, Susana del Castillo Tamariz, quienes en cumplimiento de una promesa se comprometieron, por escritura pública, a costear la mayor parte de las obras, sin otra reserva que reclamar para sí el patronato de la capilla mayor con derecho de sepultura en la misma 7.


    El convento e iglesia fue reconstruido aprovechando los muros y paredes del viejo cenobio; de esta manera, tenía gran parecido con el que describimos al ocupamos de la ciudad de Las Palmas en el siglo XVI 8. La fachada de la iglesia, que daba a la plaza de su nombre, era muy sencilla, pues no destacaban en ella más que la bella portada de piedra, con hornacina y remates sobre su entablamento, y la torre o espadaña de sillería.


    El convento de San Pedro Mártir fue el más importante de su Orden en todo el Archipiélago, ya que llegó a contar con cincuenta religiosos y con estudios generales de teología muy concurridos, pues la fama de sus cátedras se extendió fuera de la ciudad y la isla 9.


    La reconstrucción del segundo convento de frailes, el de San Francisco, fue empresa más fácil, pues recordará el lector que en el incendio provocado en el mismo por los soldados de Van der Does, sólo desapareció la iglesia y una de las alas del claustro. Ignoramos los nombres de aquellos que ayudaron en su desprendimiento o limosnas a la reedificación de sus muros, pues sólo sabemos que esta empresa se realizó con extraordinaria celeridad y que pronto recuperó la iglesia su fisonomía anterior. En la fachada o frontis de ésta sólo destacaban una bella portada clásica de piedra y la torre de sillería, rematada en espadaña.


    El monasterio de San Francisco fue también el más grande de su Orden en Canarias, pues cuando habitó en él el historiador fray José de Sosa contaba la comunidad con unos cincuenta religiosos. “Florecen en él —añade Sosa— estudios de filosofía y teología, de donde sale lo más lucido de la provincia, por ser el ejercicio mayor de todas las islas el de esta ciudad...” 10.


    El tercer convento con que contaba Las Palmas, destruido también en la invasión, el de bernardas de la Concepción, fue el que más tardó en ser reedificado, pues su destrucción fue total y completa y las monjas contaban con inferiores medios a su alcance para emprender obra tan costosa. No obstante, hallaron éstas un desinteresado valedor en la persona del regidor Alonso de Olivares, que erigido en mayordomo no sólo dirigió las obras de reconstrucción del convento, sino que costeó gran parte de las mismas y aun alojó en unas casas de su propiedad a las monjas hasta tanto que éstas pudieron pasar, en 1609, al inacabado monasterio para habitar una de las alas del mismo. Las obras prosiguieron lentamente hasta su conclusión definitiva a mediados de siglo.


    El edificio resultante era de grandiosas proporciones, con cuatro patios o claustros, en los que se repartían las celdas y dependencias del monasterio. La iglesia, de una sola nave, estaba situada en la fachada sur, en comunicación con la plaza llamada de San Bernardo. La comunidad creció en tales proporciones que llegó a contar en el siglo XVIII con más de cien religiosas de velo negro, “entre las cuales florecieron a competencia —al decir de Viera y Clavijo— la nobleza, la virtud, la habilidad y el talento de alabar a Dios con el canto” 11.


    El cuarto edificio religioso-benéfico que hubo que reconstruir fue el hospital de San Lázaro, de enfermos leprosos, totalmente destruido en la acción de batería y contrabatería que precedió a la conquista de Las Palmas por los holandeses y en el incendio provocado por las fuerzas invasoras en su éxodo. Sólo que así como las demás obras pudieron aprovechar unas sus solares y otras sus mismos muros, el hospital de San Lázaro hubo de abandonar su primitivo emplazamiento, buscando su propia seguridad intra muros de la ciudad. El punto de asiento escogido fue el arrabal de Triana, en las proximidades de la muralla y casi al pie del cerro de San Francisco 12. El lugar era de los más bellos de Las Palmas, elogiado por fray José de Sosa en términos dignos de ser reproducidos: “Es famoso el sitio y una de las mejores salidas por su amenidad y frescura, que se continúan en las tardes de verano, así de los coches y calesas, como de los que la pasean” 13.


    La reconstrucción de este hospital fue muy lenta, ya que no contaron los leprosos con más ayuda que las limosnas que sus delegados recogían en la ciudad, isla de Gran Canaria y sus vecinas las otras seis del Archipiélago, pues beneficiaba por igual a los habitantes de todas ellas. El hospital de San Lázaro, con tan cortos auxilios, no pudo quedar acabado hasta el año 1657, como así lo recordaba una lápida, ya hoy desaparecida: “El año 1657, reinando la Magestad de Felipe III, Q. D. G., siendo Mayordomo mampastor Felipe Herrera”.


    El edificio, de planta cuadrada, era de vastas proporciones. Estaba formado por tres espaciosas alas, al norte, oeste y sur, respectivamente, que enmarcaban una huerta o jardín para esparcimiento y recreo de los enfermos, cerrada a levante tan sólo por un alto muro. Cada asilado contaba con una celda propia, donde pasaba los tristes días de su vida, aislado del mundo y de su propio hogar. La iglesia, de una sola nave y sin comunicación con el exterior, estaba emplazada en el ángulo sudeste de la construcción 14.


    De los demás edificios religiosos de la ciudad destruidos por los holandeses, fueron las cinco ermitas de San Telmo, San Sebastián, Espíritu Santo, Santa Catalina y Nuestra Señora de la Luz.


    La ermita de San Telmo, en el arrabal de Triana, camino del fondeadero y en las proximidades de la puerta de aquel nombre, fue reconstruida en su mismo lugar de emplazamiento y con arreglo a idénticos patrones. No falta quien afirme que en 1694 la poderosa confraternidad de San Telmo (rica cofradía-gremio de pescadores canarios, ocupados en las faenas de pesca en la vecina costa africana) contrató diversos artífices en la Península para construir de nueva planta la misma; mas nos inclinamos a creer que se debió tratar tan sólo de una simple restauración, pues sus alfarjes no parecen de fines del siglo XVII 15. La ermita era y es de las más bellas y suntuosas de Canarias.


    Las otras dos ermitas, San Sebastián y Espíritu Santo, fueron de los nuevos edificios que cambiaron de emplazamiento después de su total destrucción. Los devotos de San Sebastián escogieron para asiento de la nueva ermita un solar frontero, hacia el norte, de la ermita de San Telmo, para que estuviese a resguardo de la muralla próxima, y en él edificaron el pequeño templo, igual en su disposición a la ermita vecina.


    La ermita del Espíritu Santo fue trasladada al barrio de Vegueta, donde hoy día subsiste en un solar que adquirió, en la confluencia de las calles de Guillén de Ayala y de la Vera Cruz, el regidor don Francisco de la Cruz Bethencourt, el 28 de abril de 1707, por escritura pública ante el escribano Esteban Perdomo. La ermita fue levantada a expensas de su hijo, Diego de la Cruz, en 1615, y de ella tomaría nombre la calle entonces llamada de Guillén de Ayala, hasta su confluencia con la de Vendederas, sitio en que trocaba su nombre de calle del Espíritu Santo por el de callejón de la Huerta 16.


    Por último, las dos restantes ermitas, Santa Catalina y Nuestra Señora de la Luz, fueron reconstruidas aprovechando sus mismos muros calcinados, y, por tanto, siguieron emplazadas en el vecino Puerto de la Luz. Eran dos modestas construcciones sobre las que carecemos de particulares detalles 17.


    De los edificios civiles destruidos, el de más importancia era el Palacio episcopal, que los holandeses arruinaron por completo. La reedificación del mismo debióse a los desvelos del obispo don Cristóbal de la Cámara y Murga, de feliz recordación, quien inició las obras en 1629, después de treinta años de vivir los obispos de prestado en distintas casas de la ciudad. El edificio resultante era de grandes proporciones, con un bello patio, mucha holgura y escaso boato. Un espacioso jardín completaba la residencia episcopal 18.


    En cuanto a los demás edificios civiles que el holandés abrasó, alquitranando sus puertas, ventanas y pisos, todos fueron lentamente resucitando, hasta borrar por completo de la ciudad cualquier huella, por minúscula que fuese, de su paso.


    * * *


    El crecimiento de la ciudad de Las Palmas en población en las centurias XVII y XVIII se mantiene en la misma proporción que en el siglo XVI, conforme ya hemos visto en su momento oportuno; pero también dijimos entonces que la ciudad crece en densidad, no en extensión, y que si comparamos los planos del siglo XVI con los de los siglos XVII y XVIII, su caserío se nos presenta en apariencia casi idéntico.


    No obstante, un examen detenido de los mismos nos revela algunos detalles dignos de ser señalados sobre el crecimiento del caserío de esta población, que aunque lento y mesurado persiste en las dos centurias indicadas, dando nacimiento a una serie de barrios o suburbios algo alejados del casco primitivo. Así, en el siglo XVII se forma en la extremidad occidental de Vegueta el barrio de San Juan, en torno a la ermita de este santo, habitado por gentes humildes, y lo mismo ocurre en el barrio de Triana, en las laderas de la montaña de San Francisco, cuyo diseminado caserío es nuncio ya de barrios futuros. En efecto, en el siglo XVIII estos barrios suburbanos se consolidan y extienden, recogiendo a buena parte de la población menestral y artesana, de arribo reciente u obligada por la piqueta demoledora a abandonar sus humildes viviendas del casco urbano al impulso constante de renovación de la ciudad.


    En las salidas de la urbe por el sur y el oeste se forman los barrios de San José y San Roque, en torno a las ermitas de sus nombres; la primera, edificada a principios del siglo XVIII, y la segunda, ya existente en el siglo XVI, aunque solitaria y en pleno descampado.


    Los otros dos barrios más próximos que hemos visto nacer en el XVII, en la falda de las montañas de Santo Domingo y San Francisco, se consolidan y extienden hasta acabar por confundirse con el viejo casco urbano. Son los barrios de San Juan Bautista y San Nicolás de Bari, ambos con sus ermitas, muy poblados ya por esta fecha. Otro grupo de casas diseminadas en la ladera este de la montaña de San Francisco, anuncian a finales del siglo XVIII el nacimiento de un nuevo barrio popular, que del hospital de leprosos vecino recibirá el nombre de barrio de San Lázaro. Estos humildes barrios en anfiteatro, con su caserío multicolor, dieron una nota muy pintoresca a la ciudad de Las Palmas.


    Pero aun si nos fijamos en el propio perímetro de la ciudad, descubriremos ligeras variaciones en el mismo. En el siglo XVI, el monasterio de bernardas de la Concepción era la avanzada de la ciudad por Triana y se encontraba solitario y aislado; en los siglos XVII y XVIII, diversas casas han formado con él calle, que recibió el nombre de “la Callejuela” 19. Al mismo tiempo, la calle Mayor de Triana se ha prolongado hasta la ermita de San Telmo, con casas a ambos lados. La callejuela, la calle de Perdomo y la de Lagunetas, formaban con la Mayor una manzana completa de casas, desconocida en el siglo XVI, amén de otras varias diseminadas por los contornos 20.


    En cambio, Vegueta se nos aparece en el mapa inmutable, como si el tiempo no hubiese pasado por ella.


    * * *


    En la evolución de la ciudad de Las Palmas en las dos centurias con reiteración indicadas, cabe señalar diversos momentos. Durante el siglo XVII y los dos primeros tercios del XVIII, la ciudad crece y se transforma con ritmo pausado y lento; en cambio, en el último tercio del siglo de la Ilustración, al conjuro de diversas causas entre las que son de destacar el espíritu reformador y constructivo que supo imponer Carlos III a toda la nación y el mando sucesivo de una serie de emprendedores obispos y celosos corregidores, la ciudad sufrió en un breve período de tiempo la más honda transformación que registran sus anales. Ello nos obliga a referimos por separado a ambos períodos, tan desiguales en años como en frutos.


    En la primera etapa se construyen en la ciudad algunos nuevos e importantes edificios, destacando en el barrio de Vegueta el convento de Recoletas de San Ildefonso, las casas de la Inquisición, el convento de San Agustín y la residencia y colegio de los padres de la Compañía de Jesús.


    El convento de Recoletas de San Ildefonso o de religiosas bernardas descalzas, fue una fundación del famoso obispo don Cristóbal de la Cámara y Murga, quien lo dotó además de cuantiosas y saneadas rentas. Habilitado el edificio que habían de ocupar las monjas, llegaron las fundadoras de Sevilla, procedentes del convento de bernardas descalzas de aquella ciudad, y previo su alojamiento en Triana, en el convento de la Concepción, quedaron en clausura el 11 del mes de abril de 1643. El convento era de escasa capacidad, ya que por regla del fundador nunca habían de pasar de 24 las monjas profesas, que con legas y criadas nunca rebasaron la cifra de las 40.


    El convento de Recoletas de San Ildefonso se estableció uniendo dos manzanas del barrio de Vegueta para suprimir la calle intermedia, con objeto de que las monjas pudiesen disponer de una amplia huerta para su recreo y esparcimiento. De esta manera la calle de Santa Bárbara, que en el siglo XVI moría en la de San Marcos —a la que era perpendicular—, quedó acortada, yendo a finalizar en la de Santo Domingo. El convento tenía la entrada principal por la calle de la Vera Cruz, mientras la sencilla fachada de la iglesia con su puerta de entrada estaban mirando a la calle de San Marcos. Las celdas y dependencias del convento estaban dispuestas en tres alas para formar con la capilla un amplio patio o huerta. De esta manera la nueva manzana que formó el cenobio, cuadrada casi por completo, estaba limitada por las calles de la Vera Cruz, Santo Domingo, Canónigos y San Marcos 21. La presencia de este convento hizo cambiar de nombre a la calle de Santo Domingo, que aparece muchas veces en el siglo XVIII con la denominación de calle de San Ildefonso.


    Frontero a este convento, con fachada principal a la calle de la Vera Cruz, posterior a la de los Canónigos y lateral a San Marcos, fue construida en el siglo XVII la casa del Tribunal de la Inquisición, hasta entonces establecido, en precarias condiciones, en una casa de la calle de su nombre 22, en las proximidades de la ermita de San Antonio Abad, en el propio corazón de la vieja ciudad de Las Palmas. El edificio de la Inquisición, por algunos llamado palacio, tenía, en efecto, ciertos ribetes de tal. La casona fue edificada en 1659 por el inquisidor don José Badarán y era de amplias proporciones. En la fachada destacaba su bellísima puerta de sillería, de arco adintelado, en la que apoyaba un balcón canario tallado en madera; diversas ventanas, algunas con rejas forjadas, se abrían también en la fachada, que estaba coronada por las gárgolas de desagüe y una crestería de almenas, puramente decorativas. En la misma fachada, un recio “machón” de piedra señalaba la separación del Tribunal de la casa-habitación de los inquisidores. En el interior del edificio destacaban el espacioso atrio, la capilla pública, dedicada a San Pedro Mártir, y un amplio patio con jardines y fuentes, por el cual se establecía la comunicación del Tribunal con las cárceles secretas, dependientes del mismo, que tenían su fachada y puerta principal a la calle de los Canónigos. Este nuevo edificio de Las Palmas, trocó en ocasiones el nombre usual de la Vera Cruz con que era conocida la calle a donde daba su fachada principal, ya que empezó a ser denominada también calle de la Inquisición 23.


    Al final de esta misma calle de la Vera Cruz o de la Inquisición, al arrimo de la ermita donde se rendía culto a la imagen del famoso Cristo de aquel nombre, de particular devoción entre los marineros y pescadores, se estableció en Las Palmas el tercer convento de varones con que contó la ciudad: el de San Agustín, de religiosos acogidos al patrocinio del obispo de Hipona.


    Los agustinos, que ya contaban con diversos conventos de su Orden en la isla de Tenerife, habíanse mostrado hasta entonces remisos en fundar en la isla de Gran Canaria, hasta que en 1664 obtuvieron licencia para ello del obispo fray Juan de Toledo. La ermita de la Vera Cruz fue transformada en una iglesia de tres naves, aunque de pequeñas proporciones, con una gran torre de sillería en la fachada, y al arrimo de ella se construyó un espacioso convento en torno a un gran patio con claustro alto y bajo al que daban las celdas y dependencias. La iglesia y convento formaba con las casas vecinas, al final de la calle de la Vera Cruz, una plazuela que empezó a ser conocida con el nombre de San Agustín, lo mismo que la calle que de ella arranca con dirección norte, hasta entonces conocida con el nombre de “calle de los Abades” 24.


    En la misma calle de la Vera Cruz estableció la Compañía de Jesús en 1697 su residencia propia, en las casas particulares del canónigo e inquisidor don Andrés Romero, que con este objeto las había cedido a la Compañía, con otras propiedades y bienes para atender a la sustentación del Colegio en los difíciles momentos iniciales. Los primeros que se alojaron en la residencia fueron los padres Juan de Medina y Gaspar Troncoso, con el hermano Cuéllar, y en seguida abrieron al público sus aulas con clases de gramática y primeras letras. Pese al sinnúmero de bienhechores, la fundación tropezó con serias dificultades para prosperar por los recelos y rivalidades con otras Órdenes y por el poco calor con que fue apoyada por el provincial de Andalucía. Sin licencia real y sin bula de erección, el Colegio no pudo resistir tantos embates y borrascas, hasta el punto de que fue clausurado por los padres en 1711. No duró, sin embargo, muchos años medida tan drástica; los padres jesuitas residentes en La Orotava volvieron a tomar posesión del Colegio; obtuvieron la oportuna bula de erección y pudieron contemplar cómo éste crecía y prosperaba con importante número de alumnos en sus aulas. La vida del Colegio no fue muy larga por las circunstancias políticas de la época, ya que cuando estaba perfectamente consolidado, sorprendió a todos el decreto de expulsión y los padres tuvieron que abandonar la residencia de Las Palmas.


    El Colegio estuvo emplazado en la calle de la Vera Cruz en las casas inmediatas a las de la Inquisición; esto explica que dicha calle fuese también conocida en el siglo XVIII como calle del Colegio. El edificio, que fue un día residencia particular del canónigo don Andrés Romero, sufrió para acomodarse a su nuevo destino extraordinarias transformaciones y mejoras. La iglesia, o por mejor decir, el oratorio, se dispuso en un salón bajo, de buenas proporciones, adornado con mucho esmero y con altares e imágenes donados por los protectores, entre ellos el obispo Vicuña, el arcediano Manrique, la Real Audiencia y el Cabildo. Sin embargo, las escasas proporciones del oratorio para el culto y la aglomeración de feligreses, movieron a los padres jesuitas a edificar de nueva planta, en 1721, una iglesia espaciosa y cómoda, que pusieron bajo la advocación de San Francisco de Borja. El templo, por su elevado coste, estuvo paralizado algunos años, hasta que el obispo don Juan Guillén le dio el impulso definitivo con un cuantioso donativo por valor de 20.000 pesos. La solemne consagración del templo se verificó en 1754 durante el episcopado de fray Valentín Morán y siendo rector del Colegio el padre Francisco Valero. Pocos años estuvo abierta al culto la iglesia bajo la dirección de la Compañía, pues a consecuencia del decreto de expulsión de Carlos III, abandonaron los jesuitas el Colegio el 23 de abril de 1767.


    Esta residencia, conocida desde entonces como “casa de los expulsos”, fue luego habilitada para recibir el primer Seminario con que contó la diócesis. La iniciativa para la fundación de esta importante institución docente correspondió al obispo fray Juan Bautista Servera, quien después de vencer distintos obstáculos y dificultades pudo inaugurar sus tareas el 17 de junio de 1777. La creación del Seminario fue un gran paso en el desarrollo cultural de Canarias 25.


    Ninguna otra particularidad notable cabe señalar en la serie de mutaciones que sufrió el barrio de Vegueta en la etapa que hemos indicado, ya que las alteraciones en la nomenclatura popular de sus calles las hemos ido señalando al compás que describíamos sus más importantes edificios. Si acaso, cabe añadir algún otro nombre nuevo, por ejemplo, la calle del Agua o de la Acequia fue perdiendo en el siglo XVIII estos nombres para ser generalmente conocida por la calle de Nuestra Señora de los Reyes.


    El barrio de Vegueta estaba resguardado hacia el sur por la muralla meridional de Las Palmas, reconstruida por completo en 1656 por el ingeniero militar don Lope de Mendoza, con motivo de las extraordinarias medidas de seguridad militar que se tomaron en el Archipiélago con ocasión de la guerra contra los ingleses. La primitiva muralla, que como recordará el lector iba en línea recta desde la ribera del mar a la placetilla de los Reyes, en las proximidades de la ermita de este nombre, fue ahora prolongada —de nueva planta toda ella— hasta la montaña de Santo Domingo para proteger por completo la ciudad. Iba así desde el mar hasta el llamado Calvario de San Juan, junto a la ermita de este nombre, en la falda del monte citado, y seguía una línea quebrada. La puerta de acceso a la ciudad se empezó a llamar de los Reyes y estaba flanqueada por dos baluartes para protección de la misma; el tercer baluarte remataba la muralla junto al mar y se le conoció con el nombre de reducto del Cristo.


    La comunicación entre este barrio y el de Triana se hacía a principios del siglo XVII, como recordará el lector, por dos puentes, uno de cantería, construido por el gobernador don Martín de Benavides, y otro de madera, más hacia el mar. El acceso a ambos se alcanzaba desde Vegueta por la calle de la Herrería; por el primero, se ganaba en Triana la calle del Perro, en comunicación con la de los Remedios; por el segundo, se alcanzaba en línea recta la plazuela de este último nombre, donde estaba erigida la ermita a la Virgen bajo esta advocación.


    Pues bien, ambos puentes fueron arrancados de cuajo con ocasión de una impetuosa avenida del Guiniguada el año 1615, provocada por las aguas torrenciales de lluvia, que anegaron además el barrio de la Herrería, en Vegueta, con ruina de muchos de sus edificios, y que destruyeron las ventas de los Remedios, en Triana, verdadero mercado de la ciudad.


    Para suplir ambos puentes, cuya destrucción mantenía incomunicados los dos barrios, el Cabildo construyó, aprovechando los cimientos del primero, un rudimentario puente de madera, que persistió hasta el año 1673, fecha en que el corregidor y capitán a guerra don Juan Coello de Portugal construyó un nuevo puente de sillería en el mismo lugar, más o menos, que don Martín de Benavides había edificado el suyo 26. Este puente, único con que contó la ciudad a lo largo del siglo XVIII 27, fue a su vez reemplazado, por amenazar ruina, por el que construyó a sus expensas el obispo don Manuel Verdugo a principios del siglo XIX. Este último era un puente magnífico, de tres ojos, adornado con bellísimas esculturas de mármol y con las armas de la ciudad y las episcopales, esculpidas entre sus sillares.


    * * *


    En el barrio de Triana también hay que destacar algunos edificios nuevos en la etapa que historiamos, sin contar los muchos que se restauraron después de la invasión holandesa ni aquellos que, buscando protección, se asentaron en el arrabal de Triana, que ya el lector conoce por anteriores páginas.


    Destaca a la cabeza de todos ellos el convento de San Bernardino de Siena, por otro nombre de Santa Clara, fundado el año 1664, con licencia del obispo fray Juan de Toledo, por el padre fray Gonzalo Temudo, en las casas que fueron del canónigo y famoso poeta Bartolomé Cairasco de Figueroa. Las monjas fundadoras, en número de seis, procedían del convento de Santa Clara, de La Laguna, y se establecieron en la fecha indicada en Las Palmas, después de haber sido recibidas procesionalmente por las Órdenes religiosas, clero y particulares devotos. El convento prosperó en breves años, pues a los pocos de su fundación contaba, ya con más de 40 monjas de velo, que con las legas rebasaban la cifra de las 50 allí alojadas.


    El edificio del convento, de vastas proporciones, tenía la capilla o iglesia en la fachada norte, con salida a la plazuela de San Francisco y a la calle de Gotardo, por otro nombre de los Malteses. El convento lindaba también por el oeste y sur con las calles de Santa Clara y de los Remedios, mientras que hacia levante formaba en el siglo XVII manzana con otras diversas casas que tenían su límite por este lado en la calle de la Peregrina. El convento contaba con dos claustros o patios, espaciosos y amplios, en comunicación directa con celdas y dependencias.


    El monasterio de San Bernardino de Sena o de Santa Clara sufrió en 1720 un aparatoso incendio, pero pudo ser prontamente reconstruido merced a un legado de 4.600 pesos “que dejó don Agustín de Torres y Denis en poder de los jesuitas, y que se pudieron extraer de su manos” 28. Como en el incendio desaparecieron también algunas de las casas colindantes, pudo reedificarse ahora el cenobio aislándolo por completo, ya que se abrió una calle nueva por levante que dividió por completo la manzana en que aquél estaba enclavado. En el siglo XVIII el convento creció y prosperó, pues pasaron de 70 el número de las monjas encerradas en clausura 29.


    Hay que destacar en el barrio de Triana en el siglo XVIII tres nuevas ermitas: la de San Nicolás, la capilla del Santo Cristo y la ermita de Nuestra Señora de las Angustias. La primera, era cabeza del barrio de su nombre y estaba emplazada en las faldas de la montaña de San Francisco, al final de la actual calle de aquel nombre, que ya en el siglo XVIII fue así conocida por el motivo expresado. En cuanto a las otras dos ermitas, aparecen con gran precisión señaladas en el plano que levantó en 1773 de Las Palmas el ingeniero don José Ruiz Cermeño, y cabe localizarlas, la primera, en las proximidades —a poniente— del convento de San Francisco, y la segunda, en el arrabal de Triana, entre las ermitas de San Telmo y San Sebastián.


    * * *


    Decíamos en páginas anteriores que la ciudad de Las Palmas, después de haber progresado lentamente a lo largo de los siglos XVII y XVIII, sufrió en los años del último tercio de éste una transformación tan notable y radical que bien merecía un comentario detenido y minucioso. El hecho debióse a una serie de circunstancias felices, como fueron el aliento constructivo que supo infundir Carlos III a cuantos políticos colaboraron en el gobierno de la nación, lo mismo seglares que religiosos, y que se refleja en aquellos hombres de su confianza que ejercieron el mando civil y eclesiástico en Canarias. Los corregidores Eguiluz y Cano y los obispos Servera, Herrera, Martínez de la Plaza, Tavira y Verdugo, han unido sus nombres a la historia de la ciudad, pues todos ellos en conjunto dieron un decisivo impulso a su desarrollo y progreso, al mismo tiempo que han dejado en distintos monumentos arquitectónicos de la urbe un recuerdo perenne de su celo y desinterés.


    Otra circunstancia feliz que no conviene pasar por alto fue la presencia en Las Palmas por esta época del racionero de la catedral e insigne arquitecto canario don Diego Nicolás Eduardo, director de las obras para la conclusión y remate de la inacabada catedral de Santa Ana, así como también director de otros importantes edificios de la misma.


    La gestión de los corregidores Eguiluz y Cano destaca aún más por cuanto les preceden en el gobierno de la isla una serie interminable de magistrados que poco o nada hicieron por el progreso u ornato de la ciudad.


    Don José Eguiluz, natural de Vizcaya, que empuñó la vara de corregidor entre los años 1780-1786, acometió en este breve plazo de tiempo obras de verdadera importancia, lo mismo en orden al saneamiento que a la urbanización y ornato de la capital. Reedificó en su interior y restauró la fachada de la casa del Cabildo, asiento también de la Real Academia, enluciendo y decorando la sala consistorial y arreglando su archivo. Lo mismo hizo en la contigua cárcel real, a la que dotó de enfermerías amén de otras mejoras.


    Las obras de restauración fueron proyectadas y dirigidas por el capitán don Miguel de Hermosilla y Vizcarrondo, que entonces residía en Las Palmas, como comandante del Real Cuerpo de Ingenieros en la isla de Gran Canaria 30.


    Entre las otras obras que acometió Eguiluz merecen destacarse la construcción de un “mesón decente’’ en el Puerto de la Luz, que carecía entonces de él por haberse arruinado el antiguo, y la reedificación de la “oficina de la Carnicería”. Este último establecimiento, de piedra y barro, se encontraba en lamentable estado cuando Eguiluz tomó posesión de su cargo, motivo por el cual decidió su reparación de acuerdo con el Regimiento de la isla; el edificio se rehizo con sólidos materiales y hasta se le revistió de cantería, añadiéndole en la fachada diversas rejas. Además “se amplió el corralón y matadero”. La oficina de la Carnicería, como la llama Eguiluz, con su anejo las Lonjas o Recova vieja, daban a cuatro calles, casi todas las cuales recibían sus nombres de las propias dependencias con que contaba el edificio. Su fachada principal, la que miraba a poniente, daba a la calle de las Carnicerías; sus laterales, norte y sur, daban, respectivamente, a la calle de las Lonjas y Matadero, y a su espalda corría el llamado en aquella época paseo Nuevo 31.


    Precisamente la urbanización y adecentamiento de este paseo es otra de las obras que hay que apuntar en el haber del corregidor Eguiluz y de la que con legítimo orgullo se envanece este magistrado en sus escritos. “Aprovechando los escombros de está obra —dice Eguiluz refiriéndose a las Carnicerías— se hizo el paseo que llaman Nuevo desde la calle de la Carnicería, a espaldas de dicha oficina, por la orilla del mar, hasta el castillo de Santa Isabel, siguiendo después la muralla de la ciudad por el mediodía hasta la puerta que llaman de los Reyes y desde ésta hasta la que llaman de San José, con varios canapés de piedra azul” 32.


    No se conformó con todo esto Eguiluz, sino que además movió al Cabildo a empedrar la calle del Agua o de Nuestra Señora de los Reyes, la calle del Hospital 33 y la de San Antonio Abad.


    Por otra parte, en el momento de su relevo proyectaba acometer dos nuevas obras de mayor envergadura: “la conducción de aguas limpias por encañado subterráneo” y la construcción de un segundo puente de comunicación que uniese la calle de la Carnicería con la de Triana 34.


    Con menos fundamento se le achacan otras obras, tales como la reconstrucción de la puerta de Triana, el trazado de la alameda de San Telmo, la urbanización del callejón del Regente 35, y la fábrica del muro que resguardaba a Vegueta de las riadas del unas veces manso y otra impetuoso Guiniguada 36.


    En cuanto a su sucesor, don Vicente Cano, no fue menor su celo por el desarrollo y progreso de la ciudad. Atendió en primer lugar a dar vida al proyecto de su antecesor referente al abastecimiento de aguas de la población. Para ello escogió el agua de la llamada “Fuente de Morales”, la que condujo a la ciudad en cañerías argamasadas para su distribución por las distintas fuentes y pilares de la misma. Este servicio de aguas fue solemnemente inaugurado el 25 de agosto de 1792. Como recuerdo de la actuación de Cano en este punto, todavía hoy puede contemplarse la fuente de la plaza de Santo Domingo 37.


    Pero donde brillaron más los talentos de munícipe del corregidor Cano fue en el adecentamiento de la ciudad: levantó muros para separar los cercados y solares de las calles, suprimió vertederos inmundos, puso arbolado en la antigua alameda que hubo cerca del que fue paseo de los Castillos 38 e hizo calles nuevas, allanándolas y procediendo al empedrado de la población, que terminó en abril de 1791.


    Una de las calles que el corregidor Cano arregló y empedró fue el llamado paseo de la Marina, a espaldas de la calle de Triana, en la ribera del mar 39. Con este objeto tuvo que construir una muralla para salvar los desniveles y poderla allanar por completo. Después del trazado de esta nueva vía, la cortó junto con la de Triana por dos nuevas calles laterales de reducidísima extensión: las de Almazán o del Artillero y Munguía 40, esta última en la prolongación de la callejuela, con enlace directo, por tanto, con la calle de San Bernardo o de la Concepción 41.


    Otras obras dejó también comenzadas el corregidor don Vicente Cano que fueron rematadas después de su marcha, en 1793, por su teniente, el alcalde mayor don José Fernández de Ocampo, tales como la calzada, empedrado y pretiles del camino que sube desde la ermita de San Nicolás al castillo del Rey; el paseo que va desde dicha ermita, hacia el norte, hasta la Casa Mata, al pie de la montaña de San Francisco, y el paseo que baja desde la expresada fortaleza hasta la Alameda de Triana o de San Telmo, conocido con el nombre de paseo de los Castillos 42.


    Como puede apreciarse, la ciudad de Las Palmas progresó en una década, bajo el experto gobierno de estos dos celosos munícipes, mucho más que lo había hecho en un siglo.


    II. Las obras de la catedral de Santa Ana, de Las Palmas. El arquitecto Diego Nicolás Eduardo.


    Rivalizaron por estos años en celo por el progreso de la ciudad los obispos con los corregidores, y los nombres de fray Juan Bautista Servera, fray Joaquín de Herrera, don Antonio Martínez de la Plaza, don Antonio Tavira y don Manuel Verdugo figurarán siempre con puesto de honor en sus anales. Distintos edificios y obras construidos por estos obispos serán puntualizados a lo largo de estas páginas en su momento oportuno ; pero antes queremos llamar la atención del lector sobre aquel que une en perenne recuerdo los nombres de todos ellos, pues alentaron sucesivamente la construcción con su apoyo y la vitalizaron con sus dádivas y socorros. Nos referimos a la Santa Iglesia Catedral de Santa Ana, cuyas obras habían quedado suspendidas hacía ya algo más de dos siglos, habiéndose perdido en tan largo plazo hasta los planos de la misma, sin duda destruidos por el holandés Van der Does, por lo que nadie se sentía con fuerzas y arrestos para emprender tan difícil y costosa construcción.


    La esperanza de los moradores de la ciudad de ver algún día en pie, acabada y completa, la primera basílica del Archipiélago, había decaído tanto que, como ya hemos referido, en Las Palmas era un dicho corriente entre la población, cuando se quería aludir a algo irrealizable, expresarse con los términos de “Esa es la obra de Santa Ana” 43.


    El impulso inicial, aunque sin consecuencias, justo es consignar que debióse al obispo don Francisco Xavier Delgado y Venegas, quien en 1765 ofreció con el mayor entusiasmo “concurrir a la construcción” y movió al Cabildo a librar importantes sumas de sus arcas con el mismo fin. La estrechez del templo, con particularidad en las grandes solemnidades religiosas, creaba insolubles problemas que afectaban al culto, al buen orden y aun a la misma moral. El Cabildo, el 7 de mayo del año indicado, libró de sus fondos 10.000 pesos y se comprometió a entregar otros 10.000 por suscripción entre los canónigos para que se pudiesen iniciar las obras, al mismo tiempo que otorgaba un voto de confianza al obispo para la dirección y planteamiento de éstas. El 27 de mayo de 1765 se hizo un llamamiento a la población para que contribuyese a los gastos que ocasionaría la terminación de la basílica; más adelante se acumularon materiales para dar comienzo a las obras, pero tan buenos propósitos quedaron malogrados cuando el Cabildo se dio cuenta del coste total del proyecto y cuando el mismo cuerpo hubo de convencerse de la imposibilidad de dar remate al templo sin la colaboración, extremadamente costosa, de arquitectos y artífices forasteros. El 7 de junio de 1766 el Cabildo suspendió los acopios de materiales y dio al público la noticia de la paralización de la fábrica, aunque sólo a título de “por ahora” 44.


    Seis años más tarde, en 1772, la idea de concluir la catedral adquirió nuevos bríos, en tiempos del episcopado de fray Juan Bautista Servera. Este celoso pastor comprendió, sin embargo, que no contaba la isla con medios económicos necesarios para tan vasta obra y acudió a la munificencia real en solicitud de ayuda. El obispo y el Cabildo se dirigieron al rey Carlos III con una representación, que tiene fecha de 21 de noviembre del año expresado, y en ella pedían autorización “de cinco o seis registros supernumerarios para Caracas, con facultad de pasar uno de ellos a Veracruz”. Esta demanda fue remitida, por resolución del Consejo de Indias, a informe del comandante general don Miguel López Fernández de Heredia, quien a su vez delegó en el fiscal de la Real Audiencia la averiguación de los extremos que interesaban a aquel alto organismo.


    De esta manera, vemos reunido al Cabildo catedral en los días 11 y 19 de julio de 1774 para conocer el texto de una carta del comandante general, de 25 de junio, en la que pedía designasen asesor técnico para el estudio del plan de remate de la basílica y evaluación del coste de las obras. El Cabildo designó como técnico al coronel de milicias don Antonio Lorenzo de la Rocha, muy estimado en la isla como arquitecto director de algunos templos del interior y edificios de la capital, al mismo tiempo que elegía para asesorarle con respecto a las necesidades de la futura catedral al deán Domínguez, arcediano Verdugo, tesorero Lugo, canónigos Huerta y Maldonado y secretario Toledo.


    Estos capitulares expusieron a Rocha que el proyecto había de estar concebido en su remate de acuerdo con las proporciones y grandiosidad de lo construido, o sea, que la cabecera del templo había de absorber a la iglesia aneja del Sagrario, situada a su espalda, al mismo tiempo que se edificaba otra parroquia en lugar adecuado, de acuerdo con la posibilidad del lugar, que reemplazase la que debía ser derruida. En presencia del fiscal de la Audiencia, don Antonio Lorenzo de la Rocha hizo un esbozo de lo que pudiera ser en su día la obra y evaluó su coste en 165.000 pesos. Planos, dictámenes e informes pasaron al Consejo de Indias para resolución definitiva.


    La demanda del obispo de Canarias y Cabildo eclesiástico coincidió con otras análogas de los beneficiados de la parroquia de Nuestra Señora de la Concepción, de La Laguna, interesados en la conclusión de este importante templo matriz, y de las islas de El Hierro, La Gomera, Lanzarote y Fuerteventura, ansiosas de extender en su propio beneficio el privilegio para comerciar con América, que sólo disfrutaban hasta entonces las islas mayores: Tenerife, La Palma y Gran Canaria. Ello explica que estas diversas peticiones y demandas aparezcan involucradas en la Real cédula despachada en El Escorial el 28 de octubre de 1776, que agració colectivamente a todos los peticionarios.


    Además aparece mencionado en la Real cédula un nuevo demandante, el vecino de Santa Cruz de Tenerife Domingo Pérez Perdomo, que haciendo valer sus anteriores servicios como propietario y capitán de un navío en América y la imposibilidad de los anteriores peticionarios de navegar los frutos del país por carecer de buques, pedía para sí la concesión, con diversas reservas en beneficio de la fábrica de ambas iglesias y del comercio de exportación de las islas menores. Pérez Perdomo sólo solicitaba la revalidación en el disfrute de las 200 toneladas rezagadas—es decir, no utilizadas—que por ruina del comercio canario no habían sido embarcadas entre los años 1760-1776 a los puertos de Santo Domingo, Puerto Rico, Cumaná y Maracaibo, de acuerdo con lo establecido en el Reglamento de 1718, que reguló de manera definitiva el comercio canario- americano. Perdomo sólo quería alterar el punto de destino, ya que se proponía conducir las mercancías a los puertos de Caracas, Cumaná y Maracaibo, a razón de 100 toneladas al primero y otras 100 repartidas entre los dos últimos.


    La Real cédula de 28 de octubre 1776 aceptaba estas premisas y no ponía como condición al beneficiario más que dejar libre la mitad de su buque a las cuatro islas de Lanzarote, La Gomera, Fuerteventura y El Hierro “para que le ocupen con sus propios frutos, embarcándolos de su cuenta o vendiéndolos a los precios a que se convengan con el comprador”, y la otra mitad de dicho buque a las dos iglesias catedral de Santa Ana, de Canaria, y parroquial de la Concepción, de La Laguna, “para que usen de él como les convenga destinando su producto a sus fábricas”.


    Una Real cédula aclaratoria de 9 de marzo de 1777 estableció que, caso de no usar por sí las iglesias beneficiadas de estas licencias, debía indemnizar Pérez Perdomo a ambas con la cantidad de 72.000 pesos, que se distribuirían a razón de 54.000 pesos a la catedral y 18.000 a la parroquia de la Concepción, de La Laguna. El rey Carlos III ofrecía en la misma Real cédula contribuir con más fondos a la obra de la catedral cuando se agotara la cuenta, “baxo el encargo de que no saliera la obra muy costosa y que se arreglara en todo a la antigua” 45.


    El obispo fray Juan Bautista Servera y el Cabildo eclesiástico no quedaron muy satisfechos de los términos de ambas Reales cédulas, ya que comprendieron, “después de haver tomado informes de varios sugetos inteligentes y prácticos... que Perdomo ademas de haver confundido en su pretensión la gracia de Registros que esta Santa Iglesia suplico a su Real Patrono, con la facultad de buque para navegar frutos, que es cosa muy diversa, afianzaría a su favor un lucro exorvitante, respecto de los 54.000 pesos que solo deveria exhibir para la continuación de esta Catedral...” En su consecuencia, obispo y Cabildo interpusieron recurso ante el Consejo de Indias, recurso que debió quedar sobreseído y archivado cuando al año siguiente de 1778 se publicó, el 12 de octubre, el “Reglamento y Aranceles para el comercio libre de España e Indias”, que abrió veinticuatro puertos americanos a las Canarias, como una de las provincias beneficiadas, y que acabó para siempre con la política comercial monopolizada.


    Ello produjo una nueva demora en la estructura del proyecto, que hizo imposible que la empresa se iniciara en tiempos del obispo Servera.


    No obstante esto, quedó bien firme en el ánimo de todos el convencimiento de que el rey Carlos III ayudaría espléndidamente a la obra y quedó abierta al público el arca de la fábrica, que vio engrosados sus fondos con importantes donativos, entre ellos uno cuantioso del obispo fray Valentín de Morán, que había ocupado la silla de Canarias y se había retirado por enfermedad a Avilés, su villa natal.


    El tercero y definitivo empuje para dar remate a las obras de la catedral debióse al obispo don Joaquín de Herrera. Diego Nicolás Eduardo no oculta el influjo que en esta determinación tuvieron diversos capitulares, que asegura se dedicaron durante muchos días “a contemplar su extructura y a fervorizarse mutuamente a la empresa”. Entre estos capitulares hay que incluir al mismo Eduardo, su arquitecto futuro, nombrado racionero de la catedral de Santa Ana en 1777, después de una ausencia de dieciséis años de su región natal. Diego Nicolás Eduardo no oculta la triste impresión que le produjo la contemplación de las naves de Santa Ana, truncadas por un frío lienzo de pared cuando sólo se acercaban al crucero. “Desde luego que vi su templo —dice el racionero— entré en vivos deseos de que se promoviese su conclusión, pero jamás me pasó por el pensamiento el reputarme capaz para dirigir semejante empresa...”


    El obispo don Joaquín de Herrera puso a disposición del Cabildo para las obras 20.000 pesos de su peculio particular y además movió a este organismo a imitarle en rumbo y decisión, gastando sus ahorros en empresa de tanta importancia 46. Otra favorable circunstancia que influyó en esta resolución fue la residencia entonces en Las Palmas del ingeniero militar don Miguel de Hermosilla y Vizcarrondo, caballero de la Orden de Santiago, que gozaba de extraordinario crédito en la ciudad (a la que había llegado en octubre de 1779 para estudiar su defensa con motivo de la guerra contra Inglaterra) por sus excepcionales conocimientos técnicos, su amor al saber, su diligencia, sus escritos y sus planes de defensa de la isla. Además, Hermosilla había adquirido también fama de consumado arquitecto, pues a todas las personas de más relieve de la capital había impresionado su bello proyecto neoclásico para construir una iglesia en el Puerto de la Luz que reemplazase a la vieja ermita, arruinada en 1599 y reedificada en años posteriores 47.


    La opinión de Hermosilla fue decisiva para resolver al Cabildo a iniciar el estudio de planes y proyectos, ya que declaró el ingeniero, a una consulta de éste, que las obras para la conclusión del templo “eran cosa fácil y no muy costosa”. Tras de diversas deliberaciones y discusiones, el Cabildo se inclinó abiertamente por la solución apuntada y todos los capitulares estimaron, sin excepción, que ninguno con más méritos y conocimientos podía proyectar la obra que el ingeniero Hermosilla. Nadie se acordó por entonces de Diego Nicolás Eduardo, pese a que muchos, por no decir todos, conocían sus aficiones y habilidad, conforme revelaban las obras de la iglesia de Santiago, de Gáldar, que por esta fecha dirigía el racionero de la catedral de Las Palmas.


    El acuerdo del Cabildo con el encargo oficial a Hermosilla de proyectar las obras para la conclusión del templo catedralicio es de 1 de diciembre de 1780. Fueron delegados para comunicárselo el arcediano de Tenerife Bignony y el racionero Eduardo. El acuerdo del Cabildo invitaba al ingeniero a “que quiera hacer a esta Santa Iglesia el obsequio de emplear su habilidad en levantar el plano de todo el templo, así de lo edificado, como de lo que haya de construirse sobre los cimientos y paredes indicadas, con las oficinas correspondientes, regulando por una prudente calculación el costo total de la nueva obra, cuyo diseño se remitirá a la aprobación de la Real Academia de San Fernando, por mano del señor canónigo Madan, nuestro diputado en la corte”.


    Mientras don Miguel de Hermosilla y Vizcarrondo realizaba el estudio minucioso de la obra vieja de la catedral, siempre asesorado, espontánea y humildemente, por el racionero Eduardo, diputado para la obra, y mientras el ingeniero planeaba las construcciones nuevas a ejecutar, el Cabildo eclesiástico pasaba de los propósitos y las palabras a los hechos, como lo revelan una serie de acuerdos de esta fecha para el derribo de la iglesia vieja del Sagrario, para el acarreo de materiales y para la recluta del personal auxiliar idóneo.


    Por el primer acuerdo, de 7 de diciembre de 1780, se aprobó el derribo de la iglesia vieja de Santa Ana o parroquia del Sagrario, situada a espalda de la catedral, en la cabecera de la misma, para poder mejor estudiar los cimientos de la obra vieja y ver de orientarse sobre los proyectos de sus primeros arquitectos. El 7 de enero de 1781 se inició el derribo, tras de haber habilitado como parroquia del Sagrario de la catedral la pequeña capilla frontera del hospital de San Martín 48.


    A partir de la misma fecha, el Cabildo procuró acumular la piedra, madera y cal necesaria, así como reclutar entre las tres islas mayores cuantos artífices, canteros y oficiales de albañilería gozaban de algún crédito y fama, con objeto de que se preparasen a colaborar en las obras proyectadas.


    En estas tareas transcurrieron varios meses en que los capitulares permanecieron en constante espera, ansiosos por conocer el proyecto que preparaba el ingeniero Hermosilla para remate de las obras del templo catedralicio. Seis meses tardó este ilustre ingeniero en estudiar la obra y dibujar los planos, pues hasta el 9 de mayo de 1781 no hizo entrega de los mismos al obispo fray Joaquín de Herrera y al Cabildo eclesiástico.


    La obra debía estar concebida con singular belleza y los planos ejecutados con el mayor primor, pues según consta en acta, mereció el “elogio universal” de cuantos contemplaron el proyecto; pero también es verdad que contentó a muy pocos, ya que por sus proporciones, coste y en particular porque rompía la uniformidad del templo con distintos cuerpos renacentistas, teniendo por base una catedral gótica, no fue considerado como muy acertado el plan.


    Como el proyecto de Hermosilla no se ha conservado, tenemos que acudir a los escritos de Diego Nicolás Eduardo para deducir, por indicios y noticias dispersas, algunos particulares del mismo. Parece probable que entraba en los cálculos de Hermosilla revestir a la vieja iglesia gótica de una ornamentación renacentista, como se había hecho en el siglo XVI con las catedrales de Granada, Málaga y Jaén; en prosecución de esta idea alteraba la fisonomía del crucero y capilla mayor, pues hacía caso omiso de los indicantes de su último arquitecto, que había dejado iniciado el cimborrio en cuadro para reemplazarlo con una gran cúpula. La capilla mayor, lo mismo que los brazos del crucero, estaban concebidos con arreglo a idénticos patrones, apareciendo aquélla rematada por un ábside con semicúpula y éstos en figura circular con la misma cubierta.


    Si esta decisión de Hermosilla, opuesta a la debida uniformidad del templo, por seguir los gustos del siglo, contrarió al Cabildo, no menos le preocupó el coste de la obra, al derribar partes ya semiconstruidas como el cimborrio, y las deficiencias que pudo apreciar en puntos secundarios, que no afectaban a la construcción, pero sí al culto y buen orden dentro de la iglesia. Había hecho hincapié el Cabildo en su deseo de que la capilla aneja a la basílica, para dedicación a la imagen de Nuestra Señora de la Antigua, tuviese una amplia comunicación con aquélla; pues bien, Hermosilla no halló otro lugar para situarla que “fuera del recinto regular de todo el templo, sin más comunicación con él que el de una puerta o arco sesgado”.


    También se puede señalar como defecto notorio el afán de Hermosilla por encuadrar la fachada de la catedral con el marco de la plaza de Santa Ana. Con este fin “recogía la extensión que pide este templo —dice Eduardo— según la anchura de sus naves y capillas en muy cerca de quatro varas castellanas, acia su lado derecho, para acomodarle al claro que dejan las casas de la plaza por el lado opuesto, a fin de dejar la fachada proyectada toda de manifiesto, sesgando a este intento notablemente la entrada principal...’’


    Estas observaciones y defectos salieron a relucir en el Cabildo extraordinario de 10 de mayo de 1781 y aparecen reflejados en el acta de la sesión del día 16 del mismo mes y año. Alguno de los párrafos de este acuerdo merecen ser señalados porque reflejan la opinión unánime del Cabildo, su línea y directriz. Recomienda “que se procure ceñir la conclusión de este Santo Templo a lo indispensable según su planta y... a los vivos deseos del Cabildo de que se concluya lo mas presto que sea dable y permita el arte, y que esto sea con la mayor cabalidad y uniformidad, vajo el mismo estilo de arquitectura y dimensiones que se manifiestan en la parte que esta hecha y siguiendo los indicantes que para gobierno en su continuación dejo patentes el maestro que la dirigía quando se mando suspender y se conservan aun”. Luego recoge el acta los defectos arriba señalados y encarga al canónigo don Jerónimo de Róo y al secretario don Diego Nicolás Eduardo, diputados para la obra, de darlos a conocer al ingeniero don Miguel Hermosilla, de quien esperaba el Cabildo —según declara—, “no llevaría con disgusto ni como ofensivas de su notaría y consumada inteligencia en su profesión, las modificaciones que juzga indispensables”.


    Mas se equivocó el Cabildo por completo. De justicia es, no obstante, reconocer que las observaciones y acuerdos del mismo echaban por tierra la totalidad del proyecto del ingeniero Hermosilla, y que éste no podía contemplar con agrado el escaso margen de libertad que el Cabildo ahora le otorgaba, cuando no lo hizo constar así —aunque lo pensase— en el momento del encargo, amplio y sin cortapisas. El enojo de Hermosilla no tardaría en hacerse público.


    Mientras el plano del ingeniero pasaba de mano en mano y era expuesto a título de curiosidad en el Aula Capitular, Hermosilla redactaba una carta, comedida pero dura en extremo, que puso en manos del deán y Cabildo, a través de su secretario, y que aparece redactada en Las Palmas el 21 de mayo de 1781. Antes de entregar la carta, y con achaques “de necesitarlo para la prosecución en dicho encargo”, recogió el plano el ingeniero, sin que por ello despertase la más leve sospecha de enojo.


    La carta está escrita en un tono de insoportable superioridad y orgullo de cuerpo, y por medio de ella Hermosilla —después de ridiculizar por lo alto las ideas del Cabildo— se desentendía por completo del encargo. Es más, hacía entrega a este organismo del “plano de como esta en el dia la cathedral, que comprenhende las calles y casas de su alrededor, con el hueco (sic), claro, que ocupaba el antiguo Sagrario, a fin de que puedan delinear en el —añadía Hermosilla con sorna— las ideas que conciban ejecutar la obra al gusto que solicitan, y a mi me concedan el particular favor de exonerarme de tal encargo, asi porque no me encuentro capaz para ello... como porque mi facultad, mi empleo, la ciencia y todo el Real Cuerpo en que sirvo no puede permitir ni parecerle bien tome yo otros preceptos para las obras mas que los que el arte pide y el rey nos manda, pero no los que se me impongan por otra alguna”. Todavía añadía algo más para molestar a Eduardo, pues declaraba que estaba firmemente convencido de que el Cabildo contaba “entre sus individuos sujetos capaces de entender las ideas del Cuerpo entero, seguirlas y detallarlas”.


    Diego Nicolás Eduardo era entonces secretario del cuerpo capitular, así es que a él tocó ver antes que nadie la carta de Hermosilla y disfrutar de sus ex abruptos. Sin embargo, aceptó humildemente el desafío, y en su carta respuesta del día siguiente, 22, decía al ingeniero: “Por lo que mira a mi en particular, estimo el concepto con que... se sirve honrarme, tan sobre mi merito y sobre mi conocimiento propio, y puedo asegurar que nada me seria mas censible que el verme en precicion de condescender a la insignuacion; que me hace interponga mis oficios para destruir un pensamiento, en que entre por mi parte con la mayor complasencia y con las más bien fundadas esperanzas; y creo que ni el Cabildo ni yo hayamos adoptado ideas ni designios que puedan juzgarse capazes de dar disgusto.”


    La carta de Hermosilla fue examinada por encima en el Cabildo extraordinario del propio día 22 de mayo, aunque por carencia de tiempo se aplazó su discusión para el de 29 siguiente. En esta sesión estimó el cuerpo capitular “que el autor debía de estar influido por ageno impulso contra las rectas y sencillas intenciones del Cabildo”, y pasó a darle todo género de explicaciones y satisfacciones. Para ello nombró una nueva diputación, de la que no formasen parte los dos diputados para la obra, canónigo don Jerónimo de Róo y racionero don Diego Nicolás Eduardo, y eligió de su seno a los dos que eran particulares amigos de Hermosilla, al prior de la Santa Iglesia don Lorenzo de Lugo y Viña y al arcediano titular de Tenerife don Domingo Bignony y Logman.


    Estos dos diputados se entrevistaron con Hermosilla, y después de colmarle de elogios y atenciones y ofrecerle “que si consideraba no podría llevar buena armonía con los primeros diputados nombrados para la intervención de la obra, que el Cabildo nombraría a otros”, trataron de convencerle de las razones justas que asistían al cuerpo capitular para pedirle las modificaciones hasta entonces señaladas de palabra, motivo por el cual pusieron en sus manos una certificación del acta de la sesión de 16 de mayo de 1781, no sin antes significarle el propósito del Cabildo de dirigirse, previa su aquiescencia, al rey para que autorizase poner “a su cuidado el conocimiento, establecimiento y dirección del trabajo” conducente a la conclusión de la inacabada catedral.


    Don Miguel Hermosilla se desentendió de este ofrecimiento con achaques de salud, ya que declaró que no le probaba el clima de Gran Canaria; se mostró quejoso de que no se habían seguido sus instrucciones sobre los acopios para principiar la obra, y, por último, accedió a responder por escrito en lo referente a las modificaciones propuestas por el Cabildo en la sesión de 16 de mayo.


    Como prueba del carácter susceptible y esquinado de Hermosilla y su poca inclinación por la convivencia y la concordia, baste declarar que la lectura del acuerdo le irritó aún más que las palabras de los anteriores diputados, por el motivo baladí de que los canónigos figuraban en el acta con el tratamiento de señores y a él se le daba tan sólo de don.


    Después de pasados unos días, el 3 de junio, respondió Hermosilla a los extremos indicados por medio de un largo escrito que puso, con una breve carta, en manos del prior, don Lorenzo de Lugo y Viña. Este escrito, que lleva el título de Respuesta es una farragosa, pedante e indigesta disertación reducida a establecer nueve principios abstractos sobre Estética y Arquitectura, de los cuales deducía otras nueve inapelables consecuencias para ridiculizar y deshacer las juiciosas propuestas del Cabildo catedral y para insistir una a una, con carácter de determinación irrevocable, en todas sus primeras decisiones.


    Ello equivalía a una ruptura definitiva y así lo entendió el Cabildo cuando apreció, además, que a la intransigencia más absoluta unía el escrito otras impertinentes exigencias de absoluta libertad de acción y hasta imposiciones inadmisibles para que se suspendiese todo acopio de materiales y toda labor preliminar.


    Los canónigos de Las Palmas quedaron sorprendidos ante esta irrevocable y altanera decisión, que hacía imposible todo diálogo con el arquitecto, y estimaron —las palabras son de Eduardo— “que no era justo ni conveniente dar al pueblo un sinsabor indecible con la repentina suspensión de un proyecto que le tenía tan gozoso, por haber consentido en que esta vez iba de veras la empresa más grata a los vivos deseos de sus mayores”; estimaron también los capitulares “que tampoco era prudente malograr los preparativos y acopios hechos para la construcción, y mas estando ya convocados en esta ciudad el maestro de obras y los mejores oficiales de cantería y masonería de las tres principales islas”, y en vista de todo ello decidieron convocar a Cabildo extraordinario para resolver en consecuencia.


    El cuerpo capitular se reunió, en “efecto, el 9 de junio de 1781, y aunque no pudo acudir a aquella sesión el obispo fray Joaquín de Herrera, como era su propósito, envió como emisario suyo al canónigo don José Massieu, provisor y vicario general del obispado, para que si se presentaba la ocasión expusiese al Cabildo cuál era su pensamiento y opinión con respecto a la dirección de las obras de la catedral. En esta reunión volvió a ser leída la carta del ingeniero Hermosilla y los capitulares convinieron unánimes en que debía cortarse toda comunicación con el intemperante arquitecto, que sólo conduciría a “disputas interminables, con peligro de retardar su designio y deseos de que se siga sin nuevas demoras la obra que ha emprendido”. Luego se pasó a tratar de qué medios se valdría el Cabildo para salvar este contratiempo de no contar la obra de la catedral con el técnico que la dirigiese, y cuando ya estaban decididos los canónigos a otorgar un voto ilimitado de confianza al obispo Herrera para que como árbitro dictase las medidas pertinentes, pidió la palabra el canónigo don José Massieu y dio a conocer cuál era sobre el particular la opinión meditada y serena del obispo y pastor de todos.


    El texto de la sesión de 9 de junio, que refleja las palabras del canónigo Massieu, merece ser reproducido literalmente: Declaró “que venia a Cabildo para decir en nombre de Su Ilustrísima que noticioso de la situacion en que se halla el Cabildo con motivo de las dificultades que sostiene el capitán de ingenieros don Miguel Hermosilla para no asentir a las propuestas que se le han hecho por parte de este cuerpo, juzgaba... que no convenia que le continuase nuevos oficios porque ya no podían adequar a su circunspección y decoro ni al designio con que le hiso el encargo de delinear el consabido plano; y que pues la obra de que se trata parece que no puede errarse una ves de comprehendidos los indicantes que se dejaron para su continuación ademas de que ella misma con lo que esta construido lleva como por la mano para levantar lo que falta, supuesto que el Cabildo tiene en su mismo cuerpo un individuo, que es su actual y presente secretario, el qual aunque no sea profesor de Arquitectura, por genio, por natural inclinación y por las observaciones que ha hecho en muchos de los buenos edificios de España, ha dado muestras de alguna inteligencia en esta materia..., siendo una prueba practica en abono suyo el templo que se esta construyendo en la villa de Gáldar, de esta misma isla, con la advocación del Apostol de las Españas, por los planos y alzados que delineo para el, el qual vio por si mismos Su Ilustrisima, con mucha complasencia, quando paso a dicha villa en su santa y general visita, podia el Cabildo confiar a su cuidado el que dispusiese con la pronta brevedad el plano para tender los cimientos con la solidez y distribución que pide dicha obra a fin de que se comience a trabajar prontamente...” Proponía asimismo el obispo que los planos una vez dibujados pasasen a la aprobación y corrección en su caso del comandante del Real Cuerpo de Ingenieros en Canarias don Andrés Amat de Tortosa y de la Real Academia de las tres Nobles Artes de Madrid.


    El Cabildo, nomine discrepante, suscribió el dictamen de su sabio prelado, y en consecuencia tocó responder a la invitación al racionero don Diego Nicolás Eduardo, que se encontraba presente. Este, “después de haber dado las correspondientes gracias por el honor y concepto con que se le favorecía y honraba, expuso: que sin embargo de confiar muy poco de si mismo y de sus luces, no podia dejar de animarse a aceptar un encargo tan apreciable para un capitular, pues... confiaba que el Señor le favorecería para el acierto...”


    Desde este día, el racionero Diego Nicolás Eduardo fue el nuevo arquitecto de la catedral de Santa Ana.


    * * *


    La noticia de esta resolución del Cabildo eclesiástico sorprendió sobremanera al ingeniero Hermosilla, pues como dice muy bien el obispo Herrera había formado “un plan muy lisonjero de que siendo el único inteligente de Architectura en estas islas dispondría de la obra a su advitrio, formaría las lineas a su gusto, y negando a todos la facultad de razonar sobre ello, esperava que cada uno con un silencio respetuoso y de admiración le mirase obrar”. Su indignación no tuvo límites y comenzó a levantar bandera de partido y de disidencia contra las obras de la catedral, zahiriendo sin descanso al canónigo don Jerónimo de Róo, a quien consideraba inductor y responsable de la determinación del obispo, y a su sobrino el racionero Diego Nicolás Eduardo, como rival que le pisaba el terreno y le superaba en dotes y talento, aunque su extremada modestia aparentase otra cosa.


    Don Miguel Hermosilla sostenía entonces relaciones amorosas con la que más tarde había de ser su esposa, doña María Antonia Burriel de Montemayor y Sandoval, hija del regente de la Real Audiencia don Pedro Andrés Burriel, y en seguida atrajo, como era lógico, a su causa a este magistrado, que, como era también natural, influyó sobre los demás oidores para formar un partido en Las Palmas contrario a las obras y enemigo de Eduardo.


    Todos los medios los encontraron lícitos los enemigos de Eduardo para atacarle y zaherirle. Así, por ejemplo, con ocasión de haber remitido el Consejo de Castilla, con fecha 5 de febrero de 1781, una orden circular a todas las Audiencias solicitando informes en cada región sobre el número de Academias o Escuelas de Bellas Artes que en la misma radicaban, con objeto de atender a su fomento, desarrollo o creación donde no existiesen, halló el regente Burriel un arma formidable para atacar las obras apenas iniciadas de la catedral.


    Lo primero que hizo fue solicitar informe minucioso y detallado sobre el particular de su futuro yerno, el ingeniero don Miguel Hermosilla. Este quiso contar con el permiso o licencia para evacuarlo de su superior jerárquico, el comandante del Real Cuerpo de Ingenieros de Canarias don Andrés Amat de Tortosa, y le provocó a que, además, expresase su autorizada opinión sobre el estado de las artes en el Archipiélago. Amat de Tortosa le respondió en oficio de 15 de agosto de 1781, y después de pintar el estado calamitoso de las artes, no obstante “el sobresaliente ingenio de sus naturales, que a muy poco trabajo aventajarían a qualquiera otra nación”, arremetía —sabiendo de qué herida sangraba Hermosilla— contra las obras de la catedral de Las Palmas y la iglesia de la Concepción, de La Laguna. Se pidió también informe a las Reales Sociedades Económicas de Amigos del País de Gran Canaria y Tenerife, quienes lo evacuaron, respectivamente, con fecha 25 de agosto y 28 de septiembre del año expresado, en el sentido de reconocer el escaso, por no decir nulo, desarrollo que las Bellas Artes tenían en las Islas Canarias. Y, por último, evacuó el suyo el capitán Hermosilla, que era en sustancia todo él una constante diatriba contra el racionero Diego Nicolás Eduardo y el maestro cantero Patricio García, por el imperdonable delito de dirigir, contra su parecer y a despecho suyo, las obras de la catedral.


    Hermosilla califica en este escrito a Eduardo de “prebendado ignorante”, y al maestro Patricio García de inexperto e inhábil.


    Ni que decir tiene que el regente de la Audiencia, don Pedro Andrés Burriel, hilvanó estos oficios e informes y los remitió con uno suyo, no menos apasionado, de 12 de noviembre de 1781, a la corte, esperando de un momento a otro una resolución fulminante.


    Don Miguel Hermosilla no se dio por satisfecho con ello, y el 21 de agosto entregó al regente de la Audiencia un larguísimo memorial, con título de Manifestó, donde explicaba todas las incidencias de su frustrada comisión, para que éste lo hiciese llegar, por su conducto, al poderoso Consejo de Castilla o Real.


    Como ya conoce el lector los incidentes, sólo nos detendremos en registrar una vez más el juicio, lleno de pasión, que Eduardo le merece a Hermosilla. Se han dado “todas las disposiciones para executar la obra por el plano que dicen ha formado el racionero Eduardo, secretario del Cabildo, quien fue capellán de la compañía de caballeros cadetes en el Real Cuerpo de Artillería del Alcázar de Segovia, en la Academia del qual aprendió a dibuxar; que si bien en esta isla corre un plano hecho por el para una iglesia que se esta executando en el lugar de Gáldar, el tal plano ha enseñado lo poco que sera capaz el citado Eduardo para formar el de la cathedral, sus alzados, ni cortes de fabrica, y mucho menos el executar la obra el maestro... Patricio García”.


    Luego, a sabiendas de que faltaba a la verdad, añade: “También he sabido... que el racionero Eduardo picó el plano para copiarlo en los dias que lo tuvo el Cabildo para verlo; pero como el dicho plano esta desnudo de los alzados, y lo que esta hecho de la catedral tiene defectos notables de proporción, que el ingeniero [Hermosilla] procurava corregir (pero que no pueden conocer los intrusos arquitectos), es regular que para ser autores desfiguren el plano picado, y multipliquen los herrores, llenando de fealdades un edificio, que entre su misma belleza se hallan faltas de proporción y de buen gusto...”


    En otro escrito suyo algo posterior, Hermosilla vuelve a la carga contra Diego Nicolás Eduardo, a quien enjuicia “de poca o ninguna inteligencia para maestro y de solo algún gusto para puro aficionado, sin contar —añade— con sus indisposiciones de cabeza, que le imposibilitan hasta decir misa”.


    ¿Merecía Diego Nicolás Eduardo este severo juicio? ¿La posteridad puede hacer suyo un dictamen sin más apoyo moral que la pasión y el encono? ¿Quién era Diego Nicolás Eduardo?


    * * *


    Había nacido Diego Nicolás Eduardo en La Laguna de Tenerife, el 12 de noviembre de 1733, en el seno de una familia acomodada de origen irlandés, pues su verdadero apellido, Edwards, fue castellanizado por los antepasados inmediatos del futuro arquitecto. Sus padres se llamaron Santiago Eduardo y Ana María de Róo, y Diego Nicolás fue el tercer vástago de este matrimonio. El recién nacido fue bautizado en la parroquia de la Concepción, de La Laguna, el 18 de noviembre de 1733, actuando de padrino su hermano primogénito Antonio José, que con el tiempo mostraría también inclinación por las Bellas Artes.


    La infancia de Diego Nicolás Eduardo transcurrió en La Laguna y en ella hizo sus primeros estudios en la naciente Universidad de San Agustín, a cuyo cuadro de alumnos habrá que incorporarlo como uno de los más destacados y preclaros discípulos. “Haviendo tenido desde la infancia —dice Eduardo refiriéndose a sí mismo— natural inclinación al dibujo, logre en mis primeros años oportunidad para aprender todos los tratados de Aritmética, Uso del compás y Principios elementales de Geometría, en la clase de Matemáticas de la Universidad que se erigió en la ciudad de La Laguna, mi patria.” Como la Universidad de San Agustín abrió sus clases el 25 de octubre de 1744, siendo clausurada el 4 de diciembre de 1747, resulta patente que Eduardo sólo cursó en ella sus estudios durante el breve plazo de tres años, de los once a los catorce, de donde cabe deducir lo poco que debieron influir estas enseñanzas en su posterior formación científica.


    Los biógrafos de Diego Nicolás Eduardo, y su propia autobiografía (escrita con motivo del pleito catedralicio para demostrar su pericia arquitectónica), nos ilustran sobre los primeros pasos juveniles del futuro arquitecto en Canarias y sobre sus andanzas posteriores por la Península. Se admite corrientemente que fray Juan Iriarte, dominico, fue su maestro de humanidades cuando por su vocación religiosa abandonó sus primeros estudios para seguir la carrera eclesiástica. Ello nos inclina razonablemente a admitir que Eduardo debió cursar teología y cánones en el Colegio doméstico de Santo Tomás de la misma ciudad de La Laguna, centro de enseñanza de gran prestigio en el Archipiélago y rival de la Universidad agustiniana.


    Agustín Millares Torres, en sus Biografías de canarios célebres, afirma que Eduardo desempeñó en Tenerife, durante algún tiempo, un modesto empleo en la Real Hacienda 49; afírmase por otros que más adelante se trasladó a Las Palmas para proseguir sus estudios; pero como nada dice sobre el particular el propio Eduardo en su expresada autobiografía, quedan tales afirmaciones en el terreno de la duda y quizá hayan nacido de la confusión de su persona con la de su hermano Antonio José.


    El año 1761 es el de la fecha exacta de su partida para la Península, cuando contaba veintiocho años de edad, y donde había de permanecer hasta el año 1777, en que nombrado racionero de la catedral de Las Palmas, por merced regia, se estableció de manera definitiva en esta ciudad. Estos dieciséis años de ausencia de su tierra se dividen de la siguiente manera: los tres primeros, desde 1761 a 1764, de posible permanencia en Granada, pues Eduardo silencia en su autobiografía el lugar de su morada ; los cinco años siguientes, que corren entre 1764 y 1769, los pasó el futuro arquitecto en Madrid en el desempeño de un destino eclesiástico que desconocemos, y los ocho últimos, de 1769 a 1777, fueron de constante permanencia en Segovia, como capellán de la recién fundada Academia Militar de Artillería.


    Los biógrafos de Eduardo aseguran que éste, llegada la época en que debía recibir las órdenes sagradas, se trasladó a España y leyó cánones en el Colegio del Sacro Monte, de Granada, donde permaneció hasta la conclusión de sus estudios. Hemos de confesar que nuestras indagaciones para comprobar este pormenor han fracasado hasta ahora; pero aun así, admitimos que entre los años 1761 y 1764 residiese el futuro arquitecto en la ciudad de Darro, aunque juzgamos en cambio inadmisible la afirmación de Rodríguez Moure de que Eduardo desempeñase la cátedra de cánones en aquel Colegio 50.


    De la estancia en Madrid tenemos, por el contrario, la más rica información en cuanto nos orienta sobre su formación artística, actividad que alternaba con otros deberes y obligaciones de índole religiosa en el desempeño de un cargo que ignoramos. He aquí las propias palabras de Eduardo:


    “Sin embargo de que... en Madrid... tenía ocupaciones serias a que atender para desempeño de mi destino, frecuente por algún tiempo la Real Academia de San Fernando, antes que se mudase a la calle de Alcalá, concurriendo diariamente a la Sala de Dibujo que entonces había en ella para toda clase de personas distinguidas, en cuyo tiempo debí a don Andrés de la Calleja y a don Antonio González, pintores de S. M. y ambos Directores de dicha Real Academia, un particular aprecio. Entretanto, mi misma afición me llevaba a observar, por alivio y recreo del espíritu, las mejores Fábricas que se levantaban a la sazón, atendiendo de propósito el modo con que se obraba en ellas. La celebre casa para la Administración General de Aduanas, las puertas de Alcalá y San Vicente, las decoraciones del Prado y la Florida, con otras muchas obras publicas de aquel tiempo, dieron a mi genial inclinación no pocas luces y algunos conocimientos del verdadero y preferente modo de asentar la cantería y masonar con firmeza, sin perder de vista el sobresaliente estilo y noble simplicidad a que ha llegado la arquitectura en España, por la solicitud de la misma Real Academia y por el infatigable desvelo con que Nuestro Católico Monarca actual ha ordenado y protege la decoración de su corte y de sus Reinos.”


    Tras estos cinco fructíferos y provechosos años de estancia en Madrid, Diego Nicolás Eduardo se trasladó a Segovia por haber obtenido la plaza de director espiritual de la Academia de Artillería. Sobre sus estudios en esta ciudad, preferimos a todo comentario reproducir por segunda vez sus palabras:


    “En Segovia —dice—, con la proporción de vivir dentro del mismo Real Colegio, entre cuyas clases de floreciente Academia hay una destinada al Dibujo, bajo la dirección de su habilísimo profesor don Pedro Chenard, capitán del mismo Real Cuerpo de Artillería, no dejé de tomar nuevas ideas de la delineación, mas bien por efecto de mi inclinación genial, que no por particular estudio que hiciese de ello, puesto que las ocupaciones de mi destino me prohibieron asentir de propósito a las repetidas instancias de algunos profesores de dicha Academia para que me dedicase al cultivo de aquellas Ciencias Matemáticas que allí se estudian, suponiendo que había en mi aptitud para hacer progreso en esta linea. Vi formar planos interiores y superiores de aquel Real Alcázar, por disposición del... conde de Gazola... y vi también muchas veces las operaciones prácticas de dimensiones de terrenos y cuerpos que se hacen en aquella escuela para la completa instrucción de los Caballeros Cadetes de artillería, aunque siempre como mero aficionado y sin mas designio que aprovechar la oportunidad de tomar algunos conocimientos que tal vez pudieran servirme a lo menos en mi Patria.’’


    De la estancia de Diego Nicolás Eduardo en Segovia no tenemos más noticia, fuera de las antedichas, que de una enfermedad que padeció en la primavera de 1774, motivo por el cual, y previa recomendación del facultativo don José Carrero, solicitó y obtuvo del director de la Academia, conde de Gazola, un permiso de tres meses “pasa salir algunos dias a despejar el animo” 51. Durante su estancia en esta histórica ciudad castellana, Diego Nicolás Eduardo se ocupó también de vigilar los estudios de su sobrino el cadete del Real Cuerpo de Artillería Antonio Eduardo Wading, nombrado capitán por Real despacho de 14 de octubre de 1786, defensor de Santa Cruz de Tenerife contra Nelson, y que más tarde había de lucir los entorchados del generalato en su bocamanga 52.


    Después de ocho años de residencia fija en Segovia, y muy posiblemente por motivos de salud, Diego Nicolás Eduardo obtuvo del rey Carlos III la gracia de una plaza de racionero en la catedral de Santa Ana, de Las Palmas, y de esta manera le vemos en 1777 abandonar la vieja ciudad castellana para incorporarse a su nuevo destino. Tenía Eduardo entonces cuarenta y cuatro años.


    Desde el arribo de Diego Nicolás Eduardo a Las Palmas comenzó a correr por la ciudad la fama de su experiencia y conocimientos en materia artística; pero él, con su natural modestia, no daba oídos a las proposiciones que se le hacían, y sólo accedió a retocar el plano y dirigir las obras de la iglesia parroquial de Gáldar, cuyo proyecto había delineado su hermano, el sargento mayor de milicias Antonio José Eduardo, mero aficionado en estas lides.


    En efecto, no bien había recibido éste el encargo, supo el arribo de su hermano y ahijado a Las Palmas, y como conocía sobradamente los superiores méritos y conocimientos de Diego, se empeñó en que éste modificase sus planos para la construcción de la parroquia de Santiago de Gáldar, cosa que al fin consiguió, no sin tener antes que vencer la obstinada resistencia del racionero de la catedral. “Solo por congratularle —dice Eduardo en su autobiografía—, cediendo a su dictamen y contra mi conocimiento propio, emprendí la modificación de su plano, aunque no en puntos substanciales, y dispuse y delinee los Alzados con cúpula rotunda en su crucero. Remitiéronse los diseños al Excmo. señor Marques de la Cañada, Comandante general de estas islas, residente en la misma de Tenerife, para que se sirviese hacerlos examinar por don Andrés Amat de Tortosa, jefe provincial del Real cuerpo de Ingenieros en esta provincia, quien habiéndolos tenido en su poder los examino y aprobó en todas sus partes.”


    De esta manera, Diego Nicolás Eduardo se encargó a partir de este momento de la construcción de la iglesia de Santiago, de Gáldar, contando como auxiliar con el maestro y cantero Patricio García, que ya había tomado parte en la construcción de dos templos en La Orotava y en la reconstrucción de la iglesia parroquial de la Concepción, de La Laguna. Diego Nicolás Eduardo lo primero que hizo fue aleccionar a Patricio García sobre el “modo de cortar y asentar la cantería, limpieza y sencillez de sus adornos y demas conducentes al verdadero método de fabricar con hermosura y limpieza”, pudiendo así de esta manera dar comienzo sin ningún tropiezo a las obras.


    Esta fue la primera y única construcción que dirigió Diego Nicolás Eduardo antes de recibir el encargo oficial de proyectar la catedral de Las Palmas. La obra fue con tanta celeridad levantada que en 1583, fecha en que escribe Eduardo su autobiografía, se “hallaba ya muy adelantada y subida por su contorno hasta la altura de todo el primer cuerpo de su fachada y por lo interior hasta las ventanas principales”. La iglesia de Santiago, de Gáldar, cabe considerarla como la obra cumbre de Diego Nicolás Eduardo, arquitecto formado en el neoclasicismo, que pudo dar en este templo rienda suelta a sus preferencias artísticas, marcadas por el gusto de la época.


    Como puede apreciar el lector, Diego Nicolás Eduardo no era ni un indocumentado ni un mero aficionado, como se empeña en afirmar Hermosilla, y gozaba de una sólida base, preparación, conocimientos técnicos y prestigio que le hacían acreedor a la confianza del obispo y del Cabildo eclesiástico 53.


    * * *


    Desde que en la sesión del día 9 de junio de 1781 el Cabildo resolvió con energía romper relaciones con el ingeniero Hermosilla y designar arquitecto, aceptando la indicación de su propio obispo, al racionero Eduardo, aquel organismo desplegó una actividad inusitada para que no se malograse el firme propósito de dar remate a las obras de la inacabada catedral.


    Sabían los canónigos que el obispo Herrera se preparaba para hacer una larga visita pastoral por las demás islas y estimaron conveniente que con su presencia personal diese brillo y esplendor a la ceremonia simbólica de poner la primera piedra en las obras para la terminación del templo catedralicio. Esta ceremonia tuvo lugar el martes 12 de junio de 1781. Previo un repique general de campanas para aviso del público, el obispo fue recibido solemnemente por el Cabildo en pleno y procedióse a este simbólico acto, colocándose una segunda piedra (dióse por sentado que análoga ceremonia se verificaría a finales del siglo XV) en la cabecera futura del templo, donde se calculaba que estaría emplazada la capilla mayor.


    Desde esta última fecha, Diego Nicolás Eduardo se dedicó con fiebre inusitada y tesón sin igual al estudio de la obra vieja de la catedral y de los cimientos extendidos por el solar de la derruida iglesia del Sagrario, con el fin de captar las ideas y proyectos de los arquitectos sus predecesores y poder combinar el plano futuro de acuerdo con estos principios básicos de continuidad y uniformidad. Un mes largo le llevó dicha tarea, plazo en apariencia corto, si no se tiene en cuenta que el racionero llevaba ya varios meses dedicado a este desinteresado estudio, sin otro fin que satisfacer su curiosidad y ayudar a Hermosilla en su proyecto.


    De esta manera, preparado el plano, acumulados los materiales precisos e instruidos convenientemente por Eduardo el maestro Patricio García y los demás oficiales canteros, se pudieron iniciar las obras de cimentación en la fecha, simbólicamente escogida, del 26 de julio de 1781, día de Santa Ana.


    Los descubrimientos que Diego Nicolás Eduardo hizo al estudiar minuciosamente la obra vieja con todos sus indicantes, ya han sido puntualizados cuando estudiamos la construcción de la catedral de Santa Ana, de Las Palmas, en el siglo XVI 54. Conviene, no obstante, resumirlos para la debida inteligencia del proyecto de Eduardo.


    Recordará el lector que el templo había sido concebido en un principio como obra de simple ampliación a la iglesia vieja del Sagrario, y que tan sólo con este fin su primer arquitecto levantó las tres naves, la central y las laterales, que quedaron en esta fase inicial sin concluir, y recordará también que las capillas laterales y el crucero fueron proyectados más adelante, con absoluta y plena independencia, cuando el Cabildo catedral cambió de idea y decidió la construcción de una basílica nueva de los pies a la cabeza. Esta fue la obra del llamado por Eduardo segundo o tercer arquitecto.


    Los indicantes que encontró este artista tinerfeño en el arranque del crucero y tramos de bóveda inmediatos fueron tan claros y precisos que ello le permitió rematar la obra de la basílica con escasas innovaciones por su parte. Dejó el tercer arquitecto finalizada una de las bóvedas de complicada crucería —“doble enlace en sus ramales”— que habían de preceder al crucero y rodear al mismo, formando con él una verdadera cruz griega; dejó iniciado el crucero, con cimborrio, con indicantes claros para su terminación, ya que dos de las cuatro columnas que habían de sostenerlo, reforzadas en su base y espesor, quedaron terminadas y dispuestas, así como también uno de los cuatro arcos torales sobre el que el cimborrio había de descansar, y se preocupó, por último, hasta de dejar patentes pequeños detalles constructivos u ornamentales como el número y figura de las ventanas del cimborrio y la decoración de los arcos torales con unas características “azucenas talladas distribuidas en linea recta” 55.


    De acuerdo con estos indicantes, Diego Nicolás Eduardo planeó la conclusión del templo, sin que tuviese que hacer uso de su ingenio hasta llegar al mismo presbiterio. Dibujó el crucero sobre la base del cimborrio anteriormente proyectado, adosó a ambos lados del mismo dos bóvedas de complicada crucería, reproducción exacta de la que ya estaba construida entre el coro y cimborrio, y lo amplió con otras dos bóvedas de crucería sencilla idénticas a las del resto de la iglesia. Luego reprodujo, con la misma exactitud, en la cabecera los tramos de bóveda precedentes al crucero y se encontró con la basílica perfectamente encuadrada en la misma línea del presbiterio.


    Aquí fue donde Eduardo, ya sin ninguna orientación, brilló como genial arquitecto. Contando con un espacio reducido, y en la precisión de arbitrar para la catedral las sacristías y dependencias necesarias, quiso aprovechar en su favor el marcado desnivel del terreno en la plazuela del Pilar Nuevo para acentuarlo más con un suave graderío que situase a la capilla mayor en lugar elevado y preeminente. De esta manera ganó altura y espacio suficiente para planear la sacristía y camarín de la Virgen de la Antigua, en el lado del Evangelio; otra pieza análoga en la capilla opuesta reservada en el proyecto para San José, y diversas sacristías con dependencias altas y bajas así como una cripta para enterramientos a espaldas de la capilla mayor.


    Las puertas de entrada al crucero estaban proyectadas por Eduardo mirando a levante. El acceso a ellas había de efectuarse por unas suaves gradas en comunicación con dos amplios atrios que a su vez enlazaban con las alas del transepto. Estos atrios tenían, además, por objeto “dar mayor apoyo a los empujes del cimborrio”.


    Claro está que el planteamiento de estas obras no tenía posible desarrollo en el estrecho marco de la vieja iglesia del Sagrario; de aquí que el Cabildo tuviese que adquirir en propiedad por el lado derecho una casa llamada de Cigala, emplazada entre el callejón del Estudio, calle de Cigala y calle del Agua o de Nuestra Señora de los Reyes 56, y por el lado izquierdo el viejo hospital de San Martín, parcialmente derruido con este fin y luego totalmente derribado al planear la parroquia aneja del Sagrario, con una calle nueva adyacente, que recibió este nombre 57.


    Asimismo tuvo el Cabildo que preocuparse de establecer una vía de comunicación o enlace entre las dos plazuelas, muy reducidas en su extensión con las obras, de San Martín y Pilar Nuevo. Para ello compró y derribó parte de la casa llamada de Machado, emplazada en el ángulo donde estas dos plazuelas se unían 58. Así quedaría despejado el frontis posterior de la catedral.


    En el proyecto de Diego Nicolás Eduardo entraba también el traslado más a levante de la fuente conocida con el nombre de Pilar Nuevo para que no restase vistosidad a la fachada posterior de la catedral 59. El pilar, sin embargo, no se movió jamás de su emplazamiento hasta que un malhadado día los ediles de Las Palmas decidieron —en fecha reciente, claro está— su destrucción.


    Aprobados estos planes por el Cabildo dióse comienzo a las obras, como hemos referido, el día 26 de julio de 1781. Estas obras consistieron, de primer momento, en el tendido de los sólidos cimientos de la cabecera de la catedral, empresa en la que dio muestras Eduardo de un extraordinario sentido previsor. La lámina XXXV (Plano parcial y general en las Ilustraciones) de este tomo refleja bien a las claras cómo se hizo la cimentación, aunque no estará de más reproducir algunos juicios del arquitecto sobre cómo y por qué hizo así la obra indicada.


    “Como la parte del templo que íbamos a edificar es la de mas gravitación —dice Eduardo— y de mayor altura por razón del declive del terreno, como se ha dicho, y por la elevación del cimborrio; atendiendo yo a esto y también a que en nuestras islas se han padecido varias erupciones de bolcanes, sacudiendo y estremeciendo su suelo, para proceder con la posible y debida precaución a favor de la mayor seguridad y permanencia de nuestra obra, dispuse todos sus nuevos cimientos unidos con mutuo enlace por los ángulos rectos de sus correspondencias, haciendo profundizar la escabacion para ellos, hasta haver encontrado a quatro varas, el firme mas apetecible, compuesto de piedras grandes y muy solidas unidas y encastradas todas en una especie de tosca quasi de igual firmeza, y con la particularidad de haverse hallado este suelo todo unido sin la mas leve quiebra ni interposición de otra materia menos segura y bajo un mismo nivel” 60.


    Después de la cimentación, procedióse sin pérdida de momento a la edificación de la cabecera de la catedral, levantándose muros, pilares y columnas que habían de sustentar las bóvedas y cimborrio. En estas tareas contó Eduardo como valioso auxiliar al maestro Patricio García, cuya muerte, sobrevenida en octubre de 1782, no fue una pérdida irreparable, pues quedaban ya diversos discípulos suyos perfectamente instruidos en el corte y tallado de las piedras. En el mes de junio de 1783 las obras se encontraban ya bastante avanzadas dentro de esta fase inicial, y el mismo Eduardo no regatea los elogios para aquellos que tenían una participación directa en las mismas, “pues por su limpieza en las uniones de la cantería de todos sus paramentos, igualdad y firmeza del mampuesto, aventaja a lo que quedo fabricado desde lo antiguo...”


    * * *


    Sin embargo, este asiduo trabajo de Diego Nicolás Eduardo vióse perturbado por esta fecha, ya que el ingeniero don Miguel Hermosilla, cada vez más cegado por la indignación y la cólera al ver cómo se levantaba una obra que había condenado de antemano al fracaso, no tuvo mejor ocurrencia que acudir con sus quejas casi a los mismos pies del trono, pues fue a importunar con ellas nada menos que al primer secretario de Estado, conde de Floridablanca.


    El lector recordará cómo en la sesión del Cabildo de 9 de junio de 1781, en la que se hizo encargo al racionero Eduardo de la dirección de las obras de la catedral de Santa Ana, habíase resuelto también que sus planos pasasen a la inspección y aprobación de la Real Academia de Bellas Artes de San Fernando, de Madrid, de acuerdo con una disposición regia de diciembre del año 1777, que así lo exigía cuando las autoridades eclesiásticas acordasen y planeasen una nueva construcción “de alguna entidad”. Sin embargo, las circunstancias de aislamiento porque pasaba el Archipiélago en 1781, debido a la guerra declarada contra Inglaterra, con el consiguiente riesgo que sufría toda la correspondencia con la metrópoli, y sobre todo el hecho de juzgarse que las obras de continuación de la basílica, siguiendo exactamente los indicantes de su último arquitecto, no estaban afectadas por semejante disposición, fueron motivos determinantes de la resolución del Cabildo de no acudir a la Academia de Bellas Artes en demanda de aprobación o por lo menos demorar esta solicitud hasta que viniesen mejores y más seguros tiempos.


    Esta circunstancia tan baladí fue inicuamente aprovechada por Hermosilla para quejarse al gobierno central, dando por sentado que tal resolución no obedecía a otras causas que al premeditado propósito de burlar la censura de la Academia, seguros como se hallaban los canónigos de su repulsa a aprobar el proyecto, por estar éste concebido “únicamente a propósito para eternizar el mal gusto”. La primera representación de Hermosilla al conde de Floridablanca tiene fecha del 12 de diciembre de 1782; mas como ésta no surtiese prontamente el efecto deseado, volvió a molestar al primer secretario de Estado con una segunda representación, de 11 de junio de 1783, farragosa como todas las suyas, a la que acompañó copia de todos los acuerdos, comisiones y cartas relacionados con el encargo. No hay por qué insistir en sus argumentos y ataques, ya que de sobra los conoce el lector.


    A esta segunda representación no pudo hacerse sordo el viejo político español, así es que resolvió que se pidiese inmediatamente informe al comandante general de Canarias, marqués de la Cañada, y al obispo de la diócesis, fray Joaquín de Herrera, sobre los extremos denunciados por el ingeniero Hermosilla en su memorial, para que todo ello pasase conjuntamente a dictamen y resolución del Supremo Consejo de Castilla.


    El marqués de la Cañada evacuó el suyo el 13 de junio de 1783, y era en realidad una defensa de Eduardo y de las obras hasta entonces ejecutadas en el templo catedralicio. Para el marqués de la Cañada era “voz común que la Fabrica se sigue con la misma entereza que se principio; que lo hasta aqui hecho parece solido y que se adapta a la antigua, no obstante que murió el maestro aparejador nombrado Patricio García, que fue con quien se emprendió la obra”. A renglón seguido, para desenmascarar los manejos del regente de la Real Audiencia, don Pedro Andrés Burriel, declaraba que no le sorprendía su hostilidad, porque era considerado “por uno de los principales del partido de oposición a la cathedral”.


    En cuanto al informe del obispo, éste no quiso evacuarlo sin conocer la opinión del Cabildo eclesiástico, a quien pidió, el 27 de mayo de 1783, su dictamen, y quien a su vez delegó en el racionero Eduardo, como arquitecto de la obra, el dar la respuesta adecuada para que la verdad estricta, sin tergiversaciones ni medias palabras, fuese el mejor argumento contra aquella impenetrable malla, urdida con falsedades y patrañas.


    Un mes entero le llevó a Diego Nicolás Eduardo la redacción de este extensísimo Informe... 61, pues está fechado en Las Palmas el 26 de junio de 1783. El informe está substancialmente dedicado a rebatir uno por uno los nueve principios abstractos sobre Estética y Arquitectura y las nueve inapelables consecuencias formuladas por el ingeniero Hermosilla en su escrito de 3 de junio de 1781, y de la lectura del mismo puede deducirse los extensos conocimientos técnicos y artísticos de Diego Nicolás Eduardo, su sólida formación cultural y su extraordinaria ponderación que da a todo el informe, redactado además con muy buen estilo, un tono de irrebatible lógica, autoridad y veracidad. Cuanto hay en él de mera especulación no nos interesa al cabo de los años, pero en cambio cuanto se escapa incidentalmente por la pluma de Eduardo sobre las obras de la vieja catedral, sobre los planes de Hermosilla, sobre las ideas y proyectos del propio Eduardo y sobre su formación artística y trabajos es de un valor capital y ya ha sido casi totalmente aprovechado.


    El informe de Eduardo pasó por mano del Cabildo a poder del obispo fray Joaquín de Herrera, quien a su vez lo hizo trasladar al conde de Floridablanca con otro largo y extenso debido a su propia pluma. Como éste último 62 abunda en los argumentos de defensa ya conocidos, sólo nos interesa copiar de él el juicio que al obispo le merecía Eduardo como arquitecto. “El racionero Eduardo —dice— es uno de aquellos ingenios, vastos, sólidos y fecundos que rara vez se producen. Su extremada modestia, que hace su carácter, escondía mucho su aplicación y aprovechamiento en la Architectura. Apenas empezó la obra fue descubriendo toda su havilidad en esta parte. Había ya manifestado algún tanto en un templo que se esta fabricando por su dirección en el lugar de Gáldar, pero aquello era un rasgo para lo que ha hecho en nuestra catedral. El acierto en todas las cosas, sin precisarle enmendar nada, la solidez, la limpieza, la hermosura, el orden de todo, cosas que no dexan de conocerse, aun por aquellos que no han estudiado la Architectura, pero tienen una razón medianamente ordenada, nos han convencido que la inteligencia de don Diego en este arte es la de un experto profesor.” Era imposible hacer mejor elogio ni más acalorada defensa del arquitecto lagunero.


    El obispo prometía por su parte remitir a la mayor brevedad el plano completo de la catedral, ya que las ocupaciones de Eduardo, como racionero, secretario y arquitecto de la misma y la redacción del informe no le habían permitido dibujarlo en tan breve plazo.


    En efecto, el expediente de las obras de la catedral tiene intercalado un plano muy extenso de la basílica, con sus plazas, calles y manzanas adyacentes, dibujado por Diego Nicolás Eduardo con verdadera pericia y maestría, y que aparece suscrito por el propio arquitecto en la “Ciudad de la Gran Canaria a 21 de junio de 1784”. En el plano, sin embargo, se hace constar “que se remite a la superior inspección de la Real Academia de San Fernando, en virtud de Acuerdo de los señores... Dean y Cabildo” 63.


    El expediente resultante de la denuncia de Hermosilla, con los informes del marqués de la Cañada, obispo Herrera, arquitecto Diego Nicolás Eduardo y el plano que se le agregó más adelante, estuvo paralizado cerca de un año en la primera Secretaría de Estado, hasta que cansado de esperar el apoderado del Cabildo, Antonio Mateo Mondragón, elevó instancia al conde de Floridablanca, con fecha 18 de noviembre de 1784, en la que demandaba se remitiese el expediente a la Real Academia de Bellas Artes de San Fernando, “a fin de que no se retarde el reconocimiento y examen del dicho plano”.


    El conde de Floridablanca estimó, no obstante, que correspondía al Consejo de Castilla conocer en el asunto, y de Real orden lo remitió el 27 de noviembre de 1784 a este elevado organismo. El Consejo quiso asesorarse a su vez de la figura de máximo prestigio de la época, el ilustre arquitecto don Ventura Rodríguez, y a él pasó el expediente para su conocimiento e informe.


    Éste fue evacuado el 15 de diciembre del propio año, no en sentido resolutivo, sino en petición de más amplia información para poder dictaminar en regla. Para don Ventura Rodríguez era imposible cumplir este trámite “sin tener presente la Orographia o elevación interior y exterior en sus correspondientes figuras, que es preciso tenga formadas —concluía— el arquitecto don Diego Nicolás Eduardo, de la misma Iglesia, en el estado que se halle correspondiente a dicho plan o planta”. Así lo acordó el Consejo y así le fue comunicado al arquitecto tinerfeño, a través del apoderado en la corte del Cabildo eclesiástico de Gran Canaria 64.


    Un año más tarde, y cuando aún estos planos solicitados no se habían agregado al expediente, falleció en Madrid el ilustre arquitecto don Ventura Rodríguez. El Consejo recogió entonces de su domicilio particular el expediente de las obras de la catedral de Las Palmas y resolvió, el 4 de marzo de 1786, que se volviesen a reclamar los planos mencionados, y, una vez recogidos, pasasen todos a informe del sobrino del anterior arquitecto, don Manuel Rodríguez. A partir de este último decreto del Consejo, reina absoluta oscuridad 65.


    ¿Aprobó dicho organismo los planos de Diego Nicolás Eduardo? ¿Pasaron después a dictamen e informe, como era propósito del Cabildo, de la Real Academia de San Fernando? Ambas preguntas no tienen posible contestación; las obras continuaron, sin haberse jamás interrumpido, hasta su definitiva conclusión. De estas premisas cabe deducir que si no contaron con el marchamo de una aprobación oficial por parte del Consejo y la Academia 66, por lo menos, y en el peor de los casos, no contaron tampoco con su oposición y veto 67.


    * * *


    Quédanos ya tan sólo completar esta verdadera monografía sobre la catedral de Las Palmas (excesivamente alargada por tantos pleitos y disensiones que no podían quedar en olvido) dando a conocer brevemente al lector el curso que siguieron las obras hasta el enlace de la cabecera del templo, planeada, proyectada y dirigida por Diego Nicolás Eduardo, con el cuerpo central del edificio, formado por las naves y capillas, cuya construcción quedó suspendida a finales del siglo XVI. Tarea breve, ya que no es posible seguir paso a paso la marcha de las obras por no quedar constancia detallada de ellas.


    Sábese por propia declaración de Diego Nicolás Eduardo que además del plano completo de la catedral tenía también delineado “el Alzada y Vista de toda la Iglesia por su respaldo, incluyendo en su elevación hasta la figura y remate del Cimborrio con arreglo a los indicantes que dejo alli el antiguo Arquitecto”. De acuerdo con estos planes, siguió la obra lentamente hasta que a finales de siglo quedaba rematada la basílica por su espalda, pendiente tan sólo de la fachada principal o frontis y de la construcción de la iglesia aneja del Sagrario.


    En 1791 se ligaron los arcos de la obra antigua con la nueva y se empezaron a cubrir con la plementería las bóvedas de la cabecera. A la dirección de todas estas obras asistió asiduamente el arquitecto Eduardo hasta la fecha indicada 68, pues a partir de 1791, y por motivos de salud, inició primero breves y luego largas ausencias, en la isla de Tenerife, buscando en el clima de Tacoronte reparo para sus fuerzas físicas, que le iban faltando de manera alarmante.


    Terminadas las bóvedas secundarias, puso Eduardo toda su aplicación en el tendido de las complicadas bóvedas del transepto y en la construcción de la cúpula del cimborrio, cosas ambas que quedaban terminadas en 1794, durante una de sus temporales ausencias. Es tradición generalmente admitida que la cúpula del cimborrio fue construida antes de llegar éste a la altura que Eduardo le había señalado en su plano, precisamente en una de las forzosas ausencias del arquitecto 69.


    De esta manera, cuando Diego Nicolás Eduardo, agotado y enfermo, falleció en Tacoronte el 30 de enero de 1798, a los sesenta y tres años de edad 70, las obras de la cabecera y frontis posterior estaban en su esencia rematadas. Tres años más tarde, en 1801, fue derribada la pared que durante más de dos siglos señaló el límite de la iglesia nueva y sirvió de apoyo al altar mayor y presbiterio 71.


    La fachada posterior fue concebida por Eduardo con gran severidad, dentro de los cánones del neoclasicismo. Consta de tres plantas, unidas unas veces y separadas otras por pilares toscanos, lisos o estriados. Dos balaustradas, a manera de balconajes, unen las ventanas del cuerpo central, mientras en los demás paramentos aparecen aisladas, con diversos adornos y remates clásicos. Corona el frontis posterior una balaustrada general con pebeteros. También son dignos de señalarse dos pequeños torreones circulares, en los ángulos, rematados con airosos cupulines.


    ¿Proyectó Eduardo el frontis principal de la basílica, que quedó sin edificar a su muerte? Es difícil responder con absoluta certidumbre a esta pregunta. En 1783, cuando el arquitecto informa al obispo Herrera sobre la catedral, no lo tenía proyectado 72; en cambio, en 1784, cuando dibuja el plano general de la obra, da a conocer algunas de sus ideas con respecto a la fachada, ya que aparecen delineadas la planta de las dos torres laterales en cuadro, y ocho columnas pareadas que habían de soportar el entablamento del atrio 73. Poco es, pero es algo.


    Con arreglo a la lógica hay que admitir, sin embargo, que perdido y desaparecido hoy el proyecto de frontis de Diego Nicolás Eduardo, éste tuvo por fuerza que dibujarlo minuciosamente o por lo menos esbozarlo.


    ¿Cabe acaso pensar que quien censura en sus escritos la ramplona fachada del XVI, y quien dirigió las obras de la catedral durante diecisiete años, se olvidase o rehuyese el planteamiento de este ineludible trabajo? Esbozo de fachada o proyecto definitivo..., lo único indiscutible es su desaparición presente; pérdida de que se lamentaba, en 1854, otro de los arquitectos de la catedral, don Manuel Oráa y Arcocha.


    En cambio, la que sí dejó Diego Nicolás Eduardo planeada fue la iglesia aneja del Sagrario, obra nunca emprendida hasta nuestros días. Era la parroquia proyectada casi tan amplia como había sido la catedral hasta 1781. Se componía de tres naves con cubiertas de crucería sencilla, excepto en el centro mismo de la iglesia, donde Eduardo soñaba con levantar una gran cúpula gótica, a imitación de la catedral de Segovia. Contaba la parroquia además con diversas dependencias que no son del caso señalar 74.


    Diego Nicolás Eduardo dejó también dibujada la planta del nuevo coro de la basílica, pues el antiguo estaba “reducido únicamente al espacio de los quatro últimos pilares y una quarta parte mas acia la Puerta Mayor, lo que estrechaba demasiado el paso por el trascoro” y afeaba la disposición del conjunto.


    * * *


    Las obras de la catedral de Las Palmas no se interrumpieron a la muerte del arquitecto don Diego Nicolás Eduardo, ya que el más aventajado de sus discípulos, el genial escultor don José Luján Pérez, asumió por encargo del Cabildo la dirección de las mismas. Luján Pérez, por desconocimiento del proyecto de fachada de Eduardo, o por disentir de sus ideas, concibió una nueva fachada, en la que pronto se empezó a trabajar con ahínco.


    De esta manera, a su muerte, sobrevenida en 1815, quedó construida casi por completo la torre norte de la catedral, formada por cuatro cuerpos, adornados con ventanales y pilares sencillos o corintios y rematada con una pequeña cúpula, así como la portada o atrio, que lo forman tres arcos de medio punto, mayor el de en medio, que descansan sobre recios pilares, disimulados con cuatro pseudo columnas jónicas. El entablamento del pórtico quedó sin construir al suspenderse las obras en 1821, poco después de la muerte de Luján. En cuanto a la otra torre, sólo la base quedó construida en el momento de la suspensión.


    Luján Pérez, que como arquitecto no rayó a la altura que como escultor, concibió en este atrio y torres, que eran base sustancial de toda la futura fachada, una obra fría, desabrida y académica, señalada por su escaso gusto.


    A Luján Pérez debióle además la catedral, sin contar diversas imágenes de genial inspiración, los diseños y trazado del coro —construido en 1806 a expensas del obispo Verdugo—, así como las dieciséis estatuas que adornan las paredes del cimborrio, formando un bellísimo conjunto.


    Desde la fecha antes citada hasta cuarenta años más tarde, las obras de la fachada de la catedral de Santa Ana estuvieron paralizadas. El empuje inicial, en esta segunda etapa, debióse al obispo don Buenaventura Codina, quien arrastró al Cabildo eclesiástico a gastar sus ahorros en la construcción de la segunda torre, para lo que también contaba con el auxilio y colaboración de los vecinos. Esta empresa no planteaba ningún problema técnico, ya que la torre sur había de ser fiel reproducción de la norte, y que se contaba además con la experta dirección del arquitecto don Manuel Oráa y Arcocha. Esta decisión fue tomada en 1851, y las obras continuaron por espacio de varios años hasta la completa terminación de la torre. Al mismo tiempo se cerraba la bóveda del atrio, no quedando así pendiente de construcción más que el cuerpo central de la fachada.


    El obispo Codina encargó, además, al arquitecto Oráa levantar el plano general del edificio, así como emitir un amplio informe o dictamen sobre el estado de las obras y el coste en que se podía evaluar la conclusión. Sin embargo, el encargo formal del proyecto definitivo de fachada no lo recibió Oráa del obispo Codina, sino que le fue hecho, en 1859, por su sucesor, don Joaquín Lluch y Garriga.


    El arquitecto don Manuel Oráa y Arcocha trabajó durante varios meses en el delineado de su proyecto que presentó al Cabildo y a la Real Academia de Bellas Artes de San Fernando, mereciendo la aprobación de esta última. Sin embargo, bien fuese por su coste excesivo, bien por que no agradase al obispo, éste creyó conveniente, antes de tomar una resolución definitiva, conocer la opinión y dictamen de otros arquitectos, y encargó un segundo proyecto al francés Albert Lenoir, residente en París.


    Por último, ambos planos, el de Oráa y el de Lenoir, pasaron a manos de un tercer arquitecto de mucho crédito en el Archipiélago, el madrileño don Francisco Jareño, que a su vez delineó sobre la base de los anteriores un tercer diseño 75.


    El proyecto definitivo de Jareño fue entonces enviado para su aprobación a la Academia de San Fernando; mas ésta, si bien lo aprobó, consideró oportuno introducir en el mismo algunas modificaciones en las ventanas y remates del cuerpo central. Jareño era de los artistas que no consentían intromisiones ni consejos, y en consecuencia se negó en redondo a modificar su plano, y condenó así al fracaso un intento que parecía próximo a cuajar en realidad.


    El obispo Lluch no desistió, sin embargo, de su empeño, máxime cuando la Junta diocesana de templos había recibido del gobierno una importante ayuda económica —270.000 reales— para las obras de la fachada de la catedral. El obispo dispuso que se iniciasen las obras en todo aquello que la Academia había aprobado del proyecto de Jareño; pero éstas fueron suspendidas en mayo de 1867, por Real orden, en virtud de un informe de la propia Real Academia, que exigía la modificación del proyecto como circunstancia previa para la prosecución de las obras.


    De nuevo se solicitó dicho trámite del arquitecto Jareño; mas como éste se encerrase en un absoluto mutismo, el obispo don José María Urquinaona, que había reemplazado a Lluch Garriga, decidió recoger el expediente de manos de aquél, en 1868, al mismo tiempo que encomendaba a don José de la Gándara, arquitecto también madrileño, el estudio de un nuevo proyecto de fachada.


    Don José de la Gándara estuvo en Las Palmas en el verano de 1869, y presentó al Cabildo eclesiástico un proyecto que fue considerado por todos como imposible de realizar por su elevado coste. Las circunstancias políticas del momento tampoco recomendaban al obispo Urquinaona tomar una resolución que podía ser arriesgada. En consecuencia, las obras siguieron paralizadas.


    El impulso decisivo debióse años más tarde al obispo don José de Cueto, quien contó, además, con la valiosa colaboración del Ayuntamiento. El obispo Cueto encargó el proyecto al arquitecto de Las Palmas don Laureano Arroyo, quien con ideas de unos y de otros, salvando dificultades económicas y librándose de escollos artísticos, dibujó los planos definitivos, que fueron aprobados por la Academia de San Fernando.


    A medida que más nos acercamos al momento presente, se hace mayor la oscuridad. El primitivo proyecto del arquitecto Arroyo parece ser que tampoco se ejecutó puntualmente, ya que no coincide la fachada actual con las características del mismo 76. A la larga, hubo este arquitecto de limitarse a construir el cuerpo central sobre el atrio y entre las torres ya edificadas, a base de un paramento de sillería con cuatro columnas corintias adosadas, que encuadran tres huecos, dos laterales que son ventanas con graciosas celosías de piedra, coronadas por frontones triangulares que descansan sobre arcos que a su vez se sostienen en pilastras corintias, y un gran rosetón central de piedra. Un recio entablamento corrido servía de remate al segundo cuerpo de la fachada.


    En el proyecto del arquitecto Arroyo, un gran frontón de piedra estaba destinado a coronar la parte central del frontis 77. Sin embargo, tampoco esta idea prosperó, ya que el edificio estuvo varios años sin concluir, falto de este remate, hasta que por fin el arquitecto don Fernando Navarro le añadió un airoso templete central y dos pequeños en los laterales, a los que adornan emblemas heráldicos esculpidos en mármol 78.


    III. Otros edificios de Las Palmas (siglo XVIII). Los pueblos de Gran Canaria.


    Decíamos en páginas anteriores que con los corregidores Eguiluz y Cano rivalizaron, en esta etapa de verdadera fiebre constructiva que fue el último tercio del siglo XVIII, los obispos Servera, Herrera, Martínez de la Plaza, Tavira y Verdugo, que no contentos con dar el empuje decisivo a las obras de la catedral, dejaron por doquier, en calles y plazas, el recuerdo perenne de su munificencia, celo y desinterés.


    Entre todas estas Obras destaca la construcción del nuevo hospital de San Martín, que si en su iniciativa fue el obispo Servera el que impulsó el proyecto, halló éste, en sus inmediatos sucesores, otros tantos abnegados apóstoles de la beneficencia y caridad pública, que con igual desinterés alentaron y apoyaron la construcción hasta verla definitivamente terminada. El viejo hospital de San Martín, destartalado y ruinoso, no podía dar albergue en su estrecho recinto a enfermos y hospicianos en un momento como el que historiamos, con la población de Las Palmas cuadruplicada en relación con la época fundacional.


    Estas circunstancias fueron debidamente apreciadas por el obispo de Canarias fray Juan Bautista Servera en el año 1773, y con tesón sin igual aplicó todo su esfuerzo para vencer diversas dificultades que se opusieron a su idea, en particular la adquisición de los solares apropiados para tan vasta construcción como la que el obispo proyectaba. Por fin, escogió el obispo como el lugar más apropiado, por estar en las afueras de la población, el barrio de San Juan, en la parte más occidental de Vegueta, junto a la ermita de aquel nombre. Había allí diversas casuchas y huertas, que fue adquiriendo el obispo Servera por medio de su apoderado don José Jaimes Naranjo. Derruidas estas casas y allanado el terreno, quedó a disposición de la obra un solar espléndido, limitado por las calles del Peso de la Harina, Hospital y San Juan 79. De esta manera pudo ser solemnemente colocada la primer a piedra del hospital en la tarde del 26 de julio de 1775.


    No había entonces en Las Palmas, con crédito de experto arquitecto, más que el coronel de milicias don Antonio Lorenzo de la Rocha (a quien el propio Servera había encargado de evaluar el coste de las obras para la conclusión de la catedral) y a él confió el obispo de Canarias el estudio y delineado del proyecto. Cuarenta mil pesos puso además el obispo Servera a disposición de las arcas de la fábrica del hospital, y ni que decir tiene que con tan formidable ayuda económica las obras, dirigidas personalmente por Rocha, progresaron en brevísimo tiempo, aunque no lo suficiente para que cuando el obispo Servera fue designado para ocupar la diócesis de Cádiz, en 1777, pudiese contemplar otra cosa que sus cimientos y muros. Su sucesor, el obispo fray Joaquín de Herrera, alentó con el mismo celo las obras del hospital, que progresaron paulatinamente, hasta que en 1780, aun todavía sin concluir, pudieron pasar los enfermos del Viejo al Nuevo Hospital de San Martín para ocupar una de sus alas. La iglesia quedó terminada en diciembre del año expresado, pues el último día de 1780 se dijo en ella la primera misa.


    Por esta causa pudo el Cabildo catedral adquirir en 2.000 pesos el viejo edificio del hospital de San Martín, el 5 de marzo de 1781 80, con objeto de aprovechar provisionalmente su capilla como parroquia del Sagrario y utilizar el resto del solar para la cimentación, con la debida holgura, de la cabecera del templo para asiento futuro de la parroquia y para el trazado de la nueva calle que sustituyese a la desaparecida de San Martín 81.


    La muerte del obispo Herrera, en 1783, coincidió con el fallecimiento del arquitecto del hospital, coronel Lorenzo de la Rocha; mas los desvelos de aquél fueron heredados por su sucesor, el obispo don Antonio Martínez de la Plaza, y la pericia de éste, por la de su hijo don José de la Rocha, motivos ambos que hicieron que las obras prosiguiesen sin interrupción hasta quedar terminadas en 1786. La inauguración oficial del establecimiento benéfico se verificó con extraordinaria pompa y solemnidad el 5 de junio del año expresado.


    El edificio resultante, cuyos lindes conoce ya el lector, era una vasta, edificación de dos plantas, con fachada principal a la calle del Peso de la Harina 82. El frontis era muy severo, ya que no contaba más que con los cinco arcos del atrio o portada, unas cornisas corridas de piedra para indicar la separación de los pisos y los ventanales con jambas y dinteles de sillería, así como unos remates decorativos a manera de frontones partidos. La puerta principal daba acceso a diversas dependencias y patios, destacando la portería, sala de juntas y la iglesia o capilla. Una espaciosa escalera ponía en comunicación la planta baja con el piso primero, donde estaban las amplias salas para enfermería de hombres y mujeres, separadas por un pasillo incomunicado. Tenían cabida para treinta camas. Por último, el piso segundo estaba dedicado al servicio del hospital.


    Cuando el obispo don Antonio Martínez de la Plaza vio en funciones el nuevo hospital de San Martín, no quedó satisfecho del estado de la beneficencia pública en la capital de su diócesis, pues si bien los enfermos hallaban protección adecuada y auxilio, no podía decirse lo mismo de los ancianos e inválidos y aun de los vagos u holgazanes, necesitados de una paternal tutela para su reeducación. De aquí nació la idea de la creación del Hospicio o Casa de Misericordia a expensas de las rentas de la mitra, cuya iniciativa repetimos que corresponde por completo al obispo Plaza.


    Lo primero que hubo de resolver este prelado fue elegir el lugar de asiento del futuro centro benéfico, cosa que al fin resolvió escogiendo como el más adecuado el solar que lindaba, a poniente, con el mismo hospital, del que sería así como una prolongación. Para ello fue preciso adquirir las modestas casas y huertas con él colindantes, operaciones de compra que se llevaron felizmente a cabo en la primavera de 1786. El proyecto y la dirección de las obras le fueron encomendados al arquitecto don José de la Rocha, y si el primero fue con extraordinaria rapidez diligenciado, no tardaron las obras mucho más en ponerse en ejecución, ya que en el verano del año expresado quedaba hecha la cimentación del vasto edificio.


    Este, sin ser una copia del hospital, seguía en líneas generales el trazado y disposición de su fachada, aunque con mucha más severidad en la misma y menos coste, por tanto. Contaba con sótanos, planta baja y dos pisos. En su interior era de vastas proporciones, ya que estaba calculado para albergar una población de 300 asilados de ambos sexos. También fue construido en el interior del edificio un departamento aislado para Casa de Corrección de recogidas, con capacidad para unas treinta.


    El obispo Martínez de la Plaza no pudo ver su valiosa iniciativa terminada cuando abandonó las islas en 1790 para ocupar la silla episcopal de Cádiz. Mas así como Plaza fue celoso continuador de las iniciativas benéficas de sus antecesores, encontró también en su sucesor, el obispo don Antonio Tavira y Almazán, un diligente animador de su proyecto. Las obras quedaron terminadas a finales de 1791 y fueron solemnemente inauguradas el 23 de enero de 1792 83.


    La misma trayectoria benéfica siguió el sucesor de este último prelado, el obispo isleño don Manuel Verdugo de Alviturría, quien en 1804 dio digno y adecuado alojamiento, en la calle de los Canónigos, a la Casa Cuna de Expósitos, admirable institución que databa en sus orígenes del año 1647, en que quedó incorporada al viejo hospital de San Martín, y de cuyo cuidado y protección se habían encargado siempre los curas párrocos del Sagrario, a las órdenes directas de los señores obispos.


    Esta verdadera fiebre constructiva que invadió a finales del siglo XVIII a organismos, corporaciones y entidades, civiles y religiosas, de Las Palmas, aparece reflejada en otra serie de obras que se emprenden en la capital de la isla de Gran Canaria y que están unidas por un nombre común: Diego Nicolás Eduardo, el arquitecto genial, llamado a dirigirlas, después que su fama circuló de boca en boca, al apreciar la maestría con que planeaba las obras de la basílica catedral.


    El mismo ingeniero don Miguel Hermosilla, su rival, recibió por esta época importantes encargos, tales como la reconstrucción del hospital de San Lázaro, que no sabemos si llevó a cabo o quedó tan sólo en propósito.


    En lo que respecta a Diego Nicolás Eduardo, los encargos y demandas llovieron sobre él, en cuanto sus paisanos, siempre recelosos con los genios locales, se entregaron por completo a su pericia y talento. Uno de los primeros encargos que hubo de proyectar fue la magnífica escalera del palacio o casa de la Inquisición.


    En 1786 tratóse por el Cabildo eclesiástico de fundar un colegio, con título de San Marcial de Rubicón, para educación de los indisciplinados mozos del coro, y, como era natural, se encargó también a Diego Nicolás Eduardo de proyectar y dirigir el edificio para el nuevo colegio. Escogió el Cabildo para solar del mismo la huerta del viejo hospital de San Martín, con fachada a la nueva calle que el mismo Eduardo había trazado para enlace de la plaza de Santa Ana con las plazuelas de San Martín y Pilar Nuevo 84. La obra proyectada, no obstante recibir cuantiosos donativos, entre ellos uno de 1.000 pesos del obispo Martínez de la Plaza, progresó muy lentamente, hasta el punto de no quedar terminada sino el año 1799, cuando ya había fallecido Eduardo. Por este motivo el colegio fue acabado, lo mismo que la catedral, por su discípulo Luján Pérez, que ya se había encargado de la dirección de las obras años antes de su muerte.


    Faltaba para encuadrar la obra que el obispo Verdugo accediese a permutar parte del solar de la huerta del palacio episcopal para el trazado de una calle que pusiese en comunicación la plaza de Santa Ana con el paseo del Toril 85, en la margen derecha del barranco, de acuerdo con la promesa formulada por sus antecesores, Martínez de la Plaza y Tavira. Accedió Verdugo a esta demanda y así pudo abrirse la calle que se llamó Nueva, a la que daba otra de las fachadas del colegio 86.


    De la dirección de otras dos obras se encargó Diego Nicolás Eduardo el año de 1786: la reedificación total de la ermita de San José y la iglesia del convento de San Agustín, dando en ambas abundantes pruebas de su experiencia y talento.


    * * *


    Los pueblos del interior de la isla de Gran Canaria siguieron progresando durante las dos centurias indicadas, destacando en orden a su población a finales de la centuria décimo octava: Telde (5.674 habitantes), Teror (3.406), Guía (2.551), Gáldar (1.789), etc. Todos ellos llamaban la atención por su riqueza y prosperidad, sus amplias calles con cómodas y hasta lujosas casonas y sus magníficas iglesias, en la mayor parte de los casos por encima de las posibilidades y hasta necesidades espirituales de la población.


    De entre estas nuevas iglesias parroquiales cabe destacar las de Gáldar y Teror, obras, respectivamente, de los arquitectos canarios más famosos del siglo XVIII: Diego Nicolás Eduardo, su hermano el sargento mayor de milicias Antonio José Eduardo y el coronel también de milicias Antonio Lorenzo de la Rocha. Las vicisitudes por que pasó la construcción de la iglesia parroquial de Santiago de los Caballeros, de Gáldar, ya son conocidas para el lector: era un amplio templo de tres naves con cúpula en el crucero y fachada neoclásica. En cuanto a la parroquia y santuario de Nuestra Señora del Pino, en Teror, proyectada y dirigida por el coronel Lorenzo, era también un amplio templo de tres naves con una graciosa fachada en la que reprodujo este arquitecto una de las torres de la vieja catedral de Santa Ana.
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    LAS CIUDADES CANARIAS EN LOS SIGLOS XVII Y XVIII.
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    I. La Laguna de Tenerife: Población. —La parroquia de la Concepción. —Las obras del templo. —Los hermanos Eduardo. —La capilla mayor. —Obras de restauración. La parroquia de los Remedios. —Monasterios y ermitas. —Edificios civiles. —Las casonas laguneras. —II.Santa Cruz de Tenerife y su puerto: Población. —El caserío. —Sucesivos ensanches. —La plaza de la Pila. —La parroquia de la Concepción. — Monasterios y ermitas. —Edificios civiles. —El muelle. —III.Otras villas y pueblos de la isla de Tenerife: La Orotava, el Puerto de la Cruz y Garachico. —IV.Santa Cruz de La Palma: Edificios notables. —Teguise. —Santa María de Betancuria. — San Sebastián de La Gomera y Valverde.


    I. La Laguna de Tenerife.


    La Laguna de Tenerife, capital de la isla de su nombre, experimenta durante los siglos XVII y XVIII el mismo fenómeno de inmutabilidad en su perímetro histórico que hemos señalado en Las Palmas en las centurias indicadas.


    “La Laguna vio aumentar su población en los siglos XVII y XVIII lo mismo que Las Palmas —decíamos al referimos a la ciudad en el siglo XVI—. En ella se dio idéntico fenómeno de holgura en su primitivo trazado, con amplios jardines y espaciosas huertas. En los siglos señalados la ciudad progresa, crece y se aprieta; evoluciona y se transforma; se adecenta y mejora, pero sin perder jamás su sabor peculiar, que la sitúa entre las viejas ciudades de Castilla y las nuevas y ricas villas de América, con un sello colonial indiscutible”.


    Sin embargo, ese carácter estable, perenne e inmutable que tiene la urbe, no lo posee ninguna otra ciudad canaria tan acentuadamente como La Laguna. Ello se debe a que Santa Cruz de Tenerife, su puerto, creció en proporciones tan desmesuradas en el siglo XVIII, que, al absorber todas las energías, el tráfico y el comercio de la isla, paralizó por completo el natural desarrollo de la vieja ciudad capital. De esta manera, el casco urbano de La Laguna a finales del siglo XVIII es exactamente igual al de la Agüere de últimos del XVI. Sus calles son las mismas, sus plazas idénticas y el perímetro de la villa no acusa la más sensible variación.


    La ciudad ha crecido, no obstante, en población, como lo revelan, con la elocuencia de los números, los censos de la época. Si en 1587 La Laguna contaba con 1.300 vecinos, en 1739 sus moradores se cifraban en 1.982 vecinos 87, que dan una población oscilante entre 7.928 y 9.910 almas 88; y en 1768, de acuerdo con un censo más minucioso y exacto, el cálculo de sus habitantes da una cifra de 8.796 individuos 89. Como puede apreciarse, La Laguna creció al compás que lo hacía toda la isla de Tenerife, de la que era cabeza, cuya densidad alcanza en estas centurias cifras muy elevadas.


    La Laguna vio aumentar al compás de su población su importancia política en estas centurias, pues en ella buscaron plácido acomodo y asiento los capitanes generales del Archipiélago, quienes como primera autoridad del mismo trajeren en pos de sí diversos organismos y un verdadero séquito de funcionarios. Desde que don Alonso Dávila y Guzmán se estableció en la ciudad en 1655 90 hasta que el marqués de Valhermoso se trasladó a Santa Cruz de Tenerife en 1723, La Laguna fue el centro político y administrativo del Archipiélago, con el mismo rango y en las mismas circunstancias con que hasta entonces lo había sido Las Palmas.


    Puesto que el caserío de La Laguna no crece ni aumenta en las dos centurias indicadas, ello nos exime de volver a insistir en los límites de la ciudad o en el trazado de sus principales calles o plazas, ya que apenas si cabe destacar otra cosa que no sea alguna que otra alteración en la nomenclatura de sus rúas y paseos 91.


    En cambio no puede decirse lo mismo de sus principales edificios, ya que todos ellos sufren en estos siglos transformaciones y cambios, sin contar con aquellos que se edifican de nueva planta al compás del progreso de la ciudad. Comencemos por examinar los primeros para después detenernos en el estudio de los segundos.


    A la cabeza ha de figurar siempre por su condición de matriz y su antigüedad el templo parroquial de Nuestra Señora de la Concepción, llamado a sufrir en el siglo XVIII una transformación tan honda que casi lo renovó por completo. Ya lo anticipamos al referirnos a su construcción en el siglo XVI, pues entonces declaramos que sólo los materiales: columnas, algún muro y los alfarjes podrán hoy datar de los tiempos primitivos.


    La reconstrucción de la parroquia de la Concepción, de La Laguna, con ser un hecho relativamente reciente, puede decirse que plantea problemas tan oscuros como los de la catedral de Santa Ana, de Las Palmas. Entre noticias inconcretas y contradictorias, se hace dificilísimo atinar con la verdad y poder dar al lector un resumen de la evolución arquitectónica del templo o tan siquiera los nombres de los artífices que en él pusieron sus manos.


    La segunda parroquia de la Concepción quedó terminada, como recordará el lector, en 1543. Desde esa fecha, lo que más merece ser destacado, en lo referente a su fábrica, fue la ruina y siguiente reconstrucción de la torre del templo por dos veces sucesivas, hechos ocurridos en 1630 y 1692. La torre primera —la del siglo XVI— era de dimensiones reducidas y nunca estuvo verdaderamente acabada, entre otras cosas porque siempre que se había tratado de concluirla habíase temido por su propia seguridad, al considerarla en estado ruinoso. Ello explica que en 1630 ordenase su derribo el obispo don Cristóbal de la Cámara y Murga, al mismo tiempo que daba las órdenes oportunas para que fuese edificada de nueva planta una segunda torre. Desde 1639 a 1652 se trabajó con asiduidad en la fábrica de esta segunda torre, cuya vida sería aún más efímera que la primera. Bien porque el terreno carecía de sólida firmeza, bien por vicio de construcción, esta torre, a la que afectó el terrible huracán de 1655, hubo de ser también derribada en 1692 por amenaza de inminente ruina. De esta manera en 1694 se cimentó con muy sólidos materiales la tercera y definitiva torre, emplazada en lugar más o menos aproximado a las anteriores, o sea en los pies del templo, adyacente casi a la nave del Evangelio y mirando a la calle de la Carrera 92. La torre se edificó con vertiginosa rapidez, a base de sillares de piedra. Es, por tanto, tan sólida como falta de gracia y esbeltez. La forman siete cuerpos, separados por cornisas, sin más adornos que diversos balcones de hierro forjado. La torre se halla todavía falta del chapitel o remate de la misma 93.


    El templo parroquial del siglo XVI recordará el lector que era una amplia iglesia de tres naves, separadas por dos hileras de cuatro columnas unidas por arcos de medio punto de cantería encarnada, que al par que dividían la iglesia en las naves indicadas sostenían en unión de las paredes maestras norte y sur el peso de los artesonados y techumbres, tanto en la nave central como en las laterales. De estas columnas sólo las de la cabecera del templo por ser donde se cerraban las naves para formar una especie de crucero, eran más sólidas y de más amplia base, ya que sobre ellas habían de descansar cuatro arcos en lugar de dos; se distinguían además en que eran columnas perfectamente góticas, fasciculadas, mientras que aquéllas eran unas pesadas columnas con capiteles de moldura que pudieran ser clasificadas como toscanas con variantes y adornos de propia inspiración del cantero que las labró. De esta manera en la cabecera del templo, con marcada separación de las naves, se abrían al culto dos capillas a ambos lados, la de la Epístola o de Santiago Apóstol, hoy más conocida por San Antonio, y la de la Quinta Angustia, luego denominada de San Juan Evangelista. Estas capillas, independientes y aisladas, estaban cubiertas con artesonados o alfarjes de bellísimas tracerías moriscas 94. Entre estas dos capillas se interponía la mayor, más profunda, cubierta también con un artesonado independiente, que cobijaba el ante presbiterio y presbiterio, y en cuyo fondo estaba dispuesto el retablo con su tabernáculo.


    A mediados del siglo XVI —en 1566— el templo fue ampliado por los pies con una arcada más, lo que obligó a cubrir estos tramos adicionales con artesonados independientes, los de las naves laterales a base de alfarjes de tracerías moriscas y el de la central con un artesonado liso con ornamentación pictórica. Esta ampliación por los pies se prestó más adelante a confusiones, pues como reconoce Rodríguez Moure “el hecho de terminar la iglesia... en otras tres capillas divididas con macizos pilares y arcos de comunicación, al modo que se construían casi todas las cabeceras de los templos del país, ha sido causa de que muchos incautos hayan supuesto que aquél fue en un tiempo —se refiere a lo que él llama trascoro— la parte superior del templo y que allí estuvo su altar principal” 95.


    La iglesia parroquial de Nuestra Señora de la Concepción sufrió en los últimos años del siglo XVI y durante todo el siglo XVII, así como parte del XVIII, diversas adiciones que alteraron su fisonomía sin embellecerla, y que en cambio amenazaron su seguridad al abrir huecos y arcos de comunicación en los muros del mismo. La constante aspiración de las familias hidalgas de construir capillas, bajo el patrocinio de un santo de su devoción, para la finalidad primordial de tener en ella sus enterramientos familiares, rompieron la unidad del edificio, que se vio amenazado de ruina y extraordinariamente afeado en su exterior por una serie de cuerpos adicionales. La primera capilla, la de San Andrés, se abrió en la nave lateral de la Epístola 96; la segunda, frontera a ésta, en la nave del Evangelio, fue la capilla de Santa Ana o de los Vargas, por pertenecer a esta familia; la tercera, en el extremo de esta misma nave, en la pared lateral, fue dedicada a la Santísima Trinidad (cuyo patronato vino a parar en el siglo XVIII a la familia de Róo), y la cuarta, frente por frente de la anterior, fue la capilla de Nuestra Señora de los Dolores, llamada también de “Forasteros”, construida bajo el patrocinio de la familia irlandesa de Edwards o Eduardo 97. Todavía a los pies de la iglesia (cuya puerta ya sabe el lector que había sido tapiada), si no se añadieron capillas, sí se emplazaron tres altares, separados por muros y arcadas que daban apariencia de tales oratorios; fueron éstas: en la nave central, la capilla de San Bartolomé, mirando al tabernáculo o altar mayor, y en las naves laterales, las capillas de las Animas y San Pedro, pertenecientes a la cofradía de pobres vergonzantes y a la confraternidad de sacerdotes 98.


    No fueron éstas las únicas obras que se acometieron en los siglos XVII y XVIII. Así, por ejemplo, en 1618 el obispo don Antonio Corrionero disponía se ensanchara la capilla mayor en 18 pies de fondo y seis de alto, obra que se llevaba a término en 1626 merced a un cuantioso donativo de 1.000 ducados que hizo el canónigo de Sevilla don Juan Manuel Suárez, hijo de pila de la parroquia.


    Después comienzan las obras de simple restauración del templo, amenazado de destrucción precisamente por estas sucesivas ampliaciones. En 1662 y 1664, siendo mayordomo de fábrica don Gaspar Álvarez de Castro, se acometió la reedificación de las paredes laterales del templo.


    Pasados algunos años, a comienzos del siglo XVIII, amenazando ruina la cabecera de la parroquia, se acordó la reedificación de esta parte, capilla mayor y laterales así como el crucero, con las cuantiosas limosnas que aportaron con tal fin los feligreses. No era una restauración simple lo que se prometía, sino una reedificación de nueva planta de la cabecera, que empalmase en su día con el resto del templo.


    En 1714 comenzaron las obras. Como la capilla mayor estaba concebida en el nuevo proyecto con mayor amplitud, fue preciso invadir la calle que estaba a sus espaldas, cosa a que accedió el Cabildo o Regimiento de la isla, previa la obligación en que se constituyó la parroquia de comprar unas casas de la acera opuesta para abrir una nueva vía.


    Después de cuatro años de ininterrumpidas tareas, cuando ya las obras progresaban a ojos vista, sobrevino un fatal acontecimiento que estuvo a punto de arruinar por completo la iglesia. Un terrible ciclón de agua y viento huracanado batió en la madrugada del 9 de enero de 1718 con incontenible ímpetu al templo parroquial, en el que ocasionó importantes destrozos, pues derrumbó los arcos del crucero y parte de los pilares, amenazando de ruina al resto de la iglesia, por haber quedado sin sostén las arcadas que apoyaban en los pilares maestros por espacio de los cuatro días que duraron las lluvias. El que el templo se mantuviese en pie en aquella ocasión fue considerado como un verdadero milagro.


    Este contratiempo retardó la terminación del crucero, que no vino a quedar terminado hasta 1720 99.


    Sin embargo, los feligreses de la parroquia de la Concepción no quedaron muy satisfechos con la disposición general del templo, lleno de adiciones y reformas, y abrigaron el proyecto, verdaderamente grandioso, de construir de nueva planta el templo parroquial, con tres naves y dos de capillas, a imitación de la catedral de Santa Ana, de Las Palmas.


    Sobre quién fue el autor de este proyecto nada sabemos; y sobre sus ideas tampoco conocemos nada, fuera del propósito indicado de edificar una basílica de cinco naves. Dada la amplitud del edificio proyectado, fue necesario preparar el solar adecuado; para ello se adquirieron unas lonjas que había entre la iglesia y la calle de Herradores, por el mediodía, que fueron derruidas para hacer la cimentación.


    Por suerte para la parroquia, el autor del proyecto de 1738 anduvo muy comedido en sus determinaciones, ya que de momento no tocó a la obra antigua, sino que sólo aspiró a construir la nave lateral de la Epístola y la contigua de capillas, ambas al mediodía de la vieja parroquia. Aspiraba este arquitecto a instalar provisionalmente en ellas la parroquia para proceder entonces a derruir el templo contiguo con objeto de proseguir las obras hasta su definitiva conclusión.


    Desde 1738 hasta 1753, en que la pobreza general de la isla por las malas cosechas paralizó las obras, se habían gastado en ellas la elevada cantidad de 18.000 pesos. Más de veinte años duró esta paralización, tiempo suficiente para que el viejo templo que amenazaba ruina tuviese que ser reiteradas veces apuntalado con objeto de conjurar su destrucción total, y para que en la obra nueva de la basílica se descubriesen imperfecciones de bulto y sobre todo errores de cálculo y de fabricación que ponían en inminente riesgo de derrumbamiento la totalidad de lo recién construido.


    Ello produjo la más honda desilusión en los feligreses de la parroquia. En estas circunstancias, y faltos de todo apoyo económico, decidieron los beneficiados de la Concepción acudir en 1760 al rey Carlos III en demanda de diversas gracias que permitiesen arbitrar los fondos precisos para proseguir la construcción del templo. Solicitaban los beneficiados que, no habiendo hecho uso la isla de Tenerife de todas las toneladas para navegar a América que le estaban autorizadas por el reglamento de 1718 sobre el comercio con las Indias, agraciase a la parroquia de la Concepción, de La Laguna, con dos registros supernumerarios de 200 toneladas con destino a Caracas por un plazo equivalente a los años no aprovechados. La demanda fue reiterada en 1772 y la apoyaron, por medio de sendas cartas que tienen fecha de 5 y 31 de julio de 1772, el comandante general de Canarias don Miguel López Fernández de Heredia y el obispo fray Juan Bautista Servera. Esta segunda solicitud iba acompañada de dos planos con indicantes de los defectos de las obras vieja y nueva, para que el rey encargase a algún experto arquitecto de Madrid el proyecto definitivo 100.


    En estas circunstancias llegó a Tenerife en visita pastoral el obispo fray Juan Bautista Servera y quedó impresionado ante la contemplación del triste espectáculo que ofrecía la parroquia. “Compadecido del lastimoso estado —dice Rodríguez Moure— convocó a los feligreses, los reanimó en sus propósitos, y ofreciendo por de pronto ocho mil pesos de su renta, nombró una junta que entendiera de la nueva obra, y llamando a un arquitecto, hízole proyectara sobre del mismo solar un plano del templo” 101.


    ¿Quién era este arquitecto anónimo? Hoy día podemos dar sin la menor vacilación su nombre: el sargento mayor de milicias Antonio José Eduardo, hermano primogénito del famoso Diego Nicolás.


    Había nacido Antonio José Eduardo en La Laguna el 26 de octubre de 1718 102. Sus padres, ya los conoce el lector: don Santiago Eduardo, nacido en Irlanda, y doña Ana María de Róo 103. Pocos datos conocemos de biografía si hacemos abstracción de los que Diego Nicolás Eduardo señala en sus escritos 104. Por él sabemos que Antonio José estudió en la Universidad de San Agustín, de La Laguna, durante el breve plazo en que aquélla tuvo abierta sus aulas; que ingresó en las milicias regionales, donde llegó a alcanzar el grado de sargento mayor; que navegó diversas veces a América como piloto de la carrera de Indias en los navíos de su casa, con particularidad en el Santiago; que se puso al frente de los negocios familiares cuando quedaron huérfanos los hermanos (hasta el punto de declarar Diego Nicolás que a él “debía las mayores atenciones para mi decente subsistencia en España mientras seguía allí mis estudios”), y que, aficionado a las artes, gozaba de cierta fama y crédito como arquitecto en la isla de Tenerife.


    Sobre el encargo por parte del obispo Servera no puede haber la menor duda, ya que así lo asegura también Diego Nicolás Eduardo cuando declara en su autobiografía que Antonio José “había delineado... la continuación de su propia parroquia de Nuestra Señora de la Concepción, por encargo y con aprobación del... obispo Servera, que fomentaba aquella obra” 105.


    Llamamos la atención sobre los términos del encargo, “la continuación de su propia parroquia”, lo que nos hace sostener que la nueva basílica iniciada en 1738 seguía todavía en pie, sin haber sido derruida por ruinosa, con anterioridad a la visita pastoral de Servera, como afirma Rodríguez Moure 106.


    De esta manera los planos que se conservan en el archivo de la parroquia de la Concepción, uno de ellos datado en La Laguna el 20 de noviembre de 1776, son indiscutiblemente los del proyecto de Antonio José Eduardo. Estos planos fueron vistos y aprobados en todas sus partes por el obispo Servera cuando finalizaba su visita, quien dispuso que la primera piedra fuese colocada en la cabecera futura del templo 107 con la mayor solemnidad al siguiente día, 21 de noviembre de 1776, como en efecto así se realizó con pompa inusitada.


    ¿Cuáles eran las ideas y proyectos de Antonio José Eduardo? Como puede apreciarse por los planos —la planta y el corte longitudinal 108—, Antonio José Eduardo proyectaba construir (aprovechando la nave lateral y capillas de la Epístola, de ser cierta, como creemos, la continuación) un templo de cinco naves, tres centrales y dos de capillas, cubiertas a base de bóvedas de medio cañón y cruzadas por un amplio transepto con una gran cúpula en el centro. Como detalles del proyecto puede señalarse la colocación del coro a ambos lados del antepresbiterio, con los órganos encima; el emplazamiento en alto del presbiterio, con una suave gradería de acceso; el encuadramiento de la cabecera, con una serie de dependencias para sacristías, sala de juntas, archivo, tesoro, etc., y, por último, la edificación de una segunda torre, hermana de la primera, y emplazada en lugar parejo 109.


    ¿Este proyecto, si no majestuoso, de un sobrio y discreto neoclasicismo 110, fue alguna vez convertido en realidad? Basta la contemplación de los planos, en relación con el templo actual, para responder negativamente. ¿Causas? La ausencia de las islas del obispo Servera, su más entusiasta propulsor; lo desmesurado del proyecto, que requería años para su ejecución y cuantioso numerario; el escaso dinero disponible para la obra y, hasta si se quiere, la muerte del mismo Antonio José Eduardo, sobrevenida lejos de su patria, de la isla de Annobon, el 26 de mayo de 1780 111.


    Pocos meses después de recibir Antonio José Eduardo el encargo antedicho, se conocía en La Laguna el texto de la Real cédula de 28 de octubre de 1776, por la que Carlos III agraciaba a la parroquia de la Concepción, juntamente con la catedral de Santa Ana, de Las Palmas, y las islas de La Gomera, El Hierro, Lanzarote y Fuerteventura, con un registro de 200 toneladas al año de las rezagadas desde 1760 a 1776. Los términos de la concesión ya los conoce el lector; venía hecha a favor del comerciante palmero Domingo Pérez Perdomo, con la salvedad, en lo que respecta a las iglesias, de dejar libre la mitad de su buque para que lo usasen éstas en su beneficio como mejor les conviniese, destinando su producto a la fábrica de ambas. La Real orden aclaratoria de 9 de marzo de 1777, establecía que caso de no querer usar por sí la parroquia del beneficio de navegar las toneladas concedidas, quedase obligado Pérez Perdomo a indemnizarla con la cantidad de 18.000 pesos 112. El Cabildo eclesiástico de Las Palmas protestó de los torcidos manejos de Pérez Perdomo para convertirse en usufructuario de la concesión; ¿hicieron lo mismo los beneficiados de la parroquia de la Concepción, de La Laguna? Nada sabemos sobre el particular; pero en un caso o en otro, es indudable que las arcas de la parroquia no se nutrieron con este fondo por los motivos antes expuestos de la declaración de libertad de comercio con América por el rey Carlos III en 1778.


    En cambio es indudable, y está demostrado, que en estos cuatro años que transcurren desde el delineado del proyecto por Antonio José Eduardo —1776— y la muerte del arquitecto en Guinea —1780—, no se progresó sensiblemente en el desarrollo y estructuración del proyecto de este último maestro, pese a las medidas arbitradas para obtener los fondos necesarios y pese al encargo hecho en enero de 1779 al capitán don Juan Bautista de Castro, con aprobación del obispo, de desempeñar la dirección de la obra mientras durase la ausencia de Antonio José Eduardo en Guinea.


    Determinadas correcciones introducidas en el proyecto de 1776 para llevarlo ahora a la práctica, y el antedicho nombramiento del capitán Castro para la dirección de las obras, no los estimamos motivos suficientes para dar por sentado que el proyecto de Antonio José Eduardo fuese rechazado en su totalidad, y que este arquitecto renunciase, sin particular motivo, a la dirección de las obras que con tan especial interés le encomendara el obispo Servera 113.


    En estos años no hizo sino acentuarse la ruina del viejo templo y de la obra nueva, hasta el extremo de que cuando en 1781 el obispo fray Joaquín de Herrera visitó al ciudad de La Laguna los peritos dictaminaron que cuanto hasta entonces se había construido, a partir de 1738, estaba lleno de imperfecciones y vicios, en estado de absoluta inseguridad y llamado a ser derruido, dada la imposibilidad de proseguir la fábrica 114. “Bien por su consejo, bien por su mandato —dice Rodríguez Moure refiriéndose al obispo Herrera—, todo lo construido se derribó, los materiales se amontonaron y el solar de los cementerios y almacenes volvió a convertirse en plaza” 115. Quedó en pie, pues, tan sólo el viejo templo del siglo XVI, segundo de los construidos para servicio de la parroquia —primero en el solar actual— y alargado por los pies, reformado por la cabeza, añadido por los lados y apuntalado por todas partes.


    En estas circunstancias, ¿cómo no había de pensar el obispo Herrera, que había abandonado Las Palmas en el momento que hacía encargo de la dirección de las obras de la catedral a Diego Nicolás Eduardo, en este ilustre hijo de la parroquia para dirigir las obras de la misma? Una larga tradición avala este encargo, que aparece además apoyado por un interesante plano de la cabecera de la iglesia, que en la actualidad se conserva, y que aunque sin datar y sin firma tiene un membrete que dice: Plano del Señor Eduardo 116.


    Dedúcese de este plano que los beneficiados de la parroquia de la Concepción habían cambiado de propósito, a instigaciones del obispo Herrera, y que ahora sólo se conformaban con salvar y restaurar la vieja parroquia de tres naves, ampliándola con una espaciosa cabecera, con antepresbiterio y presbiterio, encuadrada por diversas dependencias necesarias para el culto.


    El plano de Diego Nicolás Eduardo está indudablemente delineado teniendo a la vista el proyecto de su hermano Antonio José, muchas de cuyas ideas son aprovechadas en el trazado, claro está, de la cabecera del templo. Diego Nicolás Eduardo proyectó tan sólo el antepresbiterio y presbiterio de la basílica, que habían de enlazar con la nave central, pues las naves laterales eran respetadas por completo en su disposición con las capillas de San Juan Evangelista y Santiago como remate de las mismas. Lo que hizo Diego Nicolás Eduardo fue encuadrar las tres capillas, a su espalda, con diversas construcciones y dependencias, imprescindibles para el culto y el buen orden de la iglesia. El arquitecto lagunero dejó además en su plano claros indicantes para una posible ampliación del templo, de la cabeza a los pies, convirtiéndolo, de acuerdo con el plan inicial, en una iglesia de cinco naves, dos de ellas de capillas 117.


    Un muro de endebles materiales cerró la vieja parroquia para comodidad del culto, y de esta manera pudo procederse al derribo de la mitad de la capilla mayor, así como a desmontar su retablo 118, con objeto de cimentar en su solar y en el de la calle que corría a espaldas de la parroquia la futura cabecera de ésta. Las obras se iniciaron el 30 de marzo de 1785, a expensas momentáneamente del dinero ofrecido para la fábrica por el obispo Servera 119, luego engrosado con el producto de las concesiones reales y las limosnas de los feligreses. El coste de la construcción fue muy grande, ya que rebasó los 80.000 pesos, no obstante que la mano de obra, si no gratis, estuvo aminorada en su importe, pues Rodríguez Moure reconoce “que los jóvenes, hijos de casas muy acomodadas y de ricos labradores, se reunían por las noches en cuadrillas y acopiaban materiales y terciaban las mezclas para que durante el día los obreros no perdiesen tiempo en estas operaciones” 120.


    Diego Nicolás Eduardo, ausente en Las Palmas por los deberes y obligaciones de su cargo, apenas si alguna vez dio el visto bueno a las obras. Después de su muerte, en 1798, éstas prosiguieron con el mismo ritmo, hasta que en 1808, la capilla mayor quedaba terminada, pudiendo ser solemnemente abierta al culto el 16 de mayo con motivo de la jubilosa proclamación de Fernando VII. Habían trabajado en ella los maestros José Santiago, José del Rey y Miguel de Cámara 121.


    La construcción de la capilla mayor se había hecho sobre la base de repetir a la entrada del antepresbiterio las columnas góticas del que pudiéramos llamar crucero, muy distintas de los demás soportes de las naves. Eduardo revistió los muros o pilares en sus ángulos convirtiéndolos en pseudo columnas góticas, de donde arrancan los nervios de las bóvedas de crucería sencilla con que aparece cubierta esta sección de la capilla mayor. Las mismas bóvedas cubren también la totalidad del presbiterio. En uno y otro se abren diversas puertas y ventanas, en las que el arquitecto lagunero combinó aquel estilo con módulos y patrones neoclásicos, quizá para acentuar más la desuniformidad absoluta del templo. El paso del antepresbiterio al presbiterio se hace, puesto que éste está emplazado en alto, por unas suaves gradas; idénticos escalones rodean al tabernáculo. Por último, en la espalda de la capilla mayor se abre el nicho u hornacina de la Patrona o Virgen titular, en extremo severo, ya que se compone de dos pilastras corintias sobre las que descansa una gran cornisa o entablamento ; en este último se asientan dos ángeles, que sostienen a su vez un medallón. La imagen de la Inmaculada que en la capilla mayor se venera es obra del famoso escultor isleño Fernando Estévez 122.


    Terminada la capilla mayor, las obras de la cabecera del templo parroquial de la Concepción continuaron por espacio de muchos años a expensas de mil arbitrios, entre otros la pignoración de muchas de las alhajas de su tesoro 123. De esta manera pudieren darse por finalizadas allá por el año de 1820.


    Entre estas dependencias destacan la amplísima sacristía, a espaldas de la capilla mayor y en comunicación con ésta por dos pequeñas puertas laterales; la escalera de acceso a la planta superior, de proporciones verdaderamente majestuosas; los camarines de la Virgen, en esta misma planta, amplios y luminosos; los sótanos para depósitos y archivo, etcétera 124.


    Cuando estas obras se terminaron, y el enlace fue perfecto con la iglesia vieja 125, hubo de procederse a la casi total restauración de ésta, despojándola de las perniciosas capillas, que restaban fortaleza a los muros y eran torpes y feos añadidos, y despojándola de los puntales que, como verdaderas muletas, sostenían el templo en pie, fue ésta una labor lenta que llenó gran parte del siglo XIX 126. Las paredes de las capillas laterales de San Juan Evangelista y Santiago fueron por completo reparadas y a veces totalmente reconstruidas; se regularizaron los ventanales; se procedió al derribo de las capillas anejas 127; se restauró cuanto amenazaba ruina, y así, al fin, pudieron ser desmontados los puntales. La restauración de las techumbres y artesonados fue empresa algo más tardía 128.


    En su exterior poco tiene la iglesia que admirar. Rodríguez Moure nos la describe así: “Carece esta iglesia de frontis; la puerta mayor, exornada con dos columnas adosadas con pedestales y chapiteles corintios y un frontón en que se ven las armas reales, el cual termina en una cruz, se encuentra situada a la mitad de la nave colateral del Evangelio; en el resto de su parte exterior lo único que presenta más solidez que belleza es el frontis, que está a espaldas de la capilla mayor; compónenlo tres pisos con siete ventanales, los dos superiores, y seis marcos y una pequeña puerta en el bajo, divididos por anchas fajas y contrafuertes de cantería.


    En la parte del sur otra puerta, opuesta a la mayor, pero más pequeña, y siete ventanales, en los claros de cada arco y capillas de los extremos, con altos estribos mal construidos y de peor distribución, es todo lo que ofrece de adorno en los costados” 129.


    * * *


    La segunda parroquia de la ciudad, la de Nuestra Señora de los Remedios, sufrió a lo largo de los siglos XVII y XVIII, si no tantas, semejantes reformas. En la visita del obispo don Antonio Corrionero fue resuelta la construcción de una torre, que se levantaba allá por el año 1619, y cuya duración había de ser bien escasa debido a ciertos vicios en su cimentación. En 1691 tuvo que procederse por tal causa a su reconstrucción o reparación.


    Posteriormente, en 1752, este templo sufrió una gran reforma al mismo impulso de rivalidad de sus feligreses con los parroquianos de la Concepción. Se construyó de nueva planta la capilla mayor, para la que fue preciso ocupar una callejuela que había a espaldas del antiguo ábside; de esta manera se pudo ampliar la basílica por la cabecera con dos arcadas más en el solar de la vieja capilla mayor. El crucero quedó cerrado con bóveda y las obras se terminaron en 1764. Como puede apreciarse, la reforma tenía gran semejanza con la que al cabo de los años terminaría por prevalecer en el arreglo de la parroquia de la Concepción.


    Todavía en el año 1795 se realizaron diversas reformas interiores. Fue suprimido el primitivo coro, que con sillería alta y baja ocupaba el centro de la nave principal, y luego colocado, con mutilaciones, en la capilla mayor, a ambos lados de la misma. También fue totalmente rehecho el ara o tabernáculo.


    La última obra emprendida antes de la consagración del templo como catedral fue la construcción de una nueva torre, a expensas del arzobispo de Heraclea, don Cristóbal Bencomo, hijo ilustre de la parroquia. Consta que este prelado encargó a un arquitecto de la corte el delineado del frontis de la parroquia y que con arreglo a estos planos fue cimentada la torre. Aun así, ésta no fue terminada hasta el 12 de junio de 1825, cuando ya la parroquia había sido erigida en catedral.


    Las importantes obras que luego se llevaron a cabo durante los siglos XIX y XX; tanto en su interior como en su exterior, caen por completo fuera del ámbito de nuestro libro, y por ello las silenciamos.


    El templo tal como era a finales del siglo XVIII aparece reflejado en sus escritos por la pluma de Rodríguez Moure: “Cinco naves de igual altura y longitud, separadas por cuatro hiladas de cinco arcos y cuatro columnas y dos de éstas adosadas a la pared; tres paredes lisas y blanqueadas, a saber: la que corresponde a la entrada principal del templo, en que abren cinco puertas correspondientes a una de las naves, y las dos laterales, en que igualmente se abren cuatro grandes ventanales que las llenan de luz..., he aquí toda la descripción de la parte interna del edificio.”


    “Forman el crucero la capilla mayor, de gran capacidad con techumbre ochavada, de tableros lisos y pechinas (sic), y en las paredes laterales se hallan dos puertas de arco de medio punto que dan paso a las sacristías y cuatro grandes ventanales; las capillas colaterales, de idéntica construcción..., no rebasan el ancho de las naves de que son cabeza, y el espacio de intercesión [está] cubierto por la ridícula bóveda o cimborrio, que no sé por qué hasta principios de este siglo la bautizaron con el nombre de sardinel. En la línea que separa el crucero, una grada o escalera eleva el piso, y para llegar a la capilla mayor y altares de las colaterales hay que subir escalinatas de cuatro tramos redondeadas en los extremos. En la línea de las columnas, que a su vez separan las naves, parece predominar el estilo toscano, si los pedestales ochavados y los capiteles de la nave central no fueran de orden indefinido” 130.


    En el interior del templo destacaba, por encima de todo, el monumental retablo de la capilla mayor, de talla estofada en oro, y de un barroquismo verdaderamente exuberante. En el centro de este retablo se abría la hornacina de la Virgen de los Remedios, titular de la parroquia 131.


    Contaba el templo, además, con diversos altares de desigual valor y con un púlpito de mármol, verdadera joya en su género 132.


    Siguiendo en nuestro estudio de los principales edificios de La Laguna, así religiosos como cívicos, y lo mismo en su evolución que en su fundamento, tócanos, en el examen de los primeros, detenernos en el convento de San Miguel de las Victorias para señalar las principales variaciones que sufrió en estos siglos. Más que de variaciones cabe hablar en este caso particular de accidentes, que arruinaron por completo el cenobio y su iglesia. El primero sobrevino en 1713 y fue un aluvión de la vecina laguna, que inundó por completo el monasterio, hasta el punto que hubo de ser abandonado por los frailes, quienes llevaron consigo imágenes y objetos de valor. Ya se hallaba el convento por completo restaurado de estos daños cuando sobrevino, en la noche del 28 de julio de 1810, un accidente más fatal todavía, que fue incendiarse la iglesia por la techumbre del coro, de donde se propagó a todo el templo, que quedó por completo reducido a cenizas, no pudiendo salvarse más que algunas imágenes, entre ellas el milagroso Cristo de La Laguna. Los avatares de la vida española en la primera mitad del siglo XIX impidieron su reconstrucción.


    El convento del Espíritu Santo o de San Agustín sufrió también a lo largo de los siglos XVII y XVIII fundamentales transformaciones, siendo de destacar entre todas la reconstrucción total de su iglesia, ingente obra acometida en 1735 por el padre Antonio Jacob Machado, y llevada a feliz término en breve plazo de años, ya que las obras quedaban rematadas en 1748. El templo resultante, espacioso y amplio, era de tres naves, separadas por arcos de medio punto y columnas de orden toscano; en la cabecera, como en casi todos los templos canarios, se simulaba un crucero con arcos de separación de las naves. El templo contaba, tanto en la capilla mayor como en las laterales, con diversos y valiosos altares, hoy día desaparecidos o por lo menos extraordinariamente reformados. La iglesia estaba cubierta a la manera tradicional, con artesonados corridos.


    El convento de Santo Domingo no sufrió sensibles reformas o cambios en las centurias que nos ocupan. Cabe, no obstante, señalar la reconstrucción de la capilla mayor, a comienzos del siglo XVIII, por la cofradía de Nuestra Señora de la Soledad.


    En cambio hay que destacar en esta época la fundación de un nuevo cenobio en los aledaños de la ciudad, el convento de San Diego del Monte, en las márgenes de la misma laguna, fue el fundador de este convento el capitán don Juan de Ayala, quien dispuso en su testamento, otorgado en 1615, la erección. Sin embargo, su última voluntad no se vio cumplida hasta el año 1648, fecha en que su sobrino el maestre de campo don Luis Interián de Ayala edificó el convento y la primera iglesia con el producto de los bienes de la fundación y las limosnas de los fieles. Este pequeño monasterio pasó a depender de los frailes recoletos descalzos de la menor observancia de San Francisco; su primer guardián fue el padre Temudo y se alojaron en él veinticuatro religiosos.


    Otra de las casas de religiosos levantadas en el siglo XVIII fue la de los padres de la Compañía de Jesús, llamados a fundar en el más importante centro de población de la isla desde que en 1660 el capitán Lázaro Rivero les dejó en su testamento un importante legado con tal fin, ejemplo que imitaron otros próceres y devotos laguneros. La firme decisión de fundar arranca del año 1727, fecha en que el padre visitador Domingo Rodríguez aportó con otros varios jesuitas más a Santa Cruz de Tenerife pasando a habitar unas casas que les había legado el jurisconsulto don Manuel Armendáriz, sitas en la calle de Juan de Vera, junto al hospital, conocidas desde entonces por el “Colegio viejo”.


    Acondicionadas estas casas para su nuevo uso, se improvisó en la planta baja el oratorio público, que pudo ser adornado y abierto a la devoción de los fieles con gran rapidez, merced a la ayuda de las otras residencias de la Compañía y al desinterés de los protectores de la Orden. Los primeros pasos de los jesuitas en La Laguna fueron difíciles y erizados de obstáculos por la resistencia que ofrecían a la consolidación de la nueva casa las demás Órdenes religiosas, sus rivales. El primer éxito lo obtuvieron los jesuitas en 1728, año en que el Cabildo consignó a su favor la renta de los maestros de primeras letras y de gramática para cuando faltasen los titulares, y entregó 4.000 ducados en censos para las obras del futuro colegio. Además de ello se comprometió a gestionar en la corte el permiso real para la fundación.


    Alentados con estos apoyos y con el obsequio que les hizo en 1732 don Juan Botino de un magnífico solar de su propiedad en la calle de San Agustín, esquina a la de los Álamos, los jesuitas decidieron iniciar la nueva construcción en 1733, siendo rector el padre Juan Gómez y procurador el hermano Ariza. La obra fue acometida con extraordinaria celeridad, de tal manera que en 1737, concluidos los aposentos y un espacioso oratorio, se trató de trasladar la residencia con la mayor solemnidad. La inauguración se efectuó con asistencia de las primeras autoridades y fue precedida de una solemne procesión por la ciudad.


    Los jesuitas habitaron en este convento, verdadera casa particular, hasta que se decretó su expulsión, y fue ejecutada en la madrugada de 24 de abril de 1767. Este edificio, más conocido a partir de esta fecha por “Casa de los expulsos”, sirvió luego de primer alojamiento a la efímera Universidad de San Fernando.


    Contó, además, la ciudad en los siglos XVII y XVIII con dos monasterios de monjas: el de Santa Clara y el de Santa Catalina de Sena. El primero, databa de mediados de la centuria décimo sexta, y recordará el lector que ya señalamos su incendio y destrucción, ocurrido en 1697, que nos impedía conocer la disposición y forma de su primitiva iglesia y claustros. La reconstrucción se hizo sobre el mismo solar y sólo pudo ser aprovechada parte del ala que daba a la calle del Agua, donde estaban los locutorios, tornos y otras dependencias. Las obras se realizaron con extraordinaria rapidez, ya que en 1700 pudo ser bendecida la nueva iglesia. Esta es de una sola nave, con altos muros y cubierta de artesonado. Un gran retablo barroco cubre por completo la cabecera y cuenta en los demás altares con buenas imágenes.


    El segundo convento de monjas, el de Santa Catalina de Sena, fue fundado en 1605 por el capitán Francisco de Cabrejas y su esposa, María de Salas, previo concierto con los frailes dominicos. Para ello adquirieron un amplio solar —donde un día tuvo las casas de su morada el primer adelantado don Alonso Fernández de Lugo y donde estuvo asentada la primitiva ermita de San Miguel— con vistas a la plaza del Adelantado, calle de la Carrera y calle de la Caza. El edificio es modesto, como casi todos los de aquella época, y apenas si destaca la iglesia, de una sola nave, con algunos retablos dignos de admiración. Las monjas fundadoras, que procedían de los conventos de dominicas de Sevilla, entraron en clausura el 23 de abril de 1611.


    Señalamos entre las ermitas existentes en La Laguna en el siglo XVI las de San Miguel de los Ángeles, San Cristóbal y San Juan. Pues bien, en las centurias que historiamos tan sólo la ermita de San Miguel sufrió alteraciones y cambios, ya que las otras dos sólo sufrieron las restauraciones y reparos corrientes que imponen los años en los edificios. La ermita de San Miguel de los Ángeles fue reedificada por completo a mediados del siglo XVIII —sin duda por amenazar ruina la anterior construcción— por don Andrés José Jaime, rico hacendado tan piadoso como munificente. El pequeño templo era muy modesto y sin nada digno de ser señalado.


    Diseminadas por la ciudad hubo también en estas centurias diversas capillas o pequeñas ermitas levantadas en honor de la Santa Cruz. Merecen ser destacadas las que estuvieron en las calles de Herradores, plaza de la Antigua, puente de San Juan, calle de Juan de Vera y calle del Laurel o Jardín.


    Las otras ermitas, San Benito, San Lázaro, Nuestra Señora de Gracia y San Roque, estaban fuera del casco urbano de la ciudad y no han de interesamos particularmente.


    Entre los edificios civiles de La Laguna, tanto los hospitales de Nuestra Señora de los Dolores 133 y de San Sebastián como las Casas del Cabildo o Regimiento, no sufrieron alteraciones sensibles en la general disposición que tuvieron en el siglo XVI, ya que si hoy aparecen con distinta fisonomía estas reformas datan del siglo pasado 134.


    En cambio hay que hacer una excepción para aludir a las casonas laguneras, cómodos alojamientos que hidalgos y hacendados levantaron en la ciudad capital en estas centurias y que con adiciones y reformas conservan todavía mucho de su carácter primitivo.


    Destacan en primera línea los llamados palacios de Nava y Salazar, aunque en realidad no tengan de tales sino las fachadas, pues en su interior apenas resisten comparación con cualquiera de las casonas laguneras. El primero, el de Nava, fue construido en el siglo XVIII por los marqueses de Villanueva del Prado, sobre el solar de la casa solariega de sus antepasados los Grimón. La fachada, entre barroca y neoclásica, es de sillería berroqueña regular, menos a ambos lados, que aparece encuadrado el frontis por sendos paramentos almohadillados. La puerta principal está adornada por columnas corintias pareadas y en su dintel campean las armas de los Grimón. Completan la planta baja cuatro ventanas con severas rejas. Sobre ésta se asienta el piso principal, en el que se abren cinco amplios balcones de hierro forjado; los ventanales de acceso están adornados con pilastras y columnas corintias así como frontones regulares y partidos. Corona el edificio una balaustrada y un ático central; éste está decorado con columnas salomónicas y el escudo en piedra de los marqueses de Villanueva. En su interior nada notable tiene el palacio que señalar.


    De la misma época y acaso del mismo maestro o cantero es el palacio que en la calle del Espíritu Santo o San Agustín levantaron los condes del Valle de Salazar, y que hoy es residencia episcopal. La fachada es por completo de sillería, destacando en su planta baja la gran puerta de entrada a la que adornan columnas corintias sobre pedestales; cuatro espaciosos ventanales con rejas voladas completan este cuerpo del frontis. El segundo cuerpo lo forman cinco balcones de hierro forjado sobre ménsulas de cantería; el acceso a estos balcones se hace por ventanales adornados con columnas corintias y frontones. Un ático central también con pilastras corintias remata el edificio, adornando este cuerpo el escudo de la casa de Salazar, esculpido en mármol. Por último, dos elegantes torrecillas laterales completan la fachada dentro de los mismos cánones ornamentales.


    En su interior apenas si destacan la escalera y los artesonados de diversas piezas.


    Sobre el arquitecto o maestro que planeó de una parte y ejecutó de otra, o ambas cosas a la vez, estas dos obras reina la más absoluta oscuridad.


    En la lista de las casonas laguneras de cierto sabor o tradición histórica no hay que olvidar la de los Alvarado Bracamonte (también llamada de los marqueses de la Breña y Mejorada), en la calle de la Carrera, residencia de los capitanes generales del Archipiélago cuando por espacio de casi un siglo fijaron su morada en La Laguna; las casas de las familias Riquel y Calderín, en la misma calle; la de los Franco de Castilla y Bigot, en la calle de Herradores; las de las familias Lercaro-Justiniani y Montañéz, en la calle de San Agustín; la de los Guerra, en la calle del, Agua, etc.


    II. Santa Cruz de Tenerife y su puerto.


    Si Las Palmas y La Laguna evolucionan en los siglos XVII y XVIII, de Santa Cruz de Tenerife pudiera decirse que renace en esta última centuria, pues es tal el ímpetu ascendente y tan vertiginosa la carrera, que en el espacio de tres cuartos de siglo se convierte de un modesto surgidero y plaza fuerte militar en una de las primeras ciudades del Archipiélago, rival de Las Palmas y La Laguna, como fruto de su activo comercio.


    Hay un hecho desgraciado que marca el momento inicial de la carrera: la ruina del puerto rival de Garachico por una erupción volcánica en 1706; si hasta entonces Santa Cruz de Tenerife había crecido a un ritmo normal; si hasta entonces había compartido con Garachico el comercio total de exportación e importación de la isla, a partir de la fecha indicada Santa Cruz de Tenerife monopolizó en absoluto, ya para siempre, el comercio insular y aun a veces el regional, por las trabas cada día más centralizadoras que imponían las autoridades metropolitanas. De la fecha indicada data su ininterrumpido progreso.


    Es indudable que este desarrollo portentoso y esta prosperidad atrajo a los capitanes generales a establecerse en su perímetro en busca de fáciles granjerías; pero no es menos cierto que esta decisión, tomada antes que nadie por el marqués de Valhermoso, contribuyó también en gran manera al progreso de la futura villa y al aumento de su población, ya que en pos de sí los capitanes generales arrastraron a organismos y tribunales y a una guarnición numerosa que dio importancia, brillo y empaque a la que todavía sin título de ciudad lo merecía por muchos y sobrados títulos. Como en el Archipiélago no hubo una capital fija (al igual que no la hubo en España hasta los tiempos de Felipe II, pues la capital era hasta entonces el asiento siempre movible de la corte), Santa Cruz de Tenerife comparte con Las Palmas y La Laguna el honor de haber sido en tiempos históricos centro de gobierno y residencia de la primera autoridad regional.


    El historiador Viera y Clavijo resalta este cambio operado en favor de Santa Cruz al ocuparse de la gestión del marqués de Valhermoso: “Trasladó al lugar de Santa Cruz —dice— la silla de la comandancia, que había estado ordinariamente en La Laguna. Atrajo a aquel puerto todo el comercio de la provincia, así como el mismo era atraído por él, dando a su vecindario el lustre, aumento y extensión que desde entonces ha adquirido con sensible menoscabo de la ciudad capital. Valhermoso, por decirlo así, hizo una pequeña Cádiz a costa de la Sevilla de Tenerife.”


    El número de organismos públicos que en Santa Cruz se establecen en el siglo XVIII es importantísimo. Basta para comprobarlo enumerar algunos de ellos: la Comandancia general, la Secretaría general de la Comandancia, la Auditoría, las Comandancias de artillería e ingenieros, el Juzgado de Indias, la Administración general de Rentas reales, la Administración general de Tabacos, la Intendencia (muy pronto asumida por los comandantes generales), la Contaduría principal de la Real Hacienda, la Tesorería general de la misma, la Veeduría general de la gente de guerra, la Administración de Aduanas, la Oficina principal de Correos, etc.


    Las estadísticas, como siempre, son el más elocuente testimonio de este crecimiento. Si Santa Cruz de Tenerife contaba, aproximadamente, en 1561 con 695 habitantes 135, en 1739 figura ya con 1.370 vecinos (cifra oscilante entre 5.480 y 6.850 almas) 136, y en 1746 con 1.458 familias (que da una población variable entre 5.832 y 7.290 habitantes, aunque en este censo —del obispo Guillén— figura Santa Cruz con la cifra exacta de 6.847) 137. Viera y Clavijo, que tenía a la vista una matrícula de población que se conservaba en el Consejo de Castilla del año 1768, da a Santa Cruz de Tenerife la cifra exacta por esa fecha de 7.399 138. No falta, por último, quien asegure pocos años más tarde —don Dámaso Quesada y Chaves— que Santa Cruz de Tenerife tenía “cerca de 10.000 almas” 139. Como se ve, los censos de la época, aun con su natural imprecisión, corroboran este portentoso crecimiento con absoluta unanimidad.


    Lo mismo que los censos, los planos de esta centuria reflejan los sucesivos ensanches del casco urbano de Santa Cruz de Tenerife, con esa precisión que es nota distintiva de todos los documentos gráficos. Decíamos en el capítulo XVII, al referimos a la vieja Añaza, que por algún tiempo se llamó villa en el siglo XVI, que ésta había sido en sus orígenes un poblado de factores de comercio, mareantes y pescadores que tendría como límites actualmente las calles de la Carnicería, Caleta, Sol y Candelaria hasta la parroquia de la Concepción, habría que añadir a ello algunas casas más diseminadas entre la calle del Sol y la plaza actual de la Candelaria y entre la calle de este nombre y la de la Cruz Verde o de las Tiendas para tener cabal idea de cómo era Santa Cruz de Tenerife en 1588, cuando residió en su término por unos días Leonardo Torriani y levantó el primer plano que de la futura capital conocemos 140.


    El progreso de la urbe fue lento en los años inmediatamente posteriores, pero no se interrumpió un instante. El segundo plano que conocemos de Santa Cruz es de un siglo más tarde, finales del XVIII, pues aunque sin datar, las fortificaciones que aparecen señaladas en el mismo, así como el convento de San Pedro Alcántara o San Francisco, dibujado en sus arrabales, nos indican paladinamente que el plano tiene que ser posterior a 1655 y 1680, fechas en que unas y otro fueron construidos. Si se compara este plano 141 con el de Leonardo Torriani, el progreso urbano de Santa Cruz es evidente, pues ha quintuplicado su caserío.


    El lugar un siglo después de la visita de Torriani —vamos a dar al plano de referencia la fecha de 1688— sigue sin haber progresado en la margen derecha del barranco de Santos, en el barrio actual del Cabo, donde apenas destacaba, entre unas cuantas casas dispersas, la ermita de San Telmo; más lejanas las ermitas de San Sebastián y Nuestra Señora de Regla, y entre una y otras diversos molinos de viento, que daban una nota pintoresca al paisaje de los alrededores de Santa Cruz por el sur 142. En cambio, hacia el norte, en la margen izquierda del barranco, el progreso de la pequeña urbe ha sido evidente y manifiesto. Hoy día los límites de Santa Cruz de Tenerife, tal como era a finales del siglo XVII, serían el barranco de Santos, por el mediodía; la calle del Norte, por poniente 143; la calle del Tigre, por el norte, y la ribera del mar, por levante. Fuera de estos límites quedaban aún algunas casas por poniente y septentrión; entre estas últimas, el monasterio de San Pedro Alcántara, de franciscanos, y la casa-hospicio, con oratorio público, de los padres agustinos.


    Ya aparece por esta fecha, como centro de la futura ciudad, la gran explanada o plaza que luego se llamaría de la Pila y hoy de la Candelaria, verdadero corazón de Santa Cruz de Tenerife en todos los tiempos. Sus dimensiones eran amplias y de ella irradiaban diversas calles tales como las de la Candelaria o de las Lonjas, Cruz Verde o de las Tiendas, Castillo, San Francisco y Peligro o Tolosa. A esta plaza daba la entrada del castillo principal de San Cristóbal.


    Cincuenta años más tarde, en 1740, Santa Cruz de Tenerife se nos presenta de nuevo enormemente transformado. El lugar, en el momento culminante de su desarrollo, ha roto sus segundos límites e invade en loca carrera todos los puntos de la rosa de los vientos. Un plano de esa fecha, levantado por un ingeniero militar anónimo, acaso don Antonio La Rivière, nos revela a Santa Cruz de Tenerife con una precisión y detalle no superados en los mapas actuales. Por el sur, en la margen derecha del barranco de Santos, el barrio actual del Cabo ha ensanchado su perímetro, aunque sin un trazado regular, pues su caserío se hallaba diseminado, formando apenas cortas y sinuosas callejas. Más notable es el ensanche de Santa Cruz por el oeste, muy difícil no obstante de precisar por análogas circunstancias. El límite del casco urbano sería grosso modo por esta parte las calles actuales de Juan Padrón y San Roque 144, pero con la salvedad de existir más a poniente muchas casas diseminadas sin orden ni concierto, formando como verdaderos barrios suburbanos, por lo general habitados por las clases menesterosas y humildes. El edificio más occidental de la ciudad era el cuartel para la tropa, “que se ha nombrado San Miguel”, cuyo emplazamiento actual sería, pasado el barranquillo del Aceite, al final de la calle de Canales.


    Por el norte, la villa ha crecido también notablemente. Las calles de San Roque, San Felipe Neri y Boza 145 señalarían en la actualidad el límite de Santa Cruz de Tenerife en 1740 con las dos salvedades antes apuntadas: ser un límite tan sólo aproximado y disponer el lugar más a septentrión de gran número de casas diseminadas y dispersas, verdadero arrabal de la plaza.


    La comunicación entre el casco urbano de Santa Cruz y el barrio inmediato del Cabo, ambos separados por el barranco de Santos, se hacía a través de un puente de mampostería, construido en fecha ignorada, que arrancaba de las proximidades de la parroquia de la Concepción. Este puente fue arrastrado en 1750 en una de las impetuosas avenidas del barranco, motivo por el cual tuvo que ser reconstruido provisionalmente en madera hasta su definitiva reparación años más tarde. En 1773 volvió a amenazar ruina uno de los estribos, por lo que se hizo precisa una importante reparación en el mismo, que acometió el comandante general don Miguel López Fernández de Heredia con la ayuda económica que le prestó una junta de vecinos presidida por el alcalde don Matías Bernardo Rodríguez Carta.


    Este plano de 1740 nos revela además los dos barrancos, que sin contar el de Santos, atravesaban la villa de oeste a este. El primero, llamado barranquillo del Aceite, seguía exactamente el trazado de la calle luego conocida con este nombre 146 hasta desembocar en el mar por la playa de las Carnicerías. Por tres pequeños puentes se atravesaba este barranco: el primero, unía los dos tramos —por él separados— de la calle de la Candelaria o las Lonjas; el segundo, cumplía idéntico cometido por lo que respecta a la calle de la Cruz Verde, y el tercero, unía la plaza de Santo Domingo con la calle de Botón de Rosa 147.


    El segundo barranco, llamado de Guaite o de San Francisco, bajaba, más o menos, por la actual calle de Puerto Escondido y plaza del Patriotismo hasta alcanzar, por el norte, la huerta del convento franciscano de San Pedro Alcántara 148; luego contorneaba el monasterio, atravesaba la calle de San Francisco, y después de encurvarse hacia el sur, iba a morir suavemente en la calle del Tigre. Este barranquillo exigió también la construcción de un pequeño puente o pasadizo en la calle de San Francisco.


    Un tercer barranco, más al norte, el de San Antonio, no cortaba el casco urbano de Santa Cruz por la fecha indicada, aunque sí se interponía entre las casas dispersas de sus arrabales. Este barranco seguiría actualmente la calle de San Antonio para alcanzar el mar en las proximidades del fuerte de San Pedro 149.


    El plano anónimo de 1740 nos revela también cómo se hacía el suministro de aguas a Santa Cruz, por medio de canales de madera que conducían tan vital elemento desde la montaña de Aguirre a las fuentes públicas. Los nombres de dos calles de Santa Cruz, Canales Bajas y Canales, recuerdan el paso de estos sencillos acueductos por las mismas 150. Durante los siglos XVI y XVII el lugar no contó para su suministro más que con algunos manantiales y pozos, el agua de lluvia que se recogía en cisternas y la que se traía de los pagos vecinos 151. A medida que crecía la población, y sobre todo a medida que se multiplicaban las necesidades del puerto, cuyo tráfico aumentaba día tras día, el problema del abasto de agua se convirtió en el de más urgente solución. Esta empresa fue acometida en 1708 por el capitán general don Agustín de Robles y Lorenzana, quien proyectó conducir el agua de los nacientes de Aguirre por medio de canales de madera que atravesasen la población. Las obras fueron costeadas a expensas de la Real hacienda, pósitos del Cabildo y algunos acaudalados vecinos de la plaza, entre los que se hizo notar el juez superintendente de Indias don Bartolomé de Casabuena, que por lo muy interesado que se hallaba en fomentar el comercio marítimo aportó de su peculio 8.000 reales de plata. Dada la riqueza maderera de la isla, fue fácil disponer sobre el terreno de los mismos materiales necesarios. Los canales de madera iban en pleno descampado por las actuales calles de Canales Bajas y Pilar 152, entraban en el caserío cortando la calle de San Roque y luego, siguiendo una línea sinuosa por fincas y huertas, cruzaban el barranquillo e iban a acabar junto al convento de Santo Domingo, donde había un gran depósito para la distribución del agua por las principales fuentes de la villa. Estas fueron: la emplazada en el mismo centro de la plaza principal, por eso conocida desde entonces con el nombre de plaza de la Pila 153; la fuente del muelle, en la playa, junto al mismo, donde hacían aguada los navíos; la fuente de Santo Domingo, en las proximidades de este convento, etc.


    Para que el suministro de aguas quedase asegurado sin interrupción, y para que los reparos en la conducción se realizasen sin tropiezos ni dificultades económicas, el capitán general don Agustín de Robles y Lorenzana estableció algunos suaves gravámenes sobre el comercio marítimo y creó el cargo de alcalde de aguas con la misión exclusiva de velar por el buen suministro de la plaza, base de su defensa militar y de su prosperidad económica.


    Un tercer plano de Santa Cruz, delineado por el ingeniero don José Ruiz Cermeño en 1771 154, nos revela la fisonomía de la plaza treinta años más tarde en relación con el mapa anterior. Santa Cruz de Tenerife, después del portentoso desarrollo alcanzado con la primera mitad del siglo XVIII, se mantiene hasta cierto punto estacionario, por lo menos en aquello que se puede apreciar en el impreciso, exponente de un mapa o plano. Si la ciudad ha crecido por algún lado es precisamente por el noroeste, donde la calle del Pilar, aislada y sola, aparece ya formada con edificios en ambos lados. Al comienzo de esta calle distínguese claramente la pequeña iglesia del Pilar, construida para ayuda de parroquia por la fecha que comentamos. En lo demás, hay una coincidencia casi absoluta entre los planos de 1740 y 1771.


    De este último, el de Ruiz Cermeño, nos interesa, no obstante, destacar algunos extremos. Así, por ejemplo, los caminos o vías de comunicación del puerto con el interior de la isla, particularmente con la capital, La Laguna. Uno de los caminos que aparece dibujado es el de San Sebastián, el que se alcanzaba por la calle de la Noria; luego cruzaba el camino el barranco de Santos por el fondo de su seco cauce, remontaba la ladera hasta ganar la ermita de San Sebastián 155, y luego, paralelo siempre al barranco, se iba a unir al camino viejo de La Laguna por debajo de la Cruz del Señor. El otro camino arrancaba del cuartel de San Miguel, al final de la calle de Canales; esta vía cruzaba el barranco por el puente de Zurita, construido en 1754 por el comandante general de Canarias don Juan de Urbina, a expensas de los propios del Cabildo. 156.


    Por último, un tercer camino, llamado de Ronda, circundaba la plaza por el oeste. Su construcción había sido proyectada por el capitán general don Jerónimo de Benavente, allá por los años de 1661 a 1662, con el único y exclusivo objeto, según declara Viera y Clavijo, de pasear en coche 157. Este camino de Ronda, llamado en el siglo XVIII más comúnmente camino de los Coches, subía en dirección norte por la calle de la Marina, pasaba a espaldas de la huerta de los Melones y luego doblaba en las proximidades del barranco de Almeyda, para ya siempre, en dirección sudoeste, alcanzar el camino de La Laguna, corto trecho antes del puente de Zurita 158.


    También merecen ser destacadas algunas importantes variaciones introducidas en el servicio de suministro de agua a la población. Así, los canales de madera que conducían las aguas de Aguirre sólo llegaban en 1771 hasta las proximidades de la iglesia del Pilar, pues desde este lugar la conducción era subterránea y se hacía por medio de atarjeas.


    Empero como el sistema de canales de madera establecido para la conducción no daba los resultados apetecidos por cuanto las pérdidas de agua eran considerables y grandes los gastos de reparación y conservación, tratóse en 1776 de construir un verdadero acueducto para el transporte del agua por caños de barro cocido revestidos de sólida protección. El animador del proyecto fue el comandante general marqués de Tabalosos, quien levantó un empréstito entre los vecinos de Santa Cruz que ascendió a la suma de 9.760 pesos. Las obras se emprendieron el 22 de marzo bajo la dirección del maestro Juan Hernández, asesorado por el teniente de artillería don Mateo Romero, y por su extraordinario coste hubieron de suspenderse en 1783. Sin embargo, el sucesor de Tabalosos, don José Ibáñez Cuevas, marqués de la Cañada, dio nuevo empuje y bríos a la empresa hasta dejar el acueducto terminado y a la población por completo surtida de tan vital elemento.


    El crecimiento de Santa Cruz no se contuvo en el último tercio del siglo XVIII. El caserío tuvo una manifiesta tendencia a localizarse hacia el norte, hasta la misma huerta de los Melones, espacio antes casi vacío y que en 1789 aparece por completo urbanizado en la prolongación de las calles de la Marina, San Francisco, San Juan Bautista, La Rosa y Santiago.


    A finales de siglo se introdujeron en la villa algunas otras importantes mejoras que merecen ser destacadas, tales como el abovedamiento del barranquillo y la urbanización de la plaza de la Pila.


    El proyecto de abovedar el barranco fue concebido en 1798 por el mariscal de campo don José Perlasca, segundo cabo y gobernador militar de la plaza de Santa Cruz, velando por el decoro de la villa, pues tanto este barranco como el de Guaite o San Francisco se habían convertido en verdaderos depósitos de inmundicias con oprobio para el buen nombre de la urbe y riesgo para la salud de sus habitantes. El proyecto de este general se extendía a abovedar ambos barrancos; pero aunque encontró el más decidido apoyo en el alcalde don Domingo Vicente Marrero, la obra, por lo costosa, hubo de reducirse de momento al barranquillo del Aceite, que al quedar cubierto formó una de las principales calles de la urbe, conocida con el nombre de calle de la Luz o del Barranquillo.


    Más importancia tuvieron para el ornato de la villa las mejoras introducidas en la plaza de la Pila, casi todas ellas debidas a la iniciativa particular. Esta plaza se empezó a formar a mediados del siglo XVII, al compás que Santa Cruz, en su ensanche ininterrumpido, se extendía hacia el norte. Indudablemente, a alguna causa particular obedeció que la pequeña urbe, con un trazado más o menos regular, pero a base siempre de manzanas contiguas, dejase abierto tan amplio espacio sin construir en medio de su apretado caserío. Ello, en un momento donde todavía no preocupaban los planes urbanizadores, no podía obedecer a otras causas que a los mandatos de los capitanes generales, interesados en aislar por completo la fortaleza principal de San Cristóbal. A esta misma finalidad obedecía la prohibición de construir en ambas esquinas de la plaza, fronteras al castillo, edificios más altos que los llamados en el país terreros o de una sola planta, con objeto de que —como se decía en términos militares— no hiciesen padrastro al mismo 159.


    Este campo o explanada sirvió, además, para las revistas o alardes militares en tiempos de maniobras, sobre todo desde el momento que los capitanes generales se establecieron en Santa Cruz en el primer tercio del siglo XVIII.


    Esta plaza, cuyo nombre primitivo ignoramos —acaso del Castillo—, contaba por esta fecha con modestísimas edificaciones, algunas de las cuales desaparecieron en el formidable incendio ocurrido en la noche del 20 de julio de 1727 160. Rehechas estas casas y adquiridas otras por las familias más enriquecidas en el comercio, la plaza se fue convirtiendo en el verdadero centro de la urbe, ya que las oficinas del Estado y los capitanes generales la escogieron para su asiento o morada.


    Casi todos estos ricos comerciantes rehicieron, cuando no reedificaron por completo, sobre aquellos solares, sus viviendas, y de esta manera la plaza de la Pila adquirió empaque y tono al contar con los mejores edificios de la villa. Momento de riesgo y de peligro, que no puede ser dejado en olvido, fue la noche del 28 de septiembre de 1784, en que un nuevo incendio de voracidad inusitada, al que favoreció un viento huracanado pertinaz, estuvo a punto de reducir a cenizas la totalidad de Santa Cruz.


    El incendio se inició en la calle del Sol, pero se fue corriendo por las casas aledañas de la calle de la Caleta, que volvieron a arder por segunda vez; el fuego adquirió tales proporciones que ni las calles eran obstáculos al mismo, pues llegó a amenazar a la Aduana real —donde pudo ser apagado el incendio cuando empezaba a arder la capilla— y al mismo castillo de San Cristóbal. Estos dos edificios fueron desalojados y desocupados de todo aquello que era factible de ser transportado, y el mismo comandante general, marqués de Branciforte, ordenó que fuese arrancado el tambor o estacada de madera de pino resinoso que cerraba los accesos al castillo, para evitar la inminente propagación del fuego a la fortaleza.


    Puede decirse que en esta ocasión el incendio fue extinguido a cañonazos, ya que hubo que acudir a tan drástica medida para aislar por completo los más importantes focos. El fuego consumió, no obstante, 21 casas; además quedaron por completo arruinadas otras 22 por efecto de los disparos. El daño recibido por la población se calculó por encima de los 500.000 pesos fuertes. En la plaza de la Pila desaparecieron en la esquina, con la calle de la Caleta, las casas ocupadas por la Administración de Tabacos. Es casi seguro que las demás casas que formaban manzana con estas últimas desaparecieron también por la acción del fuego, aunque no poseemos una prueba irrefutable sobre el particular.


    En la plaza de la Pila, decíamos en anteriores páginas, que habían levantado los más acaudalados comerciantes de Santa Cruz sus viviendas y mansiones, muchas de ellas cómodas y lujosas y hasta alguna con ribetes de palacio. Entre todas destacaba la casa de los Rodríguez Carta, humildísima familia de origen palmero, enriquecida con el comercio americano 161. Esta casa-palacio fue construida a expensas de don Matías Bernardo Rodríguez Carta y Domínguez, capitán de milicias y tesorero general de la Real Hacienda 162. Ignórase quién fue el arquitecto o ingeniero que dirigió las obras, que quedaron rematadas en 1752. Lo que más destaca en esta mansión es su fachada, toda ella de sillería y de una gran sobriedad en la decoración. También merece ser destacado su patio.


    Además de la casa de los Carta, en la plaza de la Pila se alineaban otras espaciosas viviendas, cómodas y confortables. A la derecha del castillo, haciendo calle con el palacio antes citado, tenían sus casas las familias Tolosa y Casalón; en la esquina de San Francisco estaba establecida la Administración de Correos. A la izquierda del castillo de San Cristóbal tenían sus casas las familias De la Hanty, Montañéz y Del Campo, entre otras.


    Al fondo de la plaza, frente por frente del castillo, estaba la residencia que ocuparon de manera preferente los comandantes generales, después de fracasados los intentos del marqués de Valhermoso por alojarse en el castillo de San Cristóbal.


    La plaza no tenía pavimento, aunque sí aceras para comodidad de los transeúntes. En su centro estaba la Pila, que dio nombre a la misma. Era de toba traquítica, con un amplio receptáculo en cuyo interior estaba el pilar de donde manaba el agua sobre una bella taza que la recogía y vertía. La pila fue labrada en Las Palmas a principios del siglo XVIII, y en su contorno se leía la siguiente inscripción: “Reinando Felipe V, siendo gobernador y capitán general el Excmo. Sr. D. Agustín de Robles y Lorenzana. Año de MDCCVI” 163.


    La plaza de la Pila fue adornada en la segunda mitad del siglo XVIII con dos bellos monumentos de mármol, ambos donados por el capitán Bartolomé Antonio Montañéz, alcaide perpetuo del castillo de San Pedro, de Candelaria.


    El primero era una cruz, símbolo de la ciudad, erigida sobre un amplio pedestal de mármol lo mismo que aquélla. En éste se leía: “A devoción y expensas de don Bartolomé Antonio Méndez Montañéz, capitán de forasteros, síndico personero de este Puerto de Santa Cruz de Tenerife. Año 1759”.


    El segundo estaba dedicado a la Virgen de la Candelaria, patrona de la isla de Tenerife, y representa la aparición de la Madre de Dios a los guanches, de acuerdo con la tradición histórica. Sobre un basamento cuadrado descansa un segundo cuerpo octogonal sobre el que, a su vez, se asienta una larga pirámide coronada por la imagen de la Virgen. Adornan el monumento diversas estatuas, entre ellas cuatro que representan a los guanches, aborígenes de la isla. Una larga inscripción recuerda todavía el nombre del donante, la fecha de erección —1778— y el pontífice y monarca reinantes. El monumento fue traído desde Génova a Tenerife, y asegúrase que procedía de los talleres del famoso Canova 164.


    * * *


    A la cabeza de los monumentos de Santa Cruz de Tenerife hay que colocar a la parroquia de Nuestra Señora de la Concepción, desaparecida, como ya conoce el lector, en el incendio de 1652. Dijimos al referirnos a la iglesia primitiva que ésta era seguramente un modesto templo de una sola nave que tenía anejas la casa para el cura y otras dependencias. El incendio sobrevino el 2 de julio del año expresado, por imprudencia de un sacristán, y se inició por la capilla y altar mayor; de ésta el fuego se propagó a los artesonados y acabó por consumir en una inmensa hoguera la totalidad del edificio, del cual no quedaron sino los muros calcinados.


    Seis días después de esta catástrofe se presentaban ante el poderoso Cabildo de Tenerife el alcalde pedáneo del puerto, Diego González Francés, y el cura beneficiado, Luis González Guirola, en demanda de apremiantes socorros para iniciar la reconstrucción, aunque a decir verdad más recibieron buenas palabras que cuantiosos auxilios, pues el Cabildo, con achaques de penuria económica, se limitó a ofrecerles la madera necesaria para las obras.


    No se desalentaron los vecinos de Santa Cruz con esta repulsa, sino que antes sacaron fuerzas de flaqueza y se dieron a planear una espaciosa basílica que contrastase, por su suntuosidad, con el humilde templo anterior. Pasaba Santa Cruz entonces por el momento inicial de su gran prosperidad futura, cada vez más enriquecido con su activo comercio, y así no le fue difícil a los párrocos recaudar cuantiosas limosnas con que dar comienzo a la edificación.


    El templo parece que fue construido en el siglo XVII de sólo tres naves con capilla mayor, de acuerdo con los cánones corrientes en el Archipiélago para estas construcciones. Las tres naves estaban separadas por columnas toscanas; las tres naves, cubiertas con artesonados corridos, y la cabecera del templo separada de las naves por arcos que las cerraban, para marcar el acceso al crucero, donde estaban las capillas laterales y se abría la capilla mayor. A principios del siglo XVIII la capilla mayor fue modificada para darle mayor suntuosidad, sustituyéndose también su retablo por otro nuevo de extraordinaria profusión barroca, mientras el primitivo pasaba a la capilla lateral de la Epístola, llamada de la Soledad. Cabe admitir como seguro que de esta época daten también las obras de ampliación que convirtieron al templo en una iglesia de cinco naves, dos de ellas —las nuevas— de capillas, y le añadieron diversas dependencias. Por lo menos en el plano de Santa Cruz de 1740 aparece con la misma planta actual.


    Destacan asimismo en la iglesia el retablo de Nuestra Señora del Carmen y el coro, ambos de un acentuado barroquismo.


    Como obras posteriores cabe señalar, en la sacristía, la capilla que mandó construir el capitán don Matías Rodríguez Carta, primero de esta familia encumbrado en el comercio, y en el exterior la torre de la parroquia, cuya construcción fue acordada en la visita pastoral del obispo fray Juan Bautista Servera.


    La capilla de los Carta o de San Matías es una pieza cuadrada de pequeñas dimensiones cubierta con una cúpula octógona del más esmerado gusto. En ella sobresale el magnífico retablo tallado en cedro, de un barroquismo superabundante y retorcido, al que adornan diversas esculturas representando a los Evangelistas, unas, y puramente alegóricas, otras. En esta capilla se halla enterrado su fundador, fallecido en Santa Cruz el 29 de marzo de 1743.


    A la munificencia del mencionado capitán don Matías Rodríguez Carta debió la parroquia también el magnífico púlpito, tallado en mármol con incrustaciones de jaspe, y de segura procedencia italiana. El púlpito fue colocado en la parroquia en 1736.


    En cuanto a la torre, parece lo más probable que la primitiva, de pequeñas dimensiones, estuvo emplazada en el costado sur. Esta torre se encontraba ruinosa hacia 1776, motivo por el cual fue ordenada su demolición cuando la visita pastoral del obispo Servera. Este prelado, cuyo desprendimiento y desinterés ha tenido reflejo diversas veces en nuestras páginas, subvencionó la obra con 1.000 pesos y alentó a los mayordomos de fábrica a continuarla. Del proyecto fue encargado el ingeniero militar don Antonio Samper, quien escogió para cimentarla el costado norte con vistas a la plaza de la Iglesia, también llamada por aquella época calle Grande. La torre es cuadrada, toda ella de sillería, y la forman varios cuerpos con pequeños ventanales.


    Cuando las obras se hallaban sin terminar fueron suspendidas en 1783, sin duda por carencia de fondos. Así estuvieron paralizadas por espacio de varios años, hasta que en 1788 fue encargado el arquitecto tinerfeño Diego Nicolás Eduardo —cuya fama rebasaba ya los ámbitos del Archipiélago— de proyectar su conclusión. Este cumplió el encargo con fecha 8 de abril de 1789, y de acuerdo con sus planos las obras prosiguieron hasta quedar definitivamente paralizadas años más tarde, cuando faltaba construir el último cuerpo 165.


    Entre los edificios religiosos de Santa Cruz de Tenerife hay que señalar a la iglesia de Nuestra Señora del Pilar, en la calle que de ella recibió nombre, edificada para ayuda de parroquia por el sacerdote aragonés don José Guillén, sobrino y mayordomo del obispo de Canarias del mismo apellido. Este celoso ministro, gran devoto de la Virgen, dio comienzo a las obras en 1750, y no descansó hasta que las vio por completo terminadas en 1755. Sin embargo, lo que no pudo conseguir Guillén en vida fue su propósito primero de ver a la pequeña iglesia convertida en ayuda de parroquia de la Concepción; la iglesia se redujo, pues, a la condición de ermita, hasta que en 1797 se logró la erección, cuando ya hacía tiempo que había fallecido el clérigo Guillén. Fue encargado de la consagración como ayuda de parroquia el arcediano de Fuerteventura don José de Viera y Clavijo.


    El templo, de una sola nave con crucero, capilla mayor y cubiertas de artesonado, se conservan como en la época de su fundación, con los naturales cambios en su decorado y altares. Trabajó en la obra como cantero el maestro Juan Alonso de Ledesma. En cuanto al retablo del altar mayor, tallado en madera con barroca profusión, acaso pueda considerarse como procedente del taller de los hermanos Coronado 166.


    Por estas centurias contó Santa Cruz de Tenerife con dos conventos: el de dominicos de Nuestra Señora de la Consolación y el de franciscanos de San Pedro Alcántara.


    El primero era el más antiguo, pues su fundación data del año 1610. Debióse ésta a dos capitanes, los hermanos Luis y Andrés Lorenzo, regidores del Cabildo de Tenerife, que así lo acordaron con los frailes dominicos de La Laguna por escritura pública que pasó ante el escribano Tomás de Palenzuela. Convino, sin embargo, a los frailes, para evitar gastos superfluos y tenida en cuenta la escasez de mano de obra, edificar al arrimo de la segunda ermita de Nuestra Señora de la Consolación, que les serviría así de iglesia, y con este fin se trasladó a Santa Cruz el vicario provincial de la Orden de Predicadores fray Juan Marín, quien en junta con los vecinos logró atraer a la mayoría a su causa y proyecto, aunque sin poder evitar que otros contradijesen con razones de peso la fundación intentada.


    Obtenida la licencia oportuna, a pesar de estos manejos, los frailes se aprestaron a fundar, y con el dinero de los regidores Lorenzo pudieron añadir una capilla mayor a la ermita y construir las celdas y dependencias. Como la iglesia no fuese suficiente para el culto siempre en aumento, los dominicos acudieron al mismo procedimiento de ampliación que habían utilizado en la iglesia del convento de La Laguna, que fue añadir una nave lateral para capillas y altares 167. También se construyó en la unión de la ermita con el convento una pequeña torre de sillería rematada en espadaña.


    El convento tenía en su interior un espacioso claustro, y en el exterior apenas si destacaba un amplio balcón corrido cubierto con tejadillo propio 168.


    El segundo convento, de San Pedro de Alcántara, fue de fundación más tardía, ya que data de 1680. Los frailes franciscanos obtuvieron licencia para fundar en Santa Cruz por Real cédula de 22 de septiembre de 1676, cuyo texto puso en conocimiento del Cabildo de Tenerife fray Mateo de Aguilar, en solicitud del oportuno permiso. Los frailes dominicos del convento de la Consolación opusieron una suave resistencia al proyecto que fue fácilmente vencida, pues cuatro años más tarde, el 21 de julio de 1680, se verificaba la consagración oficial de la capilla por mano del obispo de Canarias don Bartolomé García Jiménez, con extraordinaria solemnidad.


    El convento fabricado era de pequeñas proporciones, con iglesia de una sola nave con crucero, una pequeña torre central y dos alas ocupadas por las celdas y dependencias, que en su conjunto encuadraban un patio interior o claustro. El convento de San Pedro de Alcántara gozó de la protección del obispo de Canarias don Lucas Conejero, quien en 1720 hizo fabricar a sus expensas la capilla mayor, sacristía y celda llamada episcopal. Merced a su influjo obtuvo el convento también un espacioso solar a su espalda, donde establecieron los frailes la huerta que había de servirles para solaz y esparcimiento 169. Los muros que cerraban ésta fueron también costeados por el mencionado obispo.


    Sin embargo, el convento y la iglesia habían de sufrir una completa transformación en el último tercio del siglo XVIII. Alma de esta reforma fue el padre fray Jacobo Antonio Sol, quien rehizo por completo la iglesia, ampliándola, ya que la convirtió en templo de tres naves, que enlazó, a su vez, con la cabecera construida en tiempos del obispo Conejero. Estas obras, iniciadas en 1777, tuvieron remate con la construcción de una nueva torre, mucho más alta que la primitiva, de planta cuadrada, elegantes proporciones y cubierta con una cúpula de azulejos.


    Al padre fray Jacobo Antonio Sol debióse asimismo el dorado del retablo barroco del altar mayor, obsequio también del obispo Conejero. Es de bella y delicada ornamentación; lo adornan diversos medallones con todos los atributos de la seráfica Orden. En este altar recibían culto, entre otras imágenes, un San Pedro de Alcántara y un San Francisco, de estimable calidad escultórica 170.


    Otra de las imágenes más veneradas, no ya en tiempos modernos, sino en el mismo siglo XVIII, era la del Ecce-Homo, conocida con el nombre de Señor de las Tribulaciones. Lo mismo pudiera decirse de un impresionante crucifijo de talla, conocido por entonces con el nombre de Señor de la Buena Muerte 171.


    Aneja a la iglesia de este convento estaba la capilla de la Venerable Orden Tercera. El convento hizo primero donación perpetua irrevocable, en 1723, a la Orden Tercera de la capilla del Retiro o de los Dolores, con un espacio contiguo donde fabricaron una pequeña habitación para las reuniones. Sin embargo, la Orden Tercera aspiró a contar con capilla propia, y en 1760, cuando ya disponía de los fondos más indispensables para la obra, solicitó del convento la cesión del solar adecuado para levantar el pequeño templo. Las obras dieron comienzo en 1760 y quedaban finalizadas tres años más tarde. Destacaron por su constante solicitud y ayuda los comerciantes Forstall y Rusell.


    La capilla, de una sola nave, con cubierta de artesonado, era amplia y holgada. Destacaba en ella su retablo mayor, en cuya hornacina central recibía culto la imagen del Señor de Huerto, de tan vigoroso realismo como mérito artístico 172.


    Otro de los edificios religiosos de Santa Cruz de Tenerife, del que apenas queda memoria por su pronta desaparición, fue el hospicio de los padres agustinos, situado al norte de la plaza, en un verdadero descampado. Era de reducidas dimensiones, con una pequeña capilla u oratorio. El hospicio fue clausurado en virtud de la Real provisión de 1767, que prohibió esta clase de establecimiento en el reino 173.


    Tenía Santa Cruz por estas centurias, en sus alrededores, tres ermitas: las de San Telmo, San Sebastián y Nuestra Señora de Regla, sobre cuya construcción y particularidades carecemos totalmente de información. Sólo se puede asegurar que las tres datan, en su fundación, por lo menos de la primera mitad del siglo XVII, ya que aparecen dibujadas en los planos posteriores 174.


    Por último, existía en el siglo XVII, al sur de Santa Cruz y cerca del Barranco Hondo, una ermita llamada el Calvario (desaparecida en el sigla XVIII); por tal causa era conocido con el nombre de Camino de las Cruces, al que iba, por la costa, desde San Telmo hasta la capillita citada.


    * * *


    Entre los edificios civiles de Santa Cruz ha de figurar en vanguardia la Aduana real, construida en 1742, siendo comandante general de Canarias don Andrés Bonito y Pignatelli. La Aduana primitiva había estado establecida en la calle de la Caleta, esquina a la plaza de la Pila, en unas casas que desaparecieron el 20 de julio de 1727 en un terrible incendio 175.


    El solar escogido por don Andrés Bonito para cimentar el nuevo edificio era el mismo sobre el que un día se asentara la fortaleza vieja de Santa Cruz; por esta fecha, ocupado parcialmente por la batería de la Concepción y por un pequeño cuartel de caballería recién construido por el marqués de Valhermoso. Ambos, batería y cuartel, se asomaban a la caleta de Blas Díaz, que precisamente por esta elección iba a trocar su nombre en el futuro pasando a ser conocida por caleta de la Aduana.


    El derribo del cuartel, que más que cuartel era un simple establo, no planteó ningún problema; no así la vecindad con la batería de la Concepción, ya que los técnicos militares —los ingenieros del ramo— consideraron desacertada la elección y se opusieron a su fábrica por razones que no es preciso detallar aquí, pues a todos se alcanzan. Con este motivo hubo serios altercados entre el comandante general y los ingenieros, hasta que al fin Bonito impuso enérgicamente su voluntad. El edificio que se construyó era de planta casi cuadrada y de grandes dimensiones, con dios pisos y un amplio patio en su interior. En su fachada nada destacaba como no fuese su gran puerta de ingreso, coronada con un escudo esculpido en mármol con las armas reales de España, obra del maestro cantero Juan Alonso de Ledesma. El edificio tenía capilla propia, que le fue suprimida en el siglo XIX 176.


    Contó también Santa Cruz de Tenerife por esta época con diversas instituciones de beneficencia. Merece figurar a la cabeza de todas, lo mismo por su antigüedad que por su importancia, el hospital de Nuestra Señora de los Desamparados, fundación de los hermanos Ignacio y Rodrigo Logman, ambos sacerdotes. En un solar del marqués de Adeje, situado en la margen derecha del barranco de Santos (que aquéllos adquirieron, en 1745, a censo perpetuo), construyeron a sus expensas estos dos celosos sacerdotes un pequeño edificio, con cabida para treinta enfermos, que titularon hospital de Nuestra Señora de los Desamparados, con su correspondiente capilla. El hospital tuvo desde un principio importantes protectores, tales como el teniente general don Antonio de Benavides —que en él pasó los últimos años de su vida—, los obispos Guillén, Martínez de la Plaza, Verdugo, etc., y con este motivo prosperó en cortos años, consolidándose como una vigorosa institución 177.


    El segundo hospital que se fundó en Santa Cruz fue el hospital militar, creación del comandante general marqués de Tabalosos. En las afueras de la villa, por el oeste, a corta distancia del cuartel de San Miguel, que era el edificio más próximo al solar escogido, cimentó Tabalosos la nueva edificación allá por el año de 1776 178. Las obras fueron dirigidas por el capitán de infantería Juan Guinther y quedaron terminadas en 1779. El edificio era de gran sencillez, sin que nada del mismo merezca ser señalado particularmente 179.


    En el siglo XVIII contó Santa Cruz también con un hospicio titulado de San Carlos, construido en las proximidades de la ermita de San Telmo 180. La fundación de este asilo, para albergue de inválidos y ancianos, debióse al marqués de Branciforte y data del año 1785. Se instituyó como anejo al hospital de Nuestra Señora de los Desamparados y su vida fue próspera, aunque de no muy larga duración 181.


    Por último, (merecen ser señalados entre los edificios civiles de Santa Cruz los dos cuarteles con que contó en el siglo XVIII: el de caballería, construido por el marqués de Valhermoso allá por el año 1725, más tarde derruido para edificar la Aduana real, y el de San Miguel, para alojamiento de la infantería, que data de la misma época, pues ya aparece dibujado en el plano de 1740. El lugar de su emplazamiento ya es conocido para el lector y sobre las particularidades de su construcción nada podemos añadir, pues apenas si hemos podido salvar su nombre.


    * * *


    Al tratar de Santa Cruz de Tenerife en los siglos XVII y XVIII no puede ser pasado por alto el problema acaso más fundamental para el futuro desarrollo y prosperidad de esta verdadera ciudad, que no tenía entonces otros títulos oficiales que los de puerto y plaza. Nos referimos al muelle de Santa Cruz, acuciante problema cuya solución absorbió la atención de muchas generaciones y que sigue y seguirá siendo eje de toda su vida y norte de todas sus preocupaciones.


    Habíamos dicho al referirnos al primitivo muelle de Santa Cruz, situado en la playa de las Carnicerías, que éste se había por completo arruinado en el año 1600, o como dicen con frase gráfica los regidores del Cabildo de Tenerife, el muelle —seguramente con los despojos de su propia ruina— “se había tupido” 182. Cuatro años pasaron sin que las autoridades buscasen una solución adecuada a este acuciante problema hasta que las quejas y demandas incesantes de factores y mercaderes, junto con la disminución del comercio y tráfico forzó al Cabildo a reunirse, transcurrido este plazo, para deliberar sobre tan importante extremo.


    El acuerdo tomado el 9 de febrero de 1604 es digno de ser reproducido textualmente:


    “Que es notorio que los daños e inconvenientes que han sucedido en el puerto de Santa Cruz, por no haber en él un buen desembarcadero, puesto que el que en tiempos pasados había se ha tupido, y que aunque este Cabildo ha procurado remediarlo, no ha sido posible, y se ve que se ahogan muchas personas y no vienen a cargar los navíos, y de once días a esta parte se han ahogado dos mercaderes honrados y estuvo a canto de ahogarse muchos más, y si quedase sin remedio, las reales rentas se disminuirían, los vinos no se cargaran y totalmente se arruinara esta isla; para remedio de lo cual este Cabildo fue al puerto de Santa Cruz, y llamó a personas peritas, así forasteros como naturales del puerto, y vistos por los ojos las caletas, de común acuerdo todos vinieron, que para tiempo de tormenta y remediar estos daños, detrás de la fortaleza vieja [de San Cristóbal], en una punta que nace de ella, que allí se haga un muelle con una punta que entre todo lo que pudiere en la peña hacia el mar, y corra un lienzo para el noroeste y otro hacia el oeste, con escalones de una y otra parte, para que cruzando el viento de una parte se abrigue de la otra; y del dicho muelle hasta la plaza [de la Pila] un terrapleno, para que se entre a dicho muelle, en conformidad de la planta que ha hecho el señor gobernador, el cual edificio se verifique de los cantos y piedras que tiene el muelle viejo, y se compre cal y todo lo demás, para lo cual nombran por diputados a Cristóbal Trujillo de la Coba e Pedro Soler, regidores..., e nombraron por obrero mayor a Domingo Gonzáles” 183.


    Este proyecto, concebido, como puede verse, con gran holgura, como una obra sólida y definitiva, no se realizó jamás. Dificultades económicas o técnicas impidieron su construcción. Apenas si, con los materiales del muelle viejo, unas veces, y excavando en la roca, otras, se improvisaron los escalones del desembarcadero, que con los pies de amarre y pequeñas obras adicionales permitieron la reanudación del comercio con menores riesgos y peligros, pues facilitaba de extraordinaria manera el trasiego de mercancías que hacían las barcazas desde los navíos al lugar y viceversa.


    Este desembarcadero en la laja de San Cristóbal, provisional y endeble, apenas resistió por unos años los embates del mar, hasta el punto de que hubo de ser abandonado y nadie se volvió a acordar más de él. Consta sin lugar a dudas que durante más de un siglo todo el tráfico comercial se hizo por la caleta de Blas Díaz, más tarde conocida por caleta de la Aduana o simplemente la Caleta, sin que en ella existiese ninguna obra sólida que mereciese el nombre de muelle o desembarcadero, sino sólo algunos pescantes y escaleras de tabla para facilitar el tráfico cuando éste no se podía verificar por la playa inmediata 184. El único plano de Santa Cruz de Tenerife que del siglo XVII se conserva nos revela la costa completamente limpia de toda obra artificial y sin más refugios que las pequeñas caletas o playas naturales 185.


    Esta situación duró hasta casi mediados del siglo XVIII, y justo es consignar el nombre de aquel a quien se debió el impulso inicial y la creación de una atmósfera favorable al proyecto. Al comandante general don Andrés Bonito y Pignatelli cabe este honor y Santa Cruz de Tenerife está en deuda de gratitud por este motivo hacia él.


    Sin embargo, la idea le debió ser sugerida a don Andrés Bonito por el ingeniero militar, en comisión de servicios en Canarias, don Antonio La Rivière, que residía en Tenerife desde 1740, a donde había venido llamado por el comandante general don Francisco José de Emparan, antecesor de Bonito, para estudiar la fortificación del Archipiélago. En el plano de Santa Cruz de Tenerife de 1740, que hay que suponer que fuese dibujado por este inteligente ingeniero, aparece el puerto con el espigón de su muelle, lo que nos hace suponer que La Rivière sugirió a la corte la construcción de tan importante obra, base de la futura prosperidad económica de Santa Cruz 186.


    Cuando don Andrés Bonito tomó posesión de su cargo en Tenerife el 17 de enero de 1741, acogió con el mayor entusiasmo el pensamiento del ingeniero y le encargó del estudio y proyecto de las obras del futuro muelle. Mientras tanto, se consultó con Madrid la idea para conocer la actitud de la corte y las disponibilidades económicas del proyecto, según el apoyo que ésta diera, y se recibió con la mayor brevedad una Real orden, de 14 de febrero de 1741, comunicada al comandante general por el duque de Montemar, aprobando la idea y resolviendo que puesto que el muelle beneficiaría antes que a nadie al comercio, éste arbitrase los fondos precisos para la ejecución de la obra.


    Esta disposición real ordenaba además a Bonito limpiar el fondo de la rada de las anclas hundidas a través de tantos años en naufragios y combates, pues está probado que cortaban las amarras a los navíos, de manera inadvertida, con peligro para la seguridad de éstos. Consta, en efecto, que en este mismo año don Andrés Bonito limpió el puerto de Santa Cruz de las anclas sumergidas, y que ello dio pie, por otra parte, a una enojosa disputa con el comisario de la Santa Cruzada, que aspiraba a incautarse de ellas.


    Mientras tanto, el ingeniero La Rivière hacía los sondeos y estudios adecuados hasta que en el invierno de 1742 pudo entregar a don Andrés Bonito el proyecto completo para la nueva construcción. Este puso el asunto en manos del ministro don José Campillo, a quien escribió, el 29 de marzo de 1742, recomendándoselo, al mismo tiempo que le hacía ver lo conveniente que sería que el rey Felipe V autorizase la aplicación de los derechos del Almirantazgo, hasta entonces sin destino, a la construcción del muelle.


    El rey Felipe V, por una Real cédula expedida en Aranjuez en mayo de 1742—no consta el día—, aprobó el proyecto en todas sus partes y autorizó el comienzo de las obras, aunque siempre con la salvedad de que se ejecutasen a costa del comercio de la plaza.


    Más tanta prisa se dio don Andrés Bonito en activar el muelle de Santa Cruz cuando se proyectaba sólo en el papel, como fue tardo y lento en disponer su realización. Dos años más estuvo en el gobierno de las Canarias con posterioridad a la resolución mencionada; pero por desidia o por dificultades que nos son ignoradas la obra quedó en suspenso.


    Consta igualmente que a sus dos inmediatos sucesores, don José Masones de Lima y don Luis Mayony Salazar, preocupó en igual medida el proyecto; pero que tampoco se sintieron con ánimos, fuerzas y energías para poderlo acometer.


    Este honor estaba reservado a don Juan de Urbina, comandante general de Canarias, designado para el desempeño de este cargo en 1747, poco después del cambio de reinado. Para ello convocó a una junta en su domicilio a los más destacados comerciantes de Santa Cruz de Tenerife, que, en efecto, discutieron el 27 de febrero de 1749 las bases económicas para impulsar la construcción. Propuso Urbina, recogiendo una sugerencia de don Amaro José González de Mesa, el establecimiento de suaves contribuciones sobre los barcos que arribasen procedentes de América, sobre el tráfico entre las islas, sobre las “lanchas de caleta” (sic), sobre las pipas de vino exportadas y sobre los comercios o tiendas, contribuciones que fueron aprobadas patrióticamente (pese afectar a todos los reunidos), a resultas de la aprobación definitiva de la corte. Luego el comandante general Urbina puso sobre la mesa un donativo de su peculio particular e invitó a los comerciantes de Santa Cruz a imitarle, como en efecto, éstos hicieron suscribiendo cada uno, en la medida de sus posibilidades económicas o de su celo y desprendimiento, la cantidad que tuvieron por convenientes. Los nombres de estos patriotas que pusieron, con su óbolo, la primera piedra en el colosal edificio del futuro muelle de Santa Cruz, del que el viejo espigón del siglo XVIII es como su espina dorsal, merecen ser recordados para ejemplo de la posteridad. He aquí la lista:


    Nicolás Bignony, 400 pesos; Matías Bernardo Rodríguez Carta, 200 pesos; Amaro José González de Mesa, 200 pesos; Roberto de La Hanty, 100 pesos; Juan Campo Blanco, 50 pesos; Francisco Montañéz Machado, 50 pesos; Juan Bonhome, 50 pesos; el comerciante Arpe, 50 pesos; Blas del Campo Riveros, 40 pesos; José Moreno Camacho, 30 pesos; Marcos de Torres, 30 pesos; Francisco Javier Castellanos, 30 pesos; José de Guezala, 20 pesos; José Cubas Betancurt, 20 pesos, y José María Bignony, 10 pesos. Estuvieron presentes también en la junta los pilotos o maestres de la carrera de Indias Nicolás Antonio Morera, Antonio José Eduardo, Patricio Madan y Pedro Domingo Eduardo, quienes ofrecieron engrosar la suscripción, más adelante, al regreso de los viajes que preparaban para La Guayra.


    En esta junta fueron designados diputados para la dirección de las obras don Matías Bernardo Rodríguez Carta y don Amaro José González de Mesa, y recaudador de contribuciones, donativos y demás fondos don Gerardo Murphy. Este último renunció a desempeñar la comisión indicada, siendo entonces designado para la misma el castellano perpetuo del castillo de San Pedro de la Marina de Candelaria, Bartolomé Antonio Montañéz, quien tomó posesión de este cargo el 8 de marzo de 1749.


    Residían en Santa Cruz de Tenerife por esta fecha dos hábiles y expertos ingenieros militares, don Francisco La Pierre y don Manuel Hernández, y de ambos recabó apoyo y colaboración el comandante general don Juan de Urbina. La Pierre, como superior jerárquico, fue encargado del estudio general del proyecto, aunque a fuer de sinceros hay que reconocer que el plan para su realización fue obra personal de don Manuel Hernández, a quien todos reconocen con absoluta unanimidad una pericia verdaderamente excepcional.


    Mientras los ingenieros trabajaban, Urbina no perdía un segundo y el 28 de febrero de 1749 se dirigía por carta al secretario de Estado, marqués de la Ensenada, exponiéndole la situación, la conveniencia de construir el muelle, la buena acogida que el proyecto tenía entre los vecinos y cómo habían acordado establecer entre ellos diversas contribuciones para cubrir los gastos que las obras produjesen. A esta carta acompañaba una copia del acta de la junta celebrada el día anterior, 27 de febrero, y la propuesta de las contribuciones para que se sirviese aprobarla o modificarla el gobierno de Madrid. El rey Fernando VI se sirvió aprobar la propuesta por Real orden de 9 de octubre de 1749, comunicada por el marqués de la Ensenada a don Juan de Urbina, y a partir de esa fecha ingresaron en cajas con minuciosa regularidad los ingresos cuantiosos que permitieron atender a los gastos de la construcción.


    Los ingenieros acabaron el proyecto en septiembre de 1749 y los planos fueron enviados a Madrid para su examen y aprobación. Estos planos le fueron remitidos por el comandante general don Juan de Urbina al marqués de la Ensenada acompañados de una carta, que tiene fecha de 5 de septiembre, en la que hacía historia de los intentos de sus antecesores por acometer la misma empresa. No tardó mucho tiempo en llegar de Madrid la aprobación, y de esta manera se pudieron iniciar las obras a principios de 1750.


    Habíase discutido mucho sobre el lugar más conveniente para cimentar este muelle, lo que explica que en la reunión antes indicada no se manifestase un criterio unánime. Unos se inclinaron por la laja de San Cristóbal, delante del castillo de este nombre, para apoyo de la construcción, mientras otras defendían la conveniencia de que el espigón arrancase de otro arrecife o laja más pequeño que cerraba la caleta de Blas Díaz o de la Aduana por el sur. Después de una amplia discusión, la mayoría de los reunidos, entre ellos don Amaro José González de Mesa, optaron por el primer lugar, y se decidió por tanto que la laja de San Cristóbal sirviese de asiento y arranque al espigón del futuro muelle.


    Por lo demás, el proyecto de los ingenieros se reducía a la construcción de un amplio y sólido malecón perpendicular a la costa y rematado con un martillo en forma de media luna para abrigo de las escaleras de acceso.


    ¿Quién fue el director técnico de esta obra? La dirección de esta obra corrió por completo a cargo del ingeniero militar, teniente coronel don Francisco La Pierre, ya que así lo declara Urbina en su carta al rey Fernando VI de 5 de noviembre de 1755, en la que proponía al ingeniero, como recompensa a sus servicios, para el ascenso a coronel. Por esta carta sabemos que La Pierre había trabajado en las obras de los muelles de Málaga, Cartagena y Cádiz y que había “construido el muelle de Santa Cruz”.


    Esperaba mucho La Pierre (que por su edad y achaques se hallaba falto de colaboradores), y esperaban aún más los tinerfeños de la participación como técnico en la obra del ingeniero don Manuel Hernández, de cuya pericia todos se hacen lenguas; mas este ingeniero fue trasladado cuando se iniciaban los trabajos a la importante plaza americana de Cartagena de Indias. Quiso parar el golpe, cuando empezaron a circular los rumores de traslado, el ingeniero jefe La Pierre; se unieron más adelante a la petición los vecinos de Santa Cruz; mas todo fue en vano, pues Hernández tuvo que abandonar la isla para ocupar su nuevo destino 187.


    De esta manera, bajo la dirección de Francisco La Pierre, progresó rápidamente la construcción del muelle, con el espigón ya casi construido y sólo pendiente de cimentar el martillo de media luna. Dicho plano es, aproximadamente, de 1753 188.


    En este momento cambió el pensamiento del comandante general con respecto a la obra, ya que se propuso construir una batería en la cabeza del muelle para aumentar las defensas de la plaza, batería que como es natural encargó que proyectase el ingeniero jefe, teniente coronel don Francisco La Pierre. Dos o cuatro años más tarde —1755 o 1757—, pues esto no está claro, cuando el martillo se iba consolidando y la batería construyendo, sobrevino un fatal accidente que estuvo a punto de arruinar la construcción. “Estando aún fresca la obra que lo había de rematar —dice un documento algo posterior, refiriéndose al muelle— un furioso huracán que conmovió el mar, a su acostumbrada destemplanza, arrebató parte de la sillería de la cortina que le hacía frente y le dexo en el estado que manifiesta el plano que acompaña” (lám. XL).


    Este contratiempo no dejó de impresionar a todos, ya que en su mayoría estimaron que la obra era débil e inadecuada para resistir los duros embates del mar en aquellas costas, y que sólo cabía esperar que las olas fuesen lentamente arrancando, a trozos, la mutilada escollera, con peligro evidente para la caleta y playa contiguas. Esta opinión llegó a adueñarse de la voluntad del comandante general y dejó honda huella en su ánimo, siempre esforzado ante todos los obstáculos, hasta tal extremo que decidió paralizar las obras y suspender la cobranza de los arbitrios. El retorno a la metrópoli de don Juan de Urbina, en 1761, supuso la total suspensión de las obras.


    Sin embargo, ante la sorpresa general, el muelle dio muestras de extraordinaria solidez en su construcción y ni los años ni el mar arruinaron o arrastraron un solo sillar más por encima de los que devoró el huracán de 1755.


    Durante el mando del inmediato sucesor de Urbina, don Pedro Rodríguez Moreno, no se dio un solo paso en tan importante materia; pero en cambio su sucesor, don Domingo Bernardi, intentó, por lo menos, asegurar lo salvado, en vista de las garantías de seguridad que ofrecía. Para ello obtuvo la oportuna Real orden de autorización y convocó seguidamente una junta de vecinos y comerciantes donde se discutieron las medidas económicas a tomar para las obras de reparo y seguridad.


    Contando con la promesa de los vecinos y comerciantes, don Domingo Bernardi anticipó el dinero preciso, y de esta manera “dio principio [a la obra], levantando por la parte de la oreja del martillo un releje, en que el mar batía con la mayor violencia, haciéndolo igual hasta su extremo superior, con lo que quedando rassa esta cortina, y en forma curva, corre el mar sin hacer en ella tanta impresión”.


    Con la muerte del comandante general don Domingo Bernardi, sobrevenida en marzo de 1767, se suspendieron los trabajos en el muelle, quedando lo gastado en descubierto, ya que la junta vecinal no arbitró los fondos necesarios para enjugar esta deuda.


    Un momento interesante en la historia del muelle de Santa Cruz lo señala el mando del comandante general don Miguel López Fernández de Heredia, ya que si el muelle no progresó bajo su mando, la firme resolución tomada por este jefe de rematar las obras del mismo produjo verdaderas tempestades en el seno de la administración regional. Llegó a Tenerife don Miguel López el 1 de abril de 1768, y en cuanto se impuso del estado de las obras del muelle y de las medidas políticas tomadas a este respecto por sus antecesores, decidió, emulando a Urbina, convocar a todos los comerciantes de Santa Cruz para reunirse en junta, bajo su presidencia, el 20 de mayo del año expresado.


    En esta asamblea, celebrada en el propio domicilio particular del comandante, expuso éste a los reunidos los daños que la pérdida del muelle traería al comercio de Santa Cruz y acabó invocando la generosidad de cada uno como el mejor arbitrio para acabarlo.


    Don Miguel López Fernández de Heredia fue el primero en ofrecer su donativo, medida que imitaron los demás cabildantes, hasta reunirse en esta sola sesión la cantidad de 1.509 pesos.


    Sin embargo, cuando López planteó a la asamblea el restablecimiento de los antiguos arbitrios que habían permitido la construcción del muelle, encontró una oposición cerrada a ello por parte del vecino de La Laguna, y personero general del Cabildo, don Amaro José González de Mesa, quien tachó de ilegales los acuerdos que sobre este extremo se tomasen. Según el comandante general, González de Mesa se expresó “de manera descompuesta e inmodesta... y con proposiciones picantes y poco decorosas”. El personero abandonó después la junta, no sin dejar a todos perplejos con su actitud.


    El comandante general persistió, no obstante, en su propósito, y mandó reunir juntas de vecinos en el interior de la isla con objeto de que engrosase la suscripción iniciada en Santa Cruz. Consta que los vecinos de La Orotava, Garachico, Puerto de la Cruz, San Juan de La Rambla, Los Realejos, Adeje, Chasna, Arico, Santa Úrsula, La Matanza, Tanque, Los Silos, etc., dieron importantes donativos, hasta el punto de que en pocos días la suscripción llegó a ascender a 4.315 pesos y había promesa de que entrarían en caja 5.503 más. Estas asambleas no dejaron de provocar algunos incidentes, pues tanto el corregidor don Agustín del Castillo como el teniente de La Orotava protestaron de que las juntas vecinales hubiesen sido convocadas y presididas por el veedor de la gente de guerra don Pedro Catalán.


    Contra viento y marea, don Miguel López Fernández de Heredia, que no se arredraba ante los mayores obstáculos, persistió en su propósito y encomendó al ingeniero militar, teniente coronel don Alejandro de los Ángeles, el levantamiento del plano del muelle con el proyecto de las obras para su remate, incluyendo en ellas la batería para siete cañones que había de ser emplazada en el martillo del mismo. El proyecto de este ingeniero no añadía nada en sustancia a cuanto había planeado su antecesor Francisco La Pierre; se limitaba a consolidar el martillo arruinado, cuya superficie total ocuparía la batería en proyecto, cerrada por una sólida muralla semicircular en la que se abrían siete troneras para otros tantos cañones. Alejandro de los Ángeles añadía a su espalda un amplio cuerpo de guardia 189, junto a las escaleras una casilla para los guardas de Rentas reales, y proyectaba construir, por último, una suave rampa para el más cómodo acceso de la calle de la Marina al muelle 190.


    Sin embargo, no tuvo tiempo el comandante general de iniciar los trabajos, ya que el 1 de junio de 1768 se dirigió en queja al Rey, contra su gestión, el personero general don Amaro José González de Mesa, suplicándole que fuese suspendido el proyecto como perjudicial y nocivo a los intereses de la isla. Desde la junta del 20 de mayo, González de Mesa no recató su opinión, en público y privado, contra el proyecto, hasta el extremo de exasperar a don Miguel López, quien le amenazó con incoar contra él un proceso, por sedicioso, si proseguía en su campaña. No se amilanó González de Mesa con la amenaza, y en la fecha indicada remitió a la corte dos memoriales muy semejantes: uno, en su calidad de personero general de la isla, y otro, en uso de su simple condición “de comerciante y dueño de un navio”. Para González de Mesa el muelle se había fabricado con “piedra suelta arrojada allí confusamente, sobre la cual se cimentó la oreja de martillo para el abrigo de sus escaleras y se corrió [una] cortina en media luna que formase el frente”. “La insubsistencia —añadía— es manifiesta y la ha acreditado la experiencia de verse ir desligando las piedras por faltarles cimiento en un fondo muy inclinado y precipitado hacia afuera, lo cual hace que movidas de la fuerza del mar o ruedan afuera incomodando el surgidero o revuelven hacia tierra por un lado y otro, cegando la caleta y playa contiguas, únicos desembarcaderos.” González de Mesa, después de negar a la junta facultades para imponer contribuciones, y de abogar por la construcción de un nuevo muelle en la caleta de la Aduana, por donde, según su declaración, se seguía haciendo todo el comercio, acababa su memorial quejándose de la conducta del comandante general, sediciosa y perturbadora de la paz pública, según su parecer.


    No quedó satisfecho González de Mesa con la dura oposición que reflejan estos dos memoriales, y el 13 de julio dirigió un tercero y último a don Pedro Rodríguez Campomanes, gobernador del poderoso Consejo de Castilla.


    Estas quejas reiteradas movilizaron al Supremo Consejo de Castilla, organismo que por resolución de 19 de diciembre de 1768 decidió pedir informes sobre el particular de las denuncias al comandante general de Canarias y la Real Audiencia, con la obligación por parte de esta última de oír antes a los Cabildos de Tenerife, Gran Canaria y La Palma.


    El informe de don Miguel López Fernández de Heredia era una exposición minuciosa y acabada de los antecedentes del proyecto, en el que hacía destacar este jefe cómo don Amaro José González de Mesa, tan acérrimo impugnador ahora del proyecto, había sido su más entusiasta defensor en otros tiempos; cómo había tenido una intervención directa en las obras desempeñando el cargo de diputado de fábrica, y cómo había gestionado y votado, por último, las contribuciones, que años más tarde le parecían ilegales y abusivas gabelas. López Fernández de Heredia pedía un severo castigo para este descomedido personero, que se había manifestado ante él con “maneras descompuestas e inmodestas” y “con proposiciones picantes —añadía— y poco decorosas a mi carácter”.


    En cuanto a la Real Audiencia, como era natural, ésta antes de evacuar su informe solicitó el parecer de los Ayuntamientos mencionados. Para el de Tenerife, reunido en Cabildo general abierto el 31 de mayo de 1769, el lugar mejor indicado para construir un muelle era la caleta de la Aduana —el influjo de González de Mesa vese bien patente—, cuyo coste evaluaban en unos 10.000 pesos; opinaba el Cabildo que el espigón construido no ofrecía garantía alguna de firmeza y que en cambio ponía en peligro a la caleta próxima, que podía ser cegada en caso de ruina, produciendo un colapso en la vida comercial, pues todo el tráfico de la isla se verificaba por ella; por último, su dictamen era, teniendo presente el estado de pobreza de la isla, que el muelle debía construirse a costa exclusivamente de los comerciantes de Santa Cruz de Tenerife, como los más beneficiados con la obra.


    El informe del Cabildo de Gran Canaria, en problema tan vital, era de una ramplonería y cortedad de miras verdaderamente censurable. Para los regidores de Las Palmas, los isleños se habían servido hasta entonces, con buen provecho, de sus playas y caletas naturales, y, por ende, consideraban el proyecto “inútil, gravoso y perjudicial”.


    El Cabildo de la isla de La Palma abundaba en las razones expuestas por las otras dos corporaciones hermanas.


    Por su parte, los representantes de La Orotava y el Puerto de la Cruz, en el Cabildo general abierto, don Francisco Bautista Benítez de Lugo y don Gaspar Franchy, unidos a los diputados del comercio don Guillermo Mahony y don Diego Fourlong, sugirieron, en un informe particular, a la Real Audiencia, que se escogiese como puerto principal para el tráfico de la isla de Tenerife el llamado Puerto de Martiánez, y que, por tanto, fuesen en él donde se realizasen las obras de acondicionamiento y se construyesen los muelles para facilitar las operaciones de carga y descarga. Para estos informantes, el Puerto de la Cruz reunía inmejorables condiciones para monopolizar el tráfico de Tenerife, ya que se “hallaba en la costa del Valle de Taoro, que es el más fértil y pingüe de las Canarias, pues sólo sus cosechas de vino ascienden anualmente a 8 o 9.000 pipas” 191.


    Con todos estos informes a la vista la Real Audiencia evacuó el que se le pedía por el Consejo de Castilla, muy breve y ponderado. Este documento está suscrito en Las Palmas el 2 de octubre de 1769. En opinión de los oidores de la Real Audiencia, Santa Cruz de Tenerife reunía inmejorables condiciones para seguir disfrutando de su preeminente situación en la isla de su nombre; el muelle construido en el mismo podía ser reformado y rehecho; pero, eso sí, con la ineludible condición de que las obras fuesen costeadas por el vecindario y comercio de Santa Cruz.


    El fiscal del Consejo de Castilla don José Moñino, futuro conde de Floridablanca, se conformó en su informe con el parecer de la Audiencia, y de esta manera la Sala de Gobierno del Consejo de Castilla decretó el 20 de septiembre de 1770 que fuese reconstruido el muelle del puerto de Santa Cruz de Tenerife, con la sola salvedad de que las obras fuesen costeadas “por comerciantes y acaudalados”. El Consejo también acordó que fuese reprendido el personero don Amaro José González de Mesa por su falta de respeto y actitud descortés para con el comandante general.


    ¿Llegó a tiempo esta resolución para que don Miguel López Fernández de Heredia pudiese cumplimentarla? En efecto, llegó a tiempo, pues este comandante general permaneció en el mando de las Canarias hasta 1775; pero por causas que nos son ignoradas todo el entusiasmo de los primeros momentos se esfumó después de esta resolución y el muelle había de permanecer inacabado por espacio de algunos años.


    Puestos a rastrear, pudieran descubrirse algunas causas, aunque parciales, y sólo a título de probables. En 1769 el ingeniero don Alejandro de los Ángeles tuvo un altercado violento con el intemperante López Fernández de Heredia, de resultas del cual estuvo arrestado en el castillo de Paso Alto, pasando más tarde a la Península a servir otro destino. Quedó así el proyecto sin su ingeniero, y aunque a Alejandro de los Ángeles reemplazaron Alfonso Ochando, Luis Marqueli y José Ruiz Cermeño, quizá no tuviese confianza el comandante general en la pericia de estos técnicos para dirigir las obras del muelle. Por otra parte, como don Miguel López tuvo también serios altercados con el corregidor don Agustín del Castillo y con los próceres marqués de Villanueva del Prado y marqués de la Villa de San Andrés, y gozaba de pocas simpatías entre la población, quizá no se sintiese con fuerzas bastantes para convocar juntas vecinales y exigirles contribuciones y dispendios.


    El sucesor de Heredia, don Eugenio Fernández de Alvarado, marqués de Tabalosos, volvió de nuevo a impulsar el proyecto y solicitó del Rey por carta de 18 de marzo de 1776 “la urgente reparación del muelle que su antecesor, don Juan de Urbina, construyó”. Consta asimismo que se remitió a la corte un nuevo proyecto para remate del muelle con una batería en su martillo, cuyo coste se evaluaba por entonces en la cantidad de 388.134 reales; pero sabemos por el mismo conducto que dicho proyecto no llegó a ser aprobado.


    De esta manera, el muelle de Santa Cruz, con el arreglo provisional que para conjurar su total ruina llevó a cabo en 1765 don Domingo Bernardi, se mantuvo sin más cambios ni alteraciones hasta el año 1784, en que el comandante general don Miguel de la Grúa Talamanca, marqués de Branciforte (cuyas maneras distinguidas y suaves contrastaban con las violencias e intemperancias de López Fernández de Heredia), sacó adelante el proyecto para rematar la construcción del muelle.


    Pocos meses después de posesionarse del mando, el 23 de octubre de 1784, el marqués de Branciforte convocó en su domicilio una junta de vecinos y comerciantes de Santa Cruz para tratar de la reedificación del muelle, y, con más fortuna que su antecesor, obtuvo que se impusieran, “de propia voluntad, expontáneamente y con la mayor complacencia”, diversos impuestos sobre las entradas y salidas de navíos para América, sobre los vinos, sobre las barcas, tiendas, bodegas, etc., contribuciones que más adelante aprobó el rey Carlos III por orden de 17 de septiembre de 1784. A la cabeza de los donantes merece figurar el propio comandante general, marqués de Branciforte, quien entregó para las obras, de su propio peculio, 100 pesos; le imitaron en rumbo el marqués de la Fuente de las Palmas, y don José de Iriarte con 60 pesos cada uno, y se limitaron a anticipar crecidas cantidades, con un módico rédito del tres por ciento, los comerciantes don Patricio Power y Compañía, don Pedro Forstall y don José Rodríguez Carta y hermanos, quienes adelantaron, respectivamente, 500, 500 y 1.500 pesos. En breve entraron en caja, por donativos o impuestos, 9.105 pesos, con cuyo dinero pudieron dar comienzo, sin pérdida de momento, las obras.


    Estas fueron encomendadas al ingeniero militar, teniente coronel don Andrés Amat de Tortosa 192, y en sustancia se redujeron a lo siguiente: l.° Cimentación y construcción del martillo del muelle, ampliando la base del mismo. 2.° Emplazamiento en su frente de una; batería para siete cañones, protegida con un recio muro cerrado, en el que se abrían amplias troneras. 3.° Cambio en la disposición de las escaleras del muelle, que si en el primitivo proyecto aparecían separadas, ahora enlazan y se comunican unas con otras. 4.° Conducción subterránea de agua a través del muelle para que el abasto de los navíos pudiera hacerse en las mismas escaleras de acceso. 5.° Construcción de una casilla para los oficiales del resguardo, y 6.° Disposición en el pavimento del muelle de unos “cajones de pretiles, que se han hecho —dice Amat de Tortosa— para sobstener las tierras con facilidad”.


    Colaboró en las tareas para la construcción del muelle el ingeniero militar don Francisco Jacot, a las inmediatas órdenes de Amat de Tortosa.


    Las obras quedaron por completo terminadas el 31 de marzo de 1787, fecha en que se enviaron los planos del muelle de Santa Cruz a la corte para que ésta conociese “el estado en que ha quedado concluido el muelle de esta plaza..., reparado en su maior parte desde los cimientos, sin costo alguno de la Real Hacienda, con los lícitos y suaves arbitrios que propuso el ardiente celo del Excmo. Señor Marqués de Branciforte...” 193.


    El coste de las obras para la terminación del muelle ascendió a 257.945 reales, cantidad que fue cubierta con los 221.875 reales que produjeron entre 1784-1787 los catorce gravámenes establecidos sobre el comercio y los donativos particulares. Así se acredita en una certificación de la Real Tesorería de Canarias suscrita el 20 de agosto de 1787 por don José Rodríguez Carta.


    Al nombre de don Miguel de la Grúa Talamanca, marqués de Branciforte, está unido también una de las reformas urbanas que más embellecieron a Santa Cruz de Tenerife en el siglo XVIII: la alameda de su nombre, más conocida por alameda del Muelle o de la Marina, que este general concibió, así que hubo dado remate a las obras del puerto. Precisamente en el plano que dibujó el ingeniero don Andrés Amat de Tortosa del muelle de Santa Cruz aparece delineada la alameda o paseo de referencia, a la que el ingeniero denomina “Alameda proiecto de Su Excelencia”.


    En efecto, el marqués de Branciforte sugirió en 1787 a varios vecinos de Santa Cruz, sus amigos, que acudían a la animada tertulia reunida con asiduidad en su propia casa, la conveniencia de construir a la entrada del muelle, recién inaugurado, en un solar que se extendía hasta la batería de La Rosa, un ameno y delicioso paseo para solaz y esparcimiento de los amantes de la naturaleza. El marqués de Branciforte encabezó de su peculio la suscripción, arrastrando así a seguirle a la mayor parte de las personas acomodadas de la ciudad. Una lápida que en la Alameda fue colocada así lo recordaba: “Ha sido costeada por la generosidad de las personas distinguidas de este vecindario, movidas del buen gusto y deseos de reunir su sociedad en tan propio recreo. Y estimuladas de la eficacia con que se dedica y contribuye el citado Sr. Comandante general, a la hermosura, adelantamiento y mejora de la Plaza y Población”.


    La alameda la formaban cinco paseos separados por cuatro filas de plátanos del Líbano y tamarindos, que pronto envolvieron el recinto con su follaje, dando al lugar una sombra confortante y deliciosa, batido como se hallaba el paseo con la brisa del mar. Dos filas de bancos de piedra a todo lo largo de la alameda contribuían a la comodidad de este verdadero vergel. Unos muros con estacadas de madera cerraban la alameda; el acceso de público a la misma se hacía por una puerta monumental formada por tres arcos sin más adorno que unas columnas y las armas reales de España.


    Poco tiempo más tarde acabó la urbanización de Santa Cruz de Tenerife por esta parte: se adoquinó el paseo de la Marina desde el castillo de San Cristóbal hacia el norte, y se construyeron diversos escalones de piedra para salvar el desnivel existente entre la plaza de la Pila y la vía de enlace y acceso con el muelle de Santa Cruz.


    No estará de más destacar, como último dato, que la aspiración constante del lugar de Santa Cruz de Tenerife de obtener el título y rango de villa con el uso de jurisdicción exenta, vióse al fin satisfecha a raíz del resonante triunfo de la plaza sobre las huestes de Nelson en la madrugada de 25 de julio de 1797. El rey Carlos IV, por Real cédula de 27 de noviembre de 1797, accedió a estas justas aspiraciones de sus fieles vasallos y recompensó a Santa Cruz de Tenerife con el título y rango de villazgo y los dictados anejos de noble, invicta y leal.


    III. Otras villas y pueblos de la isla de Tenerife.


    La isla de Tenerife seguía contando con otros núcleos de población importantes, tales como La Orotava, y su anejo el Puerto de la Cruz, y Garachico.


    A la cabeza de todos, después de La Laguna y Santa Cruz de Tenerife, hay que colocar a la villa de La Orotava, que precisamente en este siglo adquiere rango y categoría de tal, al obtener su apoderado don Juan Francisco Franchy de Alfaro, por Real cédula de 28 de noviembre de 1648, privilegio de villazgo con el goce anejo para la vieja Taoro de jurisdicción exenta, ejercida por un teniente de corregidor de nombramiento real.


    Esta aspiración de La Orotava vióse inmediatamente contradicha por el poderoso Cabildo de Tenerife, interesado en mantener la integridad de la isla bajo su autoridad y la jurisdicción de su presidente, el corregidor.


    La oposición de La Laguna fue tan fuerte que no perdió un segundo en acudir, por medio de su apoderado, el doctor Diego Carreño de Prendis, ante la Cámara de Castilla pidiendo el retracto o tanteo de la mencionada gracia, ya que ofrecía por delante los 3.800 ducados que La Orotava había gastado para conseguir el privilegio.


    En esta pugna o pugilato, salpicado de incidentes que no tienen para nosotros el menor interés, salió vencedora La Orotava, aunque no sin dejar en la lucha, para vencer, un buen reguero de ducados en las arcas reales y organismos del Estado. Si La Laguna se pudo considerar por un momento vencedora al obtener a su favor el auto de 22 de marzo de 1650, que aceptaba el tanteo y recogía el privilegio, La Orotava puso 3.000 ducados más en la indecisa balanza y obtuvo ya de manera definitiva la Real cédula confirmatoria de 4 de diciembre de 1650.


    Felipe IV dio entonces orden a su capitán general don Alonso Dávila y Guzmán de que tomase las medidas oportunas para la ejecución de lo mandado, y pusiese en posesión a La Orotava del título de villazgo, al mismo tiempo que entregaba la vara de la justicia al teniente de corregidor recién nombrado, don Luis González Román.


    Con este motivo don Alonso Dávila y Guzmán se trasladó a La Orotava en abril de 1651, y unas veces por la persuasión y otras por la fuerza, puso a la villa en posesión de su privilegio.


    Luego hubo que proceder a la elección del primer alcalde pedáneo hijosdalgo del Puerto de la Cruz, de acuerdo con lo establecido por la Real cédula de 28 de noviembre de 1648, y resultó designado, el 2 de mayo de 1651, el maestre de campo don Lorenzo Perera de Ponte y Lugo.


    Este deseo de independencia de La Orotava y este afán de títulos y privilegios revela el desarrollo y prosperidad adquirido por la urbe, aunque en ella se da análogo fenómeno que en otras poblaciones canarias consistente en la marcada estabilidad de su perímetro, que apenas crece y progresa en relación con el siglo XVI. La causa como siempre es al escasa densidad de su caserío, por holgura, que luego se aprieta en centurias siguientes.


    Las mayores variaciones que se pueden señalar afectan a sus edificios religiosos, por ser los más importantes de la población.


    A la cabeza de estos monumentos hay que colocar la parroquia de Nuestra Señora de la Concepción, reedificada por completo en el siglo XVIII hasta convertirse en el templo más importante y lujoso de la isla de Tenerife. La antigua iglesia parroquial —la de 1546, segunda por su número— había sufrido durante el siglo XVII diversas reformas, siendo de destacar la reconstrucción de su presbiterio, obra acometida en 1673 por el mayordomo de fábrica capitán Diego Martínez de Alayón. Este templo resultó, sin embargo, sensiblemente dañado en los terremotos de 1704 y 1705 ocasionados por el volcán de Güímar; diversas reparaciones tuvieron que realizarse para sostenerlo en pie, hasta que a mediados de siglo hubo que pensar en demolerlo construyendo otro en su lugar. Mientras duraron las obras hubo que habilitar como iglesia parroquial la capilla de San Nicolás, del Monasterio de Religiosas Dominicas, recién construida. La demolición del templo viejo dio comienzo en 1766, y el nuevo quedaba por completo cimentado el 11 de diciembre de 1768, fecha en que el obispo don Francisco Javier Delgado y Venegas inspeccionó las obras.


    Veinte años duraría la construcción de este importante edificio, ya que las obras no quedaron totalmente rematadas hasta 1788. Edificio tan costoso no pudo construirse únicamente a expensas de los donativos de los fieles, pese a ser muy cuantiosos, sino que hubo que solicitar la ayuda económica de la Corona, que Carlos III hizo efectiva concediendo a la iglesia determinados registros para la introducción de mercancías en América 194.


    Sobre el arquitecto que dirigió las obras reina la mayor oscuridad. Ya en otra ocasión aventuramos nuestro parecer a favor de Antonio José Eduardo, el hermano del genial arquitecto de la catedral de Santa Ana, de Las Palmas 195, atribución en que nos confirma la simple contemplación de los planos que levantó Antonio José, en 1776, para la reedificación de la parroquia de Nuestra Señora de la Concepción, de La Laguna. En cambio, conocemos con absoluta certidumbre el nombre del principal maestro cantero que en ella trabajó, Patricio García, que luego intervino en las obras de la iglesia parroquial de Santiago, de Gáldar, y de la catedral de Santa Ana, de Las Palmas, y el del comisario técnico que dirigió la construcción, el capitán de granaderos don Alonso Antonio de Llerena Carrasco y Peña.


    No se conocen detalles ni incidencias relativos a la época de la construcción; las obras avanzaron lentamente y sólo podemos precisar que en 1776 las columnas del templo estaban ya acabadas, así como los muros, y se hallaba éste tan sólo pendiente de la construcción de las bóvedas y la cúpula del crucero. Doce años más tarde, en 1788, la iglesia era solemnemente inaugurada por el obispo de la diócesis don Antonio Martínez de la Plaza.


    El templo parroquial de Nuestra Señora de la Concepción, de La Orotava, amplio y suntuoso, fue un verdadero alarde arquitectónico para la época. De planta rectangular abarcaba un amplio espacio, solar de la vieja basílica ampliado y añadido, al que encuadraban las calles de la Iglesia, Colegio y Home 196. El templo era de tres naves cubiertas con bóvedas de medio cañón, cosa extraordinariamente rara y atrevida dada la popular arquitectura de artesonados predominante en casi todo el Archipiélago. Las naves laterales estaban separadas de la central por dos filas de bellísimas columnas de piedra, de orden corintio, alargadas, para mayor esbeltez del templo, por un doble cimacio rematado con un entablamento corintio y adornado con ornamentación escultórica. Pseudo columnas corintias adosadas a los muros de las naves laterales daban armonía y uniformidad a la iglesia y servían para apoyo de los arcos torales de las bóvedas.


    Cuatro grandes pilares revestidos de pseudo columnas corintias resistían, en el crucero, el peso de la cúpula central, sostenida sobre pechinas y rematada por un domo con linternas y cupulín.


    Por último, destaca en su fachada exterior, severa y sencilla, el cuerpo central en que aparecen unidas la puerta, balcón y ventana por medio de pilastras corintias superpuestas, enlazadas con elementos decorativos puramente barrocos. Llama la atención por su originalidad la gran ménsula del balcón central, que se une a la concha adosada a la dovela clave del arco de la puerta; el conjunto es del más exagerado barroquismo, degenerante en rococó, y sus elementos ornamentales son águilas volantes, flores y hojarasca. El resto de la fachada no tiene nada digno de particular mención; dos torres de cuatro cuerpos rematados por cupulines peraltados completan el conjunto.


    En el interior de la parroquia destacaban el altar mayor del templo viejo, colocado en la capilla lateral del Evangelio a principios del siglo XIX, trabajo de talla de singular mérito, en el que intervinieron los escultores isleños Lázaro González y Gabriel de la Mata. Está dedicado a la Purísima. Los demás altares son modernos, del siglo XIX, y de escaso mérito artístico; en ellos se veneran algunas valiosas imágenes de los escultores isleños José Luján Pérez y Fernando Estévez 197.


    Contó La Orotava en el siglo XVII con una segunda parroquia, erigida en 1681 dado el creciente desarrollo de su población. Esta parroquia se instaló de manera provisional en la ermita de Juan Bautista, en el barrio del Farrobo, hasta que sus feligreses con los donativos reunidos pudieron construir a principios del siglo XVIII un templo más capaz. Las obras se concluyeron en 1747, y el día 6 de agosto de este año se celebró su dedicación con solemnes funciones y regocijos.


    De los monasterios existentes en el siglo XVI, el de San Lorenzo, de franciscanos, y el de San Benito, de dominicos, ambos subsisten, durante las dos centurias que nos ocupan, progresan y mejoran, sin que nada de particular quepa señalar, por su destacada significación, en este relato. Del primero, hace Viera y Clavijo grandes elogios: “La amenidad del sitio, las huertas, aguas y extensión de la casa, las rentas de casi 24.000 reales de capellanías y memorias perpetuas, la numerosa comunidad de más de 60 religiosos, la grave escuela de filosofía y teología con muchas cátedras, la cualidad de convento capitular donde se celebran ordinariamente las elecciones con gran concurso y esplendidez, la residencia que suelen hacer en él los padres más condecorados de la provincia, la imagen de Nuestra Señora de la Caridad, que atrae la devoción de los vecindarios; finalmente, el noviciado, el nombre de sus claros hijos, la Orden Tercera, el aura popular del instituto, todo contribuye a hacerle el San Lorenzo de los conventos de las Canarias y el Escorial de sus padres más dignos” 198.


    Dos casas más de religiosos se fundaron en el siglo XVII en La Orotava, adscritas, respectivamente, a la Orden agustiniana y a la Compañía de Jesús.


    El convento de San Agustín, de La Orotava, se fundó, después de diversos intentos frustrados, en 1648, aunque de manera un tanto precaria, sin morada propia, lo que obligó a los religiosos a establecerse, sin arraigo, en distintas casas y parajes de la villa. En 1671 y merced al valimiento del maestro fray Baltasar de Molina, hermano del marqués de Villafuerte, lograron los agustinos ajustar una capitulación con los principales vecinos de la villa, quienes autorizados previamente por una provisión de la Real Audiencia de Canarias, concertaron con los religiosos la construcción del monasterio a cambio del patronato sobre el mismo. Cada uno de los convenidos dio 500 ducados de limosna, y con este dinero y los cuantiosos legados del marqués de Villafuerte se pudo construir este convento, calificado por Viera y Clavijo como el edificio mejor de La Orotava. Contaba con una iglesia suntuosa, espaciosos claustros, celdas amplias y bien ventiladas, aulas de filosofía y teología, de mucho crédito por sus ilustres maestros, etc. 199.


    En cuanto a la Compañía de Jesús, el Colegio de La Orotava data del año 1696, aunque los proyectos para establecer a los jesuitas en la villa se retrotraen a algunos años antes. La licencia para fundar había sido expedida por Carlos II en 1690, no sin contradicciones, y aunque algunos padres de la Compañía habían residido antes y después de esta última fecha en La Orotava, no se establecieron con casa propia hasta el año antes indicado. Vinieron de Andalucía para la fundación los padres Tiburcio de Baeza, rector, José de Andrade y Juan de Medina; estos religiosos se establecieron en unas casas que les había legado don Juan de Llerena y Cabrera, junto al convento de dominicos. Sin embargo, deseando los jesuitas otro sitio más adecuado, lo eligieron a la entrada de la calle de San Francisco, en una huerta entre dos molinos, arrendando el mismo tiempo frente a ella una casa pequeña donde acomodaron su residencia y oratorio. Al Colegio lo titularon de San Luis Gonzaga, patrono titular elegido a la suerte entre los santos de la Compañía.


    La fama que pronto adquirió el Colegio llenó sus aulas de discípulos y alumnos, y con ellos crecieron sus protectores y sus ingresos. Diversos caballeros de La Orotava entregaron para la fábrica del nuevo Colegio importantes donativos, y de esta manera el edificio se fue levantando con gran solidez. En 1700 fue proyectada la iglesia del Colegio, cuya primera piedra colocó el obispo Zuazo, y que nunca llegaría a construirse. El nuevo edificio del Colegio se inauguraba el 9 de marzo de 1709.


    El Colegio de San Luis Gonzaga pasó por múltiples vicisitudes, con épocas de decadencia y prosperidad. Lo mismo estuvo a punto de ser clausurado en 1714 que cuatro años más tarde, en 1718, contaba con 70 discípulos. En 1731 se intentó construir otra iglesia, en un lugar más adecuado, aprovechando un solar que donó para tal fin a la Compañía don Esteban Porlier, cónsul de Francia; sin embargo, en el momento de la expulsión, el templo apenas si tenía en pie sus muros con algunas puertas decoradas con ornamentación barroca 200.


    Si en el siglo XVI La Orotava sólo contó con casas de religiosos varones, en el siglo XVII se fundaron dos monasterios de monjas: el de Santa Clara o San José, de clarisas, y el de San Nicolás, de religiosas dominicas.


    El primero era el más antiguo, ya que su fundación data de 1601, siendo los protectores y patronos don José de Llerena y doña Isabel Ana Calderón. Habían obtenido licencia para fundar este piadoso matrimonio en 1597; pero las naturales dificultades de la empresa retrasaron por breves años el establecimiento. Para acoger a las religiosas fundadoras, que desde el convento de Santa Clara, de La Laguna, vinieron a La Orotava, los patronos habilitaron su propias casas particulares, acondicionadas y ampliadas para servir al nuevo fin que se les asignaba. El convento prosperó en breves años, ya que llegó a contar con 70 religiosas claustradas. Los descendientes de los mismos patronos fabricaron más adelante la iglesia y capilla mayor del monasterio, que aunque con título de San José, era más conocido por el vulgo con el nombre de convento de Santa Clara. Estas monjas estaban bajo la obediencia y filiación de los padres de San Francisco 201.


    El segundo convento de religiosas, el de San Nicolás, de dominicas, debió su primera fundación al presbítero don Nicolás de Cala, quien hizo pasar de La Laguna a La Orotava diversas monjas del convento de Santa Catalina, y quien con su inesperada muerte, sin dejar consolidada la vida económica de la fundación, puso al convento en trance de desaparecer. Las monjas hallaron, no obstante, un valioso protector en don Diego Benítez de Lugo, ascendiente de los marqueses de Celada, quien al aceptar en 1632 el patronato del cenobio ayudó a las monjas económicamente y les fabricó la iglesia y capilla mayor con todo esmero. Este convento se incendió por completo en la noche del 31 de agosto de 1717, sin que se pudiesen salvar más que las sagradas formas y las monjas, éstas por sus pies, y algunas chamuscadas.


    Invadieron entonces las religiosas, poco menos que manu militari, el Colegio de San Luis, de los padres jesuitas, y se establecieron en el mismo por espacio de algo más de un año 202. En este lapso de tiempo el patrono, marqués de Celada, con la ayuda económica del obispo Conejero y de algunos ricos caballeros de la villa, parientes de muchas de las claustradas, reedificó el convento, que pudo ser de esta manera habitado, aunque las obras prosiguieran durante muchos años, ya que la iglesia no pudo ser consagrada basta 1737.


    Este segundo monasterio, corrió sin embargo la misma suerte que el primero. Un segundo incendio que se produjo en la noche del 27 de julio de 1761 redujo el convento a cenizas, sin que pudiera salvarse más que la iglesia y aun ésta con visibles daños.


    Las monjas tuvieron, por tanto, que buscar alojamiento en distintas casas de la villa hasta que pudieron la mayor parte de ellas recogerse en la morada del coronel don Juan Bautista de Franchy. Reedificado el tercer monasterio, las monjas lo ocuparon en 1769. Por aquella fecha la iglesia de San Nicolás servía de parroquia, por estarse fabricando el nuevo templo parroquial de la Concepción, conforme ya conoce el lector.


    Contaba La Orotava por estas centurias con varias ermitas y un hospital con título de la Santísima Trinidad. Este último era muy pobre y reducido.


    No puede dejar de silenciarse, al tratar de la fisonomía urbana de La Orotava, de sus casonas, cómodas y lujosas residencias que levantaron los próceres de los siglos XVII y XVIII, descendientes de los humildes conquistadores del siglo XV. Entre estas casas destacaban las pertenecientes a las familias tituladas, tales como los marqueses de Celada, Villafuerte, Quinta Roja, la Florida, etc.


    * * *


    El valle de La Orotava tenía su salida natural al mar por el Puerto de la Cruz, plaza fortificada de la isla, y que por lo mismo ha de interesamos particularmente. “La Orotava se comunicaba con el exterior —decíamos al referimos a la villa en el siglo XVI— por medio de su puerto, más conocido por el Puerto de la Cruz, a corta distancia de su caserío. En el siglo XVI se utilizaba para el embarque y descargue de mercancías el llamado “puerto viejo”, en la desembocadura del barranco de San Felipe, y no había en el lugar más que una docena de casas habitadas por factores, mareantes y pescadores. El desarrollo de su población data del siglo XVII”.


    Así fue, en efecto; durante la décimo séptima centuria, al cebo del comercio, se fueron estableciendo en el Puerto de la Cruz numerosas familias españolas y extranjeras que fueron construyendo sus casas en un saliente costero, situado entre dos ensenadas naturales que formaban en su desembocadura los barrancos de Martiánez y San Felipe o Puerto Viejo. Estas casas, primero diseminadas y luego unidas por calles y paseos, acabaron por formar en el siglo XVIII una “población hermosísima, con buenas calles y anchas, buen caserío, buenas plazuelas, buenos paseos por la marina, buena agua, buenas huertas en el sitio de Martiánez, excelente jardín en el de la Paz y una gran fuente en la plaza de la parroquia” 203.


    Su población creció de manera extraordinaria, ya que si bien en 1604 no contaba más que con unos 40 o 50 vecinos, es decir, unos 200 habitantes, en 1631 ascendían sus moradores a 766, y en el último tercio del siglo XVIII contaba con 3.180 habitantes 204. Ello explica que desde principios del siglo XVII el Puerto de la Cruz contase con su alcalde pedáneo.


    Cuando La Orotava fue declarada villa exenta, por Real cédula de 28 de noviembre de 1648, y sobrecarta confirmatoria de 4 de diciembre de 1650, el Puerto de la Cruz, hasta entonces un lugar más de la isla de Tenerife, tocóle convertirse en lugar dependiente de la jurisdicción de La Orotava, con su alcalde pedáneo al frente, hijosdalgo de calidad, por tener a su cargo el cuidado de las fortificaciones del mismo. Sin embargo, los habitantes del Puerto de la Cruz no vieron con muy buenos ojos la reforma, recelosos del poder adquirido por la villa, que se convertía en cabeza y señora del valle, y se opusieron, por medio de su apoderado Francisco Ruano de la Barrera, a que se diera posesión del villazgo a la misma, sin más base que no haber concedido los porteros poder al capitán don Juan Francisco de Franquis para gestionar en su nombre la exención mencionada.


    No le valió a los vecinos del puerto esta protesta, ya que el 2 de mayo de 1651 resultaba elegido alcalde pedáneo del Puerto de la Cruz el maestre de campo don Lorenzo Perera de Ponte y Lugo, primero en la lista de los alcaldes hijosdalgo, que más tarde fueron elegidos con regularidad el 6 de enero de cada año, de acuerdo con lo establecido por la Real cédula de 28 de noviembre de 1648.


    Al día siguiente, 3 de mayo, el alcalde mayor de la villa, licenciado González Román, daba posesión de la alcaldía al maestre de campo Perera de Ponte, cesando en el desempeño del cargo Felipe Giraun y Ordóñez, que hasta entonces había empuñado la vara, no sin la protesta y contradicción del vecindario.


    El texto de la Real cédula citada era como para ofender a los vecinos, ya que declaraba que era más lógico que la defensa del puerto estuviese encomendada, como alcalde pedáneo, a uno de los caballeros de La Orotava, sus fundadores, “que no a los portugueses, ingleses, franceses y catalanes, que sólo se avecindaban allí en calidad de comerciantes”.


    Las rivalidades y resentimientos con La Orotava siguieron por espacio de varias décadas y tuvieron para el Puerto de la Cruz desagradables consecuencias, ya que en dos ocasiones, 1649 y 1718, y por diversos motivos, el populacho de la villa cayó, con furia inusitada, sobre las dehesas, viñedos y huertas, destruyendo y arrasando todo.


    El casco urbano del Puerto de la Cruz lo formaban dos barrios, separados por una calle, la de las Cabezas, que subía desde el mar, en sentido perpendicular, hasta las huertas aledañas; estos dos barrios eran: a levante, el de La Hoya, acomodado y comercial, y a poniente el de La Ranilla, humilde y pobre, pues estaba habitado por marineros y pescadores. Esta calle de las Cabezas, que señala la línea divisoria, cruzaba por uno de sus lados la plazuela del Charco, lugar de los más típicos, así llamado porque en los días de tempestad solía anegarse con el agua del mar embravecido.


    El centro y corazón del lugar estaba en la plaza de la Iglesia, campo desierto, escogido un día por la piedad del regidor Antonio Franchy Luzardo para construir una ermita dedicada a Nuestra Señora de la Peña de Francia (1603), en el que luego se llamó barrio de La Hoya. El crecimiento de la población del puerto hizo pensar en la conveniencia de aprovechar este pequeño templo para establecer en el mismo la parroquia que las necesidades espirituales de la numerosa feligresía demandaba; pero tal aspiración, más que legítima, no se logró hasta el año 1681, en que el obispo don Bartolomé Ximénez nombró beneficiado del lugar al bachiller Mateo de Sosa, de feliz recordación.


    Este celoso párroco se aplicó antes que a nada a la construcción de un nuevo templo con la ayuda económica y la colaboración entusiasta de los feligreses, propósito que fue sacando adelante pese al enorme costo de las obras, evaluadas por encima de los 40.000 ducados. La iglesia parroquial quedaba finalizada en 1697, celebrándose la solemne consagración el día 15 de agosto.


    El templo, que Viera califica de “uno de los más hermosos y aseados de Tenerife”, era de tres naves, espaciosas, con cubierta de artesonados; más tarde le fue añadida la capilla mayor, que costeó el alférez de milicias Nicolás Álvarez. La fachada, sencilla y graciosa, imitaba en sus esquinas dos torres pequeñas y no tenía otros adornos que sus huecos: ventanas, balcones y puertas 205.


    La iglesia, como ya hemos dicho, daba a una espaciosa plaza, encuadrada por acogedoras viviendas unas veces y por modestas casas terreras otras. Uno de los edificios que daban a la plaza era el convento de Nuestra Señora de las Nieves, de religiosas de la Orden dominicana.


    En el centro de la plaza había una fuente con su pilón de agua para el abasto del público.


    Con dos monasterios de frailes y uno de monjas contó el Puerto de la Cruz por estas centurias, el de San Francisco, el de Santo Domingo —ambos de las Órdenes de sus patronos—, y, por último, el antes mencionado de Nuestra Señora de las Nieves.


    El primero, el de San Francisco, se asentó junto a la ermita de San Juan Bautista, construida hacía ya tiempo por el almojarife del puerto Juan Tejera. Los padres franciscanos consiguieron autorización en 1608, del padre fray Francisco de Sosa, para fundar en el lugar, y aunque hubo las contradicciones al uso, los frailes pudieron llevar adelante su propósito y empezar la edificación hacia 1610. Fue encargado por la Orden de acometer esta empresa el síndico del convento de La Orotava fray Francisco de Molina. Se respetó la ermita como iglesia y se construyó como anejo un pequeño monasterio, que llegó a acoger en las épocas de mayor esplendor unos 20 religiosos. Estaba emplazado en el barrio de La Hoya, en las proximidades de la plaza del Charco 206.


    El segundo monasterio, el de Santo Domingo o San Pedro González Telmo, estaba, emplazado en opuesto lugar del mismo barrio de La Hoya, en las proximidades del llamado puerto del Rey. Existía desde tiempos remotos en aquel lugar, en la misma ribera del mar, una ermita que los marineros y pescadores habían construido para rendir culto y pedir protección a su patrono. Esta ermita, como tantas otras, carecía del debido culto, y éste fue el motivo que movió a los mareantes a ofrecérsela a los padres dominicos de La Orotava, quienes tomaron posesión de ella en 1626, siendo prior de aquel convento fray Antonio de la Concepción. Contaron los frailes entonces con los mismos protectores que habían arbitrado los fondos para construir el convento de Nuestra Señora de la Consolación, de Santa Cruz de Tenerife, los hermanos Luis y Andrés Lorenzo, y con el dinero de éstos y las limosnas de los fieles pudo levantarse lentamente el cenobio hasta quedar concluido en 1659. Era pequeño, ya que apenas tenía capacidad para 16 religiosos 207.


    Este monasterio se incendió en la noche del 19 de diciembre de 1778, por lo que hubo de ser totalmente reedificado.


    Los pescadores del Puerto de la Cruz no debieron quedar, sin embargo, muy contentos del traspaso, ya que es positivo que construyeron una nueva ermita a San Telmo a corta distancia de la primitiva, en el mismo puerto del Rey 208.


    Por último, el tercer monasterio era el de monjas dominicas de Nuestra Señora de las Nieves o San Juan Bautista, situado, como ya conoce el lector, en la plaza de la Iglesia. Este beaterío fue fundado en 1630 bajo el patronato y protección del capitán don Juan de Nieves Ravelo, estando afiliado al de Santa Catalina de Sena, de La Laguna, al que copiaba hasta en su disposición arquitectónica interna y externa. Este convento se incendió totalmente en 1718, teniendo que buscar refugio las religiosas en el monasterio de Santo Domingo. Tres años más tarde, en 1721, reconstruido el convento, pudieron retornar al mismo las esposas del Señor. El edificio era espacioso, ya que llegó a contar con cerca de 40 religiosas 209.


    Además de la ermita antes citada de San Telmo, en el puerto del Rey, había en el siglo XVIII otra segunda llamada de la Virgen de la Peña de Fuerteventura, en el humilde barrio de La Ranilla, y una tercera, más alejada, en el pago de San Antonio 210.


    Al referirnos al Puerto de la Cruz en el siglo XVIII no se pueden silenciar los proyectos de los porteros para construir a sus expensas alguna que otra obra que trasformase el incómodo surgidero, por donde se hacía la mayor parte del tráfico exterior del valle, en puerto de refugio.


    Al principio, el puerto utilizado era el llamado Puerto Viejo, pequeña ensenada que se forma en la desembocadura del barranco de San Felipe. Luego fue preferido el Puerto Nuevo, en el siglo XVII, y aun asegúrase que el maestre de campo don Francisco Suárez de Lugo hizo saltar los peñascos que cerraban el mismo para dar acceso y entrada a las embarcaciones 211. Pese a ello, el puerto no tenía de tal, como dice muy bien Viera, más que “el nombre”. En realidad, era un incómodo surgidero para las naves mercantes, “que cuando se levantaba temporal tenían que hacerse a la vela y correr en mar ancha” 212.


    El apremiante problema de la seguridad del puerto se agudizó cuando la erupción volcánica de 1706 destruyó y cegó casi por completo el vecino de Garachico. Los vinateros del valle y del norte de la isla pusieron entonces sus miradas en el Puerto de la Cruz y comprendieron que antes que nada lo primero que había que hacer era asegurarlo. Consta que el regidor don Alonso Fonseca trabajó insistentemente cerca del Cabildo, aunque con escaso fruto, porque se construyese un muelle en la playa llamada del Charco, alegando las inaplazables necesidades del comercio.


    Con certera visión de la realidad reprodujo la demanda en enero de 1737 el regidor Baltasar Peraza de Ayala; ésta fue apoyada con el mayor entusiasmo por los porteros, que nombraron sus apoderados a Bartolomé Benítez de Ponte y Juan Domingo de Franquis, para que arrastrasen con su influjo al Cabildo a tomar la iniciativa y dirección de la obra, aunque sólo pudieron conseguir que éste acudiese al Rey en solicitud de licencia y al mismo tiempo de ayuda económica, por no considerarse con fuerzas y medios para acometer empresa tan costosa. El rey Felipe V pidió informe sobre el particular al comandante general don Lorenzo Fernández Villavicencio, marqués de Valhermoso, quien la evacuó favorablemente en 1731, sin que nada más se sepa del proyecto 213.


    El lector recordará que cuando en 1768 el comandante general don Miguel López Fernández de Heredia quiso dar definitivo remate a las obras del semiderruido muelle de Santa Cruz de Tenerife, el Puerto de la Cruz pretendió para sí que fuese escogido como el mejor de la isla, y sus diputados Francisco Bautista Benítez de Lugo, Gaspar Franchy, Guillermo Mahony y Diego Fourlong, se dirigieron por medio de un escrito, al que acompañaba un plano, a la Real Audiencia haciéndosele ver las inmejorables condiciones que reunía el puerto de Martiánez y pidiéndole que apoyase la elección. Los porteros, sin embargo, no consiguieron su propósito.


    * * *


    Otro de los lugares fortificados de la isla fue Garachico, puerto rival de Santa Cruz de Tenerife hasta 1706, y que por una serie de calamidades y desgracias vio no sólo estancarse su progreso, sino iniciar un rápido e incontenible descenso.


    El primer cataclismo sobrevino el 11 de diciembre de 1646, y es conocido con el nombre de “diluvio de San Dámaso”, por ocurrir la catástrofe el día de este santo. A causa de las lluvias torrenciales que durante varios días consecutivos tuvieron que encauzar los barrancos, éstas se acumularon sobre las altas cumbres que dominan el pueblo formando una gran balsa natural que al romperse por la enorme presión del líquido elemento hizo que las aguas descendiesen como impetuosa catarata sobre el lugar, destruyendo y arrasando cuantos obstáculos encontraban a su paso. Arrastradas por la corriente perecieron más de un centenar de personas, 80 viviendas quedaron por completo arruinadas, zozobraron más de 40 navíos anclados en la bahía, y, lo que es más grave, el puerto quedó materialmente cegado por al enorme masa de aluviones que las aguas arrastraron al mar.


    Aunque no con caracteres de cataclismo, pero sí de sucesos desgraciados, hay que señalar los dos voraces incendios que se declararon en Garachico el 12 de noviembre de 1692 y el 19 de marzo de 1697. El primero consumió gran parte de las casas de la calle de la Marina y estuvo a punto de propagarse al convento de San Agustín o San Julián; el segundo, mucho más pavoroso, no sólo prendió en este monasterio y lo redujo totalmente a cenizas, sino que de paso consumió en inmensa pira más de un centenar de casas y casuchas. Entre los edificios afectados estaba la propia torre de San Miguel.


    El daño que recibió Garachico que estos acaecimientos adversos fue muy considerable, ya que el comercio sufrió un duro golpe en la destrucción de tiendas y almacenes, quedando materialmente arruinado. Sin embargo, tales desgracias no iban a ser a la postre nada en comparación con la que se avecinaba.


    La segunda catástrofe revistió caracteres mucho más graves aún. En los primeros días de mayo de 1706, en las cumbres cercanas al pueblo, se empezaron a notar los síntomas precursores de una violenta erupción, que no tardó en reventar por varios cráteres que inundaron de lava los contornos. La erupción adquirió su máxima intensidad al amanecer del día 5 de mayo, fecha en que un verdadero torrente de lava invadió la casi totalidad del pueblo, reduciendo a cenizas cuanto hallaba a su paso y cegando con la lava la bahía, pues dejó el puerto reducido a menos de la mitad de su extensión.


    Por espacio de varios días el torrente de fuego prosiguió en su acción devastadora, proceso de destrucción que culminó en la octava jornada; en ese malhadado día una gran corriente lávica terminó al cabo por invadir la parte a salvo del pueblo, no directamente, sino por la acción del fuego, que se propagó de unos edificios a otros destruyendo la parroquia de Santa Ana, los conventos de San Francisco o Nuestra Señora de los Ángeles y San Pedro Apóstol o San Diego, el palacio de los condes de La Gomera y las más importantes casas de la calle principal. Quedaron también completamente destruidos los populosos barrios de Morales y San Telmo.


    De los edificios importantes de Garachico, el fuego sólo respetó a los conventos de Santo Domingo o San Sebastián y San Agustín o San Julián y a algunas ermitas.


    El lector podrá imaginar el estado de postración en que quedó Garachico después de este decisivo golpe; aquellos moradores que no emigraron a otros pueblos de los contornos, rehicieron su vida con más tesón que entusiasmo; pero Garachico nunca volvió a ser lo que fue; tan duro y hondo había sido el golpe. Las estadísticas con su elocuencia reflejan esta postración. Si Garachico había contado en 1587 con 520 vecinos, que hacen unos 2.600 habitantes, en 1768, dos siglos más tarde sólo contaba con 1.590 almas. Como se ve, el descenso ha sido notabilísimo.


    La reconstrucción del pueblo, descontada la acción individual para restaurar casas y viviendas particulares, dio comienzo por la parroquia de Santa Ana. Esta se reedificó por completo ampliando su base, ya que se transformó en templo de tres naves con capillas y bella fachada. Viera y Clavijo la describe como una de las iglesias “más celebradas en las islas por su arquitectura, mas no por sus adornos”.


    Siguiendo un orden de rigurosa antigüedad, tócanos ahora referimos al convento de Nuestra Señora de los Ángeles, de franciscanos, fundación del conquistador Cristóbal de Ponte. Este monasterio fue también rehecho por completo, aunque con sobriedad lindante en pobreza; tal era el estado de postración del lugar.


    En cuanto al convento de San Pedro o San Diego, de religiosas clarisas o franciscanas, también fue reconstruido después de la catástrofe de 1706. Cuatro años duraron los trabajos, pudiendo incorporarse las religiosas a la vida claustral en agosto de 1710.


    El tercer convento destruido por el volcán fue el monasterio de la Concepción; mas el solo hecho de enunciar su nombre nos obliga a referimos a su fundación como nacido en el siglo XVII. Fundóse el monasterio de monjas de la Concepción, de Garachico, allá por el año de 1643, con licencia del obispo don Francisco Sánchez de Villanueva. Las monjas fundadoras procedían del convento de San Diego, del mismo lugar, de La Orotava y de La Laguna, y dieron gran empuje y vida al recién nacido monasterio. Estaba situado el convento en la calle de Abajo; era espaciosa su clausura y su templo estaba dedicado a San Pedro Apóstol y San Cristóbal. Era este último suntuoso, ya que se habían gastado las monjas en su fábrica más de 9.000 ducados del producto de sus propias dotes.


    Cuando en 1706 sobrevino el triste volcán que asoló Garachico, habiendo abandonado las monjas este convento se acogieron a la ermita de San Roque, que estaba a corta distancia del mismo, desde donde pasaron a Icod. Rehecho lo más fundamental del monasterio, pasaron a habilitarlo de nuevo en 1708; pero persiguiéndoles la desgracia a las esposas del Señor, un incendio lo consumió totalmente el 9 de julio de 1709.


    Hubieron entonces de desperdigarse las monjas por diversas casas tales como las de don Esteban Prieto en la calle de Arriba, o las del marqués de la Quinta Roja, hasta que la munificencia del obispo don Juan Guillén las salvó de este calamitoso estado. Levantó el obispo desde los cimientos un nuevo monasterio y magnífica iglesia, que concluida en 1749 fue solemnemente inaugurada por este celoso pastor y a la postre habitada por las monjas en breve plazo de días 214.


    De los dos monasterios que se salvaron el más antiguo era el de Santo Domingo o de San Sebastián, de frailes dominicos. Este monasterio, que como recordará el lector, estuvo primero emplazado en San Pedro de Daute, se mudó, en 1600, a la ermita de San Sebastián, de Garachico, donde pudieron construir el cenobio con la ayuda económica del capitán Bartolomé Gan y su esposa. La situación excéntrica del convento, en la entrada de la población, hacia levante, le salvó de la ruina cuando la erupción volcánica de 1706.


    El segundo monasterio que resultó indemne fue el de San Agustín o San Julián, de la Orden del obispo de Hipona. Su fundación data del año 1621, pero su construcción fue algo posterior, ya que se inició en 1638, y no fue habilitado hasta 1641. El capitán Julián Moreno y su esposa, Ana María López Prieto de Sáa, otorgaron escritura pública en Los Silos, el 16 de enero de 1621, por la que cedían a la Orden agustiniana, si aceptaba la fundación, 10.000 ducados y se comprometían a entregarle sus propias casas, situadas en la calle de Abajo, a más de los vasos sagrados y ornamentos. El Cabildo de Tenerife, alarmado por el excesivo número de monasterios, opuso resistencia a que prosperase el proyecto; pero los agustinos, contando con el valioso apoyo del obispo de Canarias don Francisco Sánchez de Villanueva, sacaron adelante su pretensión. En 1638 dieron comienzo las obras de acomodación en las casas de los fundadores, y el 4 de marzo de 1641 se cantó la primer misa en la capilla recién construida. Este monasterio ya hemos declarado que fue consumido por las llamas en el pavoroso incendio de 19 de marzo de 1697.


    Los religiosos agustinos se refugiaron entonces en la ermita de San Telmo, de allí pasaron a las casas particulares de don Francisco Bautista, y por último retornaron al convento en 1701, cuando tan sólo se había reedificado lo mas imprescindible para la vida de la comunidad. El templo no se terminó hasta 1742, resultando una magnífica iglesia de tres naves decorada con verdadera suntuosidad.


    Por último, Garachico tenía diseminadas por distintos parajes de todo su perímetro diversas ermitas, tales como San Telmo, San Sebastián, San Roque, San Nicolás, los Reyes, San Antonio, etc.


    El caserío de Garachico se extendía de levante a poniente en semicírculo, estando cruzadas estas calles por otras, en sentido radial, de sur a norte. Entre las primeras cabe señalar las calles de la Marina, Abajo, el Medio y Arriba, y entre las segundas las calles de las Lonjas, del Castillo, etc.


    En cuanto al puerto, éste quedó materialmente cegado por el volcán y su profunda bahía reducida casi a la nada.


    Contaba la isla de Tenerife con otros núcleos de población importantes, tales como Icod de los Vinos, Güímar, Tacoronte, Abona, Tegueste, Adeje, Vilaflor, etc., mas ya declaramos en su momento que su examen y estudio nos llevaría muy lejos. Por otra parte, no hay que olvidar que el objeto de nuestro estudio son las ciudades, villas o pueblos con la mirada puesta, principalmente, en los problemas que plantea su fortificación.


    IV. Santa Cruz de La Palma y demás capitales de las islas menores.


    La ciudad de Santa Cruz de La Palma, en las dos centurias que nos ocupan —XVII y XVIII— no sufre grandes alteraciones en el trazado de su perímetro histórico, de acuerdo con el desenvolvimiento general de las urbes canarias.


    Santa Cruz de La Palma, crece y progresa en estas centurias; su caserío se adecenta y aprieta; aumenta la urbe en densidad lo que pierde en holgura; pero en cambio si nos limitamos a contemplarla en el plano, la ciudad aparece estática, con la misma fisonomía que tenía en el siglo XVI. Su población en el siglo XVIII ascendía a 3.679 almas, prueba irrefutable de este progreso ininterrumpido 215.


    Los dos edificios acaso más notables de Santa Cruz de La Palma en el siglo XVI, la parroquia de El Salvador y las casas del Cabildo o Regimiento, no sufrieron a lo largo de estos siglos transformaciones notables fuera de los cambios naturales en su decoración. La puerta principal de la parroquia fue restaurada y adicionada por el maestre de campo y regidor Luis van de Walle y Bellid, y en cuanto a la torre fue también rehecha a expensas del obispo de la Puebla de los Ángeles don Domingo Álvarez de Abreu.


    De los conventos del siglo XVI, Santo Domingo y San Francisco, ambos de frailes, pudiera decirse otro tanto.


    En cambio, durante las centurias que son objeto de nuestro estudio se fundaron en Santa Cruz de La Palma los conventos de monjas de Santa Clara y Santa Catalina.


    El primero, el monasterio de Santa Clara, de franciscanos, fue fundado por el regidor Juan del Valle, junto a una ermita consagrada a Santa Águeda, protectora y abogada de la ciudad. Las monjas fundadoras procedían del convento de Santa Clara, de La Laguna, y se encerraron en clausura el 25 de agosto de 1603. El monasterio prosperó en cortos años, ya que llegó a contar con más de 45 religiosas 216.


    El segundo convento de monjas, el de Santa Catalina de Sena, de dominicas, estaba emplazado en lugar frontero al monasterio de Santo Domingo. Fue fundado el convento de referencia, en 1624, por los patronos don Alonso de Castro Vinatea y doña Isabel de Abreu, y las primeras monjas, que procedían de Tenerife, se encerraron en clausura en 1626. El edificio era sencillo y estaba construido con arreglo a los mismos patrones de los conventos de la Orden en La Laguna y Puerto de la Cruz 217.


    Por distintos lugares del casco urbano de Santa Cruz de La Palma, particularmente en sus arrabales, se hallaban diseminadas diversas ermitas, tales como las de San José, Santa Catalina, San Sebastián, San Francisco Javier, la Luz, la Encarnación y del Planto.


    Un autor del siglo XVIII nos describe así el casco urbano de la ciudad: “Tiene una larga y hermosa calle, que corta la ciudad de un extremo a otro, con nobles edificios, y otra trasero, que sólo llega a la mitad; ambas, rectas y anchas ; pero lo restante del pueblo está en ladera, como en anfiteatro, con callejuelas pendientes y de molesto piso... Tiene cuatro puentes sobre sus dos barrancos” 218.


    Por lo que respecta al muelle de Santa Cruz de La Palma, construido a fines del siglo XVI de acuerdo con los planos y las instrucciones de Leonardo Torriani, sufrió en estas centurias diversas reconstrucciones y reparaciones para remediar los daños producidos por los impetuosos embates del mar. Una de las reconstrucciones de que queda recuerdo fue la de 1728. El mar volvió a causar importantes destrozos en 1730, dos años más tarde; la reparación esta vez fue difícil y costosa, pero quedó terminada hacia 1735 219.


    * * *


    La villa de Teguise, capital de la isla de Lanzarote, “está situada casi en el corazón de la isla hacia el este y arruada de más de 200 casas —decía Viera y Clavijo a finales del siglo XVIII—. Su iglesia parroquial es un templo de tres naves, el más hermoso de las Canarias, y su coro y sacristía piezas excelentes... Hay dos buenos conventos: el uno antiguo, del Orden de la observancia de San Francisco, como de 20 religiosos, y el otro más moderno, del Orden de Santo Domingo, como de 14. El palacio de los primeros marqueses está deteriorado. La mareta o grande estanque, de figura de caracol, en donde se deposita el agua llovediza para el uso de los vecinos, es una de las cosas más raras de Lanzarote...” 220.


    La villa de Teguise la hemos visto quedar totalmente destruida cuando la invasión de los argelinos en 1618. “Todo fue arrasado y destruido por aquellos bárbaros —decíamos entonces—, transportando a los navíos cuantos objetos podían tener algún valor o reportarles la más pequeña utilidad, entre ellos bastantes imágenes religiosas de la parroquia, ermitas y convento de San Francisco, con propósito de venderlas en Argel a los padres trinitarios. El saqueo fue atroz y completo, y una vez consumado, la humilde villa volvió a ser pasto de las llamas, desapareciendo todo lo mejor de su caserío: la parroquia, el convento de San Francisco (fundación de Argote de Molina y panteón de los Herrera), la casa marquesal y los tantas veces mutilados archivos públicos”.


    Desde esta fecha, Teguise no volvió a sufrir más destrucciones o incendios; por tanto, todos sus edificios fueron construidos de nuevo, o reedificados, en el siglo XVIII.


    El primer edificio reconstruido, merced al celo y decidida protección de los señores de la isla, marqueses de Lanzarote, y a las limosnas cuantiosas del obispo don Bartolomé García Jiménez, fue el templo parroquial. La humilde y modesta parroquia que quemaron los argelinos en 1618 fue reemplazada ahora por una espaciosa iglesia de tres naves, cuyo coro y sacristía llamaron la atención del historiador Viera y Clavijo. Todavía hoy se conservan tres de las valiosas imágenes que recibieron culto en este templo del siglo XVII, alguna seguramente anterior, salvada por los naturales en el momento de la invasión o rescatada con posterioridad; son éstas: la Virgen de Guadalupe, el Cristo de la Vera Cruz y la imagen de San Marcial 221.


    El monasterio de la Madre de Dios de Miradores, de la Orden franciscana, inacabado todavía a principios del siglo XVIII, fue también saqueado e incendiado en 1618 por los argelinos. De esta manera los frailes aplicaron todo su esfuerzo a la reconstrucción del monasterio e iglesia, cosa que al fin consiguieron cuando se extinguía la centuria décimo séptima. El monasterio llegó a contar con 20 religiosos. Su iglesia era amplia y hermosa, contando con magníficos retablos barrocos, particularmente el altar mayor, donde recibían culto algunas valiosas imágenes, como las de la Virgen de Miradores, San Francisco, San Antonio, etc.


    Contó la villa de Teguise en el siglo XVIII con un segundo convento, fundado en 1726 por el capitán Gaspar Rodríguez Carrasco. Este monasterio de la Orden dominicana se estableció en las casas particulares del fundador, y en los momentos de máximo esplendor llegó a contar 14 frailes. Se titulaba de San Juan de Dios y San Francisco de Paula.


    Destacaban asimismo entre los humildes edificios de la capital de la isla de Lanzarote la casa marquesal, con fachada de piedra, y algunas ermitas.


    Arrecife seguía siendo el puerto más importante de la isla, pero su caserío era reducido. Si algo llamaba la atención del visitante eran precisamente sus fortificaciones 222.


    * * *


    La capital de la isla de Fuerteventura, Santa María de Betancuria, sufrió lo mismo que Teguise una asoladora invasión a finales del siglo XVI, la de Xabán Arráez, en 1593, que destruyó la parroquia, monasterio, ermitas y casas.


    El pueblo fue bárbaramente saqueado y destruido por los argelinos, así es que muy poco cabe descubrir de lo primitivo con posterioridad a esa fecha.


    La parroquia fue reconstruida, después de 1593, con más amplitud; pero tan lentamente que en 1629, cuando el sínodo del obispo Murga, todavía estaba sin concluir. La torre de la parroquia fue terminada en 1691.


    Por lo que se refiere al monasterio de San Francisco, incendiado y destruido también, los frailes iniciaron inmediatamente la reconstrucción.


    El obispo Murga lo califica de “conventico, con razonable iglesia y triste casa”, lo que nos hace imaginar la humildad y pobreza del mismo. Los frailes llegaron a ser en algunas ocasiones 20.


    * * *


    San Sebastián de La Gomera y Valverde de El Hierro son las dos capitales que nos restan por estudiar entre la serie de las ciudades más importantes del Archipiélago.


    La primera, San Sebastián, varía muy poco en estas centurias y tiene que sufrir, en cambio, dos nuevos saqueos e incendios. El primero, por mano de los soldados holandeses de Pieter van der Does; el segundo, por obra de los argelinos en 1618.


    De esta manera, tanto la iglesia parroquial como el monasterio de San Francisco y la casa de los Condes tuvieron que ser por completo, reedificados.


    La iglesia parroquial de Nuestra Señora de la Asunción fue ampliada en su reconstrucción, transformándose en un templo de tres naves. Las obras quedaron finalizadas en 1654.


    A todo lo largo del siglo XVIII la parroquia sufrió constantes reformas, con particularidad la capilla mayor, reedificada en 1721 y ampliada en 1745. También le fueron añadidas al templo diversas capillas laterales.


    El monasterio de San Francisco o de los Santos Reyes tuvo también que ser reconstruido con posterioridad a 1618. Pequeño de dimensiones, pocas cosas se podían señalar en el mismo, fuera de su iglesia, de una sola nave, con algunos altares de desigual valor. En su huerta destacaban frondosas higueras y airosas palmas.


    En cuanto a la villa de Valverde, capital de la isla de El Hierro, Viera y Clavijo nos la retrata así: “La villa de Valverde, pueblo reducido, húmedo, combatido de espesas nieblas y situado al oriente, es la capital de la isla. Tiene casas capitulares, cárceles, carnicerías nuevamente reedificadas. Tiene una iglesia parroquial, templo que se puede llamar allí suntuoso, construido en nuestros días a devoción de los feligreses con auxilio del señor territorial. Sírvenla dos curas beneficiados por provisión del rey, siete sacerdotes y algunos clérigos de menores Órdenes. No hay otra pila bautismal. Hay un vicario eclesiástico, un convento de 14 religiosos observantes de San Francisco, cuya guardanía es de las más solicitadas en la provincia a causa de la mucha liberalidad de los fieles. Raro se entierra en la parroquia, y con ser este convento mendicante de fábrica antigua, ni se reparan las brechas del tiempo ni se le provee a lo más necesario para la comodidad natural” 223.

  


  
    CAPÍTULO XXXIV


    LAS FORTIFICACIONES DE LA ISLA DE TENERIFE (1659 - 1800).


    I. Las fortificaciones de Santa Cruz de Tenerife: Obras varias. —Proyectos y planes del marqués de Valhermoso. —El general Bonito. —Construcción de baterías. —El almacén de la pólvora. —Reconstrucción de los castillos de San Juan y Paso Alto. —II.La Junta general de fortificación de Tenerife. Sus planes de defensa de Santa Cruz: El Reglamento. —Los fuertes de San Miguel y San Pedro. —Frente defensivo de Santa Cruz en 1797. —III.Las fortificaciones de la isla de Tenerife. Examen particular de las fortificaciones del Puerto de la Cruz: La torre de San Miguel de Garachico. —La batería de San Joaquín, en La Cuesta. —El castillo de San Pedro de Candelaria. —La torre de San Andrés. —La torre de San Felipe. —Pleitos. —IV.Las alcaidías de los castillos de la isla de Tenerife: cambios y reformas centralistas.


    I. Las fortificaciones de Santa Cruz de Tenerife.


    Al estudiar las fortificaciones de la isla de Tenerife, nuestra atención ha de centrarse particularmente en torno al puerto de Santa Cruz, cuya importancia, así como su portentoso desarrollo, ya conoce el lector por anteriores capítulos. Sin embargo, el valor de Santa Cruz de Tenerife desde el punto de vista estratégico, no data del siglo XVIII, sino que desde la misma conquista fue la primera plaza fortificada de la isla; así es que no cabe hablar de otra cosa que del acrecentamiento de esta importancia militar al compás del desarrollo de la urbe, hasta el punto de que en la décimoctava centuria este puerto y surgidero se transformó en la primera plaza militar de todo el Archipiélago, así por la variedad de sus fortificaciones como por su numerosa guarnición. Todo ello sin contar con el extraordinario relieve que le dio ser escogida para residencia y asiento fijo de los comandantes generales y de toda la plana mayor, sumisa y obediente a sus caprichos, dictados y órdenes.


    En el capítulo XXX puntualizamos con toda suerte de detalles el vasto plan de fortificación llevado a cabo en 1655 por el capitán general de las Islas Canarias don Alonso Dávila y Guzmán con ocasión de la guerra declarada contra la Inglaterra de Cromwell. Ello nos exime de volver a insistir en lo tratado, doblemente conocido por el lector, ya que la mayor parte de estas fortificaciones entraron en fuego por primera vez cuando el ataque de Robert Blake a Santa Cruz de Tenerife en 1657.


    El plan de construcciones militares acometido por el capitán general don Alonso Dávila y Guzmán mereció los más duros ataques por parte de don Tomás de Nava Grimón, primer marqués de Villanueva del Prado, quien en el Memorial de agravios que formuló, el año 1656, contra su gestión, hace diversas veces hincapié en la cuestión de las fortificaciones. “El capítulo 11 —dice Viera y Clavijo— era sobre la notoria impericia con que dispuso las fortificaciones, para las cuales habían contribuido el Ayuntamiento, alhóndigas y vecindarios...; [el] 13, sobre cierto nuevo impuesto que con violencia, sin necesidad ni facultad real sacó a los vecinos, bajo pretexto de fortificaciones, de lo que no dio razón ni formó cuenta..., [y] los capítulos 20 y 21, sobre el fantástico castillo que inventó sobre el risco de San Roque, a pesar de las reconvenciones del oprimido Ayuntamiento, con la idea de mantenerse en el mando so color de la obra” 224.


    Sin entrar a discutir aquí la menor o mayor veracidad de los latrocinios y atropellos del capitán general Dávila, hay que excusarle, en cambio, de la acusación formulada con prioridad de incompetente. El plan de fortificación de Dávila estaba concienzudamente estudiado y elaborado y se había aprobado y acometido con el asesoramiento previo de técnicos e ingenieros. La mejor prueba del acierto del mismo es que los puntos que entonces se señalaron como dignos de ser fortificados fueron precisamente los que a través de los años se consideraron como vitales y neurálgicos para una buena defensa. Los fuertes y baterías que Dávila cimentó en la marina de Santa Cruz serían reconstruidos y mejorados en años venideros, pero siempre respetando sus lugares de emplazamiento.


    Después de esta breve etapa de intensa fiebre constructiva que mejoró notablemente las defensas de Santa Cruz, dejando como reguero por doquier fortines y baterías a lo largo de la costa desde Puerto Caballos a Paso Alto, toda actividad se paraliza, y lo que resta del siglo XVII y buena parte del XVIII apenas si lo llenan las obras de reparo en las fortificaciones ya existentes, junto con diversas modificaciones en el emplazamiento de las baterías secundarias, suprimiéndose algunas de las ya existentes y construyéndose otras de nueva planta.


    Así, por ejemplo, las dos baterías que en 1656 edificara el ingeniero don Juan de Somavilla Tejada, al norte de la plaza, más allá de Paso Alto, en la desembocadura del barranco de Valle Seco y al pie de la montaña del Bufadero, desaparecieron en breve plazo de tiempo, no sabemos si abandonadas por juzgarse inadecuado su emplazamiento, o arruinadas por haberse construido con provisionales y endebles materiales. Estas dos baterías, artilladas con los cañones de los navíos de la flota de Nueva España, sólo entraron en fuego con ocasión del ataque de Blake a Santa Cruz de Tenerife en 1657.


    De análoga manera desaparecen también después de esta contienda con Inglaterra las baterías de Roncadores (primera y segunda), que como recordará el lector estaban emplazadas entre la huerta de los Melones y el baluarte de San Pedro.


    En 1669, gobernando el Archipiélago don Gabriel Lasso de la Vega, conde de Puertollano, visitó de nuevo la isla de Tenerife el ingeniero encargado de las obras de fortificación del mismo, don Lope de Mendoza, cumpliendo órdenes del Consejo de Guerra, vivamente preocupado ahora por la seguridad de las islas ante el temor de que las flotas enemigas de España se apoderasen de tan vital punto de apoyo, en su constante paso por las islas con dirección a las Indias Occidentales.


    El ingeniero don Lope de Mendoza abandonó su residencia fija en Las Palmas en mayo de 1669, entreteniéndose durante algunos días en recorrer las fortificaciones de Santa Cruz de Tenerife, con objeto de poder dictaminar al Consejo de Guerra sobre el estado de las mismas y sus necesidades.


    El informe al Consejo de Guerra es de fecha 5 de junio de 1669, y lo mismo nos sirve para conocer el estado de conservación de los castillos que para apreciar algunas de las ideas capitales del ingeniero en lo que respecta a la defensa de Santa Cruz de Tenerife.


    Para Mendoza, el punto neurálgico de la defensa de la plaza radicaba en el castillo de Paso Alto: “El de Santo Cristo —dice— es el último con que remata esta fortificación, que viene a caer a la parte del norte, y el principal para la defensa de este puerto, respecto de estar en el paraje donde de necesidad las embarcaciones que vienen a este puerto llegan a reconocerle y el que importa tenerle más bien prevenido y resguardado para detener la entrada de el enemigo, pues vencido éste lo quedarán los demás como lo manifestó el día de la Armada de Inglaterra que vino a quemar la flota, siendo el que más riñó y en el que hallaron más dificultad los enemigos, siendo cierto que a no haber encontrado con su repugnancia, se hubieran hecho dueños del puerto y del lugar”. Para don Lope de Mendoza el reparo de este castillo, por la fecha que comentamos, exigiría un dispendio superior a los 8.000 ducados.


    Según el mismo ingeniero, el castillo principal de San Cristóbal se hallaba también necesitado de importantes reparaciones, cuyo coste silencia.


    Luego se limita a enumerar algunos de los castillos y baterías de la plaza, cuya artillería especifica y concreta: el castillo de San Juan, contaba con cuatro cañones de bronce y dos de hierro; el baluarte de San Pedro, dos cañones de bronce; el de San Antonio, dos cañones de bronce; el de Nuestra Señora de Candelaria, cuatro cañones de bronce, y el de San Miguel, otros cuatro cañones de bronce 225. El ingeniero Mendoza pasa por alto las baterías de Santo Domingo, Nuestra Señora de la Concepción y San Telmo, quizá debido a que por la fecha se hallaban momentáneamente abandonadas.


    Este informe fue remitido a la corte por el capitán general de Canarias don Gabriel Lasso de la Vega, conde de Puertollano, y previo dictamen de don Jerónimo de Benavente y Quiñones, su antecesor, a quien decidió consultar el Consejo de Guerra como experto conocedor de los asuntos insulares, resuelto en el sentido de que se beneficiasen en personas de calidad cuatro hábitos de las Órdenes militares, para a expensas del dinero obtenido realizar los reparos más precisos. La consulta del Consejo de Guerra al Rey tiene fecha de 18 de septiembre de 1669 226.


    La reforma del castillo del Santo Cristo de Paso Alto fue acometida, en efecto, por el conde de Puertollano en el año expresado. La misma consistió en la reparación o reconstrucción, a su espalda, del amplio alojamiento dispuesto para el castellano y 18 soldados que formaban su guarnición. Con este motivo don Gabriel Lasso de la Vega propuso al Cabildo, el 30 de noviembre de 1669, que se hiciese cargo del sostenimiento de la plataforma a cambio de beneficiarse con la elección de alcaide; mas este organismo, agotado en sus posibilidades económicas, no quiso aceptar la propuesta.


    Quizá de esta fecha daten dos nuevas baterías con que contaba a finales del siglo XVII Santa Cruz de Tenerife: la batería del Rosario o de Nuestra Señora del Rosario y la de Nuestra Señora de Regla 227. La primera, emplazada en el paseo de la Marina, a mitad de trayecto entre el baluarte de San Pedro y el castillo de San Cristóbal, y la segunda, en los Molinos, muy próxima a la ermita del mismo nombre.


    En cambio, conocemos la fecha exacta, 1673, en que el capitán general don Juan de Balboa Mogrobejo reconstruyó casi totalmente la batería de Nuestra Señora de la Concepción, para la defensa conjunta de la caleta de Blas Díaz y de la playa de las Carnicerías. Esta batería se componía de una plataforma alta con parapeto y troneras y diversas dependencias a su espalda tales como alojamientos, almacenes, tinglados, etcétera 228. En el siglo XVIII se edificó junto a ella la Aduana real.


    Para construir esta batería se hizo una suscripción pública en Santa Cruz, a la que contribuyeron desde el Cabildo hasta el último vecino. El Cabildo libró 8.000 reales de sus propios; el general Balboa Mogrobejo ofreció 500 pesos; el obispo García Ximénez, 2.000 reales, y con cantidades más pequeñas contribuyeron el corregidor Pérez Valcárcel, el marqués de Villanueva del Prado, los regidores Francisco Tomás de Alfaro, Fernando Arias de Saavedra, Matías Velasco, Alonso de Llerena Lorenzo, etc. Estos fondos fueron recogidos por los diputados de fortificaciones Tomás de Castro y Antonio de Urrutia.


    Durante el mando del capitán general don Félix Nieto de Silva, conde de Guaro, el rey Carlos II expidió el Real despacho de 9 de febrero de 1682 por el que agradecido a la generosidad de los isleños, que habían agraciado a la Corona con un nuevo donativo de 20.000 pesos, autorizó a separar cada año del arbitrio del uno por ciento la cantidad de 2.000 pesos, que habían de invertirse íntegramente en las obras de fortificación 229.


    Con estos fondos los capitanes generales hallaron amplio margen para la construcción de nuevas fortificaciones y reparo de las viejas, aunque sin eximir al Cabildo de atender por su exclusiva, cuenta a los gastos que provocaban las obras ejecutadas en los dos castillos de su pertenencia, San Cristóbal y San Juan. El impuesto del uno por ciento vino a ser así la principal base económica de que dispuso la autoridad militar para atender a la defensa de los centros vitales y estratégicos del Archipiélago. Al final del capítulo inmediato, el XXXV, haremos historia de este impuesto tan íntimamente relacionado con el pasado militar de las islas, procurando puntualizar las más destacadas vicisitudes del mismo.


    Don Félix Nieto de Silva, conde de Guaro, que ya había propuesto, el 3 de junio de 1681, al Consejo de Guerra la reedificación total de las trincheras y parapetos de Santa Cruz, halló en los fondos que le proporcionaba este arbitrio el numerario preciso para emprender esta importante obra, y consta que bajo su experta dirección se reedificaron los parapetos desde Puerto Caballos y Barranco Hondo hasta el castillo de San Juan, “paraje que estaba totalmente indefenso —las palabras son de Silva— y el más arriesgado y peligroso, y por dónde se conquistó esta isla” 230. Así lo comunicaba a la corte en su misiva de 12 de octubre de 1683, prometiendo continuar la tarea “hasta cerrar esta fortificación con el castillo de San Cristóbal” 231.


    Según el historiador Viera y Clavijo debióse asimismo a los desvelos de Nieto de Silva la conservación de la importante fortaleza del Santo Cristo de Paso Alto, “que se intentaba demoler” durante el tiempo de su mando 232. Ignoramos, en cambio, quién fue el ingeniero que defendió y sostuvo este descabellado parecer.


    En la década final del siglo XVII desempeñaba este cargo en Canarias un isleño de origen flamenco, don Miguel Tiburcio Rossell, de quien se cuenta una curiosa anécdota. Había sido designado en 1697 capitán general de Canarias otro ilustre isleño, don Pedro de Ponte y Llerena, primer conde del Palmar, recibido en Tenerife, su patria, con extraordinarias muestras de entusiasmo, manifestado en repiques, festejos, vítores y toda clase de regocijos públicos. Contaba Palmar con enemigos y gente hostil en la isla, motivo por el cual un día apareció borrado el vítor principal que celebraba su fama. Sábelo Rossell; viste sus arreos militares; monta a caballo; hace dibujar el vítor, y, emulando a don Suero de Quiñones, estuvo esperando en el sitio veinticuatro horas por si algún valiente se presentaba a contradecirlo 233.


    Con Miguel Tiburcio Rossell los ingenieros militares cambiaron de residencia, abandonando Las Palmas en seguimiento de los capitanes generales para establecerse de manera fija, primero, en La Laguna, y después, en Santa Cruz de Tenerife. Miguel Tiburcio Rossell fue el ingeniero director de cuantas fortificaciones se construyeron en los últimos años del siglo XVII y primeros del siglo XVIII 234.


    ¿Qué obras fueron éstas? El castillo de San Pedro de la marina de Candelaria, empresa que alentó el capitán general don Pedro de Ponte y Llerena, conde del Palmar, y el fuerte de San Andrés o del valle de Salazar, cuyas obras impulsó el capitán general don Agustín de Robles. De ambas construcciones nos ocuparemos en el momento oportuno.


    El ingeniero Miguel Tiburcio Rossell intervino además en las obras corrientes de reparación en los distintos castillos que guarnecían Santa Cruz, tales como San Cristóbal, San Juan y Santo Cristo de Paso Alto.


    Una de estas obras, digna de ser realzada, fue la reconstrucción total y ampliación de la batería de Santo Domingo, junto al castillo de San Cristóbal por el norte, empresa acometida por el capitán general don Miguel González de Otazo, allá por el año de 1704 235.


    Carácter provisional tuvo, en cambio, la batería de tres cañones que instaló en 1711 en Barranco Hondo el capitán general don Fernando Chacón. El Cabildo, en íntima colaboración con la primera autoridad militar, destacó para guarnecer la batería cinco soldados, cuyos sueldos pagó de sus propios. Con este motivo el secretario Juan de Elizondo se dirigió a ambos, capitán general y Cabildo, agradeciendo su celo y patriotismo (9 de junio de 1711).


    Nada más se señala en materia de fortificación hasta que tomó posesión del mando militar de las Canarias en 1723 don Lorenzo Fernández Villavicencio y Cárdenas, marqués de Valhermoso, teniente general de los Reales ejércitos y primero que ostentó el título de comandante general del Archipiélago, trocando el título tradicional de capitán general. Venía a ejercer el mando este duro y disciplinario soldado después de una serie de alborotos y conmociones públicas casi únicas en la pacífica evolución del Archipiélago, tales como la violenta expulsión del juez factor de tabacos don Diego Navarro, los alborotos de La Orotava de 1718, las turbulencias de Agüimes en 1719, y, por último, el asesinato del intendente don Juan Antonio Ceballos en 1720, después de otro movimiento sedicioso que tuvo por escenario a Santa Cruz de Tenerife. En estas circunstancias arribó a las Canarias el marqués de Valhermoso, firmemente convencido de que el mejor medio para desarmar la sedición no era otro que mostrarse de hierro, dando a su gobierno un tinte de marcado despotismo. Todo su afán era amedrentar a los naturales para imponer una férrea disciplina a sus mandatos y arbitrariedades, y toda su política se centraba en humillar a las orgullosas y potentes corporaciones locales, mermando con singular tenacidad sus fueros y privilegios, por juzgar que a su sombra se amparaba el espíritu de libertad y rebeldía.


    Esta política tuvo su reflejo particularmente en materia de fortificación, pues a las imposiciones violentas del comandante general respondieron los Cabildos con una táctica obstruccionista cerrada, haciendo valer sus privilegios y mercedes, enviando sus mensajeros a la corte e inundando de recursos y reclamaciones todos los tribunales de la misma. Fue tal la montaña de papel acumulado, que el Consejo Real, impotente para digerirlo, optó por proponer al Rey la creación de la Real Junta de los Negocios de Canarias, organismo provisional de vida tan efímera como inútil (1732-1735).


    Don Lorenzo Fernández Villavicencio, marqués de Valhermoso, embarcó en Cádiz el 28 de enero de 1723 con dirección a las Canarias y llegó a Santa Cruz de Tenerife el 10 de febrero de 1723 lleno de temores y recelos por los sucesos revolucionarios ocurridos en los años precedentes. Para contrarrestarlos quiso vigilar estrechamente los movimientos de la población y no se le ocurrió medida más extrema que exigir una licencia particular suya para pasar de isla a isla, lo mismo a nobles que a plebeyos, seglares que a clérigos. Con este primer paso concitó contra su persona la hostilidad general de la población, y en particular la del elemento eclesiástico, con el obispo don Félix Bernuy y Zapata a la cabeza. En una carta del comandante general, escrita en La Laguna el 24 de julio de 1723, éste quiere exagerar la gravedad de la situación para justificar sus medidas dictatoriales e improcedentes, y así asegura haber hallado a las islas en “suma pobreza, miseria y ruina” y “muy tumultuadas” a causa de los sucesos ya conocidos por el lector. Valhermoso no oculta la hostilidad del obispo a sus medidas, y en efecto, días antes, el 21 de julio de 1723, se dirigía don Félix Bernuy al marqués de Miraval quejándose de las mismas 236.


    Uno de los choques más ruidosos con el Cabildo de Tenerife fue también por el mismo motivo de las licencias. Había nombrado el Regimiento su mensajero en Gran Canaria, para apelar ante la Real Audiencia de una de las arbitrarias resoluciones del comandante general, al regidor don Alonso Fonseca, cuando vióse éste arrestado por intentar pasar a la isla vecina sin su licencia, y más tarde desterrado a la isla de El Hierro con no menos arbitrariedad. Don Alonso Fonseca sería más adelante el implacable contradictor de la gestión de Valhermoso, y como mensajero de la isla de Tenerife en la corte fue también el más celoso impugnador de su antijurídica y arbitraria gestión 237.


    Con estas premisas, es fácil prejuzgar cuál sería la actitud del comandante general marqués de Valhermoso frente al Cabildo de Tenerife en materia de fortificación.


    Había tenido buen cuidado el Consejo real de recomendar a los comandantes generales que cumpliesen con su obligación de presidir la Real Audiencia, conforme a la práctica tradicional, y que desde esta sede gobernasen a las demás islas; pero el marqués de Valhermoso no sólo se desentendió de la recomendación, sino que más olvidadizo aún, abandonó La Laguna para establecer su residencia fija en Santa Cruz de Tenerife, al cebo de su activo comercio, escogiendo para su alojamiento el propio castillo principal de San Cristóbal. Desde esta fortaleza inició Valhermoso las hostilidades contra el Cabildo de Tenerife, hostilidades que habían de durar doce años y que habían de tener como móvil principal la fortificación del puerto y de la isla.


    El marqués de Valhermoso, tras de haber reconocido minuciosamente la fortaleza de San Cristóbal y el castillo de San Juan, en compañía del ingeniero Miguel Tiburcio Rossell, descubrió en los mismos imperfecciones y daños y acudió en seguida al Cabildo de Tenerife por ser ambas fortalezas de dotación municipal, con objeto de que arbitrase los fondos necesarios para dar comienzo a las obras y reparos.


    Don Lorenzo Fernández Villavicencio, hombre de acción más que de fórmulas, se presentó en persona ante el Cabildo de Tenerife el 31 de agosto de 1723, no sin antes atemorizar a los regidores propalando amenazas, hasta el extremo de que cuatro de ellos, don José Pedro Lordelo, don José Tabares de Cala, don Bartolomé Yáñez de Torres y don Carlos de Mesa Llerena y Ponte, acudieron ante escribano para hacer constar la coacción que se ejercía sobre ellos “para embarazar que ningún particular pudiese libremente votar lo que se le ofreciese por el temor de sus violencias, [motivo por el cual], para quando llegase este caso, protestaban que qualesquiera acuerdos que se celebrasen, fuesen visto ser nulos y de ningún valor ni efecto...” 238.


    Para estas exigencias invocaba el marqués de Valhermoso algunos argumentos de peso. Recordará el lector cómo por un Real despacho de 9 de febrero de 1682 había autorizado Carlos II (agradecido a un nuevo donativo de las islas por valor de 20.000 pesos) a separar cada año del arbitrio del uno por ciento la cantidad de 2.000 pesos, que habían de invertirse íntegramente en las obras de fortificación. Dijimos también que estos fondos fueron manejados a su antojo por los capitanes generales para mejorar y ampliar las fortificaciones del Rey, sin excluir por ello a las corporaciones locales de atender a los gastos de los castillos de dotación municipal, que siguieron gravando sobre sus presupuestos.


    Los términos de la cuestión variaron cuando Felipe V aprobó, por cédula despachada en El Pardo el 6 de diciembre de 1718, el Reglamento regulador del comercio de Canarias con las Indias, pues en su artículo 27 declaraba lo siguiente: .


    “Que asimismo se han de hacer por las referidas islas los gastos de fortificaciones que debieren executarse en ellas, ya fuese reparando las que avia actualmente o aumentando otras si fuese conveniente construirlas, como también los gastos de montages de artillería, armas para el uso de ella y esplanadas, u otro qualquiera que pertenezca a estos fines y al de las fortificaciones, como el todo de este dispendio no excediese de 2.000 pesos escudos en cada uno de los seis años, desde el de 1719 hasta el de 1724, cesando las islas en esta obligación en adelante.”


    Como este artículo aparece inserto en el Reglamento tras de una amplia referencia al impuesto del uno por ciento, cuya extinción en 1724, de acuerdo con las disposiciones vigentes, era prorrogada por doce años más, o sea hasta 1736, está claro que la obligación anterior era independiente de dicho impuesto y de los 2.000 pesos que desde 1682 se separaban todos los años para los gastos más urgentes de fortificación y armamento artillero.


    En otros términos: que de acuerdo con el artículo 27, las islas que se habían beneficiado del comercio americano —Tenerife, Gran Canaria y La Palma— adeudaban, en 1723, 10.000 pesos por no haber gastado en los cinco años transcurridos lo que se había estipulado, con independencia del uno por ciento, para los gastos de fortificación. Este fue el argumento de peso que llevaba preparado el comandante general, marqués de Valhermoso.


    Sin embargo, ignoraba Valhermoso que la isla de Tenerife se había anticipado a resolver la cuestión, pues en la sesión del Cabildo correspondiente al 30 de octubre de 1719 había acordado, dada la cortedad y penuria de sus caudales, “que los 2.000 pesos con que debía acudir se sacasen de los navíos de la permisión de Indias”, usando de un argumento de la más pura lógica. Los capitanes y cargadores de navíos se opusieron a esta resolución por considerar que lesionaba sus intereses, y tras de contradecirla siguieron pleito ante el juez superintendente del comercio de Indias, quien por auto de 3 de enero de 1720 resolvió “que en atención a los cortos caudales y lo acordado por la ciudad, se les notificase a dichos capitanes que por ahora y en el ínterin que recurrían a S. M., y queriendo usar del permiso de la navegación, exhibiesen dentro de segundo día los referidos 2.000 pesos para fortificaciones o que dentro del mismo tiempo diesen fiadores abonados hasta en dicha cantidad”, con el compromiso por parte del Cabildo “de restituir a los capitanes o sus fiadores lo que para ello hubiesen desembolsado en el caso de que S. M. determinase otra cosa”. De esta resolución apelaron los capitanes ante el Rey; pero como tres de los navíos de Indias estuvieran próximos a partir, hubieron de plegarse a dar las fianzas oportunas, cosa que repitieron todos los demás buques que se dirigían a América hasta el año 1723.


    En estas circunstancias se plantea la reclamación de Valhermoso, hecha efectiva en forma personal, en la sesión del Cabildo de 31 de agosto de 1723. Mas el Cabildo supo responder a sus apremiantes demandas con los argumentos antes expuestos, y sólo accedió a que “se contribuyese con las porciones y medios, que así de los propios como de otros arbitrios que se considerasen más necesarios para alivio de esta ciudad, según y en la forma que a ello podía ser obligada la ciudad, sin hacer más dura su obligación ni perjudicar su derecho”. El Cabildo de Tenerife designó diputados para entendérselas con el marqués de Valhermoso a los regidores don Gonzalo de Ocampo, don Gonzalo Machado y don Álvaro Machado, autorizándoles para poder librar “sobre el mayordomo de propios el caudal que se tuviese por indispensable, teniendo presente los gravísima atrasos, así de las rentas del Cabildo como de todas las islas por la notoria penuria que en tan continuados años han padecido y actualmente padecían con la cortedad de cosechas en todo género de frutos, cuya calamidad impedía sus deseos en todo lo que pudiese ser del Real servicio y de su obligación”.


    El 4 de septiembre de 1723 se reunieron el comandante general y los diputados, y después de un duro y largo forcejeo aquél obtuvo de éstos un primer libramiento contra el mayordomo del Cabildo por la cantidad de 800 pesos escudos. Los diputados se dirigieron seguidamente por carta al capitán de caballos don Francisco Monteverde, castellano de San Cristóbal, “manifestándole la estrechez de medios en que se hallaba el Cabildo para dichas fortificaciones, y que aunque la isla era la obligada, quienes disfrutaban la permisión... eran los capitanes y dueños de navíos, quienes sería razón se juntasen y concurriesen con la cantidad que pudiesen de pronto para este fin”. Al alcaide Monteverde le pareció atinada la solución y hasta propuso que el reparto se hiciese a prorrateo; pero no estando conforme con el proyecto Valhermoso, languideció la propuesta sin conducir a nada práctico.


    Pronto los 800 pesos desaparecieron y le fue forzoso al marqués acudir de nuevo a la carga para obtener del Cabildo el numerario preciso para proseguir las obras. De este asunto trataron Valhermoso y los diputados el 24 de abril de 1724. El comandante general expuso a los representantes del Cabildo la conveniencia de adelantar los trabajos, les recordó que adeudaban además “los efectos del uno por ciento atrasados”, independientes de la obligación anterior, y terminó proponiendo a los diputados “que en atención a los atrasos que padecían las rentas del la ciudad, sus empeños y cargas”, le parecía la solución más viable que el Cabildo “separase de los granos de sus rentas 1.000 fanegas de trigo y el importe del haber del Peso, para que quedase en poder del mayordomo y su producto se fuese gastando en dichas fortificaciones”. El mismo día 24 de abril el Cabildo discutió sobre estas propuestas y escuchó el informe que el mayordomo de propios evacuó sobre el estado de los mismos, verdaderamente calamitoso, motivo por el cual solicitó este mandatario “que no se librase cosa alguna para fortificaciones por no tener de qué pagarlo”. Los regidores renunciaron en vista de la situación a los salarios que legalmente les correspondían, y recortando gastos en el corto presupuesto municipal, pudieron poner a disposición del comandante general otros 1.000 pesos escudos 239.


    Con estos dos libramientos de 800 pesos primero y 1.000 más tarde, dio comienzo Valhermoso a las obras de reparación en las fortificaciones, utilizando para ello los servicios del ingeniero permanente, coronel Miguel Tiburcio Rossell, que por su edad y achaques mal podía cumplir con los deberes propios de su cargo, y del ingeniero Francisco Álvarez Barreyro que, de retorno de Méjico, quedó incorporado, a instancias de Valhermoso, a la guarnición de la plaza para suplir el retiro casi forzado de aquél 240.


    ¿Qué obras eran éstas? Dejando a un lado los reparos corrientes en los muros de la fortaleza o en el encabalgamiento de sus cañones, el marqués de Valhermoso, que como ya hemos dicho, había convertido la fortaleza en morada propia, inició la construcción de diversas habitaciones y dependencias, tales como el despacho, la antesala, el oratorio, una nueva cocina y aljibe, la secretaría, etc., que restaban seguridad a la misma y producían gastos superfluos e innecesarios 241. Además, con sus procedimientos autoritarios alteró la práctica tradicional en estas obras, consistente en que los diputados del Cabildo reconociesen la fortaleza como primera medida, estudiasen los reparos necesarios, informasen de todo ello al Regimiento y éste resolviese, sin ajenas intromisiones, lo que había de fabricarse, cuándo y cómo. Para el marqués de Valhermoso al Cabildo no le correspondía otra función que librar el dinero preciso para las obras.


    Ello obligó al Regimiento a enfrentarse con el comandante general, ordenando al diputado de fortificaciones, Álvaro Francisco Yáñez, efectuar los reconocimientos necesarios para obrar en consecuencia. El reconocimiento, realizado el 27 de agosto de 1724, hizo ver que mientras “las murallas del dicho castillo estaban desvaratadas y desmolidas en parte hasta los cimientos”, se estaban fabricando diversos cuartos “con el perjuicio de quitar las luces a otro vajo que servía para los castellanos y sus familias”, ambas cosas sin su acuerdo y sin su intervención.


    El Cabildo, en sesión de 2 de septiembre de 1724, protestó de estas infracciones, y suplicó al comandante general “suspendiese la fábrica de un Algibe que solicitaba hacer en dicho castillo principal, junto con las demás obras, representándole la ninguna necesidad que había de dicho Algibe, y sí de reparar las murallas, pues era lo más preciso por el mal estado que tenían”. Sin embargo, Valhermoso no atendió a la súplica del Cabildo y las obras prosiguieron, así como las reclamaciones continuas de dinero.


    Sería tarea en extremo tediosa resumir las incidencias de la serie interminable de reclamaciones y respuestas cruzadas entre el comandante general y el Cabildo en materia de fortificación. Jamás en época alguna de la historia de Canarias se discutió tanto y se progresó tan poco, en este aspecto de la defensa militar, como bajo el mando despótico del marqués de Valhermoso.


    Estas medidas contra el Cabildo culminaron en una serie de autos despachados desde Santa. Cruz para que aquél librase las cantidades gastadas en las fortalezas, que como ya podrá el lector suponer el Cabildo desobedeció, aparte de su improcedencia, por no tener en arcas dinero disponible. En vista de ello, quiso Valhermoso extremar la coacción sobre los regidores con nuevas amenazas, y el 25 de septiembre de 1726 escribió al corregidor, don Juan Manuel de Mesones y Velasco, “ordenándole que en vista de la morosidad de la ciudad [Cabildo] en satisfacer lo gastado en el castillo principal dispusiese que para fenecer las obras bajasen sus diputados, quienes no se apartasen de Santa Cruz hasta que estuviesen fenecidas, y que pusiese embargo jurídico en todas las rentas de aquel año para que a nadie pagase sin que estuviesen satisfechas las deudas...”


    ¿El corregidor, como era natural, se limitó a leer la carta al Cabildo, y éste a darse por enterado de los buenos propósitos del comandante general.


    Entraban ahora en las aspiraciones de Valhermoso ampliar las obras al castillo de San Juan, con objeto de reconstruir la vivienda del alcaide; mas el Cabildo sólo pudo poner a su disposición 300 fanegas de trigo para con el importe de su venta atender a parte de los gastos que las obras supusiesen. Un nuevo auto, de 2 de octubre de 1726, despachado por Valhermoso recordaba al Cabildo la obligación en que estaba de atender a la conservación de los dos castillos de San Cristóbal y San Juan, y le exigía, sin perjuicio de que se “executase lo que tenia mandado por su carta de 25 de septiembre [el embargo]”, que se presentasen en Santa Cruz, sin excusa alguna, el 15 de octubre, los caballeros diputados de fortificaciones “para que ajustasen la obra del dicho alojamiento [del castillo de San Juan] con el maestro que más les conviniese”.


    El Cabildo, que unas veces se sentía osado hasta la temeridad y otras acobardado y pusilánime por las violencias y amenazas de Valhermoso, cedió esta vez a sus exigencias y acordó en la sesión del 14 de octubre que si el comandante general consideraba que eran precisos “los alojamientos, no se podía negar el Cabildo a contribuir en todo lo que fuese del real servicio, pues desde luego estaban prontos sus caudales, personas, vida y hazienda a todo lo que fuese en defensa precisa de la isla, según y como, nunca se había negado en quanto había sido preciso; que el mayordomo de propios tuviese a disposición de Valhermoso todo el caudal de ellos sin aceptar libramientos que no fuese para lo que disponía, y finalmente que los diputados de fortificación compareciesen en Santa Cruz”. Sólo se atrevía el Cabildo a recordar al comandante general que en lo referente “a las fábricas dentro de Los dos castillos sólo había atendido el Ayuntamiento a los reparos y manutenciones y no a construirlas de nuevo porque las Reales cédulas en que se le concedía facultad para nombrar castellanos fue remuneratoria de las fábricas hechas y no para lo de adelante”.


    Por la fecha que comentamos ya había abandonado las Canarias el ingeniero Francisco Álvarez Barreyro y había venido a reemplazarle otro joven ingeniero, Miguel Benito de Herrán, pues si bien Miguel Tiburcio Rossell sobrevivía, poco podía colaborar, dado su estado de salud, en las tareas de fortificación de la plaza de Santa Cruz. El plan de estos ingenieros se reducía, aparte de la construcción del alojamiento para el alcaide en el castillo de San Juan, a la edificación en ambas fortalezas de distintas dependencias “para cubrir la tropa”, motivo por el cual en cuanto conoció Valhermoso la resolución del Cabildo decretó por medio de un nuevo auto, de 18 de octubre, que se diese comienzo a las obras “pagándose todos los gastos de las rentas embargadas de sus propios con antelación a todas las demás obligaciones”.


    Estas obras se realizaron, en efecto, en el otoño-invierno de 1726 - 1727 y consistieron en la construcción del alojamiento del castillo de San Juan y de diversas habitaciones para el condestable, sargentos y tropa en el de San Cristóbal 242. De la dirección de las mismas se encargó el ingeniero Miguel Benito de Herrán, y el coste tan sólo de las primeras ascendió a 6.000 reales, precio en que se adjudicó la obra al mejor postor. Para atender a estos gastos vendió el Cabildo por la misma época 1.700 fanegas de trigo.


    El Cabildo, sumiso y obediente a los dictados del general, suplicó ahora “que levantase el embargo de los propios de la ciudad, respecto de haber ocurrido varios acreedores a pedirle sus respectivos créditos” 243. Sin embargo, éste dejó subsistente el embargo por la cantidad de 1.000 pesos anuales, hasta tanto que se recuperaban los 12.000 pesos para fortificaciones acordados en el reglamento de comercio con América de 1718.


    Las violencias de Valhermoso llegaron a tal extremo que no tuvo reparos en encarcelar, en agosto de 1727, al mayordomo de propios del Cabildo por negarse a satisfacer 8.000 reales, importe de diversos gastos de carácter militar.


    Si a una cuestión puramente de principio, interpretativa de un precepto legal —el artículo 27 del reglamento de 1718—, referente a los 12.000 pesos que se habían de abonar en seis años para gastos de fortificación, añadimos la serie continuada de atropellos, exacciones de toda índole, violaciones de privilegios, etc., no ha de sorprendemos que el Cabildo de Tenerife, unas veces rebelde y otras sumiso, decidiera hacer frente a la situación allí donde el influjo de Valhermoso no se podía dejar sentir por medio de atropellos y amenazas en la corte. Ya los procuradores o diputados del Cabildo habían iniciado ante distintos Tribunales y Consejos las reclamaciones y recursos; mas el Regimiento no se conformó con ello, y en 1727 dio amplios poderes, como mensajero particular en la corte, al regidor don Alonso Fonseca, primera víctima del despotismo de Valhermoso, recién regresado de El Hierro, tras de vivir en esta isla varios meses confinado. Las reclamaciones de Fonseca inundaron materialmente de papel las oficinas de Tribunales, Consejos y Secretarías hasta tal extremo que, como ya hemos dicho, fue creada para resolver tanto expediente la Junta de Canarias, de efímera vida, cuyos papeles se conservan hoy en varios voluminosos legajos en el Archivo Histórico Nacional 244.


    No estará de más añadir que cuando el marqués tuvo conocimiento de la salida clandestina del regidor Fonseca, se presentó airado en el seno del Cabildo para que los regidores declarasen, con un “niego” o “confieso”, si era cierta la presencia de Fonseca como apoderado en la corte, y que cuando tuvo una respuesta confirmatoria, abandonó la sala demudado de ira y lanzando denuestos y amenazas contra los munícipes.


    Las reclamaciones contra Valhermoso fueron tantas y de tan diversa índole, que de momento sólo hemos de limitamos a tratar aquéllas que conciernen, pura y simplemente, a las fortificaciones de Santa Cruz de Tenerife.


    El pleito fundamental planteado por el Cabildo ante el Consejo de Castilla, en forma de recurso el 12 de marzo de 1727, giraba en torno a la interpretación que debiera darse a los artículos 25, 26 y 27 del reglamento de 1718 sobre el comercio canario-americano. Por eso prescindimos de momento de examinar este expediente, al que nos volveremos a referir más adelante, cuando abordemos el estudio del impuesto del uno por ciento, de tan íntima conexión con cuanto se refiere a las fortificaciones.


    Más concretas eran, en cambio, las quejas formulados ante el Consejo de Guerra por el mensajero Fonseca. Estas se reducían a impugnar las decisiones tomadas contra todo derecho por el marqués de Valhermoso en los puntos siguientes: l.° Que había escogido para morada propia el castillo de San Cristóbal, impidiendo que en él habitasen los alcaides o castellanos. 2.° Que había construido en el mismo diversas habitaciones, abriendo huecos en las murallas, que restaban eficacia militar a la fortaleza; y 3.° Que no observaba el estilo antiguo en la manera de planear las obras, violando abiertamente los privilegios y prácticas del Cabildo, que le autorizaban para acordar los reparos precisos en los dos castillos de dotación del Regimiento, San Cristóbal y San Juan, previo el reconocimiento de los mismos, efectuado por los diputados de fortificaciones.


    Por la fecha que comentamos ya no residía en Canarias, por motivos de salud, el ingeniero Miguel Benito de Herrán, así es que a él pidió informe sobre estas denuncias el Consejo de Guerra, seguro de su imparcialidad y sobre todo como experto conocedor de los problemas canarios (20 de julio de 1729). Este informe, muy interesante, porque aborda y denuncia distintos problemas concernientes al Archipiélago, confirmaba en parte las denuncias formuladas por la isla contra la gestión del marqués de Valhermoso (12 de agosto de 1729).


    También se pidió por el Consejo de Guerra informe secreto, el 18 de agosto de 1728, al obispo de Canarias don Félix Bernuy y Zapata, “para que, asesorándose de técnicos, dictaminase sobre la utilidad de lo edificado por el marqués de Valhermoso, sin contar para nada con el Cabildo, en contra de lo mandado”. El obispo se trasladó a Santa Cruz de Tenerife en enero de 1729, buscó asesores técnicos y no los halló, porque acababa de fallecer, en noviembre de 1728, el coronel Miguel Tiburcio Rossell y porque el capitán Miguel Benito de Herrán se encontraba en la corte víctima de una enfermedad mental, en vista de lo cual tuvo que conformarse con emitir su opinión reconociendo, según confiesa, su propia impericia. Para el obispo de Canarias cuanto el marqués de Valhermoso había construido en la fortaleza de San Cristóbal no restaba valor y eficacia militar al castillo; pero en cambio aprovechaba la coyuntura para arremeter contra las tendencias excesivamente centralistas de Valhermoso: “El marqués —dice— ha abrogado a sí casi enteramente todo lo que pertenece a las incumbencias de otros ministros, como son el juez de Indias, el administrador de Rentas reales y el de Tabacos, y maneja a su arbitrio en los comercios del Norte y de la América, siendo interesados en ellos los favorecidos del dicho marqués y no otros en quienes concurre igual o mayor razón para ser atendidos.” El informe está evacuado en Santa Cruz el 2 de febrero de 1729.


    Pese a que estos informes no eran desfavorables al comandante general en el punto concreto de las fortificaciones, los mensajeros de la isla de Tenerife tuvieron fuerza bastante para arrastrar a autoridades y organismos centrales a frenar al marqués de Valhermoso en su política autoritaria y violenta. El secretario de Estado, marqués de Castelar, dio orden desde Sevilla, el 6 de septiembre de 1730, a Valhermoso para que cesase en disponer a su antojo las obras en las fortalezas de dotación del Cabildo, limitándose tan sólo a visitarlas para proponer los reparos que a su juicio se debían realizar, dejando la decisión y ejecución al Regimiento de la isla. Recordaba el marqués de Castelar al de Valhermoso el texto de dos Reales cédulas del año 1621 referentes al “estilo y práctica” que en la ejecución de los reparos debía seguirse 245, y que consistía en que el Cabildo designaba de su seno dos regidores con título de diputados de fortificación para que reconociendo los castillos le asesorasen sobre las obras y reparos que se debían acometer.


    Por su parte el Consejo de Guerra fue más enérgico en su determinación, ya que por resolución de 11 de septiembre de 1730 decretó que Valhermoso abandonase sin demora el castillo de San Cristóbal para que pudiesen habitarlo sus alcaides; que reintegrase al Cabildo de todos los gastos hechos para edificar las habitaciones de su residencia; que fuesen éstas demolidas por inútiles y perjudiciales, y, por último, que cesase en toda intervención en el gobierno y manejo de los propios del Cabildo de Tenerife 246. Palo tan fuerte y frenazo tan rápido no lo había hasta entonces sufrido más que un émulo de Valhermoso, en genio y carácter, don Luis de la Cueva y Benavides.


    ¿Cumplió el comandante general lo ordenado por el Consejo de Guerra? Nos inclinamos a creer que no; por lo menos tuvo que serle recordada, por Real orden de 30 de marzo de 1732, la obligación en que estaba de abandonar sin excusa ni demora alguna el castillo de San Cristóbal.


    * * *


    No obstante lo expuesto, es indudable que estas resoluciones del año 1730 marcan un cambio en la política seguida por Valhermoso en sus relaciones con el Cabildo de Tenerife en materia de fortificación. A partir de la fecha indicada la política del diálogo sustituye a la del monólogo y el comandante general tuvo que reducirse a su papel de simple promotor e inspirador de las obras, aunque acuciando al Cabildo con su inquebrantable sistema de presiones y amenazas.


    El marqués de Valhermoso tuvo que pasar por la humillación de dar cuenta al Cabildo de Tenerife del texto de la carta-orden del marqués de Castelar; pero en seguida se resarció exigiendo del Ayuntamiento la designación de diputados que discutiesen con él en Santa Cruz las obras de ejecución más urgente. Esta junta se reunió el 29 de marzo de 1731 y representaron en ella al Cabildo los regidores diputados Pedro Colombo de Vargas y Juan Crisóstomo de León y Molina 247. Asistió a la junta como asesor técnico el capitán Juan Martínez del Castillo, teniente de castellano de San Cristóbal, “que por falta de ingeniero estaba sirviendo este empleo”.


    El mismo día 29 de marzo los dos regidores diputados designaron peritos para el reconocimiento de las obras al condestable Bartolomé Álvarez Ferrer, maestro de carpintería, y el artillero Diego Núñez, maestro de albañilería.


    La visita y reconocimiento de las obras se efectuó el 30 de marzo de 1731 en presencia de los diputados, del capitán Juan Martínez del Castillo y de los peritos. El capitán Castillo fue indicando los principales destrozos y daños que se apreciaban, y previo asentimiento de los peritos y el visto bueno de los diputados, el escribano del Cabildo fue tomando relación de todos ellos. En vista de lo acordado, el comandante general expidió un auto el 1 de abril del mismo año, conminando al Cabildo para iniciar los trabajos en el plazo máximo de un mes.


    El Regimiento de la isla se reunió para discutir y resolver sobre estos reparos y obras los días 2 y 4 de abril, conformándose los regidores con algunos de los reparos, pero disintiendo, en cambio, de los más, por considerarlos innecesarios y superfluos. Este fue el acuerdo que se comunicó al comandante general.


    El marqués de Valhermoso no quiso ni darse por enterado del acuerdo del Cabildo, y veinticuatro horas más tarde expedía un nuevo auto conminando a este organismo para la ejecución inmediata y exacta de las obras acordadas en presencia y con el asentimiento de los diputados de fortificaciones.


    Con este motivo volvieron a enzarzarse en una interminable disputa el comandante general y el Regimiento de Tenerife. El Cabildo sostenía, con razón, que a) los diputados de fortificaciones sólo incumbía dictaminar sobre las obras propuestas, ya que el acuerdo definitivo le correspondía por completo; en consecuencia resolvió que puesto que el marqués de Valhermoso volvía a sus viejas mañas se apelase, por su mensajero en la corte, ante el Consejo de Guerra contra lo resuelto por el comandante general (9 de abril de 1731).


    Al conocer Valhermoso esta decisión, no se inmutó por ella, y volvió a reiterar el día 10 de abril el auto antecedente exigiendo del Cabildo el comienzo inmediato de las obras y la presencia en Santa Cruz de los diputados de fortificaciones. El Regimiento se reunió para resolver el 16 de abril, y si bien reiteraron los regidores la apelación, acordaron, para dar largas al asunto, designar nuevos diputados que acudiesen a Santa Cruz para la tasación de las obras proyectadas.


    Estos diputados, José Pedro Lordelo y Juan B. van Dame, ambos regidores, se personaron en Santa Cruz de Tenerife pocos días más tarde, y con el auxilio de los albañiles Andrés Melián y Juan Rodríguez Cogote tasaron las obras propuestas en la cantidad de 8.873 reales.


    Mas como siguiesen las dilaciones, la paciencia de Valhermoso se agotó, cosa nada extraña en él, y el 2 de junio de 1731 volvió a expedir un nuevo auto mucho más conminatorio que los anteriores. Exigía por él al Cabildo el comienzo inmediato de las obras, la presencia en Santa Cruz de los diputados y el libramiento del dinero preciso para las mismas, con la amenaza de multar a los regidores que no acudiesen a acordar lo señalado.


    En vista de esta actitud violenta, el Cabildo tuvo a la postre que allanarse momentáneamente a la voluntad del comandante general, y en sesión de 4 de junio del año indicado votó por que se sacasen a remate las obras. Publicados los edictos oportunos, nadie acudió al concurso, que tuvo que ser declarado desierto.


    El Cabildo halló motivo entonces para dirigirse por carta al comandante general, y tras de exponerle el resultado del remate, le hacía ver de nuevo el mísero estado de sus propios y la conveniencia de que de los 2.000 pesos reservados para los gastos de fortificación (impuesto del uno por ciento) se extrajesen los 900 precisos para la ejecución de estos reparos.


    El marqués de Valhermoso se negó en redondo a aceptar esta propuesta, ya que en su opinión los 2.000 pesos del impuesto del uno por ciento estaban reservados para las fortificaciones del Rey y no para las que eran de dotación de la “ciudad”; en consecuencia, volvió a expedir el 28 de junio un último y definitivo auto para que el Cabildo aprontase en el plazo de ocho días el caudal necesario para dar comienzo a las obras.


    El Cabildo, no pudiendo alargar más las dilaciones y demoras, resolvió el 30 de junio que se accediese a ejecutar por su cuenta las obras más imprescindibles en los dos castillos de su dotación, que a tal efecto librase el mayordomo de propios a los diputados de fortificaciones las cantidades oportunas, y que se apelase, por último, ante el Rey, de la decisión del comandante general.


    Las obras dieron comienzo el día 6 de agosto del año expresado bajo la dirección de los maestros Melián y Álvarez Ferrer, y prosiguieron sin interrupción hasta el 27 de octubre, en que se suspendieron de manera definitiva. ¿Causas? Según declararon los albañiles en presencia de Valhermoso, la paralización obedeció a que los caballeros diputados carecían de los fondos necesarios para proseguirlas.


    En la ocasión de referencia pudieron más las dilaciones de los regidores y la ruina económica del Cabildo por las malas cosechas, que disminuían las rentas de sus propios, que la tenacidad a toda prueba del marqués de Valhermoso. Este terminó dándose por vencido, de manera momentánea, y resolvió que se continuasen las obras a costa del uno por ciento, aunque con la reserva de hacerlas a título de anticipo, pues su importe sería cobrado más adelante cuando mejorase la situación de la hacienda municipal.


    No acabaron de esta manera los pleitos del año 1731 provocados por las diferencias entre las autoridades insulares en materia de fortificación. El acuerdo del Cabildo de 9 de abril de 1731 de apelar ante el Consejo de Guerra de las resoluciones antijurídicas de Valhermoso, fue hecho efectivo por el mensajero de la isla don Alonso de Fonseca y Mesía, y provocó el despacho del Consejo de 17 de septiembre de 1731, por el que se reclamaban los autos y se citaba a las partes para alegar su derecho.


    El Cabildo de Tenerife expuso en defensa de su actitud los enormes gastos que en materia militar presupuestaba al año y que ascendían a 26.676 reales y solicitó una vez más que los reparos en las fortalezas se hiciesen a costa de los 2.000 pesos separados del uno por ciento, que venían gastando desde 1682 los capitanes generales con muy poco provecho para las fortificaciones de la marina de Santa Cruz de Tenerife.


    Los autos pasaron más adelante por decreto de 13 de marzo de 1732 al fiscal del Consejo de Guerra; luego en el propio año a conocimiento de la Junta de Canarias, donde este expediente quedó unido a otros análogos para definitiva resolución 248.


    El comandante general, en su afán intervencionista, quiso alterar el régimen de pago a los soldados de la guarnición de los castillos y con ello produjo nuevos disturbios en el seno de la administración local. Era costumbre inmemorial que el sueldo le fuese pagado a los soldados cada cuatro meses, aunque a decir verdad los mayordomos de propios habían introducido el abuso de pagar a condestables, artilleros y soldados su sueldo en especie: trigo, ropas, etc., a precios por lo general elevados, de manera que éstos salían defraudados con su venta. El marqués de Valhermoso dispuso, por auto de 24 de enero de 1732, que el pago de los sueldos se hiciese por mensualidades vencidas, depositándose el dinero por el mayordomo de propios en Tesorería con intervención de la Contaduría. Como el Cabildo pagaba los sueldos de sus propios, éstos se nutrían del trigo de sus cosechas y la venta del trigo se solía hacer en mayo o agosto, resultaba que los mayordomos tenían que adelantar de su peculio los fondos si cumplían las órdenes del comandante general. La consecuencia inmediata fue que nadie quiso aceptar el cargo de mayordomo, salvo algún incauto como Rafael Ramos Perera, que en cuanto tuvo conocimiento de la realidad se apresuró a dimitir con la excusa de enfermedad.


    El Cabildo acordó apelar del auto ante el Consejo Real, y en vista de ello resolvió Valhermoso por otro auto de 13 de febrero de 1732, que entre tanto que el Consejo resolvía los sueldos se pagarían del importe del arbitrio del uno por ciento, que luego reintegraría el Cabildo a su debido tiempo. El Cabildo tampoco se conformó con esta solución y acordó apelar contra la misma.


    * * *


    El problema de la fortificación de los castillos de dotación del Cabildo volvió a plantearse un año más tarde, cuando el comandante general, marqués de Valhermoso, se dirigió por medio de una carta al Ayuntamiento de la isla notificándole cómo España se había visto arrastrada a participar en la guerra de Sucesión de Polonia y el peligro que esta nueva conflagración podía suponer para el Archipiélago. Esta misiva, que está fechada en Santa Cruz el 7 de diciembre de 1733, servía para recordar al Cabildo la obligación en que estaba de reparar las dos fortalezas de San Cristóbal y San Juan.


    El Cabildo no quiso desoír aquella llamada y envió a Santa Cruz como diputados a Pedro Colombo de Vargas y a Luis Tomás Baulen de Ponte. Estos recorrieron los castillos el 12 de diciembre de 1733 y volvieron a efectuar un segundo reconocimiento, el 17 de diciembre, en presencia de peritos, y en compañía del capitán Juan Martínez del Castillo, que ejercía las funciones de ingeniero por hallarse este puesto vacante. En este día se levantó acta de las obras de imprescindible realización.


    Para acordar sobre ellas se reunió el Cabildo el 4 de enero de 1734, y estuvo conforme en que se realizasen a su costa los más urgentes reparos. Así le fue comunicado al comandante general, marqués de Valhermoso.


    Iniciadas las obras el 17 de enero se suspendieron de nuevo cuatro meses más tarde, el 1 de mayo, por carencia de materiales (sic). El marqués de Valhermoso protestó de esta decisión, recordando al Cabildo por segunda vez la obligación en que estaba; mas éste supo a su vez responderle que el límite de su obligación estaba precisamente en conservar los castillos en buen estado sin tener por qué subvenir a las obras nuevas que en los mismos se proyectasen.


    Pensó entonces el marqués de Valhermoso en acudir al comercio de Santa Cruz para obtener en préstamo la cantidad necesaria para rematar las obras en proyecto. Mil pesos solicitó de los comerciantes, mas éstos sólo pudieron reunir 760 que pusieron a su disposición; esta cantidad se la repartieron, entre otros, los comerciantes Juan Dujardin, Amaro Rodríguez Felipe, Santiago Eduardo y Miguel Botín.


    Como el Cabildo había de responder en su día del préstamo, Valhermoso volvió a encarecer la presencia en Santa Cruz de los diputados de fortificaciones. Los designados ahora fueron Pedro Colombo de Vargas y Juan B. van Dame, a quienes exigió Valhermoso efectuar el reconocimiento y firmar el acta oficial del mismo, con amenazas de tenerlos detenidos mientras así no lo hiciesen. Eran alcaides entonces de San Cristóbal y San Juan, Luis Tomás Baulen de Ponte y Vicente Lordelo.


    Ante este atropello, las protestas del Cabildo crecieron en tales términos que Valhermoso, cansado de tanto batallar, dióse de nuevo por vencido, y primero el 5 de junio y después el 6 de julio, expidió sendos autos para que las obras prosiguiesen en las fortificaciones de dotación de la ciudad, pagándose su coste de los caudales del uno por ciento y a expensas de la hacienda real si aquéllos no fuesen bastantes.


    Como puede apreciarse de cuanto hasta aquí se ha expuesto, jamás en etapa alguna de gobierno se discutió y se pleiteó tanto y se progresó tan poco como en el largo período del mando en Canarias del marqués de Valhermoso (1723-1735).


    Si se dejan a un lado los reparos continuos, eficaces para tener en el mejor estado las fortificaciones, sólo cabe apuntar en el haber de don Lorenzo Fernández Villavicencio la construcción de habitaciones y alojamientos en los dos castillos de San Cristóbal y San Juan, y la del tambor o empalizada de la primera de estas fortalezas para mejor defensa de los accesos a la misma 249. En todo lo demás puede decirse que no se progresó en absoluto en relación con tiempos anteriores. Su mando no lo llenan sino estos inacabables, estériles y costosos pleitos y litigios que hemos reseñado abreviadamente, y que a decir verdad bien merecían yacer en el olvido.


    Tanto llegó a sorprender a las autoridades metropolitanas esta contradicción, que cuando los diversos expedientes y autos que versaban sobre materia de fortificación pasaron desde los distintos tribunales a conocimiento de la Junta de Canarias, no pudo evitarse que el promotor fiscal de la misma solicitase la exigencia de estrecha cuenta al marqués por su desacertada gestión en este punto. Tan sólo de los 2.000 pesos que se separaban del impuesto del uno por ciento para gastos de fortificación había invertido en la etapa de su mando cerca de 25.000, sin que nadie pudiese comprender en qué había podido gastar tan crecida cantidad. Si a ello añadimos lo que había obtenido manu militari de las arcas del Cabildo de Tenerife y lo que había gastado de los fondos de la Real hacienda, el misterio acrece en proporciones más inexplicables aún.


    En vista de ello la Junta de Canarias acordó, el 30 de mayo de 1733, “que se diese despacho para que el marqués de Valhermoso, en el término de dos meses, y en primera embarcación, remitiese a la Junta una relación individual de todos los caudales y efectos que hubiese destinado para fortificaciones de la isla, así por la Real hacienda como de los fondos del Cabildo”. Este despacho fue librado por la Junta de Canarias con inexplicable tardanza, ya que no se puso en circulación hasta el 1 de abril de 1735, dirigido al veedor de la gente de guerra don Santiago Álvarez de Abreu.


    El veedor lo puso inmediatamente en conocimiento del marqués de Valhermoso; mas éste se desentendió de la respuesta alegando que ya había cesado como comandante general de las Islas Canarias, y que a quien correspondía evacuar el informe era a su sucesor, don Francisco José de Emparán, que había tomado posesión del cargo el 5 de junio de 1735.


    Don Santiago Álvarez de Abreu, que era sobre quien había de recaer el peso de este trabajo, se dirigió entonces a la Junta para exponerle la situación, y sobre todo para solicitar un plazo más largo que le permitiese cumplir el encargo, ya que era imposible en dos meses preparar las cuentas de más de doce años.


    El plazo que solicitaba Abreu era de esos que nunca se cumplen, pues a los dieciocho meses de la toma de posesión de Emparán, todavía seguía entretenido en las cuentas. Reclamó el Cabildo de Tenerife, y entonces la Junta recordó el despacho antecedente por auto de 6 de febrero de 1737.


    Sin embargo, murió la Junta de Canarias en 1738 y el informe seguía todavía en preparación. Consta que diez años más tarde, en 1748, se seguía reclamando por el Consejo de Guerra, sin que se inmutase ante la reclamación el veedor don Lázaro de Abreu, que había heredado el cargo de su padre, así como su misma parsimonia 250.


    * * *


    Durante el mando del sucesor de Valhermoso, don Francisco José de Emparán, poco progresaron las islas en materia de fortificación. La tarea principal de este jefe durante su breve mando estuvo ceñida a poner orden en el gobierno del Archipiélago en todos los aspectos de la administración pública, perturbados por la malsana política del atrabiliario Valhermoso. Las fortificaciones en Santa Cruz de Tenerife progresaron muy poco, como decíamos antes, conforme lo revela un documento de 1737, que nos enumera las defensas con que contaba por la fecha este importante surgidero. Se trata de una certificación expedida en Santa Cruz el 14 de diciembre por el veedor de la gente de guerra Santiago Álvarez de Abreu.


    Según este documento, Santa Cruz seguía contando para su defensa con tres importantes fortalezas: l.° El castillo del Santo Cristo de Paso Alto, que contaba con una batería de 12 cañones “en buen estado”. 2.° El castillo de San Cristóbal, defendido por 11 cañones; y 3.° El castillo de San Juan, artillado con cuatro piezas. Desde Paso Alto hasta Barranco Hondo se extendía, según el mismo informante, una muralla o parapeto de cal y piedra y en el centro de cemento; esta muralla había sido reedificada desde Paso Alto al castillo de San Cristóbal, y se hallaba arruinada en el otro tramo por la acción conjunta de los huracanes y el mar. Este parapeto se encontraba flanqueado y defendido por medio de nueve reductos, a saber: l.° El reducto de San Miguel (tres cañones). 2.° La batería de la Candelaria (tres cañones). 3.° El fuerte de la huerta de los Melones o de San Antonio (dos cañones). 4.° La batería del Calvario (tres cañones). 5.° El fuerte de San Pedro (tres cañones). 6.° La plataforma de Nuestra Señora del Rosario (tres cañones). 7.° La plataforma de Santo Domingo (tres cañones). 8.° La plataforma de Nuestra Señora de la Concepción (tres cañones); y 9.° La batería de Nuestra Señora de Regla (dos cañones) 251.


    En los últimos momentos del mando en Canarias de don Francisco José de Emparán vino a las islas para estudiar su fortificación el ingeniero jefe, coronel Antonio La Rivière, quien apenas tuvo tiempo de imponer al comandante general de la situación, ya que sobrevino la muerte de éste (22 de diciembre de 1740).


    Contrasta con tan escasa actividad en materia de fortificación la que desplegó su inmediato sucesor, don Andrés Bonito y Pignatelli, que arribó a Santa Cruz de Tenerife en enero de 1741. Con motivo de la guerra recién declarada con la Gran Bretaña, este jefe tuvo la precaución de hacerse acompañar de un brillante plantel de técnicos militares, tales como el ingeniero extraordinario, coronel José de Andonaegui, el ingeniero segundo, teniente coronel Francisco La Pierre y los ingenieros extraordinarios Tomás Dothel, Claudio de Lisle y Manuel Hernández 252.


    Durante la gestión del comandante general don Andrés Bonito estos ingenieros, a las órdenes de su jefe, Antonio La Rivière, acometieron un vasto plan de fortificaciones militares por todas o casi todas las islas del Archipiélago, aunque a nosotros de momento, por referirse a Santa Cruz de Tenerife, sólo nos interese destacar la actuación de los ingenieros José de Andonaegui y Manuel Hernández.


    Consta de manera indiscutible que en 1741 el ingeniero militar, coronel don José de Andonaegui, reformó y renovó las baterías de San Pedro y del Rosario y construyó de nueva planta la batería de Santa Isabel.


    La reforma de la primera se redujo a añadirle diversas dependencias para alojamiento de la tropa y depósitos, además de los reparos en los muros y parapetos de todo su frente 253. En cuanto a la batería del Rosario, conocida a partir de mitad de siglo con el nombre de batería de la Rosa o de Nuestra Señora de la Rosa, los reparos hechos en ella fueron muy semejantes: consistieron en renovar sus muros y parapetos así como en construir a su espalda diversas dependencias y tinglados, aquéllas para el cuerpo de guardia y éstos para resguardo de la artillería 254.


    La batería de Santa Isabel, nuevamente construida, venía a reemplazar a la antigua del Calvario. El sitio escogido para su emplazamiento por Andonaegui era la parte más meridional de la huerta de los Melones, a corta distancia de la que aquélla en su día ocupara. En posición elevada y dominante en relación con su vecina, la batería de San Antonio, contribuía con sus fuegos a la defensa de la marina de Santa Cruz de Tenerife por esta parte. La batería de Santa Isabel tenía una disposición muy análoga a la de Nuestra Señora de la Rosa después de la reforma de 1741 255.


    El ingeniero don José de Andonaegui, después de su permanencia en Santa Cruz de Tenerife, pasó con análoga comisión a la isla de Gran Canaria, de cuyo gobierno de las armas se encargó con motivo de la guerra contra la Gran Bretaña, recién ascendido a brigadier del Real Cuerpo de Ingenieros (1743). Más tarde, en 1745, fue trasladado a Buenos Aires con título de gobernador y capitán general, cargo que desempeñó hasta 1756 256.


    En cuanto al ingeniero don Manuel Hernández, a él debióse la construcción de dos nuevas baterías más: las de Nuestra Señora del Pilar y San Francisco. La primera estaba emplazada en la parte superior de la huerta de los Melones, dominando por completo a ésta y combinando sus tiros con las otras dos vecinas de San Antonio y Santa Isabel, era de pequeñas proporciones 257.


    En cuanto a la batería de San Francisco, vino a sustituir a la de Nuestra Señora de Regla, ligeramente desplazada de lugar. Se hallaba situada en las proximidades de la ermita de este nombre, y se componía, como las anteriores, de una plaza de armas con troneras, unas habitaciones para el cuerpo de guardia, un pequeño depósito y un tinglado para resguardo de los cañones 258.


    Don Manuel Hernández era un ingeniero joven de extraordinaria pericia, de cuyo talento se hacen lenguas todos sus jefes sin excepción. Colaboró con Francisco La Pierre en el proyecto primero del primitivo muelle de Santa Cruz de Tenerife 259, y recorrió todas las islas en 1743 para dibujar los planos de cada una de ellas y el general del Archipiélago, cosa que efectuó con gran maestría 260.


    Estos planos fueron remitidos a la corte en 1746, y aunque hoy día se desconocen los originales, tenemos una reproducción fiel de ellos en los mapas que imprimió en 1780 el famoso geógrafo español Tomás López 261. Guiado por sus aficiones científicas, don Manuel Hernández midió en 1742 la altura del Teide, que calculó en 2.858 toesas sobre el nivel del mar 262.


    Don Manuel Hernández permaneció en las Canarias hasta el año 1749; en esta última fecha fue trasladado a la importante plaza americana de Cartagena de Indias para que trabajase en su fortificación, y aunque sus jefes, conocedores de su extraordinaria pericia, solicitaron del Rey la anulación del traslado, éste no accedió a rectificar la orden, por lo que tuvo que abandonar el Archipiélago en la fecha mencionada 263. De los demás ingenieros que formaron parte de la comisión que trajo consigo el comandante general don Andrés Bonito y Pignatelli, ya no quedaba por la fecha indicada sino el ingeniero segundo, teniente coronel Francisco La Pierre. El ingeniero jefe, coronel Antonio La Rivière, regresó a la metrópoli en mayo de 1743, por considerar el comandante general que ya no eran precisos sus servicios en el Archipiélago 264; el mismo camino siguió Tomás Dothel; Claudio de Lisle, falleció en Fuerteventura en 1743 265; José de Andonaegui abandonó Las Palmas en 1745, y sólo permanecieron en el Archipiélago Francisco La Pierre y Manuel Hernández,


    Era propósito de don Andrés Bonito despedir también al ingeniero La Pierre, por considerar que el ingeniero extraordinario don Manuel Hernández era “el más hábil” de todos, capacitado para dirigir por sí solo la fortificación del Archipiélago 266, mas su relevo en 1744 le impidió consumar la reforma. De esta manera quedaron de plantilla fija en las Islas Canarias el teniente coronel La Pierre y el capitán Hernández.


    En el momento de la partida de don Andrés Bonito el puerto de Santa Cruz de Tenerife se hallaba defendido por los tres castillos de San Juan, San Cristóbal y Santo Cristo de Paso Alto y las siguientes baterías y reductos, alineados de sur a norte: San Francisco, Nuestra Señora de la Concepción, Santo Domingo, Nuestra Señora de la Rosa, San Pedro, Santa Isabel, San Antonio y Nuestra Señora del Pilar (estas tres baterías en la huerta de los Melones), la Candelaria y San Miguel.


    Durante el mando del sucesor de Bonito, don José Masones de Lima, y del sustituto de éste, el mariscal de campo don Luis Mayony y Salazar, gobiernos ambos tan breves de plazo como escasos de acontecimientos, nada de particular ocurrió en materia de fortificación en las distintas islas del Archipiélago.


    A la muerte de este último, y durante la interinidad, cabe señalar por su notorio interés la visita del regente de la Audiencia de Canarias don Toman Pinto y Miguel, encargado de estudiar el régimen y administración de los propios de la isla de Tenerife por comisión del marqués de la Ensenada (Real orden de 9 de marzo de 1746). Don Tomás Pinto y Miguel estudió minuciosamente el estado de la hacienda municipal, ingresos y gastos, y fruto de sus desvelos fue un importante reglamento, verdadero presupuesto para el futuro, que tituló “Instrucciones para el mejor gobierno de los propios y rentas de la ciudad de San Cristóbal de La Laguna” 267.


    La situación precaria de los Cabildos, sus constantes quejas a la Corona frente a las presiones de los capitanes generales, en particular del marqués de Valhermoso, y las denuncias no menos constantes de éstos sobre la mala administración de los propios por parte de aquél, aconsejaron esta resolución, con que finalizó su reinado Felipe V y prosiguió en su gestión acertada el marqués de la Ensenada. El reglamento del regente Pinto nos interesa, en cuanto reguló también los gastos que habían de efectuarse en materia de fortificación.


    Al castellano de San Cristóbal, que con anterioridad a 1746 recibía como estipendio 2.058 reales con 28 maravedíes, respetó por completo su sueldo; al castellano de San Juan, que cobraba con anterioridad a la fecha indicada 1.100 reales, redujo su paga a 1.000 reales anuales; a los condestables, ayudantes, cabos artilleros y soldados de ambas fortalezas, que hasta entonces recibían 13.770 reales, redujo su sueldo a 11.477, a más de respetarles las 528 fanegas de trigo que como propina les tenía asignadas el Cabildo 268.


    Saneada la hacienda municipal, los comandantes generales volvieron a sus anteriores exigencias, que el Cabildo atendió si no con largueza, por lo menos en lo más preciso. En septiembre de 1747 el nuevo comandante general don Juan de Urbina se dirigió al Cabildo de Tenerife, exponiéndole los reparos que debían hacerse en el castillo de San Cristóbal. El Regimiento de la isla deliberó sobre el particular, y previo el reconocimiento de la fortaleza por los diputados, en presencia del ingeniero don Francisco La Pierre, se ejecutaron las obras y reparos sin el menor contratiempo 269.


    En 1749, como ya hemos referido, el ingeniero don Manuel Hernández fue destinado a la plaza de Cartagena de Indias, motivo por el cual su jefe, el teniente coronel de Ingenieros don Francisco La Pierre, permaneció durante varios años solo, sin colaboradores ni ayudantes, pese a sus muchos años y achaques. Durante este tiempo absorbió la atención general la construcción del muelle de Santa Cruz, cuyas obras dirigió personalmente este ingeniero. En recompensa a su actuación, Urbina tuvo a bien proponerle en 1755 para el ascenso a coronel.


    En este mismo año fue confirmado La Pierre en el cargo de ingeniero jefe y nombrado ingeniero segundo don Francisco Gozar.


    Estos dos ingenieros proyectaron una batería en el martillo del muelle en construcción; mas cuando apenas se iniciaban las tareas sobrevino la ruina de la cabeza de éste y hubo necesidad de declarar en suspenso las obras 270.


    Entonces proyectó el comandante general don Juan de Urbina, asesorado por el ingeniero don Francisco Gozar, la reconstrucción de la batería de San Antonio, en la huerta de los Melones. La batería vieja estaba tan arruinada que más que de una reedificación cabe hablar de una nueva construcción. Las obras se acometieron con gran rapidez y la batería resultante se componía de las dependencias corrientes en esta clase de construcciones 271.


    En tiempos de Urbina se proyectó también y construyó un sólido edificio para almacén de pólvora. Escogió para ello el comandante general un pequeño solar en el camino de Regla o del Calvario, casi enfrente al castillo de San Juan. Proyectó la construcción el ingeniero Francisco La Pierre, sobre la base de una gran nave de planta rectangular cubierta con bóveda de medio cañón; los muros no habían de tener más aberturas que diversos respiraderos, ventanas y puertas. Las obras, de cuya dirección se encargó el ingeniero Francisco Gozar, se iniciaron en 1756 y estaban por completo terminadas en 24 de mayo de 1758 272. El coste de las mismas ascendió a 6.000 pesos 273.


    Por este tiempo ya no se oye más hablar del ingeniero, teniente coronel don Francisco La Pierre, lo que nos hace suponer que debió fallecer en Santa Cruz de Tenerife alrededor de la fecha que historiamos. El ingeniero segundo don Francisco Gozar permaneció en su destino hasta el año 1763, en que fue trasladado a la Península y reemplazado por el también ingeniero militar don José Gandón.


    Sin embargo, Gandón no llegó a incorporarse a su destino, motivo por el cual la Secretaría de Guerra designó ingeniero jefe encargado de la fortificación de Canarias al teniente coronel Alejandro de los Ángeles.


    Este técnico desembarcó en Santa Cruz de Tenerife el 14 de diciembre de 1763, cuando el Archipiélago se hallaba gobernado por el sucesor de Urbina, mariscal de campo don Pedro Rodríguez Moreno y Pérez de Oteyro.


    * * *


    Al ingeniero Alejandro de los Ángeles le tocó servir a las órdenes de tres generales: el mencionado don Pedro Rodríguez Moreno (1761-1764), don Domingo Bernardi (1764-1767) y don Miguel López Fernández de Heredia (1768-1775).


    Durante el mando del primero ninguna obra importante de fortificación fue acometida; en cambio en tiempos de don Domingo Bernardi fue muy grande la actividad desplegada en materia militar.


    Empezó el comandante general por proyectar nuevas y costosas fortificaciones en distintos puntos de la marina de Santa Cruz, cuyos planos levantó el ingeniero Alejandro de los Ángeles, y que fueron seguidamente remitidos a la corte para su aprobación. Carlos III no juzgó, sin embargo, oportunos tales proyectos y se limitó a ordenar a su comandante, en 1764, que procurase mejorar tan sólo las fortificaciones antiguas existentes 274.


    En cumplimiento de esta orden, don Domingo Bernardi proyectó la reconstrucción del castillo de San Juan, de dotación del Cabildo, planos que encargó al ingeniero Alejandro de los Ángeles.


    Las conversaciones con el Cabildo dieron comienzo en los primeros días del año 1765, acordándose en el seno del Regimiento la reedificación. El 27 de febrero del año indicado se hizo por los diputados la evaluación de gastos, y fue encargado de la administración de la obra el regidor perpetuo don Juan Antonio Porlier, caballero de San Lázaro y Monte Carmelo 275. Las tareas dieron comienzo en el mes de abril de 1765 bajo la dirección técnica del teniente coronel Alejandro de los Ángeles con la colaboración del maestro de albañilería Félix Pérez Gómez 276.


    Meses más tarde, en agosto, era encargado de la vigilancia y administración de la obra el alcaide de San Cristóbal Antonio Riquel y reemplazado el anterior maestro, mediando “justos motivos”, por el pedrero José Nicolás Hernández 277.


    Las obras de reforma se iniciaron por la fachada, que se recubrió de sillería —“la más primorosa que las islas tienen”, al decir del alcaide Riquel—, en cuyos extremos le fueron adosados dos recios garitones. La disposición general de la misma sufrió algunas alteraciones, y en su centro, encima de la puerta de acceso, cerrada por el puente levadizo, le fue adosado al parapeto un pequeño ático de piedra en el que lucían en mármol las armas reales de España 278.


    Las obras de reconstrucción prosiguieron a lo largo de los años 1766 y 1767, como lo revelan las cuentas que hoy todavía se conservan 279. Estos reparos, reformas y mejoras alteraron la fisonomía del castillo de San Juan aunque no en partes sustanciales, como puede apreciarse confrontando viejos y nuevos planos 280.


    El trabajo que con este motivo (unido a la inspección general de las fortalezas del Archipiélago) recayó sobre el ingeniero Alejandro de los Ángeles fue tan extraordinario que el comandante general don Domingo Bernardi se consideró obligado a reclamar en 1766 de la Secretaría de Guerra un segundo ingeniero que le ayudase en su importante comisión 281. Resultó designado para el desempeño de este cargo técnico don Alfonso Ochando 282.


    Estos dos ingenieros, Ángeles y Ochando, se encontraban en Canarias cuando tomó posesión del cargo de comandante general don Miguel López Fernández de Heredia, a raíz del fallecimiento de don Domingo Bernardi en Santa Cruz. Don Miguel López era hombre de procedimientos autoritarios y violentos y por ello no ha de sorprendemos que la etapa de su mando tenga grandes puntos de contacto con la del marqués de Valhermoso. Su sistema era agobiar sin descanso a las corporaciones locales, con objeto de obtener de ellas el máximo rendimiento económico para gastos de fortificación.


    Tomó posesión de su cargo don Miguel López en abril de 1768, y una de sus primeras medidas fue visitar detenidamente el castillo de San Cristóbal en unión del ingeniero jefe don Alejandro de los Ángeles para conocer y estudiar los daños que sufría y reparos más necesarios 283. Fruto de esta visita fue el escrito que dirigió al Cabildo el 3 de junio de 1768, adjuntándole una larga relación de desperfectos, según el informe del ingeniero, para que librase de sus arcas 1.537 pesos en que se evaluaba el coste de la reparación 284.


    El Cabildo de Tenerife respondió con largas y demoras en escrito del 7 de junio, tras de haber discutido en sesión lo más pertinente, motivo por el cual fue reconvenido por el comandante general en una segunda carta de 16 de junio de 1768, en la que hacía ver a los regidores el peligro que corría el Archipiélago, amenazado constantemente de enemigos, y la obligación en que estaban de acudir rápidamente al reparo de las fortalezas que eran de su dotación. El último párrafo de su escrito era una amenaza bien clara: “De no hacerlo así, me será preciso (aunque sensible por mi genial indulgente), tomar por mí solo las providencias eficazes que en el día faciliten los medios necesarios para los reparos expuestos en la relación del ingeniero” 285.


    Las providencias tomadas por don Miguel López se redujeron a ordenar que las obras se ejecutasen por cuenta de la Real hacienda, declarando al Cabildo deudor de cuanto se invirtiese en las mismas. Estos reparos fueron dirigidos por un nuevo ingeniero destinado a Canarias en 1769, don Luis Marqueli, que había de residir largos años en el Archipiélago en dos etapas separadas, sin abandonarlo en la última hasta su muerte 286.


    El coste de estos reparos ejecutados en los castillos de San Cristóbal y San Juan ascendió a la cantidad de 4.058 reales con 24 maravedises, de acuerdo con las cuentas semanales que fue pasando al comandante general el maestro de las obras José Nicolás Hernández. En el castillo de San Cristóbal se apuntaló una pared y se reparó la explanada, y en el castillo de San Juan se reconstruyó totalmente una casa vecina, utilizada para alojamiento y depósito, se compuso el puente y el aljibe, etc. La factura le fue enviada al Cabildo por el veedor don Pedro Catalán el 8 de agosto de 1771 287.


    Por esta fecha ya el ingeniero jefe don Alejandro de los Ángeles había abandonado Santa Cruz de Tenerife, después de un violentísimo choque con el comandante general a causa de sus discrepancias en materia de fortificación. Si bien al principio las relaciones fueron muy cordiales, hasta el punto de colaborar Ángeles en el proyecto definitivo para remate de las obras del muelle de Santa Cruz, levantando además el plano de la batería para siete cañones de su cabeza o martillo (1768), pronto empezaron las discrepancias, que se manifestaron principalmente en la reparación del castillo de San Andrés, arruinado por una avenida del vecino barranco, sobrevenida en la primavera de 1769. Don Alejandro de los Ángeles creyó ver en las indicaciones del comandante general una abierta intromisión en sus funciones, y se negó a obedecerle y por ende a reconocer la pequeña fortaleza. Don Miguel López Fernández de Heredia ordenó entonces como castigo el arresto en Paso Alto, el 29 de noviembre de 1769, del ingeniero, y entregó el mando de este servicio militar al ingeniero segundo, don Alfonso Ochando.


    Esta medida dio lugar a la queja por escrito en un largo memorial del ingeniero jefe al rey Carlos III, hasta que este prudente Monarca, para zanjar tan enojosa situación, decretó el relevo de don Alejandro de los Ángeles, ordenando proveer la plaza vacante en su sustituto provisional, al mismo tiempo que designaba un nuevo ingeniero que colaborase en tan importantes tareas, José Ruiz Cermeño, que servía hasta entonces en Cataluña. El comandante general don Miguel López daba las gracias a Carlos III el 31 de enero de 1770 por estas acertadas medidas, en particular por el relevo del ingeniero De los Ángeles, a quien califica de “sujeto incivil” y extravagante 288.


    De esta manera quedaron sirviendo a las órdenes del comandante general Alfonso Ochando, Luis Marqueli y José Ruiz Cermeño. De la pericia de este último se hace lenguas don Miguel López, hasta el punto de proponerlo en 1771 para ingeniero segundo. El ingeniero don José Ruiz levantó durante su estancia en Canarias un interesante plano de Santa Cruz de Tenerife, que fechó el 29 de octubre de 1770 y se remitió a Madrid el 21 de abril del año siguiente 289; asimismo levantó los planos de todas las baterías de la plaza de Santa Cruz, que también fueron remitidos a la corte 290. Su residencia en el Archipiélago fue, sin embargo, breve, ya que en noviembre de 1773 embarcó para la Península 291.


    Por último, durante la etapa de gobierno de don Miguel López Fernández de Heredia se construyeron dos nuevas baterías más en la marina de Santa Cruz, en la costa sur, pasado el barranco de Santos. La primera, llamada de San Telmo, por estar cerca de esta ermita, en el mismo lugar donde en 1655 levantara otra batería del mismo nombre el capitán general don Alonso Dávila; la segunda, llamada batería de Barranco Hondo, por hallarse en la desembocadura de este arroyo, en un paraje conocido también con el nombre de Puerto Caballos. De la construcción de estas dos baterías se encargó el ingeniero don Luis Marqueli 292.


    * * *


    Durante el mando de los comandantes generales don Eugenio Fernández de Alvarado, marqués de Tabalosos (1775-1779); don Joaquín Ibáñez Cuevas, marqués de la Cañada (1779-1784), y don Miguel de la Grúa Talamanca, marqués de Branciforte (1784-1791), estuvo al frente de la Comandancia de Ingenieros de Canarias 293 el teniente coronel don Andrés Amat de Tortosa, sujeto de vasta ilustración que si destacaba como técnico no eran inferiores sus méritos como literato. El fue el fundador y director del primer periódico impreso que se conoció en las Canarias, el Semanario Misceláneo Enciclopédico Elemental, editado en La Laguna durante la etapa 1785-1787. Si este curioso semanario desapareció en esa fecha no fue porque se aminorasen sus desvelos por la cultura pública, sino debido a un cambio forzoso de residencia, ya que en 1787, por orden de 4 de abril, fue recompensado con el nombramiento de corregidor e intendente de la ciudad y provincia de Guanajuato, en la Nueva España.


    A las órdenes de Amat de Tortosa sirvieron en esta etapa diversos ingenieros militares, pues si bien don Luis Marqueli retornó a la Península alrededor de 1777, vinieron antes o después a ayudarle o reemplazarle el ingeniero extraordinario capitán don Antonio Samper, el ingeniero ordinario capitán don Miguel Hermosilla, el ingeniero extraordinario capitán don Antonio Ventura Bocarro, el ingeniero ordinario capitán don José de Arana y el ingeniero extraordinario capitán don Francisco Jacot.


    El nombre de don Antonio Samper ya ha salido a relucir en estas páginas por haber proyectado y dirigido en 1778-1783 la construcción de la torre de la parroquia de Nuestra Señora de la Concepción, de Santa Cruz de Tenerife. Más destacada aún es la personalidad del ingeniero ordinario capitán don Miguel Hermosilla y Vizcarrondo, caballero de Santiago 294, a quien sobradamente conocemos con motivo de los ruidosos incidentes que promovió frente al Cabildo eclesiástico de Las Palmas en relación con el proyecto definitivo para concluir la basílica catedral de Santa Ana. Don Miguel Hermosilla ejerció su profesión tan sólo por unos meses en la isla de Tenerife, pues habiéndose incorporado a su destino en los primeros días del año 1779 fue en octubre de este año trasladado a la isla de Gran Canaria para velar por su defensa con motivo de la guerra recién declarada contra la Gran Bretaña. Don Miguel Hermosilla fue nombrado comandante de Ingenieros de esta isla; por eso su actuación será estudiada al examinar las fortificaciones de la misma.


    En los meses que Hermosilla residió en Santa Cruz, bien en esta etapa bien en alguna otra posterior, parece que escribió una Descripción... de sus castillos, fortalezas y baterías, que no nos ha sido dable consultar, pese al reiterado interés puesto en ello 295. Por tal motivo nos es imposible valorar este escrito de tan ilustre ingeniero militar.


    Durante la etapa del mando en Canarias del marqués de Tabalosos también colaboró en los trabajos de fortificación, aunque por muy breve plazo, el ingeniero militar don Sebastián Creagh y Pendyl 296. Asimismo se improvisó una especie de academia en Santa Cruz en los tiempos del marqués de la Cañada, donde oficiales de milicias adquirieron los conocimientos técnicos precisos para el ejercicio de la profesión de ingeniero. Así, por ejemplo, don Antonio Ventura Bocarro 297 instruyó por completo en la profesión al subteniente de milicias don José de Tolosa Grimaldi, quien a juicio del teniente coronel jefe don Andrés Amat de Tortosa se hallaba en 1781 “perfectamente instruido y en disposición de pedir su ingreso en el Cuerpo”. “Si se le concede [el examen] aquí, como solicita —añadía Amat—, será un estímulo a otros este exemplar...” 298. No debió concedérsele a Tolosa Grimaldi tal gracia, ya que sólo fue ingeniero voluntario los tres años que duró la contienda contra Inglaterra y no pasó de capitán de fusileros del ejército regular, al que se incorporó en 1786, después de haber servido en las milicias canarias 299.


    En esta etapa, que termina con la creación de las Juntas generales y particulares de fortificación, cuya organización y funcionamiento fueron regulados por el Reglamento expedido en El Escorial el 9 de noviembre de 1786, el hecho más destacado fue la reconstrucción del castillo del Santo Cristo de Paso Alto, después de resultar arruinado en la impetuosa borrasca de la noche del 18 al 19 de diciembre de 1774.


    Los daños que sufrió la fortaleza antedicha en la tormenta fueron de consideración, particularmente en sus muros y plataforma 300. En al proyecto de reparación trabajaron los ingenieros de plantilla residentes en Santa Cruz bajo la dirección de su jefe el teniente coronel don Andrés Amat de Tortosa. Esta reparación afectó además a la fisonomía del castillo, ya que su plataforma de planta irregular fue alterada para regularizarla en forma semicircular 301. Las demás dependencias del castillo quedaron en su disposición de origen y no sufrieron sino la obligada restauración en obra de tanta importancia. Estas tareas ocuparon todo el año 1776 y parte de 1777.


    Al mismo tiempo se acometieron en esta etapa las obras corrientes de reparación en los demás castillos y baterías, con particularidad en los que eran de dotación de la ciudad, San Cristóbal y San Juan. Consérvanse diversas relaciones de gastos de esta época que prueban que fue muy grande la actividad desplegada. Una de ellas, suscrita el 9 de abril de 1777 por el ingeniero Luis Marqueli con el visto bueno de don Andrés Amat de Tortosa, hace ascender lo gastado en la reparación a 5.689 reales, que tuvo que pagar el Cabildo de sus arcas 302.


    En 1780 el comandante general don Joaquín Ibáñez Cuevas, marqués de la Cañada, nombró una comisión formada por el ingeniero segundo, jefe de la Comandancia de Canarias, teniente coronel don Andrés Amat de Tortosa, ingeniero extraordinario capitán don Antonio Samper y capitán del Real Cuerpo de Artillería don Antonio Falcón, para que inspeccionasen todas las fortificaciones de la plaza de Santa Cruz de Tenerife, dando minuciosa relación de sus desperfectos y reparos más precisos. La comisión emitió dictamen el 2 de abril del año expresado y su informe dio motivo a una nueva etapa de verdadera fiebre constructiva en la que se procuró dejar a todos los castillos y baterías en el mejor estado de eficiencia militar 303.


    Sobre estos y otros extremos informó ampliamente al rey Cartas III el marqués de la Cañada en un extenso memorial titulado “Relación de la visita practicada a la isla de Tenerife por el marqués de la Cañada”, que se conserva en el Archivo de Simancas, y que está suscrito en Santa Cruz el 13 de junio de 1783 304.


    Por último, hay que destacar entre los años 1784-1787 la construcción de la batería del muelle, en el martillo del mismo, proyecto que ya concibieron los ingenieros La Pierre y Gozar allá por el año 1755 305, que reiteró el ingeniero De los Ángeles en su plano de 1768 para remate de las obras del derruido muelle 306, y que iba a ejecutar, en última instancia, el ingeniero, teniente coronel don Andrés Amat de Tortosa, con la colaboración del capitán don Francisco Jacot. La batería que por estos años se construyó en el martillo del muelle, para siete cañones, era de muy sólida edificación, toda ella de sillería, formando un recio muro cerrado en el que se abrían amplias troneras. Las obras quedaron por completo terminadas el 31 de marzo de 1787 307.


    II. La Junta general de fortificación de Tenerife. Sus planes de defensa de Santa Cruz.


    La creación de la Junta General de Obras de Fortificación en la isla de Tenerife, por decreto del rey Carlos III de 26 de mayo de 1785, vino a poner fin a una larga etapa de competencias entre autoridades y organismos regionales en materia de fortificación, que si iniciadas en el siglo XVI se agudizaron de extraordinaria manera en el XVIII, viniendo a reducir muchas veces la fortificación del Archipiélago a una larga e interminable serie de disputas y recursos. En el proemio del Reglamento de 9 de noviembre de 1786 así lo declara el propio monarca Carlos III cuando afirma que su mayor deseo es “evitar las muchas competencias suscitadas en Canarias acerca de la inversión que se ha pretendido dar al fondo destinado a la conservación de los castillos y fortalezas de aquellas islas...”.


    El Real decreto de 26 de mayo de 1785, por el que se establecieron de una manera definitiva las Juntas de fortificación en el Archipiélago, no es sino resumen o extracto del Reglamento posterior de 9 de noviembre de 1786, promulgado en El Escorial; por eso prescindimos de comentar aquél, en honor a la brevedad, para detenernos en el examen de éste 308.


    El Reglamento citado se compone de 31 artículos, y en su texto aparecen estructuradas la Junta general de fortificación de Tenerife, con asiento fijo en Santa Cruz, y las Juntas subalternas de las demás islas, lo mismo realengas que de señorío, que habían de operar a las inmediatas órdenes de aquélla.


    Formaban parte de la primera —la Junta general de fortificación— el comandante general, en funciones de presidente; el veedor de la Real hacienda, los comandantes de Artillería e Ingenieros con residencia fija en la plaza, dos regidores nombrados por el Cabildo y el secretario de la Comandancia general, que ejercería estas mismas funciones.


    Las atribuciones de la Junta aparecen señaladas en el artículo 3.° del Reglamento, donde se declara que tanto la Junta general como las subalternas “tendrán a su cargo quanto sea relativo a la fortificación de las islas y el vestuario y armamento de las Milicias y Tropa, para cuyos efectos se hallan concedidos los diferentes arbitrios de uno por ciento sobre todos los ramos comerciables de entrada y salida y otros varios que se aclararán documentalmente”.


    Con este nombre inconcreto de varios se incluían los sobrantes de propios de los Cabildos y las deudas particulares a la masa de sus arbitrios, disposición peligrosa que iba de nuevo a alarmar a aquéllos, provocando de paso reclamaciones y recursos. Estos arbitrios serían recaudados por las mismas Juntas y guardados en arca de tres llaves.


    Los acuerdos de la Junta serían tomados por mayoría, gozando todos sus vocales de votos decisivos en el seno de la misma. La recaudación de arbitrios y libramiento de fondos aparecen regulados en los términos corrientes en estos casos, con la sola intervención del presidente, veedor y tesorero de la Real hacienda, en posesión de quienes estarían además las tres llaves con que contaba el arca. Estos últimos funcionarios llevarían cuenta y razón de todo lo ingresado y gastado para su discusión y aprobación por la junta general.


    Sin embargo, las atribuciones de la Junta eran bastante limitadas por el artículo 23 del Reglamento, de acuerdo con el espíritu centralista de la monarquía borbónica, ya que no se podían “executar obras nuevas ni reparos de consideración en las fortificaciones ni edificios militares de la provincia, variarlas, aumentarlas ni mudarlas, como tampoco construir montajes de artillería, sin que preceda orden y aprobación mía; para lo qual formará proyecto el Ingeniero director o comandante... con relaciones y tanteos de su costo, que por el Presidente de la Junta, y con su dictamen como Comandante general, se pase a manos de mi Secretario del Despacho de Guerra, para que haciéndomelo presente apruebe su execución”. “Baxo de este concepto —añade el mismo artículo— no podrán la Junta general, ni menos las Subalternas, que en todo han de obrar con sujeción a aquélla, disponer la execución de obra alguna sin obtener la referida aprobación, excepto aquellos reparos executivos de poco costo y los que no sufrieren dilación, que por no aumentar más el daño providencia de pronto el Presidente, como comandante general, en virtud del reconocimiento y avisos del Ingeniero comandante, dándose después conocimiento a la Junta de su costo y consistencia.”


    El resto del articulado regula la ejecución de los proyectos y la subasta de las obras con gran minuciosidad y detalle 309.


    El Reglamento de 1786 venía así a zanjar una larga etapa de rivalidades, litigios y recursos entre los Cabildos insulares y los comandantes generales, y aunque con merma de las facultades de aquéllos —tónica general del siglo XVIII— establecía una norma legal clara y precisa en tan importante materia. Las haciendas municipales se liberaron también en gran parte de un pesado lastre que las agobiaba.


    Este Reglamento se recibió en Santa Cruz de Tenerife en enero de 1787, y el 14 de febrero siguiente le era transmitido al Cabildo de la isla con un atento oficio del comandante general, marqués de Branciforte. El Cabildo se reunió para conocer el Reglamento los días 16 y 20 de febrero y acordó que se diese cumplimiento al mismo, designando de su seno los dos regidores que habían de representar a la corporación en la Junta.


    El 10 de marzo de 1787 se celebró en la residencia particular del comandante general, marqués de Branciforte, la primera Junta con asistencia de todos los vocales. En ella se acordó por mayoría “que los Cabildos remitiesen a dicha Junta general una relación testimoniada de los sobrantes que resulten de sus propios; de las deudas particulares a la masa de sus arbitrios... y otros ramos afectos y destinados a fortificación..., según y conforme resulta de los artículos 5, 6 y 15 del citado reglamento”.


    Conviene advertir que mucho antes de que se promulgase el Reglamento, cuando apenas tuvo conocimiento el Cabildo del texto del Real decreto de 26 de mayo de 1785, ya había protestado el Regimiento ante el Consejo de Castilla de esta pretendida intervención de la Junta, si no en el gobierno, sí en la distribución y disfrute de sus propios. El escrito del Regimiento al Consejo de Castilla entablando el oportuno recurso está fechado en La Laguna el 3 de septiembre de 1785 310. En él hacían ver los regidores que los sobrantes de propios tenían ya su distribución adecuada, pues con arreglo a las disposiciones generales y reglamentos particulares habían de invertirse “en la conducción de aguas, empedrados de calles, composición de caminos, reparo de edificios públicos, etc.”. Cuando este recurso se estaba ventilando le fue comunicado al Cabildo por el marqués de Branciforte el texto del Reglamento de 9 de noviembre de 1786 y la resolución antedicha de la Junta de fortificación reclamando de éste el sobrante de propios y los débitos a la masa de sus arbitrios. ¿Cuál fue la actitud del Cabildo ante estas exigencias? El Regimiento se reunió para acordar el 14 de marzo de 1787; solicitó informe del abogado de la corporación, licenciado don Lorenzo de Montemayor, que fue evacuado en términos muy conciliatorios, y hubo de plegarse, a la postre, al cumplimiento de lo legislado, aunque bien a sabiendas que sería siempre muy corto el sobrante que los generales pudiesen atrapar en sus arcas 311.


    * * *


    Desde que la Junta de fortificación se constituyó en Santa Cruz de Tenerife hasta finales del siglo XVIII actuaron a sus inmediatas órdenes ingenieros militares, cuyos nombres no estará de más conocer. El teniente coronel don Andrés Amat de Tortosa, comandante de Ingenieros de las Islas Canarias, tuvo tiempo de asistir a la constitución de la Junta general de fortificación el 10 de marzo de 1787; pero puede decirse que no actuó a sus órdenes, pues el 4 de abril del año expresado era nombrado corregidor intendente de la ciudad y provincia de Guanajuato, y tuvo, por tanto, que abandonar el Archipiélago 312.


    Para reemplazar a Amat de Tortosa fue designado el teniente coronel de Ingenieros don Fausto Caballero. A las órdenes de este jefe actuó el ingeniero extraordinario Francisco Jacot.


    Don Fausto Caballero sólo residió dos años en Tenerife (1788-1790), ya que fue trasladado nuevamente a la Península y reemplazado por el teniente coronel don Luis Marqueli, destinado por segunda vez a servir en las Canarias, ahora como comandante de Ingenieros 313. A las órdenes de este jefe trabajaron hasta 1800 los ingenieros militares Juan Latigue de Conde, Antonio Conesa, Ramón de la Rocha y Manuel Nadela.


    ***


    La Junta de fortificación de Tenerife inició su actuación acometiendo diversas obras y proyectos, tales como la construcción de las baterías de Santa Teresa y San Rafael, la reforma de la batería de San Joaquín, en La Cuesta, y la construcción de una batería y espaldón para escuela práctica de artillería. Todas estas obras fueron proyectadas por el ingeniero jefe, teniente coronel don Fausto Caballero.


    Las baterías de Santa Teresa y San Rafael estaban emplazadas en la margen derecha de los barrancos de Tahodio y Almeyda, respectivamente. La primera era de planta circular y la segunda de base trapezoidal; esta última venía a caer encima mismo de la huerta de los Melones 314.


    En cuanto a la reforma y acondicionamiento para almacén de pólvora de la batería de San Joaquín, en La Cuesta, ya nos referiremos a ella cuando estudiemos las fortificaciones de la isla de Tenerife.


    Por último, la Escuela práctica de Artillería fue proyectada por don Fausto Caballero el 31 de enero de 1788, y se reducía a un espaldón con su correspondiente explanada para los ejercicios de tiro 315.


    Esta Escuela práctica de Artillería estuvo emplazada en un lugar denominado más tarde El Blanco, próximo al castillo de Paso Alto. Se invirtió en las obras la cantidad de 13.247 reales 316.


    Mayor fue la actividad desplegada por la Junta general de fortificación en tiempos del comandante general don Antonio Gutiérrez (1791- 1799), sustituto en este cargo del marqués de Branciforte. Durante toda la etapa de su mando el general Gutiérrez contó con la colaboración entusiasta y asidua del comandante de Ingenieros, coronel don Luis Marqueli, autor de la mayor parte de los proyectos que se acometieron con ocasión de la guerra contra la República francesa, y que de manera tan formidable prepararon la plaza para la memorable ocasión del ataque de Horatio Nelson en la madrugada del 25 de julio de 1797.


    El primer proyecto en que trabajó el coronel don Luis Marqueli fue en el levantamiento de los planos de un nuevo almacén de pólvora, que pretendía construir en una finca llamada El Perú, en los arrabales de Santa Cruz de Tenerife por poniente. Juzgaba Marqueli inadecuado el lugar de emplazamiento del almacén existente por su proximidad a la costa, que lo convertía en posible blanco de los disparos enemigos, y aun reconociendo su extraordinaria solidez, creía conveniente la sustitución. El almacén proyectado por Marqueli tenía gran semejanza con el anterior, con capacidad para 2.000 quintales de pólvora. El proyecto está firmado en Santa Cruz el 20 de marzo de 1792 y fue aprobado por la Junta general de fortificación de Tenerife. Sin embargo, como el informe del comandante general don Antonio Gutiérrez fuese desfavorable por considerar de más urgencia la reforma y ampliación de alguna de las baterías, en cumplimiento de la Real orden de 17 de abril de 1789, la Secretaria de Guerra aplazó su aprobación y el proyecto naufragó por completo más adelante 317.


    La Real orden antes citada, firmada por el nuevo monarca Carlos IV, había resuelto que tres de las pequeñas baterías de Santa Cruz, emplazadas entre los dos castillos de Paso Alto y San Cristóbal, fuesen ampliadas y transformadas por completo, para cubrir mejor con sus fuegos el extenso frente costero. La propuesta había sido hecha, de acuerdo con el Reglamento de 1786, por la Junta general de fortificación, y la Real orden citada venía a dar la necesaria aprobación, de acuerdo también con el articulado del mismo Reglamento. La reforma afectaba a las baterías de San Miguel, La Candelaria y San Pedro, aunque a la postre sólo se reformaron la primera y la tercera, mientras que la segunda sería más adelante desalojada y abandonada 318.


    La primera obra que se acometió fue la reforma o mejor reconstrucción del reducto de San Miguel, hasta entonces limitado a un pequeño fuerte de planta circular 319. El proyecto definitivo que se remitió a la corte para su aprobación aparece firmado por el ingeniero Juan Lartigue de Conde, con el visto bueno de don Luis Marqueli, el 31 de diciembre de 1790 320.


    El nuevo fuerte era de planta irregular con una espaciosa plaza de armas o batería, calculada para seis cañones y un mortero. A la espalda del fuerte se proyectaban diversas dependencias, tales como cuerpo de guardia, almacenes de pertrechos y de pólvora, cocina, etc. El acceso al fuerte se hacía por medio de una rampa cortada con un puente levadizo 321.


    Las obras se iniciaron en 1791 y quedaron por completo rematadas el 10 de enero de 1793. En ese día don Luis Marqueli levantó el plano definitivo, que fue remitido a la Secretaría de Guerra por el comandante general don Antonio Gutiérrez, acompañando a una carta suya de 15 de febrero de 1793 322.


    La reforma de la vieja batería de San Pedro, de planta trapezoidal 323 para convertirla en un espacioso fuerte con una plaza de armas o batería casi semicircular, fue empresa algo más tardía. El proyecto que se remitió a Madrid para su aprobación aparece firmado por Luis Marqueli el 6 de diciembre de 1792 324, y las obras se iniciaron meses más tarde, cuando fueron dadas por conclusas las que se realizaban en San Miguel.


    El fuerte de San Pedro, para ocho cañones, se componía de la plaza de armas y de diversas dependencias, tales como cuerpo de guardia, depósito de pólvora y pertrechos, cocinas, etc. Las obras quedaron terminadas en 1795.


    Estas —viejas y nuevas— eran las fortificaciones con que contaba Santa Cruz de Tenerife en 1796, cuando el absurdo tratado de San Ildefonso firmado por Carlos IV con la Francia republicana y regicida, nos llevo de rechazo a la guerra contra la Gran Bretaña, nuestra aliada hasta entonces en la lucha contra la Revolución. Y éstas las fortificaciones con que contaba Santa Cruz en la memorable ocasión del ataque y desembarco del contralmirante Horatio Nelson en la madrugada del 25 de julio de 1797.


    Sin embargo, el frente de combate sufrió algunas variaciones en esta heroica acción, pues en las jornadas precedentes se improvisaron algunas nuevas baterías y se desalojaron otras, motivo por el cual no todas las existentes entraron en fuego.


    Entre estas baterías improvisadas hay que contar la llamada de Santiago o “provisional de los Melones”, en la huerta de este nombre, y la de las Cruces, a mitad de camino entre el castillo de San Juan (caleta de Negros) y la batería de Barranco Hondo (Puerto Caballos). Esta última se improvisó por considerar indefenso este extenso trozo de costa, y por tanto expuesto a cualquier intento de desembarco. Las baterías desalojadas fueron la de La Candelaria, en la margen izquierda del barranco de Almeyda, las de San Rafael y Santa Isabel en la parte superior de la huerta de los Melones, y la de la Rosa, junto a la Alameda de la Marina o del marqués de Branciforte.


    De esta manera desde Paso Alto o Barranco Hondo, o sea de norte a sur, defendían de 1797 la costa de Santa Cruz los siguientes castillos, fuertes y baterías: l.° Castillo del Santo Cristo de Paso Alto (debajo del risco de la Altura). 2.° Fuerte de San Miguel (en la desembocadura del barranco de Tahodio, a la izquierda). 3.° Batería de Santa Teresa (en la margen derecha del mismo barranco, en lugar eminente). 4.° Batería de La Candelaria [desalojada]. 5.° Batería de Santiago o provisional de los Melones (en la parte norte de la huerta). 6.° Batería de San Rafael (norte-alto) [desalojada]. 7.° Batería del Pilar (centro-alto). 8.° Batería de San Antonio (sur- bajo). 9.° Batería de Santa Isabel (sur-alto de la huerta de los Melones) [desalojada]. 10.° Fuerte de San Pedro (en la desembocadura del pequeño barranco de San Antonio) 325. 11.° Batería de La Rosa (junto a la Alameda) [desalojada]. 13.° Batería del Muelle (en el martillo del mismo). 14.° Batería de Santo Domingo (aneja al castillo principal). 15.° Castillo de San Cristóbal. 16.° Batería de la Concepción (delante de la Aduana real). 17.° Batería de San Telmo (margen derecha del barranco de Santos). 18.° Batería de San Francisco (en la caleta de Negros). 19.° Castillo de San Juan. 20.° Batería de Las Cruces (frente al Calvario), y 21.° Batería de Barranco Hondo (Puerto Caballos).


    Si a estas veintiuna obras de fortificación restamos las cuatro baterías desalojadas, resultará que defendían Santa Cruz en 1797 diecisiete puestos permanentes entre castillos, fuertes y baterías.


    A estas baterías había que añadir una más que fue improvisada, la del cerro o risco de la Altura. Esta pequeña batería de cuatro cañones fue montada a raíz del desembarco inglés en la playa de Valle Seco el 22 de julio de 1797, tres días antes del definitivo ataque de Nelson a Santa Cruz.


    Todos estos castillos, fuertes y baterías estaban unidos por una muralla o parapeto ininterrumpido que se extendía desde Paso Alto, al norte, hasta Barranco Hondo, al sur.


    * * *


    Desde 1797 a 1800, término de nuestro estudio, pocas variaciones cabe señalar en orden a las fortificaciones de Santa Cruz de Tenerife. Acaso lo más destacado que quepa resaltar fueron las obras de fortificación realizadas por el coronel de Ingenieros don Luis Marqueli en el risco de la Altura para asegurar éste contra cualquier eventualidad y librar de toda posible amenaza al castillo de Paso Alto. Estas obras consistieron en una batería fija con su camino de acceso correspondiente, así como los alojamientos, depósitos y aljibes acostumbrados en estos casos 326. Esta batería fue bautizada por el comandante general don Antonio Gutiérrez con el simbólico nombre de Santa Cruz de Santiago, en memoria de la acción librada este último día por la plaza 327.


    III. Las fortificaciones de la isla de Tenerife. Examen particular de las fortificaciones del Puerto de la Cruz.


    Descontadas las fortificaciones del Puerto de la Cruz (que no por su importancia, sino por su accidentada historia en el siglo XVIII, merecen un examen particular), en la isla de Tenerife se repartían por parajes y lugares de la misma otras cinco fortalezas, torres o baterías.


    Su orden de antigüedad sería el siguiente: la casa-fuerte de Adeje; la torre de San Miguel de Garachico; la batería de San Joaquín, en La Cuesta; el castillo de San Pedro, de Candelaria, y la torre de San Andrés, en el valle de este nombre. Las dos primeras fortalezas son sobradamente conocidas por el lector; la tercera, la de San Joaquín, aunque antigua, fue muy renovada en el siglo XVIII, y las dos últimas, San Pedro y San Andrés, de nueva construcción por completo, datan de finales del siglo XVII y principios del siglo XVIII.


    La casa-fuerte de Adeje, perteneciente a la familia Ponte, se conservó en líneas generales en las mismas condiciones que en los siglos XVI y XVII . Una relación de los castillos de Tenerife suscrita el 14 de diciembre de 1737 por el veedor de la gente de guerra don Santiago Álvarez de Abreu, incluye entre las fortalezas de la isla a la casa-fuerte de Adeje, que se conservaba en buen estado, defendida por cinco cañones 328. El historiador Castillo Ruiz de Vergara acusa, en su Descripción histórica y geográfica de las Islas de Canaria, dos años más tarde, la existencia de esta casa-fuerte artillada, aunque añade, para más aclaración, que se hallaba distante del mar. Viera y Clavijo sólo se limita a decir que el palacio y casa-fuerte de Adeje eran muy grandes 329.


    La torre de San Miguel de Garachico, se conservaba intacta tal como era en el siglo XVI (sin más deterioros que aquellos que los años lentamente ocasionan) en las postrimerías de la décimo séptima centuria. El incendio de 19 de marzo de 1697, de voracidad inusitada, afectó a la torre hasta el punto de que si no destruida, quedó seriamente averiada. En estas circunstancias el capitán don Juan del Hoyo Solórzano, caballero de la Orden de Calatrava, alcaide perpetuo y hereditario de la torre, ofreció a la Corona reconstruir y pertrechar la misma, cuyo coste se evaluaba en 20.000 pesos, a cambio de la merced de título de Castilla con la denominación de conde de Sietefuentes. El rey Carlos II despachó este título por carta de 15 de septiembre de 1698, y desde ese día empezó a correr para el nuevo y flamante conde la obligación de reconstruir y artillar la fortaleza.


    En aquellos años gobernaba el Archipiélago como capitán general un isleño ilustre, don Pedro de Ponte y Llerena, primer conde del Palmar, pariente de don Juan del Hoyo y rival y enemigo suyo, a quien el reciente condado parecía merced desorbitada para el servicio que don Juan del Hoyo ofrecía, muy por debajo en el gasto efectivo y real a lo que con evidente mala fe se prometía.


    El historiador Viera y Clavijo nos resume en estos términos la contienda y pugilato que los dos próceres isleños tuvieron por causa de este compromiso: “Pero el capitán general —dice—, no gustando, aunque era su primo, que don Juan del Hoyo, que no le daba Excelencia, fuese conde, se opuso con mil cavilaciones a la reedificación del castillo, al transporte de los cañones, a la refundición, a todo.


    Sietefuentes pide licencia para pasar a la corte a dar sus quejas. Palmar le llama a La Laguna, le retira de su empleo de castellano y le intima que pena de dos mil ducados no salga de aquella ciudad. Sin embargo, Sietefuentes se embarca y Palmar despacha requisitorias a los puertos de España para que se le arreste; pero el ilustre fugitivo tuvo la fortuna de haber aportado a Inglaterra, en donde no habiendo a la sazón embajador de España, se informó bien de los negocios políticos, y con estas noticias y sus agravios personales pasó a Madrid. Oyóle el Rey. Y aunque alcanzó despacho favorable en 1701, no dejó de levantar allí una formidable batería contra Palmar, por más que hubiese fenecido su mando”.


    Este despacho a favor del conde de Sietefuentes fue obtenido tras un largo proceso iniciado en 1699 ante el Consejo de Guerra.


    Tuvo parte destacada en estas gestiones en favor de don Juan del Hoyo Solórzano el condestable del mismo castillo de San Miguel, Lucas de Toledo Guadarrama víctima también del despotismo del conde del Palmar. Lucas de Toledo logró burlar la estrecha vigilancia de sus cancerberos y se presentó en Madrid pluma en ristre, donde imprimió un Memorial contra la gestión de don Pedro de Ponte y Llerena, conde del Palmar. En dicho escrito aparece éste acusado de codicia, nepotismo y desidia 330.


    Regresó triunfante a Garachico, en 1702, don Juan del Hoyo Solórzano, primer conde de Sietefuentes, y toda la prisa que tuvo en 1698 por reconstruir la torre fue calma y parsimonia en 1702 para iniciar los trabajos. De esta manera, cuando nada hasta entonces había ejecutado que merezca ser destacado, sobrevino la erupción volcánica de 1706, que al arruinar Garachico dejó casi en la indigencia al flamante conde.


    La torre de San Miguel siguió, por tanto, años y años desmantelada y en ruinas, sin que los capitanes generales, comprensivos para y por el estado de miseria del lugar, se metiesen en más averiguaciones.


    Las cosas variaron, sin embargo, cuando tomó posesión de la recién creada Comandancia general don Lorenzo Fernández Villavicencio, marqués de Valhermoso, en 1723. El comandante general, en su recorrido por toda la isla para inspeccionar las fortificaciones de la misma, pudo apreciar el mal estado en que la torre de Garachico se hallaba, y el 31 de agosto de 1723 se dirigía al Cabildo de Tenerife exigiéndole una inmediata reparación. El Regimiento supo responder de manera adecuada a la demanda, y endosó el asunto al conde de Sietefuentes, quien a juicio de los regidores era el encargado de hacer a su costa la reparación.


    En estas discusiones se pasaron tres años hasta que el marqués de Valhermoso dio comisión al teniente general de la artillería don José del Río para inspeccionar la fortaleza y evacuar un informe sobre su estado. Esta visita se verificó en 1726 y acompañó a Martínez del Río en la inspección el castellano, coronel don Juan del Hoyo Solórzano, conde de Sietefuentes. El informe hacía ver el deplorable estado de conservación del castillo y cómo los vecinos de aquellos contornos estaban “expuestos a las frecuentes diarias incursiones de los moros, que a todas horas los suelen cauptivar”.


    Con este informe el marqués de Valhermoso apremió al conde de Sietefuentes; mas éste, con habilidad, quiso desentenderse de su obligación alegando que las reparaciones debían ser de cargo del Cabildo y costearse del fondo de sus propios. El marqués de Valhermoso, entre apremiar a un insolvente o estrechar al Cabildo, optó por esta última solución, y puso al Regimiento en el disparadero de querellarse contra el conde de Sietefuentes ante el Consejo de Guerra para que cumpliese su obligación, dimanante del título con que había sido agraciado en 1698.


    El diputado y mensajero del Cabildo en la corte, don Alonso de Fonseca, presentó la demanda en 1739, y ella dio pie a un auto del Consejo de 27 de febrero del año indicado emplazando por treinta días a don Juan del Hoyo para acudir ante el mismo en defensa de su derecho. Este auto fue incorporado a la Real cédula de 6 de marzo de 1730, en la que además se recapitulan los argumentos expuestos por Fonseca para autorizar la demanda 331.


    ¿Cómo acabó este pleito? ¿A quién dio la razón el Consejo de Guerra? No tenemos información sobre el particular. Sólo sabemos que en 1737 seguía la reconstrucción de la torre paralizada. Por una certificación expedida en Santa Cruz el 14 de diciembre del año expresado, venimos en conocimiento de que sobre el castillo de Garachico había “litigio y autos con don Juan del Hoyo Solórzano en tratos que hizo con S. M. de poner en defensa este castillo, por lo que le hizo merced de conde de Sietefuentes”. “Compromiso —añade— que no ha cumplido por hallarse con muy cortos medios y arruinado con el volcán que acaesció en aquel lugar” 332.


    Por una “Relación de castillos que había en Canarias en 1743”, venimos en conocimiento de que en Garachico había un castillo de provisión del Rey 333. Ello nos hace suponer que en 1741, en tiempos del comandante general don Andrés Bonito, el castillo de San Miguel debió ser restaurado con el importe de los 2.000 pesos del uno por ciento, y que por ende la casa Del Hoyo perdió la alcaidía perpetua, que con mayor o menor derecho venía usufructuando desde 1655.


    Lo que no perdió don Juan del Hoyo Solórzano fue su título de conde de Sietefuentes. Entre tantos títulos de nobleza que en almoneda pública adquirieron los próceres isleños en el siglo XVIII, el de Sietefuentes es sin duda el mas barato de todos ellos.


    * * *


    El tercer castillo por su antigüedad de la isla de Tenerife es el de San Joaquín, en La Cuesta, a mitad de camino entre el puerto de Santa Cruz y la ciudad capital de La Laguna. La primitiva batería de La Cuesta existía ya desde la segunda mitad del siglo XVI. Consta de manera positiva que en 1586 el gobernador don Juan Núñez de la Fuente construyó una plataforma en este lugar. Esta plataforma o plataformas —parece que fueron dos— estuvieron durante mucho tiempo abandonadas, hasta que en el plan de prevenciones de guerra aprobado en el Cabildo de 25 de mayo de 1762 se acordó su reconstrucción, brindando para ello gratuitamente el Regimiento la cal necesaria, y dando orden a sus diputados de fortificación de apoyar ante el comandante general don Pedro Rodríguez Moreno esta medida defensiva, encareciéndole su aprobación.


    Nada se hizo por entonces; pero más adelante, en 1780, siendo comandante general don Joaquín Ibáñez Cuevas, marqués de la Cañada, el comandante de Ingenieros, teniente coronel don Andrés Amat de Tortosa, proyectó su reforma, que consistió en añadirle cuatro cubelos en los ángulos del cuadrilátero, así como diversas dependencias para cuerpo de guardia, almacenes, cocina, etc. Las obras se realizaron con gran celeridad 334.


    La última reforma que sufrió la batería de San Joaquín data de 1789, y consistió en habilitar parte de la misma como almacén de pólvora con capacidad para 1.600 quintales, con objeto de descongestionar el almacén de San Juan. Este proyecto del ingeniero jefe don Fausto Caballero fue discutido y aprobado en el seno de la Junta general de fortificación el 2 de julio de 1789, y dada su escasa importancia pudo hacerse la transformación en poco tiempo y con relativo coste 335.


    El castillo de San Pedro, de la marina de Candelaria, viene a continuación en cuanto a antigüedad. La primera fortificación construida para defensa y protección de este santuario fue un reducto que proyectó el capitán general don Francisco Varona allá por el año de 1686. Sin embargo, la construcción del pequeño castillo de San Pedro fue obra personal del capitán general don Pedro de Ponte y Llerena, conde del Palmar, quien acometió esta empresa en 1697 impresionado por los rumores que corrían asegurando que los argelinos tenían el propósito de caer por sorpresa sobre el santuario para robarlo y destruirlo.


    El castillo de San Pedro era una torre pequeña de planta cuadrada con su plaza de armas descubierta y dos garitones a la espalda. Asimismo tenía adosada diversas habitaciones y dependencias para alojamiento de la guarnición, depósito y almacén de la pólvora y pertrechos, etcétera.


    En 1783 el ingeniero don Andrés Amat de Tortosa visitó Candelaria para estudiar el emplazamiento y disposición de una nueva batería mucho más importante que la primitiva. El proyecto definitivo aparece formado en Santa Cruz el 2 de febrero de 1783. Sin embargo, la construcción proyectada nunca se llevó a cabo.


    Por último, la más moderna de estas torres era la de San Andrés, en el valle de su nombre, cuya construcción debióse al capitán general don Agustín de Robles, allá por el año 1706. Ignoramos, sin embargo, la fisonomía primitiva de esta fortaleza, que resultó arruinada en una de las impetuosas avenidas del barranco próximo. Sabemos que en 1740 el ingeniero jefe don Antonio La Rivière proyectaba transformar en batería la torre arruinada de San Andrés 336.


    Reformada o transformada, lo cierto es que la torre de San Andrés volvió a actuar años más tarde, pues consta que en 1769 una nueva avenida del barranco la arruinó por segunda vez. Quiso acudir inmediatamente al reparo el comandante general don Miguel López Fernández de Heredia, y para ello dio órdenes al comandante de Ingenieros, teniente coronel Alejandro de los Ángeles, de reconocerla y visitarla. Este ingeniero, resentido contra el comandante general, desobedeció la orden, provocando con ello su arresto en Paso Alto y su destitución en el mando de la comandancia, que pasó a su segundo, el ingeniero don Alfonso Ochando.


    Este técnico fue quien proyectó y dirigió los trabajos para la reconstrucción de la última y definitiva torre de San Andrés, cuyo parecido con las de Gando, en Gran Canaria; Fustes y Tostón, en Fuerteventura, y del Águila, en Lanzarote, es extraordinario. Era una torre circular con una habitación interior cubierta con bóveda para alojamiento de la guarnición y dos depósitos laterales para almacenes. El acceso a la misma se hacía por una escalerilla en comunicación con el puente levadizo 337.


    * * *


    Las fortificaciones del Puerto de la Cruz, en la isla de Tenerife, merecen un examen particular por los ruidosos incidentes habidos entre los caballeros hijosdalgos de la villa de La Orotava, el Cabildo de la isla y los capitanes generales para discernir y aclarar a quién correspondía velar por el buen estado de conservación de las mismas y atender a los gastos que los continuos reparos exigían.


    Conviene recordar para ello algunos antecedentes sobre la obligación en que estaban los vecinos de La Orotava de cuidar y municionar el castillo de San Felipe. La Real cédula de 28 de noviembre de 1648, que elevó a La Orotava a la condición de villa exenta, con jurisdicción propia, independiente de la ciudad de La Laguna, declaraba en su texto que autorizaba a la villa para “nombrar un alcalde pedáneo para el lugar del Puerto de la Orotava... con que le aye de nombrar e nombre el mi corregidor de la dicha isla con las partes y calidades referidas, y que será muy conveniente que éste tenga a su cargo la artillería, municiones y pertrechos de ella que huviesen en el dicho lugar del Puerto y sus plataformas y se le entregue, todo por inventario, encargándole el cuidado, conservación y aumento de las dichas fortificaciones...” Más adelante añade: “Y por [que] en la ciudad de La Laguna, en su puerto de Santa Cruz, los regidores de ella, con asistencia del corregidor, eligen en su Cabildo un caballero hijodalgo, para que gobierne y asista en el dicho puerto en el castillo que tiene y tenga a su cargo toda la artillería que está en las demás partes de aquel distrito; y por lo mucho que conviene a mi servicio y porque el Puerto que llaman del lugar de la Orotava ha estado siempre agregado a él, por averle fundado y abierto con sus vezinos castellanos para la disposición, salida y manejo de sus frutos, saliendo del dicho lugar de la Orotava los mesmos castellanos a poblarla, y no extrangeros, por ser la llave de la dicha isla aquel sitio, y aver estado siempre debaxo de la jurisdicción en el dicho lugar de la Orotava, y compuéstose parte de su vezindad de diferentes naciones, de portugueses, ingleses, catalanes y franceses, y otras personas de diversas poblaciones han venido a avecindarse en el dicho Puerto, que no tienen ni se les conoce bienes raízes ningunos y que sólo viven de embarcar, traxinar y rebatir las mercaderías y frutos; y porque aviendo en él personas de calidad, siempre estará con mayor seguridad, quiero y es mi intención y determinada voluntad que [en] el dicho Puerto de la dicha villa de la Orotava aya un alcalde pedáneo, y que éste sea un cavallero hijodalgo notorio, el cual en el tiempo que allí asistiere, egerza el dicho oficio y tenga a su cargo y por su cuenta y cuidado todas las plataformas, piezas de artillería y municiones y demás pertrechos con que la dicha villa de la Orotava, cavalleros y vezinos de ella han fortificado y fortifican el dicho Puerto y toda la costa..,”338.


    Este privilegio empezó a correr en 1650, cuando contradicha la anterior cédula por el Cabildo de Tenerife, la villa de La Orotava obtuvo sobrecarta de privilegio a su favor, por Real cédula de 4 de diciembre del año expresado. Por tanto, desde 1650 hasta 1663 la villa no sólo eligió puntualmente sus alcaldes pedáneos, castellanos al mismo tiempo de San Felipe, sino que atendió con igual exactitud al reparo y conservación del castillo.


    En 1661 empezaron las cosas a torcerse. ¿Causas? Quizá la resistencia de los vecinos de La Orotava a pagar los repartos proporcionales que les correspondían de los gastos de fortificación. El hecho cierto es que los capitanes generales empezaron a intervenir en los nombramientos de alcaides de San Felipe, desglosando del cargo de alcalde pedáneo —cuya designación se siguió haciendo de acuerdo con el texto de la Real cédula de 28 de noviembre de 1648— las funciones propias de castellanos del Puerto de la Cruz o mejor de sus fortificaciones. En 1661 el capitán general don Jerónimo de Benavente y Quiñones designó el primer alcaide independiente, capitán don Francisco Tomás de Franquis Alfaro, designación arbitraria que se repitió al año siguiente; en cambio en 1663, y ya sin interrupción hasta 1672, los capitanes generales designaron castellanos a aquellos mismos que resultaban elegidos alcaldes pedáneos del Puerto de la Cruz, en atención “a que convenía que uno y otro puesto lo sirviese una misma persona”.


    En 1672 volvieron a variar las cosas, siendo capitán general don Juan de Balboa Mogrobejo. En esa fecha resultó nombrado alcaide el capitán de caballos Diego Alfonso Gallegos, en consideración al ofrecimiento que hacía de fabricar “el puente levadizo y alojamiento, cabalgar la artillería y hacer esplanadas”. Este compromiso es una prueba irrefutable de que la villa se desentendía de la obligación contraída. Al año siguiente, 1673, fue reelegido el mismo capitán Alfonso Gallegos, que restauraba y dotaba a sus expensas la fortaleza y habida cuenta a “que no se cumplía ni se avía cumplido con el privilegio que tenía la villa”.


    En 1677 el nuevo capitán general don Jerónimo de Velasco quiso restablecer el antiguo sistema; mas consta “que aviéndose dado orden a los corregidores para que los cavalleros y vecinos de la Orotava, en conformidad de la elección que hacían de alcalde de dicho puerto, la hiciesen también de castellano de el castillo, en virtud del privilegio, respondieron no tocarles dicha elección, y que de qualquiera orden o apremio sobre dicho nombramiento, apelaban”. En vista de ello el capitán general Velasco designó alcaide a don Lucas de Alzola.


    Así prosiguieron las cosas hasta que en 1683, siendo alcaide don Diego Gallegos, tomó posesión de la Capitanía general de Canarias don Félix Nieto de Silva, conde de Guaro. Este celoso gobernante recorrió una a una todas las fortificaciones de la isla de Tenerife, y descubrió, como era natural, incontables imperfecciones y deterioros en el castillo de San Felipe. Reclamó del alcaide Gallegos su reparación, mas éste “respondió no ser de su cargo y que le tocaba a la villa”. Se dirigió entonces don Félix Nieto de Silva al teniente de La Orotava “ordenándole hiciese juntar los cavalleros de aquella población, para que lo executassen”, y respondieron los de la Junta, no estar obligados ellos ni la villa, “ni corría de su cuenta municionar y pertrechar el castillo y sólo parecía deberlo hacer el Cabildo de la isla por gozar de los propios de ella’’. El conde de Guaro reclamó por tercera vez a este último organismo la reparación, mas el Regimiento respondió que los reparos “eran sólo obligación de los vecinos de la Orotava, según constaba de su privilegio”. En vista de ello, tuvo Nieto de Silva que acudir al mismo expediente que sus antecesores; designó castellano al alcalde del Puerto, don Esteban de Llerena, “y confió de sus prendas lo pondría y mantendría en el estado necesario de defensa”.


    Las designaciones para las alcaidías por parte de los capitanes generales, en beneficio de particulares hijosdalgos o acumulando el cargo a los alcaldes pedáneos del Puerto de la Cruz, prosiguieron sin interrupción hasta el año 1708.


    En esta última etapa, no siendo posible dejar arruinarse lentamente al castillo ni limitar las defensas del Puerto de la Cruz a un paraje excéntrico en relación con el desarrollo de la pequeña urbe, tuvieron que acudir los capitanes generales a arbitrar los fondos necesarios para reparar el castillo y aumentar las fortificaciones del surgidero.


    De esta manera, bajo el mando sucesivo de los capitanes generales, don Francisco de Varona, don Antonio Eril, conde de Eril, y don Pedro de Ponte, conde del Palmar, se realizaron importantes obras, a costa unas veces de la Real hacienda y de los fondos del uno por ciento, otras. Estas obras consistieron en reparar el castillo de San Felipe y construir las baterías del Muelle y San Telmo, la primera junto al desembarcadero y la segunda en las proximidades de la ermita de este santo.


    El problema de la fortificación del Puerto de la Cruz se agudizó en tiempos del gobierno del enérgico capitán general don Agustín de Robles y Lorenzana (1705-1709). Este viejo soldado recorrió en visita de inspección el Puerto de la Cruz y halló sus defensas tan desmanteladas que su primera medida fue nombrar gobernador de las armas al coronel don Marcos de Castro Bethencourt con orden terminante de que se le entregasen “todas las fortificaciones, municiones y pertrechos, que estaban en poder del Alcalde [pedáneo]”. Quedó así el gobernador de las armas convertido en alcaide efectivo del castillo de San Felipe y batería de San Telmo, pues la del Muelle, por otro nombre Santa Bárbara, la reservaba Robles y Lorenzana para el alférez Rodrigo de Vera, a quien nombró cabo principal de ella.


    Tanto don Marcos de Castro como el alférez Rodrigo de Vera se ofrecieron a reparar a su costa castillos y plataformas, parapetos y cureñas, tarea a la que dieron comienzo con gran celeridad, en medio de la sorpresa y el asombro de los caballeros de La Orotava.


    Estos, que tantas veces habían hecho dejación del privilegio de 1648 renunciando a elegir castellano, no transigieron ahora con que un intruso y un plebeyo ocupasen de hecho unas alcaidías reservadas a los hijosdalgos vecinos, y decidieron protestar ante el capitán general por medio de su apoderado don Antonio Estanislao de Lugo-Viña. El escrito de protesta está fechado en La Orotava el 3 de marzo de 1708 339.


    Don Agustín de Robles y Lorenzana no hizo caso de la reclamación, aunque para precaver cualquier mala información a la corte dio cuenta al Rey el 20 de junio de 1708 de su resolución provisional, en espera de que el Monarca confirmase los nombramientos hechos a favor de Castro y Vera 340.


    Los caballeros de La Orotava decidieron entonces acudir con la reclamación al Consejo de Guerra, y olvidándose de lo que sus padres o ellos mismos muchas veces habían resuelto, hacían ver cómo a su patriotismo y desvelos debíanse aquellas fortificaciones. El Consejo de Guerra pidió informe al conde de la Rosa, quien lo evacuó el 16 de agosto de 1708, en sentido en absoluto favorable a la nobleza de La Orotava. En opinión del conde de la Rosa, “debía el gobernador [y capitán general] escusar estás novedades tan perjudiciales, dexando contribuir a la Nobleza, como ha sido siempre, y si incurrían en algún descuido castigarlo, aunque se hacía patente cumpliría mejor con la obligación de los gastos que se ofreciesen la Villa y Nobleza que un pobre hombre...”


    Después de diversas incidencias, el Consejo resolvió por decreto de 7 de diciembre que “se preguntase al podatario de la Villa de la Orotava si en conformidad con el privilegio que tenía eran de su obligación estas obras y si lo fuesen la razón por que no se avían hecho...” El podatario don Juan Francisco de Franquis respondió el 15 de diciembre de 1708 y hacía ver en su escrito “cómo los cavalleros conquistadores y capitulares... mudaron el puerto de donde antiguamente estaba y avían fabricado el castillo de San Phelipe, donde se hallaba abierto, a su costa, y edificaron el muelle y plataforma de San Telmo...”; luego añadía “que enterado Su Magestad les concedió los privilegios que tenía presentados, sin que en ellos constasse que dichos cavalleros y capitulares huviessen tenido obligación, alguna para la costa de dichas fábricas y fortalezas ni la de la artillería, porque lo hizieron de su propio motu, llevados de la lealtad y amor a Su Magestad, ni menos parecía de dicho privilegio ni otro instrumento que quedasen obligados a mantener dicha fortaleza y su artillería...” Más adelante protestaba el podatario de La Orotava de las medidas tomadas por el capitán general Robles, declarando “que si qualquiera de las fortalezas y muelle necesitaban de algún reparo estaba [la Villa] prompta a costearlo y todo lo que en orden a esto se ofreciese del Real servicio”. El último párrafo de la declaración de Franquis es del mayor interés, pues aseguraba “que no podía dudar el Consejo que los cavalleros y capitulares de la Orotava, con el celo que les asistía del servicio de Su Magestad, continuarían con la manutención de dicho castillo y fortalezas, y siendo de el agrado de Su Magestad, además de los reparos que decía el Consejo, añadiesen todo lo que fuese del Real servicio, estaban desde luego promptos a obedecer, manteniéndoles como era justo en sus privilegios de nombrar dichos cavalleros y capitulares alcalde y castellano de dicho castillo...”


    En vista de esta declaración, y después de otros diversos trámites reglamentarios, el Consejo consultó al Rey en sentido favorable a las aspiraciones de los vecinos de La Orotava (29 de agosto de 1708), y en consecuencia éste expidió la oportuna Real cédula, el 27 de febrero de 1709, extinguiendo los cargos recién creados de gobernadores de las armas en Santa Cruz de Tenerife y Puerto de la Cruz y ordenando al capitán general no alterase las prácticas y el estilo corriente en las islas en el reparo, dotación de los castillos y provisión de sus alcaidías 341.


    Los vecinos del Puerto de la Cruz, cada vez más enemistados con los villeros, ofrecieron a Felipe V 500 doblones para las urgencias de la guerra si tenía a bien liberarles de la intervención de La Orotava en su gobierno; mas los porteros no tuvieron fuerzas suficientes para salir airosos en la demanda.


    * * *


    El triunfo de La Orotava había de costarle a la larga muy poco dinero; en cambio, don Agustín de Robles hubo de pasar por la humillación de desposeer al alférez Rodrigo de Vera del cargo de cabo principal de la plataforma del Muelle 342 y a don Marcos de Castro del gobierno de las armas y cuidado de sus fortalezas. Don Agustín de Robles quiso devolver el golpe a los hijosdalgos de La Orotava, y en cuanto tuvo conocimiento de estas resoluciones dio orden al teniente de la villa para que reunidos los vecinos en junta designasen dos diputados encargados de asistirle en la visita a las fortificaciones del Puerto de la Cruz. Resultaron elegidos en la junta celebrada en la ermita de San Roque el 31 de diciembre de 1808 los regidores Francisco Valcárcel y Lugo y Francisco de Mesa.


    El reconocimiento se hizo en presencia del ingeniero Miguel Tiburcio Rossell, quien evaluó las obras más urgentes que habían de hacerse en el castillo de San Felipe y plataformas en la cantidad de 4.000 reales.


    La villa dio largas al asunto con diversas excusas, aunque al fin en noviembre de 1709 se reunieron los vecinos para acordar la manera de verificar el reparto. A esta primera junta, reunida el 24, apenas acudieron unos cuantos regidores y vecinos, por lo que fue preciso, con amenaza de severas penas, convocar para una segunda reunión el 3 de diciembre de 1709. A ésta acudieron ciento veintisiete vecinos y se acordaron los reparos en los castillos y la manera de distribuir su importe, aunque protestando de que lo hacían voluntariamente sin estar obligados a ello.


    Las obras se iniciaron el 4 de enero de 1710, pero tuvieron que suspenderse muy pronto por falta de numerario. De los 4.000 reales solicitados sólo ofrecían los vecinos de La Orotava 900, repartiendo los que más 50 reales y los que menos uno; pero aun así, sólo se habían podido cobrar 527, por insolvencia de muchos de ellos. Esta burla de los presuntuosos villeros merecía un castigo; pero por suerte para ellos, don Agustín de Robles había sido reemplazado en la capitanía general por don Fernando Chacón, hombre de genio blando e indulgente, y el pleito quedó, con el cambio, soslayado y dormido.


    Así transcurrieron casi diez años hasta que tomó posesión de la capitanía general don Juan de Mur y Aguirre, en 1719. Este visitó la fortaleza de San Felipe y baterías en unión de dos ingenieros —Miguel Tiburcio Rossell y otro de nombre ignorado— el 18 de julio, y pudo comprobar que, después de tantos años de abandono, “lo preciso para una muy moderada prevención, sin hacer obra nueva”, ascendería por encima de los 12.815 reales. En el acto se dirigió al teniente de la villa de La Orotava para que exigiese de sus vecinos, convocando junta, el dinero necesario para estos reparos.


    La junta eligió diputados a los caballeros don Juan Francisco de Franquis y don Pedro José de Mesa, quienes declararon al general, en nombre de la villa, “que aunque se consideraban libres de la obligación de fortificar, voluntariamente deseaban que por los medios más suaves se hiciese dicha fábrica, atendiendo a la notoria falta que se padecía”.


    El capitán general don Juan de Mur volvió a reclamar los 12.815 reales a dichos diputados; mas éstos se disculparon con la precaria situación económica de la isla e hicieron ver que acabándose de prorrogar por doce años más el impuesto del uno por ciento, de los fondos que del mismo se separaban para gastos de fortificación podía muy bien atenderse al reparo del castillo de San Felipe y anejos.


    Pidió informe sobre el particular don Juan de Mur al veedor don Santiago Álvarez de Abreu, quien lo evacuó el 21 de diciembre de 1719, reconociendo la antigüedad de la obligación dimanante del privilegio de 1648, y la constancia con que la villa de La Orotava había siempre defendido que el privilegio era remuneratorio y no oneroso; asimismo reconocía que en tiempo de don Francisco Varona y de Antonio Eril, ambos capitanes generales de Canarias, se habían ejecutado los reparos a costa de la Real hacienda. Terminaba el veedor asegurando “que no hallaba en el privilegio motivo para consideración tan gravosa, porque aunque se hallaba la villa sumamente reconocida a la Real benignidad, era evidente que más redundaba el privilegio en su beneficio que en el de los vecinos...”


    En vista de este informe, el capitán general don Juan de Mur quiso antes de decidir conocer el dictamen de dos ilustres abogados, los licenciados don Lorenzo Bernardo de Pereira y don Manuel de Armendáriz. El parecer de estos juristas asesores se redujo a “que los cavalleros y vecindad de la Orotava y su distrito debían concurrir con lo que fuese necesario para habilitar dichas fortificaciones, según se necesitaba por ahora, y en quanto a lo deducido por dicha villa, se debía hacer remisión a Su Magestad, donde pertenecía, para que se dignase resolverlo, citándose al Cabildo de la isla para que ocurriese a ella si le conviniese...” El capitán general don Juan de Mur se conformó con este parecer; en consecuencia, volvió a expedir las órdenes oportunas para que los diputados de la villa aprontasen los 12.815 reales necesarios para los reparos (30 de enero de 1720) 343.


    Estos volvieron de nuevo a apelar ante el mismo capitán general, y fueron tantas las largas que dieron con memoriales, solicitudes y recursos, que al final nada se resolvió 344. Así llegamos a los umbrales del mando en Canarias del marqués de Valhermoso.


    * * *


    Cuando don Lorenzo Fernández Villavicencio tomó posesión de su cargo en 1723, cesó momentáneamente en importunar a los vecinos de La Orotava, porque bastante ocupación tenía con molestar y ser molestado por el Cabildo de Tenerife en este secular pleito de las fortificaciones militares. Además, a la sagacidad del marqués de Valhermoso no escapó que si el Cabildo de Tenerife no contribuía a reparar las fortificaciones del Puerto de la Cruz, poco cabía esperar de los vecinos de La Orotava, arruinados como se hallaban por la mala salida que tenían los vinos del valle.


    La primera embestida contra el Cabildo data del mismo año 1723. Nos consta que el Regimiento opuso la más absoluta resistencia a sufragar cualquier gasto en el Puerto de la Cruz, y que en la sesión del 10 de septiembre acordó dirigirse al Rey, por medio de sus diputados, en queja contra las presiones arbitrarias del comandante general. En 1725 Valhermoso volvió de nuevo a la carga con las mismas exigencias; pero el Cabildo supo responderle “que en quanto a las fortificaciones... en el castillo de La Orotava repetían las mismas protestas sobre que los diputados en la corte hiciesen las representaciones convenientes, por no ser de su quenta y sí del partido de la Orotava la manutención de sus forticaciones por el disfrute del privilegio y separación de jurisdicción...” (18 de noviembre de 1725).


    Esta enconada resistencia hizo abrir los ojos a Valhermoso, y se revolvió entonces contra los vecinos de La Orotava exigiéndoles el arreglo del castillo de San Felipe y baterías; pero éstos siguieron impertérritos en su táctica de dilaciones y reclamaron información sobre las obras que en la fortaleza se ejecutaron por don Francisco de Varona y el conde de Eril, a costa de la Real hacienda y del uno por ciento.


    El Cabildo de Tenerife comprendió los riesgos de esta táctica, conociendo el genio y las determinaciones violentas de Valhermoso; así es que dio orden a su diputado don Alonso Fonseca de plantear la cuestión ante los Consejos de Guerra y Castilla.


    No hay porqué insistir en los argumentos que Fonseca emplearía en cada uno de estos tribunales, por ser sobradamente conocidos. Veamos tan sólo la suerte de cada una de estas demandas.


    En el Consejo de Guerra presentó la reclamación don Alonso Fonseca en diciembre de 1726, y obtuvo a su favor el despacho de 22 de febrero de 1727 “para que el gobernador [y capitán general] hiciese que la villa de la Orotava concurriese con lo necesario para las fortificaciones... y executado diese quenta, obrando conforme a derecho’’. Este despacho favorable al Cabildo fue presentado por el procurador general de Tenerife, el 4 de agosto, al capitán general, quien ordenó, previa consulta con el asesor, que se cumpliese en todas sus partes. La villa de La Orotava supo oponer, sin embargo, nuevas y eficaces dilaciones y el asunto quedó paralizado.


    Uno de los trámites dilatorios empleados fue la renuncia a la elección de alcalde-castellano del Puerto de la Cruz, “ínterin que se declaraba no ser de su obligación dicha contribución y otra qualquiera para reparos, dexándola —[a la villa]— y a sus vecinos en total libertad.” La villa de La Orotava renunció a esta facultad en manos del comandante general, después de haberlo acordado así en la junta reunida en la ermita de San Roque el 7 de diciembre de 1718, aunque con la reserva expresa de dejar “indemne... el Real privilegio, en los demás particulares, en toda su observancia, fuerza y vigor”.


    Esta decisión fue combatida por el Cabildo de Tenerife, quien negó a la misma toda eficacia y validez. De esta manera, así que fue comunicada al Consejo de Guerra por el diputado de la villa don Pedro de Mesa, fue contradicha por el mensajero de la isla don Alonso Fonseca. El pleito prosiguió en el Consejo de Guerra, aportando cada una de las partes contendientes certificaciones y documentos acreditativos de su derecho.


    La reclamación ante el Consejo de Castilla fue casi simultánea, pues don Alonso Fonseca acudió con instancia ante el mismo, el 18 de enero de 1727. En el Consejo los trámites fueron muy lentos, ya que por indicaciones del fiscal se pidió informe a la Real Audiencia de Canarias, quien a su vez solicitó los antecedentes propios del caso del Cabildo de Tenerife, para poder dictaminar.


    El informe de la Real Audiencia aparece datado en Las Palmas el 23 de junio de 1728, y era en absoluto desfavorable a la villa de La Orotava, a cuyos vecinos correspondía y obligaba, según el parecer de los oidores, la fortificación del Puerto de la Cruz.


    Intervino entonces en el pleito el diputado de los caballeros hijosdalgos de La Orotava don Pedro de Mesa para oponerse a las aspiraciones del Cabildo de Tenerife y en defensa de los derechos de la villa. Con este fin presentó su poder y reclamó los autos.


    El Consejo de Castilla, previo informe del fiscal, resolvió a favor del Cabildo de Tenerife, pues el 21 de enero de 1730 “mandó que la villa de la Orotava executase por aora los reparos precisos de su castillo y fortificaciones en la conformidad que en otras ocasiones lo avía practicado, llevando quenta y razón justificado de su importe, y hecho se le diese el traslado [de los autos] que tenía pedido”. Esta resolución del Consejo de Castilla aparece reflejada en la Real cédula de 30 de enero de 1730, que se comunicó a los vecinos de la villa de La Orotava para su cumplimiento 345.


    Como puede verse, era una resolución provisional, mientras el litigio seguía su curso hasta ser fallado de manera definitiva.


    Sin embargo, no hubo necesidad de poner en práctica esta resolución, ya que por la fecha indicada el Cabildo de Tenerife y los vecinos de La Orotava habían llegado, después de diversas conversaciones y cansados de tan estériles pleitos, a un acuerdo o transacción, que ponía término de momento a sus diferencias, en espera tan sólo de que el Rey se sirviese aprobar y sancionar lo acordado.


    Ya hacía tiempo que diversos regidores, movidos por el marqués de Valhermoso, unas veces, o por iniciativa propia, otras, venían laborando en el seno del Cabildo por una avenencia o concordia con La Orotava que zanjase los litigios pendientes. En febrero de 1730 hubo diversas sesiones donde se discutió, no sin protesta por parte de algunos regidores, que las fortificaciones de La Orotava se costeasen del importe del uno por ciento, hasta entonces exclusivamente reservado para la fortificación de la marina de Santa Cruz de Tenerife. El mismo don Alonso Fonseca protestó ante el Consejo de Guerra de esos manejos de los regidores naturales de La Orotava, que creía que obraban por instigaciones del comandante general marqués de Valhermoso, protesta que se le admitió “como a uno del pueblo”, o sea a título particular, no como diputado del Cabildo.


    Contando con estas premisas no ha de sorprendernos que las conversaciones y gestiones madurasen hasta llegar a una completa avenencia, que se hizo pública en el Cabildo general reunido el 6 de mayo de 1730. ¿Cuáles eran los términos de esta transacción o concordia?


    La base fundamental del acuerdo fue ofrecer al rey Felipe V por plazo de veinte años más el arbitrio del uno por ciento, a cambio de que se diesen por cancelados cualquiera clase de débitos del Cabildo de Tenerife en materia de fortificación, hasta el día del convenio, y se exonerase a la villa de La Orotava de toda obligación presente y futura en el mismo ramo militar.


    Durante los veinte años de la prórroga se seguirían separando 2.000 pesos del uno por ciento para gastos de fortificación, con la salvedad de que los mismos se invertirían conjuntamente en Santa Cruz de Tenerife y el Puerto de la Cruz “a proporción y discreción de los comandantes generales..., según lo pidiere la necesidad y urgencia de cada uno”.


    El convenio fue ratificado por los vecinos de la villa de La Orotava en junta que tuvieron el 14 de mayo de 1730.


    El texto del convenio, una vez conocido por el comandante general marqués de Valhermoso, fue informado favorablemente y comunicado al Consejo de Guerra. En opinión de este soldado, la transacción era beneficiosa a un tiempo para la Corona y la isla, ya que por un cálculo aproximado se podían evaluar los beneficios de aquélla, deducidos los gastos de fortificación, en la importante suma de 515.480 reales, y se invertirían en las fortalezas de la isla 40.000 pesos escudos, en el plazo indicado, con lo que se conseguiría, “sin inquietar los pueblos, mantener fortificados los puertos de Santa Cruz y la Orotava”.


    Esta transacción fue a su vez presentada en el Consejo de Guerra por el diputado de La Orotava, don Pedro de Mesa, pidiendo su aprobación, y en consecuencia que los litigios pendientes se considerasen liquidados.


    Pidióse entonces informe, por indicaciones del fiscal del Consejo de Guerra, a la Real Audiencia de Canarias, quien lo evacuó favorable el 8 de mayo de 1731, dando pie con ello a que el fiscal se expresase en los mismos términos.


    Mas este interminable pleito parecía condenado a no tener fin. En 1732 era creada la Junta de Negocios de Canarias, y al recabar para sí el conocimiento de todos los expedientes y litigios relacionados con el Archipiélago, condenó de nuevo a paralización el arreglo o convenio.


    La Junta de Canarias solicitó de nuevo informe del promotor fiscal de la misma, don Juan Francisco Ansoti, quien propuso aplazar la solución para más adelante, por considerar la transacción oscura y estimar precisa una averiguación previa que garantizase ser beneficiosa para la seguridad militar de las islas (9 de febrero de 1733).


    En estas circunstancias don Alonso Fonseca, como diputado de la isla de Tenerife —en uso de unas atribuciones dudosas—, contradijo enérgicamente la transacción por considerarla gravosa para la isla, obtenida con malas artes y sólo beneficiosa para los vecinos de La Orotava, a quienes única y exclusivamente debía corresponder la fortificación del Puerto de la Cruz.


    La Junta de Canarias resolvió entonces, a petición del diputado de La Orotava, que se redactase e imprimiese, con la intervención personal del relator de la misma, un Memorial ajustado del Pleyto... (29 de noviembre de 1733). En estas tareas se entretuvieron los diputados don Alonso Fonseca y don Pedro de Mesa hasta el 7 de enero de 1734, en que pudo empezar a imprimirse el curioso Memorial..., verdadero resumen de estos interminables litigios.


    ¿Cómo acabó esta pugna entre los diputados don Alonso Fonseca y don Pedro de Mesa? ¿Aprobó la Junta de Canarias la transacción o convenio de 6 de mayo de 1730? Sólo sabemos que después de impreso el Memorial... informó de nuevo el promotor fiscal el 16 de septiembre de 1734 y que al disolverse la Junta de Canarias en 1738 no se había dictado todavía una resolución definitiva.


    Sin embargo, por hechos posteriores podemos asegurar que ambas partes contendientes —el Cabildo y La Orotava— se rindieron al cansancio, olvidando en una inacción peligrosa y suicida sus querellas internas en materia tan vital y decisiva. Como el impuesto del uno por ciento no fue prorrogado por una Real cédula expresa en la ocasión que reseñamos, cabe afirmar que la transacción cayó por tierra al peso de la inaprobación oficial.


    ¿Cuál fue la suerte de las fortificaciones del Puerto de la Cruz en lo que resta del siglo XVIII? Sin duda, los comandantes generales atendieron con los fondos a su alcance —uno por ciento, etc.— a la reparación del castillo y baterías, y los vecinos de la villa cesaron por su parte, de una manera definitiva, en elegir el alcalde-castellano del Puerto y San Felipe.


    A finales del siglo XVIII el Puerto de la Cruz vio aumentada sus defensas con una batería más, la de San Carlos, de planta rectangular y artillada con cuatro cañones. Esta batería estaba emplazada en el barranco y playa de Martiánez. En 1795 era gobernador de esta pequeña fortaleza don Juan Primo de la Guerra, vizconde de Buen Paso.


    IV. Las alcaidías de los castillos de la isla de Tenerife.


    Durante la segunda mitad del siglo XVII los Cabildos o Ayuntamientos insulares siguieron disfrutando del privilegio de elegir y designar los alcaides o castellanos de aquellas fortalezas que habían sido construidas a su costa y que eran de su propia dotación. El criterio oficial es todavía de confianza plena en las corporaciones locales; por ello no ha de sorprendemos que el privilegio de que el Cabildo gozaba de elegir alcaide del castillo principal de San Cristóbal fuese extendido por Real cédula de 17 de enero de 1684 al castillo de San Juan, construido asimismo por el Ayuntamiento y dotado y mantenido a sus expensas. En otro orden de cosas el privilegio ganado por la villa de La Orotava en 1648, autorizando a sus vecinos para elegir y designar el alcalde pedáneo del Puerto de la Cruz y al mismo tiempo castellano de sus fortificaciones, es una prueba más de que todavía el recelo y la desconfianza no habían anidado en los más altos organismos de la administración central.


    No puede afirmarse lo mismo con respecto a la centuria siguiente. En el siglo XVIII un centralismo radical y absorbente, de la más pura esencia francesa y borbónica, invade nuestra patria y acaba por agarrotar con sus hilos y su tupida malla las pocas libertades municipales, que no habían naufragado bajo el absolutismo de la Casa de Austria, más corrosivo de la organización y constitución de los municipios que de sus funciones.


    De esta manera, y respondiendo a este influjo, los capitanes y comandantes generales despliegan a lo largo de todo el siglo XVIII una ofensiva ininterrumpida y constante, que si al principio fracasa ante la fuerza de la tradición, a la larga termina por triunfar y prosperar echando por tierra privilegios y mercedes consagrados por los siglos e interrumpiendo una larga sucesión de hechos gloriosos en que los isleños dieron fe de su patriotismo y celo.


    El año 1774 conviene destacarlo, porque marca precisamente el límite y separación de las dos épocas.


    * * *


    En páginas anteriores de este mismo tomo suspendimos la relación cronológica de los alcaides del castillo principal de San Cristóbal con las elecciones del año 1655, en que salió reelegido castellano Pedro de Vergara Alzola. Está por demás reiterar que esta elección, lo mismo que las anteriores y posteriores, se verificó el 30 de noviembre, día de San Andrés, después de presentar los aspirantes al Cabildo los recaudos acreditativos de su hidalguía de sangre a fuero de España.


    Desde esta última fecha hasta 1676 desempeñaron la alcaidía de San Cristóbal los capitanes siguientes: Pedro de Vergara Alzola (1656), Fernando Esteban de la Guerra y Ayala (1657), Juan Pérez de Hemerando (1658), Diego de Molina Quesada (1659 y 1660), Baltasar de Cabrejas (1661 y 1662), Domingo García de Valdés y Castilla (1663), Cristóbal de Alvarado Bracamonte (1664), Tomás de Nava (1665) 346, Esteban de Llerena Calderón (1666) 347, Felipe Fonte (1667), Diego de Molina Quesada (1668), Diego de Ponte Azoca (1669 y 1670), Juan de Ponte Azoca (1671), Francisco de la Coba Ocampo (1672), Pedro Tomás Baulen Ocampo (1673), Fernando Matías Arias de Saavedra (1674), Andrés de Ponte y Azoca (1675) y Cristóbal Lordelo Ponte (1676).


    En este último año surge la primera anormalidad en las elecciones; desde 1677 a 1680 los Libros de Acuerdos del Cabildo de Tenerife guardan silencio sobre extremo tan interesante, lo que ha hecho suponer que el capitán general don Jerónimo de Velasco hizo las designaciones por su cuenta. Sin embargo, la causa de esta suspensión fue la reclamación que formuló ante el tribunal de la Real Audiencia don Juan del Castillo y Mesa, regidor de la isla de Tenerife, para que en las elecciones fuesen preferidos los caballeros de hábito, en primer lugar; los hidalgos ejecutoriados, en segundo; los descendientes de castellanos, en tercero, y que sólo entrasen en la liza los hidalgos “en posesión” cuando faltasen aquéllos. Lo curioso es consignar que la Real Audiencia acogió con el mayor entusiasmo la demanda y despachó auto para que con arreglo a esta jerarquía nobiliaria se verificasen las elecciones en lo sucesivo. El Cabildo, en vista de ello, suspendió deliberadamente la elección y solicitó del Rey y del Consejo de guerra, por medio de su apoderado Lorenzo Matamoros, la anulación de la arbitraria medida y el despacho de una sobrecarta de privilegio que pusiese término “a una novedad de gravísimo perjuicio y de sumo ynconveniente”. Carlos II estimó justas y atinadas las razones del Ayuntamiento tinerfeño, y en consecuencia despachó una Real carta el 20 de febrero de 1680 que anulaba la resolución de la Audiencia, a quien hacía saber de paso que se había extralimitado de sus funciones propias 348.


    De esta manera, desde 1680 hasta 1708 prosiguieron sin alteración las elecciones, resultando designados: Alonso van Dame (1680), Tomás Pacheco y Fonte (1681), Diego de Ponte y Azoca (1682), Bartolomé Domingo de Ponte Llerena (1683), Gabriel de Monteverde y del Valle (1684), Juan de Herrera Leiva (1685), Andrés de Ponte y Azoca (1686), Jerónimo Boza de Lima (1687), Bernardo Ascanio de Lercaro (1688), Andrés de Ponte y Fiesco (1689), Gregorio Leandro de San Martín Cabrera (1690), Antonio Eril Vicentelo, marqués de Fuensagrada, (1691), Juan Colombo de Vargas (1692), Luis de San Martín Llerena (1693), Tomás Luis Pacheco Solís (1694), Jerónimo Boza de Lima (1695), Diego Lercaro Justiniani (1696), Francisco de Monteverde Bermeo (1697), Joaquín Antonio de Laisequilla Palacio (1698), Juan de Coronado Zayas (1699), Francisco de Ponte Llerena (1700), Juan de Herrera Leiva (1701 y 1702), Andrés de Azoca y Ponte (1703), Juan de Herrera Leiva (1704), Jerónimo Boza de Lima (1705), Marcos de Castro Bethencourt (1706), Gregorio de San Martín Cabrera (1707) y Luis Román y Jovel (1708).


    En este último año ocurre la segunda anormalidad, que fue la designación como gobernador de las armas de Santa Cruz de Tenerife del antiguo alcaide de San Cristóbal, coronel don Juan de Herrera Leiva, por nombramiento del capitán general don Agustín de Robles y Lorenzana. Como estos gobernadores de las armas tenían el mando e inspección conjunta de todas las fortalezas, resultaron así enormemente disminuidas las funciones privativas de los alcaides. El Cabildo de Tenerife protestó ante el rey Felipe V de esta arbitraria decisión del capitán general, y obtuvo al fin a su favor la Real cédula de 27 de febrero de 1709, por la que se declaraban extinguidos los cargos antedichos de gobernadores de las armas.


    Mientras se resolvía sobre la protesta, las elecciones se siguieron verificando con absoluta normalidad; de esta manera, entre 1709 y 1722, desempeñaron la alcaidía de San Cristóbal: Fernando de Molina Quesada (1709), Francisco Fernando de San Martín Llerena (1710 y 1711), Francisco de Molina Quesada (1712), José Lordelo Ponte (1713), Tomás Pacheco Solís (1714), Matías Boza de Lima (1715), Fernando del Hoyo Solórzano Interián (1716), Fernando de Molina Quesada (1717), Fernando del Hoyo Solórzano Interián (1718), Antonio de San Martín (1719), Matías Boza de Lima (1720) y Diego Gesquier Manrique (1721 y 1722).


    La tercera acometida contra el privilegio de elegir alcaide fue como las anteriores, indirecta, pues si bien no atacaba al cargo en su esencia, tendía, en cambio, a reducir de manera disimulada sus funciones por dudar los capitanes generales de la capacidad militar de los elegidos. Para ello inventó el comandante general don Lorenzo Fernández Villavicencio, marqués de Valhermoso, el cargo de teniente de castellano, que en este caso particular del castillo de San Cristóbal puso en manos de un soldado de su confianza, el capitán Juan Martínez del Castillo, uno de los oficiales que habían venido en su compañía al Archipiélago para instruir y disciplinar a las milicias.


    No contento con ello, el marqués de Valhermoso quiso mediatizar con su autoridad al Cabildo e inauguró un sistema de cartas al Regimiento en vísperas de las elecciones, proponiéndole aquéllos candidatos que a su juicio merecían salir elegidos, bien por sus dotes, bien por su docilidad, siendo más probable lo último. De esta manera consiguió en 1723 que resultase elegido el caballero de la Orden de Santiago don Francisco de Monteverde Bermeo.


    Una vez transcurrido el año volvió de nuevo a la carga el comandante general, y por medio de una segunda carta que se leyó en el Cabildo de 27 de noviembre de 1724, recomendaba la reelección del mismo Monteverde. Los regidores se llenaron de indignación por semejante intromisión, destacando en la protesta don Ángel van Dame. El regidor don Carlos de Mesa declaró en el seno del Ayuntamiento “que eso ya no sera venir a Cabildo a elegir castellano”, mientras otros más pusilánimes, como Bartolomé Yáñez, declararon que por temor a las violencias de Valhermoso se hallaban prontos a reelegirlo. El acuerdo general fue que se copiase en acta la carta del comandante general “para poder protestar ante Su Majestad de la violencia con que votaban y falta absoluta de libertad”. De esta manera resultó reelegido el 30 de noviembre de 1724 el capitán Francisco de Monteverde Bermeo.


    Al año siguiente fue por segunda vez reelegido el mismo Monteverde.


    La normalidad volvió a iniciarse en 1726, sin duda por alguna reconvención de que fue objeto el comandante general; desde esa fecha hasta 1743, desempeñaron la alcaidía del castillo de San Cristóbal: Esteban de Llerena Calderón y Mesa, marqués de Acialcázar y Torrehermosa (1726), José Pedro Lordelo (1727), Pedro Colombo de Vargas (1728), Juan de Arauz y Salazar (1729), Cristóbal de Urtusáustegui (1730), Domingo Miguel de la Guerra (1731), Francisco Tomás de Castro y Ayala (1732), Luis Tomás Baulen de Ponte (1733,1734 y 1735), Pablo José de Mesa y Ponte (1736), José Jacinto de Mesa (1737), Diego de Llerena (1738), Francisco de Valcárcel y Lugo (1739), José de Mesa y Castilla (1740 y 1741) y Miguel Rossell de Lugo (1743).


    La cuarta acometida contra las alcaidías de elección municipal debióse al comandante general don Andrés Bonito y Pignatelli, quien ya sin disimulo propuso a Felipe V la derogación del privilegio y por ende que las alcaidías fuesen de libre designación de la primera autoridad militar. El marqués de la Ensenada pidió informe sobre el particular a un isleño ilustre, don Cristóbal Joaquín de Franchy y Benítez de Lugo, primer marqués de la Cándia, quien lo evacuó en sentido desfavorable a las aspiraciones del comandante general, salvando al privilegio de una muerte segura, aunque por pocos años. En opinión del marqués de la Cándia no se debían introducir modificaciones sobre el particular, salvo la reforma ensayada por el marqués de Valhermoso, en 1723, de designar como colaboradores de los alcaides, tenientes de castellanos, que supliesen la posible impericia de algunos de aquéllos. El informe está firmado en Madrid el 18 de julio de 1743 349.


    Don Miguel Rossell de Lugo fue alcaide no sólo este año de 1743, sino también en los de 1744 y 1745. Desde esta última fecha desempeñaron la alcaidía los señores siguientes: Pablo de Mesa y Ponte (1746 y 1747), Pedro Antonio de Ceballos y Terán (1748), José de Mesa (1749), Pedro Antonio de Ceballos y Terán (1750), Miguel Rossell de Lugo (1751, 1752 y 1753) 350, Ventura Salazar de Frías y Valcárcel, conde del Valle de Salazar (1754 y 1755), Andrés Gallegos (1756), Juan José de Monteverde y Lordelo (1757 y 1758), Juan Bautista de Castro (1759), José de Mesa (1760) 351 y Cristóbal del Hoyo y Sotomayor, marqués de la villa de San Andrés (1761).


    En 1762 fue elegido alcaide del castillo de San Cristóbal don Lorenzo Salazar de Frías, quien tomó posesión y desempeñó su cargo hasta el 27 de mayo de 1763. En esta fecha fue desposeído del mismo por una orden del comandante general don Pedro Rodríguez Moreno y tuvo que entregar las llaves del castillo a su sustituto, don Nicolás Benítez de Lugo.


    El motivo para la destitución fue que la Real Audiencia no había aprobado la elección 352.


    Las elecciones se siguieron efectuando con puntualidad desde 1763 hasta 1774, resultando designados los hijosdalgos siguientes: Antonio Riquel y Angulo (1763, 1764, 1765, 1766, 1767 y 1768), Fernando del Hoyo Solórzano, conde de Sietefuentes (1769), Antonio Riquel y Angulo (1770), Lorenzo Salazar de Frías (1771), Antonio Riquel y Angulo (1772) y Alonso Chirino y Ascanio, marqués de la Fuente de las Palmas (1773).


    Mientras tanto acudían los comandantes generales a la Secretaría de Guerra con quejas continuas, haciendo ver el riesgo de que estos cargos no fuesen desempeñados por soldados veteranos y expertos, sino por gente bisoña y sin instrucción que ponían en peligro la defensa de la plaza. En 1772 representó al Rey en términos muy enérgicos el comandante general don Miguel López Fernández de Heredia, sin obtener sensibles cambios a su favor; pero como insistiese de nuevo en el peligro (25 de noviembre de 1773), el rey Carlos III resolvió por orden de 4 de febrero de 1774 alterar el sistema hasta entonces imperante, reduciendo en esto, como en otras cosas, las facultades del Cabildo de Tenerife en materia militar. Con arreglo a esta disposición el Regimiento de la isla había de limitarse a proponer en terna los que habían de desempeñar el cargo, uno de los cuales —“el que más fuese de su Real agrado”— elegiría el monarca para ocupar la plaza en propiedad 353.


    El poderoso Cabildo de Tenerife (cuyo poder se iba perdiendo en jirones a lo largo del siglo XVIII) entabló inmediatamente el oportuno recurso ante el Consejo de Guerra, y sin duda para soslayar la cuestión principal se consideró tácitamente prorrogado en el mando el anterior alcaide, don Alonso Chirino y Ascanio, marqués de la Fuente de las Palmas, quien desempeñó el cargo por los años de 1774, 1775 y 1776.


    Las cosas variaron en enero de 1774, al dimitir el cargo de manera irrevocable don Alonso Chirino. El escrito de renuncia, dirigido al Regimiento de la isla, está fechado en Santa Cruz el 6 de enero del año expresado y da por motivos las ocupaciones y atenciones de su casa y hacienda 354.


    Al día siguiente el comandante general, que lo era ahora don Eugenio Fernández de Alvarado, marqués de Tabalosos, se dirigió por medio del corregidor don Fernando Ramírez y Layna al Cabildo de la isla, exigiéndole que con arreglo a la Real cédula de 4 de febrero de 1774 propusiese en terna los sujetos que podían reemplazarle 355. El Cabildo se desentendió dignamente de la demanda, y en vista de ello el marqués de Tabalosos designó gobernador interino del castillo de San Cristóbal al capitán de artillería don José Rodríguez Carta, “por concurrir en él la ydalguía y nobleza de sangre que se requiere”. Así lo comunicaba al Cabildo en oficio de 12 de enero de 1777 356.


    Don José Rodríguez Carta desempeñó la alcaidía interina de San Cristóbal desde la fecha expresada hasta el 3 de enero de 1782, en que tuvo que renunciar a la misma por haber sido designado “tesorero general de la Provincia”. Por esta última fecha, don Joaquín Ibáñez Cuevas, marqués de la Cañada y comandante general, designó castellano interino al que hasta entonces había desempeñado la plaza de teniente, don Tomás de Fuentes. En el título despachado a este oficial por el marqués de la Cañada declara el comandante que lo designaba “mientras tengo por conveniente nombrar propietario” 357.


    Este plazo llegó un año más tarde, pues el 1 de marzo de 1783 el marqués de la Cañada, en uso de unas facultades que él mismo se atribuyó, se sirvió nombrar alcaide en propiedad a don José de Monteverde y Molina, ayudante mayor del Regimiento provincial de La Laguna, con el sueldo corriente, “pagado de los propios y obligaciones del Ayuntamiento” 358.


    La confirmación de Monteverde no llegó hasta el año 1786, en que se recibió en la isla de Tenerife el Real despacho de 9 de noviembre por el que Carlos III le nombraba alcaide perpetuo del castillo de San Cristóbal 359. Desde esa fecha hasta fin de siglo, don José de Monteverde y Molina fue alcaide de la primera fortaleza de la isla y como tal tendría una brillante actuación en la defensa de Santa Cruz de Tenerife contra Nelson.


    De las relaciones de Monteverde con el Cabildo de Tenerife consérvase una instancia por la que reclama del desposeído organismo un aumento en su sueldo, que apenas si le bastaba “para sufragar los precisos gastos extraordinarios que exigía el decoro de su empleo” 360. Los alcaides seguían ganando los mismos 70.000 maravedíes anuales que les asignó la Real cédula de 6 de junio de 1565 (2.058 reales con 28 mr.). Don José de Monteverde hacía ver en apoyo de su demanda y en justificación de sus gastos “la inalterable costumbre de recibir y hospedar a todos los comandantes generales, lo menos los tres primeros días de su arribo a ésta, costeándole la manutención, cuyo dispendio... equivale prudentemente a la dotación de tres hasta cinco y aun más años; a más de la sucesiva diaria costumbre de presentarse con su respectivo uniforme a recibir el santo y órdenes del Gefe, y la de ser su castillo el depósito de los presos de honor..., que exigen responsabilidad y gasto...” Pedía Monteverde como asignación los 600 pesos anuales que recibían los alcaides de los fuertes dependientes del Rey, mas ignoramos la suerte que corriera su demanda. Con aumento de sueldo o sin él, lo cierto es que siguió en el desempeño de la alcaidía hasta la fecha misma de su muerte, sobrevenida en 1834.


    * * *


    Con respecto al castillo de San Juan, ya de sobra conoce el lector cómo a raíz de su construcción el Cabildo se arrogó la facultad de elegir y designar su alcaide en análogas condiciones a como se verificaba para San Cristóbal. En la sesión del Cabildo de 30 de noviembre de 1643 se establecieron las condiciones que habían de reunir los designados. La elección se verificaría el día de San Andrés; el cargo había de recaer en “caballero hijodalgo notorio”; gozaría el elegido de todas las franquezas y privilegios de los demás castellanos, y había de prestar pleito homenaje antes de posesionarse de la alcaidía. El designado, como ya conoce el lector, fue el regidor don Lope Fonte, “quien había asistido a la fábrica de dicho castillo con mucho cuidado y solicitud” . Por este acuerdo se autorizó además al regidor Fonte para nombrar cuatro soldados encargados de la guarda de la fortaleza con el estipendio de dos ducados al mes y una fanega de trigo, que se pagarían de los propios de la isla. Uno de ellos había de ser designado cabo, condestable o artillero, con la gratificación de una fanega de trigo 361.


    Sin más base jurídica que el citado acuerdo de 30 de noviembre de 1643, se estuvieron verificando las elecciones sin interrupción desde esa fecha hasta 1676. Como el lector ya conoce los alcaides que se sucedieron hasta 1655, completaremos la lista hasta la última de las fechas indicadas. Desempeñaron la alcaidía de San Juan: Pedro Romero Fresneda (1656), Rodrigo de Castilla y van Henden (1657), Alonso de la Guerra y Calderón (1658 y 1659), Juan del Castillo y Mesa (1660, 1661 y 1662), Alonso van Dame y Lezana (1663), Juan del Castillo y Mesa (1664), Alonso de Llerena Carrasco y Lorenzo (1665), Antonio Salazar de Frías (1666), Antonio Fonte del Hoyo (1667), Esteban Gesquier Cabrera (1668), José de Azoca Recalde y Cabrejas (1669, 1670 y 1671), Francisco de Ceballos y Cabrejas (1672, 1673 y 1674), Matías Boza de Lima y Anchieta (1675) y Alonso Pacheco Solís y Fonte (1676).


    Durante los años 1677 a 1680 las elecciones se suspendieron, lo mismo que para castellanos de San Cristóbal, por causa de la arbitraria decisión tomada por la Audiencia, a petición del regidor don Juan del Castillo y Mesa, que ya comentamos. Reanudada la tradicional costumbre, resultaron elegidos entre 1680 y 1684 los señores siguientes: Jerónimo Boza de Lima y Manuel (1680), Luis Interián Cabrera del Castillo (1681), Alonso Pacheco Solís y Fonte (1682) y Pedro de Castilla y Molina (1683 y 1684).


    En esta última fecha conviene destacar la Real cédula de 17 de enero de 1684, que autorizó al Cabildo de Tenerife para elegir perpetuamente alcaide del castillo de San Juan. En 1670 el Regimiento de Tenerife elevó súplica al Rey a fin de que le facultase para elegir castellano de San Juan, en análogas condiciones con que lo verificaba para San Cristóbal; en 1682 volvió a dirigirse al monarca con la misma finalidad, dándole cuenta de que había votado como asignación al alcaide provisional 1.000 reales, para que morase en Santa Cruz de Tenerife, pues hasta entonces rehuían los castellanos alojarse en la fortaleza por los gastos que el desplazamiento les ocasionaba. Por este acuerdo de 15 de enero de 1682, cuya certificación autorizada se remitió a la corte, los regidores resolvieron pedir al Rey el privilegio oportuno para poder elegir todos los años alcaide de San Juan.


    Carlos II pidió informe sobre el particular al capitán general de Canarias don Félix Nieto de Silva, conde de Guaro, quien lo evacuó en sentido favorable el 12 de diciembre de 1683. En vista de ello el Rey expidió la Real cédula de 17 de enero de 1784, por la que confirmaba como alcaide de San Juan a don Luis Interián Cabrera del Castillo —que lo era por la fecha de la demanda—, le asignaba 1.000 reales de sueldo anual y autorizaba perpetuamente al Cabildo para verificar la elección 362.


    El primer elegido con arreglo a esta norma legal fue el regidor José de Azoca Recalde (1685). Le sucedieron en el cargo: Juan de Coronado y Quintana (1686), Pedro Colombo de Vargas (1687), Juan de Ascanio y Lercaro (1688), Manuel de Randoli (1689), Manuel Isidro de Peñalosa Carrión (1690), José de Lordelo Ponte y Molina (1691), Álvaro de Mesa Azoca (1692), Tomás Pacheco Solís y Fonte (1693), Matías Boza de Lima y Pacheco (1694), José de Anchieta y Naveda (1695), José Francisco de Mesa y Llerena (1696), Juan de Arauz Salazar, (1697), Luis Bernardo de Mesa y Castilla (1698), Lope de Mesa Azoca (1699), Francisco de Monteverde Bermeo (1700), Tomás Pacheco Solís y Fonte (1701), Angel van Dame y Maroto (1702), Miguel de la Guerra Calderón (1703), Doménigo Benítez de Lugo Grimaldi (1704), Francisco Riquel y Angulo (1705 y 1706), Ildefonso García van Dame (1707), José de Mesa y Llerena (1708), Pedro Interián de Ayala (1709), Pedro de Ceballos y Acevedo (1710), José de la Santa Ariza (1711), Carlos de Mesa y Llerena (1712), Francisco de San Martín Llerena (1713), Nicolás de la Santa Ariza (1714), Fernando García van Dame (1715), Miguel Rossell de Lugo (1716), José de Mesa y Castilla (1717), Diego Gesquier Manrique (1718), Salvador Benítez de Lugo (1719), José de Lordelo y Monteverde (1720), Miguel Rossell de Lugo (1721), Domingo de Mesa y Castilla (1722), Cristóbal de Arauz Salazar (1723), José Tabares de Cala (1724), Cristóbal de Lordelo y Monteverde (1725), Cristóbal de Urtusáustegui y Lordelo (1726 y 1727), Juan de Monteverde y Lordelo (1728), Juan de Arauz Salazar (1729), Cristóbal de Monteverde y Lordelo (1730), Pablo de Mesa y Ponte (1731), Tomás Pacheco Solís y Benítez de Lugo (1732), Vicente de Lordelo y Monteverde (1733), Nicolás de Ponte y Pereira de Castro (1734), Francisco Bustrin y van Dame (1735), Jerónimo Colombo de Vargas (1736), Pedro de Ceballos y Romero (1737), Luis de Castilla y Anchieta (1738), Francisco de Laisequilla Palacio (1739), Angel van Dame y Maroto (1740), Miguel Rossell de Lugo (1741), Antonio de Castro y Carriazo (1742), Luis de Castilla y Anchieta (1743), Matías Franco de Castilla (1744), Fernando de Vargas y Urdanegui (1745), Nicolás de Ponte y Pereira de Castro (1746), Francisco García de la Guerra (1747), Fernando de Molina Quesada (1748), Luis de San Martín Llerena (1749), Pedro de la Santa Ariza (1750), Luis Román y Reguilón (1751), Antonio de Castilla y Anchieta (1752), Juan B. de Castro y Ayala (1753), Domingo de Lordelo y Monteverde (1754), Juan Franco de Castilla (1755), Pedro de Ponte y Lugo (1756), Domingo de Lordelo y Monteverde (1757), José Tabares y Vargas (1758), Luis de San Martín Llerena (1759), Fernando de Vargas y Urdanegui (1760), Antonio de Castro y Carriazo (1761, 1762, 1763, 1764, 1765 y 1766), Antonio de Castilla y Anchieta (1767), Fernando de Vargas y Urdanegui (1768), Domingo de Lordelo y Monteverde (1769), Luis Román y Reguilón (1770), Domingo del Hoyo y Acevedo (1771), Antonio de Castilla y Anchieta (1772) y Luis de San Martín Llerena (1773) 363.


    Después de esta última elección, el Cabildo tuvo conocimiento de la Real cédula de 4 de febrero de 1774, ganada por el comandante general don Miguel López Fernández de Heredia, que ponía cortapisas al privilegio de 1684, y en su consecuencia decidió apelar contra esta resolución y suspender de momento las elecciones.


    Lo mismo que ocurrió con la alcaidía de San Cristóbal se resolvió con respecto a la de San Juan. Su último alcaide, don Luis de San Martín Llerena, fue tácitamente prorrogado en el mando hasta tanto que se conocía la resolución definitiva de la corte. San Martín ejerció la alcaidía sin interrupción hasta el mes de marzo de 1780, en que renunció de manera irrevocable a seguir desempeñando el cargo. El marqués de la Cañada, comandante general de Canarias, designó entonces gobernador interino del castillo de San Juan al capitán don Bernardo de La Hanty.


    Por último, el Real despacho de 9 de noviembre de 1786 aclaró definitivamente la situación. El rey Carlos III dejaba sin valor y efecto los privilegios que otorgaran al Cabildo los monarcas sus antecesores, y designaba por propia iniciativa alcaide perpetuo del castillo de San Juan al capitán don Diego Fernández Calderín y Abreu.


    * * *


    De los demás castillos con que se hallaban defendidos Santa Cruz de Tenerife y la isla de su nombre, sólo contaron con alcaides privativos el castillo de Paso Alto, la casa-fuerte de Adeje, el castillo de San Miguel, de Garachico; la torre de San Felipe, en el Puerto de la Cruz, y la torre de San Pedro, de Candelaria.


    Los demás castillos, fuertes o baterías, tales como San Joaquín, en la Cuesta, o San Miguel y San Pedro, en Santa Cruz de Tenerife, sólo contaron con gobernadores temporales de libre designación de los comandantes generales.


    El castillo de Paso Alto, de dotación real, contó siempre, desde su fundación, con alcaides perpetuos, es decir, vitalicios, nombrados por el Rey o en su nombre por el Consejo de Guerra, a propuesta de los capitanes y comandantes generales, fue muy corriente designarlos en el siglo XVIII con el nombre de gobernadores. La lista que de estos alcaides pudiéramos dar es tan incompleta, por carencia de documentación, que prescindimos de señalar nombres.


    La alcaidía de la casa-fuerte de Adeje siguió durante los siglos XVII y XVIII vinculada en la casa de Ponte. En 1655 la desempeñaba don Juan Bautista de Ponte, primer señor y marqués de la villa de Adeje, y la ejercieron más adelante los sucesores en esta dignidad nobiliaria, que por ser harto conocidos no es preciso especificar aquí 364.


    Del castillo de San Miguel, de Garachico, era alcaide en 1655 —conforme ya conoce el lector— don García del Hoyo y Alzola, descendiente directo de Nicolás Viña Negrón, el hermano del fundador de la torre y heredero de sus derechos. Don García del Hoyo y Alzola, elegido alcaide por el Cabildo de Tenerife, solicitó la prorrogación en la alcaidía, una vez extinguido el plazo anual de su ejercicio, del capitán general de Canarias don Alonso Dávila y Guzmán, cuando éste visitó la fortaleza en noviembre de 1655. Don García del Hoyo exhibió al capitán general la cédula fundacional de 1775, y aunque el Cabildo se opuso a la prórroga, así como se opusieron también otros descendientes de Fabián Viña, don Alonso Dávila estimó mejor el derecho del alcaide Hoyo, y en consecuencia le dio posesión de la torre para que la defendiese y dotase en las mismas condiciones que lo hacían los Ponte en Adeje, sin perjuicio de la resolución definitiva del Rey 365.


    ¿Cómo fue resuelto el litigio? Núñez de la Peña nos lo revela puntualmente : “El dicho capitán don García del Hoyo puso pleito al Cabildo de esta isla, sobre que este castillo había sido fabricado a costa de Fabián Viña, su antepasado, y que el Cabildo no tenía derecho para poder nombrar alcaide sino serlo sus descendientes; y salió pleito a favor del dicho don García del Hoyo, y alcanzó cédula de Su Magestad...”. Y más adelante añade: “En su ausencia fue alcaide su hijo don Alonso del Hoyo, a quien alevosamente, estando durmiendo en su cama y en su casa, le mataron con siete puñaladas, ¡cosa lastimosa!, sin saber el tirano homicida, año de 1669.” Núñez de la Peña acaba afirmando que “en este año de 1670 murió el dicho su padre, viniendo del Norte a esta isla; y hoy sirve la tenencia de este castillo el capitán don Pedro del Hoyo, su hermano, hasta que tenga edad un sobrino, hijo de su hermano García del Hoyo”.


    Este hijo de García del Hoyo fue don Juan del Hoyo Solórzano, caballero de la Orden de Calatrava y alcaide del castillo de San Miguel, quien en 1698 estipuló con la Corona, después del incendio de la torre un año antes, su reconstrucción y dotación a cambio de ser agraciado con el título de conde de Sietefuentes. El lector ya conoce las incidencias que este convenio produjo y cómo a la larga don Juan del Hoyo Solórzano, arruinado por los efectos del volcán de 1706, no pudo cumplir con lo pactado. A nuestro juicio, don Juan del Hoyo Solórzano, primer conde de Sietefuentes, fue el último alcaide del castillo de San Miguel, de cuyo cargo debió ser desposeído por los comandantes generales hacia 1741, quienes se encargaron en adelante de su provisión.


    La alcaidía de la torre de San Felipe, del Puerto de la Cruz, aneja al cargo de alcalde pedáneo del mismo lugar, tiene un historial más complicado. Recordará el lector que la Real cédula de privilegio de 28 de noviembre de 1648 (que declaró villa exenta al hasta entonces lugar de La Orotava) autorizó a los vecinos de ella para elegir cada año el 6 de enero, día de los Santos Reyes, el alcalde-castellano, que había de reunir las condiciones corrientes de natural e hijodalgo (168). En 1655 habíamos dejado desempeñando el cargo a don Alonso Calderón.


    Las elecciones prosiguieron con absoluta normalidad hasta el año 1661. Desempeñaron el cargo los capitanes Juan Francisco de Ponte (1656), Francisco de Lugo (1657), Carlos de Franquis (1658), Miguel de Alfaro Franquis (1659) y Miguel de Franquis Velázquez (1660).


    En 1661 empezaron las cosas a torcerse. ¿Causas? Quizá la resistencia de los vecinos de La Orotava a contribuir a los gastos de fortificación. El hecho cierto es que los capitanes generales empezaron a intervenir en los nombramientos de alcaides de San Felipe, desglosando del cargo de alcalde pedáneo —cuya designación se siguió haciendo de acuerdo con el texto de la Real cédula de 28 de noviembre de 1648— las funciones propias de castellano del Puerto de la Cruz, o mejor, de sus fortificaciones. En 1661 el capitán general don Jerónimo de Benavente y Quiñones designó el primer alcaide independiente, cargo que recayó en el capitán don Francisco Tomás Franquis Alfaro. Al año siguiente, 1662, el designado por el capitán general como castellano fue el sargento mayor don Alonso de Molina.


    En cambio a partir de 1663, y ya sin interrupción hasta 1672, los capitanes generales designaron castellanos a aquellos mismos que resultaban elegidos alcaldes pedáneos del Puerto de la Cruz, “en atención a que convenía que uno y otro puesto lo sirviese una misma persona”. Fueron estos alcaldes-castellanos: José de Mesa y Lugo (1663), Lorenzo Valcárcel y Lugo (1664), Francisco de Molina (1665), Diego Benítez de Lugo (1666), Francisco de Valcárcel (1667), Lope de Mesa y Lugo (1668), Juan de Monteverde (1669) 366 y Pedro de Ponte y Molina (1670 y 1671).


    En 1672 volvieron a variar las cosas, siendo capitán general don Juan de Balboa Mogrobejo. En esa fecha resultó nombrado el capitán de caballos Diego Alfonso Gallegos, mediando el compromiso de reparar la torre a sus expensas. Al año siguiente volvió a ser designado alcaide por el mismo procedimiento el capitán Gallegos. Las designaciones por los capitanes generales parece que prosiguieron durante varios años. Sólo conocemos el nombre del alcaide designado para 1675: Francisco de Mesa 367.


    En 1677 el nuevo capitán general don Jerónimo de Velasco quiso restablecer el antiguo sistema; mas consta que los vecinos de La Orotava se desentendieron de la elección. En vista de ello el capitán general Velasco designó alcaide a don Lucas de Alzola. Desde esta fecha no hubo variaciones hasta 1683. Sólo conocemos algún nombre suelto entre los castellanos de este período: Francisco de Valcárcel (1679), Bartolomé Benítez de las Cuevas (1681) y Jerónimo de Ponte (1682) 368.


    Las cosas variaron de nuevo en 1683, en el momento que desempeñaba la alcaidía Diego Alfonso Gallegos. Por esa fecha tomó posesión de la capitanía general de Canarias don Félix Nieto de Silva, quien reclamó de los vecinos de La Orotava la reparación del castillo, deseoso de devolverles el uso de su privilegio; mas al obtener una respuesta negativa hubo de conformarse con designar nuevo castellano, Esteban de Llerena, alcalde pedáneo del Puerto de la Cruz, confiando a su celo y patriotismo el remedio del mal estado de la fortaleza.


    Las designaciones para las alcaidías por parte de los capitanes generales, en beneficio de particulares hijosdalgos o acumulando el cargo a los alcaldes pedáneos del Puerto de la Cruz, prosiguieron sin interrupción hasta el año 1708. He aquí algunos nombres: Domingo Benítez de Lugo (1684), Doménigo Grimaldi (1685), Diego Benítez de Lugo (1686), Francisco de Valcárcel (1687), Antonio de Franquis (1689), Antonio Benítez de Ponte (1690), Bartolomé de Ponte Grimaldi (1694), Francisco de Valcárcel y Mesa (1695), Cristóbal de Franquis (1696), Cristóbal de Ponte (1699), Doménigo Grimaldi (1700), Carlos Franquis (1701) y Benito Benítez de Lugo (1702) 369.


    Al año 1708 corresponde la reforma llevada a cabo en la organización militar del Puerto de la Cruz por el capitán general don Agustín de Robles y Lorenzana, designando gobernador de las armas al coronel don Marcos de Castro y Bethencourt, con funciones, entre otras, de alcaide efectivo, y cabo de la batería del Muelle al alférez Rodrigo de Vera. El lector ya conoce los ruidosos incidentes que estas medidas produjeron, lo pronto que estuvieron los vecinos de La Orotava —tan remisos siempre— a ejecutar toda clase de reparos y cómo al fin consiguieron echar por tierra las medidas tomadas por Robles frente a su abandono e inacción, mil veces censurable.


    Como la Real cédula de 27 de febrero de 1709 ordenaba a don Agustín de Robles respetar el sistema antiguo en la provisión de la alcaidía de San Felipe, volvieron a verificarse desde esa fecha las elecciones en la ermita de San Roque el 6 de enero de cada año. He aquí los nombres de algunos de los elegidos: Francisco de Valcárcel de Ponte (1711), Juan de Franquis Benítez (1716), Melchor de Llerena (1719) y Diego Benítez de Lugo (1724).


    Por esta última fecha ya se habían iniciado los procedimientos del marqués de Valhermoso entre los vecinos de La Orotava para que arbitrasen los fondos necesarios para reparar el castillo de San Felipe y baterías anejas, que de sobra conoce el lector en sus menores incidencias.


    El marqués de Valhermoso, pese a su acentuado espíritu centralista, no se atrevió a intervenir en las elecciones que el 6 de enero de 1725 habían de verificarse en la ermita de San Roque, de la villa de Orotava, y se limitó tan sólo a recomendar “que se eligiese persona de graduación y experiencia, de quien se pudiese tener la confianza que se necesitaba, por el pronto rompimiento de guerra que se temía”. La elección se verificó con toda puntualidad, y con asombro de algunos de los caballeros de La Orotava obtuvo mayoría de votos don José Machado Spínola y Lugo, más tarde teniente coronel de milicias, aunque por entonces no pasaba de modesto oficial “sin grado militar” y era de “poca edad”. Decíamos antes que con asombro de algunos caballeros de La Orotava, porque diversas familias de ella, agrupadas en una especie de sociedad de socorros mutuos que llamaban pomposamente las Doce Casas, se habían erigido, sin más título que su audacia, en primera nobleza del país y miraban con desprecio a los Machado como gente plebeya y de baja ralea. En el acto estos caballeros pusieron el veto a Machado, negándole la calidad de hijodalgo, y además arrastraron al comandante general marqués de Valhermoso a declarar nula “la elección hecha por la villa en don Joseph Machado, por no concurrir en éste la idoneidad y experiencia que se previno a los electores”. El comandante general resolvió, por auto de 11 de enero de 1525, que ocupase interinamente la alcaidía don Diego Benítez de Lugo, segundo marqués de Celada, hasta tanto que el Rey o los tribunales resolvían en derecho.


    La elección fue seguidamente contradicha, por vicio de nulidad, ante el tribunal de la Real Audiencia, por los caballeros de La Orotava Francisco Bautista de Lugo, Juan Bautista de Franchy y Pedro de Mesa, previa remisión de los autos instruidos por el teniente de la villa como primera providencia. Dado que la cuestión principal giraba en torno a ventilar si el castellano electo era o no hijodalgo, y la Real Audiencia carecía de jurisdicción en esta rama, dicho tribunal se inhibió de su conocimiento y dictó un auto el 19 de junio de 1725 para que las partes acudiesen en defensa de su derecho ante el Consejo de Castilla.


    Ante este poderoso tribunal acudió entonces con los recaudos y papeles acreditativos de su hidalguía don José Machado Spínola, y fue tan acalorada la defensa que hizo de su linaje, que obtuvo sentencia en absoluto favorable. Por carta ejecutoria de 25 de octubre de 1728 el Consejo de Castilla “se declaró concurrir en dicho Machado todas las calidades prevenidas en los privilegios para ser alcalde y castellano en dicho Puerto, y se condenó a las otras partes en las costas procesales y 1.000 ducados [de multa] a la víctima” por la ofensa inferida a su linaje.


    En el intermedio entre el recurso y la sentencia, los vecinos de la villa de La Orotava acordaron en una reunión celebrada en la ermita de San Roque, el 7 de diciembre de 1728, renunciar al privilegio de elección de alcalde-castellano del Puerto de la Cruz, no como afirma Viera y Clavijo por el motivo antedicho de la elección de Machado, sino por otro más material y crematístico, cual era quererse eximir del reparto que le correspondía para atender a los gastos de fortificación del Puerto de la Cruz, aunque aspirando, eso sí, a salvar “indemne el Real privilegio [de 1648], en los demás particulares, en toda su observancia, fuerza y vigor”.


    Obtenida la ejecutoria antedicha, don José Machado demandó del marqués de Valhermoso la posesión de su cargo de castellano del Puerto de la Cruz; mas si bien éste ordenó darle posesión del cargo de alcalde pedáneo, se negó en rotundo a poner bajo su gobierno la fortaleza de San Felipe, reconociéndole como castellano de la misma. El motivo de esta negativa está especificado en una carta que Valhermoso dirigió a Machado el 2 de enero de 1729, “en que le decía como sobre su empleo de castellano, y quien debía hacer las fortificaciones, avía pleyto pendiente entre la Ciudad y la Villa; y que ínterin no se resolvía no se podía hacer novedad que no fuese muy perjudicial al juramento [que tenía hecho], pues mal podía responder de la conservación del Puerto, estando destruidas sus fortificaciones, sin haber resuelto [todavía] el Consejo quién debía suministrar más de 20.000 pesos que se necesitaban para ponerlo en buen estado de defensa...” 370.


    Don José Machado fue así el último alcaide titular del castillo de San Felipe por elección popular, ya que como el pleito quedó medio zanjado por la transacción de 1730, y ésta no tuvo efectividad, la villa cesó a partir de 1725 en hacer nuevos nombramientos. Estos fueron, ya para siempre, de libre designación de los comandantes generales.


    Un documento del Archivo de Simancas así lo reconoce paladinamente. Es de 1743, y en él se declara haber cesado la villa desde hacía años en el uso de su privilegio y cómo los comandantes generales designaban los alcaides perpetuos del castillo 371.


    * * *


    La última fortaleza que contó con alcaides propios, de carácter vitalicio y nombramiento real, fue la de San Pedro, de la marina de Candelaria. La propuesta para el desempeño de estos cargos la hacía el capitán general y la aprobación venía de la corte seguidamente, de acuerdo casi siempre con la misma. He aquí los nombres de algunos de sus alcaides perpetuos: Manuel Melo, Luis Teodosio de Lara, Álvaro Machado Fiesco, Bartolomé Antonio Méndez Montañéz y Fernando de Molina y Quesada.

  


  
    CAPÍTULO XXXV


    LAS FORTIFICACIONES DE GRAN CANARIA, LA PALMA E ISLAS MENORES (1659-1800).


    I. Las fortificaciones de la isla de Gran Canaria: Obras acometidas en el siglo XVII. Las baterías del siglo XVIII. —El ingeniero Miguel Hermosilla. —La casa-fuerte de Santa Cruz del Romeral y la torre de Gando. —II.Las fortificaciones de la isla de La Palma: Reconstrucción de castillos. —Las baterías. —III.Las fortificaciones de Lanzarote, Fuerteventura y La Gomera: Nuevas construcciones. —IV.Sistema tributario con fines indirectos de fortificación. El “uno por ciento”: Origen del uno por ciento. —Aplicación de sus fondos a las fortificaciones de la marina de Santa Cruz. —Prórrogas. —V.El comercio de Canarias con América en los siglos XVII y XVIII: Las permisiones. —Los Jueces superintendentes. —El Reglamento de 1718. —Decadencia del comercio. —Libertad de comercio con los puertos menores. —El Reglamento de 1778 sobre la libertad de comercio.


    I. Las fortificaciones de la isla de Gran Canaria.


    En el capítulo XXX de esta obra (Título XIII. Guerra con Inglaterra)suspendimos el examen de las fortificaciones de la isla de Gran Canaria, tal cual éstas quedaron al finalizar la contienda con la Inglaterra de Cromwell, después de haber sido acometidas por el capitán general don Alonso Dávila y Guzmán algunas ligeras reformas y mejoras, muy desproporcionadas con el vasto plan de construcciones militares proyectadas y ejecutadas por la misma fecha e idéntico motivo en otras islas del Archipiélago.


    Si se hace abstracción de la muralla sur de Las Palmas, reedificada por completo en 1656 por el ingeniero militar don Lope de Mendoza y de los consabidos reparos en los castillos de la Luz, Santa Ana, San Pedro, Santa Catalina, del Rey, etc., no se progresó en esta etapa, que fue, en cambio, de verdadera fiebre constructiva en la vecina isla de Tenerife. Las causas de esta preferencia hay que encontrarlas en el propio desarrollo adquirido por las fortificaciones de Las Palmas como fruto de un plan mesurado y discreto, acometido a todo lo largo del siglo XVI y primera mitad del XVII, que dio a la ciudad seguridad y firmeza frente a cualquier peligro; en segundo término, influyó indudablemente en esta preferencia la importancia comercial adquirida por el puerto de Santa Cruz de Tenerife, que atrajo sobre este surgidero las miradas del enemigo, obligando con ello a las autoridades a velar por su seguridad y fortaleza.


    Después de la guerra contra la Gran Bretaña el progreso de Las Palmas en materia de fortificación se reduce a pequeñas obras de escasa importancia y trascendencia, ya que hasta 1741, en que arribó al Archipiélago el comandante general don Andrés Bonito y Pignatelli (acompañado de un brillante plantel de ingenieros militares encargados de fortificar, bajo su inmediata dirección, las islas más importantes del mismo, para hacer frente a las amenazas de la Gran Bretaña, de nuevo en guerra con nosotros), no se acomete un vasto plan de fortificación de Las Palmas y hasta si se quiere de la isla.


    Durante los años finales del siglo XVII y primer tercio del siglo XVIII los trabajos de fortificación militar prosiguen con ritmo lento, conforme hemos apuntado, y hoy podemos seguir paso a paso los progresos de la urbe en este aspecto de su desarrollo.


    Una carta del corregidor de Gran Canaria don Diego de Loyola y Morejón, escrita el 28 de noviembre de 1659, nos ilustra hasta gráficamente —pues acompaña a la misiva un diseño de la ciudad y sus castillos— del estado de las fortificaciones de Las Palmas, revelándonos como únicos detalles curiosos, además del emplazamiento de castillos y reductos, la persistencia de la muralla sur “en construcción”; es decir, sin rematar las obras todavía por poniente, hacia el Calvario de San Juan, al pie de la montaña de Santo Domingo, así como la existencia por esa fecha, al sur de la torre de San Pedro, de la “Garita de la Alaja” o de la Laja “donde se hace la centinela”, que se hallaba necesitada de fortificación 1.


    Diez años más tarde, bajo el gobierno de don Gabriel Lasso de la Vega, conde de Puertollano, y previo el asesoramiento como técnico del ingeniero don Lope de Mendoza, se elaboró un nuevo plan de fortificación de Las Palmas, cuyos extremos más importantes ignoramos. Sólo podemos concretar que este plan fue sometido a la aprobación del Consejo de guerra en septiembre de 1669, quien decidió a su vez pedir informe sobre el particular al antecesor de Puertollano en el mando de las islas, don Jerónimo de Benavente y Quiñones.


    En opinión de este soldado, lo que más urgía para asegurar una firme y decidida defensa de Las Palmas era la demolición del castillo del Risco, extraña y descabellada opinión que no tenía en su abono otra base que la excesiva confianza que podía experimentar la población en caso de peligro, al considerar segura la retirada y próximo un lugar de refugio, “lo que traería la pérdida de la ciudad” 2. El Consejo de guerra en su consulta de 18 de septiembre de 1669 no hizo suyo este parecer, y fue de opinión que se conservasen y reparasen en su integridad todas las fortificaciones existentes 3.


    Desde esta fecha hasta principios del siglo XVIII las autoridades militares acometieron en Las Palmas algunas obras de fortificación, de escasa importancia, que conviene, no obstante, concretar.


    La muralla sur de Las Palmas, reedificada en 1656 bajo la dirección del ingeniero militar don Lope de Mendoza, que había quedado sin concluir, por carencia de fondos, hacia el Calvario de San Juan, fue por completo rematada y aun se le añadieron dos baluartes o plataformas más: el primero, entre el reducto del Cristo y la puerta de los Reyes (a su vez defendida desde el momento de su construcción por dos baluartes); el segundo, a mitad de camino entre esta puerta y la llamada de San José, paso de comunicación obligado entre la capital y el sur de la isla 4. Ambos baluartes estaban terraplenados.


    Todavía se construyeron a finales del siglo XVII dos reductos más para defensa de la marina de Las Palmas en combinación con el reducto del Cristo, en la muralla sur, y el castillo de Santa Ana, en la muralla norte. El primer reducto, cuyo nombre ignoramos, tuvo que ser construido entre 1659 y 1686 5. Estaba emplazado al final de la calle de los Balcones 6. Era de reducidas dimensiones, en forma de punta de diamante, con muros de sillería e interior terraplenado. Podían jugar en él tres pequeñas piezas de artillería.


    El segundo baluarte de la marina estuvo emplazado en la caleta de San Telmo, junto “al pilarillo de Triana”. Su construcción tuvo que ser posterior al año 1686 7 y su vida efímera, ya que tan pronto nace como no se vuelve a hablar de él en el futuro.


    El recuerdo de estas dos endebles y efímeras construcciones nos ha sido conservado por el ingeniero Miguel Hermosilla en su Descripción topográfica, política y militar de la Isla de Gran Canaria. Hermosilla no alcanzó a ver las baterías en pie, pero sí “sus claros vestigios”, y alaba el lugar de emplazamiento de ambos reductos, contra el parecer común de considerar la costa inaccesible y de difícil desembarco, opinión que combate. Por eso se lamenta, en 1785, de su abandono y destrucción 8.


    Un tercer reducto fue construido en Las Palmas, a finales del siglo XVII, en el cerro o montaña de San Francisco, que domina a la ciudad. El lugar escogido para emplazamiento de este reducto fue la extremidad sudeste del risco, en el vértice meridional del mismo, dominando la ladera de San Nicolás, que desciende suavemente sobre el Guiniguada. Su semejanza es extraordinaria con los reductos precedentes y su construcción tiene que datar de fecha anterior a 1686 9.


    En algunas de estas obras es probable que participase, como ingeniero director de las mismas, don Miguel Tiburcio Rossell, quien tras de residir durante algunos años en Las Palmas, conforme a la costumbre general, fue llamado a fijar su residencia en La Laguna, cuando los capitanes generales decidieron, de manera definitiva, escoger la isla de Tenerife para establecer en ella sus cuarteles.


    Hoy podemos conocer, a través de la obra inédita de don Pedro Agustín del Castillo Ruiz de Vergara, Descripción de las Yslas de Canaria..., la artillería con que contaban para su defensa los castillos y baterías de Las Palmas y sus aledaños al finalizar el siglo XVII. La fortaleza de la Luz disponía de “9 piezas de bronce y hierro colado” (su guarnición: 1 castellano con 100 ducados de sueldo, 6 soldados y 9 artilleros); el castillo de Santa Ana contaba con “7 piezas de bronce y hierro colado”; el castillo del Rey o del Paso Angosto estaba defendido con “9 piezas de bronce y hierro colado”, y la Casa Mata, artillada con “5 piezas de bronce y hierro”.


    * * *


    El siglo XVIII se inaugura en el aspecto que estudiamos de la defensa militar de la isla con la construcción de una pequeña batería, la de San Felipe, empresa acometida en 1703 por don Pedro Agustín del Castillo y Ruiz de Vergara, el famoso historiador. Así lo declara incidentalmente en su Descripción histórica y geográfica de las Islas de Canaria este ilustre escritor al relatar el descubrimiento de unas sepulturas de aborígenes en el cerro de Santa Catalina, que lo “hice allanar... —confiesa— para situar la batería de San Felipe, que delineé y construí en el año 1703”.


    Don Miguel Hermosilla confirma en su Descripción topográfica, política y militar de la Isla de Gran Canaria la participación de Castillo en la construcción mencionada, en estado ruinoso por el año en que escribe (1785). Sobre su emplazamiento en el cerro de Santa Catalina nos da también Hermosilla interesantes pormenores: “Al concluir la lengua de arena que une la Isleta con el cuerpo de la isla, en la altura donde remata la colina que hace frente a la expresada lengua de arena e Isleta, que por el oeste es al margen de la isla y por el sudeste sigue haciendo lo propio hasta la ciudad de Las Palmas, se encuentran los vestigios del antiguo fuerte de San Felipe, el cual fue construido a expensas y por disposición de don Pedro Agustín del Castillo Ruiz de Vergara, alférez mayor y decano del Cabildo secular, en tiempos que estaba sirviendo interinamente el corregimiento político y militar de la isla.”


    Hermosilla elogia el emplazamiento de esta batería: “La situación del reducto —dice— es muy digna de tenerse en cuenta por cuanto el enemigo sin apoderarse de él no podrá avanzar hacia la ciudad, porque domina toda la mencionada lengua de arena y juntamente las playas de uno y otro puerto.”


    La construcción de esta batería fue acordada en 1702, cuando la visita del capitán general don Miguel González de Otazo a Las Palmas, y entró a formar parte del plan de defensa general del Archipiélago en un momento de máximo peligro como fue el de la Guerra de Sucesión.


    En 1737 estaba, artillada esta batería con doce cañones 10.


    Las Palmas no volvió a sufrir reformas en sus elementos defensivos hasta el año 1730, bajo el mando turbulento de don Lorenzo Fernández Villavicencio, marqués de Valhermoso, y siendo corregidor de la isla don Francisco de Valenzuela. El plan de obras ejecutadas en esta ocasión fue muy modesto, ya que se redujo a reedificar la muralla sur de Las Palmas, muy deteriorada por la acción del tiempo, utilizando como materiales los mismos endebles elementos con que había sido construida, o sea piedra y barro 11.


    Llegamos así al año 1741, que ya lo señalamos como de capital importancia en cuanto atañe a la fortificación de Las Palmas. La guerra, declarada de nuevo contra la Gran Bretaña, forzó a las autoridades metropolitanas a preocuparse de la fortificación del Archipiélago, amenazado por las incursiones de las escuadras británicas que hostilizaban sin punto de reposo sus costas. El primero en venir a Canarias, como ya conoce el lector, fue el coronel de ingenieros Antonio La Rivière, bajo el mando todavía del comandante general don Francisco José de Emparan. Meses más tarde arribaron en compañía del sucesor de este último, don Andrés Bonito y Pignatelli, varios prestigiosos técnicos, entre los que sólo mencionamos aquellos que trabajaron en Gran Canaria; eran éstos el ingeniero extraordinario, coronel José de Andonaegui; el ingeniero segundo, teniente coronel Francisco La Pierre, y el ingeniero extraordinario Manuel Hernández.


    Mientras don José de Andonaegui fue escogido por el comandante general para asesorarle en Santa Cruz de Tenerife, Antonio La Rivière y Francisco La Pierre se trasladaban por mandato de la misma autoridad a Las Palmas con objeto de estudiar un vasto plan de fortificación de la misma.


    Ambos ingenieros recorrieron los castillos y fortalezas de la ciudad y sus aledaños y estudiaron sobre el terreno los problemas que concernían a su fortificación, madurando un minucioso plan que tenía como base la conservación y reparación de todas o casi todas las fortificaciones existentes, y como sólidos puntales la construcción de dos nuevas baterías en la Isleta, en la punta del Palo y el Confital, la edificación de un nuevo reducto en la muralla norte y el cambio parcial de alineación de la muralla sur, cuyo reducto arruinado del Cristo habría de ser reemplazado por una nueva batería.


    Fuera de la ciudad, los ingenieros recorrieron los puertos más importantes de la isla y acordaron que debía construirse una torre en la bahía de Gando, para defensa de tan importante surgidero. La construcción de la misma será puntualizada al ocuparnos de las fortificaciones de la isla de Gran Canaria.


    Este plan que elaboraron los dos ingenieros fue llevado a cabo sin faltar a uno siquiera de los extremos del mismo. Sin embargo, no sólo colaboraron ellos en la dirección de las obras. Antonio La Rivière se ausentó del Archipiélago en 1743, dos años más tarde, y fue forzoso hacer un reajuste en los mandos del Cuerpo de ingenieros; José de Andonaegui, recién ascendido a brigadier, pasó destinado a Las Palmas, de cuyo gobierno de las armas se encargó con motivo de la guerra contra la Gran Bretaña y cuyas obras de fortificación dirigió; y en cuanto a Francisco La Pierre, alternó su residencia entre Santa Cruz de Tenerife y Las Palmas, a merced de las necesidades del servicio. En 1745 Andonaegui fue designado gobernador y capitán general de Buenos Aires, y ello forzó a La Pierre a establecerse de una manera algo más permanente en Las Palmas hasta el año 1749, en que dio remate a las fortificaciones mencionadas. Una carta suya de 21 de marzo del año expresado, escrita en Santa Cruz, nos revela que ya las obras se hallaban conclusas 12.


    En cuanto al ingeniero don Manuel Hernández, su permanencia por breve tiempo en Las Palmas no tuvo más objeto que levantar el plano de la isla.


    Las obras anteriormente planeadas no fueron acometidas de manera simultánea, aunque sí realizadas todas ellas en un breve lapso de tiempo. Las dos primeras baterías que se construyeron fueron las de Santa Isabel y San Felipe, emplazadas, respectivamente, en las murallas sur y norte.


    La construcción de la batería de Santa Isabel está íntimamente enlazada a una nueva reconstrucción parcial de la muralla sur a la que había fie servir de remate por levante. Los ingenieros antes citados proyectaron desviar su trazado desde la puerta de los Reyes hasta el mar, aproximándola mucho más al caserío de la ciudad por esta parte 13. La reconstrucción se hizo sobre la base de los mismos materiales y elementos.


    Con simultaneidad a esta obra fue acometida también la total reedificación de las dos portadas de los Reyes y San José con mejores materiales, pues se utilizaron piedra de sillería y cal 14. Por último, en el extremo de la muralla lindante con el mar, fue construida la nueva batería de Santa Isabel, llamada a reemplazar el viejo reducto del Cristo.


    Esta batería nos la describe Hermosilla en los siguientes términos: “Es capaz de sólo tres cañones, que están a barbeta. Tiene de altura 4 varas, [dispone] debajo de la batería de una pequeña bóveda para repuesto de efectos y pólvora y sobre el piso o explanada del baluarte [se asienta] el cuerpo de guardia para cuatro u ocho hombres y sin defensa en la puerta. Si se le hubiera avanzado al mar unas 40 o 50 varas, a que convida el buen cimiento de la playa y las mareas, vería al fuerte de Santa Ana, defendería, a lo largo, la playa intermedia, y también por el sur reconocería la entrada a la de San Cristóbal” 15.


    La segunda batería, la de San Felipe, en la muralla norte, era un pequeño reducto de planta rectangular capaz para dos cañones 16.


    Estas dos baterías se hallaban ya construidas en 1743, como nos lo revela una relación de la época 17.


    Entre esta última fecha y el año 1749 se construyeron las dos nuevas baterías del Buen Aire y San Fernando. La primera, en el Confital, estaba proyectada para defender este pequeño puerto y el de Arrecife, al mismo tiempo que para cubrir por su espalda el castillo de la Luz. La batería emplazada en lugar eminente era de pequeñas proporciones, con capacidad para cinco cañones, y contaba con las dependencias acostumbradas para cuerpo de guardia, almacenes, etc. 18.


    La batería de San Fernando, en la punta del Palo, fue proyectada para defensa del Puerto de la Luz, y para combinar sus fuegos con el castillo del mismo. Era la de mayor capacidad, pues contaba con seis cañones. Su explanada era semicircular y tenía a su espalda las dependencias de rigor 19. Con la construcción de esta batería, la última en orden cronológico 20, fue rematado el plan de 1741 para aumento de las defensas de Las Palmas.


    El plano de la batería de San Fernando, ya conclusa, fue remitido a la corte por el comandante general don Juan de Urbina en pliego dirigido el 5 de septiembre de 1749 al secretario de Estado marqués de la Ensenada.


    * * *


    Después del impulso verdaderamente notable que recibieron las fortificaciones de Las Palmas a mediados del siglo XVIII, conforme hemos puntualizado, toda actividad se suspende, sin que quepa señalar nada destacado hasta que la centuria finaliza. Si acaso realzar la actuación del ingeniero ordinario, capitán don Miguel Hermosilla y Vizcarrondo, más a título de curiosidad que de otra cosa, ya que sus planes y proyectos nunca fueron aprobados ni ejecutados, pese a constituir el estudio más completo de la fortificación de la isla acometido por técnico alguno desde los tiempos de Leonardo Torriani.


    La guerra contra la Gran Bretaña, declarada de nuevo en 1779 con motivo del apoyo que España prestaba a las colonias sublevadas de América del Norte, puso de nuevo sobre el tapete la cuestión siempre trascendental de la fortificación de la isla y de su ciudad capital, Las Palmas, y en el acto el comandante general, marqués de Tabalosos, expidió las órdenes oportunas para aumentar la guarnición de los fuertes y atender al reparo de los mismos.


    Consta de manera positiva, por el propio testimonio de Hermosilla, que en 1779 y 1780 se llevaron a cabo importantes obras de reparación y reconstrucción en el castillo del Rey o de San Francisco y en la Casa Mata. Merece destacarse la reconstrucción de esta última, pues se rehicieron por completo “los parapetos, troneras, esplanadas, banquetas, escaleras de comunicación, almacenes, etc.” 21, dejándola capaz para nueve cañones. Hermosilla alaba la solidez de su construcción, “de buena mezcla de cal, sillería y mampostería” 22.


    La reconstrucción alcanzó también a la Punta de Diamante, plataforma emplazada en el cerro de San Francisco, en posición dominante sobre la Casa Mata y en comunicación con ella por medio de una pequeña muralla 23.


    Esta misma guerra contra la Gran Bretaña motivó que fuese destinado a servir en Canarias para colaborar en sus fortificaciones el capitán de ingenieros don Miguel Hermosilla y Vizcarrondo, que arribó a Santa Cruz de Tenerife para tomar posesión de su nuevo cargo en los primeros días del año 1779, y cuya actuación merece, conforme hemos anticipado, un examen y estudio minucioso.


    Don Miguel Hermosilla residió en Santa Cruz de Tenerife por espacio tan sólo de unos meses, pues en octubre de 1779 fue nombrado por el marqués de Tabalosos comandante de ingenieros de la isla de Gran Canaria, especialmente encargado de su fortificación y defensa, lo que le obligó a mudar su residencia, fijándola por espacio de más de un lustro en Las Palmas.


    Desde el primer día de su arribo a Las Palmas, Hermosilla se aplicó con su celo y diligencia, siempre bien probados, a estudiar las fortificaciones existentes, como base para presentar en su día a las autoridades superiores un vasto plan de fortificación de la ciudad y de la isla, que las pusiese de una vez para siempre a resguardo de constantes peligros. Algunos meses llevaba en esta tarea el ingeniero Hermosilla cuando recibió unas minuciosas instrucciones “del teniente coronel e ingeniero en 2.° de los Reales exercitos, don Andrés Amat de Tortosa, encargado de la Dirección y Comandancia de fortificaciones de la Provincia”, redactadas con fecha 5 de mayo de 1780, para que lo que había sido iniciativa y propósito suyo lo llevase a la práctica como encargo oficial.


    Por aquellos días se reunía también en Las Palmas la plana mayor del ejército de la isla, convocado por el gobernador de las armas y coronel del regimiento de milicias provinciales de la ciudad, don Fernando del Castillo, primer conde de la Vega Grande de Guadalupe, para estudiar cuanto concernía a la defensa de la isla, y en esta junta todos los reunidos convinieron en que debía ser, por sus conocimientos y pericia, el capitán Hermosilla quien redactase el Plan de defensa de la Isla de Canaria, empresa que éste aceptó y diligenció en breve tiempo. El acuerdo fue tomado el 7 de mayo de 1780,


    Meses más tarde, Hermosilla presentaba dicho Plan..., con una expresiva dedicatoria dirigida al conde de la Vega Grande, trabajo que hoy se conserva manuscrito 24, y cuyo interés aparece disminuido por el hecho que la mayor parte de sus pormenores, proyectos y planes aparecen insertos, a veces hasta textualmente, en otro trabajo suyo, la Descripción topográfica, política y militar de la Isla de Gran Canaria, redactada y suscrita en Las Palmas, cinco años más tarde, el 30 de junio de 1785.


    Lo que más nos interesa de momento resaltar del Plan... de Hermosilla es aquello que se refiere a las medidas que pudiéramos llamar de movilización militar para la concentración y abastecimiento del ejército insular, entre las que destacaba una “Ordenanza o Regla, que se deberá seguir para conservar, almacenar y distribuir los víveres en los castillos y baterías” 25.


    El trabajo fundamental de Miguel Hermosilla resulta así la Descripción topográfica, política y militar de la Isla de Gran Canaria 26, estudio a la vez histórico, estadístico, de ingeniería militar y de organización castrense.


    La parte descriptiva e histórica nos ha servido, pese a sus errores, para reconstruir muchas veces el pasado de estas vetustas construcciones militares; las noticias relativas a la organización castrense serán aprovechadas en el próximo capítulo al estudiar las milicias canarias, y ahora sólo nos cumple examinar cuanto Hermosilla dice del estado de las fortificaciones en 1785 y cuanto Hermosilla proyecta para asegurar, con singular pericia, la ciudad capital.


    Contaba Las Palmas en 1785, dentro y fuera de sus muros, con seis castillos o torres y cinco baterías o reductos. Los primeros eran, por orden de antigüedad, el castillo o fortaleza de la Luz, la torre de Santa Ana, el torreón de San Pedro, la Casa Mata, el castillo de San Francisco o del Rey y la torre de Santa Catalina. Los reductos o baterías eran: la Punta de Diamante o plataforma de San Francisco, la batería de Santa Isabel, el reducto de San Felipe y las baterías del Buen Aire y San Fernando.


    Otros dos reductos más se hallaban abandonados y ruinosos: el reducto de la montaña de San Francisco, en la ladera de San Nicolás 27, y la batería vieja de San Felipe, en los cerros de Santa Catalina 28.


    Don Miguel Hermosilla nos da de todos estos castillos y baterías en su Descripción... sustanciosos detalles y pormenores, que afectan lo mismo a su historia que a sus dimensiones, estado de conservación y armamento 29.


    Para Hermosilla se hallaban en buen estado de conservación los castillos de la Luz —aunque censura de éste su mal emplazamiento—, Santa Ana, Santa Catalina, San Francisco y Casa Mata. En cambio, el torreón de San Pedro se encontraba necesitado de una inmediata reparación.


    De las baterías alaba la situación estratégica e inmejorable de la de San Fernando, aunque censura su construcción como hecha con “algo de prisa”. En cuanto a la del Buen Aire, se hallaba por la fecha, pese a su corta vida, en estado ruinoso y la juzga el ingeniero desacertada en su emplazamiento por estar construida a una altura considerable.


    Las dos murallas norte y sur se hallaban en el más lamentable estado. En la primera, se advertían “varios desplomos, barrigas e indicios de su ninguna fortaleza”; en la segunda, descubrió el ingeniero que tanto los muros como las portadas se encontraban “en el más vergonzoso y deplorable estado”.


    El estudio de la fortificación de Las Palmas y de la isla es abordado por el ingeniero Hermosilla en la tercera parte de su Descripción... 30.


    Su plan, minucioso y detallado, tenía como puntales básicos las nuevas construcciones siguientes: l.° Una batería de complicada estructura en el mismo lugar y paraje donde estaba cimentada la torre de Santa Catalina, con objeto de que pudiese ofender “conjuntamente ambos mares 31 y tierra”. 2.° Otra batería semejante que reemplazase a la torre de San Pedro, situada en la caleta de este nombre, también conocida por playa de San Cristóbal. 3.° Un fuerte en el lomo de Santa Catalina, en el mismo lugar de emplazamiento de la batería arruinada de San Felipe, y 4.° Un gran castillo en el cerro de San Francisco que abarcase la totalidad de su perímetro.


    Este último extremo era el punto neurálgico de su plan, y en defensa del cual acumuló Hermosilla argumentos lo mismo técnicos que históricos, haciendo ver la importancia extraordinaria que jugó el cerro de San Francisco en la defensa de la ciudad contra los holandeses en 1599. El proyecto de Hermosilla parece inspirado en la famosa fortaleza de Figueras, a base de dos pentágonos superpuestos de manera disimétrica para desde sus ángulos poder batir todos los frentes del cerro 32.


    El plan de defensa de Las Palmas tenía como últimas premisas la reconstrucción de las dos murallas, norte y sur, y la sustitución de la torre de Santa Ana y batería de Santa Isabel por dos nuevos fuertes, amplios y espaciosos.


    Por último, para seguridad de la isla proponía Hermosilla la construcción de baterías, con capacidad para cuatro o seis cañones, en los puertos de Juncal, Nieves y Agaete (sic), en la banda norte de la isla, y en los puertos de La Madera, Melenara, Maspalomas y Arguineguín, en la costa sur.


    Completaba el plan un cálculo minucioso del coste de las obras; una relación de los arbitrios que pudieran establecerse para cubrir los gastos y una reseña de la tropa o guarnición necesaria para la defensa de las fortificaciones en tiempo de guerra 33.


    Este curioso e interesante estudio de don Miguel Hermosilla está firmado en Gran Canaria el 30 de junio de 1785. Una vez acabado el trabajo, Hermosilla lo depositó en manos del teniente coronel don Andrés Amat de Tortosa, comandante de ingenieros de la provincia, para que el plan fuese conocido, estudiado y resuelto por la recién fundada Junta general de fortificación. ¿Cuál fue la suerte del mismo...?


    Los hechos, con su elocuencia si se quiere silenciosa, nos revelan que pronto debió quedar olvidado el plan, sin que nadie volviese a ocuparse más de él. Quizá influyese en esta resolución la propia ausencia del Archipiélago de su autor, que abandonó Las Palmas poco después de 1785, para servir otros destinos en la Península. A Hermosilla le esperaba una brillante carrera, pues llegó a ostentar los entorchados del generalato.


    No estará de más recordar aquí, como complemento de su biografía, la intervención que tuvo en diversos proyectos de obras arquitectócnicas de Las Palmas.34


    El año de 1785 es digno de ser destacado en materia de fortificación, a causa de que por esta fecha se constituyeron las Juntas encargadas de velar por la misma. Por Real decreto de 26 de mayo de 1785, seguido del Reglamento de 9 de noviembre de 1786, se organizaron las Juntas de fortificación, general y subalternas, correspondiéndole a Las Palmas una de estas últimas, en subordinación con aquélla.


    La composición de las Juntas subalternas aparece regulada en el artículo 2.° del Reglamento antes citado. De acuerdo con esta norma, así en las islas realengas como en las de señorío, se constituiría una Junta subalterna de fortificación de la que habían de formar parte el Gobernador militar o Comandante de las Armas, el Corregidor, Alcalde mayor o persona que ejerciese la jurisdicción civil, y un regidor nombrado por el Ayuntamiento, siendo secretario el escribano de Cabildo 35.


    Las atribuciones de las Juntas subalternas eran en todo semejante a las de la Junta general, salvada la natural relación de dependencia, que obligaba a aquéllas a consultar y buscar la aprobación de sus más arduas resoluciones con el visto bueno de ésta.


    La Junta subalterna de Las Palmas se constituyó y organizó en la primavera de 1787; mas a decir verdad, su memoria podía quedar en el olvido, ya que en los trece años que ejerció sus funciones, hasta final de siglo, no hizo nada que merezca ser señalado en su misión estricta de atender a la salvaguardia de la capital e isla que estaban bajo su gobierno y custodia.


    * * *


    La isla de Gran Canana, desmantelada y sin defensas a lo largo del siglo XVI, contó en las centurias siguientes con algunas pequeñas fortificaciones que si no aumentaron de manera sensible su potencia militar revelan por lo menos una preocupación por ir consolidando ésta.


    Dos fueron las fortificaciones construidas en estas centurias: la casa-fuerte de Santa Cruz del Romeral, que data del último tercio del siglo XVII, y la torre de Gando, cuya construcción formó parte del plan acometido a mediados del siglo XVIII por el comandante general don Andrés Bonito.


    La construcción de la casa-fuerte de Santa Cruz del Romeral, en la punta de las Salinas 36, fue una aspiración constante de la familia Lorenzo, de origen portugués, que tenía propiedades en la costa sur de Gran Canaria, y explotaba la riqueza de aquellos estanques naturales. Velando por la seguridad de esta activa industria solicitó el 15 de julio de 1675 el oportuno permiso real para construir una casa-fuerte don Antonio Lorenzo Bethencourt, descendiente del capitán Antonio Lorenzo, defensor de Las Palmas contra Drake y Van der Does, y del almirante Simón Lorenzo, portugués al servicio de España. El capitán Lorenzo Bethencourt hacía ver en su instancia cómo poseía en la costa sur de Gran Canaria, en el término de Maspalomas, importantes salinas base de una activa industria, y cómo para asegurarlas contra las incursiones de los piratas berberiscos le convenía construir una potente casa-fuerte, a semejanza de la que habían levantado los Ponte en el lugar de Adeje, en la isla de Tenerife 37.


    Después de oír al Consejo de guerra, Carlos II accedió a lo solicitado por don Antonio Lorenzo Bethencourt, y el 22 de marzo de 1677 expidió el oportuno Real permiso, agraciando a este isleño y a sus inmediatos sucesores con el título de alcaides perpetuos de la casa-fuerte, previo el formal compromiso de construirla y conservarla 38.


    Las obras se iniciaron inmediatamente, quedando finalizadas antes de terminar el siglo. El ingeniero Hermosilla nos describe la casa-fuerte del Romeral como un edificio de planta cuadrilonga, de 41 varas de largo por 33 de ancho y 8 de altura. Se hallaba dispuesta en dos pisos: el inferior servía de alojamiento, almacenes, etc., y el superior disponía de una batería de 10 cañones.


    El nieto del fundador, don Antonio Lorenzo de la Rocha, coronel del regimiento provincial de milicias de Telde y arquitecto afamado, reconstruyó por completo al casa-fuerte hacia 1770.


    Con este objeto amplió la planta de la fortaleza, “dejando un cuadrado de 41 varas de lado”. Luego “encerró una competente plaza; hizo cisterna en ella para servicio del fuerte; fortificó la puerta y dejó hecho todo lo necesario”. Sobresalían sus amplios almacenes, en los que se podían alojar más de 200 hombres.


    El mejor elogio de la fortaleza lo hace el ingeniero Hermosilla cuando asegura que era el único castillo “en disposición de hacer una defensa honrosa en la isla” 39.


    La segunda torre con que contaba la isla fue la de Gando, cuya construcción se inició en 1741, de acuerdo con los planos de los ingenieros Antonio La Rivière y Francisco La Pierre, comisionados por el comandante general don Andrés Bonito para recorrer la isla y estudiar su fortificación.


    La bahía de Gando había contado ya en el siglo XVI con una pequeña torre o baluarte, construido por el gobernador don Rodrigo Manrique allá por el año de 1554, cuyas ruinas alcanzó a ver el historiador Sosa, y cuyo emplazamiento exacto ignoramos. El lugar escogido ahora para cimentar la nueva torre era el mismo centro de extensa playa de arena, en la orilla izquierda del barranco de Aguatona.


    La torre que planearon los ingenieros La Rivière y La Pierre era muy semejante al viejo torreón de San Pedro, situado en la playa de San Cristóbal. De planta circular, dos pisos (el superior cubierto con bóveda) y explanada, éstas eran sus principales características. En el piso bajo se hallaban la cisterna, almacenes y depósitos; el piso alto servía para alojar en sus dos dependencias o compartimientos 30 o 40 soldados que constituían su guarnición.


    Por este segundo piso se establecía la comunicación con el exterior. Se utilizaba para ello una escalera de mano “a fin de que recogiéndola adentro por las noches, quede libre la fortaleza de toda sorpresa” 40. A la explanada de la batería se subía también por medio de una escalera de mano.


    * * *


    Estos distintos castillos que guarnecían la ciudad de Las Palmas e isla de Gran Canaria se dividían, en cuanto a su gobierno, en castillos de la ciudad y castillos del Rey: los tres más antiguos, la Luz, Santa Ana y San Pedro, corrían a cargo de la primera, y los más modernos, San Francisco, Santa Catalina, Gando y baterías, al cuidado del segundo.


    Las elecciones para las alcaidías anuales de la Luz, Santa Ana y San Pedro, se siguieron verificando sin alteración, el día 1 de enero, en el seno del Cabildo, requiriéndose, como siempre, para su ejercicio, las calidades de hijodalgo de sangre a fuero de España. En Gran Canaria lo mismo que en Tenerife los comandantes generales pretendieron con reiteración reducir las facultades de los Cabildos en este aspecto del gobierno militar, y aunque fracasaron en sus primeros intentos, a la postre se apuntaron el triunfo definitivo cuando en 1774 consiguieron que el Rey, por orden de 4 de febrero, limitase las facultades de los Cabildos a proponer en terna aquellos que habían de ser designados.


    Suponemos que, por un natural paralelismo con Tenerife, el Cabildo de Gran Canaria interpondría recurso contra esta resolución, suspendiendo mientras tanto las elecciones, y que el pleito acabaría con el triunfo de los comandantes generales, quienes designaron primero los alcaides interinos y propusieron después aquellos que por nombramiento de la Corona habían de ejercer con carácter vitalicio dichas funciones.


    La pérdida del archivo del prestigioso Cabildo de Gran Canaria nos impide conocer la relación completa de los alcaides de los distintos castillos de Las Palmas. A título más de curiosidad que de otra cosa damos a continuación una lista reducida de algunos de los hijosdalgos que ocuparon la alcaidía del castillo principal de Nuestra Señora de la Luz en los siglos XVII y XVIII: Gregorio del Castillo, Marcos Verde de Aguilar, Juan Bautista Salvago, Pedro Agustín del Castillo, Vicente Romero Serpa, Felipe Cibo de Sopranis, Benito Salvago, Bernardino García del Castillo, Esteban de Cabrejas, Fernando del Castillo, primer conde de la Vega Grande de Guadalupe; Pedro de Alvarado Orellana, Fernando del Castillo Olivares, Agustín Manrique de Lara, Pedro Westerling Calderín, Juan del Castillo Olivares, Antonio Romero Serpa, Cristóbal del Castillo Olivares, Joaquín José Verdugo, etc.


    Los castillos que no eran de dotación de la ciudad, como San Francisco, Santa Catalina, etc., contaron en el siglo XVII con alcaides perpetuos, es decir, vitalicios, nombrados por el Rey o en su nombre por el Consejo de guerra, a propuesta de los capitanes y comandantes generales. En el siglo XVIII fueron reducidos a la condición de gobernadores temporales. En cuanto a las baterías, sólo contaron con gobernadores a corto plazo, de libre designación de los comandantes generales.


    Las fortalezas de Las Palmas contaron a lo largo de los siglos XVII y XVIII con una guarnición fija. En los castillos de dotación del Cabildo, correspondía a este alto organismo la elección y designación de condestables, artilleros, etc., y el sostenimiento de la guarnición fija de los mismos; en cambio en los castillos del Rey, era a éste a quien correspondía pagar y sostener el personal técnico y guarnición que prestaba servicio en ellos.


    Con este último objeto se había establecido de manera permanente en Las Palmas un pequeño presidio militar, desde el año 1626, en que un brillante plantel de soldados veteranos, venidos en compañía del capitán general y reformador don Francisco González de Andía e Irarrazábal, habían sido destinados a servir en ella.


    Este presidio de soldados voluntarios, no milicianos, es decir, que hacían profesión de la carrera de las armas, aunque perdiendo cada vez más su nota de veteranía, se mantuvo con las naturales alteraciones y renovaciones que el tiempo exige, a lo largo de gran parte del siglo XVIII 41.


    Así llegamos hasta el año 1769, fecha del arribo a Canarias del segundo comandante militar y al mismo tiempo inspector de milicias, teniente coronel don Nicolás de Mazía Dávalos. Venían acompañando a este reformador dos compañías de infantería veterana para la guarnición fija de Santa Cruz de Tenerife, que le sirvieron de base para con algunos elementos isleños reclutados aquí y allá formar tres compañías fijas, dos para guarnecer Santa Cruz de Tenerife y una tercera para guarnecer Las Palmas de Gran Canaria.


    De esta manera, a partir de 1769, esta compañía fija se encargó de la defensa permanente de los castillos y baterías de Las Palmas, hasta que en 1783, concentradas todas las compañías fijas en Santa Cruz de Tenerife por el comandante general don Joaquín Ibáñez Cuevas, marqués de la Cañada, sólo dispuso Las Palmas, para guarnecer sus fuertes, de un destacamento de 60 soldados veteranos, que procedentes de la isla vecina, se renovaba todos los meses 42.


    * * *


    Del armamento y dotación artillera de los castillos se ocupaban también indistintamente el Cabildo de la isla de Gran Canaria y la primera autoridad militar del Archipiélago, según fuesen de dotación de uno u otra.


    El armamento de estos castillos fue siempre deficiente, por dificultades unas veces económicas y otras de adquisición. El problema se agravó con la política centralista de los Borbones en materia militar, pues al verse despojadas las Corporaciones municipales de sus tradicionales privilegios para poder elegir alcaides e intervenir en las obras, se desentendieron, con sobrada razón, de las obligaciones económicas anejas y dejaron de intervenir en la compra de cañones. Cuanto decimos lo atestigua, con su indiscutible autoridad, el ingeniero Miguel Hermosilla 43.


    Sobre la artillería de las fortalezas de Las Palmas poseemos muy escasos pormenores. Una vez más el ingeniero Hermosilla viene a llenar este hueco con su curiosidad y diligencia, verdaderamente extraordinaria. Según este autor, la isla reunía entre sus distintas fortalezas “93 cañones, desde el calibre de 2 libras hasta el de 36, con pocas balas y menos pólvora”. Estos cañones se distribuían así: Castillo de Nuestra Señora de la Luz, 9 cañones (24 libras); Santa Ana, 7 cañones (24 libras) ; San Pedro, 2 cañones (24 libras); Santa Catalina, 3 cañones (24 libras); castillo del Rey, 16 cañones (3-24 libras); Casa Mata, 9 cañones; Torre de Gando, 10 cañones; Casa-fuerte de Santa Cruz del Romeral, 10 cañones; batería de la Punta de Diamante, 3 cañones; Buen Aire, 5 cañones, y San Fernando, 6 cañones (24 libras) 44.


    II. Las fortificaciones de la isla de La Palma.


    En el estudio de las fortificaciones de la isla de La Palma en la segunda mitad del siglo XVII y la totalidad del XVIII, cabe distinguir y separar —como lo hicimos al referirnos a las islas hermanas— las fortificaciones propias de la ciudad capital, Santa Cruz, de las que se esparcían por sus aledaños o por el resto de la isla.


    Santa Cruz de La Palma no había en realidad progresado en un momento de franca decadencia española como fue la primera mitad del siglo XVII. Sus fortificaciones eran en 1659 las mismas que el gran monarca Felipe II impulsara y alentara durante su reinado, velando por su construcción o reedificación. De este aserto podrá el lector deducir cuál sería el estado de conservación de las mismas en una zona constantemente batida por el mar, tras un siglo largo o corto, según los casos, de inactividad y paro, sin otras obras que pequeñas e inútiles reparaciones.


    En 1659 los castillos de San Miguel, Santa Catalina y Santa Cruz del Barrio se mantenían milagrosamente en pie, abocados a una ruina inevitable el día que la naturaleza los azotase con ímpetu singular.


    El primero en sucumbir fue el más importante de todos, el castillo de Santa Catalina, que en 1665, a consecuencia de una avenida del barranco de este nombre o de las Nieves, fue declarado por los peritos en estado ruinoso. El Cabildo puso el hecho en conocimiento del capitán general don Gabriel Lasso de la Vega, conde de Puertollano, quien a su vez expidió las órdenes oportunas para que el ingeniero don Lope de Mendoza se trasladase a Santa Cruz de La Palma, con objeto de estudiar su posible reparo, y en este caso ejecutar el proyecto y redactar las instrucciones para la restauración.


    El ingeniero don Lope de Mendoza reconoció la fortaleza en el mes de mayo de 1666; la halló en condiciones de poder ser restaurada, de no afrontar el Cabildo los gastos inherentes a la construcción de una nueva torre, y en vista de la penuria general dibujó los planos y redactó las “instrucciones” que debían seguirse para llevar las obras a buen puerto. De esta manera el 5 de junio de 1666, el teniente de corregidor de la isla de La Palma, Francisco García Sánchez, presidió la inauguración de los trabajos.


    Quedaba, no obstante, por resolver el problema de arbitrar los fondos precisos para la reconstrucción, ya que las arcas del Cabildo se hallaban exhaustas, y para discutir esta cuestión con el capitán general, el Regimiento designó mensajeros suyos a los regidores Matías de Escobar Pereira y Miguel de Abreu Reje. El conde de Puertollano expuso su parecer de que el importe de las obras se cubriese por derrama entre los vecinos.


    En los dos años que éstas duraron —1666 y 1667— se invirtieron en la restauración 16.107 reales. La torre quedó nada más que apuntalada, sin que nadie abrigase esperanzas de duración 45.


    Siete años más tarde se dio la voz de alarma en el seno del Cabildo. En la sesión de 9 de julio de 1674, presidida por el teniente Blas Simón de Silva, se trató “del reparo y aderezo o nueva reedificación del castillo que dicen de Santa Catalina, por la ruina a que ha venido, así en sus parapetos como en el abatimiento de la plataforma, y se ha reconocido que por el continuo batir de la mar en él, no es posible conservarse en la arruinada disposición que tiene, y conviene darle nueva forma o en otro cualquier modo o manera que paresca más conveniente...” Después de una amplia discusión acordóse como lo más adecuado la construcción de nueva planta de la fortaleza de Santa Catalina, desviándola ligeramente tierra adentro para librarla de los impetuosos ataques del mar 46. En esta misma sesión acordóse designar una comisión encargada de iniciar las suscripciones vecinales y dirigir los primeros preparativos. La formaron con el teniente de corregidor, los regidores Gaspar van de Walle de Cervellón y Diego de Guisla Castilla, a los que se agregó, más tarde, el párroco de El Salvador, Gabriel van de Walle.


    Los comisionados dieron cuenta de sus proyectos al capitán general don Juan de Balboa Mogrobejo, quien al responder a los mismos, en carta de 16 de julio de 1674, pedía a su vez pormenores sobre los recursos del Cabildo para informar al Rey sobre la viabilidad de la empresa, pendiente de su aprobación.


    En 1675 visitó con este fin la isla de La Palma el corregidor y capitán a guerra don Juan de Laredo y Pereda, ante quien la Corporación municipal se reafirmó en su proyecto de construir de nueva planta el castillo de Santa Catalina. Fueron nombrados comisarios de obras en esta visita los regidores Marcos de Urtusáustegui y Diego de Guisla y Castilla.


    Sin embargo, por dificultades que nos son ignoradas, el proyecto no progresó lo más mínimo, y llegamos al año 1681 sin que se hubiese dado un solo paso para llevarlo a efecto. Por esa fecha la torre se hallaba materialmente deshecha: la muralla del mar arruinada y la plataforma sin losas ni terraplén 47. En la sesión del Ayuntamiento de 18 de abril de 1681 el regidor Nicolás Sotomayor volvió a plantear el problema de la urgente construcción del castillo de Santa Catalina.


    Sin duda con esta iniciativa está relacionada la visita a Santa Cruz de La Palma, en julio de 1681, del corregidor y capitán a guerra Juan Aguado Fernández de Córdoba. Traía este magistrado instrucciones precisas del capitán general don Félix Nieto de Silva, conde de Guaro, para construir de nueva planta la torre.


    El corregidor se entrevistó con el Cabildo y establecieron, después de diversas juntas, los jalones económicos sobre que se había de sustentar la construcción. Por suscripción entre los vecinos se llegaron a reunir 30.000 reales; luego se solicitó de la Corona la oportuna autorización para arrendar la dehesa del Mocanal, situada entre las Breñas y Mazo, para con su importe cubrir parte de los gastos, gracia concedida por Real cédula de 30 de noviembre de 1683, y, por último, se llegó hasta la incautación del remanente de trigo de los pósitos 48. Una vez que el corregidor regresó a Tenerife, dejó como comisario de las obras al propio teniente de la isla, el lagunero Francisco Policarpo Franco de Medina. El Cabildo por su parte nombró diputados de fortificación a los regidores Diego de Guisla Castilla y Nicolás Vandala Massieu.


    Para levantar los planos de la fortaleza el capitán general conde de Guaro ordenó trasladarse a Santa Cruz de La Palma al ingeniero Miguel Tiburcio Rossell y al sargento mayor Juan Franco de Medina, hermano del teniente de corregidor de La Palma, e hijos ambos del también sargento mayor Juan Fernández Franco, que tan brillante intervención tuvo en la construcción del castillo de San Juan, en Santa Cruz de Tenerife 49.


    El castillo que estos dos técnicos planearon era una fortaleza análoga al castillo de San Cristóbal, en Santa Cruz de Tenerife, aunque de menores proporciones. Su planta era cuadrada, con cuatro baluartes de “punta de diamante” en los ángulos. El frente marítimo había de estar totalmente terraplenado, mientras en la otra mitad se acomodarían los alojamientos, almacenes, depósitos y cisterna.


    Las obras dieron comienzo alrededor de 1685 y estaban conclusas siete años más tarde, en 1692 50.


    El rey Carlos II agració a la isla de La Palma, para fines militares o de fortificación, con dos Reales cédulas que son de esta época. La primera, de 12 de febrero de 1686, prorrogaba por diez años más la sisa sobre el vino; la segunda, de 25 de agosto de 1699, volvía a prorrogar el impuesto por otra nueva década. Esta contribución era de un real por cada barril de vino 51.


    * * *


    Si a principios del siglo XVIII Santa Cruz de La Palma contaba con una flamante fortaleza, la de Santa Catalina, en cambio las otras dos, con particularidad la de Santa Cruz del Barrio, estaban en el más lamentable estado.


    Para conjurar su pérdida total, el regidor y coronel de milicias don Juan de Guisla y Castilla entró en tratos con la Corona en 1710 para encargarse de su reconstrucción a cambio de obtener para sí y sus sucesores la merced de título de Castilla con la denominación de conde de San Antonio de Breña Baja. Por una Real cédula de 12 de agosto de 1716 se establecieron las condiciones a que había de atenerse el solicitante; mas considerándolas éste gravosas, desistió de la pretensión.


    En estas circunstancias, el Cabildo tuvo que atender, como mejor pudo, a la reparación de este fuerte, así como a la restauración del más antiguo de la ciudad, la torre de San Miguel.


    Años más tarde, en 1726, inspeccionó la fortaleza de Santa Catalina el coronel del regimiento de La Palma Nicolás Massieu Vandala y Monteverde, en compañía del regidor Luis van de Walle de Cervellón. En la visita pudieron apreciarse algunos desperfectos, fácilmente subsanables, así como que los baluartes de tierra no estaban por completo terminados.


    Ninguna otra novedad cabe señalar hasta el año 1741, fecha del arribo al Archipiélago del comandante general don Andrés Bonito y Pignatelli, con su brillante cohorte de ingenieros militares. Ya en 1740, y más concretamente en la sesión de 20 de diciembre, el Cabildo de La Palma, preocupado por la reciente declaración de guerra con la Gran Bretaña, había solicitado del comandante general don Francisco José de Emparan, el envío en comisión de algún ingeniero para estudiar la fortificación de la plaza. El sucesor de Emparan, don Andrés Bonito, decidió enviar a La Palma en comisión al ingeniero don Manuel Hernández, que residía en ella en marzo de 1742.


    El ingeniero Hernández recomendó al comandante general como obra de urgente necesidad la construcción en la fortaleza de Santa Catalina de un almacén subterráneo para la pólvora, amén de otras pequeñas reformas, y le envió el informe que el Cabildo había evacuado, el 17 de marzo, sobre el estado de las fortificaciones que eran de su dotación. El general Bonito escribió entonces al Cabildo, en abril de 1742, interesándole en las reformas que aconsejaba el ingeniero Hernández 52.


    No contento con ello, don Andrés Bonito embarcó en mayo de 1742 para visitar y recorrer La Palma, y lo hallamos el 28 de dicho mes en Santa Cruz inspeccionando las fortalezas. En esta visita no sólo se acordaron las obras a ejecutar en Santa Catalina, San Miguel y Santa Cruz del Barrio, sino que se resolvió construir, a expensas de la Corona, un nuevo fuerte o batería en la playa de Bajamar.


    Mientras duraba la visita de Bonito, el ingeniero Hernández practicó el inventario de la artillería de los castillos, que dio como resultado las siguientes cifras: la torre de San Miguel disponía de 4 cañones de bronce (4-18 libras); la fortaleza de Santa Catalina contaba con 14 cañones, de los cuales sólo 4 estaban en buen estado, 6 inútiles y los demás averiados 53, y el fuerte de Santa Cruz tenía sólo dos cañones inservibles.


    En vista de ello el general Bonito apoyó la demanda del Cabildo para que fuese revalidada la Real cédula de 11 de septiembre de 1651, que autorizaba la imposición de un arbitrio sobre la entrada y salida de mercancías, para renovar la vieja artillería. Felipe V accedió a lo solicitado, por Real cédula de 6 de diciembre de 1742. El impuesto tendría validez por veinte años.


    Parece seguro que en 1746 el ingeniero Manuel Hernández volvió a la isla de La Palma para reformar y mejorar la fortaleza de Santa Catalina. Las obras fueron impulsadas por el teniente de corregidor Pedro Escobar y Spizzer.


    Años más tarde, en 1765, parece que el comandante general don Domingo Bernardi pensó en activar la construcción de fortalezas en La Palma, pues el 18 de mayo del año expresado se dirigió al Regimiento de la isla, preguntándole por el estado y caudal de la dehesa de Mocanal, cedida a la ciudad para sostener los castillos de su cargo. La carta añadía que tenía orden del Rey para proceder al arreglo y construcción de fortalezas, y necesitaba conocer el estado de los fondos a su alcance 54.


    A nuestro juicio, a Bernardi debióse la construcción de los reductos de San Pedro, San Felipe y Santa María de Saboya, que eran pequeñas baterías emplazadas por ese orden entre los castillos de este trozo de costa. Es indiscutible que ya existían con anterioridad al año 1776 55.


    Siguiendo un orden puramente cronológico, cabe señalar a continuación una nueva ruina en el castillo de Santa Cruz del Barrio, sobrevenida en 1770. Con tal motivo el Cabildo se reunió por esta fecha para acordar y resolver sobre la ejecución de las obras más urgentes.


    También es digna de ser destacada la constitución en Santa Cruz de La Palma en 1786 de la correspondiente Junta subalterna de fortificación, cuya composición era idéntica a la de Gran Canaria.


    El mal estado de las fortificaciones de Santa Cruz de La Palma al finalizar la centuria aparece patente en un informe que con fecha 16 de agosto de 1790 elevaron al Cabildo de la isla los diputados de fortificación. Según este documento, el castillo de Santa Cruz del Barrio se encontraba arruinado por el mar, sin almacén ni resguardo para la pólvora; el de Santa Catalina, se conservaba en mucho mejor estado, aunque siempre bajo la amenaza de las avenidas del próximo barranco de las Nieves, y, por último, la torre de San Miguel adolecía de los mismos vicios que el primer castillo, siendo suficiente —a juicio de los diputados— el estruendo de su artillería para derribarse.


    Sin duda, este lamentable estado provocó la visita que a La Palma efectuaron los ingenieros militares Luis Marqueli y Ramón de la Rocha, en 1793, cumpliendo órdenes del comandante general don Antonio Gutiérrez 56. Estos ingenieros recorrieron las fortificaciones, y el 16 de julio de 1793 evacuaron un informe sobre el estado de las mismas. Es cuanto sabemos de su comisión.


    Por último, entre las fortificaciones de Santa Cruz de La Palma en el siglo XVIII hay que incluir la Portada de la Caldereta, muralla sur de la ciudad, que era un simple parapeto, entre la playa y el risco, coronado por una crestería de almenas 57.


    En virtud de la Real cédula del rey Felipe II de 9 de abril de 1568 58, confirmada por Felipe IV por otra de 23 de abril de 1655, correspondía al Cabildo de la isla de La Palma elegir los alcaides de sus fortalezas “en persona que convenga”, es decir, natural e hijodalgo. El sueldo de 60 ducados que les asignaba la cédula de 1568 había sido elevado a 100 ducados por otra de 1586, y había de pagarse, mitad del fondo de las penas de cámaras y mitad de los propios del Cabildo.


    La lista de aquellos castellanos que desempeñaron la alcaidía de Santa Catalina, única fortaleza importante de la isla, es muy exigua por carencia de elementos para reconstruirla. He aquí algunos nombres: Antonio Benítez de Lugo y Peña, Diego Molina Quesada y Azoca, Bartolomé de Campos y Fonseca, Pablo Dionisio de Monteverde y Monteverde, Felipe Manuel Massieu van Dalle y Fonte, Jerónimo de Guisla Boot, Juan Massieu y Lordelo, Juan Sotomayor Topete, Bartolomé de Campos y Castilla, Gaspar van de Walle de Cervellón y Olivares, Antonio Sotomayor Massieu, Luis van de Walle de Cervellón Urtusáustegui, Juan Sotomayor Massieu, Pedro José Massieu van Dalle y Sotomayor, José Fierro de Espinosa Boot, Primo Feliciano Sotomayor Topete y Massieu, Domingo van de Walle de Cervellón y Guisla, Antonio Sotomayor y Sotomayor, Jerónimo de Guisla Boot y Salazar de Frías, Nicolás Massieu Campos y Salgado, José María Fierro y Sotomayor, etc. 59.


    Las elecciones se verificaron normalmente hasta el último tercio del siglo XVIII, en que de acuerdo con la corriente general, los comandantes generales empezaron a intervenir en las mismas, solicitando de paso de la Corona una reforma o cambio radical en el sistema electivo. Destaca en la ofensiva el comandante general don Miguel López Fernández de Heredia, quien al fin alcanzó del rey Carlos III la Real orden de 4 de febrero de 1774, que reducía las facultades de los Cabildos a la mera propuesta en terna de los aspirantes.


    El Cabildo de La Palma se resistió al principio a aceptar esta reforma contraria a sus privilegios, a la sombra de los cuales la isla había dado días de gloria a la patria; pero a la postre se doblegó a hacer la propuesta en 1777. Iban en la terna los regidores Antonio Lugo Viña, Joaquín Poggio y Valcárcel y Francisco Lugo Viña. Ignoramos la resolución que tuviera la misma.


    En 1780 aparece designado castellano don José van de Walle de Cervellón y Guisla, aunque no tenemos elementos de juicio suficientes para discriminar si la designación la hizo el Cabildo o el comandante general.


    El Cabildo se ocupaba, además, de reclutar y sostener la guarnición de cada uno de los fuertes, compuesta de condestables, artilleros, cabos y soldados 60.


    * * *


    La isla de La Palma contó además en estas centurias con otros fuertes o baterías, dispersos por sus costas, tales como la batería de Jacques de Brier (antes San Roque), en el barranco de Maldonado; el fuerte de San Carlos de Bajamar, en la punta de los Guinchos, y las torres de San Miguel y Juan Grage, en Tazacorte.


    Del primero, la batería de Jacques de Brier, al norte de Santa Cruz de La Palma, sólo podemos atestiguar que en 1793 se seguía manteniendo en pie “en el terreno del Tejar, contiguo al barranco de Maldonado”. fue visitada por los ingenieros Luis Marqueli y Ramón de la Rocha en julio del año indicado, y ambos declaran que por la fecha era propiedad de don Nicolás Massieu Campos y Salgado, que la había adquirido por herencia 61.


    El fuerte de San Carlos, al sur de Santa Cruz de La Palma, en el término de Breña Baja, tuvo dos emplazamientos distintos: el primitivo, en la playa de Bajamar, en la misma desembocadura del barranco del Socorro, por otro nombre barranco de Aguaciencio, y el segundo, levemente desviado hacia el sur para asentarlo en la punta de los Guinchos, también llamada de Bajamar o del Cantillo.


    No podemos precisar exactamente la fecha de construcción del primitivo castillo de San Carlos. Lo que sí podemos asegurar es que data del último tercio del siglo XVII, y que su nombre deriva de haber sido erigido durante el reinado de Carlos II. La ruina de este primitivo fuerte coincide con el año 1694 —22 de noviembre— en que una imponente avenida del barranco del Socorro lo dejó inservible e inútil.


    El segundo fuerte se proyectó construirlo en 1742, cuando la visita del comandante general don Andrés Bonito y de acuerdo con los planos del ingeniero don Manuel Hernández. Las obras se iniciaron en 1743, a cargo de la Hacienda real, de los fondos del uno por ciento. Era un fuerte pequeño de planta semicircular, capaz para tres cañones, que defendían el acceso a la playa vecina. Cuando en 1793 visitaron el fuerte los ingenieros Marqueli y Rocha lo encontraron en perfecto estado, dada su reciente construcción 62.


    En cuanto a las torres de San Miguel y Juan Grage, cuya construcción en el siglo XVI dimos por casi segura (o por lo menos otras en su lugar) y que pertenecían a la familia Van Dalle, subsisten durante los siglos XVII y XVIII . Defendían el puerto de Tazacorte, estando emplazadas, respectivamente, en la desembocadura de los barrancos de Tinisque y las Angustias, que dejaban en medio la “caleta de los pescadores”.


    Una relación del año 1743 da a las dos torres como existentes. Según este informe, ambos castilletes “estaban a cargo de unos caballeros que tenían ingenios”, y se defendían por los milicianos de la comarca cuando tenían aviso de incursiones de piratas moros 63.


    Por último, en la Cuesta de la Cruz de Calcinas el Cabildo de la isla construyó hacia 1681 el polvorín de Calcinas, especie de torreta destinada a almacén de tan importante como peligroso elemento de guerra. Escogieron el sitio y dirigieron la construcción los regidores Diego de Guisla y Castilla y Andrés González Hurtado. Más tarde se le añadió una garita para el centinela y una pequeña casa junto al camino de Santa Cruz a Breña Alta, que servía de cuerpo de guardia 64.


    III. Las fortificaciones de Lanzarote, Fuerteventura y La Gomera.


    La isla de Lanzarote sólo disponía en 1659 de sus dos castillos tradicionales: Santa Bárbara o Guanapay, en Teguise, y el fuerte de El Quemado, en el islote de este nombre, vecino a Arrecife. Ambos se hallaban arruinados y maltrechos por la fecha que nos ocupa, y eran sólo una caricatura de lo que fueron y debieran ser.


    A medida que Teguise, la vieja capital, fue perdiendo su importancia en relación con el puerto de Arrecife, el castillo de Guanapay se mantuvo como vieja reliquia, y más como lugar de refugio en caso de sorpresa que como obra defensiva militar. El ingeniero José Ruiz Cermeño, que visitó la fortaleza en 1771, nos la describe así: “Encierra en sí una atalaya que registra el mar. Su figura es irregular: se compone de dos baluartes y dos torreones; tiene en el plano inferior habitaciones para la tropa y un almacén para la pólvora, todo de bóveda, y asimismo un puente levadizo. En el superior sobresale en medio de la explanada un quarto que sirve de sala de armas, cubierto con azotea que recoge las aguas para una cisterna de bastante capacidad que existe bajo de dicho cuarto.” “Este castillo —prosigue—, atendida su corta extensión, sólo puede servir de abrigo a la gente inútil: niños, mujeres, etc., que se retiren a él con sus efectos en caso de invasión de enemigos.”


    Necesitaba el castillo por aquella fecha ciertos reparos en sus muros, puente levadizo, parapetos, troneras, etc., que el ingeniero evaluaba en 950 pesos.


    En cuanto a su artillería, contaba con 5 cañones de bronce (3-8 libras) y 2 de hierro (2 libras). A juicio de Ruiz Cermeño, necesitaba dos cañones más del calibre de 16 o 18 65.


    En el examen de las fortificaciones de Lanzarote hay que destacar en segundo lugar en esta etapa la construcción en el puerto de Arrecife del castillo de San Gabriel, en el islote de este nombre o de los ingleses, que se comunicaba y se comunica con Arrecife por medio de un puente. Este castillo vino a reemplazar al de la isla vecina de El Quemado, mitad de mampostería, mitad de madera, inservible y ruinoso a principios del siglo XVII, que fue abandonado hasta acabar sus ruinas por desaparecer.


    La construcción del castillo de San Gabriel, en la isla de su nombre, data de la segunda mitad del siglo XVII, sin que podamos dar una fecha más precisa, salvo que ya estaba edificado en 1686, fecha en que el historiador don Pedro Agustín del Castillo y Ruiz de Vergara levantó el plano del mismo, insertándolo, con el de otras muchas fortificaciones del Archipiélago, en su todavía inédita Descripción de las Yslas de Canaria 66.


    El castillo de San Gabriel, todavía en pie, era en la fecha de su construcción una fortaleza de planta cuadrada con cuatro baluartes de punta de diamante en sus ángulos 67. Todo su perímetro se hallaba terraplenado, salvo en el frente terrestre, donde disponía de un amplio alojamiento para la guarnición y de los almacenes y depósitos.


    El ingeniero José Ruiz Cermeño, cuando visita la fortaleza en 1771, nos la describe así: “Su situación es sobre un islote o peñasco de bastante extensión unido a la isla por medio de una calzada o puente, que no tiene más de un ojo muy pequeño, bajo del qual pasan las lanchas que se comunicaban del Puerto de Naos a Puerto Caballos o del Arrecife.” “Es de figura cuadrada, con sus parapetos a barbeta; en el plano inferior, habitación para la tropa, una sala de armas y un almacén de pólvora, el todo de bóveda; tiene asimismo dos buenos algibes, y delante de la puerta un tambor con su estacada.” “Esta torre defiende bien la entrada del puerto de Arrecife e igualmente al de Naos, siempre que tenga artillería gruesa” 68.


    El castillo se hallaba por esta fecha falto de una reparación por valor de 400 pesos, y necesitado de 2 cañones del calibre 24.


    Con estas dos fortalezas se mantuvo la isla de Lanzarote hasta el año 1741, en que la misma se benefició de los planes de fortificación del comandante general don Andrés Bonito.


    Este jefe envió en comisión para estudiar las fortificaciones de Lanzarote al ingeniero Claudio de Lisle, que fue quien después de recorrer las costas de la isla propuso la construcción de una torre para defensa de la playa de Rubicón o de las Coloradas, en el sur de la isla. El lugar escogido por De Lisle para su emplazamiento fue la punta del Águila, que cierra hacia poniente dicha playa 69.


    La torre tenía gran semejanza con la de Gando, en Gran Canaria, construida por la misma fecha. Era de planta circular, con una espaciosa habitación abovedada en su interior sobre la que descansaba la explanada. El piso de esta habitación, de madera, descansaba sobre un gran pilar central, formando así unos sótanos que servían de almacenes y depósitos. Los aljibes estaban situados entre la bóveda y la explanada, a ambos lados. La puerta de entrada se cerraba por un puente levadizo, que se alcanzaba por la escalera exterior. Su armamento era de 2 cañones de 10 libras de bala.


    Esta fortaleza, así como las de Guanapay y San Gabriel, fueron reconocidas en 1767 por el ingeniero Alejandro de los Ángeles, que levantó de nuevo los planos de las mismas 70. Este técnico proyectó, además, algunas reformas en la torre del Águila, San Marcial, Rubicón o las Coloradas (por los cuatro nombres fue indistintamente conocida), que se efectuaron, así como su restauración, por todo el año 1769 71.


    Durante la estancia del ingeniero Alejandro de los Ángeles en Lanzarote, este técnico recorrió con particular detención el Puerto de Naos y proyectó, en la punta llamada “la Cueva de Inés”, una batería para defensa de este importante surgidero, el mejor abrigo de todo el Archipiélago para reparar y carenar los navíos, por la absoluta tranquilidad de sus aguas 72.


    A su regreso a Tenerife, Alejandro de los Ángeles entregó su proyecto, para aprobación definitiva, en manos del comandante general don Miguel López Fernández de Heredia. Las rivalidades habidas entre estos dos oficiales, que acabaron en ruptura violenta, seguida de arresto y expulsión del ingeniero, demoraron la aprobación de este importante proyecto, que seguía en suspenso en 1771.


    Por esta última fecha una nueva comisión de técnicos visitó Lanzarote, por encargo del comandante general don Miguel López. La formaban el ingeniero ordinario José Ruiz Cermeño, el ingeniero extraordinario Luis Marqueli y el comandante de artillería Francisco Quintanilla. Esta comisión, bajo el disfraz de estudiar el estado de las fortificaciones de la isla —que era un fin más o menos remoto—, llevaba como secreto designio conocer y evaluar el importe anual del tributo señorial de quintos, cedido por los vasallos a los señores, con la obligación de mantener para defensa de la isla castillos, artilleros, armas y municiones. Esta información había sido promovida por el secretario de Guerra del rey Carlos III, Gregorio de Muniain 73.


    Por el momento, sólo nos interesa la visita en su aspecto puramente técnico. Los ingenieros inspeccionaron las fortalezas, tomaron nota de sus desperfectos, y estudiaron las mejoras que debían introducirse, así en su arquitectura como en su dotación artillera. Fruto de este viaje fue la Descripción de la isla de Lanzarote, curioso escrito que redactó el ingeniero José Ruiz Cermeño y que está firmado en Santa Cruz de Tenerife el 1 de octubre de 1772 74.


    En este informe recomendaba el ingeniero activar el estudio y aprobación del proyecto de batería en el Puerto de Naos, de urgente necesidad para defensa del surgidero lanzaroteño.


    Las obras de esta batería y cuartel en el Puerto de Naos no debieron demorarse muchos meses en su iniciación, ya que en 1779 estaban a punto de concluirse y hay que dar un margen por lo menos de cinco años para construir una obra de su importancia y solidez en la que alternan los sillares con la mampostería. De la dirección de las obras se encargó el ingeniero don Alfonso Ochando, después de haber sido aprobado el proyecto por el comandante general don Miguel López Fernández de Heredia. En cambio no podemos precisar si se puso en ejecución el proyecto primitivo del ingeniero Alejandro de los Ángeles, si su compañero Alfonso Ochando delineó otro nuevo o tan siquiera si introdujo modificaciones en el primero. El plano que conocemos fue el enviado a la Secretaría de Guerra, en 1779, por el comandante general don Eugenio Fernández de Alvarado, marqués de Tabalosos, y está firmado por el comandante de ingenieros, teniente coronel don Andrés Amat de Tortosa. En dicho plano se declara que la batería “está a punto de concluirse para defensa del Puerto de Naos, en la isla de Lanzarote” 75.


    La batería, cuartel al mismo tiempo, era espaciosa y amplia; de planta cuadrada, menos en el frente marítimo que se curvaba ligeramente.


    El acceso a la misma se hacía por una escalera de piedra, separada de la edificación por un puente levadizo. El ingreso se hacía directamente a una amplia nave abovedada, que era el llamado “cuartel alto”, debajo de la cual estaba otra segunda nave corrida llamada “el cuartel bajo”. Parte de ambas naves las ocupaban unas tarimas corridas para los petates de la tropa, pues podían alojarse en el fuerte 24 soldados. La otra parte de las naves servía para cuarto de oficiales, sargentos, alcobas, cocinas, etc. Detrás de las mismas, hacia el mar, estaban la mazmorra, aljibe, almacén y depósito de la pólvora. Diversas escaleras comunicaban los distintos departamentos y servían de acceso a la explanada o plataforma, con diversos parapetos para la artillería. En los ángulos del frente terrestre dos garitones servían para refugio de los centinelas 76.


    Para terminar, hacemos constar que las guarnición fija de cada uno de los castillos se reducía en 1771, antes de la construcción de este último fuerte, a un condestable, su teniente y cuatro milicianos.


    La isla disponía además de dos garitas y cuatro atalayas “para descubrir todos los navios que se acercan a sus costas” 77.


    * * *


    La isla de Fuerteventura no contó con ninguna fortificación hasta el año 1741, en que fue incorporada en los planes y proyectos del comandante general don Andrés Bonito y Pignatelli.


    El ingeniero don Claudio de Lisle fue el encargado por este jefe de la construcción de dos torres, cortadas por el patrón de las de Gando, en Gran Canaria, y del Águila, en Lanzarote, todas coetáneas. Después de un minucioso estudio y un recorrido no menos detenido de las costas de Fuerteventura, De Lisle propuso que las torres fuesen emplazadas en dos caletas muy frecuentadas por pescadores y traficantes, la caleta del Tostón 78, en la costa noroeste de la isla, próxima al pueblo de La Oliva, y la caleta de Fustes, en la costa de levante, al sur de la actual capital, Puerto de Cabras.


    La construcción de estas dos torres fue personalmente dirigida por el ingeniero Claudio de Lisle, que falleció en Fuerteventura en 1743, cuando daba término a su comisión.


    La torre de la caleta del Tostón fue bautizada con el nombre de torre de Nuestra Señora del Pilar y San Miguel. Era de planta circular, con alojamiento abovedado, almacenes, etc. 79. Su artillería se reducía a dos cañones de hierro y su guarnición lo formaban un condestable, su teniente y cuatro soldados 80.


    La segunda torre, en la caleta de Fustes, fue bautizada con el nombre de San Buenaventura. Su disposición 81, armamento y guarnición era en todo semejante a la torre del Tostón.


    La isla de Fuerteventura fue visitada en el siglo XVIII por el ingeniero Alejandro de los Ángeles, en 1767, y por la comisión de quintos, formada por Ruiz Cermeño, Marqueli y Quintanilla, en 1771. A su regreso a Tenerife, Ruiz Cermeño escribió una interesante Descripción de la isla de Fuerteventura, que contiene curiosos pormenores sobre la misma 82,


    Como complemento no estará de más añadir que Fuerteventura tenía organizado un formidable servicio de vigías. Estas atalayas radicaban en los siguientes puntos: Morro de Juan Martín (costa sur de Tarajalejo), montaña de Manintanga (Puerto de Gran Tarajal), montaña de la Torre (Puertos de Pozo Negro y Fustes), montaña de Timanaire (Puerto de Cabras y Puerto de Lajas), montaña de Tetir (El Tablillo), montaña de Escanfraga (El Pozillo, Corralejo y Puerto del Tostón) y montaña de Vitágora (Puertos de la Peña y de Manay).


    * * *


    El estudio de las fortificaciones de la isla de La Gomera lo habíamos dejado en un momento de cierta fiebre y actividad, cuando a raíz de la guerra declarada contra la Inglaterra de Cromwell, Felipe IV escribió al conde de la isla, don Gaspar de Ayala Rojas y Guzmán, con fecha 30 de marzo de 1656, encareciéndole la pronta ‘‘fortificación y reparo” de los castillos de la misma.


    El Consejo de guerra —como ya conoce el lector — aprobó la construcción de nuevas fortificaciones en la isla, proyecto en que se hallaban interesados el capitán general, don Alonso Dávila, y el señor, don Gaspar de Ayala. Estas gestiones conjuntas no llegaron a buen puerto, y acabó aquella guerra en 1659, sin que mejorasen en lo más mínimo las fortificaciones de San Sebastián.


    Con posterioridad a esta fecha volvió a plantearse en las altas esferas el problema de la fortificación de La Gomera. La iniciativa partió del conde don Diego de Ayala Rojas y Herrera, hermano del anterior, preocupado por la seguridad de su señorío y ansioso de activar su fortificación. El rey Felipe IV acogió favorablemente su iniciativa en este sentido, y por Real cédula de 20 de enero de 1664 resolvió que el capitán general don Jerónimo de Benavente y Quiñones dispusiese la fábrica de una nueva fortaleza, solicitando la colaboración de los isleños en “todo lo que voluntariamente quisieren, sin permitir que por la violencia se les obligue a ello...”


    En esta Real cédula se insistía en los proyectos anteriores para fortificar La Gomera de don Alonso Dávila, capitán general, y se volvía a agraciar al conde con el permiso “para navegar a Angola y cargar... cien piezas de esclavos negros y beneficiarlos en las Indias”. “Os ordeno —terminaba— que se pongan luego por obra estas fortificaciones.”


    Los fuertes proyectados eran: uno, en la punta de Buen Paso, dominando la entrada de la bahía, y otro, en la playa de San Sebastián, al pie del risco de la Hila o la Gila.


    Esta orden del rey Felipe IV impulsó al capitán general Benavente a trasladarse a La Gomera, en septiembre de 1664, para poder informar al Soberano con pleno conocimiento de causa. Su dictamen, suscrito en Tenerife el 28 de octubre de 1664, era más bien opuesto a la construcción de los fuertes, por considerar que el acierto estaba en este caso en defender “en la marina la desenbarcacion de los enemigos, haciendo en ella todo el esfuerso con algunas piezesuelas de campaña ligeras, que se pueden retirar, en siendo forzosa, a los montes, donde tienen los naturales comodidad para retirarse... y molestar los enemigos quitándoles el agua si se detubiesen, por tener su nacimiento las fuentes en las montañas”. Tras esta primera resistencia, vendría el socorro de las tropas preparadas en Tenerife, disciplinadas y dispuestas a entrar en fuego en auxilio de las islas hermanas. Para más apoyo de estas razones hacía ver el capitán general el escaso potencial económico del conde de La Gomera para embarcarse en costosas construcciones sin la ayuda económica de los isleños, máxime cuando todavía no había beneficiado las licencias para introducir esclavos negros en América; y aun en el supuesto de sacar adelante el señor de la isla la construcción, lo difícil que le sería defenderla con soldados bisoños, campesinos en su mayoría, sin experiencia militar alguna 83.


    El Consejo de guerra no estimó convincentes estos argumentos, y en 1666 partieron órdenes de la corte para que el capitán general don Gabriel Lasso de la Vega, conde de Puertollano, activase la construcción de los fuertes.


    Los planos le fueron encargados al ingeniero don Lope de Mendoza, quien los delineó en la primavera del año 1666, elevándolos seguidamente a conocimiento del capitán general para su aprobación. A los planos acompañaba un informe redactado en La Laguna de Tenerife, el 18 de junio de 1666, relativo a los detalles de la construcción y coste de la plataforma de Nuestra Señora de Buen Paso, que era el primer fuerte ordenado construir por el capitán general, conde de Puertollano 84.


    Según don Lope de Mendoza, la plataforma se había de construir “en el roque del medio 85, a la vajada de la hermita de Nuestra Señora de Buen Paso”; había de medir “veinte varas de ancho y treinta de largo y... tener ocho troneras repartidas a igual distancia” que permitiesen batir con los cañones todo el frente, en semicírculo radial, desde la punta de San Cristóbal 86 hasta la ermita de la Concepción 87, allí donde los cañones alcanzasen. “La plataforma —prosigue— ha de ser del mismo risco, cortada a escoda, haciéndole a la entrada, a mano derecha, en una quebrada, un almacenico para municiones, que se tape con un escotillón breado que cubra vien la voca, para que no entren las aguas del cielo. La bajada que por aquel risco se haze para la Cueva del Conde, se ha de peinar a picón, y formarle un postigo fuerte para que este serrado de día y de noche y no se habra sin lizencia del Señor de la tierra.”


    El coste de esta plataforma lo evaluaba el ingeniero Mendoza en 5.000 ducados, sin incluir la artillería y municiones 88.


    Por esta fecha había fallecido el conde de La Gomera don Diego de Ayala Rojas y Herrera, dejando de su matrimonio con doña Mariana de Ponte, un niño de corta edad, Juan Bautista de Herrera y Ponte, bajo la tutoría del yerno del primero y abuelo del último, don Juan Bautista de Ponte Fonte y Pagés, primer marqués de Adeje. A este prócer tuvo, pues, que dirigirse el capitán general, conde de Puertollano, en septiembre de 1666, para que asistiese y colaborase en la “disposizion del fuerte que he mandado hazer en la isla de la Gomera, a la entrada de aquel puerto”, con objeto de que “se execute con toda urgencia, porque importa al servicio de S. M.”. Puertollano conminaba al marqués de Adeje a trasladarse a La Gomera para que no se perdiese tiempo en la ejecución de la fortaleza, “por tener que dar cuenta a S. M. de lo que se fuere obrando” 89.


    El conde de La Gomera don Juan Bautista de Herrera y Ponte (representado por el marqués de Adeje, don Juan Bautista de Ponte, su abuelo y tutor) protestó ante el Rey de esta arbitraria decisión, opuesta en todo a sus intereses particulares. El memorial es del año 1668, y en él hacía ver el conde, con una fantasía rayante en cinismo, los gastos cuantiosos, por encima de los 4.000 ducados, que habían tenido sus inmediatos antecesores en la fortificación de la isla, y cómo ahora se le apremiaba, contra todo derecho, a desembolsar 6.000 más. Para mejor apoyar su derecho hacía constar que los despachos que debían haber expedido las autoridades de la Casa de Contratación para hacer efectivo el permiso de introducción de esclavos en América habían sido retenidos, y que por tanto esta merced regia quedaba inoperante. El memorial pasó a informe del Consejo de guerra por orden de 24 de agosto de 1668.


    Este alto organismo, con muy poco conocimiento de causa, estudió el memorial a la ligera, y así se contradijo en breve plazo de tiempo. Su primer informe fue favorable a que se revalidasen las licencias prometidas al conde de La Gomera, y en caso contrario se demoliese la obra recién hecha, en un momento en que lo cierto era que no se había puesto todavía una piedra sobre otra 90. En el segundo informe, ya más ponderado, el Consejo se mostraba sorprendido por la falta de justificantes en las cuentas de los supuestos gastos del conde, y en vista de ello solicitaba más información, exigiendo que dictaminasen sobre el particular la Real Audiencia, el capitán general, conde de Puertollano, y el visitador don Lorenzo Santos de San Pedro.


    En este instante acaban nuestras luces, por pérdida de la documentación. ¿Qué resolvió el Consejo de guerra? ¿Se construyó la plataforma de Buen Paso? ¿A costa de quién?


    La segunda interrogante puede ser contestada de manera afirmativa; más difícil es en cambio responder a las otras dos. La plataforma se construyó entre los años 1669 y 1686, pues el historiador Pedro Agustín del Castillo en su diseño de la bahía y villa de San Sebastián la da como existente por esta última fecha 91.


    A nuestro juicio, la primitiva plataforma o batería de Buen Paso sufrió una reconstrucción en el siglo XVIII que alteró ligeramente su fisonomía. Tal como era en esta centuria, se reducía a una explanada sobre la misma roca, con parapetos y troneras para la artillería. Su frente marítimo era semicircular. Contaba además a su espalda con un pequeño alojamiento para el cuerpo de guardia y con unos almacenes 92.


    Su construcción quizá se estuviese acabando en 1690, pues en este año el capitán general de Canarias, conde de Eril, nombró, con fecha 3 de junio, visitador de las fortificaciones de La Gomera a don Francisco de Molina Quesada y Castilla 93.


    El segundo castillo con que contó San Sebastián de La Gomera —sin contar la vetusta torre del Conde, siempre firme y enhiesta— fue el llamado Castillo Grande, Principal, de los Remedios y de San Diego, indistintamente.


    Sobre la fecha e incidencias de su construcción no poseemos de momento pormenor alguno, salvo que ya se planeaba su edificación en 1666, cuando se encargó a don Lope de Mendoza estudiar y proyectar el fuerte. Puestos a concretar algo más, tuvo que ser construido entre los años 1686 y 1718 94. A nuestro juicio, la obra fue acometida en tiempos del capitán general don Agustín de Robles y Lorenzana 95, según planos del ingeniero Miguel Tiburcio Rossell, y a expensas conjuntamente de la Corona y del conde de La Gomera, marqués de Adeje, don Juan Bautista de Herrera y Ponte.


    El castillo de los Remedios, al pie del risco de la Hila, dominando por completo la bahía y la playa, estaba cimentado sobre las mismas rocas de la costa, donde se alzaban sus muros de sillería para formar en ángulo su explanada o plataforma, resguardada por parapetos de sólida construcción en los que se abrían las troneras para los cañones. El fuerte tenía a su espalda los alojamientos, almacenes y depósitos acostumbrados en esta clase de construcciones 96.


    El castillo grande o principal estaba artillado en 1718 con siete cañones 97. En 1738 contaba el fuerte con nueve piezas de artillería 98.


    Este castillo de los Remedios, en unión de la plataforma o batería de Nuestra Señora de Buen Paso, tuvieron una brillante intervención en la defensa de la villa cuando el ataque de Charles Windham en 1743.


    Meses antes de este acontecimiento militar, y coincidiendo con la estancia en Canarias de la comisión de ingenieros que acompañaron en su viaje al comandante general don Andrés Bonito y Pignatelli, se había construido en San Sebastián de La Gomera el reducto de la punta de los Canarios. El técnico que dirigió esta pequeña fortificación —cuyo nombre ignoramos— intervino también en la construcción de los parapetos o murallas de piedra y barro que defendían el acceso a la playa.


    Las noticias sobre las fortificaciones gomeras se distancian cada vez más. En 1764 el conde de La Gomera don Domingo de Herrera Ponte trató de rehacer la plataforma exterior de la vieja torre del Conde, para emplazar en la misma algunas piezas de artillería 99; pero hubo de desistir de su propósito por dificultades de toda índole 100.


    La torre del Conde, la fortificación más antigua del Archipiélago entre las que se conservaban por entonces y perviven en la actualidad, quedó así para siempre relegada a un papel meramente accesorio, y reducida a glorioso vestigio de un pasado tan remoto que no lo puede alumbrar la historia sin la ayuda de la leyenda 101.


    IV. Sistema tributario con fines indirectos de fortificación. El ‘‘uno por ciento”.


    Mientras la Monarquía española fue regida con una austera y digna política económica, bajo el cetro de Fernando e Isabel, Carlos I y Felipe II, las Islas Canarias no contribuyeron al sostenimiento de las cargas del Estado más que con el impuesto de aduanas o almojarifazgo que los Reyes Católicos fijaron primero en un tres por ciento del valor de lo importado y exportado, y que luego ellos mismos o sus inmediatos sucesores elevaron al cinco y seis por ciento, cifra esta última en que quedó definitivamente fijada la cuantía en que por aduanas había de contribuir el Archipiélago al sostenimiento de las cargas públicas. Fueron aquellos los años en que el Estado se vio arrastrado a los mayores gastos y dispendios; pero una política económica honrada, sin despilfarros, permitió a la Monarquía mantener a las islas en un régimen rentístico de privilegio, con objeto de que aquellos establecimientos coloniales, embrionarios todavía, pudiesen arraigar y desarrollarse.


    Cuando murió el Rey Prudente la política económica de despilfarro reemplazó a la de austeridad. La decadencia general del país, unida al acrecentamiento de los gastos públicos provocados por guerras interminables, externas y hasta internas, y agravada por el despilfarro de privados y validos que entraron a saco en las arcas del Estado, fueron causa conjunta de la quiebra de la hacienda en el siglo XVII. Así se dio el bochornoso espectáculo, más que corriente en esta centuria, de ver a los nietos de Carlos V acudir a corporaciones y particulares, como verdaderos limosneros, en demanda de ayudas y donativos para cubrir un déficit que se producía periódicamente por cualquier motivo extraordinario.


    El primer donativo fue solicitado por el rey Felipe IV, en 1642. Era la causa de la demanda la sublevación de Portugal, que rompía para siempre la recién lograda unidad ibérica. Los isleños pusieron a los pies del trono en esta ocasión 47.989 reales, amén de gruesas partidas de trigo y vino. El donativo se hizo por suscripción popular 102.


    En este mismo año el Rey, por mediación del oidor decano de la Real Audiencia de Canarias don Juan Fernández de Talavera, volvió a solicitar un segundo donativo. “Sirvióle Tenerife, a pesar de sus empeños domésticos y sensible decadencia, con 60.000 ducados, pagables en doce años, bajo la condición de ciertos arbitrios sobre pósitos públicos, propios, estanco del tabaco, etc.”. Las demás islas contribuyeron también en la medida de sus posibilidades, y en total el donativo sumó la importante cantidad de 106.500 ducados.


    El tercer donativo no se hizo esperar. Lo pidió Felipe IV en 1647, dando como motivo los gastos extraordinarios del viaje desde Alemania de su segunda esposa, la archiduquesa doña Mariana de Austria. Los isleños pusieron a disposición del Monarca 10.000 ducados, que se obtuvieron por suscripción entre los vecinos.


    Seis años más tarde, en 1653, el Rey volvió con una nueva demanda, cuarto donativo, sin otra causa particular que la guerra continuada contra Francia y las sublevaciones interiores de Cataluña y Portugal. Tenerife ofreció 30.000 ducados por su parte, sobre la base de prorrogar los anteriores arbitrios establecidos en 1642 por plazo de seis años más, en total hasta 1660.


    En 1655 el capitán general don Alonso Dávila, que acometía la importante tarea de fortificar el Archipiélago ante la amenaza de ataque por las escuadras de Cromwell, propuso a Felipe IV prorrogar los arbitrios del donativo anterior, por seis años más, para obtener parte del numerario preciso con que cubrir los extraordinarios gastos de fortificación; pero no fue autorizado para ello, aunque sí logró con hábiles artes y presiones un donativo voluntario, de los esquilmados vecinos de la isla, por cuantía de 5.000 ducados.


    No satisfecho aún, propuso de nuevo en 1656 al Consejo de guerra la prórroga de los impuestos; mas de nuevo no fue atendida su demanda 103.


    Así llegamos al año 1659, fecha de destacado interés, porque en ella tuvo su origen el famoso impuesto del uno por ciento. Había venido a las islas por entonces, como juez visitador, el licenciado Juan de Melgarejo, a quien había hecho de paso portador el rey Felipe IV de una carta dirigida al Cabildo de Tenerife, en la que exponía los males que la obstinada guerra le ocasionaba, y terminaba por demandar algún subsidio para atender a los enormes gastos de la Corona.


    Las islas pidieron en recompensa de este quinto donativo algunas gracias y mercedes, debida compensación a este nuevo sacrificio, y después de discutir éstas con Melgarejo y obtener su aprobación en principio, a resultas de la definitiva resolución de la Corona 104, ofrecieron a los pies del trono 80.000 ducados, que se sacarían de lo que produjese por diez años el gravamen de uno por ciento sobre todo lo comerciable que entrase o saliese de sus puertos, con un real por cada cuero vacuno que se exportase. Dos condiciones ponía el Cabildo: que el arriendo de este tributo se había de hacer por el mismo, y que pasados los diez años quedaría automáticamente extinguido 105. A partir de 1659 todo el comercio de importación y exportación no americano quedó gravado con un siete por ciento: el seis tradicional más el uno aplicado a enjugar el donativo, y el comercio americano con el tres y medio por ciento: el dos y medio de costumbre más el uno asignado a cubrir el donativo hecho a la Corona.


    Desde 1659 hasta 1661 el arbitrio se estuvo cobrando con puntualidad por el Cabildo 106, hasta que alarmado éste por lo que se retrasaba la aprobación regia decidió, en la última fecha, suspender la exacción. Tres años más tarde, en 1664, se recibía en Tenerife la Real cédula expedida en Madrid el 7 de octubre, que venía a sancionar las gracias y mercedes otorgadas a la isla por el visitador Melgarejo, y a aprobar el donativo de 1659, que daba a su vez nacimiento al impuesto del uno por ciento.


    Algunos de los párrafos de esta Real cédula merecen ser destacados: “Y una de las calidades y condiciones —decía— con que por vuestra parte se ofrezio el dicho servicio de ochenta mill ducados de plata... fue que se os havia de dar facultad para hechar y cargar uno por ciento en todas las mercadurías que entraren y salieren y se comercien de dicha isla y un real en cada cuero vacuno de la salida del tan solamente, por diez años que corriesen desde luego, y para ello se arrendasen por orden vuestra, y cumplidos los dichos diez años a de quedar extinguido el dicho arvitrio...” Más adelante proseguía: Apruebo “el tiempo que huvieredes usado de el y que corra por lo que faltare asta cumplimiento de los dichos diez años; y de lo que del dicho arvitrio huviere prozedido asta aora y procediere adelante, sacar los dichos ochenta mil ducados y los intereses y conduzion de ellos a mi corte, que importan doce mill ducados a razón de quince por ciento, que es la cantidad con que me servis por la dicha conduzion del dicho dinero que ha de ser por vuestra quenta y riesgo, prorrogándoos el dicho arvitrio por el tiempo que fuere necesario para ello...” La Real cédula citada confirmaba el antiguo privilegio del seis por ciento de almojarifazgos y declaraba que sin perjuicio del mismo se establecía temporalmente este gravamen 107.


    Conviene concretar ahora algunos extremos de la concesión y del impuesto. Como a la Corona lo que le apremiaba era el dinero al contado —“ayais de pagar y paguéis de contado y remitirlo a mi corte”, dice la Real cédula citada—, el Cabildo no tenía otro recurso que acudir al crédito público, con garantía del propio impuesto, arrendando el cobro de éste a particulares por un plazo de diez años, tiempo calculado como bastante para resarcirse de la totalidad del mismo. Por eso se alude en la Real cédula a los réditos del donativo y se autoriza al Cabildo a prorrogar el tiempo de percepción del uno por ciento hasta que los mismos réditos, así como los gastos de envío, estuviesen cubiertos. El Cabildo de Tenerife pudo de esta manera entregar la totalidad del donativo en manos de don Juan Bautista de Benavente, “en letras ciertas y seguras”, avisando de ello, para que tomase “cuenta y razón”, al secretario Martín de la Puente 108.


    Las gestiones cerca de las autoridades u organismos regionales para obtener un nuevo donativo, el sexto en orden de prelación, fueron casi inmediatas. La demanda partió del propio rey Felipe IV, quien en carta al Cabildo de Tenerife de 19 de septiembre de 1663, solicitaba una ayuda económica para atender a los gastos de sostenimiento del recién creado tercio de infantería canaria, puesto en pie de guerra para la lucha contra Portugal. Cuando el Cabildo se disponía a discutir esta solicitud real, llegó, en medio del asombro y la sorpresa general, la noticia de la venta de jurisdicciones en la isla de Tenerife, que amenazaba a la unidad realenga de la misma hasta el momento conservada intacta; entonces el Cabildo quiso salir al paso de la burda maniobra ofreciendo a Felipe IV un nuevo donativo de 100.000 ducados, mitad por el privilegio negativo de las jurisdicciones, mitad para fines de guerra. Mas como por la fecha indicada no había dado Felipe IV su beneplácito a la implantación como tributo del uno por ciento, la promesa se hizo sobre la base de donativos voluntarios por colecta o suscripción.


    Meses más tarde se hacía pública la Real cédula de 7 de octubre de 1664, que daba estado legal al impuesto, y al mismo tiempo se conocía por carta de los mensajeros de la isla de Tenerife la buena disposición de Felipe IV a recoger y anular el privilegio de las jurisdicciones señoriales, a cambio del importante donativo prometido. Entonces el Cabildo, que desconfiaba del éxito de la colecta por la crisis económica y el agotamiento de sus propias arcas, halló en el uno por ciento una nueva base de concierto con la Corona, solicitando su prórroga para resarcirse del importe total del mismo. Viera y Clavijo cae en el error de considerar que estos 100.000 ducados ingresaron en las arcas reales.


    Las deliberaciones y acuerdos para llegar a este concierto con el Rey, ahora Carlos II, prosiguen a lo largo de los años 1669 y 1670. Su objeto inmediato era obtener el privilegio negativo sobre la venta de jurisdicciones, en este caso particular, Adeje y el valle de Santiago, señoríos adquiridos por las familias Ponte y Hoyo. En las sesiones del Cabildo de 12 y 18 de septiembre de 1669 se acordó ofrecer al Rey 80.000 ducados. Más adelante, el 31 de enero de 1670, se acordó ofrecer 10.000 ducados más, en total 90.000. Ambos ofrecimientos se hicieron con carácter remunerativo a la anulación del privilegio de las jurisdicciones enajenadas, y como consecuencia del mismo se exigía la reincorporación de Adeje y Santiago al territorio realengo, sin más obligación que resarcir a los interesados de las cantidades que habían exhibido. La Real cédula de 23 de marzo de 1671 aceptó en todas sus partes la propuesta. Los 90.000 ducados empezarían a cobrarse luego que estuviese enteramente satisfecho el antecedente donativo de 80.000 ducados (1659-1664), y se encargaría de su cobro, como juez conservador, el propio capitán general 109.


    Conviene advertir que como el Cabildo de Tenerife no resarció a los señores de Adeje y del valle de Santiago del importe total del dinero invertido en la adquisición de éstos, el privilegio negativo quedó invalidado y los beneficiarios de aquéllos en el uso pleno de la jurisdicción exenta e inmunidades anejas 110.


    La bancarrota general de la hacienda en tiempos de Carlos II hizo que el séptimo donativo no se demorase mucho en su petición. La solicitud la hizo en 1675 la reina gobernadora doña Mariana de Austria en carta dirigida al Cabildo de Tenerife. En ella daba como motivo de la demanda los gastos extraordinarios para el apresto de una poderosa escuadra. La isla de Tenerife ofreció 30.000 pesos, que fueron aceptados, al parecer, por una Real cédula despachada en el Buen Retiro el 25 de febrero de 1677 111.


    Sin embargo, por causas ignoradas (acaso el olvido de las gracias que en beneficio del comercio la isla solicitaba), el donativo quedó en suspenso hasta su definitiva aprobación por cédula de 29 de mayo de 1680. Encargaba esta disposición la entrega del dinero al gobernador y capitán general don Jerónimo de Velasco; daba por prorrogado el impuesto del uno por ciento por el tiempo necesario, “sin perjuicio del privilegio que tenía la isla del seis por ciento”, y concedía determinadas gracias al comercio 112.


    Meses más tarde recibía el Cabildo de Tenerife dos nuevos despachos, de 30 de septiembre y 9 de diciembre de 1680, ambos relacionados con el impuesto. Por el primero, Carlos II participaba la designación como gobernador y capitán general de don Félix Nieto de Silva, conde de Guaro, en cuya persona suplía la entrega de los 30.000 pesos consignados con anterioridad; por el segundo despacho participaba a los regidores su próxima boda, los gastos extraordinarios que este acontecimiento traía consigo y la necesidad de una nueva ayuda económica de sus vasallos 113.


    El Cabildo de Tenerife se reunió para deliberar sobre esta última petición el 11 de diciembre de 1680 y el 14 de julio de 1681, acordando servir al Rey con 20.000 pesos más, que unidos a los 30.000 prometidos, harían un total de 50.000 pesos, aunque poniendo por condición “que por todo el tiempo que corriese dicho arbitrio [del uno por ciento], asi para este donativo como para los demas ofrecidos, y que no estuviesen enteramente satisfechos, en cada un año se sacasen de la cantidad en que se arrendase, dos mil pesos para las fortificaciones de dicho puerto de Santa Cruz y su Marina” . Así le fue comunicado a Carlos II por medio de una carta fechada en La Laguna el 15 de julio de 1781.


    La aprobación global de este séptimo donativo por cuantía de 50.000 pesos no tardó en ser concedida, ya que por Real cédula de 19 de febrero de 1682, el Monarca aceptó el auxilio y dio su aprobación a la mayor parte de las condiciones y gracias que iban pedidas, algunas de ellas relativas al comercio con América y tan sólo parcialmente aceptadas.


    De este momento data el carácter militar del impuesto del uno por ciento, el fondo más importante de cuantos se invirtieron en los gastos de fortificación de Santa Cruz de Tenerife y más adelante de todo el Archipiélago a lo largo de lo que restaba del siglo XVII y la totalidad del XVIII. Desde 1682 se invirtieron todos los años en las fortificaciones de Santa Cruz de Tenerife, de manera puramente teórica, 2.000 pesos, cifra en apariencia exigua, pero que hubiese transformado este puerto a lo largo de más de un siglo —alrededor de 250.000 pesos— en una de las más importantes plazas fuertes de España. Parte de este dinero es indudable que se invirtió en las fortificaciones; pero de otra parte, muy cuantiosa por fuerza, echaron mano los capitanes generales para diversas atenciones y gastos, desvirtuando así su finalidad primordial y específica.


    La Real cédula de 9 de febrero de 1682 declaraba prorrogado el arbitrio del uno por ciento “por el tiempo necesario hasta haber pagado los referidos 50.000 pesos de arribos servicios y sus intereses, costas y gastos”, con objeto de que la isla de Tenerife “pudiese satisfacer los dichos 50.000 pesos con la prontitud que requerían las urgencias” de la Corona 114.


    En cuanto a la manera de ingresar los fondos del uno por ciento, ya expusimos que el Cabildo de Tenerife acudía al procedimiento de arrendar la cobranza del impuesto. No poseemos una minuciosa información sobre el particular, aunque sí datos sueltos de algún interés. Don Francisco Ramírez arrendó por cuatro años (15 de febrero de 1681 a igual fecha de 1685) la cobranza del impuesto por precio cada año de 67.420 reales, y don Agustín Briceño contrató el arriendo por cinco años (15 de febrero de 1685 a igual fecha de 1690) por precio cada año de 75.060 reales. A su vez los arrendatarios generales subarrendaban la cobranza particular en las aduanas; de esta manera, don José de la Santa contrató el uno por ciento desde 1681 a 1685 para la aduana de Santa Cruz de Tenerife en 9.000 reales cada año 115.


    Un punto queda por concretar respecto a este donativo y los inmediatos anteriores, el de su efectividad, o en otros términos: ¿ingresaron en las arcas reales las sumas acordadas? La respuesta no puede ser afirmativa. La hacienda municipal se hallaba exhausta a causa de los primeros donativos, y los particulares remisos al préstamo a medida que la garantía del impuesto se hacía más incierta y remota. El resultado fue que tanto el donativo de 1671 como el de 1682 sólo se pudieron satisfacer de manera parcial, con la promesa de completarlo en un día más o menos remoto, a medida que se iba cobrando su importe del uno por ciento 116.


    De esta manera los donativos se transformaron en impuestos. Por eso a partir de ahora la Corona, convencida de la ineficacia de aquéllos, sólo gestionara la prorrogación de éstos. Los auxilios económicos, cuantiosos para las circunstancias de apuro, serán reemplazados por rentas fijas anuales en beneficio de la hacienda pública.


    * * *


    Así llegamos al año 1687, en que se opera este cambio. En las sesiones del Cabildo de Tenerife correspondientes a los días 29 de enero y 27 de febrero del año expresado, acordó este organismo, recogiendo las sugerencias de las más elevadas autoridades metropolitanas, ofrecer al Rey el importe del uno por ciento “para que por espacio de veinticinco años se valiese de su procedido, por empeño, remate u administración, con la propia calidad de aplicarse de su importe los 2.000 pesos en cada un año para fortificaciones, y con la condición de que no se habían de pagar derechos de la entrada de granos ni de los géneros que se transportasen de unas islas a otras, habiendo pagado los derechos de entrada una vez”.


    El Rey aceptó complacidísimo la prórroga, por cédula de 21 de mayo de 1693; se mostró conforme con la separación anual de los 2.000 pesos para fortificaciones, y no se sirvió aprobar las otras condiciones suplicadas 117.


    De la cobranza del impuesto se encargó en un principio la Real hacienda. Esta prórroga se consideró iniciada en 1688 y había de fenecer, por tanto, en 1712.


    En cuanto a los débitos anteriores, se dieron por cancelados de manera tácita desde el momento que cesaba también la cobranza del uno por ciento con la finalidad expresada.


    Las cosas no varían hasta el año 1706 118, en que las islas por propia iniciativa ofrecieron a Felipe V prorrogar el impuesto del uno por ciento por doce años más y con la propia obligación de separar cada año 2.000 pesos para las fortificaciones de Santa Cruz de Tenerife y su marina. La Real cédula de 9 de enero de 1707 sirvió para aprobar esta prórroga 119. De esta manera el impuesto, que debía extinguirse en 1712, prorrogaría su validez hasta 1724 120.


    Esta prórroga fue indirectamente un donativo, ya que consta que debido a los apremios económicos de la hacienda, Felipe V dispuso que el impuesto se arrendase a particulares por un largo plazo cesando en su administración la propia Hacienda real que hasta entonces lo llevaba (1688-1707).


    * * *


    Antes que esta primera prórroga se extinguiese, Felipe V obtuvo, en 1718, con carácter remunetario a diversas gracias concedidas a las islas, una segunda prórroga por otro nuevo plazo de doce años, ampliando así la vigencia del impuesto desde 1724 a 1736.


    Esta gracia y merced a que nos referimos fue la concesión de una amplia licencia para comerciar con América en cantidad limitada, pero sin plazo en cuanto al tiempo, cuya liberalidad contrastaba con las permisiones anteriores, por otra parte extinguidas. El Reglamento relativo al comercio de las Canarias con las Indias, expedido en El Pardo el 6 de diciembre de 1718, venía a consagrar estos privilegios y gracias, pero al mismo tiempo imponía en los artículos 25, 26 y 27 determinados gravámenes en íntima conexión con el impuesto del uno por ciento o con las fortificaciones del Archipiélago.


    Analicemos las obligaciones que derivaban de cada uno de estos artículos :


    Artículo 25. Imponía este artículo la obligación de anticipar en el plazo de dos meses (contados a partir de la publicación del Reglamento) 24.000 pesos escudos, “que se supone podrá importar este derecho [uno por ciento] en los seis años que han de empezar en 1 de enero de 1719 y cumplir en 31 de diciembre de 1724” 121.


    Como recordará el lector, el impuesto del uno por ciento tenía de validez, de acuerdo con la prórroga de 1706, hasta diciembre de 1724. Así, pues, el artículo 25 sólo imponía la entrega, a título de anticipo, de la cantidad alzada de 24.000 pesos escudos, para que luego los Cabildos pudiesen resarcirse de su importe mediante la cobranza del impuesto antedicho.


    Por tal motivo consta de manera positiva que desde 1 de enero de 1719 a 31 de diciembre de 1724 los Cabildos se beneficiaron con la cobranza de este impuesto, arrendando la misma a recaudadores particulares. No conocemos la cuantía del arrendamiento, pero sí las cantidades que ingresaron en las dos aduanas de la isla de Tenerife. En Santa Cruz, el importe total del uno por ciento en los seis años de referencia se elevó a 111.289, y en el Puerto de la Cruz ascendió a 140.657 reales. Se ignoran las cifras de otras islas 122.


    Artículo 26. Por este artículo quedaba prorrogado el impuesto de uno por ciento, próximo a extinguirse en 1724, por otros doce años más, que se empezarían a contar el 1 de enero de 1725 para terminar el 31 de diciembre de 1736. La prórroga se hacía con la misma condición de separar cada año 2.000 pesos para las fortificaciones de Santa Cruz.


    De acuerdo con esta disposición, no ha de extrañarnos que en la sesión del Cabildo de Tenerife correspondiente al día 28 de noviembre de 1724 se leyese una carta del comandante general, marqués de Valhermoso, “a efecto de que feneciendo en el siguiente mes el arrendamiento del derecho del uno por ciento con que las islas habían servido a S. M., le hacía presente era necesario se administrase desde principio de enero del año venidero por los ministros de las Aduanas” 123.


    Artículo 27. La tercera obligación dimanante del Reglamento del comercio con las Indias afecta asimismo a las fortificaciones del Archipiélago, y de manera más directa que el anterior artículo: “Se hace de hacer —dice— por las referidas islas los gastos de fortificaciones que debieren executarse en ellas, ya fuese reparando las que avia actualmente o aumentando otras si fuese conveniente construirlas, como también los gastos de montages de artillería, armas para el uso de ella y esplanadas, u otro qualquiera que pertenezca a estos fines y al de las fortificaciones, como el todo de este dispendio no excediese de 2.000 pesos escudos en cada uno de los seis años, desde el de 1719 hasta el de 1724, cesando las islas en esta obligación en adelante” 124.


    Las soluciones que la isla de Tenerife arbitró y recomendó para que se hiciese efectiva esta obligación; la resistencia que en todas partes encontró para su cumplimiento; las reclamaciones imperativas del comandante general, marqués de Valhermoso; las medidas aún más enérgicas de éste entrando a saco en las arcas municipales, etc., han sido ya expuestas, con todo lujo de detalles, en el capítulo anterior, al que remitimos al lector curioso que quiera conocerlas.


    Sólo cabe aquí destacar la solución que en última instancia brindó el Cabildo de Tenerife al comandante general marqués de Valhermoso, para saldar esta deuda, no suya, sino de las tres islas mayores que en el comercio con América se habían beneficiado y seguían beneficiándose. Esta solución, hecha pública en la sesión de 9 de abril de 1725 y 29 de julio de 1726, fue ofrecer al rey Felipe V, como compensación y saldo de esta deuda, la prórroga del impuesto del uno por ciento por cinco años más, o sea que en lugar de expirar en 1736, finalizaría en 1741.


    Las coacciones y amenazas del marqués de Valhermoso pesaron tanto sobre el Cabildo de Tenerife, que éste se consideró obligado a llevar la reclamación de los 12.000 pesos del artículo 27 del Reglamento de 1718 ante los Consejos de Castilla y Guerra, por estimar, con sobrada razón, que las obligaciones que de este precepto derivaban debían gravar sobre todas las islas y sobre sus habitantes en concreto, que eran los que se beneficiaban del comercio, y no sobre los Cabildos y en particular el de Tenerife, como era obsesión constante del marqués. El recurso ante el Consejo de Castilla lo inició el mensajero de la isla don Alonso Fonseca en un extenso escrito fechado en Madrid el 12 de marzo de 1727.


    El principal argumento que el Cabildo de Tenerife invocaba, además de los ya conocidos, era la nómina de sus gastos militares desde 1719 a 1724, que ascendían, según certificación adjunta, a unos 7.000 pesos, cifra que consideraba en exceso a la parte alícuota que como una tan solo de las islas beneficiadas le correspondía 125. Se quejaba la isla a continuación de las violencias, apremios y extorsiones del marqués de Valhermoso, que se había atrevido a embargar los propios del municipio y a encarcelar sus mayordomos, y acababa demandando rápida y decisiva justicia.


    El recurso así iniciado pasó inmediatamente a informe del fiscal del Consejo, quien en su respuesta de 31 de marzo de 1727, consideró ineludible conocer el dictamen previo de la Real Audiencia de Canarias y del comandante general.


    El informe del primer tribunal era favorable a los argumentos expuestos por la isla de Tenerife, aunque consideraba que la obligación sólo recaía sobre ella, porque los fondos se iban a invertir en sus fortificaciones. En cuanto al dictamen del comandante general, ya el lector podrá suponer en los términos que venía redactado; era un ataque a fondo de la gestión económica del Cabildo de Tenerife y una defensa acabada de sus reiterados puntos de vista.


    En cuanto al recurso ante el Consejo de guerra, se incoó en grado de apelación, el 29 de mayo de 1728, contra un auto de Valhermoso, de 4 de marzo antecedente, relativo a la venta del trigo que se guardaba en los graneros del Cabildo, para invertir su precio en las obras pendientes de fortificación.


    En este estado se hallaban ambos recursos cuando se creó la Junta de los Negocios de Canarias, la que recabó para sí el conocimiento de todos los expedientes en trámite en los distintos organismos del Estado, y la que resolvió, por auto de 19 de abril de 1735, que estos dos recursos incoados pasasen a dictamen del promotor fiscal, antes de resolver en definitiva.


    El informe del promotor fiscal reunía en uno solo el comentario que la serie infinita de expedientes que obraban en los archivos de la Junta le sugerían, y es más bien un extracto o resumen de estos litigios que un verdadero informe.


    Así se encontraba este pleito cuando en 1738 fue disuelta la Junta de los Negocios de Canarias, y quedó archivado el voluminoso expediente sin que se tomase resolución alguna sobre el mismo 126.


    * * *


    El Cabildo de Tenerife, en su táctica obstruccionista contra el comandante general marqués de Valhermoso, no se limitó a denunciar los atropellos y abusos antes señalados, sino que inundó los tribunales del reino con pleitos y reclamaciones de toda índole contra la gestión del comandante, y aun arrastró a diversos regidores a seguirle en el ejemplo como simples particulares.


    Entre estas denuncias es digna de ser resaltada, por referirse precisamente al uno por ciento, la que presentó ante el Consejo de guerra el mismo diputado de Tenerife don Alonso Fonseca el 3 de marzo de 1732, haciendo ver cómo desde 1682 se había separado con religiosa puntualidad 2.000 pesos del uno por ciento para las fortificaciones de Santa Cruz, cantidad que si se hubiese invertido en ellas “no tuviera S. M. plaza más bien fortificada” en todo el reino. Denunciaba Fonseca la exclusiva responsabilidad de los capitanes y comandantes generales en esta inversión, en la que nunca quisieron dar voz ni parte al Cabildo de Tenerife, y pedía que se exigiese estrecha cuenta a los mismos por esta desacertada gestión. Proponía, por último, el diputado que “se librase despacho para que el veedor don Santiago Álvarez [de Abreu]... informase con certificación arreglada a los libros y papeles de la Veeduría, qué fortificaciones se habían hecho con esta cantidad desde el año 1682 hasta entonces, qué costo había habido en ellas en cada uno, qué ocasiones se habían puesto edictos para el remate y en quiénes se habían rematado..., qué fianzas se habían dado por las seguridades y qué caudal había depositado desde dicho año de 1682 hasta el de 1718 y desde el de 1725 hasta entonces, y en quién estaba este caudal de la isla para fortificar dicho Puerto” 127.


    Este expediente lo remitió el Consejo de guerra a informe del fiscal en abril de 1732, y de sus manos pasó directamente a conocimiento de la Junta de Canarias meses más tarde, en agosto del año expresado, donde tampoco obtuvo resolución.


    A título de curiosidad cabe también señalar por estos años dos nuevas propuestas a la Corona para prorrogar con distintos fines el impuesto del uno por ciento, que no obtuvieron por causas diversas resolución favorable.


    La primera se refería al abastecimiento de aguas de la ciudad capital, La Laguna. El Cabildo había firmado el 20 de febrero de 1717 un contrato con don Francisco Crisóstomo de la Torre por el que éste se comprometía, “con varias calidades y condiciones”, a conducir las aguas a su costa y además de esto a fabricar seis molinos de que también carecía la ciudad. La escritura fue sometida para su aprobación al Consejo de Castilla, en cuyo organismo el expediente se dilató diez años en trámites e informes inútiles. En 1728 fue el diputado Fonseca, siempre emprendedor y diligente, quien volvió a reactivar la demanda, aunque interesando en ella con exclusividad al Cabildo —sin duda había muerto La Torre—, decidido a arrostrar por sí solo la empresa, resolviendo para siempre un problema tan vital como arduo. Aspiraba el Cabildo, según declara en su nueva instancia, no sólo a abastecer la ciudad de San Cristóbal de La Laguna “con las aguas del río y montes” próximos, sino también a regar su extenso término de manera que se recogiesen “cada año más de 30.000 fanegas de trigo, cebada y millo, con las que se remediarían los vecinos, quienes por falta de dinero para comprarlo, llevándolo de otros Reynos, morían de hambre como sucedió en el año 1721” 128.


    Para esta empresa es para la que el Cabildo pedía la oportuna autorización real, con objeto de poder gravar por plazo de siete años, con un uno por ciento más, todo el comercio de importación y exportación 129.


    Este expediente, como los anteriores, pasó a conocimiento y estudio de la Junta de Canarias en 1732, y en su archivo se hallaba paralizado en 1738 cuando la misma fue disuelta por gravosa e inútil.


    La segunda petición de prórroga del impuesto del uno por ciento está relacionada con la escritura de transacción a que llegaron en 1730 el Cabildo de Tenerife y los vecinos de La Orotava sobre a quién correspondían los gastos de entretenimiento y aumento de las fortificaciones del Puerto de la Cruz. La base fundamental del acuerdo fue ofrecer al rey Felipe V, por plazo de veinte años más (1736-1756), el arbitrio del uno por ciento, a cambio de que se diesen por cancelados cualquiera clase de débitos del Cabildo de Tenerife en materia de fortificación hasta el día del convenio, y se exonerase a la villa de La Orotava de toda obligación presente y futura en el mismo ramo militar 130. El lector ya conoce con todo género de detalles las incidencias que esta transacción trajo aparejadas, y cómo a la postre —ello es lo que más ha de interesarnos ahora— quedó inaprobada, e inválida 131.


    * * *


    Cuando don Lorenzo Fernández Villavicencio, marqués de Valhermoso, cesó en 1735 en el mando militar de las Islas Canarias, y cuando la Junta de este nombre cesó en 1738 en su estéril e inútil labor, las cosas volvieron a su cauce anterior, y por tanto el impuesto del uno por ciento a la misma situación legal de 1723, agotándose ya una prórroga dimanante del Reglamento del comercio con las Indias de 1718, cuyo término era precisamente el año 1736.


    Sin embargo, el impuesto se siguió cobrando con posterioridad a esta, y consta sin lugar a dudas que el rey Felipe V aprobó una nueva prórroga por cinco años, que habían de expirar el 31 de diciembre de 1741, aunque ignoremos la Real cédula que autorizó la misma. Como la prórroga coincide con la propuesta de 1726 para cancelar la deuda de los 12.000 pesos impuestos para gastos de fortificación por el artículo 27 del Reglamento antes citado, tenemos a nuestro juicio bien clara la causa de la última ampliación legal que el impuesto del uno por ciento disfrutó.


    Pero lo curioso es señalar que llegó el 31 de diciembre de 1741 (fecha en que de manera automática debería cesar la cobranza del impuesto) y los comandantes generales impusieron por la fuerza la prórroga ilegal del impuesto, que se estuvo cobrando sin interrupción hasta 1746, y de cuyo importe dispusieron a su antojo para los más diversas gastos, y quién sabe si ingresos..., en sus cajas particulares.


    Ocurrió en esa fecha la muerte del rey Felipe V, cuyas exequias produjeron cuantiosos gastos a la isla, y ella trajo consigo la solemne proclamación de su hijo Fernando VI, no menos gravosa para el erario municipal. Era práctica corriente en la isla de Tenerife gastar en estas solemnidades, según el estado de la hacienda, de 12.000 a 26.000 reales, y ahora se encontraba con que de acuerdo con el estrecho Reglamento para el gobierno de sus propios dictado en 1745 por el regente don Tomás Pinto y Miguel, sólo podía invertir en ambas funciones la exigua cantidad de 7.500 reales, “lo que era tan poco —asegura el Cabildo— que ni en el lugar más ínfimo se podían executar con ellos dichas funciones”. En vista de esta anomalía, el Regimiento aplazó ambas ceremonias y acudió al Consejo de Castilla pidiendo autorización para alterar tan rígido y estrecho precepto. El Consejo, después de oír al fiscal, resolvió que la isla podía gastar en ambas funciones, exequias y proclamación, la cantidad de 2.000 ducados, “sin embargo del señalamiento hecho por el Regente”. Así se ejecutó y verificó 132.


    Pero había que obtener los 2.000 ducados invertidos, y entonces fue cuando el Cabildo acudió, por medio de su apoderado don José Yarza, al Consejo, proponiendo la prórroga del impuesto del uno por ciento por un nuevo plazo de diez años, con la condición expresa de obtener como compensación el pago del dinero gastado en ambas funciones. Con ello descubrían los regidores la ilegal conducta de los comandantes generales que, sin “facultad real”, tenían la desaprensión de cobrar un impuesto cuya inversión por otra parte ocultaban.


    En el acto el fiscal del Consejo arremetió contra esta ilegalidad, la que denunció al citado organismo, recomendando de paso la expedición de una orden tajante prohibitoria, acompañada de una severa reprimenda. El 10 de octubre de 1747 despachó auto el Consejo para que los comandantes generales cesasen inmediatamente en la exacción del impuesto 133.


    El comandante general, que lo era entonces don Juan de Urbina, demoró el cumplimiento de este auto por tener que representar sobre el mismo al Consejo. Primero pidió informe sobre el particular al veedor y contador don Lázaro de Abreu, quien lo evacuó el 10 de enero de 1748, haciendo resumen e historia minuciosísima de las vicisitudes e incidencias del impuesto, y después informó personalmente al Consejo el 26 de marzo de 1748, asegurando que la isla de Tenerife había obtenido el auto antecedente “con siniestra relación”.


    Declaraba Urbina en su representación lo siguiente: l.° Que se había seguido en la cobranza del arbitrio “quieta y pacíficamente” por considerarlo una renta ya fija de S. M.”. 2.° “Que por no tener caudales la isla y sí muchos débitos, y ser en su alivio”, se habían pagado de sus fondos los sueldos de los soldados de la guarnición. 3.° Que en los años de 1742 a 1746 había producido el uno por ciento en la isla de Tenerife 133.212 reales, de cuyo ingreso anual se pagaban las pensiones y sueldos de los soldados. 4.° Que los gastos habían sido tan crecidos que en algunos años (1744 a 1747) no habían bastado a cubrir dichas atenciones, de manera que no se pudieron separar los 2.000 pesos para fortificaciones; y 5.° “Que era siniestro afirmar que hubiese espirado el arbitrio..., pues aunque era cierto que habían fenecido los años porque se concedió, no había fenecido y espirado en quanto a no estar enteramente satisfechas las cantidades ofrecidas por el Cabildo” en 1659, 1670, 1680 y 1681.


    Terminaba Urbina su exposición asegurando que la Real hacienda tenía pleno derecho a la prórroga del tributo, y que su extinción sólo beneficiaría, por otra parte, a los comerciantes extranjeros.


    El nuevo expediente, así estructurado, pasó por Real orden de 10 de marzo de 1751 a conocimiento y resolución de la secretaría de Hacienda, donde estaría estancado hasta nueve años más tarde 134.


    Sin embargo, el impuesto se siguió cobrando con puntualidad desde 1746 hasta 1760, y separándose, por lo menos en teoría, los 2.000 pesos anuales para la fortificación de Santa Cruz de Tenerife.


    * * *


    Así prosiguieron las cosas hasta que en 1758 el Cabildo encargó a su diputado don Francisco Javier Machado Fiesco activar y mover el paralizado expediente sobre el uno por ciento, cuya localización hubo de costar le varios meses hasta que al fin pudo encontrarlo en 1760 en unión de todos los papeles de la desaparecida Junta de Canarias, que por su íntima conexión con el uno por ciento a dicha secretaría habían sido remitidos 135.


    En vista de ello, el 22 de agosto de 1760 presentó memorial el diputado en manos de dicho secretario, marqués de Squilace, reclamando una resolución al problema planteado de la extinción del gravamen. El secretario de Hacienda devolvió aquella impresionante masa de papel al Consejo y resolvió que fuese éste quien le informase sobre lo solicitado y pendiente 136. El Consejo, no sabiendo cómo bucear en aquella ingente masa, decidió que uno de los relatores del mismo hiciese un extracto minucioso del cúmulo de pleitos y expedientes amontonados para que de esta manera pasasen a informe fiscal.


    Desde este momento cesan nuestros datos y nada más podemos precisar sobre el impuesto del uno por ciento en su aspecto legal. ¿Cuál fue la resolución del Consejo o de la Secretaría de Hacienda? La ignoramos; sólo podemos afirmar que el impuesto se siguió cobrando por todo lo que restaba del siglo XVIII y que no acabaría por desaparecer sino con la ruina de la Monarquía absoluta y la instauración en España del régimen constitucional.


    Precisamente cuando en 1785 se crearon las Juntas de fortificación uno de los ingresos que se pusieron a su disposición —el más importante— fue el arbitrio del uno por ciento. El artículo 3.° del Reglamento de 9 de noviembre de 1786 así lo declara: Las Juntas “tendrán a su cargo quanto sea relativo a la fortificación de las islas..., para cuyo efecto se hallan concedidos los diferentes arbitrios de uno por ciento sobre todos los ramos comerciables de entrada y salida y otros varios que se aclararan documentalmente”.


    V. El comercio de Canarias con América en los siglos XVII y XVIII.


    El estudio del comercio de las Islas Canarias con América en los siglos XVII y XVIII no deja de ser un tema que, pese a su extraordinario interés y sugestión, puede ser considerado como extraño al tema principal de esta obra, y, por tanto, forzada su inclusión en este capítulo.


    Empezamos por reconocerlo así, sin ambages ni disimulos, aunque también existen algunas razones que nos arrastran a su estudio. La primera, que sin este complemento quedaría truncado el capítulo VIII, donde se estudió, con amplitud y extensión, el comercio canario en la centuria décimo sexta; la segunda, que el comercio tiene una íntima conexión con la piratería, ya que ésta fue como un parásito que vivió y se alimentó a expensas de aquél; la tercera, que del comercio y para el comercio surgió, espontánea o dirigida, la organización militar del Archipiélago para su defensa, en particular las fortificaciones, que se alimentaron a su costa —recuérdese el uno por ciento y otros gravámenes—, y la cuarta y última, que por incidencia se ha aludido tantas veces a él, a lo largo de estas páginas, que no tendría cabal idea el lector de los términos en que el mismo se desarrolló si no unimos y enlazamos estas notas sueltas en un estudio conjunto.


    Lo más difícil para nosotros era encajar esta síntesis en el marco general de la obra, y hemos considerado, después de larga meditación, que en ningún capítulo enlazaría mejor que en aquel que estudia las fortificaciones del Archipiélago a renglón seguido de haber mantenido despierta la atención del lector sobre el impuesto del uno por ciento, tan relacionado a un tiempo con el comercio y las fortificaciones.


    Nuestro estudio ha de tener, no obstante, una limitación por dificultades, de momento insuperables. El comercio europeo escapa, por carencia de fuentes, del alcance de nuestras manos, y hemos de ceñirnos al estudio del comercio indiano, aunque en el hilo de la narración algunas veces tengamos que aludir a aquél para aclarar extremos de éste.


    * * *


    En el capítulo VIII (TÍTULO III. Orígenes de la piratería inglesa en las Indias Occidentales.) habíamos suspendido nuestro relato al llegar al año 1600, fecha en que las Islas Canarias disfrutaban —como lo habían disfrutado casi a lo largo de todo el siglo precedente— una licencia o permiso para comerciar en América, sin limitación de cantidad, lugar y hasta es probable que de tiempo. Decíamos entonces: “Extinguido el último plazo, los mensajeros de las islas volvieron a insistir en la ya tradicional concesión, cosa que efectivamente obtuvieron por una Real cédula expedida en El Carpio el 26 de mayo de 1570, que autorizaba el comercio por cinco años más. Las prorrogaciones continuaron a todo lo largo del siglo XVI, aunque de momento carecemos de otros datos sobre este punto concreto”. Esta falta de información se explica a nuestro juicio porque a partir de 1575 los Reyes prorrogaron de una manera tácita la permisión o porque la concedieron con la fórmula corriente “de por el tiempo que fuere nuestra voluntad”.


    A principios del siglo XVII lo que más conviene destacar en el ambiente general en que se desarrollaba el comercio canario-americano es la atmósfera de hostilidad cada día más acentuada del comercio de Sevilla y Cádiz, que arrastraba a la Casa de Contratación a mirar con recelo la sana vitalidad comercial que el Archipiélago desplegaba, y que era base consubstancial de su prosperidad y riqueza. El móvil de esta campaña era el supuesto contrabando que desde las islas se hacía con América. El tratadista norteamericano Clarence H. Haring refleja con su pluma esta atmósfera en los siguientes términos: “La situación favorable de Canarias como base para el comercio de contrabando convirtió las islas en fuente perenne de enfado para las autoridades de España. Desde que se instituyeron los jueces residentes y de modo especial en el siglo XVII, la Casa formuló un diluvio de quejas por las irregularidades cometidas, y tras de reiteradas representaciones a la Corona, decidióse en 1612 que el Consejo de Indias señalase todos los años el tonelaje concedido a las islas en el comercio índico; que la Casa escogiese los puertos americanos adonde debían dirigirse los barcos canarios y que sólo se utilizaran buques de escasas dimensiones” 137.


    Esta política de suspicacia se refleja en la Real cédula de 11 de septiembre de 1601, por la que se revalida una disposición anterior de 2 de agosto de 1575, referente a que no podían navegar sin registros los navíos que se dirigían a Cabo Verde y Brasil, porque se había sabido que muchos de ellos dejaban “aquella derrota y se ivan a las Indias” 138.


    Desde este año de 1601 hasta el de 1611, fecha de la prohibición, se dictaron también diversas disposiciones relativas al comercio canario con América, unas originales y otra revalidadas, pero todas ellas de escasa trascendencia 139.


    En cuanto a la prohibición, fue dictada, a instancias del comercio de Cádiz, por el rey Felipe III, en 1611, “siniestramente informado” de abusos y contrabandos que no eran mayores a los que se hacían desde la metrópoli, y sí muy exagerados, con fines torpes y bastardos de fácil granjería 140.


    Las islas por medio de sus mensajeros gestionaron el levantamiento de esta prohibición, que al fin obtuvieron por Real cédula de 27 de julio de 1612, pero fue conseguida al precio de limitar “la cargazón a 700 toneladas; el retorno solo a frutos; prescriviendo tiempo fixo para la salida de los Registros; mandando que estos solo pudiesen ir a los puertos adonde no ivan las Flotas y Galeones, y disponiendo que todo lo que en Canarias se embarcase contribuyese en ellas por derecho de salida 2 ½ por 100 sobre su valor”.141


    Como puede apreciarse, se reducían los derechos tradicionales del seis por ciento a menos de la mitad, para, desgravando las mercancías, obtener en América un precio ventajoso que aumentase la demanda de ellas y favoreciese e intensificase el tráfico.


    La Real cédula citada encargó además al Real Consejo de Indias “que en adelante señalase y limitase la cantidad de toneladas que las dichas islas hubiesen de cargar cada año“ 142.


    Este recelo, vigilancia y postergación contra el comercio isleño se revela en otra cédula de mayo del año 1621, que disponía que los bajeles de Sevilla fuesen preferidos a los barcos canarios en la asignación de cargamentos en los puertos americanos 143.


    El Consejo de Indias señalaba cada año, conforme hemos indicado, el tonelaje de que las islas podían disfrutar, o prorrogaba de un año para otro la concesión o limitación última. Como ejemplo tenemos la Real cédula de 8 de junio de 1626, que prescribía que el número de toneladas a disfrutar por el comercio canario fuese de 600 anuales, repartidas a razón de 300 a Tenerife, 200 a La Palma y 100 a Gran Canaria. Los navíos habían de ir “en conserva” de la flota de Nueva España, con destino a esta provincia de Méjico, a Yucatán, Honduras e islas de Barlovento, y el tonelaje se repartiría a razón de 300 toneladas para Nueva España, Campeche y Honduras y 300 para las islas de Barlovento 144.


    Como con estas medidas restrictivas el comercio languideciese acentuando la desploblación y ruina del Archipiélago, las islas representaron al Rey por medio de su apoderado el licenciado Gaspar Agustín Zarnosa de Caldas el estado de postración a que la reforma de 1612 las había conducido y pidieron determinadas mejoras en la regulación del mismo, entre ellas el comercio libre como en los mejores tiempos. Algo, si no todo, consiguieron con esta embajada, pues la Real cédula de 2 de junio de 1627, que estableció los cupos para el año en curso y los inmediatos venideros de 1628 y 1629, elevó el tonelaje a disfrutar a 700: 350 toneladas para Tenerife, 232 para La Palma y 118 para Gran Canaria, si bien denegó la petición de libertad. Estos frutos habían de embarcarse con destino fijo a Nueva España, Honduras, Campeche e islas de Barlovento 145.


    Esta situación no tuvo más o menos variantes hasta el año 1649, en que de manera inesperada Felipe IV sorprendió a las islas con la Real orden de 4 de febrero de 1649, que suspendía, por tiempo indefinido, el ya secular comercio de las Canarias con América 146.


    Una medida tan radical, que era algo así como condenar el Archipiélago a morir, no podía durar plazo muy largo, y más cuando era dictada por presiones y rivalidades del comercio metropolitano, cada vez más inclinado a soslayar toda lícita y beneficiosa competencia. La causa de esta medida radical fueron diversas denuncias sobre anomalías en el comercio y el supuesto contrabando que desde las Canarias se hacía con América.


    Desde que se supo en las islas la prohibición, éstas movilizaron sus valedores y mensajeros, para ver de conseguir una inmediata rectificación a tan injusta medida. Felipe IV no se mostró inclinado a levantar la prohibición sin una minuciosa pesquisa previa, y para esta comisión designó como juez especial al licenciado don Pedro Gómez de Ribero, a quien encargaba de informarle así de las anomalías y abusos observados como de las bases sobre que se había de asentar el comercio en el futuro.


    Don Pedro Gómez de Ribero residió en las islas entre los años 1653-1655, especialmente en la de Tenerife y ciudad de La Laguna, y alternó los expedientes e informaciones sobre irregularidades y abusos con juntas en el seno del Cabildo para conocer las aspiraciones de las distintas islas en lo relativo al comercio con América.


    Estas juntas produjeron un cambio completo de impresiones y puntos de vista entre las islas de Tenerife, La Palma y Gran Canaria para establecer las bases de la futura permisión y ofrecer como cebo a la Corona algún donativo. El Cabildo de Tenerife envió a Las Palmas como diputado suyo para resolver sobre estos extremos al regidor y maestre de campo Pedro de Vergara Alzola. La respuesta concreta de la isla de Gran Canaria no se ha conservado.


    En cambio sí se conserva la contestación que dio el Cabildo de la isla de La Palma por idéntica gestión de un mensajero incógnito. Después de hacer ver esta isla que el comercio con América reportaba a la Corona, por almojarifazgo, más de 60.000 ducados año, y que con la separación de Portugal, Brasil, Cabo Verde y Guinea las islas se arruinarían si sus vinos no encontraban salida en América, establecía como bases para negociar las siguientes: 1.ª Que el permiso fuese sin limitación, como lo había sido hasta 1612. 2.ª Que el importe de las ventas se pudiese navegar en mercancías de retorno, a excepción de oro y plata, y aunque fuese condicionado a recalar los navíos en Sevilla; y 3.ª Que se podía ofrecer al Rey como donativo de 50 a 60.000 ducados, cantidad de la que se comprometía la isla a pagar un quinto, en el plazo de cuatro a cinco años, estableciendo un gravamen sobre los mismos frutos que se exportasen.


    Para resolver sobre estas y otras propuestas el Regimiento de Tenerife convocó a Cabildo general abierto para el 18 de noviembre de 1653. De esta sesión, y de otras inmediatas en Cabildo ordinario, salió la propuesta definitiva de la isla de Tenerife, de acuerdo con los extremos siguientes: l.° Que la licencia fuese por cantidad superior a las 2.000 toneladas. 2.° Que se extendiese a Nueva España, Honduras, Campeche, islas de Barlovento y Tierra Firme (en 1649 sólo estaba permitido comerciar con estos dos últimos territorios). 3.° Que los géneros de Indias se pudiesen comerciar de retorno con traficantes nacionales o extranjeros por no poderse consumir en el país; y 4.° Que la Corona podía disponer, por la gracia, de 30.000 ducados pagaderos en seis años, a razón de 5.000 ducados cada uno, con la reserva por parte de los Cabildos de quedar facultados para establecer impuestos y cobrarlos con ese fin 147.


    Estas propuestas pasaron a manos del juez especial don Pedro Gómez de Ribero, quien comunicó meses más tarde al Cabildo que las había informado favorablemente conforme a los intereses de la isla. Tenerife no se conformó con ello, sino que envió a Madrid como diputados especiales a los regidores Juan B. de Ponte Ponte y Pagés, Juan de Mesa y Lugo de Ayala y Juan de Herrera. A ellos se agregó más tarde Juan Francisco de Franchy y Alfaro, autor de un memorial en defensa del tráfico y relación de Canarias con América 148.


    Mientras estas difíciles gestiones proseguían, don Pedro Gómez de Ribero daba término a su comisión y recogía sus papeles para reintegrarse a la Península. En los últimos días de su estancia en Tenerife fue víctima este magistrado de inicuo atropello, cuyo recuerdo nos ha conservado el cronista Núñez de la Peña: “En el año 1653, estando en la ciudad de La Laguna, de esta isla de Tenerife, don Pedro Gómez de Ribero, juez de Indias, con cierta comisión, víspera de San Cristóbal, a las diez de la noche, entraron en su casa no se supo qué personas y le pidieron entregase los papeles que había escrito; y el buen caballero, por librar con la vida suya y de su familia, los entregó. Dícese los quemaron, que eran gran cantidad, y al otro día se embarcó a Canaria y luego a España, no faltándole a la asistencia, y ofrecimiento de dineros para su despacho, todos los caballeros de esta ciudad. La comisión era acerca de las mercaderías que habían venido de Indias, contra muchos interesados” 149.


    Cuatro años pasarían todavía antes que Felipe IV accediese a levantar la prohibición de 1649. En esta medida tuvo buena parte la habilidad y tacto que desplegaron los mensajeros, en particular los regidores Ponte y Mesa 150, sin descartar lo mucho que contribuyó a precipitar la decisión regia el comportamiento heroico de los tinerfeños en la defensa de Santa Cruz de Tenerife contra la escuadra de Robert Blake.


    Antes de dar este paso el Rey consultó reiteradas veces al Consejo de Indias, a la Casa de Contratación y al “prior y cónsules de la Universidad de los cargadores a las Indias”, de Sevilla. Después de tantos cabildeos pudo Felipe IV decidirse, por fin, a dar a la publicidad la Real cédula de 10 de julio de 1657, despachada en el Buen Retiro, norma de extraordinaria importancia por aparecer involucrada con la licencia una reorganización de los Juzgados de Indias y una reestructuración de las bases fundamentales del comercio 151. Por eso conviene que hagamos un minucioso análisis de esta cédula.


    Empecemos por el examen de la licencia. A la demanda de las islas “para navegar sus vinos a las Indias... con libre permisión como lo tubieron hasta el año de mil y seiscientos y once o por lo menos la que fuere competente para tener salida y despacho de quince mil toneladas que se cogen en ellas”, respondió Felipe IV concediéndoles: “A la isla de Tenerife y su partida, tres navios de situado, cada uno de carga de ducientas toneladas útiles; a la isla de la Palma, otro de trecientas, y a la de Canaria, uno de ciento, que por todas sean mil toneladas..., con que esta permisión solo se entienda por tres años, pues en ellos se conocerán los daños o las utilidades y entonces se verá si combendrá o no la prorrogación o prohibición...” 152. A la segunda demanda para poder “traer lo que procediere de ellos en zierto genero de frutos para las islas, y poderlos vender y comerciar en España y en los puertos extranjeros y partes de amigos de esta Corona”, respondió el Monarca que era su “voluntad que de buelta de las Indias puedan venir a las dichas islas de Canaria, adonde serán admitidos con las mercaderías que trugeren..., no trayendo los dichos navios oro, plata ni otros géneros preciosos...”


    En cuanto al régimen tributario, estableció la Real cédula de 10 de julio de 1657 “que en las Aduanas de aquellas islas no se a de covrar mas de los dos y medio por ciento, que se acostumbra, de las mercaderías que se cargan para las Indias con permisión, y no otra cosa alguna, como se a estilado hacer, y cobrar a seis por ciento a titulo de lo que se cargava y iba sin registro...” En cuanto al sistema impositivo para las mercaderías de retorno de Indias, las islas le pidieron a Felipe IV que accediese a recibir “el diez por ciento en plata de todas las mercaderías que viniezen de las Indias a las dichas islas de Canaria, en retorno de sus frutos, con que de la entrada y salida no pagasen almojarifazgos ni otros derechos algunos...”; sin embargo, el Monarca español prefirió someter el comercio de importación al régimen tributario general, y así decretó que habían de pagar “por las mercaderías que trugeren... los derechos de Aberia, Consulado y Almojarifazgo de Indias, como las que entran en Sevilla..., y después que las dichas islas ayan recivido lo que necesitaren de las mercaderías que los navios trugeren de Indias y particularmente de la corambre para su consumo, las demas, haviendo pagado los dichos derechos y los de millones y otros menores que se pagan en Sevilla de la entrada, se pueden comerciar... y sacarse de ellas para los puertos de Castilla y Vizcaya, pagando los cargadores, en las mismas islas, los derechos de salida al Almojarifazgo maior de Sevilla, y trayendo testimonio de haverlos satisfecho, se admitan en dichos puertos, adonde se podran comerciar como si fueran mercaderías de Indias recibidas y despachadas por la Casa de la Contratación y Aduana de la ciudad de Sevilla” 153.


    La Real cédula que comentamos, de 10 de julio de 1657, daba a conocer asimismo la reforma acordada en la organización de los Juzgados de Indias de Tenerife, La Palma y Gran Canaria, los tres hasta entonces iguales y con las mismas facultades. Desde esta fecha, desaparecieron los dos Juzgados de las islas de La Palma y Gran Canaria, mientras el de Tenerife era elevado a mayor categoría, absorbiendo en lo fundamental las atribuciones de los otros. El juez de Tenerife se llamaría en el futuro Superintendente de Indias y había de designar subdelegados suyos en las islas de La Palma y Gran Canaria, obedientes y sumisos a sus órdenes 154. Se le asignaba a este magistrado un salario de “mil y docientos ducados”, que se le había de consignar “en los trecientos mil maravedís que pagan las ciudades de La Laguna, la Palma y Canaria, a los dichos tres Jueces de Registros... y lo que faltase se cobrase en los descaminos y denunciaciones que se hiciesen, y si no lo hubiese lo pudiese repartir en las mercaderías permitidas que se llevasen a las Indias, sin perjudicar al derecho de dos y medio por ciento...” 155.


    El primer juez superintendente de Indias designado en estas condiciones fue el licenciado don Tomás Muñoz 156.


    La Real cédula de 10 de julio de 1657 establecía, por último, algunas nuevas bases sobre las que se había de estructurar el comercio con América, tras de declarar en todo su vigor y validez “las leyes y ordenanzas [anteriores] en todo lo que no fueren contrarias” a lo regulado en la misma 157. Estos preceptos se pueden reducir a tres: l.° Que el juez superintedente y sus subdelegados “no han de tener jurisdicción para conocer [en las arribadas] de los navios de Indias, antes an de obligar a los dueños de los vageles, que en cualquier accidente arrivasen a las dichas islas, a que pasen con sus navios y carga a la Casa de la Contratación de Sevilla” 158. 2° “Que en la carga de los navios de esta permisión prefirieran los [bajeles] naturales y vizcaynos y los que fueren fabricados conforme a las nuevas ordenanzas de fabricas o mas llegados a ellas” 159; y 3.° Que “luego que hayan partido los dichos navios, envíen... copia de los despachos y registros que les hubieren dado a la Casa de Contratación de Sevilla, como esta ordenado” 160.


    Esta importante Real cédula, que permitía reanudar el secular comercio de las Canarias con América, no fue conocida en Tenerife hasta el mes de septiembre de 1657 a causa del bloqueo de los ingleses. Fue portador de la misma el regidor Cristóbal Interián de Ayala, que hizo entrega de la cédula al Cabildo, reunido para recibirle y escucharle, el 18 de septiembre del año expresado.


    Para acordar y resolver, así como para librar los 600 ducados de la media annata por el privilegio, se reunió el Cabildo de Tenerife diez días más tarde: el 28 de septiembre de 1657 161.


    Desde la primera prohibición del año 1611-1612 hasta la segunda, años 1649-1657, se dictaron, en el intermedio, por los reyes Felipe III y Felipe IV, diversas disposiciones y cédulas regulando el comercio y tráfico de las Canarias con América, aunque a decir verdad la mayoría —lo mismo originales que revalidadas— carecen de interés 162.


    * * *


    Reanudado el comercio con América en 1657, las licencias o permisiones siguieron expidiéndose con regularidad sistemática, de manera que el tráfico ya nunca se interrumpió en lo que restaba del siglo XVII. Muchas de estas licencias nos son hoy conocidas, aunque otras no se han conservado.


    Agotados los tres años concedidos en 1657, debieron gestionar las islas en 1660 una prórroga por otro trienio, pues hasta 1664, y más concretamente por Real cédula de 28 de mayo, no se conoce otra concesión. Esta licencia autorizaba el comercio canario-americano por plazo de seis nuevos años y mantenía el mismo porcentaje de las 1.000 toneladas, repartidas en desigual proporción entre Tenerife, La Palma y Gran Canaria. El diputado que gestionó la misma fue el regidor perpetuo Francisco de Espinosa y León. La cédula le fue comunicada para su cumplimiento al juez superintendente de Indias don Antonio de Salinas 163.


    Mientras este plazo transcurría, las Islas Canarias fueron escenario de extraordinarias turbaciones provocadas por la política monopolista de la llamada Compañía de Canarias, fundada en Londres para arruinar a los cosecheros y sobre la miseria general erigir la base de la fortuna de unos pocos mercaderes desaprensivos y osados. El año 1666 marca el momento álgido de la lucha contra el monopolio, que tuvo como manifestaciones destacadas el destierro de los agentes y factores, la ruptura del comercio y diversas asonadas y motines 164. Con estas premisas es fácil suponer el interés que pondrían las islas para que el comercio con América no se interrumpiese, pues ello supondría la ruina y miseria general.


    El 3 de septiembre de 1669 expiraba la concesión anterior. Las islas pidieron diez años de prorrogación al rey Carlos II; mas el último Monarca; austríaco sólo accedió a prorrogar el comercio por dos años con las mismas calidades y circunstancias de las cédulas anteriores. Esta disposición regia, firmada por la reina gobernadora doña Mariana de Austria, está expedida en Madrid el 2 de noviembre de 1669 165. Las licencias continúan en años venideros sin interrupción: por Reales cédulas de 1 de diciembre de 1671 y 31 de diciembre de 1673, se concedió de nuevo permiso para navegar 1.000 toneladas en frutos del país por plazo cada vez de dos años 166.


    Estos permisos así como los anteriores se concedieron siempre, después de haber oído al Consejo de Indias, a la Casa de Contratación y al prior y cónsules de la Universidad de los cargadores a Indias de Sevilla 167.


    Días antes de la última prorrogación citada, el 6 de septiembre de 1673, la reina gobernadora doña Mariana de Austria expidió unas nuevas ordenanzas reguladoras del comercio de Canarias con América y del funcionamiento de la Superintendencia de Indias, que en esencia no eran sino reproducción de la Real cédula de 10 de julio de 1657, con ligeras modificaciones o adiciones. Con respecto al Juzgado de Indias, establecía como normas fundamentales las siguientes: 1.ª Que el Juez superintendente residiese en Tenerife y sus subdelegados en La Palma y Gran Canaria 168. 2.ª Que el Superintendente jurase el fiel desempeño de su cargo ante el presidente y Consejo real de Indias, entrando desde entonces en el ejercicio del mismo. 3.ª Que el Juez superintendente designase libremente sus subdelegados. 4.ª Que el Juez superintendente estuviese facultado para trasladarse a las islas de La Palma y Gran Canaria con objeto de “asistir al despacho y recibido de los navios y hacer se guarde y execute, y en todo lo demas tocante al comercio de Indias, lo dispuesto por ordenanzas, cédulas y provisiones”. 5.ª Que el Juez superintendente y sus subdelegados guardasen puntualmente las ordenanzas de la Casa de Contratación “y las que están dadas para los Juzgados de Indias de las islas de Canaria” ; y 6.ª Que los Jueces subdelegados guardasen “la misma orden que el Superintendente en el despacho y recibo de los navios de Indias, no dando lugar a que de ninguna forma se cometan fraudes en el número de toneladas de la permisión y en los frutos y mercaderías que se han de poder llevar y comerciar y derechos que se han de pagar según lo declarado”.


    En relación con el comercio, el decreto de 1673 reproducía casi textualmente cuanto ya se había establecido en la Real cédula de 10 de julio de 1657 169.


    Después de esta disposición, conviene resaltar que cuando en 1675 la reina gobernadora doña Mariana solicitó de las islas un nuevo donativo para el apresto de una poderosa escuadra que surcase los mares, los mensajeros de los Cabildos isleños, en particular don Diego de Ponte, regidor de Tenerife, le pidieron como merced dos señalados favores que afectaban al comercio: l.° Que corriese por diez años el permiso de los cinco registros a Indias (1.000 toneladas) concedido por plazos bienales; y 2.° Que se interesase la corte de Madrid con la de Londres para que cesase la prohibición de introducir los vinos de las islas Canarias en las Barbadas 170.


    A propósito de esta última petición, el historiador Viera y Clavijo hace el siguiente comentario: “Por Barbadas entendían entonces los canarios todas las colonias e islas que poseía la Gran Bretaña en la América. Pero la Barbada propiamente dicha, a la cual debía aquel comercio su nombre, es una isla que habían poblado los ingleses en 1629. Con no tener más que ocho leguas de largo y cuatro de ancho, llegó a una población de cien mil almas y a un comercio que ocupaba cuatrocientos navíos. Este año de 1676 era la época de su grandeza. Tenerife hacía con ella un tráfico floreciente de sus vinos. Pero luego que Carlos II de Inglaterra casó en Portugal, queriendo la Reina favorecer a los portugueses, consiguió la prohibición de que sus vasallos transportasen los vinos de Tenerife a las colonias. Golpe tan feliz para la isla de la Madera como infausto para las Canarias, por más que imprimieron en Madrid un gran memorial y que el Rey encargó al marqués de Canales, su embajador en Londres, pasase eficaces oficios cerca del ministerio inglés y alegase tratados de paz y motivos de conveniencia” 171.


    En lo que afecta a la primera demanda sobre la prórroga del comercio por diez años, nada se resolvió, pues como ya hemos declarado, por motivos que nos son desconocidos, el donativo quedó temporalmente suspenso. Se imponía, sin embargo, obtener de la Corona una prórroga, apremiante y urgente, ya que la última concesión había expirado el 3 de septiembre de 1675 y el comercio languidecía con amenazas de ruina y miseria general.


    La Real cédula de 25 de abril de 1678 dio al fin satisfacción a las demandas de los isleños. En su texto se lee, entre otras cosas de menor interés, lo siguiente: “He tenido por bien de hacerles merced de prorrogarles la dicha permisión por quatro años mas, que an de empezar a correr y contarse desde el dia de la fecha de esta mi cédula, y es mi voluntad que durante el dicho tiempo los vecinos de las dichas islas de Canaria, Tenerife y la Palma puedan navegar y cargar a las Indias seiscientas toneladas con solo vinos y otros frutos de la tierra, las trescientas para la isla de Tenerife en un navio, las duzientas para la de la Palma en otro y las ciento para la de Canaria, y que respecto de que podria suzeder que no se hallaren promptos los navios de este porte para que los frutos se conduzgan en solo tres buques, les permito que en este caso puedan llevarlos con mayor numero de vageles...” Otra de las cláusulas de la concesión es digna de ser resaltada; dice así: “Cuya gracia es con calidad de que ayan de llevar cinco familias en cada cien toneladas a la parte donde fueren los dichos navios, y les conzedo a los que asi fueren la ynmunidad y priviliegio de no pagar alcabala ni otro ympuesto los diez años primeros...” 172.


    Como puede apreciarse por el texto de ambas cláusulas, se rebajaba en la concesión de 1678 el tonelaje a navegar de 1.000 a 600 y se imponía una contribución de sangre, por cuanto se obligaba a emigrar cada año a 150 isleños para aumento de la población, muy escasa en densidad, de las Américas. Si la emigración canaria al Nuevo Mundo había sido hasta entonces importantísima, desde 1678 vióse incrementada por esta contribución humana, que si de manera aislada no impresiona, es altísima si se totaliza la población a través de toda una centuria.


    Seguramente con esta contribución de sangre está relacionada la expedición de 1685, cuyos aprestos se hicieron en Santa Cruz de Tenerife, y que tuvo como resultados la fundación en la isla Española del pueblo de San Carlos de Tenerife 173. Ejemplos como éste pudieran repetirse hasta la saciedad.


    La Real cédula de 25 de abril de 1678 iba dirigida, para su ejecución y cumplimiento, a don Juan Aguado de Córdoba, tercer juez superintendente de Indias en Canarias, que acababa de cesar en el desempeño del cargo de corregidor y capitán a guerra de las islas de Tenerife y La Palma.


    Desde 1678 hasta 1782 el tráfico con América se efectuó con absoluta normalidad. Sólo cabe destacar la demanda que hizo la isla de Tenerife, en 1680, como contrapetición a la exigencia de un nuevo donativo por la Corona. Los mensajeros de la isla solicitaron “que en la permisión que estaba concedida de 600 toneladas para Indias se entendiesen ser útiles como si se hubiesen concedido en las demás provisiones y con un solo arqueamiento”. La Real cédula de 29 de mayo de 1680, que sirvió para aceptar el donativo y dar estado legal a la prórroga del impuesto del uno por ciento, dio también su aprobación a esta demanda relativa al comercio con América 174.


    Al acercarse el plazo en que había de expirar la licencia de 1678 volvieron las islas a solicitar la prórroga acostumbrada. El momento coincidía con las laboriosas gestiones para obtener un nuevo donativo por parte de Carlos II, y por eso la prórroga aparece involucrada con la aceptación de aquél. Pedían las islas ahora como gracia especial, en lo relativo al comercio, que el plazo concedido por cuatro años y 600 toneladas se ampliase por diez años y 1.000 toneladas. Carlos II, por su cédula de 9 de febrero de 1682, sólo aceptó la prórroga por los diez años, denegando la petición de las 1.000 toneladas. Además dio un paso hacia atrás al invalidar la concesión de 1680, relativa a que las 600 toneladas para las Indias se entendiesen ser útiles y con un solo arqueamiento 175.


    En estos diez años de la permisión (1682-1692), verdadero respiro para el comercio si se lo compara con los mezquinos plazos anteriores, cabe destacar algunas resoluciones o hechos aislados. Así, por ejemplo en 1685, cédula de 24 de septiembre, se estableció que los navíos canarios de la permisión de Indias no podían recalar en los puertos de Veracruz, Cartagena de Indias y Portobelo, “por el perjuicio que se seguía de esta gracia a los comercios de estos Reynos y de las Indias” 176. Esta orden fue comunicada para su cumplimiento al cuarto juez superintendente de Indias en las Islas Canarias, don José Mestres y Borrás, quien a su vez la dio a conocer seguidamente al Cabildo de Tenerife 177.


    En otro orden de cosas, es digno de ser destacado el nuevo arbitrio que, sin consentimiento real, establecieron los capitanes generales sobre el comercio con la denominación de impuesto de anclaje. Su implantación data por lo menos del año 1689, y consistía en el pago de “cinco escudos por cada navio que en qualquier puerto diese fondo” 178.


    Al cumplirse el plazo antes citado, 1692, las islas gestionaron una nueva licencia que obtuvieron en esa fecha. Los términos de la misma no nos son conocidos al detalle. Sólo podemos precisar que la concesión era “por algunos pocos años, con la carga de transportar familias a la isla Española y el impuesto de diecisiete reales y medio por tonelada destinados para el seminario de San Telmo de Sevilla” 179.


    Así llegamos a los momentos finales de la centuria décimoséptima.


    * * *


    Sabemos de manera positiva que en los quince primeros años del siglo XVIII prosiguió sin interrupción el comercio de las Islas Canarias con América; pero no hemos podido descubrir, en cambio, las Reales cédulas que autorizaron las distintas prórrogas, una vez extinguidos los plazos de concesión de finales del XVII y posteriores.


    En los primeros años del siglo XVIII hay que destacar en relación con el comercio el intento por parte de Felipe V de alterar el régimen tributario imperante, la vinculación del cargo de Juez superintendente de Indias, por juro de heredad, en la familia Casabuena, y una nueva prohibición del año 1716, que suspendió temporalmente todo tráfico, relación y comercio.


    Los gastos extraordinarios de la Guerra de Sucesión aconsejaron al primer Borbón alterar el sistema tributario imperante en Canarias, y por un despacho del año 1708 dispuso que en el futuro el comercio de exportación e importación quedase gravado con “seis escudos en cada pipa de vino malvasía que se embarcase, cuatro por ciento de entrada (además del seis por ciento regular) de géneros de ilícito comercio, y quince por ciento de los que entrasen en navios neutrales” 180. Las Islas Canarias, atemorizadas con esta resolución impremeditada, que equivalía a condenar a una ruina segura al comercio, protestaron de la misma y ofrecieron algunas compensaciones al Rey bajo la fórmula de un donativo más, consiguiendo a la postre la revocación de la impopular medida por decreto de 17 de septiembre de 1708.


    La vinculación del cargo, hasta entonces amovible, de Juez superintendente del Comercio de Indias en don Pedro Casabuena y Fernández de Mesa, con carácter perpetuo y hereditario, data del año 1708. Felipe V quiso recompensar con esta gracia los servicios y donativos de dicho prócer isleño con ocasión de la guerra sucesoria. Por cédula de 29 de enero de 1708 le agració con el cargo mencionado, con las mismas facultades con que hasta entonces lo habían ejercido sus antecesores, entre ellas la de poder nombrar subdelegados en las islas de La Palma y Gran Canaria. El sueldo que se le asignó fue el de 300.000 maravedís 181. El cargo de juez superintendente de Indias quedó de esta manera vinculado durante todo el siglo XVIII, hasta su supresión en los primeros años del siguiente, en la familia Casabuena, transmitiéndose de padres a hijos. Cuando en 1709 falleció el primer beneficiario sin dejar sucesión, el cargo vino a recaer en su madre, doña María Fernández de Mesa, quien hizo traspaso del mismo a su segundo hijo don Bartolomé de Casabuena y Mesa en el propio año de 1709, por escritura otorgada el 9 de diciembre, en presencia del escribano Francisco Xuárez.


    Este traspaso fue aprobado por Real cédula de 19 de junio de 1711, y en consecuencia, desde esta fecha, don Bartolomé de Casabuena entró en el ejercicio de su cargo. En el desempeño del mismo falleció en 1733, dejando como heredero a su hijo primogénito Pedro de Alcántara de Casabuena y Guerra, que sólo contaba por la fecha doce años de edad.


    En consecuencia, entró en el desempeño del cargo, hasta la mayor edad, su abuelo materno y al mismo tiempo tutor, don Domingo de la Guerra y Ayala. Cumplido el plazo señalado, Felipe V expidió título a favor de don Pedro de Casabuena y Guerra el 25 de octubre de 1743. Este juez falleció en Santa Cruz de Tenerife el 28 de octubre de 1754, dejando de su matrimonio con doña Isabel Botello Westerling un niño de dos años, Juan de Casabuena y Botello.


    Bajo la menoridad de este último, desempeñó el Juzgado de Indias su tío don Bartolomé de Casabuena y Guerra, quien más adelante, al cumplir su sobrino Juan de Casabuena y Botello la mayoría de edad, le propuso traspasarle el Juzgado de Indias por venta, como así se realizó en efecto. Don Bartolomé de Casabuena era Juez de Indias en 1778, cuando Carlos III decretó la libertad de comercio con América, y siguió en el desempeño del cargo hasta su muerte, sobrevenida en 1796.


    El último juez superintendente de Indias en las Islas Canarias fue don Bartolomé Benítez de Ponte y Casabuena, sobrino por línea materna y al mismo tiempo heredero de don Bartolomé de Casabuena y Guerra, muerto sin sucesión directa.


    El Juzgado de Indias fue suprimido por Real orden de 5 de enero de 1804, en tiempos del comandante general don Fernando Cagigal de la Vega y Mac Swing, marqués de Casa Cagigal. Sus funciones pasaron a ser desempeñadas por la primera autoridad militar.


    En cuanto a la prohibición de 1716, sólo podemos señalar el hecho escueto, y acaso concretar su causa más visible: el contrabando. Una Real cédula de 26 de octubre de 1717, dirigida a los oficiales reales de la gobernaduría de Buenos Aires, les daba a conocer cómo desde “los puertos de Cantabria transitan [algunos navíos] a las Islas de Canarias, y desde éstas a ambos Reinos de las Indias, con simulados pretextos” 182. Desde Canarias mismo debió hacerse en más de una ocasión idéntica maniobra, y ello, unido a la inquina y animosidad del comercio sevillano, arrastró a Felipe V a decretar la suspensión.


    Esta radical medida, que no era la primera vez que se tomaba, venía dulcificada por una cláusula que era una verdadera promesa para el futuro. Felipe V ordenaba a los Cabildos de las tres islas mayores que eligiesen y designasen personas de su confianza “para acordar la forma en que se había de continuar el comercio”.


    Las islas se dieron prisa en hacer esta designación. Tenerife depositó su confianza y dio poderes a don Lorenzo Bernardo Pereira de Ocampo; La Palma, otorgó su representación a don Antonio Guisla de Pinto, y Gran Canaria, eligió como su mensajero a don Pedro Hernández Lozano 183. Las gestiones fueron laboriosas y complicadas y no dieron fin hasta el otoño de 1718.


    El fruto de estas deliberaciones y juntas fue el “Reglamento y Ordenanzas sobre el comercio de las Islas de Canaria en las Indias”, expedido por Felipe V en El Pardo el 6 de diciembre de 1718 184.


    ***


    El Reglamento del comercio con las Indias de 1718 es la disposición más orgánica, completa e importante de cuantas regularon el tráfico mercantil con América en tiempos históricos. Por eso debe ser examinado con suma atención, dada la curiosidad e interés de sus prescripciones. En cuanto al comercio en sí, supuso un indudable adelanto en muchos aspectos, cesando, entre otras trabas, la limitación de tiempo, aunque fueron mantenidas las de lugar y tonelaje.


    El comercio de Canarias con América quedó establecido sobre las siguientes bases:


    Condiciones generales.


    a) El permiso para navegar los frutos de las islas —“por el tiempo que fuere mi voluntad”, decía Felipe V— quedaba limitado a 1.000 toneladas, que se repartían de la siguiente manera:


    1.° Tenerife, 600 toneladas.


    2.° La Palma, 250 ídem.


    3.° Gran Canaria, 150 ídem.


    b) En ese número de las 1.000 toneladas se habían de considerar comprendidas las 400 concedidas por una permisión especial para navegar a la isla de Puerto Rico, cuyo plazo de concesión expiraba en 1719.


    c) Si las islas de La Palma y Gran Canaria no podían cubrir el cupo de toneladas que les estaban reservadas, era de su obligación avisar a la isla de Tenerife para que las pudiese aprovechar.


    Puertos de destino.


    a) Los puertos de destino, y tonelaje a cada uno asignado para su venta, eran los siguientes:


    1.° Campeche, 300 toneladas.


    2.° La Habana, 300 ídem.


    3.° Caracas, 200 ídem.


    4.° Santo Domingo, 50 ídem.


    5.° Puerto Rico, 50 ídem.


    6.° Trinidad de la Guayana, 50 ídem.


    7.° Cumaná, 50 ídem.


    b) Dada la preferencia de los navíos por acudir a los puertos de Campeche y La Habana, se exigía como obligación forzosa “llevar los frutos a todos los puertos indicados”.


    Exportaciones.


    a) Se autorizaba la exportación de los frutos del país, tales como vinos, aguardientes, frutas secas y trigo o harina, esto último con condición expresa de haber obtenido dos cosechas consecutivas abundantes, de tal manera que el mercado estuviese saturado.


    b) Para fomentar la industria local se autorizaba asimismo la exportación de “los tejidos toscos de lana de sus propias fábricas, por ser muy útiles para el abrigo de la gente pobre y del campo”, con la condición también expresa de que se suspendería si el comercio de España protestase de esta medida.


    c) Se prohibía, en cambio, la exportación de ropas, lanas, sedas, en bruto o tejidas, etc.


    Importaciones.


    De retorno de América, las embarcaciones de comercio habían de someterse en sus importaciones al régimen siguiente:


    a) Se autorizaba la introducción de cacao, azúcar, vainillas, purga, cueros curtidos y al pelo, palo de tinte, y oro amonedado hasta la cantidad necesaria para cubrir los gastos de la tripulación, derechos de entrada en las islas y 50.000 pesos, a razón de 50 por cada tonelada de productos comerciados.


    b) Se prohibía la introducción de grana fina o silvestre, añil, perlas, oro y plata (fuera de las circunstancias antes señaladas) y tabaco en polvo o rama.


    Navegación.


    El tráfico con arreglo al reglamento estaba reservado para los naturales y vecinos de Canarias, y se había de adaptar a las siguientes condiciones :


    a) Los navíos debían ser fabricados en España, consintiéndose, por excepción, el uso de navíos extranjeros, ya adquiridos, hasta su total destrucción. En caso de ser precisa la utilización de navíos extranjeros, quedaría gravado el tráfico con un impuesto especial de 33 reales por tonelada.


    b) Los navíos habían de ser arqueados para que no pudiese pasar su carga de las 1.000 toneladas.


    c) Los navíos serían despachados, con sus registros, por el juez superintendente o sus subdelegados.


    d) Todas las embarcaciones se habían de concentrar para partir en Santa Cruz de Tenerife, aunque sin obligación de demorar su estancia allí, caso de no estar las de esta isla en condiciones de zarpar.


    e) Los navíos no podían partir sino un mes antes o un mes después de las flotas. Con este objeto el juez superintedente despacharía oficio al de Cádiz pidiéndole informes sobre este extremo.


    Derechos de salida en Canarias.


    De todos los frutos y efectos que se embarcaran se había de pagar lo siguiente:


    a) Dos y medio por ciento sobre el valor de frutos y géneros.


    b) 25 pesos por cada 100 toneladas por derechos de las escribanías de Registro del Consulado de Cádiz.


    c) 14 reales de plata antigua por tonelada para el Seminario de San Telmo de Sevilla 185.


    Derechos de entrada en Canarias.


    a) Oro y plata, 5 por 100 de su valor.


    b) Cacao, 2 pesos de plata doble por quintal.


    c) Azúcar, ídem.


    d) Vainilla, 15 pesos y medio por quintal.


    e) Purga, 1 ½ peso por quintal.


    f) Palo de Brasil, 5 reales de plata por quintal.


    g) Palo de Campeche, 3 reales de plata por quintal.


    h) Cueros curtidos, 2 ½ reales de plata por unidad.


    i) Cueros al pelo, 2 reales de plata por unidad.


    Derechos de entrada en Indias.


    a) Vino, 22 ½ pesos por pipa.


    b) Aguardiente, ídem.


    c) Vinagre, 11 ½ pesos por pipa.


    Por último, entre las obligaciones que derivaban de la aceptación de los beneficios que otorgaba el Reglamento, hay que hacer resaltar los anticipos de dinero, prórroga del uno por ciento y gastos de fortificación especificados en los artículos 25, 26 y 27, que de sobra conoce el lector por capítulos y páginas anteriores.


    Otra obligación que tenía sus raíces en la concesión de 1678 era la de transportar cada año a la isla de Santa Domingo cinco familias de cinco individuos por cada 100 toneladas, o sea en total 50 familias y 250 hombres. El Rey se reservaba avisar al Juez superintendente cuándo y en qué casos estas familias emigrantes habían de dirigirse a otro cualquiera de los territorios americanos 186.


    * * *


    Reanudado el comercio, justo es consignar que el Reglamento no vino a mejorar la situación precaria del Archipiélago, pues eran tantas las gabelas que su articulado establecía y tantas las que la arbitrariedad oficial fue incrementando de manera extralegal, que pronto se dieron cuenta los isleños de que el comercio más que un espléndido negocio de donde podía nacer la prosperidad general 187 estaba llamado a convertirse en una ruinosa empresa que podría traer de rechazo la quiebra y miseria de algunos, poco precavidos en el arte de echar números.


    Entre estos gobernantes, que como verdaderas sanguijuelas se pegaron al comercio para labrar su fortuna sin preocuparles la miseria del pueblo, merece puesto destacado don Lorenzo Fernández Villavicencio, marqués de Valhermoso, quien atraído precisamente por el cebo del comercio se trasladó desde La Laguna a Santa Cruz de Tenerife, estableciendo su residencia de manera fija y permanente en este puerto.


    Los abusos de Valhermoso en este ramo de la vida económica forman un largo capítulo. Viera y Clavijo los resume mejor que nadie y coincide en sus apreciaciones con la abundante documentación original. “Prohibía —dice— que se admitiese a comercio ningún bagel en los puertos de Garachico, de la Orotava ni en otro de las islas, sino solamente en el de Santa Cruz. Mandaba que ningún habitante, eclesiástico o secular, pudiese transportarse de unas islas a otras sin su licencia por escrito. Permitía la entrada de vinos y aguardientes estrangeros, en contravención a las mas positivas ordenanzas. Exigía varias contribuciones a titulo de anclage, licencia, aguada, visitas: de manera que siendo el legitimo impuesto un siete por ciento, había subido a nueve por ciento, con la añadidura de ventisiete pesos de derecho en cada buque. Pedía a los comerciantes un salario de dos mil pesos por juez conservador. Se oponía a la compañía de vinos y trato fijo con Londres. Detenía las cartas de las correspondencias, las que se remataban después en el soldado que mas daba por el interés de repartirlas. Algunas se hallaban abiertas. Todo ahuyentaba el comercio de estrangeros y naturales. ¿Y que diremos de la extracción de la buena moneda y de la introducción de la falsa? Contratiempo fue este para el gefe, y aun más para las islas, que se llenaron de murmuraciones, quejas y desconfianzas” 188.


    Todas estas denuncias aparecen formuladas en los memoriales que presentaron a Felipe V, contra la arbitraria conducta de su comandante general, los regidores Francisco Riquelme, José Tabares y Matías Boza de Lima 189.


    Contra estos abusos del comandante general en su gestión entabló recurso en Madrid, el 29 de abril de 1727, ante el Consejo de guerra, el mensajero de la isla de Tenerife don Alonso de Fonseca, por considerar que estas medidas y gabelas estaban en abierta contradicción con los privilegios de las islas, en particular la cédula de 19 de septiembre de 1528 concedida por el emperador Carlos V.


    Por esta denuncia de Fonseca conocemos la cuantía e importancia de estos gravámenes ilegales. Seguía cobrándose por la fecha que comentamos los derechos de anclaje, pero éstos se habían visto aumentados hasta la cantidad de 5 pesos. En cuanto a los impuestos plantificados por Valhermoso eran los siguientes:


    1.° Licencia de carga y descarga: Por cada una de estas operaciones, 13 reales de plata (esta contribución recaía sobre todos los navíos que entrasen en puertos canarios “descargasen o no”). 2.° Licencia de salida: 13 reales de plata. 3.° Aguada: 6 pesos. 4.° Licencia de tránsito: Todos los navíos que pasaban de una isla a otra habían de pagar 6 ½ reales de plata.


    Si a estos gravámenes añadimos los derechos que cobraban los corregidores con el pretexto de la visita de salud a los navíos y los de costas y sitio para dar fondo en la bahía, resultaba cada navío gravado en la exorbitante cantidad de 27 ½ pesos por el solo hecho de entrar o salir de Santa Cruz, sin contar almojarifazgos ni otros impuestos semejantes que recaían sobre sus mercancías.


    La denuncia de Fonseca pasó por los trámites obligados en estos casos, en este siglo y por estos años. Informó el fiscal; se pidió dictamen secreto al oidor decano de la Real Audiencia de Canarias don Alejandro González de Barcia; excusó éste el secreto, por imposible, e informó lo que sabía; Fonseca agregó al expediente una información testifical sobre estos abusos 190; la Junta de Canarias reclamó en 1732 el conocimiento del asunto, y en su archivo fue recogió en 1738, sin que nada se resolviese sobre el mismo.


    Al anterior expediente le fue agregado por Fonseca una nueva información testifical sobre los daños que acarreaba al comercio la centralización total del mismo en el puerto de Santa Cruz de Tenerife. “Tenía mandado —dice la información— que ningún navío se admitiese a comercio en el Puerto de la Orotava, Garachico ni otro alguno de las islas, si no es en el de Santa Cruz, donde tenía su residencia y estaba el comercio para Indias.” Con ellos asegura el mismo documento que causaba “gravísimos perjuicios a los vecinos, que se veían precisados a salir de los pueblos con sus familias, así los hombres que ganaban su vida en los barcos y lanchas, como los que tenían carros y recuas, además del costo que se causaba a los dueños cosecheros de vinos”.


    Todos estos abusos y otros más que pudieran añadirse no tuvieron remedio hasta que cesó en el mando del Archipiélago don Lorenzo Fernández Villavicencio, marqués de Valhermoso, en 1734. Su sustituto, don Francisco José de Emparan, se aplicó con verdadero celo a devolver la paz y tranquilidad a las islas después de tantas turbaciones, y una de sus más acertadas medidas fue derogar “los impuestos que sus antecesores habían introducido arbitrariamente en el comercio de las islas, no sin ruina de todas” 191.


    * * *


    En los años que coinciden con el mando en Canarias del marqués de Valhermoso, acaso lo más destacado sea en lo relativo al comercio —fuera de estas disputas y litigios— el permiso solicitado por el comercio de Buenos Aires para que las Islas Canarias pudiesen navegar un registro anual a aquellas lejanas comarcas americanas.


    La iniciativa de esta medida correspondió a un palmero ilustre, José Fernández Romero 192, avecindado en Buenos Aires, quien como diputado del comercio de esta capital representó a Felipe V las ventajas que de este tráfico se seguirían. Romero hacía ver en su escrito “la obligación en que se hallava de celar y esforzar los medios mas propios para el aumento de los Reales haveres, conservación de sus provincias, y de que se avasteciesen de avitadores, de que tanto carecian y con expecialidad para la nueva población de San Phelipe de Montevideo, para cuio logro seria el fin mas propicio, se permitiese a las Islas Canarias un registro anual, para que al mismo tiempo de conducirse las familias que se determinase, pudiese transportar la carga de los fructos de ella, como eran vinos, aguardientes, almendras, frutas secas, tejidos vastos para el abrigo de los indios, y que fuese con la obligación de tomar en pago y conducir en retorno a sus islas los fructos de ella y de las demas provincias de su jurisdicción, que padecían lo mismo por falta de extracción y consumo...” 193.


    Esta demanda del comercio de Buenos Aires fue apoyada por el diputado de la isla de Tenerife en la corte don Alonso de Fonseca, quien aún solicitó “diferentes ampliaciones en los artículos con que se pedia”, e insistió “en que no podía resultar ningún perjuicio al comercio de España con aquellos pahises por la independencia total que tiene en las especies y géneros de que tratava”.


    Felipe V, por Real cédula despachada en Sevilla el 30 de octubre de 1729, accedió a lo solicitado y autorizó a disfrutar “a la enunciada ciudad de la Trinidad de Buenos Aires y sus provincias un registro anual del buque de doscientas y cinquenta toneladas para que las Islas de Canarias lo pudiesen navegar a la referida ciudad y puerto”.


    Los frutos y géneros que se autorizaban navegar eran: vino, aguardiente, almendras, pasas, mantas y tejidos bastos. Los caldos, para compensar la competencia que podían hacerle los procedentes de Cuzco, eran favorecidos en el régimen tributario, ya que serían en este aspecto considerados como procedentes de la metrópoli peninsular. Una segunda contribución de sangre también se imponía en la cédula de 1729, por cuanto se obligaban los isleños a situar cinco familias por cada 100 toneladas y sumar a ellas quince familias más. En cumplimiento de esta cláusula se trasladaron a América entre los años 1730-1731 “50 familias muy distinguidas que en navíos del comercio de Cádiz se condugeron a Buenos Aires y fundaron la famosa población de Montevideo” (sic) 194. La Real Hacienda pagaba 150 pesos a los propietarios de los navíos por el transporte de los emigrantes.


    La alegría con que tanto en las Canarias como en la Argentina fue recibida esta gracia que auguraba días de prosperidad, fue bien corta, pues el comercio de Sevilla y Cádiz se declaró en contra de la concesión, arrastrando al Consejo de Indias a dar un informe desfavorable al mismo el 15 de julio de 1730.


    En vista de ello, Felipe V suspendió la gracia por cédula de 23 de enero de 1731, dejando reducido a simple hecho episódico lo que pudo ser base de un comercio activo y próspero 195.


    En relación con el comercio de Canarias con América en los dos primeros tercios del siglo XVIII, cabe señalar otra serie de reformas, medidas o sucesos.


    Así sabemos que por una Real orden, de data ignorada, se autorizó a reformar uno de los artículos del Reglamento de 1718, en el sentido de que las 50 toneladas asignadas a la isla de la Trinidad se pudiesen navegar al puerto Maracaibo; que otra cédula de 1737 autorizó “que el disfrute de las 200 toneladas permitidas por el mismo Reglamento para Caracas pudiese ser en número de 25 más o menos”, y que una última cédula, asimismo del año 1737, aprobó la cesión hecha por la isla de La Palma a la de Gran Canaria “de 50 toneladas de las 250 toneladas que le estaban concedidas para que pudiese esta isla disfrutar por entero el registro de Caracas” 196. Después de este arreglo, Tenerife y Gran Canaria convinieron en navegar cada isla en años alternados las 200 toneladas para la capital de Venezuela.


    Merece ser destacada también la comisión secreta del visitador don Pedro Álvarez, quien se presentó en las Canarias en 1752 y quiso introducir grandes reformas en el comercio. Don Pedro Álvarez ejerció interinamente las funciones de juez superintendente de Indias a la muerte de don Pedro de Casabuena, y tuvo serios roces con los cónsules de las naciones extranjeras por su afán de alterar las prácticas corrientes en la entrada y salida de los navíos 197.


    Mayor interés tiene el proyecto que concibió de común acuerdo con el comandante general don Juan de Urbina. Consistía éste en reducir a Compañía el comercio a los puertos de la permisión de Indias. “A este fin se celebró en La Laguna el más lucido y numeroso Cabildo general abierto de que hay memoria. Acordóse en él, a pluralidad de votos, que se pidiese al Rey aquella gracia, interesando a algunos poderosos en la corte”. Pero el marqués de la Regalía, del Consejo y cámara de Indias, avisaba el 12 de marzo de 1754: “Que el ministro no habia dado oidos a semejante proposición; que ya prevenia a don Pedro Álvarez propusiese otra cosa que fuese mas conforme al interés de todos los vecinos de las Canarias, sin pensar en estancos, monopoleos ni compañías exclusivas” 198.


    Sin duda, con estas propuestas de don Pedro Álvarez está relacionada la Real orden de 22 de agosto de 1755, que quiso reavivar la industria textil del Archipiélago al concederle amplios mercados en América. Se autorizaba por ella “a conducir a la America anualmente la cantidad de 24.000 pesos en manufacturas de las mismas islas, como son tafetanes, cordones, encages ordinarios, cofias, medias, calcetas, algún lienzo, caxas de dulce y otras menudencias prohibidas por el Reglamento de 1718”. Esta cantidad global se distribuiría a razón de 6.000 pesos a Campeche, 8.000 a La Habana, 8.000 a Caracas y 2.000 a los otros cuatro puertos permitidos. El importe de estas mercancías podía ser reintegrado al Archipiélago en dinero amonedado con el aumento de un cuarenta por ciento sobre su valor 199.


    Tres años más tarde, en 1758, el diputado de Tenerife don Francisco Javier Machado Fiesco solicitó otras diversas mejoras relativas al comercio : l.° Que se revalidase la licencia de 1729 para comerciar con Buenos Aires. 2.° Que se aminorasen los crecidos derechos que los vinos y aguardientes pagaban en los puertos americanos. 3.° Que el impuesto establecido en beneficio del Seminario de Mareantes de San Telmo, de cuyas enseñanzas no se podían beneficiar los isleños, se asignase “para establecer en Tenerife dos maestros que enseñen la Geometría y Náutica”. 4.° Que el registro anual de 225 toneladas para Caracas se considerase ampliado a 300 “con la permisión de poder los canarios introducir y vender sus frutos en todos los pueblos de aquella provincia”. 5.° Que las 200 toneladas concedidas para los puertos menores se ampliasen a 300 y se abriesen al mismo comercio Santiago de Cuba y Santa Marta; y 6.° Que se concediese “libertad y franqueza de derechos de los frutos en los dichos puertos menores, asi de entrada de los que de ellas condujeren sus navios, como de salida de los que en estos se embarcaren y extragesen” 200. Ninguna de estas peticiones prosperaron.


    Las medidas de protección dictadas en 1755 por el rey Fernando VI en beneficio de la industria regional, así como otras anteriores y posteriores conducentes a mejorar la suerte de la agricultura, no consiguieron, sin embargo, reavivar el comercio, que languidecía de manera lastimosa a mediados del siglo XVIII. Tenemos de ello pruebas fehacientes e inconcusas.


    ¿Causas de esta postración? Sin disputa, los exorbitantes impuestos y gravámenes. Pondremos dos ejemplos a base de los artículos de comercio más importantes y de mayor precio: aguardiente y vino. Embarcar una pipa de aguardiente en Canarias, después de pagar su valor, acondicionamiento, transporte, impuestos, etc., venía a importar 61 pesos con 7 reales. Esa misma pipa, a su llegada a América, resultaba gravada por fletes, impuestos, transportes, etc., en 115 pesos con 5 ¼ reales. Como la venta de la misma unidad en Campeche y La Habana no sobrepasaba de los 160 pesos con 4 ½ reales, el resultado era el siguiente: que descontados los gastos en América (115 pesos con ¼ reales) y el coste de la pipa de aguardiente en Canarias (61 pesos con 7 reales), el comerciante o traficante se podía hallar, como en este caso se hallaba, con un déficit de 16 pesos y 7 ¾ reales. La pipa de vino costaba en Canarias, puesta a bordo, 36 pesos con 7 reales; en América, a su llegada, resultaba gravada con 79 pesos y 3 reales; su venta no sobrepasaba en los puertos indicados de 132 pesos con 1 ¾ reales, y el déficit para el comerciante era de 16 pesos con 5 ¾ reales.


    Limitándonos ahora al examen de los derechos de salida de Canarias y entrada en América, en cifras reales y no puramente oficiales, éstos eran a mediados del siglo XVIII los siguientes:


    a) Derechos de salida: “De todos los frutos y efectos que se embarcan dos y medio por ciento sobre su valor, para lo qual se avalúa cada pipa de vino o aguardiente en 50 pesos; y ademas se paga por cada pipa, sea de lo que fuere, un real de plata para el Almirantazgo. Las embarcaciones pagan por cada tonelada de su buque 2 reales de plata para el dicho Almirantazgo, otros 2 para las escribanías de Registro del Consulado de Cádiz, 14 para el Seminario de San Telmo de Sevilla, y 26 para los sueldos de Juez de aquel comercio, escribano de Registro y Guardamayor, que residen en Tenerife; y todo importa 5 pesos y medio por cada una tonelada.”


    b) Derechos de entrada: “Por regla general se manda en el consabido Reglamento que de todos los frutos y efectos de Canarias se pague 5 por 100 sobre el precio a que se avaluaren en la América al tiempo de su llegada. Y debiendo regularse por esta regla el derecho de los caldos, como que son la principal carga de los Registros, se les impusieron las contribuciones fixas de 22 pesos y medio para Almojarifazgo por cada pipa de vino o aguardiente, y su mitad por la de vinagre; y sobre el valor que tuviesen a su llegada 2 y medio por ciento para la Armada de barlovento, y 2 por ciento para la Alcabala; y si el es a la Havana o Campeche se paga, ademas de lo dicho, 25 pesos por cada pipa de vino o aguardiente y la mitad por la de vinagre por razón de sisa, cuyo importe se consignó a Guarda Costas y desde que este no se verifica se agrego a dicha Armada” 201.


    El estado de postración que el comercio padecía por todas estas causas aparece reflejado en un escrito de don Fernando de la Guerra y del Hoyo, marqués de la Villa de San Andrés, que data del año 1763, y del que están tomadas las cifras y cálculos anteriores. “Por lo demostrado en las cuentas precedentes —añade el marqués— se evidencia no solo las considerables perdidas que experimentan las islas en el comercio de sus principales frutos a la América, sino que es necesario lograr en su venta unos precios desusados para no sufrir tan fatales consequencias. A esto debe añadirse la consideración de que el vino y aguardiente son géneros sugetos a las contingencias de salirse, agriarse y corromperse, efectos bien comunes en la América, y aun en el viaje a causa del excesivo calor, y que no obstante esto se exigen los derechos de entrada sin examinar si el caldo llega bueno o malo; de modo que el quebranto que en el todo de la cargazón se verifica por los dichos sucesos esta regulado en una octava parte. Por todo lo cual repetidamente se verifica no solo perder los cosecheros y cargadores todo el principal de los caldos que embarcan, sino tener que satisfacer sumas de dinero a los consignatarios, por no haber alcanzado el producto de dichos frutos a cubrir los expresados costes de fletes, derechos y demas que se satisfarán en la América” 202.


    Este escrito de don Fernando de la Guerra nos confirma en un hecho indiscutible, sobre el que poseemos múltiples pruebas: la suspensión voluntaria del comercio, no en 1763, sino desde mucho antes. Dice así: “Las mayores perdidas se experimentan siempre en los quatro puertos menores; los malos retornos que alli se encuentran y las dificultades que produce la precisión de haber de ir a cada uno de ellos con enbarcacion del buque de solo 50 toneladas, son los motivos para que ha muchos años que las Canarias no disfrutan las 200 [toneladas] anuales que por el consabido Reglamento le están concedidas para los dichos puertos; de manera que el uso de la Permisión se halla reducido a solo las toneladas asignadas a la Havana, Campeche y Caracas.” “Ochocientas toneladas se cargan con 1.600 pipas. Y siendo asi que solo en la isla de Tenerife se cogen cada año, por regulación de quinquenio, 20.000 pipas de vino, es consiguiente que a poquísima utilidad que rindiese su comercio en la América, ningún cosechero reusaría cargar el buque que le tocase en su repartimiento y siempre sobraría carga a los Registros aun quando la Permisión fuese triplicada. Pero todo lo contrario sucede, pues ningún cosechero llena su buque por mas términos que se publiquen y al fin los dueños de las embarcaciones porque estas no se les queden paradas, tienen que embarcar todos los caldos de sus cosechas y aun comprar muchos para completar las cargazones, siendo esta la mayor prueba de lo que pretende persuadir.”


    Desde antes de 1750 ya empezaron los comerciantes canarios a dejar sin aprovechamiento parte de las toneladas concedidas. En 1752 solicitó don José Caraveo de Grimaldi, como recompensa a sus servicios militares 203, licencia para disfrutar anualmente de 150 toneladas “de las que los naturales había dejado sin uso” en el comercio con América. Concedida la gracia, Caraveo eligió los puertos de Caracas, La Habana y Campeche, a los que envió un navío por espacio de algunos años, hasta cesar en 1760.


    El problema se agravó a partir de este último año, pues si hasta entonces no se había cubierto el cupo total asignado al comercio canario, desde 1760 cesó éste en absoluto con los puertos menores de Santo Domingo, Puerto Rico, Cumaná y Maracaibo. Un comerciante que escribía en 1772 testifica que desde 1760 ni un solo navío canario se había dirigido a los puertos menores y que el comercio estaba limitado a los puertos mayores: Campeche, La Habana y Caracas.


    Había que arbitrar un remedio para esta difícil situación, y después de diversas juntas, reuniones y conciliábulos se acordó elevar al gobierno central diversos memoriales solicitando una importante rebaja en los derechos de salida y entrada. Uno de estos memoriales fue entregado al secretario de Estado don Ricardo Wall el 5 de enero de 1763. Su autor parece ser don Fernando de la Guerra y del Hoyo, marqués de la Villa de San Andrés, y se titula Noticia individual del comercio que a las Islas de Canarias fue en algunos tiempos permitida hacer en la América y del que al presente les está dispensado, sus restricciones y gravámenes 204.


    He aquí algunos de sus párrafos: “Supuesto que el lamentable estado a que se halla reducido el comercio... proviene principalmente de la monstruosidad de exceder el derecho que en Indias se paga por los caldos al líquido valor de su principal, solicitan que pues sus naturales no deben ser por ninguna razón menos atendidos que las diversas castas de gentes que disfrutan el comercio que se hace desde Cádiz, se igualen dichos derechos a los que este comercio paga en aquellos mismos puertos de Indias por la propia razón de entrada de sus caldos, o a lo menos que sólo contribuya el de Canarias por dicho respeto 5 por 100 sobre su valor como paga por los demás frutos y efectos que le están permitidos.”


    En dicho memorial se pedían, además, entre otras cosas, las siguientes: 1° Que las 200 toneladas para los puertos menores se pudiesen navegar en un solo navío que hiciese escala sucesiva en los cuatro puertos, para así poderse beneficiar en el tornaviaje con un número crecido de mercancías americanas de importación 205. 2.° Que fuesen autorizadas las islas a navegar 200 toneladas a los puertos de Santiago de Cuba, Omoa, Santa Marta y Tabasco, “que también carecen enteramente de comercio con España”; y 3.° Que se revalidase la licencia concedida en 1729 y suprimida en 1731 para conducir 250 toneladas a la ciudad de la Trinidad de Buenos Aires.


    El memorial terminaba así: “Los derechos que el Rey toma de entrada en Indias por las 800 toneladas de caldos a que solo esta reducido el uso de la permisión referida, deben importar anualmente 75.243 pesos. Concedida la baxa de dichos derechos al 5 por 100 que se ha propuesto, es consiguiente el uso entero de las mil toneladas de la dicho Permisión, y en este caso solo vendrá a perder el Rey cada año en los expresados derechos 60.543 pesos. Pero para que ni aun este desfalco padezca la Real Hacienda, propondrán las islas arbitrio sobre el Aguardiente de Caña, que por todas circunstancias debe ser muy admisible, aun de los mismos interesados en el y producirá al Herario Real mucho mas de lo que dexaria de tomar por causa de la consabida baxa de derechos que se solicita.”


    ¿Accedió el rey Carlos III, tan amigo del bien de sus vasallos y de las reformas, a lo que las islas con clamor unánime solicitaban? Aunque faltos de datos precisos, podemos contestar afirmativamente. Carlos III accedió a que los productos del comercio canario, los caldos particularmente, sólo pagasen de entrada en América el seis por ciento de su valor. Un documento de la época nos asegura que “para fomentar el comercio se decreto fuese libre de pensiones con moderación de los Reales derechos a solo un 6 %” 206.


    Sin embargo, el comercio no acabó de progresar. ¿Cuáles fueron las causas?


    * * *


    La verdadera causa fue la libertad de comercio, establecida por el rey Carlos III, entre los más importantes puertos peninsulares y los puertos menores de América, por Real cédula e Instrucción de 16 de octubre de 1765. Hacía ya tiempo que las doctrinas librecambistas ganaban adeptos en las filas de los economistas españoles, que es tanto como decir que en ellas comulgaban los más destacados consejeros del cuarto Borbón. A ello se unía el descrédito, cada día más acentuado, de la Casa de Contratación, la rivalidad entre el comercio de Sevilla y Cádiz y el clamor unánime de los americanos, que no veían valoradas las fuentes de riqueza que con su esfuerzo personal habían labrado, por las trabas y rémoras del absurdo y decadente comercio monopolizado.


    La Real cédula citada abrió los puertos de las islas de Cuba, Santo Domingo, Puerto Rico, Margarita y Trinidad a los nueve puertos españoles de Cádiz, Sevilla, Cartagena, Alicante, La Coruña, Gijón, Santander, Málaga y Barcelona 207. Más adelante se amplió la concesión a los puertos sudamericanos de Santa Marta y Río de la Hacha; en 1768 se extendió a los puertos de la Luisiana, Yucatán y Campeche, y por último en 1778 se abrió al comercio el importante puerto de Buenos Aires 208.


    Esta libertad de comercio, que no acabó con el arcaico sistema de las flotas, puesto que Veracruz y Cartagena de Indias, los dos puntales del comercio indiano, seguían cerrados, perturbó el régimen de comercio canario, ya que dos de los puertos básicos de este tráfico, La Habana y Campeche, entraban dentro de la órbita peninsular en condiciones que hacían imposible toda competencia.


    ¿Por qué...? La razón es bien sencilla: la Instrucción de 16 de octubre de 1765 era aún más revolucionaria en el sistema contributivo, pues reducía en gran manera las cargas que sobre el comercio pesaban para fomentar el desarrollo del mismo, que iba a ser, en efecto, portentoso. Suprimía la Instrucción “los derechos de palmeo y toneladas, el impuesto del Seminario de San Telmo, los derechos de extranjería y visitas, el reconocimiento de carenas, habilitación y licencias para navegar y todos los demás gastos consiguientes” 209, y establecía que sólo se había de pagar en las Aduanas de la Península un seis por ciento, en los géneros y frutos antes sometidos al régimen de palmeo y otro seis por ciento a título de alcabalas como gravamen de entrada en América 210.


    ¿Cómo iban a competir las Canarias con los puertos peninsulares, sometidos como se hallaban sus productos a mayores impuestos y gravámenes y con una limitación en el tonelaje? Añádase a ello que Carlos III, satisfecho del ensayo, rebajó los anteriores derechos a un tres por ciento del valor de los géneros y frutos españoles a la salida de la Península y a la entrada en las Indias, respectivamente 211, y se comprenderá que cualquier intento de competencia era descabellado y ruinoso.


    El resultado fue que toda relación comercial entre las Canarias, La Habana, Campeche, Santo Domingo, etc., quedó automáticamente suspendida, y que el comercio isleño no tuvo más salidas que aquellos puertos excluidos por el decreto de 1765 y habilitados, en cambio, por el Reglamento de 1718: Caracas, Cumaná y Maracaibo.


    Los canarios habituados a la lucha en el terreno de las intrigas cortesanas, en las que tanta experiencia tenían sus diputados y mensajeros, no se desalentaron por ello e iniciaron seguidamente una verdadera ofensiva en las Secretarías de Estado y Consejos para obtener del paternal Carlos III la ampliación de los beneficios de 1765 al Archipiélago. Siete años duraría esta batalla, que acabó con el más rotundo triunfo de los isleños.


    Diversos memoriales se presentaron al Consejo de Indias entre los años 1765-1768 reclamando los Cabildos de las tres islas mayores, Tenerife, La Palma y Gran Canaria la concesión de esta gracia por medio de sus apoderados; pero más por la lenta marcha de nuestra administración dieciochesca que por verdadera hostilidad del comercio metropolitano, el expediente se movía con extraordinaria lentitud amenazando eternizarse en los anaqueles del Consejo. Se pensó entonces por las tres islas en que era necesario enviar a la corte un hombre prestigioso, influyente y dinámico que por sus buenas relaciones sociales activase la tramitación del asunto, y todas las miradas se fijaron en don Tomás de Nava, marqués de Villanueva del Prado, como el más destacado prócer de las islas.


    El Ayuntamiento de Tenerife convocó a Cabildo general abierto para tratar de ello, y el 18 de mayo de 1769 resultó designado mensajero el marqués de Villanueva por pluralidad de votos. A esta designación se adhirieron más adelante los Cabildos de La Palma y Gran Canaria; la misma fue apoyada por las más elevadas autoridades: el comandante general y la Real Audiencia; pero por minúsculas causas de política y rivalidades locales el viaje no se realizó en tan provechoso momento, quedando en suspenso por dos años.


    “Sin embargo, la necesidad urgía —dice Viera y Clavijo—, y ella hizo lo que no había podido la razón. Los votos de los ciudadanos se volvieron a reunir sinceramente en el marqués de Villanueva del Prado, en Cabildo general de 15 de abril de 1771. Todo tomaba semblante de expedición, cuando he aquí que el comandante general niega la licencia al diputado. Parecía tanto más esencial esta licencia cuanto el marqués acababa de ser nombrado coronel del regimiento de milicias de La Laguna” 212.


    La causa de esta negativa era el estado de guerra casi declarada con la Gran Bretaña por la cuestión de las islas Malvinas, que hacía preciso mantener en alarma y vigilancia constante al pequeño ejército regional. Los isleños depositaron entonces su confianza en don José van de Walle de Cervellón, ilustre palmero que residía en Madrid, y en don Amaro José González de Mesa, síndico personero general de Tenerife. A la gestión conjunta de ambos debióse una Real cédula, cuya fecha exacta ignoramos, que incorporó el puerto de Santa Cruz de Tenerife a la lista de los puertos peninsulares que podían comercial con los menores americanos 213. El éxito de esta gestión (al que contribuyeron con sus informes favorables el comandante general y el obispo) fue inmediatamente conocido en el Archipiélago. El Cabildo de Tenerife se enteró alborozado del triunfo el 10 de noviembre de 1772 y lo celebró con un solemne tedéum y con fiestas y luminarias en la ciudad capital, La Laguna, que duraron por espacio de tres días.


    * * *


    El año 1772 marca así un momento decisivo en la historia del comercio canario e inaugura una época de gran prosperidad económica, que hubiese sido aún mayor si las guerras exteriores no lo hubiesen perturbado en diversos momentos y ocasiones, principalmente cuando Inglaterra era nuestro enemigo. Hasta pudiéramos decir que Canarias gozó de un régimen de favor, pues no sólo se le abrieron los puertos de Cuba, Santo Domingo, Puerto Rico, Margarita, Trinidad, Luisiana, Yucatán y Campeche, con derechos de salida y entrada de un 3 por 100, sino que de acuerdo con el Reglamento de 1718 disfrutó del comercio exclusivo con Caracas, Cumaná y Maracaibo.


    Todavía este comercio vióse beneficiado por la Real cédula de 23 de abril de 1774. Por esta importante disposición, Carlos III resolvió declarar libres de derechos de entrada en la metrópoli y salida de ella para el extranjero: el palo de Campeche y toda clase de maderas, la pimienta de Tabasco o malagueta, las pescas saladas, la cera, el carey o concha, el achiote y el café. El azúcar, que por lo que se refiere a la que provenía de Cuba se hallaba desgravada desde hacía mucho años, se consideró asimismo libre para la importación desde cualquiera de los territorios americanos. Por último, los cueros de ganado vacuno al pelo sólo quedarían gravados con la ínfima cantidad de seis maravedís por cada libra 214.


    En los años inmediatamente anteriores o posteriores son de destacar, por lo que afecta al comercio canario-americano, la Real cédula de 21 del octubre de 1764, que suspendió el envío de familias a la isla de Santo Domingo 215, y las peticiones de permisos extraordinarios para navegar frutos a América por parte de las islas menores, Lanzarote, Fuerteventura, La Gomera y El Hierro; organismos eclesiásticos, tales como la iglesia catedral de Santa Ana y las parroquias de la Concepción de La Orotava y La Laguna, y hasta por simples particulares como Domingo Pérez Perdomo.


    Las cuatro islas menores habían estado excluidas desde hacía ya largos años del comercio con América. La impresión que produjo en toda la nación española la iniciación de la política de libertad comercial en 1765, movió a estas islas, de economía pobre, a solicitar su parte en el comercio americano, poniendo sus ojos en el de Caracas, por el carácter restringido que el mismo tenía en relación con los otros puertos menores, abiertos por la fecha indicada. Lanzarote y Fuerteventura se asociaron en 1772 para pedir un registro bienal de 200 toneladas para Caracas, y La Gomera y El Hierro pactaron alianza para gestionar el permiso en las mismas condiciones.


    En cuanto a los organismos eclesiásticos, la parroquia de la Concepción, de La Orotava, fue la primera en obtener en 1768 una licencia particular, libre de los reales derechos, para los gastos de reedificación del templo parroquial, licencia que benefició en una casa de comercio. Igual protección regia solicitaron en 1772 el obispo y cabildo catedral de Santa Ana, de Las Palmas, para dar remate a las obras del templo catedralicio, y el párroco y feligreses de la Concepción, de La Laguna, con objeto de reconstruir el ruinoso templo parroquial, el más antiguo de la isla de Tenerife.


    El lector ya conoce la suerte que corrieron estas múltiples solicitudes; la intervención interesada, con apariencias de conciliadora de intereses, del comerciante de Santa Cruz, Domingo Pérez Perdomo ; la cédula que a su favor despachó Carlos III el 28 de octubre de 1776; las reclamaciones de las islas y organismos afectados, y cómo a la postre todo quedó suspenso al decretar el propio Monarca, dos años más tarde, la definitiva libertad de comercio entre España y América, una de las más trascendentales reformas de su provechoso reinado.


    Esta importante disposición, que lleva el título de “Reglamento y Aranceles reales para el comercio libre de España e Indias”, fue expedida en El Escorial el 12 de octubre de 1778, y habilitaba para el comercio trece puertos metropolitanos, entre ellos Santa Cruz de Tenerife, y veinticuatro de América, los más importantes del nuevo Continente.


    En cuanto al régimen contributivo, todavía era más beneficioso el Reglamento de 1778, ya que reducía los derechos de salida de España para los puertos menores al uno y medio por ciento de su valor, conservaba el tres para las puertos mayores y gravaba con el cuatro y siete, respectivamente, las manufacturas y géneros extranjeros, según fuesen a unos u otros puertos. En América serían pagados por derechos de Almojarifazgo los mismos tantos por ciento. Se prohibía la conducción al Nuevo Mundo “de vino, licores, cerveza, sidra y aceite y demás caldos de fuera de España”; se declaraban libres de impuestos, por diez años, infinidad de manufacturas españolas, con objeto de dar un decisivo impulso a la industria nacional, y se establecían otras muchas exenciones y premios para favorecer el comercio y la navegación 216.


    El despacho de los navíos había de verificarse en los respectivos puertos habilitados. Los Jueces de Indias eran los encargados de despachar los registros individuales de las mercancías que habían de conducir, base a su vez de las tornaguías para el retorno, por las que acreditarían “haver conducido las cargazones a los puertos de sus destinos en Indias”. Estos eran los únicos requisitos.


    Los Jueces de Canarias tenían facultades especiales, ya que el artículo o base 15 del Reglamento de 1778 declaraba que “Atendida la distancia ultramarina de las islas de Mallorca y Canarias, concedo solo a los Jueces de Arribadas de ellas (inhibiendo a sus Comandantes Generales y demas Ministros) la facultad de dar licencias a los pasageros, cargadores, factores y encomenderos, con la obligación de informar justificadamente después a la via reservada de Indias para mi Real aprobación” 217.


    Más interés tienen para nosotros las bases 53 y 54, que prejuzgaban el establecimiento en la isla de Tenerife del Real Consulado de Comercio. “En todos los puertos habilitados de España donde no hubiere Consulados de Comercio, se formen ahora con arreglo a las Leyes de Castilla e Indias; encargo y cometo privativamente a mis Ministros de Estado, Indias y Hacienda el formal establecimiento de estos Cuerpos Nacionales para que protegidos eficazmente de mi Real autoridad y auxiliados de las Sociedades Económicas de sus respectivas Provincias, se dediquen a fomentar la Agricultura y Fabricas de ellas, y también a estender y aumentar por quantos medios sean posibles la navegación a mis Dominios de America.” “Ínterin se formaliza la erección de estos Consulados y se prescriben sus funciones y facultades respectivas al comercio de Indias, han de conocer los Jueces de Arribadas de todos los asuntos judiciales que ocurran con motivo de esta libre contratación, y de sus sentencias, asesoradas con Letrados conocidos, admitirán las apelaciones que se interpusieren para mi Consejo Real de las Indias, y no para otro Tribunal alguno” 218.


    La instalación del Consulado con estas dobles funciones, directivas y judiciales, en materia de comercio y navegación se demoró todavía hasta el año 1787 219. Por Real cédula de 22 de diciembre de ese año se estableció dicho alto tribunal en la ciudad de La Laguna. Constituyeron este organismo las personas siguientes: Prior, el marqués de la Villa de San Andrés, don Fernando de la Guerra y del Hoyo; Cónsules: Diego de Mesa y Juan Bautista de Castro, y Conciliarios: José Saviñón, hacendado; Ambrosio de Acosta, mercader; Ricardo Madan, comerciante, y Fernando Rodríguez, naviero.


    Por lo que respecta concretamente al comercio canario, conviene hacer una importante salvedad al Reglamento de 1778. La base 4 de esta beneficiosa disposición introdujo una irritante desigualdad en perjuicio de los dos puertos insulares abiertos, Palma de Mallorca y Santa Cruz de Tenerife, ya que disponía —acaso para restringir el contrabando— que el comercio de ambos se hiciese con arreglo a “sus particulares concesiones”, y recordaba que con arreglo a éstas “únicamente se permite a los naturales de ellas embarcar en sus registros las producciones y manufacturas propias de las mismas islas, con absoluta prohibición de conducir géneros extrangeros, a menos que vengan sus embarcaciones a tomarlos en alguno de los puertos habilitados de España” 220.


    Las islas no se conformaron con esta resolución, y los mensajeros de ellas, en particular el diputado de la de Tenerife don Tomás Wadding, protestaron de la misma y suplicaron al rey Carlos III una rectificación, en idéntico plano de igualdad con los puertos peninsulares. Del año 1782 es un extenso memorial de este diputado, apoyando la solicitud con todo género de razones y argumentos al uso 221. La gestión dio su resultado cuatro años más tarde, pues por Real cédula de 21 de enero de 1786, Carlos III dispuso lo siguiente: “Deseando S. M. el alivio y fomento de los dueños de navíos y del comercio de las expresadas islas, se ha servido ampliar el citado artículo quarto, y ha resuelto en su consequencia que los Registros que salgan de ellas para qualquiera puerto de los habilitados en esos Dominios [de América], puedan llevar la quarta parte de su total cargazón de géneros extrangeros...; bien entendido que las otras tres partes han de ser precisamente de efectos y frutos de dichas islas o de España o sacados de los puertos habilitados de este Península, y que nada han de llevar de exceso con titulo de Generala, de Rancho de carena ni otro alguno, que se dara por decomiso irremisiblemente” 222.


    Por la fecha de esta última disposición habían sido habilitados para el comercio con América los puertos de Santa Cruz de La Palma y Las Palmas, que compartían con Santa Cruz de Tenerife el tráfico trasatlántico 223.


    El Reglamento de 1778 y disposiciones anejas señaló un verdadero momento de esplendor en la historia del comercio hispano-americano, del que como es natural se beneficiaron como las que más las Islas Canarias. El historiador William Coxe refleja esta floreciente prosperidad en los términos siguientes:


    “Los efectos del decreto de 1778 fueron no menos rápidos que benéficos. En menos de diez años todos los puertos a que se había concedido el privilegio ganaron sumas considerables; la exportación de las mercancías extranjeras se triplicó y las del país se quintuplicó; los retornos de América aumentaron en igual proporción...” “En el mismo año —1778— salieron de los puertos de España un número infinito de buques para América, a saber: de Cádiz, sesenta y tres; de la Coruña, veinte y seis; de Málaga, treinta y cuatro; de Santander, trece, y de Alicante, tres. Importaba el valor de sus cargamentos unos 52.000.000 de reales...”


    “Así es que el impulso dado al comercio por el Reglamento de 1778 presenta los resultados más ventajosos, calculándose que aumentó sucesivamente la suma total de las importaciones en América desde 76 hasta 300.000.000 y los retornos desde 72 hasta 800” 224.


    Las Islas Canarias tuvieron su parte en este magnífico festín económico. Los astilleros isleños progresaron de manera portentosa y fueron base de una importante flota que contó con pilotos afamados y tripulaciones expertas y curtidas 225; la industria, dentro de la modestia con que se movía por sus cortas posibilidades, progresó también, sosteniendo sus mercados en el seno de las clases más humildes americanas, consumidoras de sus burdos tejidos, y el comercio realizó pingües negocios y fue base de cuantiosas fortunas. ¡Lástima que esta prosperidad general fuese a la postre corta y efímera! La invasión napoleónica, al precipitar la emancipación de las colonias americanas y ocasionar la ruina general de la nación, perturbó y destruyó muchas veces este progresivo renacer de la nación española al calor de las recién establecidas libertades económicas.

  


  
    CAPÍTULO XXXVI


    LAS MILICIAS CANARIAS (1659-1800.)


    I. Las milicias de la isla Tenerife (1659-1708): Multiplicación de tercios. —Las levas. —Los capitanes generales. —Cargos militares. —Privilegios. —Fuero militar. — II.Las milicias de la isla de Tenerife (1708-1771): Reformas del capitán general Robles. —Los regimientos. —Visión conjunta del régimen militar. —III.Las milicias de la isla de Tenerife (1771-1803): El inspector Mazía Dávalos. —Sus reformas. —Segundos comandantes y tenientes de Rey. —El batallón de infantería de Canarias. —El reglamento de 1803. —IV.Las milicias de la isla de Gran Canaria (1659-1800): Estabilidad de su organización militar. —Tercios y regimientos. — Las reformas de Mazía Dávalos. —V.Las milicias de las islas de La Palma, Lanzarote, Fuerteventura, La Gomera y El Hierro (1659-1800): Pormenores diversos.


    I. Las milicias de la isla de Tenerife (1659-1708).


    En la organización y estructura del ejército regional canario en la segunda mitad del siglo XVII y la totalidad del XVIII se pueden señalar etapas o momentos, separados, como hechos culminantes, por las reformas militares que alteraron la fisonomía y constitución del propio ejército.


    Estas reformas, en número de tres, están vinculadas, desde el punto de vista cronológico, a los años 1708, 1771 y 1803. La primera reforma, la de 1707, fue obra personal del capitán general don Agustín de Robles y Lorenzana; su nota más destacada fue la desaparición de los viejos tercios de milicias, para dar pie con ellos a la organización de los nuevos regimientos, en consonancia con los moldes de estructuración del ejército regular metropolitano, copiados de la organización castrense francesa, que tomaba carta de naturaleza en nuestra patria a través del influjo galo en la Guerra de la Sucesión. La segunda reforma, la de 1771, fue obra personal del sargento mayor de las milicias de Jaén, teniente coronel don Nicolás de Mazía Dávalos, nombrado en 1769 segundo comandante e inspector de las milicias canarias para planear su reorganización; las reformas del teniente coronel Mazía Dávalos, tendrán su línea de paralelismo con las que en 1625 acometiera don Francisco González de Andía e Irarrazábal, visitador militar nombrado por Felipe IV para llevar a cabo semejante tarea. La tercera y última reforma, la de 1803 —más aparente que efectiva—, fue orgánica y general; su manifestación más patente es el Reglamento de la Nueva Planta y Constitución de los Regimientos Provinciales de Milicias de Canarias, expedido por Carlos IV el 18 de septiembre del año expresado, aceptando las reformas propuestas por don Manuel Godoy y Álvarez de Faria, “mi Generalísimo, Príncipe de la Paz”.


    Para conocer estas tres etapas sigue siendo la documentación tinerfeña la más abundante y principal; únase a ello la propia importancia de la isla de Tenerife en la etapa que estudiamos, por residir en ella los capitanes y comandantes generales, la plana mayor del ejército regional y contar con el más importante y numeroso cuerpo de milicias, y se comprenderá la desproporción que en estas páginas tendrá el examen del ejército de esta isla y el de sus hermanas Gran Canaria, La Palma, Lanzarote, etc.,.


    * * *


    En la primera etapa, de 1659 a 1707, pocas variaciones cabe señalar en relación con los años precedentes de la centuria décimo séptima. La nota característica de la organización castrense es la continua e ininterrumpida proliferación de unidades militares, más al capricho de los capitanes generales que respondiendo a las necesidades de defensa de la isla. De esta manera las acertadas reformas de Andía Irarrazábal en 1625 no se consolidaron, como ya hemos expuesto, y se volvió al desbarajuste y desorden anterior a su reforma.


    Si en 1655 habíamos visto multiplicarse el número de tercios desde los tres fijos que dejara constituidos Andía a los siete con que combatió Dávila a los ingleses de Blake; en 1667, diez años más tarde, ya eran los tercios en Tenerife ocho; a finales de siglo sumaban diez, y a principios del siguiente alcanzaban la cifra de once, diez de infantería y uno de caballería.


    En cuanto a su composición, la nota característica es la falta de uniformidad, ya que no había dos tercios en la isla que coincidiesen en el número de sus oficiales, compañías y soldados. Esta desigualdad era tan manifiesta que mientras había tercios de sólo 500 soldados, otros se aproximaban en su cifra a los 2.000.


    En 1667 estos tercios eran ocho: tres en la ciudad capital, La Laguna: el llamado principal, cuyo maestre de campo era don Cristóbal de Frías y Salazar; el de forasteros, cuyo maestre de campo era don Domingo de Vergara, y el tercio auxiliar, gobernado por el maestre don Cristóbal de Alvarado Bracamonte. Por el resto de la isla se repartían los tercios siguientes: La Orotava: maestre don Francisco de Lugo y Hoyo, primer marqués de la Florida 1; Los Realejos: maestre, don José de Mesa y Llerena; Icod: maestre, don Bartolomé Benítez de las Cuevas y Fiesco; Garachico: maestre, don Cristóbal de Ponte y Xuárez, primer marqués de la Quinta Roja 2, y Güímar: maestre, don Tomás de Nava Grimón, primer marqués de Villanueva del Prado 3. Este último tercio era de reciente creación, y por esa fecha se estaba todavía organizando.


    Años más tarde, sin que se puedan señalar fechas, se crearon dos tercios más: Tacoronte y Abona, en total diez en toda la isla, que agrupaban unos 12.000 milicianos.


    La fecha de 1667 es digna de ser destacada, porque en ese año tuvo lugar la revista o alarde general de las armas que quiso efectuar personalmente el capitán general don Gabriel Lasso de la Vega, conde de Puertollano, concentrando parcialmente los tercios en los lugares de tránsito. De este viaje se conserva una crónica puntual escrita por el oficial de milicias don Luis de Vergara Alzola, que formaba parte del séquito del capitán general; crónica que une a su interés puramente castrense un gran valor literario y que nos revela el floreciente estado cultural de las islas en el siglo XVII y la vida ceremoniosa y cortesana en la que se desenvolvía la más alta sociedad.


    Salió el capitán general de la ciudad de La Laguna el 17 de mayo de 1667, acompañado de sus ayudantes y séquito y seguido hasta las afueras de la ciudad de los principales caballeros que en la misma moraban. Largo trecho caminaron todos juntos en vistosa comitiva, hasta que “su Excelencia mandó bastase la fineza bien conocida que había experimentado, despidiéndose de todos con su debido afecto”.


    El viaje lo efectuó el capitán general sin escalas hasta Garachico, cuyo caserío divisaron el 18 de mayo, y por cuyas engalanadas calles penetraron, escoltados por la compañía de caballos de don Martín del Hoyo. En la plaza, a “las puertas de las Monjas viejas”, esperaban al capitán general, en formación, los 1.500 soldados del tercio de infantería de la localidad, con el maestre de campo don Cristóbal de Ponte Xuárez —más tarde primer marqués de la Quinta Roja— al frente. Al acercarse el capitán general fue “la salva con tanta bizarría que causó admiración el estruendo de los arcabuces”. Puertollano se alojó en la propia mansión del maestre de campo, desde una de cuyas ventanas vio desfilar el tercio con marcial bizarría.


    Al día siguiente, jueves 19 de mayo, el general presenció una fiesta de toros por disposición del maestre de campo don Fernando del Hoyo, señor del valle de Santiago, trasladándose después al puerto, donde los navíos se hallaban empavesados. Tanto la torre de San Miguel como los navíos saludaron la presencia del capitán general con reiteradas salvas, que dispararon sus cañones.


    El 21 de mayo, Puertollano se trasladó a Icod, donde le esperaba el maestre de campo don Bartolomé Benítez de las Cuevas, a la cabeza de su tercio, compuesto por 1.450 infantes. En Icod de los Vinos se repitieron las mismas salvas, revistas y desfiles.


    Aquella noche y la siguiente se montó en uno de los salones de la casa del capitán de caballos Ambrosio Soler, que servía de alojamiento al general, un teatro portátil, desde donde se recitaron loas, poesías y relaciones y se representaron entremeses. Los vítores, luminarias, mascaradas, cenas y bailes llenaron estas jornadas.


    De Icod pasó el conde de Puertollano a Los Realejos, donde inspeccionó el tercio de 900 hombres que mandaba el maestre de campo don José de Mesa y Llerena, caballero de la Orden de Calatrava 4. En este lugar le obsequiaron “con una máscara o encamisada de buen gusto’’.


    La última escala de la visita estaba reservada para La Orotava. El brillante séquito, engrosado cada vez más con los caballeros del valle, fue recibido en los aledaños de la villa por la compañía de caballos de don Esteban de Llerena. “Más adelante salió el maestre de campo con todos los buenos caballeros y demás clerecía... que hasta entonces le acompañaron en esta función, no queriendo faltar al debido cortejo. Siendo hora se despidió el maestre de campo para esperar a su Excelencia en su puesto con muy lucido tercio. Aquí fue Troya, o mejor decir, Roma abrasada; al entrar nuestro General por la bocacalle le hicieron salva con cuatro piezas de bronce que estaban delante del tercio, piezas de campaña, dándoles fuego con galante disposición; hizo nuestro maestre de campo don Francisco de Lugo [y Hoyo] 5 su deber, y se dio tan a tiempo la carga que parecía furiosa tempestad de rayos, si bien no lucían por no tener al sol presente.”


    El conde de Puertollano pasó revista al tercio de la villa, compuesto por 1.500 infantes. Por la noche hubo iluminaciones de hachuelas de cuatro pabilos, música de monjas, saraos y comedias. El día 27 se corrió una sortija, siendo jueces de campo Puertollano, el capitán don Diego Benítez de Lugo, más tarde marqués de Celada, y el maestre de campo don Alonso Calderón. Corriéronse tres lanzas en torneo, cuyos premios alcanzaron don Luis Lasso de la Vega, hijo del capitán general, y don Francisco de Lugo; en el tercer premio hubo disputa entre don José de Mesa y don Alonso de Mesa, su primo.


    Terminada la inspección y revista, don Gabriel Lasso de la Vega hizo su solemne entrada en La Laguna el 28 de mayo de 1667, en donde le esperaban los tres tercios de aquel distrito, de 1.400 hombres cada uno, con sus respectivos maestres de campo al frente, don Cristóbal de Frías y Salazar, don Domingo de Vergara 6 y don Cristóbal de Alvarado Bracamonte. También se halló presente en esta última fase de la revista militar la compañía de caballos mandada por el capitán don Diego de Mesa.


    Como remate de estas jornadas militares, al día siguiente se efectuó un vistoso torneo o sortija, en el que participaron los caballeros don Luis Lasso de la Vega, don Cristóbal de Frías y Salazar, don Cristóbal de Ponte Xuárez, don José de Mesa y Llerena, don Diego Benítez de Lugo, don Alonso de Mesa Cabrera, don Juan de Urtusáustegui, etc. “Llevóse la primacía el maestre de campo don Cristóbal de Ponte Xuárez y aun la sortija, con singular aplauso de todos” 7.


    La lista de los maestres de campo de estos diez tercios, en los que se agrupaban las fuerzas militares de la isla en la segunda mitad del siglo XVII, es muy reducida e incompleta. No obstante, a título de curiosidad, pueden darse algunos nombres: Desempeñaron el cargo en La Laguna (además de los tres maestres antes citados) Juan Guerra de Ayala, Fernando Matías Arias de Saavedra, Sebastián de Cabrera San Martín, Pedro de Vergara Alzola y Diego de Lercaro Justiniani; en La Orotava ejercieron el mismo cargo: Lorenzo Benítez Pereira de Lugo y Francisco de Valcárcel y Mesa, y en Los Realejos, Icod, Garachico, Tacoronte y Abona lo fueron, respectivamente, Francisco de Molina Quesada, Bernardo de Alzola y Angulo, Fernando Calderón del Hoyo, Juan de Vergara y Fonte y Niculoso de Ponte Ximénez.


    En la organización interna de los tercios no hubo tampoco uniformidad absoluta en el siglo XVII. La plana mayor del mismo la formaron el maestre de campo, sargento mayor del tercio y ayudante de sargento mayor. La composición del tercio tampoco fue fija; por lo general contaron con diversas compañías de infantería, una o dos de arcabuceros y otra de artillería.


    Hasta que se creó, a principios del siglo XVIII, el primer tercio de caballería, existieron en las respectivas sedes de los tercios compañías de caballería, también llamadas de caballos corazas, que obraban con cierta autonomía, en relación con la autoridad de los maestres.


    En cuanto al tercio de forasteros, con residencia fija en La Laguna, en él se agrupaban todos aquellos que avecindados en la isla, aun extranjeros, no tenían la condición jurídica de nativo, o como se decía entonces, natural. Fue creación del capitán general don Jerónimo de Benavente y Quiñones, allá por el año 1664, quien designó maestre de campo a su propio hijo, el capitán don Gabriel de Benavente.


    Sobre las funciones peculiares del maestre de campo, sargento mayor y capitanes no hay por qué repetir aquí lo que se dijo ya, con toda clase de detalles, en diversos capítulos de esta obra 8.


    * * *


    En un estudio de las milicias canarias no puede quedar en silencio la participación que las mismas tuvieron en el escenario europeo, cuando los últimos monarcas de la Casa de Austria, tan necesitados de dinero como de soldados, agobiaron materialmente a las islas con peticiones de donativos y levas. Hasta entonces las milicias había limitado su actuación al ámbito regional, sin otro teatro para sus hazañas que las propias islas y la vecina costa de África, en las famosas cabalgadas. A partir del año 1639 las levas y aun la organización de unidades para las guerras de Europa se suceden casi sin interrupción, y los isleños regaron con su sangre los lejanos territorios donde la gloria y el prestigio de España se eclipsaban.


    Por la fecha antes señalada habían llegado a Tenerife el visitador don Fernando de Castilla Altamirano y el maestre de campo don Juan de Castilla y Aguayo, marqués consorte de Lanzarote por su matrimonio con doña Luisa Bravo de Guzmán. Ambos traían como especial encargo la leva referida, en particular el marqués, a quien había dado Felipe IV patente de maestre de campo de la infantería española y le apremiaba organizar el tercio canario que había de emplearse en la cruenta guerra de Flandes.


    Las islas suplicaron respetuosamente al Rey contra esta medida, que acentuaba la despoblación de las mismas, después de sufrir la constante e ininterrumpida sangría de la emigración a América, mas a la postre hubieron de plegarse a la voluntad real y la leva se efectúo en número de mil infantes 9.


    La segunda leva fue solicitada en 1657. “Al primer aviso que tuvo la ciudad de que el maestre de campo don Francisco Calderón venía a levantar gente con un sargento mayor y dos ayudantes, y que se mandaba dar alojamientos y camas a la tropa, hizo una representación al capitán general en 21 de marzo, diciéndole: que para que la leva pudiese ser del real servicio debía ser voluntaria y no forzada, pues de lo contrario quedaría la tierra indefensa y sin preciso cultivo, como ya se echaba de ver, no habiéndose hallado aquel año los jornaleros suficientes para los campos. Que en los dos antecedentes se había padecido una notable mortandad. Que estando hechas ya tres levas (sic), había vuelto a Canarias el marqués de Lanzarote, don Juan de Castilla, en 1647 con órdenes de levantar más gente, lo que no pudo verificarse por la misma razón. Que las islas, en fin, no habían servido jamás en semejantes casos con camas ni con alojamientos, por no serles posible sufrir este gravamen al mismo tiempo que atendían sin cesar a fortificarse y defenderse” 10.


    Sin embargo, la leva se hizo, y con el carácter de forzosa, por el capitán general don Alonso Dávila. Mejor sería decir que se intentó hacer, ya que a última hora Felipe IV la suspendió, movido en parte por la representación que en defensa del país le entregaron los apoderados don Juan de Mesa y don Juan Bautista de Ponte 11, y arrastrado principalmente por la guerra recién declarada contra la Gran Bretaña, que antes imponía aumentar las defensas del Archipiélago que disminuirlas.


    La leva es una página bochornosa en la gestión del general Dávila, quien no vaciló en utilizar los más vergonzosos procedimientos para asegurarse el número de soldados suficientes para el tercio en proyecto. Si las violencias no llegaron a más, fue porque el Cabildo de Tenerife supo frenar a tiempo la conducta del capitán general. Cuando, pasados los años, el regidor don Tomás de Nava Grimón, primer marqués de Villanueva del Prado, presentó al Rey su extenso memorial de agravios contra la gestión de Dávila, diversas acusaciones se referían a la leva forzosa, censurable procedimiento de llamar a los naturales a defender el imperio, cuando desde hacía siglos velaban las armas en una acción ininterrumpida y constante.


    La Corona rectificó en su política, y en adelante todas las levas y reclutas se hicieron con carácter voluntario. En 1662 el capitán general don Jerónimo de Benavente y Quiñones fue comisionado por Felipe IV para levantar un tercio de infantería canaria que había de operar en Extremadura contra los rebeldes portugueses, y tuvo tal tacto en halagar a los próceres del país, que consiguió “de muchos de los principales caballeros [que] hiciesen este grande servicio a costa propia. En dos meses se alistaron setecientos hombres, sin gasto de la Real hacienda ni molestia de la provincia. Don Diego de Alvarado [Bracamonte] Grimón, que se distinguió más que todos, fue nombrado maestre de campo... 12. Tuvieron compañías en este célebre tercio de Canarias don Gabriel de Benavente y Quiñones, hijo del capitán general (a quien después dio título de maestre de campo del tercio de forasteros que instituyó en Tenerife con este fin); don Cristóbal de Salazar y Abarca, don Pedro de Salazar Sotomayor y sus hermanos don Antonio y don Ventura de Salazar, don Diego Ponte de Llerena, don Francisco Ponte Pimienta y el célebre don Pedro de Ponte, conde del Palmar, todos tres, hermanos. Don Benito Viña de Vergara, regidor de Tenerife, puso a la lengua del agua ochenta infantes socorridos y vestidos a su costa. Don Juan de Mesa, del Orden de Calatrava, puso otros ochenta hombres en Extremadura. El Ayuntamiento de Tenerife contribuyó con dos mil ducados para gastos de fletes y conducción de la tropa en tres navíos a Sanlúcar, de que le dio el Rey las gracias en carta de Aranjuez (7 de mayo de 1663), asegurándole que en lo que tocare a sus adelantamientos tendría presente este servicio.


    El tercio de Canarias marchó sin dilación a Extremadura para incorporarse con el ejército que iba a iniciar su campaña contra Portugal. Alojóse el último día de su marcha en la estrada encubierta de Badajoz, y al siguiente se puso en la plaza de armas que se había hecho en Caja. Hallóse en la batalla de Estremoz, y en la retirada de aquella noche recogió todos los derrotados y los condujo con el mayor orden a Ronches, en donde estaba don Juan de Austria...” 13.


    No habían pasado unos meses de esta leva cuando se presentó en las Canarias otro hijo ilustre de ellas, don Andrés de Valcárcel, capitán de los tercios de Flandes, ascendido a maestre de campo por Felipe IV 14 y que venía asimismo a levantar un nuevo tercio para aquellas lejanas provincias, como si el Archipiélago, por su fecundidad, fuese una inagotable cantera humana. El Cabildo se opuso a ello, velando por la defensa y cultivo del país, y la recluta fracasó 15.


    Después de un breve lapso de tiempo se presentó en las Canarias otro isleño ilustre, don Pedro de Ponte Llerena, futuro primer conde del Palmar, quien después de cubrirse de gloria en las campañas de Portugal y Flandes, escalando los grados más altos de la milicia hasta el de maestre de campo 16, había recibido ahora de la reina doña Mariana, la gobernadora, el encargo de reclutar mil hombres con destino a los propios estados de Flandes. Si el maestre de campo Andrés de Valcárcel había fracasado en su misión, Ponte pudo salir airoso de ella, logrando poner en Flandes no ya una pica, sino mil 17. Esta leva voluntaria es la del año 1669.


    La siguiente leva, de 1680, fue organizada por el capitán general don Jerónimo de Velasco para los presidios de América. Otros mil soldados se reclutaron en esta ocasión para ser repartidos entre las guarniciones de las plazas fortificadas de América, cada vez más amenazadas por las correrías de los feroces filibusteros. El Cabildo de Tenerife costeó los gastos que ocasionó la concentración de estas tropas hasta su embarque para América 18.


    De 1684 y 1685 datan otras dos nuevas reclutas para Flandes, preparadas y organizadas a petición de la Corona por los capitanes generales don Félix Nieto de Silva, conde de Guaro, y don Francisco Varona. De la primera leva no se conoce la cifra exacta de infantes reclutados; de la segunda se sabe, en cambio, que eran ocho compañías de milicianos 19. Contra estas levas volvió a suplicar el Cabildo de Tenerife al Rey, haciendo ver los males que consigo traía la despoblación cada vez más acentuada del Archipiélago.


    Por esta vez fue atendido su ruego, pues en la etapa que historiamos y que finaliza en 1707, no se volvieron a reclutar tropas para combatir en Europa o América.


    * * *


    La autoridad suprema dentro del ejército regional fue asumida, lo mismo que en tiempos anteriores, por el capitán general, que unía a estas funciones puramente militares, las civiles propias de su cargo de gobernador y las judiciales anejas a su función de presidente de la Real Audiencia.


    En el mismo orden jerárquico el mando como segundo, no del ejército regional, pero sí del respectivo ejército insular, correspondía al corregidor, que como sus antecesores, los gobernadores de capa y espada, recibían el título independiente de capitanes a guerra 20. En las vacantes de los capitanes generales, las islas disfrutaban de un régimen de gobierno autonómico en lo militar hasta que tomaba posesión del cargo el sustituto, pues los capitanes a guerra sólo podían asumir el mando castrense en la isla sometida a su jurisdicción. Estas vacantes no solían durar mucho tiempo, pero aun en tales casos los capitanes generales procuraron salvar el escollo de estas etapas acéfalas, designando por su cuenta tenientes de capitán general.


    Algún ejemplo puede citarse. En 1660 el capitán general don Sebastián Hurtado de Corcuera, hallándose enfermo de cuidado, designó el 14 de abril por su lugarteniente general al capitán don Tomás de Nava Grimón, “por concurrir en su persona las partes y calidades que se requieren para que en su ausencia y enfermedades gobernase todas las islas, reservando sólo para sí la presidencia de la Audiencia y la milicia pagada”. La orden añadía que era su voluntad “que todos los cabos militares le obedeciesen y venerasen como a tal, so pena de la gracia del Rey, tanto en caso de paz como de guerra, de muerte o de vida” 21.


    Durante la interinidad hubo choques y competencias entre el corregidor don Juan de Palacios y Hoyo y el teniente de capitán general don Tomás de Nava Grimón, hasta tal punto ruidosos, que desde el mismo lecho don Sebastián Hurtado de Corcuera tuvo que suspender a ambos en el ejercicio de la superintendencia de las armas. Pero el 8 de agosto, cercano ya a la muerte, “por cumplir —decía— con las obligaciones de cristiano y convenir a la quietud y paz de las islas”, volvió a nombrar a Nava para que las gobernase, imponiendo dos mil ducados de multa al corregidor si desobedecía sus órdenes. Este auto fue comunicado a las justicias, Regimiento, maestres de campo, sargentos mayores, etc., para que no obedeciesen otras órdenes que las del lugarteniente general don Tomás de Nava. Asimismo fue comisionado el sargento mayor don Juan Fernández Franco para notificar esta decisión al corregidor y al Cabildo.


    Días más tarde, 12 de agosto, fallecía el capitán general Hurtado, dando ocasión a que don Tomás de Nava compareciese al día siguiente ante el Cabildo, portador de su título de teniente de capitán general para que se le reconociese como tal. El Regimiento así lo acordó, en atención “a que siendo don Tomás de Nava un caballero de tantas y tan notorias partes, era acreedor al superior encargo de teniente de capitán general de la provincia”. Contra esta resolución protestó el corregidor don Juan de Palacios y Hoyo, quien apeló ante el Rey y su supremo Consejo de guerra, por considerar que lesionaba a los derechos y obligaciones inherentes al cargo de capitán a guerra. La paz no se restableció hasta que tomó posesión del gobierno el capitán general don Jerónimo de Benavente y Quiñones.


    No hay que confundir el mando interino por causa de vacante con el mando interino por causa de destitución, pues en este último caso el decreto pertinente iba acompañado de la designación de sustituto. Así ocurrió en 1665 con motivo de la exoneración del capitán general don Jerónimo de Benavente y Quiñones, en que fue nombrado para el gobierno interino el obispo fray Juan de Toledo. Lo mismo pudiera decirse de la suspensión temporal en el ejercicio del mando del conde de Puertollano y la designación en 1667 de sustituto en la persona de don Lorenzo Santos de San Pedro.


    Más difícil era discernir a quién debía corresponder el mando militar en cada una de las islas en las vacantes de los capitanes a guerra, o sea de los corregidores. En tiempos remotos, el Cabildo, como se recordará, había designado en estos casos gobernadores interinos (siglo XVI); luego, sin perjuicio de que el Cabildo usase de este derecho, meramente consuetudinario, no se reconoció a los interinos el gobierno militar de la isla, sobre todo en los casos en que ya estuviesen designados maestre de campo general, gobernador de las armas, lugarteniente, etc., pues éstos ejercieron por sí mismo tales funciones hasta que el corregidor sustituto tomaba posesión como capitán a guerra del gobierno militar. Caso de no existir maestre de campo general, correspondía el gobierno de las armas a los sargentos mayores insulares, con arreglo a lo establecido en la Real cédula de 3 de septiembre de 1624. Los tenientes de corregidor o alcaldes mayores, como simples letrados, no estaban en condiciones de asumir el mando de las armas, en aquellos casos en que el Cabildo con su voto de confianza los elevó en determinadas interinidades al gobierno del corregimiento, y lo mismo puede decirse de aquellos casos en que el Cabildo designó corregidores interinos a simples particulares, sin experiencia alguna militar. Otra cosa hubiese sido obrar con excesiva temeridad.


    Precisamente en esta época se dicta una disposición que aclaró de una vez para siempre el problema de la sucesión en el gobierno de las armas, lo mismo con respecto a los capitanes generales que en relación con los capitanes a guerra. Nos referimos a la orden circular del Consejo de guerra de 12 de diciembre de 1681 que prescribía que en las ausencias o vacantes sucediese al capitán general el corregidor de la isla de su residencia, y a falta de éste, el maestre de campo más antiguo. La orden iba dirigida al conde de Guaro, don Félix Nieto de Silva 22.


    El mando de los capitanes generales, omnímodo y muchas veces despótico, pesó como una losa sobre las corporaciones locales, que siempre quisieron rehuir su incómoda presencia. Por eso no ha de sorprendernos que los Cabildos pidiesen al Rey con reiteración el cambio del régimen pretoriano, implantado en este siglo, para volver al gobierno civil con el Regente de la Audiencia como autoridad suprema. En cuanto se vislumbró la reforma, después del mando interino del visitador y capitán general González de Andía, el Cabildo de Tenerife suplicó al Rey no introdujese novedades en el gobierno, por el mal recuerdo que se conservaba del mando dictatorial de don Luis de la Cueva y Benavides, lo gravoso que resultaba sostener a un tiempo tantas magistraturas y lo bien que habían sido gobernadas las islas por la Audiencia y el Regente. Estas protestas, disfrazadas de súplicas, no pudieron detener la firme resolución del monarca, impuesta por el espíritu militar del siglo. Felipe IV en 1629, “por consideraciones de su servicio y para reducir las islas a una persona”, les dio un capitán general y presidente de la Audiencia, de la cual era regente don Juan de Carvajal y Sande, que se retiró al punto. Para dorar la píldora, el primero que trajo título de tal, don Juan de Ribera Zambrana, designado capitán general el 15 de marzo de 1629, lo fue sólo en calidad de interino.


    Los Cabildos no desmayaron en su empeño, y con una constancia digna de mejor causa siguieron suspirando por la vuelta al antiguo régimen. Al fallecer en 1636 el capitán general don Íñigo de Brizuela, los mensajeros isleños pidieron de nuevo a Felipe IV el restablecimiento pleno de la autoridad de la Audiencia y el cese inmediato de aquéllos; las gestiones se repitieron en 1660 23 y 1667 24, con el mismo resultado negativo que las anteriores.


    Los capitanes generales tuvieron su residencia fija en Las Palmas hasta mediados del siglo XVII, pues como presidentes de la Real Audiencia mal podían cohonestar el ejercicio de este cargo con su asiento permanente en otras islas. Sin embargo, a partir de la fecha indicada los capitanes generales mostraron especial predilección y preferencia por la isla de Tenerife como lugar de su habitación fija, atraídos por su importancia y riqueza, y desde los tiempos de don Alonso Dávila casi de manera invariable residieron en ella. El primer capitán general que trajo licencia para residir en la isla que tuviese por más conveniente a su resguardo fue don Jerónimo de Benavente y Quiñones (1661-1665). El lugar escogido para residencia fija fue la ciudad de San Cristóbal de La Laguna.


    Los capitanes generales llevaban en pos de sí una importante plana mayor del ejército regional. Eran estos cargos militares los siguientes: Veedor y contador, pagador y tenedor, ingeniero militar y el teniente general de la artillería 25.


    El veedor y contador, cuyo sueldo ascendía en este siglo a 5.088 reales, tenía como más importantes funciones llevar el registro o relación de cuantos formaban parte del ejército regional, así veteranos a sueldo como milicianos gratuitos, procurándose puntual información de sus altas y bajas. Con este objeto debía estar presente en todas las revistas o alardes, y aun estaba autorizado a pasarlas en propia persona. En Canarias su principal papel se ejercía en relación con los soldados fijos del presidio, ya que debían velar por la buena distribución de la hacienda del Rey, cuidar del exacto pago de su sueldo a los soldados, por plazos trimestrales, y evitar toda clase de fraudes, así en los gastos de personal como de material. Fueron veedores del ejército regional en esta etapa, Juan Monzón y Francisco Manrique de Lara 26.


    El pagador y tenedor, cuyo sueldo ascendía a 2.400 reales, era el encargado de pagar la nómina que le presentaba con este fin el veedor. Asimismo corría con la adquisición y guarda de las municiones del Rey.


    El ingeniero cobraba de sueldo 3.000 reales. Sobre sus funciones no hay por qué insistir, dado lo mucho que de él se ha tratado en capítulos anteriores. Desempeñaron el cargo en esta etapa don Lope de Mendoza y don Miguel Tiburcio Rossell.


    El teniente general de la artillería era otro de los cargos de nombramiento del Rey. El sueldo que le estaba asignado era de 3.000 reales. Ejercía el mando de la artillería y tenía a sus órdenes una compañía de soldados del presidio, formada por artilleros. Uno de los que ejercieron este cargo en el siglo XVII fue don Luis Antonio Romero Serpa, nombrado por Real cédula de 27 de marzo de 1679.


    La plana mayor del ejército regional residió durante casi la totalidad del siglo XVII en Las Palmas, pues el cambio de asiento de los capitanes generales no arrastró sino paulatinamente a estos oficiales y burócratas del pequeño ejército canario. El primero en trasladarse a Tenerife fue el ingeniero, llamado con apremio por los capitanes generales; le siguieron el veedor y pagador, y no pasó nunca, en cambio, el teniente general de la artillería, que residió de manera permanente en Las Palmas, por ser la única isla que contó con presidio fijo.


    Dentro de cada isla de las mayores la plana mayor del ejército respectivo la formaban el capitán a guerra, el maestre de campo general, cuando lo hubo, el sargento mayor y los maestres de campo jefes de los tercios.


    El corregidor y capitán a guerra y el sargento mayor eran de nombramiento real y disfrutaban de sueldo. El primero tenía asignados 800 ducados y el segundo 3.308 reales.


    Igual que los Cabildos designaron corregidores interinos en las ausencias o vacantes, de la misma manera eligieron sargentos mayores interinos cuando estos puestos se encontraron descubiertos. En diversas ocasiones el Consejo de guerra dejó de proveer estos cargos, y entonces los sargentos interinos se convirtieron de manera tácita en permanentes y estables. Sobre las funciones de los sargentos mayores insulares —conviene no confundirlos con los sargentos mayores de tercios— no hay porqué insistir aquí, ya que han sido especificadas en otro lugar.


    Uno de los sargentos mayores de esta etapa fue el capitán Juan Franco de Medina, que lo fue de Tenerife, después de haber adquirido justo renombre de soldado valiente y experto en las guerras de Flandes.


    Aunque por la Real cédula de 29 de marzo de 1649 había ordenado Felipe IV “que se recogiesen todos los títulos que los capitanes generales hubiesen dado de maestres de campo generales en las [islas] de Tenerife y La Palma y se enviasen originales a manos del secretario de la guerra, pues no tenían facultad para ello”, alguna que otra vez los capitanes generales designaron estos jefes con la denominación de maestres, lugartenientes, gobernadores, etc... Este cargo castrense, extraoficial y periódico, se hizo cada vez más raro. Sus funciones ya nos son conocidas.


    En cuanto a los maestres de campo, cuyas atribuciones tampoco tienen que ser especificadas de nuevo aquí, el Rey se reservó su nombramiento de acuerdo con unas normas fijas que se indicarán inmediatamente.


    * * *


    En el somero examen que de las milicias canarias, con particularidad las de Tenerife, venimos haciendo, nos faltan por conocer y estudiar los privilegios que las mismas alcanzaron en esta etapa y las cuestiones relacionadas con los nombramientos para el desempeño de los oficios militares y el goce de fuero militar y privilegiado por las milicias.


    El privilegio más resonante obtenido por las milicias fue aquel que equiparó a los oficiales de ellas que se alistasen en las banderas del Rey para tomar parte en guerra viva a la oficialidad veterana y regular, por cuanto en sus ascensos se había de tener en cuenta el tiempo que hubiesen prestado servicio en las milicias en los respectivos grados de la misma. La Real cédula que otorgó tan destacada gracia aparece despachada en Madrid el 9 de febrero de 1682 por el rey Carlos II y refrendada por el secretario Juan Tovar. Se trata de la misma cédula que prorrogó el arbitrio del uno por ciento, autorizó la separación cada anualidad de 2.000 pesos de los fondos de este impuesto para gastos de fortificación y amplió por diez años el plazo, próximo a extinguirse, del comercio con América, y era remuneratoria del importante donativo de 50.000 pesos con que las islas obsequiaron a Carlos II para las necesidades y urgencias de la Corona.


    La petición de los mensajeros de las islas estaba redactada en los siguientes términos: Que solicitaban la gracia “en atención a que éstos —los milicianos— eran unos verdaderos soldados que hacían el servicio como en frontera de enemigos, siempre corriendo a las armas, errantes e inciertos por las costas marítimas de las islas, adonde les llamaban las invasiones, frecuentes amagos y apariciones de armadas enemigas o amigas, que no era fácil conocer...” Concretando más, pedían que se reconociese “a los milicianos que saliesen de las islas para servir en guerra viva, el privilegio de que se les admitiese para los ascensos en el ejército con el mismo grado que hubiesen ocupado en las milicias de Canarias” 27.


    Por la Real cédula de 9 de febrero de 1682, Carlos II accedió a todo lo solicitado. Los términos de este texto legal son dignos de ser conocidos: “Deseando complaceros en cuanto fuere posible —dice el Rey a los isleños—, quiero y es mi voluntad que los milicianos que salieren de esa isla a servirme, así en los míos estados de Flandes como en otras partes, gocen y se les admita para sus ascensos en guerra viva el tiempo que hubieren servido en esa milicia, según los puestos que hubieren ocupado, sin que en esto se les pueda poner ni ponga duda ni dificultad alguna, porque desde luego los habilito para ello...” 28.


    Tuvo un decisivo influjo en la obtención de esta gracia el capitán general don Félix Nieto de Silva, conde de Guaro, gobernante cuya gestión merece plácemes y elogios por todos conceptos.


    Los oficiales de milicias desplegaban en el siglo XVII un boato y un lujo incompatible muchas veces con el bienestar económico. Prueba de ello la tenemos en la petición que hizo en 1686 el capitán general don Francisco Varona para que se pusiese en vigor en el Archipiélago la pragmática de 1674 sobre trajes. Solicitaba Varona “que por estar todos los que tienen de quince a cincuenta y cinco años alistados en compañías y tercios, excepto los eclesiásticos y religiosos, sean comprenhendidos en la Pragmática, permitiendo a los oficiales, desde capitán arriva, la excepción de poder traer banda guarnecida con rapazejos o encajes y botonadura de plata de martillo, y de lo mismo las guarniciones de espada y yerros de tahalí...” 29.


    En la cuestión relativa a las designaciones y nombramientos para el desempeño de los oficios militares, arduo y complicado problema por las reiteradas infracciones de los textos legales por parte de los supremos jerarcas de la administración central, seguidas de las reclamaciones de los Cabildos que consideraban vulnerados sus privilegios, conviene que antes de pasar adelante puntualicemos el estado de la cuestión a mediados del siglo XVII. Recordará el lector que al régimen de omnímoda libertad de que usaban los Cabildos en el siglo XVI, reemplazó desde las reformas del visitador González de Andía el sistema de las propuestas en terna por el Cabildo al Consejo de guerra para las vacantes de las capitanías, con reserva especial de los oficios de maestres de campo, coroneles y sargentos mayores cuya provisión había de corresponder con exclusividad al mismo Consejo, como tribunal superior militar. Esta reforma implantada por Andía fue sancionada por la Real cédula de 30 de enero de 1627.


    Ya por esta fecha, y con más insistencia en años venideros, los capitanes generales y corregidores, animados por el mismo espíritu autoritario y centralista, habían intentado inmiscuirse en las facultades del Cabildo, pese a haber sido recortadas al mínimo por Andía Irarrazábal. El lector ya conoce la serie interminable de protestas de los mensajeros o diputados, que dieron como fruto las Reales cédulas de 26 de enero de 1628 y 29 de marzo de 1649, confirmatorias de la de 30 de enero de 1627.


    Con arreglo a estas disposiciones competía al Cabildo en materia de nombramientos para desempeño de oficios militares, lo siguiente: 1.° Proponer en terna al Consejo de guerra en las vacantes de capitanes aquellos que a juicio del mismo reunían mejores condiciones para el mando de las compañías; y 2.° Avisar de las vacantes que se produjesen en los oficios de maestres de campo y sargentos mayores, para que el Consejo designase libremente aquellos que debían reemplazarlos.


    De esta manera el influjo de los capitanes generales con sus informes fue decisivo, y el ejército regional fue un todo orgánico, obediente a sus órdenes, consignas y hasta caprichos.


    El Consejo de guerra, teniendo siempre presente estos informes, designaba los maestres de campo y sargentos mayores o elegía, según los casos, a los capitanes. Seguidamente les eran despachados los títulos o patentes, que iban firmados por el Rey y suscritos por uno de los secretarios de Estado. Los títulos, patentes o Reales despachos se remitían entonces al capitán general, quien los hacía pasar por la veeduría para que fuesen registrados, repartiéndolos luego entre los interesados, gratuitamente o con algunas tasas, según la honradez y moralidad del jefe supremo.


    Después de registrar el título, el veedor estaba obligado a dar de alta al beneficiario en las listas de su unidad respectiva, incluyéndolo en nómina si el cargo era retribuido. De idéntica manera estaba obligado a llevar puntual relación de todas las bajas, por la causa que fuere: traslado, renuncia, destitución, enfermedad, muerte, etc., para la misma rotación de las vacantes.


    Los oficios militares intermedios e inferiores, tales como sargento mayor de tercio, alférez, sargentos, etc., cuya designación correspondió en el siglo XVI por completo a los maestres de campo y capitanes, se la reservó ahora el capitán general, a propuesta, eso sí, de los jefes y oficiales de milicias citados. Los títulos iban firmados por la primera autoridad militar y eran también registrados en la veeduría.


    Este régimen se mantuvo a lo largo de todo lo que resta del XVII. Lo único que cabe destacar son las infracciones cometidas por los capitanes generales, expidiendo por sí patentes de maestre de campo y capitán, sin contar con el Consejo de guerra y los Cabildos; infracciones que al ser denunciadas y conocidas trajeron consigo otra serie de Reales cédulas recordatorias del régimen establecido, que se consideró intangible por los organismos del gobierno central para un largo plazo.


    La primera Real cédula es de 15 de mayo de 1661 e iba dirigida al capitán general don Jerónimo de Benavente y Quiñones. Por ella conocemos que no se cumplía la Real cédula precedente de 29 de marzo de 1649 y que los capitanes generales se extralimitaban en sus funciones, invadiendo las atribuciones de aquellos organismos. Felipe IV volvió a reiterar, valiéndose de esta disposición, las órdenes precedentes; por ella se establecía que en las vacantes de compañías de milicias en las islas de realengo los Cabildos o Ayuntamientos propusiesen “tres sujetos para cada una’’; y que en las de señorío fuesen los dueños o propietarios quienes formulasen las ternas. A unos y a otros, Cabildos y señores, encargaba el Rey particularmente que observasen “el estilo y orden dado, en razón que haciesen la proposición en personas de la mayor calidad y méritos para que en ellas recaiese dignamente el grado y título de capitán”. Asimismo establecía “que de ninguna manera sirviesen con ellas —las compañías— ni fuesen tenidos ni admitidos por tales capitanes, sin presentar despacho de Su Magestad para poder servir”, del cual se había de tomar razón en la veeduría y contaduría de las islas 30.


    La segunda Real cédula es de 11 de diciembre de 1668 y coincide con la estancia en el Archipiélago del visitador don Lorenzo Santos de San Pedro, regente de Sevilla, nombrado en comisión capitán general durante la momentánea suspensión en el mando del conde de Puertollano. Lo que ocurrió entonces en relación con las milicias nos lo revela la propia Real cédula: “Y ahora por parte de la [isla] de Tenerife se ha hecho relación —dice la reina gobernadora doña Mariana— que haviendo presentado copias de las cédulas referidas a don Lorenzo Santos de San Pedro, que governava aquellas islas, para que executase su contenido, se escusó de hazerlo, por decir que no hablavan con él, suplicándome lo mande executar. Por tanto, mando al capitán general que ahora es o fueren de alguna de dichas islas cuyden el preciso cumplimiento de lo dispuesto, en razón de llamar a Cavildo para que se propongan tres sugetos de la calidad y partes que queda dicho, y executado en esta forma ayan de acudir al capitán general para que consulte las que fueren de mayor estimación y calidad... y respecto de lo que conviene que todos los capitanes tengan despachos míos, mando se recoxan luego los que huvieren dado los Generales y que los que los tienen no sean tenidos por capitanes, dando como doi desde luego por vacas sus compañías para que los Cavildos me propongan sugetos para ellas en los lugares que fuesen de realengo y en las de señorío los dueños de ellos” 31.


    La tercera Real cédula que aborda la misma cuestión es la de 1 de agosto de 1672 e iba dirigida a don Juan de Balboa Mogrobejo, “gobernador y capitán general de las islas de Canaria”. Por esta cédula volvemos otra vez a conocer que los capitanes generales, pese a las reiteradas prohibiciones, seguían expidiendo patentes de capitanes con perjuicio de los derechos del Rey y de los Cabildos. Esta Real cédula recoge y revalida todas las disposiciones anteriores, y acaba por decretar, una vez más, la recogida de los despachos y títulos expedidos en contravención de las órdenes regias 32.


    En relación con la provisión de oficios militares merece también ser destacada la Real cédula de 29 de marzo de 1681, dirigida a don Félix Nieto de Silva, “gobernador y capitán general de las islas de Canaria”. Por esta norma se hacía saber a los Cabildos que la voluntad real era que en las vacantes de las compañías atendiesen con especial preferencia a proponer a los alféreces de las mismas, “concurriendo en ellos las calidades precisas”. Insistía además en que se hiciese mención en las ternas o propuestas del nombre del capitán cuya compañía vacaba 33.


    El segundo problema cuyo estudio hay que abordar en su examen, por somero que sea, de las milicias canarias, es el relativo al goce de fuero militar o privilegiado por las mismas. Recordará el lector que la Real cédula de 30 de enero de 1627, al extender al Archipiélago los privilegios de que gozaban las milicias de Castilla 34, benefició, entre otras gracias, con el disfrute de fuero militar a todos aquellos que se alistaban en sus banderas. Como esta medida extinguía la jurisdicción ordinaria, por hallarse encuadrados en las milicias todos los hombres útiles desde los quince a los cincuenta y cinco o sesenta años, de sobra conoce el lector la resistencia que opuso la Real Audiencia a admitir y dar por válido el privilegio, hasta el extremo de salir vencedora en la pugna imponiendo su criterio y voluntad. “La resistencia fue tan viva... —decíamos en otra ocasión— que el privilegio no tuvo validez en este extremo del fuero militar, del que sólo siguieron disfrutando los maestres de campo y sargentos mayores”.


    Así persistieron las cosas hasta el año 1663, en que Felipe IV revalidó por cédula de 27 de septiembre los privilegios concedidos con anterioridad a las milicias y autorizó a beneficiar 2.000 cédulas de fuero en aquellos capitanes, alféreces, sargentos y ayudantes que quisiesen adquirirlas. Los apremios de dinero obligaban a los últimos monarcas de la Casa de Austria a subastar cuanto podía tener algún valor en la consideración pública, y ahora ponían a la venta el disfrute de la jurisdicción militar privilegiada.


    La resistencia del tribunal de la Real Audiencia a aceptar una vez más la reforma, y la destitución del capitán general Benavente, suspendieron de manera momentánea la subasta; pero cuando tomó posesión de la capitanía general, en 1665, don Gabriel Lasso de la Vega, conde de Puertollano, una de sus primeras medidas fue poner en circulación aquella masa inútil de papel acumulada en la veeduría.


    Con esta resolución Puertollano se granjeó la enemiga de cuantos se consideraban lesionados, en particular “la Real Audiencia, corregidores y demás jueces ordinarios, que veían en estas cédulas el menoscabo de su jurisdicción y la impunidad de los delitos”. De la enemistad se pasó a la controversia y de ésta a la hostilidad declarada. Como destacase en la protesta el corregidor de Tenerife don Martín de Mirabal, Puertollano decretó su prisión y además le impuso una multa.


    Las quejas de las autoridades y organismos regionales llovieron entonces sobre la corte contra la gestión del conde de Puertollano, y tuvieron su parte en la suspensión momentánea del capitán general don Gabriel Lasso de la Vega. Para administrar la capitanía general fue designado como visitador el regente de la Audiencia de Sevilla don Lorenzo Santos de San Pedro. Una de las primeras medidas de este magistrado fue suprimir las 2.000 cédulas de fuero conservadas en la veeduría, con lo que renació la calma entre los curiales. Al término de su comisión Santos de San Pedro tuvo especial cuidado en recomendar al conde de Puertollano “que mirase con perfecta igualdad ambas jurisdicciones, y que ínterin no se declaraba la real intención sobre los comprendidos en el fuero militar, no impidiese a la justicia ordinaria el conocimiento de los milicianos” 35.


    La Real Audiencia salió una vez más vencedora.


    Las urgencias y apuros de la Corona movieron a Carlos II a poner en circulación el año 1678 otras 2.000 cédulas de fuero militar para beneficiar entre los oficiales y subalternos de las milicias. Era entonces capitán general don Jerónimo de Velasco, quien, más comprensivo que Puertollano para los problemas insulares, consultó al Rey la conveniencia de que fuesen recogidas, como así se resolvió en última instancia 36.


    Todavía en el año 1694 hubo autos en la Audiencia de Canarias “sobre si los soldados milicianos debían gozar o no de fuero en ciertos casos... en fuerza de las cédulas del año 1609”. La Audiencia respondió que en las Canarias nunca había tenido observancia dicho privilegio y que las cosas debían seguir discurriendo por su mismo cauce.


    El resultado fue que sólo siguieron gozando de fuero militar los maestres de campo y sargentos mayores.


    No hubo sólo en este siglo intromisiones o intentos de intromisión de la jurisdicción militar en la esfera propia de la jurisdicción civil ordinaria, sino que a veces también los hombres de toga trataron de invadir el terreno acotado de aquélla. Contra este atropello protestó el capitán general conde de Eril, quien obtuvo a su favor la Real cédula de 3 de marzo de 1690, declaratoria de que en los pleitos civiles y causas criminales de los maestres de campo y sargentos mayores había de conocer el capitán general en primera instancia, sin más apelación posible que ante el Consejo de guerra 37.


    II. Las milicias de la isla de Tenerife (1708-1771).


    En el siglo XVIII toma carta de naturaleza en la organización castrense regional el regimiento, unidad militar sin arraigo en el país, que cual verdadero artículo de exportación, penetró en la metrópoli en pos de los Borbones, del brazo de los estrategas franceses que lucharon en la Guerra de la Sucesión, y que desde la Península invadió el alejado y pequeño territorio canario. El general Calonge, en sus interesantes Estudios sobre la organización del ejército español, niega el carácter de unidad táctica, estratégica o administrativa al regimiento y lo considera como algo ficticio y falso que no tenía más virtud que operar sobre la base de una verdadera unidad militar: el batallón. La composición de los regimientos con número variable de batallones, de uno a tres, como si fuese el número indiferente, es a juicio de este técnico una prueba más de lo ficticio de su constitución. Para Calonge “el batallón es la unidad fácil y verdaderamente administrable por un solo hombre; el batallón tiene un límite indeclinable en su fuerza, la cual no debe exceder de la que un jefe puede dominar con la voz y alcanzar distintamente con la vista, formada en batalla; el batallón es la unidad táctica, su escuela la base de la instrucción y de las maniobras de los ejércitos; y por último, para ejecutar una operación en la guerra se emplean tantos batallones, lo cual es una medida exacta del esfuerzo que ha costado, y por el número de batallones se aprecian las divisiones, los cuerpos de ejército y los ejércitos en su totalidad. ¿Quién ha oído hablar de regimientos en ninguno de estos casos? Y si la guerra es el único y exclusivo objeto de los ejércitos, ¿a qué desnaturalizar el tecnicismo militar con una nomenclatura inútil y el fondo de la cosa con una organización inconveniente? Si el regimiento no es ni la unidad administrativa fácil, ni la unidad táctica reconocida, tampoco es la unidad estratégica admitida...” 38.


    El tratadista militar don José Almirante asegura que el regimiento, como agrupación “de dos o tres o más batallones perpetua y eternamente atraillados en teoría, continua y constantemente separados o divorciados en la práctica”, es invención indiscutible de Francia. “Al empezar las grandezas o las enormidades de Luis XIV, se perdió por completo el sentido práctico. De allí arrancan (por confesión de los mismos franceses) los errores y extravagancias de organización que se nos entraron con Felipe V, con todas las erratas de una presurosa traducción. El regimiento, pues, el verdadero regimiento anti-orgánico y francés nació en España con la ordenanza de 28 de septiembre de 1704 y se confirmó con la de 28 de febrero de 1707, que les da nombre, quitando el de los maestres o el del color del vestuario por el que los viejos tercios se distinguían” 39.


    En las Islas Canarias el cambio afectó más a los nombres que a las propias unidades, ya que, salvo modificaciones posteriores que se irán dando a conocer, la reforma se limitó en sus orígenes a un simple cambio de denominación: los tercios se llamaron regimientos y los maestres de campo, coroneles. Esta fue en síntesis la tarea, más ruidosa que efectiva, que acometió en 1707 el capitán general don Agustín de Robles y Lorenzana.


    * * *


    En el momento anterior a la reforma la isla de Tenerife contaba con diez tercios de infantería (tres en La Laguna, incluso el de Forasteros, más los de Tacoronte, La Orotava, Los Realejos, Icod, Garachico, Abona y Güímar) y uno de caballería 40.


    Este último debió organizarse en los años inmediatos a la reforma y agrupó a las compañías de caballos corazas de los tercios laguneros, hasta entonces más o menos autonómicas en su gobierno. Las demás compañías de caballería esparcidas por la isla quedaron también en relación de dependencia del maestre de campo, jefe de aquél.


    El primer capitán general de las Islas Canarias nombrado por el nuevo monarca don Felipe V fue don Miguel González de Otazo, cuya gestión no tiene particular interés por lo que a las milicias afecta. En cambio su sucesor, don Agustín de Robles y Lorenzana, del Consejo Supremo de guerra y caballero de la Orden de Santiago, se significa de una manera muy particular en este terreno.


    Don Agustín de Robles tomó posesión de la capitanía general el 30 de noviembre de 1705, y desde el día siguiente de su arribo comenzó a elaborar los planes, así de guerra como militares, para asegurar el Archipiélago contra sus enemigos exteriores, en particular Inglaterra, y para alterar la constitución interna de su ejército.


    Ahora sólo nos interesa estudiar esto último. Su programa aparece condensado en una representación que dirigió al rey Felipe V en el año 1706, reducido a pedir lo siguiente: 1.° Que todos los tercios se redujesen al pie de Regimientos y que en su consecuencia los maestres se titulasen coroneles; 2.° Que la plana mayor de los regimientos se viese aumentada con dos nuevos empleos: el teniente coronel y el teniente de capitán; 3.° Que se revalidasen a las milicias las preeminencias concedidas por Felipe IV en 1663; 4.° Que fuesen agraciadas con todas las exenciones que en el día gozaban los demás militares; 5.° Que se extendiese el goce de fuero militar a los capitanes, alféreces, sargentos y ayudantes, y 6.° Que se le remitiesen para beneficiar entre los soldados 2.000 cédulas de fuero.


    La representación del capitán general Robles pasó a informe del Consejo de guerra, y fue resuelta con independencia en cada uno de los extremos de la misma. En el aspecto orgánico aceptó el Consejo la reforma propuesta y consultó a Felipe V favorablemente en el sentido de que debía ser aprobada. La Real orden de 2 de abril de 1708, refrendada por el secretario Juan de Elizondo, sirvió para dar estado legal a la misma. Felipe V dispuso que los tercios de infantería que había en las Islas Canarias se redujesen al pie de regimientos; que sus cabos principales, los maestres de campo, fuesen llamados en adelante coroneles, y que se agregasen en cada unidad los empleos propuestos de teniente coronel y teniente de capitán, “como se practica en las tropas de mis ejércitos”.


    Don Agustín de Robles y Lorenzana había enviado además al Consejo de guerra una Instrucción “para que la infantería se arregle y sea útil a la defensa de la isla”. Felipe V por esta misma orden se servía aprobarla, extendiendo asimismo a las islas “los reglamentos mandados practicar en las tropas de España, sin diferencia alguna, como también la forma de las insignias que han de traer los oficiales...” El párrafo más importante era el último; decía así: En lo referente a ascensos “se me han de proponer por el capitán general y sus sucesores, por haber abrogado en mí todas las provisiones militares” 41.


    ¿Quería decir esto que cesaban para siempre las facultades, ya muy mermadas, de los Cabildos en materia de provisión de oficios militares? ¿Que ya no tendrían siquiera facultad para las propuestas o ternas de las capitanías vacantes? Con arreglo a una interpretación estricta, ese era el propósito del decreto; sin embargo, ante las protestas de los Ayuntamientos, que amenazaban con una nueva etapa de recursos y litigios, el capitán general Robles cedió en este importante extremo y se pudo llegar a una fórmula de transacción, que fue consagrando el tiempo...


    Por un informe algo posterior, del comandante general don Francisco José de Emparán, conocemos cómo se hicieron las provisiones de oficios militares en los dos primeros tercios del siglo XVIII. Los empleos de coronel “los consulta el capitán general en derechura a S. M., sin concurrencia que para ello tenga el Cabildo o sus regidores”. De la misma forma los coroneles proponían “a los tenientes coroneles y sargentos mayores de sus cuerpos sin dependencia de dicho Cabildo, sino sólo con la aprobación del capitán general”. Gozaban de un régimen de excepción en las capitanías, los regimientos de Forasteros y Caballería, “que a reserva de los coronelatos, los cuales propone el capitán general, los demás empleos de dichos dos cuerpos los consultan sus respectivos coroneles con aprobación del capitán general”. Por último, para los empleos de capitán de las distintas unidades militares “continúa el Cabildo en consultar las compañías de los Regimentos de Infantería, pero siempre con aprobación del capitán general”, pese a lo dispuesto en la cédula de 2 de abril de 1708 que reservaba para ellos todas las propuestas 42.


    En cuanto a los alféreces de las compañías eran designados por los capitanes con aprobación del general. Por una Real cédula de 10 de marzo de 1716, dirigida al capitán general don Ventura de Landaeta, dispuso Felipe V que los capitanes escogiesen para alféreces de sus compañías “sujetos que por sus obligaciones y experiencia pudiesen ser capaces de ascender a las compañías” 43. Recuérdese que ya Carlos II, por cédula de 29 de marzo de 1681, había recomendado a los Cabildos que en las vacantes de las compañías atendiesen con especial preferencia a proponer a los alféreces de las mismas, “concurriendo en ello las calidades precisas”. Emparán nos informa que fue práctica generalmente admitida por los alféreces fuesen ascendidos a tenientes y más adelante propuestos por los Cabildos para las vacantes de las compañías 44.


    Las reformas del capitán general don Agustín de Robles y Lorenzana propuestas en 1706 y sancionadas en 1708, fueron seguidas de un reajuste de los viejos tercios para formar nueve regimientos de infantería y uno de caballería. Fueron estos regimientos los de La Laguna, Tacoronte, La Orotava, Los Realejos, Icod, Garachico, Abona, Güímar y Forasteros, este último con residencia en La Laguna. Los coroneles designados jefes de estos regimientos fueron: don Cristóbal Salazar de Frías y Abreu, conde del Valle de Salazar (La Laguna); don Francisco de San Martín Llerena (Tacoronte); don Francisco de Valcárcel y Mesa (La Orotava); don Francisco de Molina Quesada y Azoca. (Los Realejos); don Marcos de Bethencourt y Castro (Icod); don Gaspar de Ponte Ximénez (Garachico); don Niculoso de Ponte Ximénez (Abona); don Juan Tomás Baulen de Ponte (Güímar), y don Juan de Herrera y Leiva (Forasteros).


    Del regimiento de caballería fue designado coronel don Francisco Tomás de Alfaro.


    Cada uno de estos regimientos formaba un solo batallón, dividido en compañías, en número variable, oscilante entre cinco y ocho.


    Peor resultado tuvo la segunda reforma propuesta por el capitán general Robles y Lorenzana relativa a la ampliación de fuero militar a todos los oficiales de milicias y a la expedición de 2.000 cédulas de fuero para beneficiar entre los soldados de los mismas, con vistas a obtener fondos para los gastos del Estado. El dictamen del Consejo de guerra fue favorable a ambos extremos de la petición, y en consulta de 9 de abril de 1707 propuso a Felipe V la ampliación solicitada y la remisión de 2.000 cédulas en blanco para que fuesen beneficiadas. El Rey, por cédula de 25 de abril, aprobó la consulta, y en consecuencia se remitieron a la veeduría las 2.000 cédulas en cuestión.


    El lector, que de sobra conoce ya la resistencia a ultranza de la Real Audiencia cuantas veces se había intentado mermar la jurisdiccción civil, podrá suponer que en este caso los oidores no anduvieron remisos en iniciar la protesta. Viera y Clavijo resume en estos términos los altercados: “Despáchanse dos mil cédulas en blanco. Empiezan a ponerse en ejecución. Opónese la Audiencia. Representa el ejemplar idéntico que tenía en sus archivos. Alega la sentencia del visitador Santos de San Pedro contra dos generales que lo habían intentado; los graves perjuicios que se seguirían del aumento de oficiales y de fuero; la concordia que en 1671 (sic) se había mandado guardar sobre jurisdicciones. Remite, en fin, una relación de los excesos de don Agustín de Robles; sus usurpaciones de jurisdicción; la opresión de todos los ministros de justicia, pues se entrometía hasta en el secreto de los Ayuntamientos...; sobre todo la afectación de hacer del Soberano, concediendo indultos a los reos, según todo constaba de testimonios” 45.


    El escrito de la Real Audiencia se reducía a pedir que fuesen recogidas las cédulas mencionadas y que el capitán general no ejerciese jurisdicción civil sino presidiendo la Audiencia, ya que se entrometía en los litigios contra todo derecho. Hacía consideraciones la Audiencia sobre la circunstancia de que todos los vecinos de las islas se hallaban encuadrados en las milicias, por lo que cualquier privilegio en su beneficio aminoraría la jurisdicción ordinaria: “Por cuyas consideraciones no habían tenido efecto las cédulas del año 1609, en que, a imitación de las milicias de España, se había concedido a las de las islas el fuero en ciertos casos, como lo manifestaban los autos del año 1694; y que se seguían graves inconvenientes de que todos los cabos gozasen del fuero militar con el aumento de tenientes coroneles y tenientes capitanes, siendo así que sólo los maestres de campo y sargentos mayores observaban esta preeminencia de fuero, y discurría seria por la cédula y concordia de 1571” 46 .


    Don Agustín de Robles tampoco se conforma con esperar la resolución definitiva de la corte, y el 11 de febrero de 1708 representaba al Consejo de guerra los riesgos de una determinación en contrario. La extensión del privilegio era a su juicio “tan importante a la mejor defensa de las islas como al lustre de su primera nobleza, que se mostraba adicta a los empleos militares por el honor del fuero, no siendo razón que estos puestos quedasen en sujetos menos dignos como hasta allí”, por el capricho de la Audiencia de “hacerse árbitro del destino de unas milicias apreciables que siempre habían servido sin sueldo” 47.


    El Consejo de guerra fue del mismo parecer que el capitán general; estimó como un atentado la oposición de la Audiencia a la extensión de fuero, y creyó oportuno recordar al Rey que los milicianos isleños servían en el ejército regional sin sueldo y que era necesario ofrecerles alicientes en su carrera. El Consejo de guerra estimó además depresivas para la justicia militar las consideraciones de la Real Audiencia sobre ella, y pedía al Rey que fuese severamente reprendida por el desacato. El dictamen es de 28 de junio de 1708.


    Felipe V, en su afán de que la paz reinase entre autoridades y organismos en el Archipiélago, se separó del dictamen del Consejo de guerra y resolvió por cédula de 22 de agosto de 1709 que fuesen recogidas todas las cédulas de preeminencia despachadas, y que en cuanto al fuero, “no pudiendo haber razón para que en Canarias sea mayor que el que tengo concedido a los cabos de milicias de España, he dado orden para que sólo lo gocen: el capitán, teniente, alférez y un sargento de cada compañía, en lo respectivo a lo criminal, y que en las causas criminales de estos cabos o de otros militares se acompañe el capitán general de un oidor de la Audiencia, como propone el Consejo, pues siendo lego necesita asesor, y que vengan siempre las apelaciones al Consejo de guerra” 48.


    No fue éste el último problema que en relación con las reformas del capitán general Robles en el terreno puramente militar se planteó en el seno de la administración regional. El lector ya conoce la más ruidosa acaso de sus medidas, el nombramiento de gobernadores de las armas en Santa Cruz de Tenerife y Puerto de la Cruz a favor de los coroneles don Juan de Herrera Leiva y don Marcos de Castro Bethencourt, que levantó una verdadera tempestad de protestas, lo mismo por parte del Cabildo de Tenerife en cuanto al primer nombramiento, que por los vecinos hijosdalgos de la villa de La Orotava por lo que respecta al segundo. Como estos gobernadores de las armas tenían el mando e inspección conjunta de todas las fortalezas, resultaron así enormemente disminuidas las funciones privativas de los alcaides; de la misma manera el gobierno de las tropas y milicias acantonadas en los dos puertos venía a disminuir la autoridad de los coroneles de los regimientos más próximos y podía ser base en el futuro de rivalidades y roces.


    El Cabildo y los vecinos de La Orotava, cada cual por su parte, reclamaron contra esta decisión del capitán general, mas lo hallaron firme en su propósito y decidido a no dar su brazo a torcer. “Dos mensajeros volaron a la corte: don Juan Francisco de Franchy por La Orotava y don Juan Bautista van Dame por La Laguna. Sus memoriales impresos en que manifestaban los antiguos servicios y privilegios de ambos vecindarios, violados en un solo día por don Agustín de Robles, iban apoyados por otros del corregidor y los coroneles. No sólo se exponían en ellos aquellos desórdenes, sino también la rara elección que había hecho el general de algunos guardas de la Aduana y oficiales mecánicos para empleos militares del Puerto” 49, contra la práctica y costumbre nunca alterada de que los cabos y oficiales de las milicias fuesen escogidos entre los sujetos de la primera distinción y calidad.


    La protesta conjunta de La Laguna y La Orotava movió al monarca a desautorizar la impremeditada resolución de su capitán general, y en consecuencia, por Real cédula de 27 de febrero de 1709 declaró extinguidos los cargos de gobernadores de las armas en Santa Cruz de Tenerife y el Puerto de la Cruz 50. Meses más tarde, el 22 de agosto, expedía Felipe V otra segunda cédula que resolvía la mayor parte de las cuestiones y litigios pendientes por las resoluciones y reformas de Robles y Lorenzana; en su texto descubrimos por segunda vez la medida de supresión antes señalada. Los gobernadores de las armas don Juan de Herrera Leiva y don Marcos de Bethencourt y Castro cesaron en sus cargos, fugaces y efímeros, y todo volvió a la normalidad.


    Felipe V no se limitó a contradecir de esta manera ostensible y directa a su capitán general, sino que además reconvino ásperamente al mismo, haciéndole pasar por esta humillación, que tan del agrado iba a ser de la Audiencia y Cabildos. “Que se dé severa reprensión —dice la Carta Real última— al capitán general por lo que ha callado en algunos de los puntos que se tratan y maliciosas representaciones que sobre otros ha hecho y por los atropellamientos que ha executado contra la Audiencia, usurpando la Jurisdicción Real, con todo lo demás que toca al Consejo, de sus procedimientos, que se le desaprobarán, manifestándole mi desagrado” 51.


    * * *


    En estos años que coinciden con el mando de don Agustín de Robles y Lorenzana y en los inmediatos posteriores, no pueden ser pasados en silencio los eminentes servicios que a la Corona prestaron en la Guerra de la Sucesión una serie de isleños ilustres que no tuvieron otras enseñanzas ni otra Academia militar que lo que aprendieron en el seno de las milicias del país, a cuyos cuadros pertenecieron como oficiales. Destaca entre todos el nombre de don Andrés de Bethencourt, gobernador de Tortosa y heroico defensor de esta plaza, en cuyo asedio sucumbió; don Andrés Benítez de Lugo, hijo del marqués de Celada; don Cristóbal y don Diego de Herrera, hijos del conde de La Gomera; don Alonso de Nava Grimón, hijo del marqués de Villanueva del Prado; el capitán Quintana y don José Viñol de Bethencourt; todos estos bravos oficiales perdieron la vida en defensa de su patria y de su rey en Flandes, Aragón y Cataluña en los años de esta sangrienta contienda. Mejor suerte deparó la Providencia a otros oficiales canarios que se distinguieron en la misma guerra, tales como los tenientes generales don Antonio de Benavides, don José de Salas, don Luis Fiesco y el jefe de escuadra don Antonio González, que pudieron retornar a sus lares, sanos y salvos, en medio de tantas calamidades y peligros 52.


    El aprecio y estima que Felipe V sintió por el soldado canario revélase en la Real orden que expidió el 28 de octubre de 1718 para que el capitán general don Juan de Mur y Aguirre reclutase un Regimiento de naturales de las islas compuesto de 13 compañías de 50 hombres cada una, para acantonarlo en Andalucía con objeto de que participase en la expugnación de Gibraltar 53. La brevedad de esta guerra contra la Gran Bretaña y Francia, provocada por la política reivindicadora del abate Alberoni, árbitro de los destinos de España en el momento que historiamos, impidió la movilización de estas tropas.


    Los servicios a la patria de los isleños fuera del terruño prosiguieron. En 1721 los oficiales don Álvaro de Mesa, don Juan Domingo de Mesa y don Cristóbal de Valcárcel, intentaron de nuevo reclutar en las islas un regimiento de infantería que había de denominarse Provincial de Canarias, compuesto de trece compañías. El Cabildo de Tenerife no vio con buenos ojos el proyecto.


    El mismo año de 1721 el teniente don Miguel Guerra reclutó 400 isleños para un regimiento de marina. Poco después se hizo igual recluta para un regimiento que mandaba don Dionisio Martínez.


    En 1727 llegó a Tenerife con igual propósito don José Hipólito Caraveo de Grimaldi, que alistó número suficiente de canarios para formar un regimiento del cual fue él mismo nombrado coronel. Estas fuerzas tuvieron una brillante intervención en la conquista de Orán (1732).


    En 1735 reclutó también don José de Alfaro y Monteverde, teniente de fragata, natural de Tenerife, 625 hombres para el servicio de la marina.


    Siguiendo un orden exclusivamente cronológico hay que señalar a renglón seguido las arbitrariedades del marqués de Valhermoso en lo que al gobierno militar respecta. Si le hemos visto intervenir, sin provecho, en todos los ramos de la administración perturbando la vida de la provincia, ¿cómo iban a escapar las milicias a esta tónica general?


    Empecemos por declarar que cuando vino al Archipiélago don Lorenzo Fernández Villavicencio, marqués de Valhermoso, encontró a las milicias —o dijo encontrar— faltas de instrucción y disciplina; y que como resultado de su inspección, lo primero que hizo fue dirigirse al Consejo de guerra, el mismo año en que tomó posesión, 1723, reclamando el envío de un cuerpo de instructores que las disciplinasen en el arte de la guerra. El Cabildo de Tenerife, que por experiencia conocía lo caras que salían estas comisiones, respondió a la demanda con una convocatoria para Cabildo general abierto que se había de reunir el 27 de marzo de 1724. Un día más tarde, acordaron los cabildantes por voto unánime que la isla suplicase al Rey “que no envíe tropas por su pobreza y la tranquilidad de que se goza actualmente” y que caso de estar expedida alguna orden en este sentido se suspendiese al momento. Para esta gestión tenía que pasar a la corte un diputado del Cabildo, mas como Valhermoso se había arrogado la facultad de conceder las licencias o pasaportes para los viajes, “no juzgó conveniente el envió de diputado por ahora” y denegó el permiso que el Cabildo a regañadientes había solicitado. Esta fue la primera ofensa que Valhermoso infirió al orgulloso Ayuntamiento de Tenerife, y que éste ya no olvidaría jamás 54.


    De esta manera la demanda del marqués de Valhermoso pudo prosperar en la corte, y en 1726 arribaron a la isla de Tenerife los instructores de milicias, que procedían de las unidades acantonadas en Andalucía. No conocemos su número, pero sí podemos precisar que venían capitanes, sargentos y cabos veteranos, así de infantería como de artillería, y que se repartieron por lo menos entre Tenerife y Gran Canaria 55. El nombre de uno de estos instructores nos es conocido: el capitán Juan Martínez del Castillo, a quien Valhermoso designó teniente de castellano de la fortaleza de San Cristóbal del puerto de Santa Cruz de Tenerife.


    El arribo de estos instructores planteó el problema de arbitrar el numerario preciso para el pago de sus sueldos. Consultado el caso a la corte, don José Patino, superintendente general de Rentas y presidente del Consejo de Hacienda, dispuso, por carta de 25 de julio de 1727, que le fuesen abonados de los 2.000 pesos que se separaban todos los años del arbitrio del uno por ciento para gastos de fortificación de la marina de Santa Cruz 56.


    Para alojamiento de estos instructores construyó el comandante general marqués de Valhermoso el cuartel de San Miguel, que luego sirvió para las tropas de la guarnición. Santa Cruz de Tenerife no contó con un presidio fijo como Las Palmas; mas entre los instructores que diversas veces vinieron en comisión en el siglo XVIII, y los soldados que los comandantes generales reclutaron para el servicio y vigilancia de la plaza, se fue formando una guarnición permanente, que acabaría siendo numerosa y nutrida después de las reformas de 1771.


    La estancia de estos instructores en las Islas Canarias no debió prolongarse por espacio de muchos años. Algunos de ellos quedaron de manera permanente en Gran Canaria, incorporados al pequeño presidio que la guarnecía.


    A partir de ahora la gestión de Valhermoso no se significa más que por sus latrocinios y atropellos. Sabemos por declaración del propio corregidor Mesones y Velasco que no sólo le había pedido a él “una porción de pesos” por su título, para entregárselo, sino que además practicaba lo mismo “con los naturales por los títulos de sus puestos de milicias’’. Mesones y Velasco se quejaba al Rey de los atropellos de que él era víctima —no le dejaba ejercer jurisdicción civil y criminal, por el motivo indicado— y de los abusos y tropelías sin cuento que cometía con los isleños 57.


    A tanto llegaron las coacciones y amenazas de Valhermoso sobre los regidores y escribanos del Ayuntamiento que al mismo tiempo eran oficiales de milicias, que en 1728 el diputado de la isla don Alonso de Fonseca y Mesía pidió a Felipe V que hiciese incompatibles ambas funciones para que pudiesen obrar con independencia los regidores y no estuviesen excesivamente ocupados en el servicio militar, con abandono evidente del gobierno del municipio.


    Pero donde los atropellos llegaron al máximo fue en la provisión de los oficios de milicias, sin respetar los derechos de los Cabildos y sin escoger para el servicio aquellos que reunían las calidades acostumbradas. De dos procedimientos se valió Valhermoso para alterar la costumbre inmemorial en la elección de oficios. Uno, abrir las milicias a los forasteros, fuera de su regimiento propio; otro, abrir las escalas no ya a plebeyos adinerados, sino a aquellos que ejercían los oficios considerados más viles. Como ejemplo del primer procedimiento tenemos algunos de los casos denunciados: don Esteban Porlier, cónsul de Francia, había sido designado por Valhermoso capitán de caballos corazas; un portugués, cuyo nombre no consta, escogido para coronel del regimiento de Lanzarote 58, y los “primeros empleos de milicias —añade una información— los están exerciendo personas que no son naturales, como son los administradores de las rentas del Tabaco, los almojarifes... y otras personas que por hallarse con dinero adquieren y solicitan estos empleos para después valerse de los privilegios que tienen los naturales de la islas para ser agregados a las tropas de S. M.”


    El segundo sistema utilizado por Valhermoso para inyectar sangre nueva a las milicias fue el control de las tenencias de capitanías. El marqués de Valhermoso recabó para sí la designación de los tenientes de capitán y escogió para estos puestos a zapateros, sus hijos y otros menestrales. Como el hecho de ser teniente servía de mérito indiscutido para la obtención de las capitanías, a través del sistema de ascenso regular, que era el que ahora seguía el Cabildo en las propuestas, resultaba así que los plebeyos ascendían a estos puestos, con el consiguiente retraimiento de las clases acomodadas, que ya se negaban a codearse con ellos y que se negarían desde luego a servir a sus órdenes. En el año 1727, que es el de las denuncias, había hecho Valhermoso tres nombramientos de tenientes de capitán, y las plazas habían recaído en “dos naturales plebeyos y un forastero”.


    ¿Cuál era el móvil principal de todos estos cambios? El descarado latrocinio. Consta de documentos e informaciones públicas que el general recibía dinero por los despachos o patentes y que la recluta y designación de oficiales se hacía en almoneda pública.


    Estas graves denuncias formuladas en 1727 no tuvieron enmienda hasta 1735. Por resolución de la Junta de Canarias de 26 de mayo de dicho año se dio a Valhermoso una severa represión por su desacertada política militar. Los postulados de este auto pueden reducirse a los siguientes: 1° Que el capitán general no pudiese proponer a nadie para los oficios de milicias “sin contar con el Regimiento”; 2.° Que no pudiese designar para estos oficios a “extranjeros ni personas bajas”; 3.° Que los títulos los despachase prontamente sin ninguna clase de derechos, y 4.° Que informase con la mayor brevedad posible “en virtud de qué órdenes había pasado a proponer o nombrar por sí a los tenientes, alféreces y capitanes de caballos y otros empleos honoríficos de aquellas milicias” 59.


    El marqués de Valhermoso no hizo mucho caso de la reconvención, pues el Cabildo de Tenerife denunció aquel mismo año que ni cumplía lo ordenado ni evacuaba el informe pedido.


    Su mando, alborotado y largo, se agotaba, sin embargo, y todas las cosas volvieron a su cauce bajo el gobierno pacificador de don Francisco José de Emparán, su sucesor. Así lo daba a conocer este mismo capitán general a Felipe V en su informe de 10 de octubre de 1735.


    * * *


    Desde el cese del comandante general don Lorenzo Fernández Villavicencio, marqués de Valhermoso, en 1735, hasta el nombramiento de don Nicolás de Mazía Dávalos, como segundo comandante e inspector general de milicias, en 1769, para reformar y reorganizar éstas, transcurren treinta y tantos años, en los que no cabe destacar ningún hecho o acontecimiento trascendente en lo que a la historia de las mismas se refiere. Una visión conjunta de esta evolución sería empresa un tanto inconexa y deslavazada; por eso preferimos agrupar la información que poseemos, dada la amplitud de la misma materia, en títulos o epígrafes que suponen ya de por sí una clasificación. De esta manera estudiaremos : la plana mayor, la guarnición fija, los regimientos, las revistas militares, los privilegios de las milicias, el fuero militar, los planes de defensa y el armamento.


    a) La plana mayor.


    A la cabeza del ejército regional siguen estando los capitanes generales, cuyo nombre trocaron a partir de 1723 por el de comandantes generales, y cuyo poder aumenta a medida que el centralismo se difunde y arraiga. Los comandante generales siguieron conservando todas las facultades y preeminencias de que ya disfrutaban en el siglo XVII; no hubo más variación en la centuria siguiente que el progresivo aumento de las mismas a medida que recababan para sí el conocimiento y decisión en última instancia de cuanto al ramo castrense se refiriese y a medida que día tras día fueron cercenando a los Ayuntamientos hoy una y mañana otra y al fin todas las facultades, amplias y privativas, de que habían gozado en los siglos precedentes, con un celo, desinterés y patriotismo que no tiene igual en la historia española. Los últimos años del siglo XVIII serán testigos del total naufragio del régimen foral canario en materia militar.


    Los comandantes generales fijaron a partir de 1723 su residencia en Santa Cruz de Tenerife, abandonando la ciudad capital de la isla, La Laguna, y convirtiendo a aquel puerto en la primera plaza fuerte de todo el Archipiélago, así por sus fortificaciones como por su numerosa guarnición.


    Por lo que respecta al gobierno militar en las ausencias del capitán general o en las interinidades por vacante, expidió un auto sobre el particular, el 1 de marzo de 1748, el comandante don Juan de Urbina, recordando el texto de la orden del Consejo de guerra de 12 de diciembre de 1681 que aclaró este espinoso problema. Urbina hacía ver por medio de este decreto que en semejantes etapas debería asumir la autoridad militar el capitán a guerra o el coronel más antiguo, según los casos, aunque con la obligación de residir en Santa Cruz de Tenerife “respecto de ser hoy el principal puerto y plaza de estas islas” 60.


    Sin embargo, cuando residía en el Archipiélago un jefe militar de notorio prestigio, era éste preferido para el mando interino. Así ocurrió, tres años antes de este auto, en la primavera de 1745, en que habiendo enfermado el comandante general don José Masones de Lima, enfermedad que le llevó al sepulcro, asumió el mando, en virtud de Real orden, el brigadier de ingenieros e inspector de las milicias don José Andonaegui.


    Estas dudas o posibles desavenencias en el ejercicio del mando interino desaparecieron a partir de 1767, fecha en que Carlos III nombró para las islas un segundo comandante militar, profesional o de carrera, con la función de colaborar a las inmediatas órdenes de la primera autoridad militar en el gobierno de las Canarias y sustituirle en las ausencias o vacantes. La iniciativa fue tomada por el comandante general don Miguel López Fernández de Heredia, quien propuso a la corte la creación de esta plaza “para que por fallecimiento del propietario tomase todo el mando, el cual al mismo tiempo fuese inspector general de sus milicias y de otra cualquiera tropa de infantería que hubiese en el país”. El 17 de julio de 1767 se confirieron estos empleos al coronel don Antonio Sánchez de Prado, sargento mayor del regimiento de Aragón; mas este jefe no pudo incorporarse a su destino por causa de enfermedad. Entonces designó Carlos III segundo comandante e inspector, en 1769, al sargento mayor del regimiento de Jaén teniente coronel don Nicolás de Mazía Dávalos. Este cargo no fue estable y duradero, ya que en 1775 vino a ser reemplazado por un teniente de Rey. Aun así, en casos excepcionales: guerra, decrepitud de los jefes, etc., las islas contaron a un mismo tiempo con comandantes generales, segundos comandantes y tenientes de Rey o cabos subalternos.


    De los cargos que en el siglo XVII consideramos formando parte de la plana mayor unos subsistieron con sus mismos nombres, otros evolucionaron, y hasta se crearon cargos nuevos más o menos burocráticos.


    El veedor, con las mismos funciones de antes, fue uno de los cargos más importantes de la organización militar. Desempeñaron este oficio en el siglo XVIII Juan de Icaza, Santiago Álvarez de Abreu, Lázaro de Abreu, su hijo; Francisco de Laisequilla Palacio y Pedro Catalán.


    El cargo de ingeniero, reducido en el siglo XVII a una sola plaza, se multiplica en el siglo XVIII, como de sobra conoce ya el lector. Estos ingenieros, en número variable según las épocas y circunstancias, tuvieron siempre como jefe al de más graduación, hasta que Carlos III estableció una comandancia de Ingenieros en Santa Cruz de Tenerife, al frente de la cual estuvo en la generalidad de los casos un teniente coronel del Cuerpo. Fueron ingenieros jefes o comandantes de ingenieros: Antonio La Rivière, Francisco La Pierre, Alejandro de los Ángeles, Andrés Amat de Tortosa, Fausto Caballero, Luis Marqueli, etc...


    En cuanto al teniente general de la Artillería, vérnosle subsistir a principios del siglo XVIII como una reliquia de la vieja organización castrense. El ingeniero don Miguel Benito de Herrán, en un informe del año 1729, nos da interesantes pormenores sobre dicho cargo. Asegura que lo desempeñaba por esa fecha un patricio, es decir, natural, que residía en Gran Canaria y que disfrutaba sueldo del Rey. De la misma manera nos revela que tenía patente futura para desempeñar el cargo “don Joseph del Río y Loret, vecino de Tenerife”. En opinión de Benito de Herrán, dicho oficio militar debería suprimirse por inútil, enviándose en su lugar un oficial de artillería, graduado de capitán, “para que, asistido de los sargentos y cabos de artillería que el año 1726 pasaron destacados a aquella isla” —se refiere a Gran Canaria— cuidasen del montaje de los cañones y artillería y de la enseñanza de los artilleros locales. La fecha exacta de supresión de este cargo se ignora, aunque no debió demorarse mucho 61. La creación de una comandancia de Artillería análoga a la de Ingenieros data asimismo del reinado de Carlos III.


    Los sargentos mayores de cada isla no varían en cuanto a su designación y atribuciones.


    Dos cargos más se pueden añadir de reciente creación: el auditor y el secretario general de la Comandancia. El primero, hasta entonces de libre designación de los capitanes generales entre los letrados isleños, fue creado para asesorar en el terreno jurídico al comandante general, a medida que crecían sus facultades y la jurisdicción militar. No podemos precisar la fecha exacta de su agregación, como plaza fija, a la plana mayor del ejército, aunque sí nos es dable asegurar que fue en tiempos de Carlos III y con anterioridad a 1780 62.


    La Secretaría general de la Comandancia fue a un mismo tiempo secretaría y archivo. La erección de esta secretaría se hizo necesaria cuando las facultades de los comandantes generales se multiplicaron hasta el infinito y hubo que dar continuidad a la labor de gobierno. Además constituyó una sana medida dentro de la administración militar que vino a cortar los abusos de los primeros jefes de la provincia que tenían la costumbre de “llevarse consigo los papeles que les podían incomodar” 63. Se estableció la secretaría en 1762 en la persona de don Salvador Álvarez Clavijo Fajardo, a quien sustituyeron más adelante don Guillermo José de los Reyes y don Antonio Ramón.


    b) La guarnición fija.


    La ciudad de Las Palmas contó a lo largo de los siglos XVII y XVIII con un presidio fijo para defensa de la misma y para guarnecer sus castillos; en cambio, Santa Cruz de Tenerife no dispuso en el siglo XVII de guarnición, y en la primera mitad del siglo XVIII, si bien la tuvo, fue unas veces temporal y otras veces extraoficial.


    La diferencia es más aparente que real. El presidio de Las Palmas se sostenía a costa de la hacienda real; era pagado, en una palabra, por la veeduría y contaduría de guerra. Eran tropas nominalmente veteranas, aunque en la realidad se transformaran en bisoñas cuando las bajas de los primeros soldados del presidio empezaron a cubrirse con soldados de milicias que hacían profesión del servicio de las armas.


    Santa Cruz de Tenerife, en cambio, estuvo guarnecido y defendido a lo largo del siglo XVII a costa de su poderoso Cabildo. En el siglo XVIII diversas veces se establecieron en él oficiales instructores y soldados veteranos enviados en comisión por el gobierno central, y a partir de 1723, en que el marqués de Valhermoso escogió la plaza para asiento y residencia de la comandancia general, estos jefes militares fueron poco a poco organizando una pequeña guarnición para el servicio y vigilancia del lugar. Los gastos de esta guarnición no se cubrieron de los fondos de la hacienda real, sino que fueron librados del dinero procedente de diversas gabelas e impuestos arbitrarios sobre el comercio, establecidos por aquellos jefes. Hasta 1771, tras las reformas del coronel Mazía Dávalos, Santa Cruz de Tenerife no contó con una guarnición militar organizada y respaldada por la autoridad del Estado.


    En el siglo XVIII vinieron a las Islas Canarias oficiales instructores y soldados en tres ocasiones con anterioridad a 1769. La primera, en 1726, bajo el mando del marqués de Valhermoso; la segunda, en 1741, en compañía del comandante general don Andrés Bonito y Pignatelli, y la tercera, en 1762, bajo el gobierno de don Pedro Rodríguez Moreno. La causa de casi todas estas comisiones fueron otra tantas guerras con la Gran Bretaña.


    El viaje y estancia de la primera comisión ya ha sido señalado; no hay por qué insistir de nuevo en el mismo tema.


    La segunda comisión llegó a las islas en 1741 y venía al frente de ella el coronel de ingenieros don José Andonaegui, que traía también título de inspector general de milicias.


    Los instructores recorrieron las islas tratando de disciplinar los cuerpos regionales, y en cuanto a Andonaegui, que traía facultades de reformador, nada hizo en este sentido hasta su partida para Buenos Aires en 1745.


    La tercera comisión arribó a Santa Cruz de Tenerife en 1762. Había sido reclamada por el comandante general don Pedro Rodríguez Moreno, temeroso de las amenazas de Inglaterra y poco seguro de la eficiencia de las milicias regionales. Formaban la comisión diversos oficiales, reformados o inválidos, cuyo breve paso tampoco se dejó notar de manera sensible.


    Estos oficiales, subalternos y soldados, pagados por el Rey, y los milicianos sostenidos a expensas de los fondos reservados de la comandancia, formaron la guarnición fija de Santa Cruz de Tenerife en la primera mitad del siglo XVIII.


    Servíales de alojamiento el cuartel de San Miguel, construido en tiempos del marqués de Valhermoso.


    c) Regimientos.


    El número de regimientos no varía después de su primera constitución por el capitán general Robles y Lorenzana. Fueron éstos nueve de infantería y uno de caballería.


    Los de infantería siguieron teniendo sus cuarteles en La Laguna, Tacoronte, La Orotava, Los Realejos, Icod, Garachico, Abona y Güímar. A ellos hay que añadir el de Forasteros, con residencia en La Laguna, aunque la mayor parte de sus componentes moraban en el puerto de Santa Cruz de Tenerife.


    Los nombres de algunos de los coroneles de estos regimientos con anterioridad a las reformas del inspector Mazía Dávalos, nos son conocidos : En La Laguna desempeñaron el cargo don Diego de Lercaro Justiniani, don Jerónimo Boza de Lima, primer marqués de Casa Boza, y don Francisco de Castro Ayala; en Tacoronte: don José Jacinto de Mesa y Castilla, don Juan de Herrera y Ayala y don Francisco de Mesa y Ponte, primer marqués de Casa Hermosa; en La Orotava: don Francisco de Valcárcel y Mesa, don Francisco de Valcárcel y Ponte, don Juan Franchy y Grimaldi y don Juan Benítez; en Los Realejos: don Fernando de Molina Quesada y don Bartolomé Benítez de Ponte; en Icod: don Francisco de León Scholl; en Garachico: don Miguel de Caraveo de Grimaldi Cospedal, don José de Molina Briones y don Fernando del Hoyo; en Abona: don Jerónimo de Ponte Grimaldy Fonte, don Antonio Benítez de Ponte y Lugo, y don Francisco de Valcárcel y Lugo, y en Güímar: don Gabriel Román Manrique de Lara, don Diego Antonio de Mesa y Ponte, segundo marqués de Casa Hermosa, y don Simón de Herrera Leiva y Lercaro Justiniani.


    En cuanto al regimiento de Forasteros, fueron sus coroneles, que sepamos, don José Nicolás Valcárcel y Franchy, don Roberto de La Hanty, don Melchor Prieto de Sáa, don Melchor Prieto del Hoyo y don Fernando de la Guerra y del Hoyo, marqués de la Villa de San Andrés.


    El regimiento de caballería de Tenerife fue más bien una ficción que una realidad. Con razón lo calificaba de aéreo el ingeniero don Miguel Benito de Herrán en su informe de 1729: “Y el motivo que tengo para llamar aéreo al Reximiento de Caballería sobredicho es porque sólo tiene oficiales (y de éstos los más están sin caballo), graduándose de tales con facilidad, así patricios como forasteros, pues de éstos, en el tiempo que yo estuve allí, se graduaron de capitanes el mayordomo del señor obispo, el administrador del Tabaco don Francisco Estigarraga y el guarda mayor de la barca de Aduana don Juan de Velasco, los quales y otros lo solicitan sólo a fin de pretender, en pasando a España, agregación a los Reximientos, en vía de reformados, de que pueden resultar los crecidos daños y perjuicios que se dejan considerar y por tan claros no me detengo a expresar.”


    En opinión del ingeniero Benito de Herrán, el terreno de la isla no era apropiado para sacar partido de la caballería. “Sería mejor tener —añadía— una compañía repartida en ramos para los avisos que un Reximiento solo en voz, nombrando así para oficiales como para soldados de ello a sugetos que pudiesen entretener armas y cavallos” 64.


    El regimiento de caballería subsistió, no obstante, hasta las reformas de Mazía Dávalos. Fue coronel, entre otros, don Cristóbal Cayetano de Ponte, caballero de la Orden de Calatrava, y teniente coronel don Juan Antonio de Mesa y Manso.


    Como ya hemos anticipado, cada regimiento se componía de un batallón y cada batallón de un número variable de compañías. La plana mayor del regimiento la formaban: el coronel, teniente coronel y sargento mayor; en cuanto a las compañías, contaba con las plazas siguientes: capitán, teniente, alférez o subteniente, dos sargentos y uno o dos tambores.


    En las vacantes de coronel, teniente coronel y sargento mayor, certificadas por el veedor de la gente de guerra, intervenía el comandante general para hacer las propuestas. Estas pasaban al Consejo de guerra, que era quien expedía los Reales despachos, firmados por la propia mano del monarca y por su secretario de Estado o ministro de la Guerra.


    De la misma manera proponían los comandantes generales en las vacantes de las compañías de los regimientos de Caballería y Forasteros, oyendo antes a los coroneles de éstos, cuyas indicaciones por lo general aceptaban.


    De esta manera el Cabildo sólo conservó la facultad de proponer en terna para las vacantes de las compañías de los ocho regimientos de infantería repartidos por la isla, y aun en este caso sin poderse librar de las intromisiones e injerencias de los comandantes generales. Como prueba de nuestro aserto tenemos el oficio original que el comandante don Juan de Urbina dirigió desde Santa Cruz, el 14 de julio de 1760, al corregidor don Martín José de Rojas y Teruel, interesándose porque en la vacante por fallecimiento del capitán del regimiento de La Laguna, don Juan de Fuentes, fuese propuesto en primer lugar de la terna el teniente don Matías Juan Domínguez 65.


    El primer paso para cubrir las compañías era la certificación del “veedor de la gente de guerra y contador principal de la Real hacienda”, que acreditaba la existencia de la vacante, así como la causa porque se había producido. El Cabildo recibía entonces las solicitudes de los aspirantes que servían de base, según los méritos, para la propuesta. Esta se hacía en sesión ordinaria, “en cumplimiento del Real privilegio concedido a esta ciudad el año de 1672 y de las Ordenanzas” militares; en la terna figuraban, por orden de méritos, los tres aspirantes elegidos, e iba suscrita por los regidores y los escribanos del Cabildo. La propuesta pasaba al comandante general, quien no oponiendo reparos a la misma la informaba favorablemente remitiéndola al Consejo de guerra. El designado era por regla general el primero de la terna, a no ser que el informe del comandante favoreciese a alguno de los otros aspirantes, en cuyo caso era más probable que este último saliese triunfante 66.


    El Consejo de guerra expedía más adelante los Reales despachos, firmados por el Rey y suscritos por el ministro de la Guerra, que eran remitidos a la veeduría para su registro y reparto. A veces los comandantes generales añadían a los despachos, de su puño y letra, cúmplase, seguido de su firma y rúbrica.


    Los subtenientes o alféreces eran propuestos por los capitanes en las vacantes dentro de las compañías, elevando las propuestas para su aprobación a los comandantes generales. Habían de tener especial cuidado en que reuniesen las calidades precisas para su futuro ascenso al mando de las compañías, de acuerdo con las disposiciones vigentes. Los títulos les eran también despachados por el Consejo de guerra 67.


    Los cargos subalternos, sargentos, cabos y tambores, eran de libre designación de los capitanes de las compañías.


    d) Revistas militares.


    Los alardes o revistas generales de las milicias concentradas previamente en un punto determinado, manera típicamente característica del siglo XVI, se mantienen durante el siglo XVII —recuérdese la visita e inspección de las armas por el conde de Puertollano en 1667—, aunque bien pronto evolucionan hacia otro tipo de inspección que sólo cabe señalarlo como muestra de los abusos cometidos por los capitanes generales y sus inmediatos allegados en las personas de los pobres e indefensos milicianos.


    Don Miguel Benito de Herrán, en su informe al Consejo de guerra de 19 de agosto de 1729, nos da curiosísimos detalles de cómo se verificaban estas mal llamadas revistas. Dice así: “También se deviera quitar el estilo que hasta aquí han tenido los Comandantes generales de dar comisión a quien les ha parecido para ir a los pueblos a hacer una que llaman revista general de las armas y biene a ser en realidad un manifiesto robo, porque debiendo los sugetos que lo han conseguido averiguar el número de los que se hallavan con armas y el de a quienes faltavan, para obligarlos a comprarlas, torciendo el fin y olvidados de su obligación, han atendido sólo a sacar más de mill pesos que regularmente dizen les valía, lo que por vía de regalo les davan en carneros, trigo y otras cosas; siendo más propio tener estas noticias por los coroneles, a quienes se les pudiera ordenar que por sí o sus sargentos mayores remitiesen exactas relaciones de este asumpto”. Luego declara el ingeniero Herrán que en tiempos del gobierno del marqués de Valhermoso no se había verificado todavía la visita, aunque le constaba que la “tenía ofrecida a don Diego de Llerena” 68.


    Ignoramos si las denuncias de Herrán tuvieron la lógica y natural corrección que pusiese fin a tantas tropelías. Puestos a opinar, creemos que así debió ser, puesto que no se repite ninguna denuncia semejante.


    Dado el número cada vez más crecido de las tropas encuadradas en las milicias y lo gravoso de las concentraciones generales, los alardes se hicieron cada vez más raros, acabando por desaparecer. No así las revistas en las sedes de los regimientos, que con frecuencia realizaron en persona los comandantes generales, comprobando de esta manera su estado de instrucción, disciplina y eficiencia, así como el estado de su armamento.


    e) Privilegios de las milicias.


    De los privilegios de las milicias no hay ninguno que pueda superar en importancia al obtenido en 1682 referente el abono del tiempo servido en las milicias para la obtención de ascensos por aquellos que pasaban a enrolarse en el ejército regular.


    Conviene recordar algunos de los párrafos de la Real cédula de 9 de febrero: “Quiero y es mi voluntad —dice Carlos II— que los milicianos que salieren de esa isla a servirme, así en los míos estados de Flandes como en otras partes, gocen y se les admita para sus ascensos en guerra viva el tiempo que hubieren servido en esa milicia, según los puestos que hubieren ocupado, sin que en esto se les pueda poner ni ponga duda ni dificultad alguna, porque desde luego los habilito para ello...”.


    Este privilegio se mantuvo en vigor durante más de media centuria, no sin ser mal visto por los militares de profesión y tampoco sin que a su sombra se cometiesen abusos como los denunciados por el ingeniero Benito de Herrán en su informe de 1729, considerados por este técnico como muy perjudiciales y dañosos .


    Con estas premisas por delante no puede sorprendernos que en 1761 el fiscal del Consejo de guerra se opusiese a una instancia del diputado de la isla de Tenerife don Francisco Xavier Machado Fiesco en defensa de los derechos de algunos oficiales de milicias isleños que deseaban incorporarse al ejército regular, no sin obstáculos por parte de los jefes de las unidades respectivas. El Consejo de guerra hizo suyo el informe de su fiscal, y en consecuencia el privilegio de 1682 quedó invalidado.


    A las protestas de los mensajeros, Carlos III respondió por medio del decreto de 15 de octubre de 1772, que era sólo un pálido reflejo del privilegio. El monarca declaraba que “tendría presente la fidelidad de las islas y el mérito de sus milicias para atender a todo oficial de ellas que pretenda continuar su servicio”.


    Dos años más tarde, el diputado de la isla de Tenerife don José Van de Walle de Cervellón presentaba al Rey un extenso memorial, firmado en Madrid el 24 de marzo de 1774, en el que hacía una extensa recapitulación de los méritos y servicios de las milicias. En dicho escrito —no exento de abundantes errores e inexactitudes— Van de Walle hacía historia del ejército regional, resumen de su patriótica actuación y exaltación de su prometedora realidad, para acabar solicitando la revalidación del privilegio de 1682 69.


    Carlos III acogió la demanda del diputado favorablemente y por Real cédula de 14 de mayo de 1775 dispuso que cuantos oficiales de las milicias pasasen a servir en el ejército activo y regular “sea y se entienda con el mismo grado que tengan en su respectivo cuerpo y con el sueldo que le corresponda en el veterano a que se destine” 70.


    Días más tarde, el 19 de mayo de 1775, el diputado don José Van de Walle de Cervellón escribía, satisfecho, al Cabildo de Tenerife haciéndole partícipe del éxito de su gestión 71.


    f) Fuero militar.


    Las disputas entre los capitanes generales y la Real Audiencia en lo relativo al fuero militar las habíamos dejado en 1709, en el momento en que se había acordado la ampliación del goce del mismo (hasta entonces limitado a coroneles y sargentos mayores) a los capitanes, tenientes, alféreces y sargentos de las compañías de milicias, aunque con la limitación de referirse tan sólo a las causas criminales y no a las civiles.


    En los años inmediatos del siglo XVIII la nota característica es el triunfo de los comandantes generales sobre la Real Audiencia, y por ende la ampliación del fuero militar sobre la jurisdicción civil, con merma manifiesta de la última.


    Este triunfo no se consiguió sin algunos retrocesos de la jurisdicción militar o mejor fórmulas de concordia entre ambas jurisdicciones. Las causas de este paso atrás fueron la supuesta impunidad en los delitos con el consiguiente aumento de la criminalidad, que la Audiencia se encargaba de exagerar en su provecho, con fundamento o sin él. Por Real cédula expedida en Sevilla el 20 de febrero de 1731, Felipe V devolvió a la Audiencia todos sus antiguos derechos en materia jurisdiccional. Para ello se valió de un verdadero ardid, que fue declararla tribunal delegado del Consejo de guerra “para entender en los pleitos de los militares residentes en las islas” 72. De esta manera se mantuvo el fuero militar en teoría, pero se le hizo desaparecer en la práctica.


    Contra esta medida protestaron los coroneles de la isla de Tenerife, así en activo como excedentes, sin duda arrastrados a ello por los comandantes generales. Entre los firmantes aparecen don José Jacinto de Mesa, don Fernando del Hoyo Solórzano, don Francisco de Estigarraga, don Simón de Herrera Leiva, don Francisco Nicolás de Valcárcel y Lugo, don Vicente Matos y Machado, don Jerónimo de Ponte y Lugo, etcétera... 73.


    El resultado fue ahora una ampliación del fuero militar de lo criminal a lo civil, triunfo definitivo de los comandantes generales sobre la Real Audiencia. Por decreto de 28 de mayo de 1739, expedido por Felipe V para disolución de la Real Junta de los Negocios de Canarias, se había sembrado de nuevo la confusión en esta materia, como se verá de su sola lectura: “Que en los puntos pertenecientes a fortificación, tropa y artillería, conozca el comandante general, definiéndolos con asesor letrado, sin perjuicio de los recursos al Consejo de guerra; la Audiencia, de las materias políticas, de gobierno y de justicia; los ministros respectivos, de lo tocante a comercio de Indias y hacienda, con las apelaciones a los tribunales de la corte que correspondan” 74. El texto definitivo que aclaró de una vez para siempre la espinosa materia fue la Real cédula de 24 de mayo de 1752, que mantuvo el goce de fuero militar en beneficio de la oficialidad de las milicias desde el coronel al primer sargento, y aun lo amplió a las causas civiles. Debía conocer de ellas el comandante general asesorándose de letrado y se admitirían las apelaciones tan sólo ante el Consejo de guerra.


    Todavía por otro decreto posterior en tres años, de 12 de abril de 1755, se amplió la esfera de conocimiento de los comandantes generales a los testamentos, abintestatos, inventarios y particiones. Cuéntase que al conocer esta decisión don Juan de Urbina no puedo menos de exclamar: ¡De manera que yo soy ya el Juez de los vivos y de los muertos! 75.


    El proceso de ampliación de la jurisdicción militar y la merma de la civil no se detiene. Fue tan exagerado y desmedido el goce de fuero, que varón tan sesudo como don Tomás de Nava y Porlier, marqués de Villanueva del Prado, en su Carta sobre los desórdenes militares, que dirigió el 9 de febrero de 1769 al oidor de la Real Audiencia don Julián de San Cristóbal y Eguiarreta, no puede menos de lamentarse “de que el fuero, a que se ha procurado dar una extensión monstruosa, es perjudicial al buen régimen de la Provincia y a los tribunales esenciales del Reino” 76.


    Cuando Villanueva del Prado escribía esta carta no se había dictado aún el decreto de 9 de septiembre de 1769, que amplió el fuero militar a los tambores mayores de los regimientos de milicias canarias.


    Este proceso continuo de ampliación culminó en la Real cédula de 21 de mayo de 1775, que extendió el fuero militar a los mismos soldados. Esta cédula fue confirmada por otras de 17 de enero de 1785 y 9 de febrero de 1793.


    Fue tan grande el desbarajuste que a la sombra de esta ampliación de fuero se produjo en la administración de justicia, y tantos los atropellos que los comandantes generales cometieron abusando de este aumento de su poder, que en 1798 el síndico personero general de la isla de Tenerife, don Felipe Carrillo, se dirigió, por medio de un memorial, al rey Carlos IV, exponiéndole el calamitoso estado de la justicia en las islas y la necesidad de reducir el fuero a lo criminal, devolviendo a los tribunales ordinarios el conocimiento de las causas civiles. Para el síndico Carrillo el justo fiel de la balanza estaba en el sistema imperante el año 1709 77.


    g) Planes de defensa.


    Acaso en el naufragio general de todas las facultades que el poderoso Cabildo de Tenerife ejerció en materia militar, hasta reducirlas a pálidos reflejos de lo que fueron en sus mejores tiempos, quepa destacar como la más importante de ellas su intervención en la elaboración de los planes de guerra, cuando las circunstancias lo demandaban.


    Al referirnos a las milicias en el siglo XVI ya hicimos resaltar este importante papel: “La intervención del Cabildo en los asuntos militares no se limitaba a la designación de los mandos castrenses. Puede decirse que todas las funciones propias de la gobernación de una milicia caian dentro de su órbita. Las reformas de la organización del ejército regional, los planes generales de defensa, las instrucciones particulares de guerra... eran tantas y tantas de las facultades militares del Regimiento tinerfeño”.


    En los siglos XVII y XVIII el Cabildo de Tenerife prosiguió en el uso de esta importante facultad, aunque alguna que otra vez los comandantes generales miraron con recelo su intervención e intentaron reducirla o suprimirla. El Cabildo, no obstante, prosiguió en su tarea, y hasta en la misma operación contra Nelson tuvo una participación preparatoria decisiva y gloriosa.


    Sobre la actuación del Cabildo de Tenerife en la centuria décimo octava tenemos particulares noticias. Así en 1743, con ocasión de la guerra contra la Gran Bretaña, el Ayuntamiento elaboró un plan de defensa el 19 de octubre que puso en conocimiento del comandante general don Andrés Bonito y Pignatelli. Se nombraron diputados para caso de invasión a don Domingo de la Guerra y don Pablo Pestaña y se estableció una reglamentación minuciosa para si era preciso improvisar la evacuación del elemento civil, en particular viudas, huérfanos, monjas, ancianos y enfermos. De la misma manera estaba prevista la retirada de imágenes, alhajas, archivos públicos, etc... 78.


    El comandante general acusó recibo del plan elaborado por el Cabildo en oficio de 26 de octubre de 1743 79.


    Reinando Carlos III y siendo comandante general don Pedro Rodríguez Moreno, la intervención de España en la guerra de los Siete Años nos arrastró de nuevo a luchar contra Inglaterra, lo que trajo consigo amenazas y peligros sin cuento para el Archipiélago. La atmósfera de inseguridad que se respiraba entonces en las islas aparece reflejada con singular brío por el ilustre Viera y Clavijo, al referirse al mando de Rodríguez Moreno: “Porque cuando este general, anciano, tímido, sin resolución, confianza, recursos, ni conocimiento del país, veía que no perdían tiempo los armadores ingleses en infestar sus mares; que iban apresando los registros de Indias; que se recibían varios avisos de Inglaterra asegurando que se trataba allí seriamente de invadir a Tenerife u otra de las Canarias. Cuando veía que muchas casas de comerciantes y vecinos de Santa Cruz se retiraban a La Laguna y que los regimientos de milicias no mostraban la disciplina, brillantez ni marcialidad que los del ejército; se desanimó de tal suerte que el Ayuntamiento de la isla, lleno de pundonor, se halló en la necesidad de confortarle, dando todas las disposiciones que supo para la defensa.


    Era tal el entusiasmo que no queriendo ningún regidor admitir las comisiones económicas y civiles, precisas en caso de invasión, por acudir a las trincheras, tuvo que mandar el corregidor don Martín de Rojas las sorteasen entre ellos. Aún no fue bastante. Todos suplicaron se les dejase en libertad para exponer sus vidas en la defensa de la patria y servicio del Rey, en los puestos más peligrosos. Consúltase el caso al comandante general. Manda que obedezcan; y sólo así se repartieron los oficios relativos a cualquier ocurrencia de ataque” 80.


    ¿Qué planes eran éstos? Los documentos de la época nos lo revelan con todo género de detalles. El Plan de defensa o instrucción del Cabildo para caso de invasión fue elaborado en 1762 con tan minucioso cuidado por los regidores, que con ello le aseguraron una vida imprevista en el momento de su redacción. Basta declarar que cuando en 1780 volvimos a estar en guerra con la Gran Bretaña volvió a ser puesto en vigor; y que lo mismo se repitió en 1793 y 1797, cuando de nuevo en guerra con la Francia revolucionaria y con Inglaterra, las islas tuvieron que hacer frente a análogos o semejantes peligros.


    El plan fue el remate de una serie de medidas de guerra que han quedado registradas en los Libros de Acuerdos del Cabildo de Tenerife. Así, por ejemplo, los diputados de fortificación don José de Anchieta y don Pedro Fernández de Ocampo visitaron los castillos de dotación de la ciudad y acordaron los reparos más urgentes que deberían realizarse en los mismos. De idéntica manera dio el Cabildo comisión, el 7 de febrero, a los regidores Juan de Castro y Francisco García para hacer fabricar 500 cuchillos y 4.000 palos; y a Jerónimo Colombo y Fernando Molina para adquirir 500 libras de bala de fusil.


    El Plan de defensa, minucioso y casuístico, fue discutido y elaborado en la sesión del 25 de mayo de 1762. Distribuía los servicios públicos o de guerra en seis secciones llamadas: Víveres, Bagaje, Conducción, Fortificación y hospital, Incendios y agua y Municiones.


    a) Víveres.— Fueron nombrados diputados Fernando Molina, Francisco García de la Guerra, Amaro José González de Mesa y Domingo Calzadilla.


    Estos diputados habían de velar por el buen abastecimiento público, con objeto de que la población, así combatiente como civil, no careciese de los víveres necesarios. Con este fin habían de atender con preferencia a establecer contacto con los alcaldes pedáneos de todos los lugares del interior de la isla para, con el auxilio de ellos, tener una lista completa de todos los panaderos y molineros, así como de cuantos traficantes o propietarios poseyesen carnes, granos, vino, aceite y demás provisiones de boca. En caso de urgencia quedaban autorizados los diputados para incautarse de los granos conservados en las Alhóndigas y graneros de particulares, con objeto de atender “a la manutención de la tropa y demás conducente a la defensa, llevando en todo cuenta con cabalidad y claridad para dar las providencias, y que se satisfaga como es correspondiente”.


    b) Bagaje.— Fueron nombrados diputados Francisco Fonseca, Juan de Castro, José de Mesa y Fonte y Alonso Pereira.


    Estos diputados cumplirían con análoga misión en lo referente a los transportes. Para ello establecerían la misma relación y trato con los alcaldes, procurando llevar lista de todas “las cabalgaduras, carretas y equipajes”, así como de los arrieros o carreteros.


    La instrucción pone especial cuidado en recomendar a los diputados que señalen “un paraje... en donde ocurrirán todas las bestias de transporte y carretas, y en donde estarán prontas y aparejadas para sus respectivos destinos”. De esta manera se podía realizar la evacuación de cualquier punto en breve plazo de horas.


    c) Conducción.— Los diputados de este ramo fueron Juan Franco, Fernando de la Guerra, Lorenzo Salazar y Guillermo van den Heede.


    El objeto primordial de estos diputados sería “conducir los víveres, imágenes, reliquias, alhajas, caudales, papeles, religiosas, señoras y demás que se ofrece”. Para cumplir este cometido darían preferencia a la evacuación de las mujeres, luego atenderían a conducir a la plaza amenazada los víveres necesarios para su subsistencia, y de retorno traerían consigo “las alhajas, reliquias, imágenes y demás prevenido”.


    d) Fortificación y hospital.— Resultaron designados para esta comisión José Anchieta, Pedro Fernández de Ocampo, Matías Rodríguez Carta y Antonio Montañez.


    En lo relativo a las fortificaciones, estos diputados deberían limitarse a “hacer los libramientos para que se les lleven algunos víveres según se pueda y según el número de gente que las defiendan”.


    El principal papel que les reservaba la instrucción era el cuidado y atención de los heridos. Con este objeto deberían concentrar en los lugares de peligro a los médicos y cirujanos, así como a todos aquellos que por sus conocimientos en el ramo pudiesen ayudarles en la cura de los heridos. También habían de procurar que los médicos y sangradores dispusiesen del instrumental y material sanitario más preciso para las operaciones y curas.


    e) Incendios y Agua.— Fueron nombrados diputados Juan Porlier, José Botina y Nicolás Padilla.


    “Su principal incumbencia será —dice la instrucción— cortar y extinguir cualesquier incendio que pueda ocasionar el fuego del enemigo o la desgracia de otro contingente, y reparar cualquier quiebra que haya en el agua.” Con este fin habrían de escoger sesenta hombres (carpinteros, pedreros y peones) que interviniesen, a sus órdenes, en estos menesteres.


    f) Municiones.— Sólo fue elegido un diputado para esta función, Lope de la Guerra y Peña.


    “Este caballero a la primera noticia se presentará en el almacén, se hará cargo de lo que existe en él y recibirá lo que se le enviare respectivo a este ramo, para entregarlo con toda prontitud, según librare el Cabildo a los respectivos encargados.”


    Las instrucciones que componen este Plan de defensa aparecen fechadas en San Cristóbal de La Laguna el 25 de mayo de 1762. Las firman al pie: don Martín José de Rojas y Teruel, corregidor y capitán a guerra, y don Fernando de la Guerra 81.


    El plan fue aprobado por el Rey Carlos III por orden de 11 de mayo de 1763.


    El comandante general don Pedro Rodríguez Moreno, que buscaba por todos los medios a su alcance descargar las responsabilidades del mando sobre los demás, como único sistema de recuperar la confianza que en sí mismo no tenía, accedió a formar en la isla de Tenerife una extraña Junta militar de defensa que la compusieron los regidores don Pedro Fernández de Ocampo, don Fernando de la Guerra y el marqués de Villanueva del Prado, los coroneles don Juan Bautista de Franchy y don José Jacinto de Mesa, el sargento mayor don Álvaro Machado y los capitanes don Amaro José González de Mesa y don Antonio José Eduardo. Esta Junta quedó constituida el 16 de mayo de 1762.


    Carlos III quedó muy reconocido a la isla de Tenerife por este celo y desinterés en servirle y así se lo expresó en su nombre el secretario de Estado don Ricardo Wall en carta de 11 de mayo de 1763, una vez finalizada la lucha. Decía este ministro: “que el Rey se había dado por bien servido del cuidado y diligencia con que en la ocasión de la guerra procuró el Ayuntamiento la defensa de la patria; y que S. M. había oído con particular satisfacción la relación de las disposiciones que se tomaron, de que le había dado cuenta el diputado don Francisco Xavier Machado y Fiesco” 82.


    Finalizada esta contienda, volvió de nuevo a encenderse la guerra contra la Gran Bretaña en 1779, y de nuevo el Cabildo volvió a elaborar su Plan de defensa, que no era sino una reproducción fiel del de 1762. El Ayuntamiento lo transmitió acto seguido al comandante general don Joaquín Ibáñez Cuevas, marqués de la Cañada, para su conocimiento; y no sin sorpresa recibió una altanera respuesta de este jefe, en la que hacía ver a los regidores “que debían ceñirse en su plan a las medidas económicas, aprovisionamientos, etc., pero no inmiscuirse en lo puramente militar que con exclusividad le correspondía” 83.


    En las dos nuevas guerras de 1793 contra la República francesa y de 1796 contra la Gran Bretaña, el Plan de defensa de 1762 volvió a ser revalidado por el Ayuntamiento de Tenerife sin más cambios que los puramente personales. Ya se aludirá a ello en su momento oportuno.


    h) Armamento.


    El Cabildo de Tenerife siguió encargado durante las centurias XVII y XVIII de la provisión de armamento a las milicias, aunque en este último siglo los comandantes generales recaban poco a poco para sí el conocimiento con exclusividad de este ramo, y a lo más que acuden al Cabildo es a pedirle dinero para invertirlo en tales fines.


    Del estado del armamento a principios del siglo XVIII tenemos curiosos pormenores gracias al informe, diversas veces aludido, del ingeniero Miguel Benito de Herrán. Este técnico nos revela que muchos de los naturales alistados carecían de armas y que los que las poseían sólo manejaban “mosquetes de serpentín, que con dificultad pueden usar ni manejar en la forma que hoy se practica”.


    A juicio de Herrán era preciso y urgente enviar una “porción de fusiles y bayonetas para que a coste y porte los tomasen [los milicianos], no sólo los que están desarmados, si también los que tienen mosquetes, estimando el valor de cada uno de éstos para revajárselo de la cantidad que devieren dar por cada fusil, reservando dichos mosquetes en una sala de armas para la defensa de los castillos y otros casos que pudieran ocurrir en un día de función...” A los mosquetes “sería bien hacer armar de chispa, poniéndoles llaves en lugar de los serpentines, que éstas también se pudieran remitir de alguna de las fábricas de España, luego que se tubiese noticia del número que era menester”.


    Después de estas quejas, la situación evidentemente mejoró. Cuando el 1743 tomó posesión de la comandancia don Andrés Bonito y Pignatelli, traía consigo, desde la metrópoli, la importante cantidad de 1.000 fusiles, que fueron repartidos entre los regimientos de milicias. La situación siguió mejorando en años inmediatos, aunque cada vez el Cabildo intervino en grado menor en estas cuestiones. Los comandantes generales de los fondos del uno por ciento (cuyas prórrogas extralegales se justificaban con estas necesidades) o de los propios fondos de la Real hacienda atendieron a cubrir estos gastos, que si nunca bastaron a las necesidades de las islas, supusieron por lo menos un evidente adelanto. El estado de la plaza de Santa Cruz cuando el ataque de Nelson en 1797, que por su armamento fue la admiración de los ingleses, es la mejor prueba de cuanto venimos afirmando.


    III. Las milicias de la isla de Tenerife (1771-1803).


    La reforma de 1769 —mejor sería decir de 1771, en que la reorganización se lleva a cabo— tiene como exponente máximo la designación del coronel graduado de infantería y sargento mayor de las milicias de Jaén, don Nicolás de Mazía Dávalos, para desempeñar temporalmente el cargo de inspector general de las milicias canarias, con la función aneja de segundo comandante general del Archipiélago.


    Como inspector general de las milicias le correspondería el estudio de su organización para informar a la corte sobre las posibles reformas que en la estructura de las mismas podrían introducirse, de acuerdo con el espíritu general de la reforma metropolitana de 1766; como segundo comandante general venía a colaborar con el primer jefe de la provincia en el gobierno militar de la misma, y lo que es más importante, a dar continuidad a este mismo gobierno, por cuanto en las ausencias y vacantes —problema siempre arduo y espinoso en Canarias— asumiría el mando en sustitución del primer comandante.


    Don Nicolás de Mazía Dávalos no vino solo al Archipiélago, ya que le acompañaban 172 hombres, todos ellos soldados veteranos (15 oficiales —capitanes, tenientes y subtenientes—, 60 sargentos, 90 cabos y varios tambores y pífanos) con la misión exclusiva de instruir y disciplinar a las milicias.


    Estas tropas arribaron a Tenerife, con el inspector Mazía Dávalos al frente, en octubre de 1769, siendo recibidas y revistadas por el comandante general don Miguel López Fernández de Heredia, quien no vio con buenos ojos esta determinación regia, por cuanto venía a disminuir en gran manera su autoridad mientras durase el plazo de la comisión.


    El primer problema que se planteó, así en Tenerife como en las demás islas, particularmente Gran Canaria y La Palma, fue el alojamiento de estas tropas, que habían de distribuirse en las ciudades y lugares que eran sede y cabeza de los regimientos. Con este objeto ofició al Cabildo de Tenerife el segundo comandante Mazía Dávalos, con objeto de que éste habilitase una casa cuartel para la tropa 84. El Cabildo se reunió para deliberar sobre este extremo el 9 de enero de 1770 y puso a la disposición del inspector la casa llamada de don Juan de la Haya, en la calle de las Piteras, en la que hubo que realizar una pequeña reparación 85.


    En los mismos términos se dirigió el segundo comandante a los alcaldes de las villas y lugares de La Orotava, Garachico, Los Realejos, Tacoronte, Icod, Abona y Güímar; y aunque todos ellos, a excepción del de Güímar, se excusaron de esta obligación, tratando de endosar al Cabildo los gastos, a la postre hubieron de ir cediendo y se habilitaron los locales que habían de recibir a los instructores 86.


    Otras de las medidas de Dávalos fue ordenar el levantamiento de un padrón general de vecinos para conocer con la máxima exactitud posible el estado de la población 87. A esta operación siguió el alistamiento general de todos los soldados útiles, base esencial de la ulterior reforma 88.


    Asimismo se dirigió el inspector Mazía Dávalos al Cabildo de Tenerife, el 8 de noviembre de 1769, exponiéndole el deseo del rey Carlos III de dar mejor organización a las milicias y la necesidad en que se hallaba de conocer puntualmente el estado presente de las mismas, motivo que le impulsaba a pedirle informe sobre varios particulares relativos a ellas. El oficio del inspector era un verdadero interrogatorio, reducido a los puntos siguientes: 1.° Si existían en el archivo del Cabildo los privilegios que le facultaban para proponer en terna en las vacantes de las compañías y para elegir en las vacantes de algunas de las castellanías: 2.° Si en remuneración a estas gracias tenía la corporación algunas obligaciones para con los regimientos y castillos; 3.° Si el Cabildo o los pueblos residencia de regimientos (Tacoronte, La Orotava, Los Realejos, Güímar, Icod, Garachico y Abona) tenían señalado algún fondo o arbitrio con destino a la reparación del armamento u otros gastos; 4.° Si los coroneles tenían alguna obligación económica con respecto a la “subsistencia” de su regimiento; 5.° Si los soldados estaban obligados al arreglo y cuidado de sus armas; 6.° Qué cantidades libraba el Cabildo para los soldados de infantería y artillería, y 7.° Qué castellanías eran de provisión municipal, cuáles los sueldos de los castellanos, y qué obligaciones se derivaban para éstos, así en tiempos de paz como de guerra 89.


    El lector, que de sobra conoce la organización militar de la isla de Tenerife y las obligaciones de su Cabildo, podrá suponer los términos en que estaba redactada la respuesta que en nombre de este alto organismo suscribieron sus diputados don Gabriel Román Manrique de Lara y don Tomás Domingo Saviñón, el 23 de noviembre de 1769. Ambos diputados respondieron negativamente a la mayor parte de las preguntas, limitándose a recopilar aquellas disposiciones regias que facultaban a la corporación para el uso de sus conocidos derechos 90.


    El 1 de diciembre de 1769 oficiaba desde Santa Cruz de Tenerife el segundo comandante don Nicolás de Mazía Dávalos, mostrándose reconocido a los diputados Román y Saviñón por la diligencia en evacuar el informe pedido 91.


    Más importancia tiene el oficio que dirigió el inspector al Cabildo el 10 de noviembre de 1769, ya que revelaba parte de sus proyectos para el futuro. Por medio de este escrito suspendía temporalmente la facultad del Ayuntamiento para proponer en terna en las vacantes de las compañías, ya que era su propósito “suprimir regimientos y compañías”, y no era conveniente la provisión de las vacantes hasta tanto que se hiciese pública la reforma.


    Sin duda los informes anteriores, más los datos que el coronel Mazía recogió por toda la isla, le sirvieron para elevar al Rey su dictamen sobre la reorganización de las milicias. De esta manera, si hasta entonces había sido inspector, vióse elevado por Real orden de 8 de octubre de 1770 a la categoría de reformador militar, con la comisión de recorrer una a una todas las islas del Archipiélago para acometer la reorganización de sus milicias.


    Tenerife, como era lógico, fue la primera isla reformada. Tratábase, según declaración real, de arreglarlas en cuanto fuese “adaptable al pie y método de España, estableciendo uno, dos o más regimientos en cada isla, según su vecindario, y destinando para oficiales en primer lugar a individuos de la nobleza, en segundo a las vecinos acomodados y en tercero a los labradores honrados”. Por tanto, el camino y pauta a seguir estaba marcado por la Real orden de 8 de marzo de 1769, que ponía en vigor en las islas las nuevas ordenanzas de milicias de 1766, en todo lo que fuesen adaptables a la región 92.


    En la actuación del coronel Mazía Dávalos cabe distinguir claramente entre la organización de una guarnición fija para las islas y la reforma propiamente dicha de los regimientos de milicias. Examinemos por partes cada una.


    El propósito de establecer en las Islas Canarias una guarnición fija veterana puede considerarse tan antiguo como las mismas milicias. Recuérdese que desde los tiempos de don Luis de la Cueva Benavides, y aun antes, existieron soldados veteranos, o por lo menos con el nombre y título de tales, acantonados de manera permanente en Las Palmas —el presidio— a lo largo de las dos centurias que historiamos, y sólo en la última centuria en Santa Cruz de Tenerife, con un carácter menos permanente y estable. Estos soldados habían cumplido con la doble finalidad de guarnecer los fuertes y lugares de peligro, al mismo tiempo que instruían a las milicias, bisoñas por propia naturaleza, en el difícil arte de la guerra. El coronel Mazía Dávalos, usando como levadura los soldados que habían venido acompañándole desde la Península, alistó a aquellos milicianos que quisieron gozar de “sueldo continuo” y hacer profesión de las armas, y de esta manera pudo organizar en Santa Cruz de Tenerife dos compañías fijas de infantería y una compañía fija de artillería; las primeras compuestas, cada una, de 100 hombres, y la segunda, de 60.


    Al frente de las compañías de infantería estaban un capitán, un teniente y un subteniente. Los 100 hombres que formaban las mismas se distribuían así: un sargento primero, dos sargentos segundos, un tambor, cuatro cabos primeros, dos cabos segundos y 90 soldados.


    Análoga organización y distribución tenía la compañía fija de artillería.


    La reforma fue completada al acantonar en la ciudad de Las Palmas una tercera compañía fija de infantería —sobre la base del viejo presidio—, compuesta del mismo número de oficiales y soldados. En cambio, no estableció Mazía Dávalos ninguna compañía fija de artillería en Las Palmas, sino que obligó a un destacamento de la de Tenerife a pasar a la vecina isla para cuidar de la artillería e instruir a los artilleros milicianos.


    Esta guarnición fija tenía como objeto velar por la quietud y tranquilidad de la población, hacer la guardia diaria en castillos y baterías y acudir como fuerza de choque en todas las urgencias y momentos de peligro. Se gobernaban estas tropas con arreglo a las Reales ordenanzas del ejército y gozaban del mismo sueldo y gajes que las tropas regulares de la Península. Su uniforme era casaca y calzón azul; vueltas, collarín y chupa, encarnados; botones dorados y sombrero con galón de estambre amarillo.


    La reorganización de las milicias fue obra mucho más detenida y cuidadosa. Redujo los regimientos de milicias al número de 13 en las siete islas del Archipiélago, con un total de 98 compañías y 10.708 soldados.


    En cuanto a la artillería de milicias dejó organizadas 12 compañías para su distribución por el Archipiélago, con un total de 1.111 plazas.


    Aun después de esta reducción, el resultado era que en las Islas Canarias, con una población de 182.000 habitantes, había 13 regimientos de milicias, mientras en la Península, con una población de 11.000.000 de habitantes, había tan sólo 42 regimientos. En el Archipiélago, por cada dos vecinos, había un soldado, mientras en la metrópoli la proporción era de uno por 46 vecinos.


    En la isla de Tenerife suprimió el inspector los regimientos de Forasteros, Tacoronte, Los Realejos e Icod, todos ellos de infantería, quedando, por tanto, reducidos a cinco: La Laguna, La Orotava, Garachico, Abona y Güímar. Suprimió asimismo el regimiento de caballería, y en cuanto a la artillería miliciana, la reorganizó también sobre la base de dejar constituidas seis compañías, distribuidas por Santa Cruz, La Orotava, Garachico, Candelaria y Valle de San Andrés 93.


    Este plan todavía en ciernes le fue comunicado al Cabildo de Tenerife por el inspector Mazía Dávalos en oficio de 2 de marzo de 1771. En este escrito anunciaba el reformador a los regidores que se iban a reducir los regimientos al número de cinco; que cada uno de ellos se compondría de 816 plazas (sin contar oficiales, sargentos y tambores); que estas plazas se agruparían en 10 compañías: ocho de fusileros, una de granaderos y una de cazadores; que los oficiales de estas dos últimas serían considerados miembros de la Plana mayor, y que esperaba por último que el Cabildo buscase algún arbitrio, lo menos gravoso posible, para con su importe poder vestir a los milicianos 94.


    En cada regimiento los oficiales que compondrían la Plana mayor eran los siguientes: Coronel, teniente coronel, ayudante mayor, ayudante segundo, capitanes de granaderos y cazadores, teniente de granaderos y cazadores y subtenientes de granaderos y cazadores.


    La oficialidad de cada regimiento la formaban además ocho capitanes, ocho tenientes y ocho subtenientes de fusileros. Los grados subalternos dentro del regimiento eran: seis sargentos primeros, seis cabos primeros, un tambor mayor y un primer pífano.


    Algunos regimientos contaron también con capellán, cirujano y maestro armero.


    En cuanto al número de compañías dentro de cada regimiento y al número de plazas dentro de cada compañía, no hubo uniformidad. En Tenerife los cinco regimientos eran de diez compañías (una de granaderos, una de cazadores y ocho de fusileros). El número de plazas ascendía en total a 840 hombres, a razón de 105 por compañía, incluyendo en la cifra anterior sargentos y cabos. Conviene hacer, no obstante, una salvedad: no eran diez compañías de 105 hombres, que harían un total de 1.050 plazas, sino ocho compañías, en cada una de las cuales había destacados ocho granaderos y un cabo, ocho cazadores y un cabo y ocho gastadores y un cabo. Los granaderos y cazadores de estas ocho compañías se agrupaban en las ocasiones precisas, con independencia, para formar las dos compañías que completaban la cifra global de diez.


    No se limitó el coronel Mazía Dávalos a reorganizar las distintas unidades, sino que además llevó a cabo un reajuste completo en los cuadros de mando de los regimientos. Conocemos los nombres de aquellos oficiales que compusieron a partir del 2 de marzo de 1771 la Plana mayor del regimiento de La Laguna: Coronel, marqués de Villanueva del Prado; teniente coronel, conde de Sietefuentes; ayudante mayor, don Manuel Carranza; ayudante segundo, don Alejandro Saviñón; capitán de granaderos, don Segundo de Franchy; capitán de cazadores, don Martín de Salazar; teniente de granaderos, don Manuel Mongeoti; teniente de cazadores, don Juan García Cocho de Iriarte; subteniente de granaderos, don Juan Manuel Mongeoti; subteniente de cazadores, don Miguel Bonito, y subteniente de bandera, don Cesáreo de la Torre 95.


    En cuanto a la artillería de milicias, el coronel Mazía Dávalos organizó, como ya hemos dicho, seis compañías. Tres, con un total de 200 hombres, las acantonó en Santa Cruz de Tenerife; una compañía destacó en La Orotava, compuesta de 93 milicianos; otra en Garachico, con 64 soldados; media compañía en Candelaria, con 24 hombres, y otra media compañía en el Valle de San Andrés, con asimismo 24 soldados 96.


    Los antiguos uniformes igualmente se variaron. Por Real orden de 10 de agosto de 1772 se señaló el uniforme azul para las milicias de Canarias, “todo unido con botones de metal dorado a los dos lados, con la distinción señalada a sus respectivos grados, según estaba dispuesto por otra Real resolución de 22 de febrero de 1769”. Hasta entonces habían usado los soldados calzón y casaca corta de algodón blanco, abotonada en el centro; morrión con escudo, y gorra de paño para el cuartel 97.


    Como complemento a las reformas de Mazía Dávalos conviene destacar la supresión que efectuó del cargo de sargento mayor, así de la isla como de cada uno de los regimientos de milicias.


    Asimismo conviene destacar una nueva merma en la facultad del Cabildo para proponer en terna en las vacantes que se produjesen en las compañías, ya que excluyó en el goce de este privilegio a las compañías de granaderos y cazadores, pues consideró que con arreglo al artículo 6 del Reglamento de milicias de 18 de noviembre de 1766 debía quedar reservada su designación a los coroneles de las respectivas unidades 98. El Cabildo de Tenerife protestó y reclamó contra esta decisión, después de oír el parecer e informe de su abogado don Guillermo Yáñez (7 de agosto de 1771); mas a la postre hubo de conformarse con el uso de su facultad mermada, en cuyo disfrute continuó a lo largo del siglo XVIII, pese a diversas opiniones en contrario 99.


    La prueba más concluyente la tenemos en las instrucciones que el 7 de agosto de 1785 puso en circulación el comandante general marqués de Branciforte sobre la manera y hasta formularios para llevar a cabo las propuestas. Esta instrucción daba al Cabildo un plazo de quince días para formular la terna, quedando en otro caso autorizado el coronel de la unidad respectiva donde se produjese la vacante para presentar la propuesta. Una vez entregada ésta, pasaba a informe del comandante general, y era remitida por éste al Rey “por la vía del Secretario de Estado del despacho de la Guerra” 100.


    Consta, con prueba documental, que en 1800 el Cabildo de Tenerife seguía haciendo uso de este tradicional derecho.


    * * *


    Terminada su comisión en la isla de Tenerife, el inspector coronel Mazía Dávalos se embarcó con objeto de visitar las demás islas del archipiélago canario; por eso reservamos para el momento oportuno el estudio de sus reformas.


    En 1773, acabada la visita, se hallaba de regreso en Tenerife para desempeñar su cargo anejo de segundo comandante de la provincia. Sin embargo, los meses de permanencia del coronel Mazía Dávalos en las Canarias se hallaban contados e iba a ser la causa de su traslado el choque, ya previsto, con su jefe superior, el autoritario comandante general don Miguel López Fernández de Heredia. No había sido grata a éste ni la persona del coronel ni el objeto de su comisión; así no ha de sorprendernos que en su correspondencia con el secretario de Guerra tratase de desprestigiarlo por todos los medios a su alcance. Para López Fernández de Heredia el inspector era un oficial inútil, “que no hacía sino gastar estúpidamente un sueldo” 101.


    Dos Reales órdenes de 23 de julio y 19 de septiembre de 1772 habían sido expedidas tratando en vano de conciliar la autoridad del primer comandante con la del inspector 102; mas como no hay paz posible cuando una de las partes no quiere, fueron tantos los desprecios y altercados que tuvo que sufrir el coronel, que a la postre vióse forzado a solicitar el relevo en 1774 103.


    Desde este mismo año la inspección de milicias quedó incorporada al jefe supremo militar de la provincia.


    Como remate de la gestión de Mazía Dávalos, hagamos constar que redactó unas Reales Ordenanzas “con el mejor arreglo, juicio y distinción para gobierno” de las milicias, que remitió a Madrid para su aprobación y que en 1785 seguía pendiente de ella. Esta noticia la conocemos por el ingeniero Miguel Hermosilla, quien se deshace en elogio de las mismas 104.


    El mando del comandante general don Miguel López Fernández de Heredia terminó un año más tarde, a principios de 1775, sin que nada quepa añadir sobre su gestión en la materia que nos ocupa.


    Sólo un extremo ha dejado de ser resaltado: el envío por el rey Carlos III del regimiento de América en 1771 con ocasión del desembarco inglés en las islas Malvinas, que estuvo a punto de provocar una nueva guerra con la Gran Bretaña. El regimiento de América permaneció en la isla de Tenerife, concentrado, tan sólo unos meses, pues habiendo arribado en febrero de 1771, se restituía a sus cuarteles fijos en el mes de julio del propio año 105.


    * * *


    Durante el mando de don Eugenio Fernández de Alvarado, marqués de Tabalosos, la organización del ejército regional se mantuvo tal como la había dejado, después de la reforma, el inspector Mazía Dávalos.


    La nota más destacada, en lo que a este respecto concierne, fue la supresión de la recién creada plaza de segundo comandante general, que vino a quedar sustituida por la de teniente de Rey. Este cambio se operó en virtud de la Real orden de 18 de agosto de 1775. El primer beneficiario del cargo fue el teniente coronel don Matías Gálvez. Fueron tenientes de Rey en lo que resta del siglo XVIII y primeros años del siglo XIX, don Manuel Juan de Salcedo y don Carlos O’Donnell y Anhetán.


    La creación de esta plaza fija de teniente de Rey en 1775 no supuso la desaparición tajante y radical del cargo de segundo comandante, ya que a veces subsistió con ella, aunque, eso sí, con un carácter esporádico y temporal. En 1787 fue segundo comandante el general don Joaquín de Tejada; en 1798, el mariscal de campo don José de Perlasca, y en 1803, el mariscal de campo don Fernando Cagigal de la Vega y Mac Swing, marqués de Casa Cagigal. Al segundo comandante se le denominó también segundo cabo.


    Otra de las reformas acometidas en tiempo de Tabalosos fue la resurrección de los cargos de sargentos mayores, así insulares como de los regimientos milicianos, suprimidos cuando la reforma de Mazía Dávalos. Para el desempeño de la primera plaza fue siempre escogido un oficial del ejército regular. Fueron sargentos mayores de la isla de Tenerife en las postrimerías de la Centuria décimoctava y primeros años de la siguiente, don Manuel Juan de Salcedo y don Marcelino Prat.


    Mayor actividad desplegó en relación con el ejército regional don Joaquín Ibáñez Cuevas, marqués de la Cañada, designado comandante general de las Islas Canarias en 1778.


    Se ocupó primero de la organización de los artilleros provinciales, para el mando de los cuales designó al teniente coronel de artillería don Tomás Capilla (1779). Después concentró en Santa Cruz de Tenerife todas las compañías fijas de infantería existentes, dos en Tenerife y una en Gran Canaria, en total tres, y reclutó otras tres compañías fijas más, con las que pensó organizar un batallón de infantería para defensa del Archipiélago. Del mando de estas tropas quedó encargado el teniente coronel don Ramón Ibáñez (1782).


    Desde la data de esta reforma, todos los meses embarcaban en Santa Cruz 60 soldados veteranos, que se dirigían a Las Palmas para guarnecer sus castillos y mantener el orden en la ciudad capital.


    Cuando don Joaquín Ibáñez Cuevas tuvo organizadas las seis compañías de infantería veterana propuso al rey Carlos III la constitución del batallón de infantería de Canarias; mas no sería este monarca, sino su hijo Carlos IV, quien se decidiese, diez años más tarde, a aprobar la medida. Lo más que hizo Carlos III fue aprobar la constitución de las seis compañías fijas por Real orden de 22 de junio de 1783.


    De la época del mando del marqués de la Cañada consérvase un escrito, fechado en Santa Cruz el 13 de junio de 1783, que contiene algunas noticias sobre el estado militar de la isla. Cañada examina en este informe la reforma acometida por el coronel Mazía Dávalos, a la que censura acremente. A juicio de este general, uno de los mayores errores cometidos había sido la supresión del regimiento de forasteros, cuya necesidad resalta y utilidad alaba. Según confesión de este mismo jefe, los hombres encuadrados en las milicias de la isla ascendían a 16.000 106.


    El hecho más destacado que por esta época ocurre en la historia de las milicias fue la definitiva organización, en 1792, del batallón de infantería de Canarias, bajo el gobierno del comandante general don Antonio Gutiérrez. Este batallón, creado por el rey Carlos IV (Real orden de 31 de diciembre), se nutría de los cuerpos provinciales y servía de escuela práctica para los oficiales de milicias, que en él prestaban servicio por turno. Su uniforme era “casaca, chupa, calzón y botón, blanco; buelta, collarín y vivo, encarnado” 107.


    El batallón se componía de seis compañías de 100 hombres, en teoría; aunque en la práctica casi nunca rebasaron la cifra de los 50 soldados, que hacían un total de 300 hombres, poco más o menos. La Plana mayor del batallón de Canarias la formaban un coronel, un teniente coronel, un primer ayudante y un segundo ayudante. Años más tarde, por Real orden de 12 de marzo de 1805, creóse en el batallón la plaza de sargento mayor. La oficialidad la componían seis capitanes, tenientes y subtenientes, aunque casi nunca estuvieron por completo cubiertas estas plazas. Los sargentos eran 30.


    El primer coronel del batallón fue don Antonio Claraco y Sanz. Reemplazó a éste en 1805 el coronel don José de Armiaga.


    Después de la creación del batallón de infantería de Canarias nada cabe destacar hasta la declaración de guerra contra la Gran Bretaña en 1796, asimismo bajo el gobierno militar de don Antonio Gutiérrez y González Barona.


    Esta declaración de guerra movió al rey Carlos IV a enviar a la isla de Tenerife, para aumentar su guarnición, a las banderas o partidas de recluta de los regimientos de Cuba y La Habana, al frente de las cuales venían, como comandantes respectivos, los tenientes don Vicente de Siera y don Pedro de Castilla. Los subalternos eran dos sargentos y dos cabos en cada una de las partidas de recluta, y el número de soldados de 60, sumando el total de ambas.


    En el momento del ataque del contralmirante inglés Horatio Nelson a Santa Cruz de Tenerife en julio de 1797, las fuerzas que entraron en fuego son las que ya conoce el lector: el batallón de infantería de Canarias, las tropas que se pudieron concentrar de los cinco regimientos de la isla y las fuerzas de artillería de la plaza.


    La concentración de tropas en Santa Cruz de Tenerife no se había hecho al compás de la invasión, sino que fue en gran parte previsora medida del comandante general don Antonio Gutiérrez. A poco de conocerse la ruptura de hostilidades dio orden de que las compañías de cazadores de los cinco regimientos de milicias se concentrasen en Santa Cruz de Tenerife.


    Así se formó la llamada columna o división de cazadores provinciales, de la que fue designado comandante el teniente coronel del regimiento de milicias de Abona, marqués de la Fuente de las Palmas, y ayudante mayor, el capitán don Pascual de Castro. Formaban esta división cinco capitanes, cinco tenientes, cinco subtenientes, diez sargentos, cinco tambores, 36 cabos y 294 cazadores; en total, 345 hombres, exclusos los oficiales.


    Asimismo decidió el comandante general aumentar las fuerzas del batallón de infantería de Canarias con milicianos procedentes de los regimientos. El batallón, que sólo contaba en julio de 1797 con dos capitanes, seis subtenientes, 29 sargentos y 250 cabos y soldados, en total 279 hombres, exclusos los oficiales, recibió un importante refuerzo de dos capitanes, ocho subtenientes, 16 sargentos y 327 cabos y soldados; en total, 342 milicianos, sin incluir los oficiales. De esta manera el batallón pudo entrar en fuego, en la memorable ocasión a que aludimos, con un total de 622 hombres entre soldados veteranos y de milicias.


    Estos contingentes de tropas, el batallón de infantería de Canarias y la división de cazadores provinciales, fueron dos de los cuatro puntales sobre los que cabe asentar la victoria sobre Nelson. Las otras dos firmes columnas fueron los artilleros veteranos y de milicias y el regimiento de infantería de La Laguna. Coadyuvaron a la misma, en menor grado, los milicianos de Güímar y La Orotava, las partidas de recluta de Cuba y La Habana, los rozadores de La Laguna, los marineros franceses del bergantín La Mutine, los paisanos armados, etc.


    En los capítulos inmediatos conocerá el lector, con toda suerte de detalles, el brillante comportamiento de estas unidades y fuerzas en las gloriosas jornadas de julio de 1797.


    Después de este acontecimiento histórico, el único hecho digno de nota fue el arribo a las Islas Canarias en 1799 de los regimientos de Ultonia y América, al mando del mariscal de campo don Fernando Cagigal de la Vega y Mac Swing, marqués de Casa Cagigal. Ambos regimientos venían por orden del rey Carlos IV para proteger el Archipiélago contra las amenazas de Inglaterra.


    Firmada la paz de Amiens en 1802, los dos regimientos se reintegraron, sin otra excepción que el general que los mandaba, a sus cuarteles de la Península.


    * * *


    Por último, gobernando las islas en 1803 el marqués de Casa Cagigal, recibióse en el Archipiélago el Real decreto expedido en San Ildefonso el 18 de septiembre de dicho año, suscrito por el ministro don José Antonio Caballero, aprobando el “Reglamento de la Nueva Planta y Constitución de los Regimientos Provinciales de Milicias de Canarias”, que reorganizaba estos importantes Cuerpos auxiliares de acuerdo con las ideas y planes del Príncipe de la Paz, a quien Carlos IV, como Generalísimo suyo, había encomendado el estudio de la reforma, adaptándolos a la nueva organización dada a las Milicias provinciales de España.


    Por este Real decreto se reducían una vez más los Regimientos canarios, pues la isla de Tenerife perdía tres, para quedarse reducida a dos Regimientos de 1.000 plazas cada uno; la de Gran Canaria perdía dos, para quedarse limitada a uno de 1.000 plazas, y la de La Palma, conservando el suyo propio, veía reducidas estas últimas a 600 nada más.


    En cuanto a las islas menores Lanzarote, Fuerteventura, Gomera y Hierro, se establecerían una o dos compañías tan sólo, según su población, para que pudiesen atender a su defensa.


    Cada Regimiento tendría al frente su Plana Mayor, compuesta de coronel, sargento mayor, ayudante mayor, abanderado, capellán, cirujano, maestro armero y tambor mayor.


    Asimismo se compondría de un solo batallón: formado por cuatro compañías de 250 hombres, de los que se extraerían 50 para granaderos, quedando en consecuencia convertidos en cinco compañías (inclusa la de granaderos) de 200 plazas cada una.


    Estas compañías, llamadas de fusileros, estarían mandadas por cuatro capitanes, cuatro tenientes, cuatro subtenientes, cuatro sargentos primeros, ocho segundos, ocho tambores, 20 cabos primeros, 20 segundos y el número de sus soldados se reduciría en total a 760 plazas.


    Por otra parte, las cuatro compañías de granaderos (dos en Tenerife, una en Gran Canaria y otra en La Palma) formarían un batallón con el nombre de Granaderos Provinciales de Canarias, al mando del cual estarían un coronel, un sargento mayor, un ayudante, un capellán, un armero y un cirujano.


    Esta Plana Mayor residiría en aquella isla que por las circunstancias del momento juzgase el jefe militar más adecuada para la defensa del Archipiélago; teniendo cada compañía al frente dos capitanes, dos tenientes, un subteniente, un sargento primero, cuatro segundos, 10 cabos primeros, 10 segundos, cuatro tambores, y siendo el número de soldados 180.


    Se asignaba a todos los oficiales el sueldo correspondiente, gozando de consideración privilegiada los granaderos, equiparados en el goce de emolumentos a los oficiales de la Península, y se les concedía como uniforme el mismo que el ejército nacional, sin más diferencia que la solapa, vuelta y cuello, que sería encarnado, y en el botón, que llevaría el nombre del Regimiento provincial en que servían.


    Por último, se regulaba en el decreto minuciosamente todo cuanto afectaba a la recluta, admisión y cese de los soldados, dando reglas precisas sobre la manera de efectuar los empadronamientos de hombres útiles en todos los pueblos y sobre el sistema de sorteos para la designación de reclutas 108.


    Todo hace suponer, sin embargo, que el Reglamento de 1803 no tuvo efectividad legal, ya que quedó en suspenso por Real orden de 7 de julio de 1804 109.


    El marqués de Casa Cagigal quiso llevar a cabo también una reforma o reajuste de las milicias de Tenerife reduciendo el número de los alistados a 8.358, entre veteranos y bisoños, pero tampoco prosperó su proyecto 110.


    La situación del ejército insular en 1808, al producirse la invasión napoleónica, era substancialmente la misma que en 1797, cuando el ataque a la plaza de Santa Cruz de Tenerife por Horatio Nelson.


    Para terminar, dos palabras sobre el atuendo y vestuario de las milicias. “Los paños para los uniformes de los oficiales, que venían de las fábricas de San Fernando, eran de malas condiciones y caros. Y esto, unido al deseo de fomentar la industria de la seda, que en el último tercio del siglo XVIII había renacido notablemente en estas islas, motivó el acuerdo tomado por la Real Sociedad Económica de Amigos del País de Tenerife, en junta de 12 de enero de 1782, que disponía —teniendo en consideración el crítico estado en que se hallaba la referida industria en estas islas, por falta de exportación de los tejidos que salían de nuestras fábricas— se dirigiese por el nombrado cuerpo patriótico al comandante general de estas islas, marqués de la Cañada, una comunicación para que elevase súplica al Rey, a fin de que se dignase ordenar S. M. el uso de ropas de seda a los oficiales de las milicias canarias, dejando el uniforme de paño para determinados casos del servicio. El general contestó, con fecha 26 del enero del propio año de 1782, significando que había solicitado de S. M. viniese la tela para los dichos uniformes de la mencionada fábrica de San Fernando. Mas la fábrica citada no pudo servir todos los pedidos que se le hacían, y el plan del marqués de la Cañada quedó sin realizarse, por lo que la Real Sociedad volvió en 1784 a reproducir la misma patriótica instancia ante el marqués de Branciforte, entonces comandante general de esta provincia, sin obtener mejor resultado.


    En cuanto a la uniformidad del vestido, regían en las milicias de Canarias el Real decreto de 17 de marzo de 1785, y en cuanto a la forma de la espada, la Real orden de 31 de mayo del propio año. Además, por otra Real orden de 23 de mayo de 1796 estaba prohibido usar con el uniforme chaleco en lugar de chupa, y patillas largas, debiéndose asimismo llevar tupé cortado a cepillo y corbatín con hebilla. Sin embargo, al disponerse en 1806 que la tropa del batallón de Canarias usase el pelo cortado, se dejó potestativo en el resto del ejército regional, cumplir o no esta real resolución... Finalmente, en cuanto a las dudas que se ofrecían sobre el uso de la espada y bastón, siguiendo la letra del Real decreto de 3 de octubre de 1796, Real cédula de 17 de julio de 1797 y orden de 24 de febrero de 1799, se dispuso, por Real resolución de 3 de junio de 1806 la concesión a los oficiales del uso de espada en los actos civiles y del bastón a aquellos que podían usarlo por sus empleos” 111.


    IV. Las milicias en la isla de Gran Canaria (1659-1800).


    Habíamos dejado a las milicias de Gran Canaria organizadas en pie de tercios, en número de tres: Las Palmas, Telde y Guía, organización que persiste sin variaciones hasta principios del siglo XVIII, en que los tercios se transforman, lo mismo que en Tenerife, en regimientos.


    La escasez de documentación, debido al incendio en 1842 del Archivo del Cabildo de Gran Canaria, nos obliga a dar un débil reflejo de lo que fue esta lozana institución militar, espigando por aquí y por allá cuantas noticias a las milicias afecten.


    Uno de los más curiosos testimonios del siglo XVII sobre la organización militar de Gran Canaria hállase en la Topografía de la isla Afortunada de Gran Canaria, escrita por el franciscano fray José de Sosa en 1678. Por este historiador sabemos que Las Palmas siguió contando con un presidio permanente para la guardia y defensa de sus castillos. “El presidio de la ciudad de Las Palmas —dice— tiene sesenta plazas, de a 40 reales de plata cada mes las 40, y las 20 unas a 30 reales y otras a 20, con su cabo, que gana dos plazas de 40 reales, su sargento mayor con 15 escudos cada mes, y sus ayudantes, artilleros y demás oficiales, cada uno con su sueldo, que paga el Rey, nuestro señor, de sus rentas reales.”


    Más adelante insiste sobre el mismo tema: “Hay en los almacenes de S. M. más de diez mil ducados de plata de municiones, como son pólvora, balas, cuerda, mosquetes, arcabuces, picas, chuzos, marracos, azadones, azadas, palas y otros géneros de instrumentos bélicos para la defensa y fortificación de la isla, y esto sin las armas que cada vecino tiene en su casa, porque como están divididos en tercios y éstos en compañías, cada uno marcha o con mosquete, arcabuz, pica o chuzo.”


    “Tiene esta Ciudad Real de Las Palmas seis piezas de campaña de bronce, bien fuertes, con su número de artilleros y condestables y otros ayudantes, con su artillero mayor nombrado por S. M. con sueldo señalado, y suele ser en su oficio muy diestro y examinado.”


    “Tiene para guardas cotidianas de los castillos y centinelas comunes de día y de noche en sus puestos y desembarcaderos, un presidio de 60 infantes pagados por S. M. con sus cabos y oficiales. El rey nuestro señor nombra las plazas mayores, y el capitán general las menores. Tiene veedor y contador pagador, sargento mayor, castellano de Santa Catalina, ayudante y otras plazas muertas y entretenidas de capitanes y soldados que han servido a S. M. con grandísimo crédito en campaña, que todo se paga en plata, moneda corriente en Castilla, cada mes, de las rentas reales.”


    Las noticias que nos da Sosa de las milicias confirman cuanto conocemos: “A más de esto se halla hoy toda esta isla con copiosísimo número de gente de pelea, dividida en tres tercios. Uno en la ciudad real de Las Palmas y otros lugares de su distrito, con su maestre de campo, sargento mayor, ayudantes, capitanes de las compañías, alféreces y otros oficiales. Otro en la ciudad de Telde y otras villas y lugares, con los mismos oficiales que el primero. Y el tercero en las villas de Gáldar y Guía y otros lugares, con los mismos oficiales. Todo lo cual nombra S. M. con informe del capitán general de mar y tierra, que lo suele hacer siempre de los más valerosos y experimentados en la milicia. Cada vecino tiene sus armas (como queda dicho), y esto sin las que conserva S. M. en los almacenes, las cuales son para el día de la ocasión, que se reparten con los forasteros, negociantes y pastores de ganados, los cuales no están puestos en las listas de cada tercio, y acuden a la plaza de armas en habiendo rebatos. Los forasteros tienen su capitán y alférez señalados... Tiene también esta ciudad una buena compañía de caballos con su capitán de corazas nombrado por S. M., y sus oficiales, como son menester.”


    Curiosos son también los pormenores que da este historiador regional sobre la compañía de negros y mulatos: “El año de 1677 hizo nombramiento la ciudad, para consultarlo con el rey nuestro señor, de capitán, alférez y demás oficiales, instituyendo una compañía de negros y mulatos, que no están en las listas por ser esclavos, e hicieron capitán de ellos a un negro libre y cristiano viejo (que los hay muchos en esta isla, mayormente en el lugar de Tirajana, que desde la conquista de la isla se conservan negros libres de mucha verdad y fidelidad, de los cuales procede éste) llamado Juan Felipe Liria, hombre muy valiente y gran maestro de armas, habiéndole dado su título y patente de capitán, trajo su insignia y pasea con ella, en habiendo rebatos, o que por otra causa está la gente en cuerpo; hizo su lista de toda la isla y halló haber número de 648 negros, y con los mulatos esclavos, criollos y advenedizos 6.478, con todos los cuales viene a la plaza de armas el día de la ocasión, a tomar la orden de su capitán a guerra.”


    Por último alude Sosa a los alardes militares: “De estas armas que cada vecino tiene en su casa se hacen muestras cada año, para ver el capitán a guerra o gobernador de la isla si las tienen bien apercibidas para en ofreciéndose ocasión de enemigos...” 112.


    Pocos años más tarde don Pedro Agustín del Castillo y Ruiz de Vergara, en su Descripción de las Yslas de Canaria (1686), nos da también interesantes pormenores sobre la organización militar de Gran Canaria. Al frente de la isla estaba como suprema autoridad militar, después del capitán general, el corregidor y capitán a guerra que disfrutaba de 800 ducados de sueldo. Eran cargos también de nombramiento real: el sargento mayor (3.308 reales), el veedor y contador (5.088 reales), el ingeniero militar (3.000 reales), el pagador y tenedor (2.400 reales), los castellanos de San Francisco y Santa Catalina (con 1.560 reales de sueldo cada uno) y dos ayudantes (con 600 reales).


    Para el gobierno de la artillería contaba la isla con un teniente general de ella y un caporal, cuyos sueldos eran, respectivamente, 3.000 y 1,884 reales.


    La caballería seguía organizada en una sola compañía con un capitán de corazas al frente.


    El presidio lo seguían formando 60 infantes “pagados para la guarda de los castillos, con sus cabos y oficiales que nombra el señor General” 113.


    En cuanto a los tercios, Gran Canaria se libró de la proliferación característica de Tenerife, ya que nunca pasaron de los tres tradicionales de Las Palmas, Telde y Guía. Los tercios se descomponían en compañías, de número variable, con sus capitanes al frente.


    La reforma del año 1708 llevada a cabo por el capitán general don Agustín de Robles y Lorenzana, afectó a la isla de Gran Canaria lo mismo que a las demás islas del Archipiélago, y en consecuencia, y a partir de esa fecha, los tercios se transformaron en regimientos y los maestres de campo en coroneles.


    Un escrito coetáneo casi con la reforma, nos da interesantes pormenores sobre las fuerzas y milicias encargadas de la defensa de la isla en la primera década del siglo XVIII:


    “Hai una compañía de 60 ombres, jente pagada por el Rey, con dos ayudantes, un sarjento mayor, un teniente [general] de artillería y un capitán. Estos soldados hazen las guardias en los referidos castillos.”


    “Thiene dicha ysla 3 rejimientos 114 de ynfantería miliziana: el primero, el de la ciudad de Las Palmas, que se compone de nuebe compañías de 80 a 100 ombres cada una; el segundo es del partido de la ciudad de Telde, que tiene 14 compañías de a más de 100 ombres cada una, y la del lugar de Tirajona (sic) se compone oy de más de 400 ombres; el terzero rejimiento es del partido de la villa de Guía, y se compone de onze compañías de 140 ombres cada una.”


    “Demás de estas compañías, hai una de cavallos, de 300 ombres, los quales y las referidas son en número de 4.500 ombres, los que sirven sin sueldo, como todas las demás milizias de estas yslas” 115.


    Estas tropas eran bisoñas en su totalidad y carecían de la menor experiencia guerrera. Pese a ello, los oficiales de las milicias desempeñaron en algunas ocasiones puestos como el de sargento mayor, que la costumbre aconsejaba reservar para un soldado veterano. De ello se quejaba en 1714 el historiador don Pedro Agustín del Castillo y Ruiz de Vergara en un escrito o informe que redactó a petición del visitador y presidente de la Real Audiencia don Saturnino Daoiz. Asegura Castillo que de cuantos cobraban sueldo del Rey, en 1714, sólo había hecho la guerra el ingeniero don Miguel Tiburcio Rossell. Todos los oficios militares de la isla estaban en su opinión en mano de naturales inexpertos, y si esto cabía admitirlo para el gobierno de las milicias, lo consideraba muy arriesgado tratándose de la plana mayor del ejército regional o insular 116.


    En los momentos de ausencia de los capitanes generales, cortos a principios del siglo XVII, largos a mediados de siglo, y constantes en la segunda mitad de la centuria décimo séptima y la totalidad de la décimo octava, con el cambio de residencia a la vecina isla de Tenerife, asumía la suprema autoridad militar de la isla, aunque en obediencia a las consignas del capitán general, el corregidor, que lo mismo que en Tenerife, era también capitán a guerra. Sólo en circunstancias extraordinarias los comandantes generales nombraron delegados suyos para asumir el mando supremo militar en la isla de Gran Canaria, suspendiendo así temporalmente la autoridad de los corregidores capitanes a guerra. Valga como ejemplo lo ocurrido el año 1743, en que el comandante general don Andrés Bonito y Pignatelli, ante las amenazas de las escuadras de Inglaterra, en un momento de ruptura de hostilidades con España, designó comandante de las armas de la isla al brigadier don José de Andonaegui, ingeniero militar encargado de la fortificación de la misma e inspector general de sus milicias.


    Aprovechemos la ocasión para declarar que en el desempeño de este último cargo, Andonaegui no introdujo ninguna modificación en la estructura militar de la isla de Gran Canaria.


    El ejercicio del mando militar supremo por los corregidores y capitanes a guerra no iba a durar ya, sin embargo, muchos años más, pues en 1765 se produjo la crisis que hizo que fuesen despojados por los comandantes generales del mando castrense. La causa ocasional de este cambio fueron las luchas y desavenencias surgidas entre la Real Audiencia y el comandante general de Canarias don Domingo Bernardi y Gómez Rabelo por cuestiones de competencia sobre autorizar o denegar la saca de frutos y géneros de una isla a otra, que mantuvieron durante unos meses en situación de verdadera guerra civil a los más altos organismos y autoridades del Archipiélago.


    Cuando esto ocurría era corregidor de Gran Canaria el teniente coronel don Nicolás de la Santa Ariza, cuya situación no pudo ser más difícil en medio de aquel pugilato, pues si como corregidor y justicia mayor estaba en íntima relación y conexión con la Real Audiencia, como capitán a guerra y teniente coronel no eran menores sus ligaduras con el comandante general. Como el peligro más inmediato venía del organismo de la isla de su residencia, el corregidor Santa Ariza, imposibilitado de obedecer órdenes contradictorias en abierta pugna, se inclinó por instinto al partido de aquélla, y recibió con ello, de rechazo, su exoneración como comandante militar, pues Bernardi designo en 1765 gobernador de las armas de Gran Canaria al coronel del regimiento de la ciudad capital, don Fernando del Castillo, caballero de la Orden de Calatrava y primer conde de la Vega Grande de Guadalupe.


    En la lucha entablada salió triunfante el comandante general don Domingo Bernardi, ya que por Real despacho de 31 de agosto de 1765 resolvió Carlos III, asesorado por don Leopoldo de Gregorio, marqués de Squilace, “que el conocimiento de la saca de frutos y géneros de una isla a otra pertenecía al comandante general, como superintendente de la Real hacienda, sin que deba ingerirse en él la Audiencia”. Quiso, entonces, Bernardi asegurar aún más su triunfo y gestionó y obtuvo la Real orden de 19 de mayo de 1766, despachada en Aranjuez, por la que se transfería de una vez para siempre el gobierno militar, en tiempos de paz, a los coroneles del regimiento de Las Palmas, que se titularían desde la fecha gobernadores de las armas. Con arreglo a dicha Real orden los comandantes generales deberían en tiempos de guerra designar para el mando como delegado suyo a un jefe militar experto, “aunque fuese de grado inferior”.


    Don Miguel Hermosilla censura, con razón, en su Descripción topográfica, política y militar de la Isla de Gran Canaria, esta medida que desvinculó al Cabildo, del cual el corregidor era presidente, del gobierno castrense. “La ciudad —dice— vive desentendida de lo militar, y apenas auxilian a quien consideran usurpador de sus glorias. Con ello aquel Senado, que tanto había procurado en otro tiempo la gloria de la República y conservación de los aprestos y efectos militares de sus fortalezas..., sin influencia en el mando militar, no ha pensado más que en lo político’’ 117.


    Desde 1766 desempeñaron el cargo de coroneles del regimiento de Las Palmas con el gobierno anejo de las armas los oficiales de milicias siguientes: don Fernando del Castillo, conde de la Vega Grande de Guadalupe (1766-1788); don Cristóbal del Castillo Ruiz de Vergara (1788- 1790) y don Francisco de León y Matos (1790-1800).


    La situación del ejército de Gran Canaria con anterioridad a la reforma del coronel don Nicolás de Mazía Dávalos la conocemos perfectamente por las noticias insertas en la Descripción, antes citada, del ingeniero Hermosilla.


    La isla seguía contando con su presidio de soldados más o menos veteranos y con su tres regimientos de milicias en Las Palmas, Telde y Guía.


    El presidio o destacamento lo seguían formando de 40 a 60 soldados con un sargento mayor al frente, todos ellos pagados del Real erario. “La ciudad —dice, refiriéndose a tiempos pasados— cuidaba de acuartelarlos a fin que atendiesen a la quietud, buen orden y policía de la población y también para que guarneciesen los castillos y fortalezas... Después de algún tiempo —añade— se sustituyeron a los españoles, alistándose para soldados del presidio los mismos naturales de la isla y los más limpios y honrados y conocidos del pueblo, de suerte que bastaba hacer constar y verle soldado del presidio para que se le tuviese por todos por hombre sin nota, sin tacha en su nacimiento y costumbres...”


    Los tres regimientos de infantería seguían organizados a base de compañías. “El número de hombres de cada compañía —afirma Hermosilla— no era fijo, porque dependía del mayor o menor número de hombres aptos para tomar las armas desde dieciséis años hasta que se inutilizaban por muy viejos, pues se consideraban milicianos en la isla todos los naturales avecindados en ella, excepto negros, mulatos, borriqueros, arrieros y molineros.”


    “Para servicio de la artillería de los castillos y fortalezas había también una compañía de milicias de artillería, compuesta de un capitán, un teniente y sus condestables con 90 o 100 hombres, para que en todos los rebatos ayudasen a los artilleros del presidio, que con sueldo y un maestro caporal, que los instruía, vivían repartidos en cada castillo.”


    Había también una compañía de milicias a caballo compuesta de “los vecinos hidalgos, honrados y hacendados que podían mantener un caballo con los arneses, armas, pistolas, carabina y demás menaje...” A ellos tenía concedidos el Rey, “por Reales cédulas, los mismos fueros, privilegios y exenciones que están concedidos a los individuos de milicias del Real cuerpo de artillería”.


    En total sumaban estas fuerzas encargadas de la defensa de la isla de Gran Canaria 4.400 hombres.


    * * *


    Sobre la comisión del coronel don Nicolás de Mazía Dávalos no hay por qué insistir aquí, ya que de sobra conoce el lector las menores incidencias de la misma. Sólo nos interesa estudiar ahora la estancia del inspector en Las Palmas y las reformas por él acometidas en la organización militar de la isla.


    Don Nicolás de Mazía Dávalos se trasladó a Las Palmas en el mes de diciembre de 1771 y residió en Gran Canaria por espacio de unos seis meses dedicado por completo a la reorganización de sus milicias.


    Lo primero que hizo el coronel fue reformar el presidio, que desapareció en 1772, para dar paso a la constitución de la llamada guarnición fija, al igual que en Tenerife. Sobre la base del presidio y de los soldados veteranos venidos de la Península, el inspector Mazía Dávalos organizó una compañía fija de infantería, compuesta de 100 hombres. Al frente de esta compañía colocó un capitán, un teniente y un subteniente. Los 100 hombres que formaban la misma se distribuían así: un sargento primero, dos sargentos segundos, un tambor, cuatro cabos primeros, dos cabos segundos y 90 soldados. Esta compañía tenía por objeto primordial “la quietud de la población, guarda diaria de baterías y castillos y urgencias de la isla” 118. Su régimen y uniforme era el mismo de las compañías de Tenerife.


    En cambio, no organizó en Gran Canaria el inspector Mazía Dávalos una compañía fija de artillería, sino que dispuso que de la compañía de Tenerife viniese a Las Palmas, todos los meses, un destacamento, “para cuidar de la artillería y enseñar a los artilleros pagados que mantiene la ciudad para los castillos que son de su dotación” 119.


    La reorganización de las milicias fue empresa más fácil en esta isla, ya que no contando más que con tres regimientos, el inspector los respetó a todos, limitándose a modificar su estructura interna. Cada uno de estos regimientos dispuso que se compusiese de 960 plazas (sin contar oficiales, sargentos y tambores), agrupadas en 10 compañías: ocho de fusileros, una de granaderos y una de cazadores. Lo mismo que en Tenerife, los oficiales de estas dos últimas compañías se considerarían incorporados a la plana mayor del regimiento.


    De esta manera formarían la plana: el coronel, teniente coronel, ayudante mayor, ayudante segundo, capitanes de granaderos y cazadores, tenientes de granaderos y cazadores y subtenientes de granaderos y cazadores.


    La oficialdad de cada regimiento la formaban además ocho capitanes, ocho tenientes y ocho subtenientes de fusileros. Los grados subalternos eran: seis sargentos primeros, seis cabos primeros, un tambor mayor y un primer pífano.


    El número de plazas dentro de cada regimiento ascendía en total a 984, a razón de 123 hombres por compañía (incluyendo en la cifra anterior sargentos y cabos), cifra más elevada que la de los regimientos tinerfeños. Conviene insistir en la salvedad hecha al referirnos a éstos: no eran diez compañías de 123 hombres, que harían un total de 1.230, sino ocho compañías, en cada una de las cuales había destacados ocho granaderos y un cabo, ocho cazadores y un cabo y ocho gastadores y un cabo. Los granaderos y cazadores de estas ocho compañías se agrupaban en las ocasiones precisas, con independencia, para formar las dos compañías que completaban la cifra global de diez.


    El coronel Mazía Dávalos designó cabeza o capital de cada compañía al lugar de mayor población, en donde se habían de concentrar los milicianos todos los domingos para hacer ejercicio. Las ocho compañías de fusileros del regimiento de Las Palmas radicaban en la ciudad, pago de Jinamar, “pueblo de la Parroquia” (sic), San Lorenzo, Arucas, Teror, la Vega y Valleseco. Las compañías del regimiento de Guía tenían como cabeza: Guía, Gáldar, Agaete, Moya, Cerrillo, Tejeda y la Aldea de San Nicolás.


    El inspector Mazía señaló el tercer domingo de cada mes como el día de concentración general de las compañías de cada regimiento para hacer ejercicio o maniobras.


    En cuanto a la artillería de milicias, la única compañía existente la desdobló el inspector en dos de 120 hombres cada una, exclusos oficiales y sargentos. Los mandos de estas compañías los formaban un capitán, un teniente, un subteniente, cuatro sargentos, cinco cabos primeros, cinco cabos segundos y un tambor.


    Como nota general cabe destacar la supresión de los sargentos mayores, lo mismo que en la isla de Tenerife.


    * * *


    Después de la reforma muy poco cabe señalar en la historia de las milicias de Gran Canaria, y estos escasos datos han sido más o menos puntualizados al estudiar las milicias de Tenerife.


    En 1777 resucitaron los sargentos mayores, así de la isla como de los regimientos. El ingeniero Hermosilla consigna a este respecto los datos siguientes: “El año 1777 restableció S. M. en la plaza e isla de Canaria el empleo de sargento mayor de ella con el sueldo de 75 escudos y además 30 por comisión y facultad que en el Real despacho se le concede para que visite los castillos y fortalezas que se hallen en su distrito, cuidando de que estén provistos de artillería, armas, municiones y demás pertrechos, cuya comisión y empleo se confirió a don Pedro Dionisio Mac Kintosh” 120. Desempeñaron el cargo más adelante don Marcelino Prat y Ribera (1789), don José Barreiro (1790) y don Pablo Bethencourt (1797).


    Dos años más tarde, en 1779, cabe señalar un detall de don Eugenio Fernández de Alvarado, marqués de Tabalosos, firmado en Santa Cruz el 9 de marzo, por el que ordenaba que se agregasen a la compañía fija de infantería 70 hombres y dos subalternos del regimiento de milicias de Las Palmas “para el servicio de la plaza”. Asimismo mandó que 40 soldados de artillería de milicias, con un oficial al frente, se agregasen al destacamento “para el servicio de las fortalezas” 121. La causa de estas medidas fue la guerra contra la Gran Bretaña.


    Pocos años más tarde, en 1782, don Joaquín Ibáñez Cuevas, marqués de la Cañada, decidió concentrar en Santa Cruz de Tenerife todas las compañías fijas de infantería con propósito de organizar el batallón de Canarias, y con tal objeto expidió órdenes para que la compañía de Las Palmas abandonase esta ciudad. Desde 1783 todos los meses embarcaban en Santa Cruz 60 soldados veteranos que se dirigían a Las Palmas para guarnecer los castillos y mantener el orden en la ciudad capital. Estos soldados se turnaban en el servicio de manera que 34 estaban ocupados en tiempo normal mientras 26 quedaban francos122.


    Por último cabe destacar aquello que el Reglamento de 18 de septiembre de 1803 establecía, con particularidad, para Gran Canaria. Este importante texto legal suprimía dos de los regimientos de la isla, los de Telde y Guía, de manera que sólo había de quedar en pie el de Las Palmas, compuesto de 1.000 hombres.


    Al frente del regimiento de Las Palmas estaría la plana mayor, compuesta de coronel, sargento mayor, ayudante mayor, abanderado, capellán, cirujano, maestro armero y tambor mayor. El regimiento se compondría de un solo batallón dividido en cuatro compañías de 250 hombres cada una.


    El reglamento de 1803 no tuvo efectividad legal, y, por tanto, la situación militar de Gran Canaria en 1808 era muy semejante a como la dejara el coronel Mazía Dávalos después de sus atinadas reformas.


    V. Las milicias de las islas de La Palma, Lanzarote, Fuerteventura, La Gomera y El Hierro (1659-1800).


    En la organización militar de la isla de La Palma poco cabe destacar en relación con sus hermanas las islas de Tenerife y Gran Canaria. Durante el siglo XVII las milicias de La Palma se agruparon en un tercio de infantería, de número variable de compañías, con un maestre de campo al frente y una oficialidad compuesta de sargento mayor, capitanes y alféreces. Las compañías se distribuían por los distintos lugares de la isla.


    Desempeñaron el cargo de maestre de campo, entre otros, los oficiales siguientes: don Nicolás Massieu, don Ventura Salazar de Frías, don Juan de Sotomayor Topete y don Miguel de Abreu Reje.


    Con el advenimiento de la Casa de Borbón se opera en las milicias de La Palma la misma transformación ocurrida en Tenerife y Gran Canaria. Los tercios se convierten en regimientos y los maestres de campo pasan a denominarse coroneles. Esta reforma hay que datarla en 1708 y fue llevada a cabo por el capitán general don Agustín de Robles y Lorenzana.


    La Palma contó además con dos compañías de milicias independientes, una de artillería, para guarnición de los fuertes, y otra de caballería.


    Para la provisión de los cargos de maestre de campo en el siglo XVII, coroneles en el XVIII, sargentos mayores, capitanes, etc., el Cabildo de esta isla disfrutó de las mismas preeminencias que sus hermanas las otras islas realengas, Tenerife y Gran Canaria, y en el goce de estos privilegios pasó por las mismas vicisitudes que aquéllas.


    En el siglo XVIII desempeñaron el cargo de coronel, entre otros, los oficiales siguientes: don Juan de Guisla, don Nicolás Massieu Monteverde, don Juan Massieu Fierro, don Nicolás Massieu Campos y don Antonio Sotomayor Topete y Massieu.


    Conviene hacer una advertencia sobre las funciones anejas a los cargos de maestre de campo y coronel del tercio y regimiento de La Palma, pues como la isla estuvo siempre regida por un teniente de corregidor letrado, los maestres y coroneles asumieron el mando militar y fueron gobernadores de las armas de la isla. Su situación fue idéntica a la de la isla de Gran Canaria después del cambio de 1766.


    En cuanto a la comisión del inspector don Nicolás de Mazía Dávalos, éste se encontraba en Santa Cruz de La Palma en julio de 1772 dedicado al arreglo de sus milicias. Como La Palma sólo contaba con un regimiento de infantería, el inspector lo respetó, limitándose nada más que a su reforma.


    A partir de 1772 el regimiento de La Palma, compuesto hasta entonces de 3.200 hombres, se redujo a 1.176 plazas, que se distribuían en ocho compañías de 148 soldados cada una. Estas compañías de fusileros tenían agregados los correspondientes granaderos, cazadores y gastadores hasta completar el número de diez compañías, lo mismo que en Tenerife y Gran Canaria.


    Mazía Dávalos organizó también una compañía de artilleros en la ciudad, de 130 plazas, y media compañía en Tazacorte con un sargento, un cabo y 17 artilleros.


    Por último, el reglamento de 1803 respetó el regimiento existente en Santa Cruz de La Palma, aunque redujo el número de sus componentes de 1.176 plazas a 600.


    * * *


    Las islas menores, Lanzarote, Fuerteventura, La Gomera y El Hierro, todas ellas de señorío, contaron también con sus milicias propias organizadas en pie de compañías.


    Ello no obsta para que en determinados períodos existiese en estas distintas islas un tercio de milicias más o menos fantástico, con su maestre de campo al frente. Precisamente la existencia en documentos del siglo XVII de distintos vecinos titulándose como tales, es el mejor argumento en favor de la existencia de los tercios 123.


    La oficialidad de las milicias era libremente designada por los señores hasta el año 1647, en que por Real cédula de 2 de febrero se previno a éstos que no hiciesen nombramientos para la provisión de plazas vacantes de sargento mayor y superiores, cuya designación reservaba el Rey para sí a propuesta de los capitanes generales del Archipiélago, que solían oír por deferencia al propietario jurisdiccional.


    Los señores ejercieron, pues, en las islas menores las mismas funciones que los Cabildos en las islas mayores, y sus facultades estuvieron sujetas a idénticas mermas y despojos. Desde 1647 se limitaron a nombrar capitanes, cuyas patentes expedía el capitán general, tomándose nota de los títulos por la veeduría. Los capitanes designaban a su vez, con la aprobación de los señores, a los alféreces de las compañías.


    Este régimen persistió hasta el año 1661, en que por Real cédula de 15 de mayo quedaron limitadas las facultades de los señores a proponer en terna tan sólo en las vacantes de las capitanías, cuya designación hacía libremente el Consejo de guerra. Esta Real cédula fue ratificada por otra de 11 de noviembre de 1668.


    Esta situación persistió hasta principios del siglo XVIII. Lanzarote contaba por entonces con seis compañías de infantería y dos de caballería; Fuerteventura, con cinco y una; La Gomera, con seis y una, y El Hierro, con cuatro y una.


    La reforma del año 1708 afectó tan sólo a las islas de Lanzarote y Fuerteventura, que organizaron sendos regimientos de infantería, mientras La Gomera y El Hierro seguían apegadas al viejo patrón de la compañía de milicias. Los coroneles de estos regimientos asumieron el gobierno de las armas de toda la isla.


    Fueron, entre otros, coroneles de la isla de Lanzarote don Pedro Brito y don Rodrigo Peraza de Ayala.


    En la isla de Fuerteventura acapararon el cargo de coronel las familias Cabrera y Sánchez Dumpiérrez.


    En La Gomera y El Hierro el gobierno de las armas estuvo en manos de un capitán, designado por el comandante general a propuesta del señor privativo.


    Cuando el coronel don Nicolás de Mazía Dávalos visitó estas cuatro islas en 1772-1773, reorganizó sus milicias, formando sobre la base de sus viejas unidades militares cuatro regimientos.


    El regimiento de Lanzarote lo dejó reducido a 592 hombres, que se distribuían en ocho compañías de 74 soldados cada una. El regimiento de Fuerteventura se componía de 744 plazas, agrupadas en ocho compañías de 93 hombres. El regimiento de La Gomera contaba con 624 hombres, distribuidos en seis compañías a razón de 104 soldados por compañía, y el regimiento de El Hierro lo formaban 420 hombres, con cuatro compañías de 105 cada una.


    En cuanto a la composición de estos regimientos era muy semejante a la de las demás islas.


    Las compañías de Lanzarote tenían por cabeza los lugares de Teguise, Haría, Yaiza, Tías, San Bartolomé, Tinguatón, Tamara y Tesequita. Las compañías de Fuerteventura tuvieron su asiento en Betancuria, Oliva, Pájara, Tetir, Ampuyenta, Casillas de Morales, Tuineje y Calderete. Las compañías de La Gomera radicaban en San Sebastián, Alajeró, Chipude, Vallehermoso, Agulo y Hermigua. Y, por último, las compañías de El Hierro quedaron fijadas en Valverde, San Pedro, Erese y Azofa.


    Esta era, en líneas generales, la organización de las milicias de las islas menores al finalizar el siglo XVIII.


    FIN DEL TÍTULO XV


    Fortificaciones y milicias

  


  
    Ilustraciones


    Las Palmas en el siglo XVII.


    Pedro Agustín del Castillo. 1676.


    [image: W_Las_Palmas_P_A_delCastillo]


  


  
    Los barrios de San Juan y San Roque, vistos desde el barranco de Guiniguada.


    Las Palmas de Gran Canaria.
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    Las Palmas en 1773.


    Lámina XXXI. José Ruiz.
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    Las casas de la Inquisición.


    En la calle de la Vera Cruz (hoy Doctor Chil), esquina a San Marcos (hoy Doctor Verneau), y la capilla frontera del convento de Recoletas de San Ildefonso.
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    El puente del obispo Verdugo, sobre el Guiniguada.
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    Plano de Las Palmas, levantado por el ingeniero Luis Marqueli en 1792.


    Lámina XXXIV.
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    El Pilar Nuevo.


    Junto a la fachada posterior a la catedral de Las Palmas de Gran Canaria.
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    Plano de la obra de la catedral de Las Palmas,


    cuya cabecera cimentó por completo el arquitecto Eduardo.
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    Fachada posterior de la catedral de Santa Ana, de Las Palmas.
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    Fachada de la catedral de Santa Ana, según el proyecto de Lujan Pérez.


    Lámina XXXVI. Dibujo de A. Distan y litografía de Lasalle.
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    La ciudad de Las Palmas vista desde el barrio de San Roque.


    En primer término, a la derecha, el hospital de San Martín.
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    La villa de Gáldar, presidida por la iglesia de Santiago de los Caballeros.
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    Planta de la nueva parroquia de la Concepción.


    Proyecto de Antonio José Eduardo. (Laguna, 20 de noviembre de 1776.)
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    La nueva parroquia de la Concepción,


    según el proyecto de Antonio José Eduardo.
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    La cabecera del templo de la Concepción. según el proyecto de Diego Nicolás Eduardo.


    según el proyecto de Diego Nicolás Eduardo.
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    Lámina XXXVII. Plano de Santa Cruz.
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    Detalle del plano de Santa Cruz de 1740. (Lámina XXIV)
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    Detalle del plano de Santa Cruz de 1771 (Lámina XXXVIII).
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    Plano de Santa Cruz de Tenerife, sus castillos, baterias. muelle, costas y sondeo.


    Dibujo del ingeniero José Ruiz. (1771)
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    Fig. 40. Planta de la parroquia de la Concepción.


    Plano de don Arturo López de Vergara.
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    El convento de Santo Domingo.


    Plano de don Arturo López de Vergara.
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    Fachada de la iglesia del convento de San Francisco.
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    Lámina XXXIX.


    Primer proyecto para la construcción del muelle de Santa Cruz de Tenerife.


    [image: Primer_proyecto_puerto_SCruz]

  


  
    Lámina XL.


    Ruina ocasionada por un violento temporal en el muelle de Santa Cruz el año 1755, antes de su definitiva conclusión.
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    Lámina XLI.


    Plano para la reconstrucción del muelle de Santa Cruz e instalación de una batería en su martillo.
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        1 Véase el TÍTULO VI. Las fortificaciones del Archipiélago, capítulo XVII de esta obra.

      


      
        2 Véase el TÍTULO VI. Las fortificaciones del Archipiélago, capítulo XVII de esta obra.

      


      
        3 Véase el TÍTULO VI. Las fortificaciones del Archipiélago, capítulo XVII de esta obra.

      


      
        4 Castillo, pág. 194.


        Hasta ahora, hemos establecido como media familiar el número de cinco individuos, coeficiente admitido en nuestros días.


        Pero en el siglo XVIII, en Canarias, viene a oscilar este coeficiente entre cuatro y cinco miembros por familia o vecino.


        Véase, sobre este particular, EMILIO HARDISSON Y PIZARROSO: Santa Cruz de Tenerife y su puerto, en “Revista de Historia”, de La Laguna, 76 (1946), 374, nota 8.


        El mismo CASTILLO en su Descripción de las Yslas de Canaria, escrita años antes, en 1686, da como población de Las Palmas 1.700 vecinos.

      


      
        5 Viera y Clavijo, tomo III, pág. 434.

      


      
        6 Siete mil reales se abonaron a Luzero por su obra (Acta del Cabildo correspondiente a la sesión de 18 de junio de 1635.)


        Del patronato de la capilla se hizo cargo don Juan Fernández de Oñate, por convenio con el Cabildo, firmado el 19 de diciembre de 1648, ante el escribano Bartolomé de Mirabal Rivero.


        Simón Benítez Padilla: Datos sobre la catedral de Las Palmas, recopiladas por... (ms.).

      


      
        7 La escritura ante el escribano Francisco Suárez.

      


      
        8 Véase el TÍTULO VI. Las fortificaciones del Archipiélago, capítulo XVII de esta obra.

      


      
        9 Viera y Clavijo, tomo IV, pág. 339.

      


      
        10 Páginas 25-26.


        Castillo Ruiz de Vergara, pág. 197.


        Viera y Clavijo, tomo III, pág. 435, y tomo IV, pág. 314.

      


      
        11 SOSA, pág. 28.


        Castillo, pág. 197.


        Viera y Clavijo, tomo III, pág. 435, y tomo IV, págs. 393-394.

      


      
        12 Este edificio ocupaba, más o menos, el solar que hoy encuadran, en el barrio de Triana, las calles de Buenos Aires, Pérez Galdós, Domingo Navarro y General Franco (hoy Primero de Mayo), por el norte, este, sur y oeste, respectivamente.

      


      
        13 SOSA, pág. 33.

      


      
        14 Sosa, pág. 33.


        Viera y Clavijo, tomo IV, pág. 291.


        Juan Bosch Millares: El hospital de San Martín, Las Palmas, 1940, pág. 24.

      


      
        15 Juan Bosch Millares: El hospital de San Martín, Las Palmas, 1940, página 25.


        Desde luego, la ermita de San Telmo estaba por completo reconstruida en 1686, pues don Pedro Agustín del Castillo la dibuja en su plano de Las Palmas. Aparece en pie, cubierta con su tejado a dos aguas.


        Para conocer los fines benéficos de la cofradía citada, véase Antonio Rumeu de Armas: Historia de la previsión social en España. Madrid, 1944, pág. 383.

      


      
        16 Hoy la calle es totalmente conocida con el nombre de Espíritu Santo.

      


      
        17 En el siglo XVIII los patronos de la ermita de Nuestra Señora de la Luz encargaron al ingeniero don Miguel Hermosilla que proyectase una verdadera iglesia para ser construida en aquel lugar. Hermosilla debió recibir este encargo hacia 1780.


        El plano que delineó, de neoclásica factura, se conserva en el Servicio Histórico Militar de Madrid.

      


      
        18 Sosa, pág. 142.


        Castillo, pág. 226.


        Viera y Clavijo, tomo IV, pág. 119.

      


      
        19 Hoy Constantino.

      


      
        20 El caserío en la calle de Triana llegaba hasta la actual calle de Buenos Aires.

      


      
        21 Sosa, pág. 28.


        CASTILLO, pág. 225.


        Viera y Clavijo, tomo IV. págs. 119 y 405.


        Como ya expusimos, las calles indicadas se llaman en la actualidad:


        Vera Cruz = Doctor Chil.


        Santo Domingo o San Ildefonso = Luis Millares.


        Canónigos = López Botas.


        San Marcos = Doctor Verneau.

      


      
        22 Hoy Armas.

      


      
        23 SOSA, pág. 116.


        Viera y Clavijo, tomo IV, pág. 190.

      


      
        24 Sosa, pág. 29.


        Viera y Clavijo, tomo IV, pág. 384.

      


      
        25 Viera y Clavijo, tomo IV, págs. 181, 423 y 432.


        Millares Torres, tomo VI, págs. 113 y 227.

      


      
        26 Sosa, pág. 23.

      


      
        27 Láminas XXXI, XXXIII, XXXIV.

      


      
        28 Viera y Clavijo, tomo IV, pág. 408.

      


      
        29 Sosa, pág. 29.


        Viera y Clavijo, tomo IV, pág. 407.

      


      
        30 Así lo declara Hermosilla en el expediente de la catedral de Las Palmas, al que aludiremos inmediatamente.

      


      
        31 Estas calles se llaman hoy:


        Carnicerías = Mendizábal.


        Lonjas = Calvo Sotelo.


        Paseo Nuevo = Calle de Servera.

      


      
        32 A. H. N.: Sala de Gobierno de Castilla, leg. 3.339-22. José Eguiluz: El estado de la agricultura, industria, obras públicas y otros ramos en aquella isla.

      


      
        33 Hoy Sor Jesús.

      


      
        34 A. H. N.: Sala de Gobierno, leg. 3.339-22. Escrito citado.

      


      
        35 Hoy Frías.

      


      
        36 Se asegura que hasta intentó de dotar a la ciudad de alumbrado.


        Millares Torres, tomo VI, pág. 250. Este autor asegura que el mercado o recova fue construido por Eguiluz en la plazuela de la Cruz Verde, al final de la calle de la Herrería. Creemos que de haberse emplazado allí fue con posterioridad, en el siglo XIX.


        Eduardo Benítez Inglott: Las calles de Las Palmas (ms). Conferencia pronunciada en El Museo Canario en 1943.

      


      
        37 La obra de traída de aguas fue costosísima, ya que rebasó los 16.000 pesos. Después de vencer innumerables dificultades, logró Cano que la acequia llegase al barrio de San Roque, desde cuya altura repartió el agua entre las varias fuentes de la ciudad. Las Palmas contaba entonces con diversas fuentes, entre las que destacaban el Pilar Nuevo, trasladado desde hacia años de la plaza de Santa Ana, a espaldas de la catedral, a la plazuela llamada Vieja, junto a la de los Álamos o San Martín; el pilar de Santo Domingo, en la plaza de este nombre, frente al convento de San Pedro Mártir; el pilarillo de la Inquisición, en la calle de los Canónigos, junto a aquel edificio; el pilar del Espíritu Santo, en la plaza de este nombre; el pilar del Perro, pasado el puente, en Triana, al comienzo de la actual calle de Fuentes; el pilar de San Francisco, en la plaza de este nombre, y el pilarillo de Triana, junto a la ermita de San Telmo, para suministro de las barcas y navíos que traficaban por aquella caleta. La actual calle de Pilarillo Seco recuerda la existencia de esta última fuente.

      


      
        38 Luego parque de San Telmo y hoy de Cervantes.


        N.A.E.: Hoy, de nuevo San Telmo.

      


      
        39 Esta calle se llamó luego de Ceniceros y hoy de Francisco Gourie.

      


      
        40 Estas calles se llaman hoy así.

      


      
        41 Hoy plaza de San Bernardo.

      


      
        42 Hoy calle de Bravo Murillo.


        Millares Torres, tomo VI, págs. 250-253.


        Benítez Inglott, conferencia antes citada.

      


      
        43 El testimonio es del propio arquitecto, de la catedral, Diego Nicolás Eduardo.

      


      
        44 Estas noticias y cuantas se insertan a continuación —menos cuando se hace mención expresa de otras fuentes— están tomadas del Expediente formado en virtud de Real Orden de S. M. remitiendo a consulta del Consejo una representación de don Miguel Hermosilla, ingeniero ordinario, hecha a S. M. sobre que se suspendiese la obra de la Iglesia Catedral de Canaria, como contraria a las Reales Órdenes y únicamente para eternizar el mal gusto, acompañando también, los informes que sobre ‘este asunto hicieron el Comandante general de aquellas Islas y el Rvdo. Obispo.


        Véase el Título VI, cap. XVII, nota 403.

      


      
        45 Expediente... citado.

      


      
        46 Don AGUSTÍN MILLARES TORRES, en sus Biografías de canarios célebres, Las Palmas, 1878, tomo I, pág. 235, asegura que el Cabildo fluctuaba por aquella época en emplear sus ahorros en la repoblación de los distritos del sur de las islas de Gran Canaria y Tenerife o en el aumento del número de parroquias en ambas.


        No nos parece admisible la noticia.

      


      
        47 Este plano se conserva original en el Servicio Histórico Militar de Madrid.

      


      
        48 El ingeniero Hermosilla no juzgó imprescindible, como era natural, el derribo de la iglesia vieja para el levantamiento del plano; mas el Cabildo, arrastrado por el influjo del racionero Eduardo, que hizo ver que sería más fácil y segura la evaluación del coste, y dando por inevitable un derribo que sólo podía aplazarse unos meses, aceptó esta fórmula después de una larga y minuciosa discusión.


        Así consta en el acta de 4 de diciembre de 1780.


        El derribo de la iglesia vieja se inició simbólicamente el 7 de enero de 1781 por mano del propio prelado Herrera, a quien siguieron los demás capitulares en la tarea.

      


      
        49 Las Palmas, 1878, tomo I, pág. 237.

      


      
        50 Historia de la parroquia matriz de Nuestra Señora de la Concepción. La Laguna, 1915, pág. 250.

      


      
        51 En el Archivo Militar de Segovia se conservan tan sólo los documentos referentes a Diego Nicolás Eduardo.


        El primero, es la licencia mencionada. Está expedida en Segovia el 11 de junio de 1774.


        El segundo, es una instancia de Eduardo pidiendo desde Las Palmas, en 1786, una certificación de sus servicios. El director de la Academia, conde de Lacy, así lo acordó el 14 de octubre de 1786.


        Consta que se expidió la certificación —que no aparece— el 21 de octubre del año mencionado.

      


      
        52 Ibid.

      


      
        53 Antonio Rumeu de Armas: El arquitecto canario Diego Nicolás Eduardo y La obra arquitectónica de Diego Nicolás Eduardo y la de su hermano Antonio José, articulos publicados en el diario “La Tarde”, de Santa Cruz de Tenerife, correspondientes a los días 26 y 30 de julio de 1946.


        Sebastián Padrón Acosta: El arquitecto lagunero Antonio José Eduardo (artículo publicado en el mismo diario correspondiente al 9 de noviembre de 1946); Diego Nicolás Eduardo y la catedral de Las Palmas (“La Tarde”, noviembre de 1946); La muerte del arquitecto Diego Nicolás Eduardo (“La Tarde”, 23 de septiembre de 1947).


        Agustín Millares Torres: Biografías de canarios célebres. Las Palmas, 1878, tomo I, págs. 231-244.

      


      
        54 Tomo II, págs. 270-278.

      


      
        55 Ibid., pág. 278.

      


      
        56 Además tuvo que permutar el Cabildo, para alinear debidamente las gradas de acceso a la nave de la Epístola, un trozo de solar resultante del derribo de la casa de Cigala por otro que era propiedad de doña Clara Romero Ximénez de Embún, Véase el plano de la catedral, dibujado por Eduardo, en las Ilustraciones, núm. 5, letras a y b. Las gradas están señaladas con el núm. 7.


        Las principales dependencias con que contó el templo fueron la sacristía mayor (letra D), dos piezas accesorias a la sacristía (G), escaleras interiores (H), etc.

      


      
        57 Calle nueva del Sagrario, hoy San Marcial.

      


      
        58 Plano de Eduardo. Planta de la catedral en Ilustraciones.

      


      
        59 Ibid., núm. 1, letras A. A. A.

      


      
        60 Estas explicaciones las da Eduardo para deshacer los torpes manejos de sus enemigos contra su persona.


        Más adelante añade:


        “Disputabase y sosteniase, hasta en algunos estrados, que el cimiento hecho de piedras pequeñas era preferible al que se dispuso de piedras muy grandes, porque estas, por su mismo peso, podían rodarse con el tiempo y falsear la obra, semejante proposición, sin respecto a la naturaleza y firmeza del solar ni a la calidad de los materiales, es incierta, como se evidenciara por la exacta narración de lo que se practico, a saber: Despues de limpio el suelo firme de almendrado, que encontramos a un mismo nivel, se tendio, lo primero, una igualada de cal y arena con ripio muy menudo de piedra viva; después se fueren poniendo por hiladas, asentadas con argamasa de la misma cal y piconcillo, las piedras grandes, cuyo tamaño vendría a ser en su mayor espesor desde una vara hasta vara y media castellana y su calidad en igual en todas, de mas firmeza que la cárdena y berroqueña y muy semejante al pedernal... Así, por hiladas encascadas e iguales a nivel se fue subiendo todo el cimiento encajonado en sus zanjas, cortadas en un terreno bastante firme para servirle de apoyo por sus costados internos y externos”.


        Luego se alarga elogiando “la suma solidez de las piedras grandes y del ripio”, el inmejorable “encastre mutuo que se dio a dichas piedras en cada una de las hiladas”, “la bondad de nuestra cal, especialmente para las obras subterráneas, la de la arena y piconcillo”, etc., etc.


        Plano parcial... en Ilustraciones: Letras: a, cimientos. b, sala de remate de rentas. c, archivo. d, panteón. e, altar. f, ornamentos. g, pieza de comunicación. h, alojamiento del sacristán y osario. l, sumidero. m, piezas bajo el presbiterio.

      


      
        61 Consta de 47 folios.


        Su título completo es: Informe que en virtud de orden de los M. I. S. Presidente y Cabildo de la Santa Iglesia de Canarias, por su acuerdo de 27 de mayo de 1783, a consequencia de una carta de Iltmo Sr. Obispo Dn. Fr. Joaquim de Herrera, su actual prelado, con la misma fecha, sobre la empresa, progresos, presente estado e incidentes de la Nueva Obra para concluir su Templo Catedral, da el Dr. Dn. Diego Nicolás Eduardo, Racionero de la misma Santa Iglesia, como Diputado de su Ilmo Cabildo para dirigir dicha Nueva Obra.

      


      
        62 Tiene fecha 30 de junio de 1783.

      


      
        63 De dicho plano, de grandes proporciones, están tomadas las fotografías que ilustran sobre el particular esta obra.


        El título que lleva el plano es el siguiente: Planos, parcial y general, de la Sta. Iglesia catedral de las Islas Canarias que para emprender su conclusion, y por encargo del Ilustrisimo Señor Don Fray Joaquín de Herrera, su ultimo Prelado, y de los Señores Dean y Cabildo de dicha Santa Iglesia proyecto y ha delineado el Doctor Don Diego Nicolás Eduardo, Racionero de la misma; con distinción de la parte que estaba ya construida y de la proyectada de nuevo bajo el mismo estilo, puesta en ejecución desde el día 26 de julio, dedicado a la Señora, Santa Ana, su Patrona titular, del año de 1781, y con varias notas para su inteligencia, los que se remiten a la superior inspección de la Real Academia de San Fernando en virtud de acuerdo de la mismos Señores Dean y Cabildo.


        Este plano, hasta ahora por completo desconocido, tuvo que tener, como es natural, diversas réplicas más o menos perfectas. Tuvieron que ser, además, infinitos los dibujos que delineara Diego Nicolás Eduardo con ocasión de la dirección de estas obras (planta, alzados, perfiles, detalles ornamentales, etc.). ¿Qué ha sido de este verdadero caudal informativo de carácter gráfico? Parece que nada se conserva en los archivos de la catedral de Santa Ana, de Las Palmas. Sin embargo, algunos trabajos de Eduardo se conservaban en dicho archivo a mediados del siglo XIX, pues el arquitecto don Manuel Oráa y Arcocha, encargado en 1854 de proyectar la continuación de fachada, alude a la “sola planta” que de Eduardo se conservaba en dicho depósito.

      


      
        64 La notificación a Mondragón fue hecha el 20 de diciembre de 1784.

      


      
        65 La notificación a Mondragón fue hecha el 22 de marzo de 1786. El apoderado respondió el 27 de marzo que, según sus noticias, Diego Nicolás Eduardo ya tenía por aquella fecha delineados los planos, y que la demora en presentarlos sólo obedecía de seguro al retraso de los correos.


        La Sala de Gobierno del Consejo, por decreto de 31 de marzo, resolvió dar un plazo improrrogable de seis meses para presentarlos. Así se le comunicó a Mondragón el 3 de abril de 1786.


        Nada más consta en el Voluminoso expediente.

      


      
        66 De Diego Nicolás Eduardo no se conserva en la Real Academia de Bellas Artes de San Fernando ningún plano o dibujo. Por lo menos, nuestras rebuscas en su archivo han sido infructuosas hasta ahora.

      


      
        67 Miguel Hermosilla, en su Descripción... varias veces citada, escrita en 1785, ataca también a las obras para la terminación del templo catedralicio: “Si se concluyera como se comenzó —dice— pudiera competir con otra qualesquiera de las de su especie; pero después de dos siglos de estar sin atreverse a seguirla, por falta de maestros, en junio del año 1781 se comenzó a trabajar para concluirla, dirigiendo la obra sujetos que no son maestros arquitectos ni entienden la profesión; de suerte que quedará un monstruo, por las imperfecciones y defectos, si es que no se arruina al querer cubrirla.”

      


      
        68 Sólo cabe señalar una ausencia en Tenerife en septiembre de 1788. En este viaje visitó Eduardo la parroquia de la Concepción, de La Orotava, recién construida, para emitir dictamen sobre la colocación de algunos de sus altares.

      


      
        69 Millares Torres, tomo VI, pág. 249. Según este autor, “al elevarse el cimborrio, que en los planos alcanzaba una elevación proporcional al alzado de las capillas, el maestro encargado de la ejecución de esta porción tan importante del edificio, temiendo que los arcos torales no resistiesen el empuje y peso de la cúpula, se atrevió a mutilarla lastimosamente, dejándola a la altura en que hoy se encuentra”.


        Ibid, Biografías de canarios célebres. Las Palmas, 1878, tomo I, pág. 240.


        (80)


        (81) 340

      


      
        70 Diego Nicolás Eduardo había sido encargado en 1787 de la dirección de la Academia de Dibujo, establecida en Las Palmas por la Real Sociedad Económica de Amigos del País (se aprovecharon para ello dos salas contiguas a la capilla del viejo hospital de San Martín). El 8 de abril de 1790, consta en las actas de dicha Sociedad que asistía a la adjudicación de premios en dicha Academia.


        En reconocimiento a los servicios prestados a la catedral, Eduardo fue designado dignidad de tesorero de la misma el 8 de diciembre de 1791. Este era el cargo que desempeñaba en el momento de su muerte.


        Sus restos descansan en la capilla de San Pedro, de la parroquia de Nuestra Señora de la Concepción, de La Laguna.

      


      
        71 En mayo de 1805, víspera del Corpus, se dijo la primera misa en el altar de la capilla mayor. Las demás capillas se distribuían así: Nave del Evangelio: 1.° Capilla de Nuestra Señora de la Antigua (letras L y Q). 2.° Capilla de San Gregorio (X). 3.° Capilla de San Fernando (A). 4.° Capilla de San Jerónimo (B) y capilla de Santa Catalina. Nave de la Epístola: l.° Capillas fronteras a la de Nuestra Señora de la Antigua (letras N y R), reservadas en el proyecto para Nuestra Señora de la Concepción y San José. 2.° Capilla vieja de Nuestra Señora de la Antigua (Z), que se pensaba dedicar a Santiago. 3.° Capilla de Nuestra Señora de Belén (B). 4.° Capilla de San Pedro (D), y 5.° Capilla de San Francisco de Paula (F).

      


      
        72 Así lo reconoce en el texto de su informe.

      


      
        73 Como se ve, disentía Eduardo de lo que luego proyectó Luján Pérez, su discípulo, pues en la planta del atrio de éste vense tres pilares con sólo tres pseudo columnas adosadas.

      


      
        74 Las piezas más importantes eran: sacristía (a), alcoba del párroco semanero (b), archivo (m), baptisterio (n), subida al coro (p), etc.

      


      
        75 Real Academia de Bellas Artes de San Fernando. Biblioteca-Archivo. Expediente sobre la fachada de la catedral de Canarias. Armario 2.º, leg. 32-42.


        Jareño fue el autor de los primeros planos del teatro Pérez Galdós.

      


      
        76 Millares Torres, tomo IX, págs. 234-238.

      


      
        77 Millares Torres, tomo IX, págs. 236-237.

      


      
        78 Ilustraciones. Fachada catedral e Interior catedral de Las Palmas

      


      
        79 Hoy, calles de Ramón y Cajal, Sor Jesús y San Juan.


        Véase Juan Bosch Millares: El hospital de San Martín. Las Palmas, 1940, páginas 64-66.

      


      
        80 Bosch Millares, obra citada, pág. 46.

      


      
        81 Hoy, calle de San Marcial.

      


      
        82 Luego, Granados; hoy, Ramón y Cajal.

      


      
        83 Juan Bosch Millares: El hospital de San Martín. Las Palmas, 1940, página 236 y siguientes.

      


      
        84 Esta calle se llama hoy San Marcial, en recuerdo del Colegio.

      


      
        85 Después, Progreso, y hoy, Juan de Quesada.

      


      
        86 Hoy, Obispo Codina.


        Véase José Feo y Ramos: El Colegio de San Marcial, en la revista “El Museo Canario”, 1 (1933), 85-124.

      

    

  


  
    


    
      
        87 Castillo Ruiz de Vergara, pág. 270.


        En su Descripción de las Yslas de Canaria (ms.), Castillo daba algunos años antes —1686— una cifra menos precisa y exacta de 2.000 vecinos.

      


      
        88 El cálculo está hecho sobre la base de cuatro y cinco miembros por familia. La primera cifra es la más exacta en Canarias.

      


      
        89 Viera y Clavijo, tomo III, pág. 453.


        El censo en que se inspiró Viera es una matrícula existente en la Presidencia del Consejo de Castilla.

      


      
        90 El primer capitán general que trajo licencia para residir en la isla que tuviese por más conveniente a su resguardo fue don Jerónimo de Benavente. Viera y Clavijo, tomo III, pág. 254.

      


      
        91 Véase el TÍTULO VI. Las fortificaciones del Archipiélago. Capítulo XVII. Las ciudades canarias en el siglo XVI.


        En él podrá apreciarse cómo muchas de las denominaciones populares de las calles laguneras tienen su origen más remoto —conocido— en el siglo XVIII.


        Algunas de las calles mencionadas comparten sus nombres en esta centuria con otros no menos espontáneos. Véanse algunos ejemplos:


        La calle del Agua se llamó también en su primer tramo calle del marqués de Nava, por estar emplazado allí el palacio de este prócer.


        La calle de los Álamos fue igualmente conocida como calle del Colegio, por dar a ella uno de los frentes de la residencia de los padres de la Compañía de Jesús.


        La calle de la Trinidad fue también denominada de Peraza; la del Hospital, Juan de Vera; San Juan, de la Puente; Peral, Fagundo; Laurel, Trasera de San Agustín y Jardín (el primer nombre, reservado para la mitad occidental, y el segundo, para la oriental, donde el marqués de Villanueva del Prado poseía un jardín o finca de recreo), y Piteras o Moya, Consulado (por tener su asiento en esta calle el organismo de comercio citado).

      


      
        92 Trabajaron en la construcción de la tercera torre los alarifes Juan Liscano y Andrés Rodríguez.

      


      
        93 Las torres primera y segunda estuvieron emplazadas a los pies del templo, unidas, en vértices de ángulos, con la iglesia (véase el plano de La Laguna, por Torriani). La tercera fue, por tanto, ligeramente desplazada, en busca de un terreno firme donde cimentarla.

      


      
        94 Estas capillas cuentan actualmente con retablos de escaso valor.


        La capilla de Santiago albergó a lo largo de los años diversos retablos de pincel y talla. El actual es el quinto con que ha contado la capilla y data de 1910. Sus imágenes y cuadros son de escaso mérito.


        La capilla de San Juan Evangelista cuenta también con un retablo moderno, tallado, o mejor armado o reconstruido, en el presente siglo. En esta capilla recibe culto la imagen de San Juan Evangelista, pequeña tabla conservada en un relicario de plata, muy venerada en la ciudad.


        Estos dos altares fueron armados o reconstruidos con elementos del de San Bartolomé y otros diversos procedentes de la parroquia de los Remedios.

      


      
        95 Guía..., pág. 93.


        El artesonado de la ampliación de la nave central lo describe Moure (pág. 103) como “una techumbre de doble ochava, formada de tableros lisos superpuestos, y en la que un pintor amanerado, con vivísimos colores, quiso imitar la talla que a su entender le faltó”.


        Como el coro fue luego emplazado entre las terceras y cuartas columnas, dicha ampliación fue trascoro del templo.

      


      
        96 Todavía a ésta se le agregó otra segunda capilla, la del Poder de Dios, comunicada con la primera por medio de un arco.

      


      
        97 Esta capilla fue derruida por el populacho el 10 de agosto de 1748 porque entorpecía las obras planeadas por aquella fecha. El motivo de esta decisión violenta de los vecinos de la Villa de Arriba fue la resistencia que opusieron los patronos a su desaparición.

      


      
        98 En 1566, ya lo hemos indicado, se amplió el templo con una arcada más —la quinta— por los pies.


        Esta ampliación es la que hizo posible que la cofradía de pobres vergonzantes y la de Ánimas fabricasen, alrededor de 1600, su capilla en el extremo de la nave del Evangelio. En 1666 los sacerdotes fabricaban la de San Pedro, en la nave de la Epístola. Por último, en 1714, al fondo de la nave central, edificóse la capilla de San Bartolomé, en la que al presente está el coro y la tribuna del órgano.


        La capilla de las Ánimas posee un interesante retablo antiguo con un cuadro al óleo de grandes proporciones atribuido al pincel de Quintana.


        La capilla de San Bartolomé contaba con un retablo grande, donación de don Bartolomé de Casabuena y Guerra, juez superintendente de Indias, retablo que fue desmontado en 1904 al ser trasladado a esta capilla el coro y órgano.


        Por último, la capilla de San Pedro cuenta también con un retablo de dudoso gusto, que parece tallado en el siglo XVIII. Este retablo ha sido muy añadido y transformado en el siglo pasado.


        En esta capilla de San Pedro yace enterrado el famoso arquitecto don Diego Nicolás Eduardo.

      


      
        99 La capilla mayor no fue por completo rematada hasta 1737.

      


      
        100 Expediente de la catedral de Santa Ana, de Las Palmas. Véase este mismo tomo, págs. 308, nota 55, y 309-311.

      


      
        101 Historia de la parroquia matriz de Nuestra Señora de la Concepción. La Laguna, 1015, pág. 166.

      


      
        102 Fue bautizado en la parroquia de la Concepción, de La Laguna, el 1 de noviembre de 1718 (libro 15, fol. 5 v.).

      


      
        103 De este matrimonio nacieron además:


        Pedro Domingo Eduardo, casado con Águeda Domínguez y Vélez, hija del capitán Gaspar Domínguez y de Josefa Vélez.


        Diego Nicolás Eduardo, el arquitecto.


        Santiago Francisco Eduardo, eclesiástico, beneficiado de la parroquia de la Concepción, de La Laguna, en 1777 y racionero de la catedral de Santa Ana, de Las Palmas. Es autor de un Catálogo de prebendados de la Santa Iglesia Catedral de Canarias, 1797 (ms.), y


        Ana Haría Eduardo, que casó con Juan Mongeoti.

      


      
        104 Expediente de la catedral de Santa Ana, de Las Palmas. Autobiografía de Diego Nicolás Eduardo.

      


      
        105 Para la biografía de Antonio José Eduardo, véase Antonio Rumeu de Armas: El arquitecto canario Diego Nicolás Eduardo y La obra arquitectónica de Diego Nicolás Eduardo y la de su hermano Antonio José, artículos publicados en el diario “La Tarde”, números correspondientes al 26 y 30 de julio de 1946.


        Véase igualmente Sebastián Padrón Acosta: El arquitecto lagunero Antonio José Eduardo, artículo publicado en el mismo diario el 9 de noviembre de 1946.

      


      
        106 Ibid. Pág. 166.

      


      
        107 Esta primera piedra fue descubierta en 1908 al hacer el desmonte de la calle trasera a la parroquia. Hoy se conserva en la parroquia. (R. Moure: Historia de la parroquia..., pág. 167.)

      


      
        108 Véanse en Ilustraciones Parroquia de la Concepción.

      


      
        109 Ilustraciones. Planta Concepción Antonio José Eduardo. Crucero, letras E, C, E; antepresbiterio, letra B; presbiterio, letra A; dependencias, letras N, n, P; torre nueva, letra H, etc.

      


      
        110 Este proyecto valió a Antonio José Eduardo el encargo de planear la construcción de la parroquia de Santiago de los Caballeros, de Gáldar.

      


      
        111 Antonio José Eduardo había casado en La Laguna en 1739 con doña Josefa Catalina Wading y Abarca, hija de Tomás Wading y de doña Josefa Felipa Abarca.


        Doña Josefa Catalina Wading falleció en La Laguna en 1777, tres años antes que su esposo.


        De este matrimonio nacieron los siguientes hijos:


        Tomás Eduardo y Wading, capitán del Regimiento de Milicias provinciales de Telde, casado con doña Pilar Romero y Ximénez de Embún.


        Antonio Eduardo Wading, brigadier del Real Cuerpo de Artillería, fallecido en Santa Cruz de Tenerife el 8 de septiembre de 1834. Había casado con María Candelaria de La Hanty y Bignony.


        Josefa Eduardo.


        María Eduardo y


        Lucía Eduardo.


        La muerte de Antonio José Eduardo, a bordo del navío de su propiedad Santiago, cuando se dirigía a poblar en la isla de Annobon, conduciendo familias de Canarias, aparece certificada en La Laguna por un testigo presencial, fray Manuel González Ramos, agustino (15 de junio de 1788). Consta que “el entierro se le hizo con la pompa y ostentación que permitía el país”.


        Los bienes del arquitecto se los repartieron sus hijos el 8 de agosto de 1782 en presencia del escribano Juan Pereira Pacheco.


        Todos estos datos constan en el expediente personal del brigadier don Antonio Eduardo y Wading, que se conserva en el Archivo Militar de Segovia.


        Véase también Sebastián Padrón Acosta: La muerte del arquitecto Antonio José Eduardo, artículo publicado en el diario “La Tarde”, correspondiente al día 1 de noviembre de 1947.

      


      
        112 Expediente de la catedral de Las Palmas.

      


      
        113 En mayo de 1778 los beneficiados de la Concepción, Lorenzo González Cabrera, Isidro José Pestaña, Santiago Francisco Eduardo y Juan Nicolás de Armas nombraron una Junta encargada de cobrar los créditos que se debían a la fábrica de la iglesia referida.


        De todos modos, la decisión de 1778 de iniciar los trabajos en firme —decisión efímera, no obstante— se tomó después que el obispo Servera había dado su aprobación a la “mudanza de situación para la fábrica del nuevo templo, en consideración a las razones que después del primer plano se reflexionaran y de las dificultades que retardaban la execucion de aquella idea”.


        Véase Sebastián Padrón Acosta: El arquitecto Antonio José Eduardo y la parroquia matriz de La Laguna y El doctor Diego Nicolás Eduardo, arquitecto de la Concepción, de La Laguna, artículos publicados en el diario “La Tarde”, correspondiente al 29 de noviembre de 1946 y 6 de diciembre de 1947.

      


      
        114 En la parroquia de la Concepción de La Laguna, se conserva un plano firmado por Bernardino Lorente, donde pueden verse diversos perfiles de la parroquia vieja y de la obra nueva.


        Lorente fue uno de los peritos que dictaminaron el estado ruinoso de ambas antes de proceder al derribo de las naves de la nueva parroquia en construcción.

      


      
        115 José Rodríguez Moure: Guía histórica de La Laguna. La Laguna, 1935, página 90.


        Este es el segundo derribo de que habla Moure. Del primero, trata en su Historia de la parroquia matriz de Nuestra Señora de la Concepción, pág. 166.


        Sin duda no hubo más que un solo derribo, el de 1781-1782.

      


      
        116 Ilustraciones. Cabecera de la Concepción.

      


      
        117 Ilustraciones. Cabecera La Concepción.


        Lo que aparece punteado a izquierda y derecha del plano es el proyecto de ampliación para el futuro.

      


      
        118 Este retablo se pretendía “mudar... a la capilla del Apóstol Santiago”. Sin duda, fue éste el tercer retablo con que contó la capilla.


        Sebastián Padrón Acosta: Las tres hijas del arquitecto, publicado en el diario “La Tarde”, correspondiente al 11 de enero de 1947.

      


      
        119 Ibid


        Fue encargado de la cobranza de este donativo el capitán don Tomás Eduardo y Wading, hijo de Antonio José y sobrino de Diego Nicolás.

      


      
        120 Rodríguez Moure: Guía..., pág. 91.

      


      
        121 Sebastián Padrón Acosta: Las tres hijas del arquitecto, en el diario “La Tarde” correspondiente al 11 de enero de 1947.

      


      
        122 La capilla mayor tiene decorados sus muros con pinturas de escaso mérito, debidas al pincel del presbítero don Manuel Díaz.


        El tabernáculo, altar y manifestador, es todo él de chapa de plata con ornamentación barroca. Es un trabajo de orfebrería típicamente regional, que data del siglo pasado.


        La capilla mayor antigua tuvo con anterioridad dos retablos: el más antiguo, de pincel, un siglo después vendido a la parroquia de la Concepción, de Santa Cruz de Tenerife, y el segundo (1662), de talla, obra del escultor Antonio de Gorvarán. Este último fue desmontado al iniciarse los trabajos de ampliación de la cabecera de la parroquia en 1785 y colocado en la capilla de Santiago.

      


      
        123 José Rodríguez Moure: Guía histórica de La Laguna. La Laguna, 1935, página 92.

      


      
        124 Ibid. Historia de la parroquia matriz de Nuestra Señora de la Concepción. La Laguna, 1915, pág. 172.

      


      
        125 La unión del antepresbiterio con la nave central se hizo cortando el artesonado de la capilla antigua o presbiterio bajo.


        Véase Rodríguez Moure: Guía.... pág. 94.

      


      
        126 José Rodríguez Moure: Historia de la parroquia matriz de Nuestra Señora de la Concepción. La Laguna, 1915, pág. 169.


        Ibid.: Guía..., pág. 97.

      


      
        127 La capilla de Santa Ana o de Vargas, así como las de San Andrés y el Poder de Dios, fueron derruidas en el siglo XIX para seguridad del templo parroquial.

      


      
        128 En 1854 se hallaban tan ruinosas las techumbres y artesonados que hasta se pensó trasladar la parroquia al convento de San Agustín, abandonado por obra de la desamortización eclesiástica. Sin embargo, un donativo de don Salvador González Amador permitió emprender las obras de restauración, difíciles y costosas. Un año, de 1872 a 1873, se invirtió en estos trabajos.

      


      
        129 RODRÍGUEZ MOURE: Guía..., pág. 93.


        Los altares de la parroquia no mencionados hasta ahora son, en la generalidad de los casos, modernos y de poco valor.


        En cambio llama la atención su magnifico púlpito, tallado en cedro por un escultor anónimo.


        El coro es también de magnífica talla, aunque de peor gusto. Data de 1717.

      


      
        130 RODRÍGUEZ MOURE: Guía..., pág. 32.

      


      
        131 Hoy el altar y la imagen, en capilla aneja a la catedral. El retablo data del año 1715.

      


      
        132 Las capillas principales son.


        1.° Capilla del Sagrario (lateral del Evangelio). Data de 1600 y estaba dedicada a San Cristóbal. Su retablo fue reformado y adicionado en 1798. En esta capilla recibían culto diversas imágenes, entre ellas un San Cristóbal y el Santo Cristo de los Remedios.


        2.° Capilla de San Andrés o del Carmen (colateral de la Epístola). Tenía un retablo valioso, que fue transformado para darle mayor tamaño a finales del siglo XVIII. Las imágenes de este altar eran un Cristo, obra de Rodríguez de la Oliva, y una Magdalena, de Fernando Estévez. Luego había otros altares de menos importancia, como los del Cristo de la Columna, San José, Animas, la Merced, la Luz y San Pedro.


        El púlpito fue costeado por Andrés José Jaime. Procedía de un taller genovés.

      


      
        133 En el hospital de los Dolores merece, no obstante, ser destacada la actuación de don Bernardo de Fau, quien reconstruyó a sus expensas algunas salas y fabricó de nueva planta la iglesia.

      


      
        134 La escalera principal de la casa del Cabildo, así como sus pinturas murales, datan del año 1764. Fue construida aquélla siendo corregidor don Agustín Gabriel del Castillo y Ruiz de Vergara.

      


      
        135 La tasmia de esa fecha eleva la cifra a 770, la que da un coeficiente superior a cinco miembros por familia (eran 139 vecinos). Véase Núñez de la Peña, página 483.

      


      
        136 Castillo Ruiz de Vergara, pág. 273.

      


      
        137 Si en la tasmia de 1561 Santa Cruz de Tenerife tenía un coeficiente de población por familia superior a cinco miembros (5,5391), en el censo del obispo Guillén es tan sólo superior a cuatro miembros (4,6962).


        Por eso hacemos el cálculo de la población como oscilante entre cuatro y cinco miembros.


        Véase Emilio Hardisson: Santa Cruz de Tenerife y su puerto, en “Revista de Historia”, 76 (1946), 374.

      


      
        138 Viera y Clavijo, tomo III, pág. 452.

      


      
        139 Ibid. Hardisson, pág. 390..

      


      
        140 Tomo II, pág. 314.

      


      
        141 En Ilustraciones: Fortificaciones Santa Cruz de Tenerife y Plano contornos Santa Cruz de Tenerife.

      


      
        142 Estos molinos pueden verse en Ilustraciones: Fortificaciones Santa Cruz de Tenerife y Plano contornos Santa Cruz de Tenerife.


        El primero en solicitar la construcción de molinos de viento en Santa Cruz de Tenerife fue Miguel Rodríguez, en 1620. Consta en su petición que no había hasta entonces molinos en Santa Cruz.


        En 1642 Antonio Lorenzo, zapatero, pidió permiso para construir dos molinos en las cercanías de la ermita de San Telmo.


        A. C. T.: D. V. (Datas por el Adelantado y el Cabildo). Documentos 4 y 8.

      


      
        143 Hoy Valentín Sanz.

      


      
        144 Hoy Juan Padrón y Suárez Guerra.

      


      
        145 Hoy Suárez Guerra, Emilio Calzadilla y Boza.

      


      
        146 Hoy Imeldo Serís.

      


      
        147 Hoy, plaza de la Madera y calle de Nicolás Estévanez.

      


      
        148 El barranco cortaba primero y seguía luego por la calle actual de Ruiz de Padrón. La huerta del convento de San Francisco, del que tomaba nombre el barranquillo, es la actual plaza o alameda del Príncipe.

      


      
        149 Hoy cuartel de Ingenieros.

      


      
        150 Hoy se llaman estas calles: Canales Bajas y Ángel Guimerá.

      


      
        151 Había varios pozos para extraer agua al final de la calle de la Noria. Estos pozos se hallaban siempre muy concurridos de mujeres del pueblo, sucias y mal trajeadas.


        La calle se llamó de la Noria por existir una en ella para extraer el agua.

      


      
        152 Hoy Canales Bajas y Pilar.

      


      
        153 Después plaza Real, plaza de la Constitución y hoy plaza de la Candelaria.

      


      
        154 Ilustraciones: Santa Cruz de Tenerife 1771.

      


      
        155 También se podía alcanzar la ermita directamente desde el barrio del Cabo por los que habitan en esta parte de la plaza.

      


      
        156 Antes de la construcción de este puente de sillería de un solo ojo, la comunicación se establecía por uno de madera.

      


      
        157 Viera y Clavijo, tomo III, págs. 254 y 255.

      


      
        158 El camino de los Coches seguiría hoy el trazado de las actuales Ramblas.


        Otros caminos se pueden también señalar como el llamado de Pescadoras (arrancaba del barrio del Cabo —ermita de San Telmo— e iba a unirse en La Cuesta con el camino de La Laguna), el de San Andrés (que se separaba en Almeyda del de Ronda), etcétera.

      


      
        159 Ilustraciones: Plaza de la Pila. Santa Cruz de Tenerife.

      


      
        160 Ilustraciones. Castillo de San Cristóbal y batería de Santo Domingo.


        Estas casas que aparecen señaladas en el mapa eran precisamente aquéllas donde estaban establecidas la oficinas y almacenes de la Aduana real.

      


      
        161 El fundador de esta familia, don Matías Rodríguez Carta, había nacido en Santa Cruz de La Palma en el seno de una humilde familia de pescadores. Fueron sus padres: Salvador Rodríguez y Catalina Francisca, naturales del pueblo de San Andrés (isla de La Palma), y sus abuelos Juan Rodríguez e Isabel Espíritu Santo, paternos, y Manuel Sánchez Carta y Catalina Francisca, maternos.


        Matías Rodríguez Carta se enroló en los navíos de la carrera de Indias, dedicados al comercio canario-americano, llegando a ser piloto, maestre y hasta propietario de algunos de ellos.


        Más tarde se avecindó en Santa Cruz de Tenerife, donde fundó una importante casa de comercio, a la sombra de la cual acabó de redondear una cuantiosa fortuna. Fue asimismo capitán de las milicias tinerfeñas.


        Para su enterramiento mandó construir en la parroquia de la Concepción la famosa capilla de los Carta, donde yace desde el día 29 de mayo de 1743, en que ocurrió su óbito. Donativo suyo fue también el púlpito de la misma parroquia.


        A. H. N.: Inquisición, leg. 1.325/7.

      


      
        162 Del matrimonio de don Matías Rodríguez Carta con doña María Domínguez Perdomo (hija de Andrés Domínguez y Águeda Petronila) nació en Santa Cruz de Tenerife don Matías Bernardo Rodríguez Carta y Domínguez, capitán de infantería, tesorero general de la Real Hacienda y su pagador.


        Don Matías Bernardo Rodríguez Carta contrajo matrimonio en Santa Cruz con su prima Juana Domínguez (hija del capitán Gaspar Domínguez Perdomo y de Josefa Vélez) y tuvo diversos hijos, entre los que destaca don José Rodríguez Carta y Domínguez, capitán, gobernador interino del castillo de San Cristóbal y tesorero general de la Real Hacienda, como su padre.


        Don Matías Bernardo falleció en Santa Cruz de Tenerife el 25 de febrero de 1775.

      


      
        163 Esta pila fue más tarde trasladada al tambor occidental del castillo de San Cristóbal; hoy se conserva en el jardín de la finca Villa Benítez. (A. J. Benítez: Historia de las Islas Canarias. S. C. de Tenerife, 1916, pág. 522.)


        N. A. E.: La Historia de Canarias de A. J. Benítez: un problema bibliográfico. Juan Álvarez Delgado. Revista de Historia Canaria.

      


      
        164 Sobre la fisonomía de la plaza de la Pila a finales del siglo XVIII, aunque el pintor, en su reconstrucción episódica, se olvidó precisamente de la pila, véase Ilustraciones: Plaza de la Pila. Santa Cruz de Tenerife.

      


      
        165 Sebastián Padrón Acosta: El arquitecto Diego Nicolás Eduardo y el remate de la torre de la Concepción, artículo publicado en el diario “La Tarde”, de Santa Cruz de Tenerife, correspondiente al 19 de diciembre de 1946.


        Para la parroquia en general, véase Viera y Clavijo, tomo IV, pág. 281, y Felipe Poggi y Borsotto: Guía histórica descriptiva de Santa Cruz de Tenerife. S. C. de Tenerife, 1881, pág. 60.

      


      
        166 Viera y Clavijo, tomo IV, pág. 284. Felipe Poggi: Guía..., pág. 73. Sebastián Padrón Acosta: La iglesia de Nuestra Señora del Pilar y su fundador el racionero Guillén, articulo publicado en el diario “La Tarde”, correspondiente al 8 de septiembre de 1944.

      


      
        167 De los altares todavía se conservan algunos, repartidos entre las actuales parroquias de la Concepción y San Francisco.

      


      
        168 Ilustraciones.


        Sobre el convento, véase Viera y Clavijo, tomo IV, pág. 358, y Felipe Poggi: Guía..., pág. 112.

      


      
        169 Esta, huerta, de los franciscanos es en la actualidad la plaza o alameda del Príncipe. Ilustraciones.

      


      
        170 La iglesia contaba con otros altares de escaso mérito artístico.


        Con posterioridad han sido en ella colocados varios altares procedentes del monasterio derruido de la Consolación; entre ellos, el propio retablo mayor de la iglesia de este convento.

      


      
        171 Este convento tuvo como primera iglesia o capilla la ermita de Nuestra Señora de la Soledad, San José y San Antonio, fundada pocos años antes por el capitán Tomás de Castro Ayala. (Viera y Clavijo, tomo IV, pág. 335, y Felipe Poggi: Guía..., página 68.)

      


      
        172 Ibid. POGGI, pág. 78.

      


      
        173 Viera y Clavijo, tomo IV, pág. 385. Nota 1

      


      
        174 Núñez de la Peña, pág. 325 y 497, hace mención de las ermitas de San Telmo y Nuestra Señora de Regla, cuyas imágenes asegura que gozaban de especial devoción entre los isleños. Ilustraciones.

      


      
        175 Era entonces administrador de aduanas el teniente coronel don Francisco Antonio Sepúlveda.


        Se perdieron en este siniestro los caudales de la Real Hacienda y muchos bienes de particulares.

      


      
        176 José Desiré Dugour: Apuntes para la historia de Santa Cruz de Tenerife. S. C. de Tenerife, 1875, págs. 97 y 109.


        Felipe Miguel Poggi y Borsotto: Guía histórico-descriptiva de Santa Cruz de Tenerife. S. C. de Tenerife, 1881, pág. 130.


        Este edificio —hoy desaparecido— estuvo a punto de arder en el incendio de 1784.

      


      
        177 Viera y Clavijo, tomo IV, pág. 300.


        Desiré Dugour, pág. 112, y Poggi, págs. 80 y 85.

      


      
        178 El solar escogido en la margen izquierda del barranco de Santos era entonces pleno descampadado, sin ninguna edificación ni calle en todo su contorno.

      


      
        179 Viera y Clavijo, tomo IV, pág. 300, nota 3, y Poggi, pág. 84.

      


      
        180 En el mismo solar donde hoy se levanta el cuartel de San Carlos.

      


      
        181 Desiré Dugour, pág. 141, y Poggi, págs. 92 y 210.

      


      
        182 A. C. T.: Libros de Acuerdos. Sesión de 9 de febrero de 1604.


        Según consta en el Expediente de construcción del muelle de Santa Cruz, 1768, que se conserva en el A. H. N., el muelle había sido demolido —¿por los hombres?, ¿por los elementos?— en el año 1600.

      


      
        183 A. C. T.: Libros de Acuerdos. Sesión del día indicado.


        Millares Torres, tomo VI, pág. 100.

      


      
        184 A. H. N. y A. S.: Expedientes de construcción del muelle de Santa Cruz, 1768.


        Así lo declara el propio Cabildo de Tenerife (sesión de 31 de mayo de 1769).


        Lo mismo declara en el expediente don Amaro José González de Mesa.

      


      
        185 Ilustraciones. Planos de Santa Cruz.

      


      
        186 Justo es consignar que antes que La Rivière otro ingeniero militar, don Miguel Benito de Herrán, en su informe de 19 de agosto de 1729, había defendido la construcción de un muelle en la laja de San Cristóbal. Dice así su dictamen:


        “Contemplando por aora muy precisa... la de fabricar un pedazo de muelle valiéndose de la peña que desde el castillo principal se abanza a la mar como treinta tuesas, siendo de ancha de ocho a diez y la de poner en su cabeza una buena batería, con lo que se conseguirá, no solo la defensa y combeniencia que oy falta a aquel Puerto, si también obiar los crecidos daños y riesgos que por esta razón se experimentan, a poco que la mar este lebantada en el embarco y desembarco de géneros, anegandose las lanchas”...


        (A. H. N.: Sala de Gobierno de Castilla, leg. 410.)

      


      
        187 La carta de La Pierre es de 21 de marzo de 1749.

      


      
        188 En este plano —lámina XXXIX— aparecen ya construidos el espigón, las escaleras de acceso (letra D), el lugar excusado (letra E) y “el cimiento hecho con destino para aguadero de navios” (letra F).


        Las demás letras señalan: el castillo de San Cristóbal (letra A), la batería o plataforma de Santo Domingo (letra B) y la entrada al muelle (letra C).


        Que el muelle estaba casi construido en 1753 lo declara el ingeniero Alexandro de los Ángeles en el plano que del mismo hizo en 1766 (lám. XLI).
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        190 Los otros números indican: 2, el muelle; 5, las escaleras; 7, la batería baja de Santo Domingo; 8, el castillo principal de la marina; 10, porción de la muralla del mar; 11, porción de la playa, y 12, lugares comunes.

      


      
        191 Estos informantes acompañaban la solicitud de un Mapa del Puerto de Martiánez y partes adjacentes, que aparece reproducido en la lámina XXVII.


        En opinión de estos señores, la playa de Martiánez reunía inmejorables condiciones, ya que había sido dotada por la naturaleza de un brazo o restinga muy a propósito para cimentar un muelle.

      


      
        192 El primer plano está fechado en Santa Cruz el 19 de marzo de 1785; el segundo, en la misma plaza —ya terminadas las obras— el 31 de marzo de 1787. Se señalan algunas diferencias entre el primero y el definitivo proyecto, particularmente en la disposición de las escaleras.


        Amat de Tortosa evaluó el coste de las obras en el momento inicial del proyecto en la cantidad de 6.500 pesos.

      


      
        193 Este muelle sufrió en el siglo XIX algunas vicisitudes que merecen ser mencionadas. El 16 de abril de 1820 una fuerte tempestad destruyó por segunda vez parte del martillo del muelle, aunque sin que el daño producido tuviese las proporciones de 1755. La reparación de estos destrozos llevóse a cabo en 1824 bajo la dirección del comandante de Ingenieros don Diego Tolosa y a costa de los fondos que una caja abierta para las obras de reparación del muelle poseía.


        Este muelle persistió hasta el año 1849, en que dieron comienzo las obras de ampliación y prolongación del dique sur, que englobó el viejo espigón. Desde 1845 venía preocupando a las autoridades de Santa Cruz de Tenerife el problema de la construcción de nuevos muelles que diesen abrigo y seguridad a su puerto, poco dotado por la naturaleza de óptimas condiciones. La celosa Junta de Comercio llamó en 1845 a don Pedro Maffiotte para que se encargase de las obras, y aun tuvo el acierto de enviarlo en comisión de estudios a Argel para estudiar el nuevo sistema de prismas o bloques artificiales utilizados en la construcción de las escolleras de aquel puerto africano.


        Don Pedro Maffiotte planeó las obras de ensanche, y el día 10 de febrero de 1847 fue lanzado simbólicamente al mar el primer bloque con que se inauguraban los trabajos. Prosiguióse en la tarea con lentitud hasta el mes de julio del año expresado, fecha en que el gobierno central decidió nombrar un ingeniero propio para el puerto de Santa Cruz y designó a don Francisco Clavijo y Pló.


        Este técnico desaprobó el proyecto de don Pedro Maffiotte por considerar “que no respondía a las necesidades del comercio y concurrencia de buques”; en su consecuencia, aplicó toda su actividad a planear un muelle nuevo capaz para 20 buques de 800 a 900 toneladas, proyecto que fue elevado a la autoridad el 17 de junio de 1848 y aprobado finalmente por la Junta Consultiva de Obras Públicas el 27 de noviembre del mismo año. El presupuesto ascendía a 3.482.089 reales de vellón.


        Las obras se comenzaron en 1849 y con ellas acabó la historia del primitivo muelle de Santa Cruz.

      


      
        194 En 1768 se concedió permiso a la parroquia de la Concepción, de La Orotava, para navegar en su beneficio varios navíos con frutos del país para América. La parroquia traspasó esta licencia a una casa de comercio a cambio de la correspondiente indemnización.
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        El trazado primitivo de la población atribúyese al regidor Antonio Franchy Luzardo, allá por el año de 1603.
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        Otro mapa de las Islas Canarias dibujado por Amat de Tortosa se conserva en el A. S. (Secretaria de Guerra, leg. 3.281). Dicho mapa acompaña a un cuadro estadístico enviado a Carlos III por el comandante general marqués de Tabalosos (4 de mayo de 1777).


        Véase Antonio Rumeu de Armas: Una curiosa estadística canaria del siglo XVIII, en “Revista Internacional de Sociología”, 4 (1943), 179-185.

      


      
        313 Don Luis Marqueli Bontempo llegó en su carrera al grado de mariscal de campo.


        En 1805 fue nombrado, por Real orden de 12 de febrero, director–subinspector del Real Cuerpo de Ingenieros en las Islas Canarias.


        Casó en Santa Cruz de Tenerife el 8 de septiembre de 1776 con doña María Agustina Rossell.


        Falleció en Santa Cruz el 17 de diciembre de 1817.

      


      
        314 Lámina LXVII, letras K y H.

      


      
        315 Figura 55.


        A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 5.871.

      


      
        316 El tiro al blanco se dirigía a las faldas del risco de la Altura.

      


      
        317 Figura 56.


        Por Real orden de 3 de junio de 1792 se aplazó la construcción “por ser más apremiante la reparación de las fortalezas”.

      


      
        318 Lámina LXVII, letras M, L y B.

      


      
        319 Véase la lámina XVIII.

      


      
        320 A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 5.871.

      


      
        321 Láminas XLIX y LXVI.

      


      
        322 Lámina XLIX.


        A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 5.871.

      


      
        323 Lámina XXI.

      


      
        324 Lámina LXX.

      


      
        325 Lámina LXVII, letras N, M, E, L, H, G, E, F y B.

      


      
        326 Lámina III, letras I, K, L, F, G y H.

      


      
        327 La petición fue hecha por el síndico personero don José de Zárate.

      


      
        328 A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 3.280

      


      
        329 El marqués de la Cañada, que visitó la casa-fuerte en 1783, la describe así: “Tiene en ella el marqués su palacio, casa fuerte de campo, muy grande, a la entrada del pueblo, y en un ángulo de ella que mira al sur un baluarte con 5 cañones y diferentes pedreros, de donde puede defenderse cualquier asalto. Se mantiene de cuenta del Señor.” (A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 5.871.)

      


      
        330 Viera y Clavijo, tomo III, pág. 311.

      


      
        331 A. H. N.: Sala de Gobierno de Castilla, leg. 410.


        A. C. T.: Reales Cédulas, leg. 19, núm. 5.

      


      
        332 A. S.: Secretariado de Guerra, leg. 3.280.

      


      
        333 Ibid., leg. 1.289.

      


      
        334 A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 5.871. Visita del marqués de la Cañada a la isla de Tenerife.


        La batería estaba artillada con 4 cañones de 18 y 24 libras de bala.

      


      
        335 Figura 58.

      


      
        336 A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 3.280.

      


      
        337 Lámina L.

      


      
        338 NÚÑEZ DE LA PEÑA, págs. 289-297.

      


      
        339 Viera y Clavijo, tomo III, pág. 332, describe así estos altercados:


        “... luego que la Orotava supo que el general había mandado entregar al nuevo gobernador del Puerto las plataformas, municiones y pertrechos; que había llamado al alcalde castellano y puesto en su lugar un mercader; que había nombrado un capitán de trincheras y un castellano de la batería de San Telmo; que no daba en sus despachos al dicho puerto el nombre de la Orotava, sino solamente de la Cruz; que había prohibido que ningún vecino fuese a bordo de los navíos a comerciar sin licencia suya; luego que supo, pues, tantos agravios, confirió sus poderes a don Antonio Viña para que los contradijese. No quiso el general oír la protesta, porque no iba firmada de abogado. Fírmala don Martín de Bucaille, presbítero, vicario, examinador del obispado, gran jurista y grande hombre. Responde entonces a mano armada: que la firmasen todos los vecinos: señala la ciudad por cárcel a Viña: sácale cien ducados de multa: pasa en persona a las casas del obispo don Juan Ruiz Simón a pedir que se le entregase al abogado para arrestarle por el delito de haber firmado el pedimento; excúsase el obispo, y véngase el general mandando que el licenciado Bucaille no actuase en su tribunal en lo sucesivo.”

      


      
        340 Acompañaba una información sobre los servicios prestados por la familia Vera, en particular el abuelo del cabo principal, don Rodrigo de Vera, “que abrió a sus expensas la entrada de aquel Puerto y lo puso capaz para el comercio”.

      


      
        341 A. H. N.: Sala de Gobierno de Castilla, lega. 410-413.


        A. C. T.: Reales órdenes, leg. 16, núm. 18.

      


      
        342 Esta destitución fue anterior a la Real cédula de 27 de febrero de 1709, ya que la decretó el Consejo por auto de 21 de agosto de 1708.

      


      
        343 El plazo para entregar el dinero era de quince días, “con apercibimiento, que no cumpliéndose, se procedería contra sus bienes”.

      


      
        344 A. H. N.: Sala de Gobierno de Castilla, legs. 410-413.

      


      
        345 A. C. T.: Reales cédulas, leg. 19, núm. 2


        A. H. N.: Sala de Gobierno de Castilla, legs. 410-413.

      


      
        346 Estos dos últimos alcaides no desempeñaron la alcaidía. En su lugar ejerció las funciones propias del cargo el antecesor de ambos, capitán Domingo García de Valdés.


        Después de don Tomás de Nava, primer marqués de Villanueva del Prado, fue designado por espacio de unos meses alcaide el capitán Rodrigo de Castilla. Esta designación la hizo, sin facultades para ello, el capitán general don Jerónimo de Benavente y Quiñones.

      


      
        347 Ejerció el cargo en su nombre el capitán Felipe Fonte.

      


      
        348 A. C. T.: Reales cédulas.

      


      
        349 A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 1.289.

      


      
        350 Este fue reelegido en 1753 por no querer aceptar el cargo Domingo de la Guerra.

      


      
        351 José de Mesa renunció una vez elegido al cargo de alcaide. El Cabildo no quiso admitirle la dimisión, pero el interesado recurrió ante la Real Audiencia y obtuvo auto a su favor.

      


      
        352 A. C. T.: Fortificaciones y castillos, letra F, leg 11, núm. 19, doc. 11.

      


      
        353 A. C. T.: Fortificaciones y castillos, letra F, leg. 14, núm. 22, doc. 3.

      


      
        354 Ibid., leg. 14, núm. 22, doc. 2.

      


      
        355 Documento 3.

      


      
        356 Documentos 5 y 8.


        Don José Rodríguez Carta dio cuenta personal al Cabildo, el 13 de enero, de haber tomado posesión del cargo de castellano interino.

      


      
        357 Ibid. doc. 40.

      


      
        358 Documentos 41 y 42.


        Don José de Monteverde anunciaba su designación al Cabildo en oficio de 1 de marzo de 1783.

      


      
        359 Ibid., leg. 15, núm. 23, doc. 15.


        Dicho Real despacho fue comunicado al Cabildo de Tenerife por el comandante general, marqués de Branciforte, el 30 de diciembre de 1786.

      


      
        360 Ibid., doc. 21.

      


      
        361 A. C. T.: Libros de Acuerdos. Sesión del día indicado.

      


      
        362 A. H. N.: Sala de Gobierno de Castilla, leg. 413.


        A. C. T.: Reales órdenes, leg. 14, núm. 43.

      


      
        363 Tomás Tabares de Nava: La alcaidía del castillo de San Juan Bautista de la marina de Santa Cruz de Tenerife. S. C. de Tenerife, 1939, págs. 15-28.

      


      
        364 Francisco Fernández Bethencourt: Nobiliario y Blasón de Canarias. Madrid, 1886, tomo VII pág. 167 y siguientes.

      


      
        365 A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 1.889. Carta de don Alonso Dávila al Rey de 16 de diciembre de 1655.

      


      
        366 El capitán Sebastián de Franquis fue alcaide unos meses de 1669 por nombramiento del capitán general don Gabriel Lasso de la Vega, conde de Puertollano.

      


      
        367 Bethencourt:, tomo I, pág. 211.

      


      
        368 Bethencourt, tomo II, pág. 268, y I, pág. 248.

      


      
        369 Tomado de F. F. Bethencourt: Nobiliario...

      


      
        370 Memorial ajustado..., etc.


        Los caballeros de La Orotava enemigos de Machado se opusieron por su parte a la posesión, alegando la renuncia de 1727 y no haberse resuelto sobre su idoneidad.

      


      
        371 Secretaría de Guerra, leg. 1.289.

      

    

  


  
    


    
      
        1 A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 1.976.

      


      
        2 Según el informe dado por el veedor don Santiago Álvarez de Abreu, el castillo del Rey tenía capacidad para alojar de 3.000 a 4.000 personas (14 de diciembre de 1737).


        A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 3.280.

      


      
        3 A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 2.195

      


      
        4 Lámina XXXIII.

      


      
        5 No figura en el diseño de Loyola Morejón de 1659, y en cambio aparece dibujado en el plano de Las Palmas, de Castillo (lámina XXXIII).

      


      
        6 Hoy León y Joven.


        Véase la lámina XXXIII.

      


      
        7 No aparece dibujado en el plano de Castillo (lámina XXXIII).

      


      
        8 M. C.: Descripción...

      


      
        9 Aparece dibujado en el plano de Castillo (lámina XXXIII.

      


      
        10 A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 3.280. Informe del veedor don Santiago Álvarez de Abreu de 14 de diciembre.


        Figura 61.

      


      
        11 Hermosilla: Descripción...

      


      
        12 A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 3.280.

      


      
        13 Véase en comparación las láminas XXXIII, XXXI y XXXIV y la figura 26. Desde la puerta de los Reyes al mar, la muralla seguía en el siglo XVII una línea recta, mientras que en el siglo XVIII se transforma en quebrada.

      


      
        14 Hermosilla: Descripción.... Millares Torres, tomo VI, pág. 186. Figura 62.

      


      
        15 Láminas XXXI (núm. 7), XXXIV (d) y fig. 26 (núm. 7).


        Restos de la batería de Santa Isabel pueden hoy día verse en uno de los ángulos del Colegio de Jesuitas de Las Palmas.

      


      
        16 Conviene no confundir esta batería con la construida en 1703 en los cerros de Santa Catalina. Véase la lámina XXXI (núm. 32), lámina XXXIV (letra g) y figura 26 (núm. 32).


        Figura 63.

      


      
        17 A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 1.280. Relación de los castillos de Canarias (1743)

      


      
        18 Figura 64.

      


      
        19 Figura 65.

      


      
        20 Hermosilla: Descripción... Millares Torres, tomo VI, pág. 186.


        A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 3.280.

      


      
        21 Descripción...

      


      
        22 Figura 66.

      


      
        23 Figura 67.


        La Punta de Diamante fue más conocida en el siglo XVIII con la denominación de Plataforma de San Francisco.

      


      
        24 Una copia de este Plan de defensa de la Isla de Canaria la hemos podido consultar en la colección particular del abogado de Las Palmas don Rafael Cabrera Suárez.

      


      
        25 Prosigue así: “... y la que corresponde suministrarse a cada soldado, marinero o paysano que estuviese agregado a las armas en caso de estar ynvadida toda la ysla”.

      


      
        26 “Dispuesta e formada por el capitán de infantería e Ingeniero ordinario de los Reales Exercitos de S. M. Don Miguel Hermosilla, encargado del mando de su ramo en dicha isla desde octubre del año 1779”.


        El manuscrito, que se conserva en el M. C. de Las Palmas, es una copia del original —según se asegura— que paraba en poder del brigadier del Cuerpo de Ingenieros militares don Nicolás Clavijo y Pló, allá por el año de 1868.


        Acaso este manuscrito original sea el que hoy posee el librero de La Laguna don Manuel Curbelo.


        Una réplica de este manuscrito, realizada por el mismo Hermosilla, la conserva en su biblioteca particular el abogado de Las Palmas don Rafael Cabrera Suárez.

      


      
        27 Lámina XXX (núm. 37) y fig, 26 (núm, 37). Véase asimismo la fig, 68.


        Este reducto era conocido por “El reducto nunca acabado de construir”.

      


      
        28 Figura 61.

      


      
        29 Sobre este último extremo —el armamento—, es con particularidad minuciosa la Descripción...

      


      
        30 Capítulo VII; “Se manifiesta la utilidad y necesidad de construir fortalezas: cuales han de ser y como conviene situarlas: el costo que tendrán, y el modo menos gravoso de su erección al Estado y al Pais.”

      


      
        31 Se refiere a los dos mares que separa el istmo de Guadarteme. (Puerto de la Luz y Arrecife.)

      


      
        32 Un plano independiente de esta fortaleza se conserva en la Comandancia de Ingenieros de Santa Cruz de Tenerife.

      


      
        33 Descripción... Parte tercera, capítulos IX y X.

      


      
        34 Véase capítulos anteriores de este mismo Título.

      


      
        35 A. C. T.: Fortificaciones y castillos, letra F, leg. 15, núm. 23 (17). Expediente del nuevo Reglamento de fortificaciones.

      


      
        36 La punta de las Salinas recibió el nombre de los depósitos o estanques que existían en la costa sur de la isla entre los barrancos de Temisas y Tirajana. Los pueblos o lugares más próximos a estas salinas eran Agüimes y Juan Grande.

      


      
        37 Secretaría de Guerra, leg,. 2.327.

      


      
        38 Miguel Hermosilla: Descripción... Este autor llama al primer beneficiario Antonio Lorenzo de Acosta.


        El genealogista Bethencourt (Nobiliario..., tomo VI, pág. 119) lo llama Antonio Lorenzo de Acosta Bethencourt.

      


      
        39 Descripción...

      


      
        40 Hermosilla: Descripción...

      


      
        41 A principios del siglo XVIII había en Las Palmas “una compañía de 60 ombres, jente pagada por el Rey, con dos ayudantes, un sargento mayor, un teniente de artillería y un capitán. Estos soldados hazen las guardias en los referidos castillos”.


        MIGUEL SANTIAGO: Compendio anónimo de historia de Canarias compuesto en el primer cuarto del siglo XVIII, publicado en la revista “El Museo Canario”, 8 (1936), 91.


        Lo mismo atestigua Miguel Hermosilla en su Descripción.. varias veces citada.

      


      
        42 Miguel Hermosilla: Descripción...


        Castillo de la Luz: un sargento, un cabo y cuatro soldados. Batería de San Fernando: un soldado. Batería del Buen Aire: un soldado. Castillo de Santa Catalina: un soldado. Torre de Gando: dos soldados y un artillero.


        El resto de la tropa guardaba las demás fortalezas: San Francisco, Santa Ana, Santa Isabel, San Pedro, etc., sobre la base de que 34 soldados debían estar ocupados diariamente en tiempo normal, mientras 26 estarían francos, estableciéndose un turno en el servicio.

      


      
        43 Ibid.

      


      
        44 Hermosilla no se limita en su Descripción a enumerar la artillería de que disponían las fortalezas, sino que inserta relaciones minuciosas, en forma de cuadros, de todo su armamento y material de guerra.

      


      
        45 En 1671 ya hubo necesidad de efectuar una segunda reparación.


        Los daños habían sido ocasionados por un fuerte temporal de mar y viento, desencadenado el 14 de enero de 1671.

      


      
        46 El acuerdo del Cabildo de 31 de mayo de 1675 es sintomático sobre el particular. Se decide retirar la fortaleza “porque la esperiencia a mostrado que todas las beses que se an jecho reparos en dicho castillo, que an sido muchos, solo an servido de consumir los medios, atrasar el caudal y llebarse y distruyr el mar todo lo trabajado, por batir contra su muralla el mar con tanta biolencia que se ve hasta entrar en las troneras, y se suele llevar el palo de la bandera y garita...”


        A. C. P.: Libros de Acuerdos. Sesiones de los días indicados.

      


      
        47 Era entonces castellano Nicolás Vandala Massieu y Vélez.

      


      
        48 Esta última medida se tomó en 1688.

      


      
        49 Francisco Fernández Bethencourt: Nobiliario..., tomo V, págs. 213-215.

      


      
        50 En 1690 cesó como teniente Francisco Policarpo Franco de Medina, pero siguió encargado de la dirección de las obras.

      


      
        51 A. C. P.: Reales cédulas.

      


      
        52 De este asunto se trató en la sesión de 27 de abril.

      


      
        53 Además disponía de 28 piezas de hierro, todas inútiles e inservibles.

      


      
        54 A, C. P.: Reales cédulas.

      


      
        55 Viera y Clavijo, tomo III, pág. 450. Este tomo se imprimió por primera vez en 1776.

      


      
        56 Secretaría de Guerra, leg. 5.871.

      


      
        57 Desaparecida en 1927.

      


      
        58 La cédula primera fue ratificada por otra de 2 de marzo de 1580 y rectificada por una tercera de 28 de enero de 1586.

      


      
        59 BETHENCOURT: Nobiliario...

      


      
        60 Para redactar estas páginas sobre las fortificaciones palmeras hemos tenido presentes los artículos publicados por don Dacio V. Darías y Padrón con el título El castillo real de Santa Catalina (inserto en el diario “La Tarde”, días 13 y 16 de octubre de 1942), así como diversas notas facilitadas por don Manuel Sánchez Rodríguez y el mismo señor Darías.


        Estos datos han sido aprovechados, añadidos y a veces rectificados con las otras fuentes originales ya indicadas en las notas infrapaginales.

      


      
        61 A. S.: Secretaría de Guerra. leg. 5.871

      


      
        62 Ibid.


        Este fuerte fue derruido en 1342.

      


      
        63 A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 1.289. Relación de los castillos que había en Canarias (1743).

      


      
        64 El polvorín desapareció en la madrugada del 20 de diciembre de 1896, a consecuencia de una explosión.

      


      
        65 A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 3.797.

      


      
        66 Compuesta por Pedro Agustín del Castillo, Alférez Mayor y Regidor Perpetuo de la isla de Canaria. Dirigido al Muy Ylustre Señor Don Francisco Bernardo Varona, Caballero del orden de Sanctiago, Gobernador y Cappitan General de estas Islas y Presidente de su Real Audiencia. Año 1686.


        N.A.E.: Existe una edición facsímil de la Descripción de las Islas Canarias. Pedro Agustín del Castillo, su vida y su obra. Béthencourt Massieu, Antonio de. Ediciones del Cabildo Insular de Gran Canaria, 1994


        Figura 78.

      


      
        67 En años posteriores —fecha no precisable— un ingeniero unió los baluartes con un muro corrido para ampliar la explanada o plaza de armas, y de esta manera alteró la fisonomía de la torre. (Véase la fig. 78 en comparación con la lám. LI.)

      


      
        68 A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 3.797.


        Véase la lámina LI.

      


      
        69 En este lugar estuvo también emplazada la primitiva torre de Rubicón, construida cuando la conquista normanda por Jean de Bethencourt.

      


      
        70 Figura 79.

      


      
        71 A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 3.797.

      


      
        72 A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 3.797.

      


      
        73 A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 3.797.

      


      
        74 Ibid.


        Los informes sobre los castillos de Guanapay y San Gabriel, antes copiados, proceden de esta Descripción...

      


      
        75 A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 3.281.


        El plano está fechado en Santa Cruz de Tenerife el 6 de junio de 1779. (Lám. LIL)

      


      
        76 Láminas LII y LIII.

      


      
        77 A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 3.797.

      


      
        78 En este mismo lugar estuvo emplazado el primitivo castillo de Rico Roque, edificado por Jean de Bethencourt.

      


      
        79 Figura 80 y lámina LIV.

      


      
        80 A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 3.797.

      


      
        81 Figuras 81 y 82.

      


      
        82 A. S.: Secretaría de Guerra, leg. 3.797.

      


      
        83 Sergio F. Bonnet: La feudal “torre del Conde” en La Gomera, en la revista “El Museo Canario”, 19 (1946), 27 y 41.

      


      
        84 Bonnet, en su artículo antes citado, da por supuesto que el informe de Mendoza, por él publicado, se refiere al castillo de los Remedios, cuando está bien claro, por las alusiones geográficas, que se refiere a la plataforma de Buen Paso.

      


      
        85 Los Roques se llama todavía al lugar de emplazamiento de la ermita y torre de Buen Paso.

      


      
        86 Al norte de San Sebastián de La Gomera.

      


      
        87 Al sur de San Sebastián, hacia la punta de los Canarios.

      


      
        88 Artículo citado por BONNET, pág. 43.

      


      
        89 BONNET. pág. 29

      


      
        90 El Consejo de guerra consideraba peligrosas estas hipotéticas obras, en las que se podía parapetar el enemigo.


        Bonnet, pág. 29.

      


      
        91 Véase la figura 23.

      


      
        92 Hoy día se conserva en estado muy ruinoso.

      


      
        93 Bethencourt: Nobiliario..., tomo II, pág. 208.

      


      
        94 En 1686 no lo dibuja Pedro Agustín del Castillo en su diseño o plano de San Sebastián (fig. 23), que forma parte de la Descripción de las Yslas de Canaria (manuscrito propiedad del conde de la Vega Grande de Guadalupe).


        En cambio, un documento de 1718 —‘‘Apuntamiento de la pobreza que se padece en la Gomera y el Hierro” (M. C.: Archivo de Adeje)— la da como existente. (BONNET, artículo citado, pág. 31.)

      


      
        95 Este capitán general nombró en 1706 visitador de las fortificaciones de La Gomera a don Fernando de Molina Quesada y Machado. (Bethencourt: Nobiliario,.., tomo II, pág, 212.)

      


      
        96 Este castillo, modificado y reconstruido, se conserva en la actualidad. Sus usos han sido muy varios: cuartel, escuelas, mercado, etc.

      


      
        97 Bonnet, pág. 31.

      


      
        98 Castillo, pág. 296.

      


      
        99 Sergio F. Bonnet: La feudal “torre del Conde’’ en la Gomera, en “El Museo Canario”, 19 (1946), 33.

      


      
        100 A los condes de La Gomera correspondía el nombramiento de la guarnición de los fuertes de su isla señorial. Así, por ejemplo, en 1686 don Juan Bautista de Herrera y Ponte designó condestable de la artillería a Manuel Díaz con 200 ducados de sueldo y “media pipa de vino y seis fanegas de trigo” de gratificación. En 1702 el mismo conde nombra a Bernardo Méndez. En 1743 y 1761 fueron, respectivamente, designados Cristóbal Guerra y Juan Padilla. (BONNET, pág. 36.)

      


      
        101 En cuanto a la isla de El Hierro, nunca contó esta isla con fortificaciones. Sus costas inaccesibles eran su mejor defensa. No obstante ello, en 1793, el gobernador de las armas don Cosme de Burós solicitó que se construyese un pequeño fuerte en el Puerto de Naos. El comandante general don Antonio Gutiérrez pidió informe al ingeniero militar don Luis Marqueli, quien lo evacuó en sentido desfavorable a la demanda. Así lo comunicaba Gutiérrez al gobernador en oficio de 1 de junio de 1793. (Dacio V. Darias y Padrón: Noticias generales históricas sobre la Isla del Hierro. La Laguna, 1929, pág. 339.)

      


      
        102 Viera y Clavijo, tomo III, pág. 210.


        Millares Torres, tomo VI, pág. 35.

      


      
        103 Todavía en 1657, después del ataque de Blake, el capitán general Dávila quiso arrastrar al Cabildo de Tenerife a solicitar del Rey la creación de nuevos arbitrios que gravasen el comercio de exportación e importación, con objeto de poder disponer de los fondos necesarios para la dotación fija de un presidio en Santa Cruz de 200 soldados.

      


      
        104 Don Juan de Melgarejo era alcalde mayor de la Real Audiencia de Galicia.


        La principal de las gracias solicitadas y concedidas se refería a la facultad del Cabildo para continuar nombrando fieles ejecutores en La Laguna, La Orotava y Garachico a dos regidores del mismo, que se fuesen turnando cada dos meses.


        Viera y Clavijo (tomo III, pág. 247) añade otras demandas y gracias que no recoge ni especifica la Real cédula citada.

      


      
        105 Véase el capítulo XXXI.

      


      
        106 Viera y Clavijo, tomo III, pág. 258.

      


      
        107 A. C. T.: Reales cédulas, leg. 13, núm. 46.


        A. H. N.: Sala de Gobierno de Castilla, leg. 410.

      


      
        108 La Real cédula sólo hace alusión a la isla de Tenerife.

      


      
        109 A. H. N.: Sala de Gobierno de Castilla, leg. 410. Viera y Clavijo, tomo III, pág. 277.


        Millares Torres, tomo VI, pág. 77.


        Véase el capítulo XXXI.
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        A. H. N.: Sala de Gobierno de Castilla, legs. 410-413.

      


      
        191 Viera y Clavijo, tomo III, pág. 377.


        La Junta de Canarias ordenó por decreto de 21 de agosto de 1734 “que interin se determinaban los pleitos sobre la restitucion de impuestos ilegales, introducidos por los capitanes generales, se hubiesen de arreglar en la percepcion unicamente por las ordenes y aprobaciones reales, sin contravenir a ellas bajo ningun pretexto”.
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        En 1775 salieron de las islas numerosas expediciones de labradores y obreros con destino a Yucatán, Campeche, Veracruz, Caracas y La Habana.
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